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			Nota previa acerca del contenido actualizado al 2019

			El fenómeno de la (re)codificación en Ecuador, expresada en el Código Orgánico Integral Penal, será abordada en la presente obra actualizada, por medio de las varias instituciones, tipos penales, procedimientos y medidas que permiten la ejecución de una sentencia.

			A diferencia de sus primeras ediciones, no se efectuará la comparación con las regulaciones del ex Código Penal, ex Código de Procedimiento Penal y ex Código de Rehabilitación Social y Ejecución de Penas, sino que se agregarán comentarios de corte doctrinal y las respectivas concordancias normativas que avalan una apropiada aprehensión del sentido, contenido y alcance del trabajo legislativo como limite del ius puniendi.

			Se espera de este modo dar un paso más allá, para entregar herramientas prácticas para el ejercicio técnico, racional y legítimo del poder de sanción.

			Por último, no se olvide que en cada apartado se hacen sugerencias de concordancias temáticas, que resultan de la interrelación de las explicaciones abordadas en todo el Consultor Penal.

			La autora

			Quito, diciembre del 2019
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			Abandono de personas

			El Código Orgánico Integral Penal contempla una sola conducta delictiva de abandono en su artículo 153, identificando como sujetos pasivos a:

			
					Los adultos mayores

					Niñas, niños y adolescentes

					Mujeres embarazadas

					Personas con discapacidad

					A quienes adolezcan de enfermedades catastróficas, de alta complejidad, raras; o

					Las personas huérfanas

			

			La estructura del delito, en su figura genérica, requerirá además que se demuestren como circunstancias complementarias, que al ofendido se lo coloca en una situación de desamparo y se pone en peligro real su vida o integridad física. La pena para esta conducta es de privación de libertad de uno a tres años.

			Como figuras agravadas, se contemplan las siguientes:

			1. Si producto del abandono se producen lesiones en la víctima, se sancionará al sujeto activo con las mismas penas previstas para el delito de lesiones, aumentadas en un tercio.

			2. Si se produce la muerte, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años.

			Abigeato: delito y contravención

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad)

			El Código Orgánico Integral Penal en su artículo 199, emplea como verbo rector de abigeato al “apoderamiento” de una o más cabezas de ganado caballar, vacuno, porcino o lanar. Este delito contempla una pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Con igual pena se sancionará a la persona que con el mismo animus de apropiación, inserte, altere, suprima o falsifique fierros, marcas, señales u otros instrumentos o dispositivos utilizados para la identificación de las cabezas de ganado.

			Las figuras agravadas de abigeato son:

			
					Si la infracción  se comete con fuerza, el sujeto activo se hará merecedor a la pena privativa de libertad de tres a cinco años;

					Si es cometida con violencia, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años; y,

					Si a consecuencia del delito se causa la muerte de una persona, el sujeto activo será sancionado con una pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			

			Con la reforma del 2019 se agrega que se procederá al comiso de cualquier tipo de bien mueble o inmueble empleado para el cometimiento de este delito.

			Es importante hacer notar que dentro de las contravenciones contra el derecho a la propiedad, el legislador crea una específica de abigeato:

			Contravención de abigeato:

			En caso de que lo sustraído no supere un salario básico unificado del trabajador en general, la persona será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 210 COIP).

			Importante tener en cuenta también que dentro de la estructura tipológica de la “Receptación” (Art. 202 COIP, reformado por la Sentencia de la Corte Constitucional No. 14-15-CN/19, de 14 de mayo del 20191), se sancionará con una pena de seis meses a dos años, a quien oculte, custodie, guarde, transporte, venda o transfiera la tenencia, en todo o en parte, de bienes muebles, cosas o semovientes conociendo que son producto de hurto, robo o abigeato.

			Aborto y excusas legales absolutorias

			(Ver Excusas legales absolutorias)

			Definición: Uno de los delitos contra la inviolabilidad de la vida que se sanciona en nuestra legislación, es aquel en el cual el sujeto activo, dolosamente, ha procedido a la interrupción del producto de la concepción, impidiendo y frustrando su curso normal.

			Circunstancias del delito: Se deben tener en cuenta las varias circunstancias delimitantes de esta conducta, puesto que presenta aspectos propios, ya sea porque dependerá de quien lo realiza, o si existen bienes jurídicos prevalentes que lo excusen.

			El Código Orgánico Integral Penal, si bien mantiene la estructura base de los ilícitos del derogado Código Penal, nos enfrenta a un cambio en las escalas punitivas, a saber:

			1. Aborto con resultado de muerte de la madre (consentido y no consentido): Cuando los medios empleados con el fin de hacer abortar a una mujer causen la muerte de ésta, la persona que los haya aplicado o indicado con dicho fin, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años, si la mujer ha consentido en el aborto; y, con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años, si ella no lo ha consentido (Art. 147 COIP).

			2. Aborto (sin resultado de muerte) NO CONSENTIDO por la madre: La persona que haga abortar a una mujer que no ha consentido en ello, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. En el caso de verificarse actos idóneos e inequívocos para producir el aborto, pero que no han producido la expulsión del producto de la concepción, se sancionará como tentativa. (Art. 148, en concordancia con el Art. 39 del COIP)

			Es importante indicar que respecto al artículo 148 del COIP, se encuentra en la Asamblea Nacional un proyecto de reforma, que agrega, dentro de la tipificación de aborto no consentido, los verbos rectores: obligar o forzar a la mujer al aborto.

			3. Aborto (sin resultado de muerte) CONSENTIDO por la madre: La persona que haga abortar a una mujer que ha consentido en ello, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. La mujer que cause su aborto o permita que otro se lo cause, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 149 COIP).

			Excusas legales absolutorias de aborto:

			Según el Art. 150 del COIP, el aborto practicado por un médico u otro profesional de la salud capacitado, que cuente con el consentimiento de la mujer o de su cónyuge, pareja, familiares íntimos o su representante legal, cuando ella no se encuentre en posibilidad de prestarlo, no será punible en los siguientes casos:

			1. Si se ha practicado para evitar un peligro para la vida o salud de la mujer embarazada y si este peligro no puede ser evitado por otros medios. Esto se corresponde a la figura del aborto terapéutico.

			2. Si el embarazo es consecuencia de una violación en una mujer que padezca de discapacidad mental. Esta figura se explica desde la institución del aborto eugenésico.

			Proyecto de reforma al Código Orgánico Integral Penal con relación a las excusas legales absolutorias de aborto (Informe para segundo debate de 08 de mayo del 2019):

			Este proyecto de reforma que se tramitó en el seno de la Asamblea Nacional, propuso que el numeral 2 del artículo 150 se sustituyera por el siguiente:

			“2. Si el embarazo es consecuencia de una violación, incesto o inseminación no consentida”

			Dentro de este mismo numeral, como párrafo final, el proyecto registró que sería necesario que el tiempo de embarazo no superase las catorce semanas de gestación y no se requeriría la preexistencia de una sentencia o resolución, sino que bastaría con la afirmación de la víctima ante el personal médico. Esta afirmación se convertía en noticia del delito, para que fuera investigado por parte de las autoridades competentes.

			En el caso de que las víctimas eran niñas y adolescentes, no se requería de autorización de sus progenitores, curadores o representantes legales para la práctica del aborto, para el efecto, el Estado debía proveer el acompañamiento necesario, para que su decisión fuera libre e informada.

			Además, se propuso se agregue un numeral al artículo 150:

			“3. El embrión o feto padezca una patología congénita adquirida o genética, incompatible con la vida extrauterina independiente, en todo caso de carácter letal, determinado por un profesional de la salud.”

			Este proyecto NO fue aprobado en segundo debate por la Asamblea Nacional en el mes de septiembre del 2019; sin embargo, en el proyecto remitido el 19 de septiembre del 2019 al Ejecutivo para el respectivo veto, se hizo constar como Disposición Transitoria Segunda a la Ley Orgánica reformatoria al COIP, una relativa al plazo de 90 días para que el Consejo de la Judicatura y el Ministerio de Salud Pública pusieran en vigor la normativa necesaria a fin de operativizar los abortos no punibles del Art. 150.

			El Ejecutivo, en torno a esta disposición transitoria segunda, mediante Oficio No. T.539-SGJ-19-0814 de 18 de octubre del 2019, presentó una objeción por razones de inconstitucionalidad de fondo y de forma, en vista de que la norma transitoria habría tenido como fin dotar de aplicabilidad a la inclusión del aborto en caso de violación, entre aquellos presupuestos de hecho que no son punibles; empero, el régimen transitorio contiene regulaciones que no existen en el ordenamiento jurídico y mucho menos en la ley reformatoria que se objeta.

			Lo dicho obliga a la Corte Constitucional a pronunciarse acerca de la constitucionalidad de la transitoria en relación con el vigente artículo 150 del COIP, y, como lo señala el Ejecutivo, lo deberá hacer a la luz de los principios de no revictimización, progresividad de los derechos, igualdad y no discriminación, esto más, porque al tenor del artículo 1 de la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer CEDAW, la expresión discriminación denota toda distinción, exclusión o restricción, basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independiente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y libertades fundamentales, en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

			Abuso de autoridad

			En el Ecuador no existe dignatario, autoridad, funcionario ni servidor público exento de responsabilidades, por las acciones u omisiones en las que haya incurrido en el ejercicio de sus funciones; puesto que se entiende que el desempeño de cualquier dignidad o función pública constituye un servicio a la colectividad que exige capacidad, honestidad y eficiencia (Constitución de la República: Art. 11 Num. 9// Art. 233)

			El abuso de autoridad se puede presentar en varios niveles, en el ámbito del Derecho Penal por ejemplo, podemos centrar la atención en varios de los sujetos procesales que, dependiendo la etapa del procedimiento, deberán ejercer sus atribuciones según lo delimitado en la ley, existiendo un abuso, cuando su conducta lesiona o pone en peligro bienes jurídicos fundamentales.

			Tipos penales relacionados con el abuso de autoridad:

			Entre las tipologías contenidas en el COIP que reprimen el abuso de autoridad, encontramos las siguientes:

			
					Abuso de facultades: Será merecedor de una pena de privación de libertad de uno a tres años, el servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que, en ejercicio de su autoridad o mando, realice los siguientes actos:1. Imponga contra sus inferiores castigos no establecidos en la ley o se exceda en su aplicación.
2. Asuma, retenga o prolongue ilegal o indebidamente un mando, servicio, cargo o función militar o policial.
3. Haga requisiciones o imponga contribuciones ilegales.
4. Ordene a sus subalternos el desempeño de funciones inferiores a su grado o empleo y que sean ajenas al interés del servicio o, inste a cometer una infracción que ponga en peligro la seguridad de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas.
5. Obtenga beneficios para sí o terceros, abusando de la jerarquía, grado, función, nivel o prerrogativas, siempre que este hecho no constituya otra infracción.
6. Permita a personas ajenas o desvinculadas a la institución ejercer funciones que les correspondan exclusivamente a los miembros del servicio militar o policial (Art. 294 COIP).


					Extralimitación en la ejecución de un acto de servicio: El servidor de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional o seguridad penitenciaria que se extralimite en la ejecución de un acto del servicio, sin observar el uso progresivo o racional de la fuerza, en los casos que deba utilizarla y que como consecuencia de ello, produzca lesiones a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad que corresponda, según las reglas de lesiones, con el incremento de un tercio de la pena. Si como consecuencia de la inobservancia del uso progresivo o racional de la fuerza se produce la muerte de una persona, la conducta se agravará y será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 293 COIP).

					Privación ilegal de libertad: El servidor público que prive ilegalmente de libertad a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años. Esta pena se agravará de tres a cinco años de privación de libertad, si el servidor público dispone la privación de libertad de una persona en lugares diferentes a los destinados para el efecto por la normativa vigente (Art. 160 del COIP).

					Revelación de secreto: La persona que teniendo conocimiento por razón de su estado u oficio, empleo, profesión o arte, de un secreto cuya divulgación pueda causar daño a otra persona y lo revele, será sancionada con la pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 179 COIP).

					Comercialización de bienes de uso policial o militar hurtados o robados: El servidor policial o militar que adquiera, comercialice o transfiera a sabiendas bienes robados o hurtados pertenecientes a la Policía Nacional o a las Fuerzas Armadas, será sancionado con la pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 203 COIP).

					Prevaricato de los jueces o árbitros: Los miembros de la carrera judicial jurisdiccional o los árbitros en Derecho que fallen contra ley expresa, en perjuicio de una de las partes, es decir, procedan contra ley expresa, haciendo lo que prohíbe o dejando de hacer lo que manda, en la sustanciación de las causas o conozcan causas en las que patrocinaron a una de las partes como abogados o procuradores, serán sancionados con la pena privativa de libertad de tres a cinco años, además de quedar inhabilitados para el ejercicio de la profesión u oficio por seis meses (Art. 268 COIP).

					Fraude procesal: Será sancionada con la pena privativa de libertad de uno a tres años, la persona (incluidos los servidores públicos) que, con fin de inducir a engaño al juez, en el decurso de un procedimiento civil o administrativo, antes de o durante un proceso penal, oculte los instrumentos o pruebas, o cambie el estado de las cosas, lugares o personas.Con la misma pena serán sancionados quienes, conociendo de la conducta delictiva de una o varias personas, les suministran alojamiento o escondite, o les proporcionan los medios para que se aprovechen de los efectos del delito cometido, o les favorecen ocultando los instrumentos o pruebas materiales de la infracción, o inutilizando las señales o huellas del delito para evitar su represión y los que, estando obligados por razón de su profesión, empleo, arte u oficio, a practicar el examen de las señales o huellas del delito o el esclarecimiento del acto punible, oculten o alteren la verdad, con propósito de favorecerlos (Art. 272 COIP).


					Tráfico de influencias: Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución de la República, prevaliéndose de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica, ejerza influencia en otra u otro servidor para obtener un acto o resolución favorable a sus intereses o de terceros, serán sancionados con la pena privativa de libertad de tres a cinco años.Serán merecedores del máximo de la pena, cuando los sujetos activos, aprovechándose de la representación popular o del cargo que ejercen, se favorezcan o hayan favorecido a personas naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones legales o reglamentarias, les concedan contratos o permitan la realización de negocios con el Estado o con cualquier otro organismo del sector público (Art. 285 COIP).


					Uso de la fuerza pública contra órdenes de autoridad: Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución, que utilice a miembros de la Policía Nacional o Fuerzas Armadas contradiciendo la Constitución, impidiendo la ejecución de órdenes legítimas expedidas por autoridad competente o permitiendo el uso de la violencia sin legitimación legal suficiente, serán sancionados con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 288 COIP).

					Alteración de evidencias y elementos de prueba: La persona o servidor público, que altere o destruya vestigios, evidencias materiales u otros elementos de prueba para la investigación de una infracción, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 292 COIP).

			

			No está por demás indicar que el Código Orgánico Integral Penal se sustenta en el principio de dignidad humana y titularidad de derechos, por medio del cual se reconoce que quien está sometido a una investigación o proceso penal, no deja de ser titular de los derechos humanos reconocidos por la Constitución de la República y por instrumentos internacionales.

			Principios procesales a tener en cuenta los hallamos por ejemplo en los numerales 4, 5, 10 y 21 del Art. 5 del COIP, a saber:

			
					Inocencia: Toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.

					Igualdad: Es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentran en circunstancias de vulnerabilidad.

					Intimidad: Toda persona tiene derecho a su intimidad personal y familiar. No podrán hacerse registros, allanamientos, incautaciones en su domicilio, residencia o lugar de trabajo, sino en virtud de orden del juzgador competente, con arreglo a las formalidades y motivos previamente definidos, salvo en los casos de excepción previstos en la Ley.

					Privacidad y confidencialidad: Con relación a las víctimas de delitos sexuales, así cuando se trate de niños, niñas o adolescentes que participen en el proceso penal, se prohíbe divulgar fotografías o cualquier otro dato que posibilite su identificación en actuaciones judiciales, policiales o administrativas y referirse a documentación, nombres, sobrenombres, filiación, parentesco, residencia o antecedentes penales.

			

			En este hilo, se tendrá presente además que las personas privadas de su libertad conservan la titularidad de sus derechos humanos, con las limitaciones propias de la privación de libertad y serán tratadas con respeto a su dignidad como seres humanos, de ahí que se prohíba el hacinamiento (Art. 4 del COIP).

			Abuso de confianza

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad)

			Este delito en el Código Orgánico Integral Penal se encuentra dentro de la Sección Novena de los “Delitos contra el derecho a la propiedad”, que forma parte del Capítulo Segundo de los “Delitos contra los derechos de libertad”.

			Circunstancias de la infracción: Para que se configure el abuso de confianza y se reprima al sujeto activo con la pena de privación de libertad de uno a tres años, se requiere que la persona disponga, para sí o un tercero, de dinero, bienes o activos patrimoniales entregados con la condición de restituirlos o usarlos de un modo determinado.

			Incurre también en este delito quien, abusando de la firma de otra persona en documento en blanco, extienda con ella algún documento en perjuicio del firmante o de un tercero (Art. 187 COIP).

			Nos encontrábamos frente a una figura en la que se requiere tanto de la existencia de un vínculo de confianza (expresa o tácita), así como el aprovechamiento de la situación derivada de la misma (Gaceta Judicial Año XCIV, Serie XVI, p. 68).

			Abuso sexual

			(Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Este delito contra la integridad sexual y reproductiva podría ser asimilado al atentado al pudor constante en el ex Código Penal (Art. 504.1), con la diferencia de que ya no será necesario que el sujeto activo sea menor de dieciocho años o persona con discapacidad.

			Tipo genérico:

			Esta figura se configura cuando el sujeto activo, en contra de la voluntad de la víctima, ejecuta sobre ella o la obligue a ejecutar sobre sí misma u otra persona, un acto de naturaleza sexual, sin que exista penetración o acceso carnal. En este caso, la pena privativa de libertad será de tres a cinco años.

			Figuras agravadas: La pena privativa de libertad será de cinco a siete años:

			
					Cuando la víctima sea menor de catorce años o con discapacidad;

					Cuando la persona no tenga capacidad para comprender el significado del hecho o por cualquier causa no pueda resistirlo; o

					Si la víctima, como consecuencia de la infracción, sufre una lesión física o daño psicológico permanente o contraiga una enfermedad grave o mortal.

			

			Pena máxima: Si la víctima es menor de seis años, se sancionará con la pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 170 COIP).

			Resolución judicial relevante (cuando se trata de niños, niñas y adolescentes): Edición Especial R.O. No. 301, viernes 10 de abril del 2015. Resolución de la Corte Nacional de Justicia No. 764-2010.

			Accesoriedad de la participación - participación criminal

			(Ver Autoría - Autoría Directa y Mediata // Cómplice // Responsabilidad Penal // Fraude Procesal)

			Cuando nos referimos a la responsabilidad penal, es indispensable el establecimiento del grado de participación de cada una de las personas que pueden ser consideradas como sujetos activos de la infracción, de ahí que cuando nos centramos en la accesoriedad de la participación, se hace presente el elemento “comunidad de hecho” que integra la idea de una colaboración criminal.

			Hasta antes de la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, eran responsables de las infracciones los autores, cómplices y encubridores. A partir del 10 de agosto del 2014, el Código Orgánico determina que la participación criminal se reduce a dos figuras: al autor (en sus varias modalidades) y al cómplice, dejando al encubrimiento como un tipo penal autónomo –denominado como Fraude Procesal– (Art. 272 COIP) que atenta contra la tutela judicial efectiva, dentro del bien jurídico de la “Responsabilidad Ciudadana”

			Así, el artículo 41 del COIP determina que las personas participan en la infracción, lo harán en calidad de autores o cómplices; además, las circunstancias o condiciones que limitan o agravan la responsabilidad penal de un autor o cómplice, no influirán en la situación jurídica de los demás partícipes en la infracción penal.

			1. Los autores:

			Responderán como autoras las personas que incurran en alguna de las siguientes modalidades:

			1.1. Autoría directa:

			a) Quienes cometan la infracción de una manera directa e inmediata.

			b) Quienes no impidan o procuren impedir que se evite su ejecución teniendo el deber jurídico de hacerlo.

			1.2. Autoría mediata:

			a) Quienes instiguen o aconsejen a otra persona para que cometa una infracción, cuando se demuestre que tal acción ha determinado su comisión.

			b) Quienes ordenen la comisión de la infracción valiéndose de otra u otras personas, imputables o no, mediante precio, dádiva, promesa, ofrecimiento, orden o cualquier otro medio fraudulento, directo o indirecto.

			c) Quienes, por violencia física, abuso de autoridad, amenaza u otro medio coercitivo, obliguen a un tercero a cometer la infracción, aunque no pueda calificarse como irresistible la fuerza empleada con dicho fin.

			d) Quienes ejerzan un poder de mando en la organización delictiva.

			1.3. Coautoría: Quienes coadyuven a la ejecución, de un modo principal, practicando deliberada e intencionalmente algún acto sin el cual no habría podido perpetrarse la infracción (Art. 42 del COIP).

			2. Los cómplices:

			Responderán como cómplices las personas que, en forma dolosa, faciliten o cooperen con actos secundarios, anteriores o simultáneos a la ejecución de una infracción penal, de tal forma que aún sin esos actos, la infracción se habría cometido.

			Importante tener en cuenta por parte del lector, que el legislador ha considerado que:

			a) No cabe complicidad en las infracciones culposas.

			b) Si de las circunstancias de la infracción resulta que la persona acusada de complicidad, coopera en un acto menos grave que el cometido por el autor, la pena se aplicará solamente en razón del acto que pretendió ejecutar.

			c) El cómplice será sancionado con una pena equivalente de un tercio a la mitad de aquella prevista para el autor (Art. 43 COIP).

			Breves referencias doctrinarias acerca de la participación criminal*

			*	Insumos constantes dentro del Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Jescheck sostiene que por lo general las disposiciones de la Parte Especial del Código Penal describen conductas llevadas a cabo por una sola persona, de modo que el órgano normativo asume autor es quien realiza la totalidad de los elementos del tipo2. Visto así, consideramos que autor es la persona cuya presencia es necesaria para la lesión o puesta en peligro del bien jurídico.

			Sin embargo, el concepto de autoría no está limitado a la participación de un único sujeto, sino que se puede extender a otros que se usan como instrumentos (autoría mediata) y, además, hay la posibilidad de que varias voluntades intervengan en el hecho, a título de intervinientes necesarios y principales (coautoría)3.

			Por último, pueden también entrar en la escena delictiva personas que, si bien actúan de forma dolosa, lo hacen solamente para prestar ayuda a otro en la comisión de la infracción (cómplices)4. Son personas cuya participación es secundaria o accesoria, o sea, son actores prescindibles, de forma que, si no actúan, el delito (que es un hecho ajeno) se perpetra, aunque con mayor dificultad.

			Estas distintas formas de colaboración no se encuentran en el mismo nivel de penalidad y además pueden dar lugar a la participación posterior al delito, a través de actos de favorecimiento reales y personales a los involucrados, como acontece, en algunas legislaciones, con la figura del encubridor.

			Mir Puig habla de participación criminal en dos sentidos. El primero o amplio, lo emplea para referirse a todas las formas de intervención en el hecho y, en sentido estricto, la delimita únicamente en la intervención en una acción u omisión ajena, distinta a la coautoría. Propone para abarcar a la autoría y a la participación se use el término “intervención” y, cuando exista una pluralidad de sujetos, el de “codelincuencia”5. En línea similar, Zaffaroni se refiere a la “concurrencia de personas”, cuando en el delito intervienen varios agentes que desempeñan roles parecidos o diversos6.

			La discusión doctrinaria acerca de si el rol que asume cada persona en el delito es un problema de tipicidad o de constatación fáctica es de antigua data, habiéndose esbozado, por ejemplo, la tesis objetiva de autor (concepto restrictivo) y otra de corte subjetivista o extensiva para fundamentar o legitimar el castigo.

			La primera tiene dos vertientes: La objetivo-formal, que considera autor a cualquier persona que cumpla con el comportamiento contenido en la tipología, sin que se torne relevante su contribución en el suceso global. La objetivo-material en cambio, parte del punto de vista de la mayor peligrosidad, que permite diferenciar entre la aportación del autor en comparación con la del cómplice7.

			La teoría subjetiva de la participación por su parte se vincula a un concepto extensivo de autor, que propone sea quien realiza, con plena voluntad, una contribución causal al hecho, es decir, quiere el hecho como propio. Por el contrario, partícipe es quien posee una voluntad de participación secundaria, entonces quiere el hecho, pero como ajeno (teoría de la intención)8.

			En atención a lo dicho, a nuestro criterio, ni la teoría objetiva ni la subjetiva responden de forma adecuada a la demarcación puntual de la participación criminal, entendida por nosotros como la pluralidad de sujetos, con distintos roles, que interactúan en la comisión del delito. Es el profesor Roxin quien esboza una postura muy interesante para tratar la autoría desde la inmediatez o participación directa –dominio del hecho– y una autoría mediata, que funciona por medio del dominio de la voluntad.

			Modalidades de autoría:

			Siguiendo las explicaciones del párrafo precedente y del concurso de personas para la estipulación de las penas, según la corriente del funcionalismo moderado, es necesario tener en cuenta que los autores del ilícito pueden ser analizados a través de una postura intermedia conocida como Teoría normativa de la combinación.

			Esta teoría supera la premisa de que la voluntad del autor es algo psíquicamente verificable (teoría subjetiva), y se decanta por atribuir importancia al grado de interés propio del resultado del hecho, a la magnitud de la intervención; y, al dominio o, al menos, la voluntad del dominio de la conducta, de modo que su realización o resultado dependan de manera concluyente de la forma de proceder del encausado9.

			Si bien la propuesta no aclara los criterios valorativos que determinarán la autoría, entrega insumos para poder diferenciar tres tipos de autores: los inmediatos, los mediatos y los coautores, que es la clasificación asumida por el Código Orgánico Integral Penal.

			Roxin explica esta división tripartita de la manera siguiente:

			a) El dominio del hecho (realización del tipo en sentido material), es el elemento de autoría de los delitos comunes. Domina el hecho o la acción quien, en la realización del ilícito, aparece como figura central, por su influencia categórica en el acontecimiento. En este caso, la ejecución de la conducta es de primera mano o de propio cuerpo, en otras palabras, es un autor inmediato10.

			Es el tipo de autoría más evidente, puesto que la admisión de responsabilidad se confirma por la adecuación conductual al tenor literal de la norma.

			Se pone de manifiesto aún cuando la persona ejecutó la infracción en cumplimiento de una orden, porque ese desempeño implica que la persona perpetró el delito “por sí misma”, por tanto, dominó el proceso delictual. La presión a la que fue sometida en todo caso afectará a la dosimetría de la pena, pero no a la cuestión de su rol principal11.

			b) La autoría mediata se presenta cuando se domina el acontecimiento, pero sin participar en él directamente, sino que se subyuga al ejecutor mediante el uso de la fuerza o recurriendo a artificios o engaños. Existe entonces un dominio de la voluntad y por tal razón, la persona que instrumentaliza a otra responde también en el nivel máximo de la pena contemplada para el delito12.

			Es el ejemplo claro de una persona que se sirve de otra para sus fines propios (la hace actuar como medio), de modo que, mediante esa instrumentalización se domina mediatamente, como “sujeto de atrás”, la marcha y consumación de la infracción.

			El dominio de la voluntad tiene tres expresiones13:

			b.1. Dominio de la voluntad en virtud de la coacción: Presente cuando se compele u obliga a un sujeto a actuar.

			b.2. Dominio de la voluntad en virtud del error: Se pone de manifiesto cuando se dirige el acontecimiento por medio del engaño a su ejecutor.

			b.3. Dominio de la voluntad en aparatos organizados de poder: Se produce cuando se controla el evento de forma determinante, sirviéndose de órdenes impartidas dentro de un aparto organizado de poder y no dependiendo de la disposición de un autor individual a producir el hecho.

			La teoría del dominio por (o de) organización fue desarrollada por Roxin en el año 1963 y, tiene como premisa, el disponer de un aparato que asegure el cumplimiento de órdenes, incluso sin fuerza o engaño, porque el aparato per se garantiza la ejecución.

			Característica de esta forma de actuación es que el autor mediato no conoce personalmente la mayoría de las veces al ejecutor directo14, de ahí que lo que garantiza al sujeto de atrás la ejecución del ilícito, es la “fungibilidad” del autor inmediato, porque “El que actúa es solo una pieza intercambiable en el engranaje del aparato de poder”15.

			c) La última modalidad de autoría o dominio funcional, se constata cuando se controla la realización típicamente antijurídica, desempeñando con otros una función cardinal para el éxito de la realización de la inconducta. Este tipo de participación se pertenece a la definición de coautoría16.

			La complicidad:

			A diferencia de la participación necesaria (directa o mediata) del autor, el cómplice es un colaborador que puede o no estar presente antes y durante la comisión del ilícito y por tal motivo, se decide aplicarle una pena menor. Su naturaleza es accesoria y secundaria y pretende facilitar la obtención de los resultados buscados por el sujeto principal de la infracción.

			Roxin cuando desarrolla lo concerniente a la participación, la describe como un ataque autónomo al bien jurídico a través de una contribución dolosa no constitutiva de autoría en un hecho típicamente antijurídico. La participación aprehendida de este modo puede manifestarse por medio de las figuras de la inducción, la cooperación o la complicidad17.

			Aclara que la participación, aunque es un concepto accesorio, porque el injusto doloso que realiza el autor se imputa también al partícipe, se erige como una figura independiente o autónoma, en cuanto el juicio de reproche se produce solo si la ayuda representa simultáneamente un ataque propio al bien jurídico por parte del que brinda su apoyo18.

			Para Maurach, Gössel y Zipf, la cooperación o prestación de ayuda puede darse tanto por la vía del consejo como por un hecho concreto de asistencia al autor. En el primer caso, se trata de una complicidad intelectual o psíquica y, en el segundo, de una complicidad técnica o física19.

			Aunque los medios de los que los cómplices se valen pueden ser ilimitados y se resumen en cualquier tipo de favorecimiento intencional de una conducta dolorosa ajena20, pueden citarse como ejemplos puntuales: la alerta sobre las posibilidades apropiadas de un delito (soplón o campana), la prestación de asesoría relativa a la ejecución más adecuada de la infracción, la entrega de objetos que sirvan para impedir la individualización del autor o, el fortalecimiento de la resolución delictiva21.

			Por motivos obvios, el rol del cómplice está excluido en los delitos de propia mano y su manifestación deberá tener un límite espacio-temporal, de ahí que la ayuda no requiera en todos los casos ser brindada en la realización de un elemento del tipo, sino que puede referirse sencillamente a una acción preparatoria en la que, como requisito mínimo, el hecho para el que se presta la colaboración debe consumarse, o al menos, haber quedado en grado de tentativa22.

			Acción penal

			(Ver Prescripción de la acción penal // Amnistía // Indulto)

			Clasificación: La acción penal en Ecuador es de dos tipos: pública y la privada, división recogida por el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 410, en el cual se determina que corresponde el ejercicio de la acción pública, a la Fiscalía (de oficio o a petición de parte) y, el ejercicio de la acción privada, a la víctima mediante querella.

			Los delitos de acción pública son la regla general, quedado para los delitos de acción privada reservadas cuatro tipologías, que según el artículo 415 del Código Orgánico Integral Penal, son:

			1. La Calumnia (Art. 182 COIP)

			2. La Usurpación (Art. 200 COIP)

			3. El Estupro (Art. 167 COIP)

			4. Las Lesiones que generen incapacidad o enfermedad de hasta treinta días, con excepción de los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. (Numerales 1 y 2 del Art. 152 COIP)

			Extinción de la acción penal:

			La acción penal puede extinguirse, es decir que no podrá ser ejercida o continuarse en su impulso, según el Código Orgánico Integral Penal, en los siguientes casos (Art. 416 COIP):

			
					Amnistía

					Remisión o renuncia libre y voluntaria de la víctima, desistimiento o transacción, en los delitos en los que procede el ejercicio privado de la acción.

					Una vez que se cumpla de manera íntegra con los mecanismos alternativos de solución de conflictos al proceso penal.

					Muerte de la persona procesada; y,

					Prescripción de la acción

			

			Llama la atención que en esta parte el legislador no se haya referido al indulto presidencial, sino que lo desarrolle dentro del Capítulo Tercero, del Título II, referente a las “Penas y Medidas de Seguridad”, en el cual se señala que la o el Presidente de la República podrá conceder indulto, conmutación o rebaja de las penas impuestas en sentencia ejecutoriada, siempre y cuando la persona sentenciada que se encuentra privada de libertad, haya observado buena conducta posterior al delito.

			La solicitud se dirigirá al/la Primer/a Mandatario/a o a la autoridad que designe para el efecto, quien evaluará si la solicitud es o no procedente. Si la solicitud es negada, se podrá presentar nuevamente si ha transcurrido por lo menos un año más de cumplimiento de la pena y si se ha observado conducta ejemplar (Art. 74 COIP).

			Debe decirse que el artículo 73 del Código Orgánico Integral Penal, trata a la figura de la amnistía y a la del indulto como si fueran sinónimos, al punto que prescribe que será la Asamblea Nacional el órgano público que podrá conceder amnistías por delitos políticos, e indultos, por motivos humanitarios, conforme con la Constitución y la ley; sin embargo, no se los concederá por delitos cometidos contra la administración pública ni por genocidio, tortura, desaparición forzada de personas, secuestro y homicidio por razones políticas o de conciencia.

			Indultos por peculado: La normativa antes referida no ha sido del todo observada, como puede verse por ejemplo en el indulto otorgado por delito de peculado (Art. 257.1 ex Código penal) a Antonio Buñay D. por parte del ex Presidente Rafael Correa Delgado (Decreto Ejecutivo número 1415, de 16 de mayo del 2017); y, dos indultos otorgados por el actual Presidente Lenín Moreno, por el mismo delito de peculado, a favor de Claudia Rodríguez Lima (Decreto Ejecutivo número 249, de 22 de diciembre del 2017) y Jorge Wladimir Peña (Decreto Ejecutivo número 251, de 22 de diciembre del 2017).

			En torno a la extinción de la acción por prescripción, es menester señalar que toda acción penal prescribe en el tiempo y con las condiciones que la ley señala, exceptuándose de esta regla general los delitos de peculado, concusión, cohecho y enriquecimiento ilícito, las infracciones de agresión a un Estado, genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas, delitos de lesa humanidad, delitos relacionados a los daños ambientales; y, los delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes. Conductas todas que tienen el carácter de imprescriptibles, tanto la acción para perseguirlos, como su pena (Constitución de la República de 2008: Art. 233 y Art. 80// COIP Art. 16 Num. 4).

			Para determinarse el tiempo de prescripción, tanto en los delitos de acción pública como en los de acción privada prescriptibles, será indispensable saber si, una vez producido el hecho infraccional, se ha iniciado o no el respectivo procedimiento (Ver Prescripción de la acción// Art. 417 COIP).

			Acoso sexual

			Circunstancias del delito: Este tipo penal reprime a quien solicite favores de naturaleza sexual, favores que pueden ser para sí mismo o para un tercero. El sujeto activo del delito los solicita, en general, haciendo uso de una situación de superioridad, sea ésta laboral, docente, religiosa o similar.

			Figura genérica: El Código Orgánico Integral Penal, a diferencia de lo contemplado en el Art. 511.1 del ex Código Penal, adiciona respecto a la calidad del sujeto activo del delito, al tutor, curador, ministro de culto, profesional de la educación o de la salud, personal responsable en la atención y cuidado del paciente o que mantenga vínculo familiar o cualquier otra forma que implique subordinación de la víctima (Primer inciso del Art. 166 COIP).

			Esta “solicitación” debe además estar acompañada de un anuncio expreso o tácito de causar a la víctima o a un tercero, un mal relacionado con las legítimas expectativas que pueda tener en el ámbito de dicha relación.

			Sanción: La sanción para la figura genérica de acoso sexual en el COIP, es de uno a tres años de privación de libertad.

			Figura agravada: Si el acoso sexual es cometido en contra de personas menores de dieciocho años, personas discapacitadas o cuando no puedan comprender el significado del hecho o por cualquier causa no pudieron resistirlo, se contempla la pena privativa de libertad de tres a cinco años (Inciso final del Art. 166 COIP).

			Figura atenuada: Por otro lado, si los favores sexuales que se solicitan atentan contra la integridad sexual de otra persona, de forma distinta a las descritas en los párrafos anteriores, se sancionará, según el COIP, con la pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Inciso segundo del Art. 166 COIP).

			Acuerdos probatorios

			(Ver Anticipos probatorios - Anuncio de pruebas // Auto de llamamiento a juicio // Audiencia evaluatoria y preparatoria del juicio)

			El Código Orgánico Integral Penal, al normar todo lo referente a la resolución motivada de llamamiento a juicio, determina entre uno de sus puntos, que deberá contener los acuerdos probatorios que han convenido los sujetos procesales; sin embargo, se determina que estos acuerdos deben ser aprobados por el juzgador (Numeral 4 del Art. 608 del COIP).

			En el sistema penal acusatorio, los acuerdos probatorios son pactos que se pueden producir entre la víctima (acusador particular), el procesado y la Fiscalía y, tienen como propósito, dinamizar el proceso en la etapa de juzgamiento. Son el producto de la autonomía y voluntad de las partes procesales y guardan relación directa con el descubrimiento probatorio, ya que cuando se enuncian las pruebas, pueden emerger posiciones de disenso o de consenso en relación con los hechos y circunstancias de innecesario debate sustantivo en el juicio.

			Por ejemplo, en un delito de homicidio, bien se puede convenir en dar por probada la causa de muerte –por medio de la respectiva autopsia–, para así someter a contradicción en el juicio únicamente la responsabilidad o no del procesado.

			Actos Preparatorios del delito

			(Ver Íter criminis // Tenencia y Porte de Arma // Asociación Ilícita // Tentativa)

			Dentro del estudio del íter criminis o camino del delito, o lo que comúnmente se conoce como las etapas a través de las cuales se desarrolla una conducta infraccional, una vez que se supera la fase interna (ideación y deliberación), la primera actividad de la fase externa son los actos preparatorios, diferenciados de los actos ejecutivos, ya que en los últimos hay ya el ingreso de la conducta en el núcleo del tipo, por medio de actos idóneos e inequívocos.

			Los actos preparatorios entonces, son los actos que sirven para la preparación de la ejecución de la conducta punible, debiendo indicarse que su naturaleza es equívoca, razón por la que gran parte de la doctrina estima que no deberían ser reprimidos, lo que en todo caso quedará en manos del legislador.

			En nuestro país, ejemplos de actos preparatorios punibles, los podemos encontrar en tipos como la tenencia y porte de armas, descritas en el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 360, así como en la figura de la asociación ilícita (Art. 370 COIP).

			Referencias doctrinarias acerca de la diferencia entre actos preparatorios y actos de ejecución:

			Hay que saber que uno de los problemas más arduos que la dogmática penal ha enfrentado, es encontrar los fundamentos que permitan diferenciar entre los actos preparatorios y los actos ejecutivos o de ejecución, para de estos últimos –representados en las figuras de la tentativa y el delito frustrado–, avalar su represión y la medida o grado de la pena a imponerse.

			Por ejemplo, se han esgrimido para dar sustento a la punición de la tentativa, tres tipos de teorías: la objetiva, la subjetiva y la de la impresión.

			Para la teoría objetiva, la pena de la tentativa procede porque se produce un peligro para el bien jurídico, de ahí que existirá atipicidad no solo en el caso de la tentativa inidónea, sino en cualquier evento en el cual el bien no corre riesgo alguno. Por estas explicaciones, la pena del delito tentado debería ser menor al consumado, puesto que implica un injusto menor23.

			La teoría subjetiva por su parte, apoya la punibilidad de la tentativa en la voluntad del autor contraria a Derecho, o sea, se centra exclusivamente en la voluntad criminal. Equipara de esta manera la tentativa con el delito consumado, por tratarse del mismo animus doloso, con la consecuente paridad de penas. Así como esta teoría propone la sanción del ánimo del sujeto activo, no es ajeno lo extienda también a los actos preparatorios24.

			La tesis de la impresión avala la represión de la tentativa solo cuando la actuación de la voluntad contraria a Derecho es adecuada para conmover la confianza en la vigencia del orden normativo. Está vinculada a la función preventiva de la pena y a la corriente funcionalista, por lo que, desde su óptica de análisis, es peligrosa cualquier acción que produzca en la sociedad la impresión de una agresión al ordenamiento jurídico25.

			Es la corriente objetiva la aplicada por la mayor parte de ordenamientos penales, de ahí que la tentativa sea aprehendida como la negativa de la consumación que acompaña solamente a los delitos de resultado, y se equipara a los tipos penales de peligro concreto. De este modo, le son aplicables las limitaciones propias de la tipicidad sistemática y conglobante, como las que vienen señaladas por la justificación y la culpabilidad26.

			Como se señaló párrafos arriba, en lo que tiene que ver con el aspecto objetivo, hay que diferenciar plenamente entre los actos preparatorios y los actos de ejecución. Un sector propone un enfoque de carácter formal, cuya premisa rectora exige que el autor haya realizado en forma efectiva una parte propia de la conducta típica, es decir, su acción haya ingresado al núcleo del tipo.

			Vale como comienzo de la ejecución, el inicio de realización del respectivo verbo típico, lo que no ocurría por ejemplo si una persona que quiere matar, se la sanciona solamente por sacar el arma, lo que en todo caso podría eventualmente ser un acto preparatorio27.

			Otra corriente, la material, apela al uso del lenguaje y parte de un principio que incluye la tentativa en las acciones que, por su vinculación necesaria con la acción típica, aparecen como parte integrante de ella según su natural concepción. Para esta línea de pensamiento, sacar el arma ya se constituiría en una tentativa punible28.

			Los clásicos, representados por Carrara, propusieron la teoría de la univocidad, cuyo análisis se erige en un contraste de actos: si unos se muestran equívocos (admiten varias interpretaciones) son preparatorios y por tanto deberían quedar impunes; pero si la interpretación es una sola (unívoca para la lesión del bien), ingresarían en la esfera de ejecución, por tanto, su sanción sea legítima. Esta teoría encuentra ciertos detractores, ya que en algunas ocasiones no se logra claramente diferenciar las dos expresiones materiales.

			Actos urgentes

			(Ver Allanamiento)

			Como actuaciones fiscales urgentes, el Código Orgánico Integral Penal establece que en los casos de ejercicio público o privado de la acción en que se requiere obtener, conservar, preservar evidencias o impedir la consumación de un delito, el fiscal podrá realizar actos urgentes y, cuando se requiera autorización judicial, ésta se solicitará y otorgará por cualquier medio idóneo como:

			
					Fax

					Correo electrónico

					Llamada telefónica

					Entre otros.

			

			De los cuales se dejará, claro está, constancia en el expediente fiscal (Art. 583 del COIP).

			Esto es concordante, por ejemplo, con las regulaciones de la orden de allanamiento, a saber:

			1. En casos de urgencia, el fiscal podrá solicitar la orden verbalmente o por cualquier medio conveniente, dejando constancia de los motivos que determinen el allanamiento.

			2. De no ser posible la descripción exacta del lugar o lugares por registrar, el fiscal indicará los argumentos para que, a pesar de ello, se deberá proceder al operativo.

			3. 3. El juzgador podrá autorizar el allanamiento por cualquier medio, dejando constancia de dicho acto (Art. 481 del COIP).

			Actuaciones de investigación

			(Ver Prueba Material // Pruebas - Reglas)

			Las actuaciones de investigación, según el Código Orgánico Integral Penal, se sujetarán a las siguientes reglas:

			1. Consentimiento expreso para toma de muestras: Para la obtención de muestras, exámenes médicos o corporales, se precisa el consentimiento expreso de la persona o la autorización del juzgador, sin que la persona pueda ser físicamente constreñida. Excepcionalmente por las circunstancias del caso, cuando la persona no pueda dar su consentimiento, lo podrá otorgar un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad. *Excepción en materia de tránsito.29

			2. Constancia escrita: Las diligencias de reconocimiento constarán en actas e informes periciales.

			3. Registro en medios tecnológicos: Las diligencias de investigación deberán ser registradas en medios tecnológicos y documentales más adecuados para preservar la realización de las mismas y formarán parte del expediente fiscal.

			4. Registro suficiente de indicios: El registro que conste en el expediente fiscal deberá ser suficiente para determinar todos los elementos de convicción que puedan fundamentar la formulación de cargos o la acusación.

			5. Pericias públicas como regla general: En caso de no existir una institución pública acreditada, las autopsias, exámenes médicos, de laboratorio o pruebas biológicas, podrán ser realizados en una institución de salud privada acreditada y los costos serán asumidos por el Consejo de la Judicatura. Los mismos tendrán valor pericial (Art. 459 del COIP).

			Acumulación - Penas máximas en Ecuador

			(Ver Determinación judicial de la pena // Conexidad)

			Para hablar de acumulación de penas en nuestro país, es necesario, aplicando una metodología didáctica, clasificarla en varios tipos, partiendo en primera instancia de la acumulación o concurrencia de infracciones, que derivará en la acumulación de las penas; para luego, centrarnos en una acumulación procesal, respecto a las actuaciones de los diversos órganos estatales que actúan en el proceso penal.

			Es necesario indicar que las normas contenidas en el Código Orgánico Integral Penal regulan dos tipos de instituciones concursales en relación con la infracción penal y, además, establecen concurrencia de la responsabilidad penal en el caso de las personas jurídicas con la persona natural.

			1. Concurso real de infracciones: Existirá concurrencia real de delitos, cuando a una persona le sean atribuibles varios tipos penales autónomos e independientes. En este caso, las penas se acumularán hasta un máximo del doble de la pena más grave, sin que por ninguna razón exceda los cuarenta años (Art. 20 COIP).

			2. Concurso ideal de infracciones: Habrá un concurso ideal a criterio de nuestro legislador, cuando varios delitos sean subsumibles en la misma conducta, evento en el que se aplicará la pena de la infracción que se considera más grave (Art. 21 COIP).

			3. Concurrencia de responsabilidad: Esta figura se presenta cuando hablamos de la responsabilidad penal empresarial y de la persona física (responsabilidad dual).

			Así, se establece que la responsabilidad penal de las personas jurídicas no se extinguirá ni modificará si hay concurrencia de responsabilidades con personas naturales en la realización de los hechos, así como de circunstancias que afecten o agraven la responsabilidad, o porque dichas personas han fallecido o eludido la acción de la justicia, o porque se extinga la responsabilidad penal de las personas naturales, o se dicte sobreseimiento.

			Tampoco se extinguirá la responsabilidad de las personas jurídicas, cuando éstas se han fusionado, transformado, escindido, disuelto, liquidado o aplicado cualquier otra modalidad de modificación prevista en la ley (Art. 50 COIP).

			De la acumulación en lo procesal:

			1. Dentro de las reglas de la distribución de la competencia en razón del territorio, se debe tener presente que cuando una persona hubiera cometido infracciones conexas (Ver Conexidad) de la misma o distinta gravedad, en un mismo lugar o en diversos lugares, habrá un solo proceso penal ante la jurisdicción donde se consumó el delito más grave.

			El Código Orgánico Integral Penal, determina que habrá conexidad cuando:

			
					Se imputa a una persona la comisión de más de un hecho punible con una o varias acciones u omisiones realizadas en unidad de tiempo.

					Se imputa a una persona la comisión de varios hechos punibles si se han cometido con el fin de consumar u ocultar otros (Art. 406 COIP).

			

			2. Otro caso de acumulación se presenta cuando existe desplazamiento de un proceso penal de un Fiscal, Juez o Tribunal a otro, por motivo de competencia; así, todo lo actuado por el Fiscal, Juez o Tribunal incompetente se agregará al proceso que se sustancie ante el Fiscal, Juez o Tribunal competente. Los actos procesales practicados por los primeros, tendrán plena validez legal, a menos que se encuentren motivos para anularlos (Art. 408 COIP).

			Acusación particular

			(Ver Denuncia // Víctima)

			Acusador: Es necesario indicar que no todo proceso penal que se tramita por delitos de acción pública contará con la presencia de un acusador particular, ya que es un derecho que puede o no ser ejercido por la víctima del delito. Esta prerrogativa consta en el Código Orgánico Integral Penal, como uno de los derechos del sujeto pasivo de la infracción (Numeral 1 del Art. 11 COIP).

			En cambio, en los delitos de acción privada, será necesario que el ofendido (víctima) proponga su querella ante el Juez de Garantías Penales competente.

			Sujeto procesal: Cuando se es acusador particular, se entiende que se pasa a ser sujeto del proceso penal, lo cual implica que se adquiere ciertos derechos y obligaciones.

			Como regla general, podrá presentar acusación particular la víctima, por sí misma o a través de su representante, sin perjuicio de la facultad de intervenir en todas las audiencias y de reclamar su derecho a la reparación integral, incluso cuando no presente acusación particular (Num. 1 del Art. 432 del COIP).

			Persona jurídica como acusadora: Las personas jurídicas, podrán comparecer como acusadoras particulares por medio de su representante legal, quien podrá actuar por sí mismo o mediante una procuración judicial (Num. 2 del Art. 432 del COIP).

			Cuando se trate de una entidad u organismo público, podrán acusar sus representantes legales o sus delegados especiales y la o el Procurador General del Estado, para las instituciones que carezcan de personería jurídica (Num. 3 del Art. 432 del COIP).

			Cuando exista cualquier delegación especial, hay que tomar en cuenta que se deberá hacer constar expresamente el nombre y apellido de la persona procesada y acusada y la relación completa de la infracción que se le quiere acusar (Inciso final del Art. 432 del COIP).

			Pueden ser víctimas (Art. 441 del COIP):

			
					Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o indirecta como consecuencia de la infracción.

					Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal.

					La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo; ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad de las personas señaladas en el literal anterior.

					Quienes compartan el hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

					El socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido afectada por infracciones cometidas por sus administradores.

					El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten afectadas por una infracción.

					Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que afecten intereses colectivos o difusos; y,

					Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas infracciones que afecten colectivamente a los miembros del grupo.Nótese que la condición de víctima, a criterio de nuestro legislador, es independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, sancione o condone al responsable de la infracción o a que exista un vínculo familiar con éste.
Presentación de la acusación particular (Núm. 1 del Art. 433 del COIP): La acusación particular no puede ser presentada en cualquier momento del procedimiento, sino que, en aplicación del principio de preclusión, solo podrá ser propuesta desde el inicio de la instrucción fiscal hasta antes de su conclusión.
Contenido de la acusación particular: La acusación particular será escrita y deberá contener lo siguiente (Art. 434 del COIP):


			

			
					El nombre, apellido, dirección domiciliaria o casillero judicial o electrónico, número de cédula de ciudadanía o identidad o número de pasaporte de la persona que la presenta.

					El nombre y apellido o identificación que individualice a la persona procesada y si es posible, su dirección domiciliaria.

					La justificación de encontrarse en condición de víctima.

					La relación de los hechos, con determinación del lugar, día, mes y año en que fue cometido el delito, así como de la infracción acusada.

					La firma de la persona que acusa o de su apoderado con poder especial. En este poder se hará constar expresamente el nombre y apellido de la persona procesada o acusada y la relación de la infracción que se quiere acusar.

					Si el acusador no sabe o no puede firmar, deberá estampar su huella digital, en presencia de un testigo.

			

			Trámite de la acusación particular: Es indispensable indicar que si en un mismo proceso se presentan dos o más acusadores por el mismo delito y contra los mismos procesados, el juzgador ordenará –dentro de las cuarenta y ocho horas de presentada la acusación– que se nombre un procurador común, caso contrario lo nombrará de oficio, salvo si fueren varios los afectados por la conducta delictiva (Art. 436 del COIP).

			
					Reconocimiento de la acusación: Una vez que se ha presentado la acusación particular, el acusador deberá concurrir personalmente ante el juzgador para reconocer su contenido (Núm. 2 del Art. 433 del COIP).

					Calificación de la acusación: El juzgador examinará la acusación particular, con la finalidad de determinar si se han reunido todos los requisitos de su contenido; de hallarla incompleta, deberá precisar con claridad la omisión en la que incurrió el acusador, para que éste la complete en el plazo de tres días, so pena de entenderla como no presentada (Núm. 3 del Art. 433 del COIP).

					Aceptación a trámite: Si la acusación reúne los requisitos de ley, el juzgador la aceptará a trámite y ordenará su citación (Núm. 3 del Art. 433 del COIP).

					Citación al acusado: El juzgador ordenará la citación con la acusación particular a la persona procesada por cualquier medio efectivo y a su alcance y dejará constancia de dicho acto procesal (Núm. 4 del Art. 433 del COIP).

			

			La norma penal prescribe que la citación al acusado se la realizará personalmente, mediante la entrega de boleta correspondiente y, si no estuviere presente en el lugar señalado para la misma, se lo citará mediante tres boletas entregadas en su residencia o domicilio, en tres días distintos, salvo si se señaló domicilio judicial, ya que la citación se efectuará mediante una sola boleta dejada en ese domicilio o dirección electrónica (Inciso primero del Art. 435 del COIP).

			En las boletas de citación se hará constar el texto de la acusación y del auto de aceptación a trámite (Inciso segundo del Art. 435 del COIP). Además, la boleta contendrá la prevención de designar a un defensor público o privado y señalar casilla, domicilio judicial o dirección electrónica para las notificaciones (Inc. tercero del Art. 435 del COIP).

			Caso especial:

			Delitos de acción pública y el acusado está prófugo: En este caso, bastará la citación al casillero judicial si se ha señalado y a la Defensoría Pública. Si se desconoce el domicilio y casillero judicial, la citación se hará a través de la Defensoría Pública (Último inciso del Art. 435 COIP).

			Desistimiento y renuncia de la acusación:

			Una vez propuesta la acusación particular, el acusador tendrá derecho a:

			1. Desistir de su acusación: Una vez propuesta la acusación, el acusador puede desistir de la misma; desistimiento que operará únicamente cuando el acusado consienta expresamente en ello dentro del proceso. En este caso no cabrá la calificación de malicia o temeridad (Primer inciso del Art. 437 COIP).

			El desistimiento procederá a petición conjunta del acusador y acusado y será resuelto en audiencia (Inciso final del Art. 437 COIP).

			Imposibilidad de desistimiento: No podrán desistir los padres que actúan en representación de los hijos menores de dieciocho años, los tutores o curadores, ni los representantes de las instituciones del sector público (Inciso segundo del Art. 437 COIP).

			2. Renunciar al derecho de proponer la acusación: La víctima podrá renunciar al derecho de proponer acusación particular, siempre y cuando no se trate de los padres que actúan en representación de los hijos menores de edad, los tutores, los curadores, ni los representantes de las instituciones del sector público (Inciso segundo del Art. 438 del COIP).

			Tampoco se admitirá renuncia en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva o de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Inciso final del Art. 438 del COIP).

			Abandono de la acusación particular en los delitos de acción privada:

			En el Código Orgánico Integral Penal, a diferencia de la norma procesal derogada, el abandono de la acusación particular no consta dentro de sus artículos generales, sino de la manera siguiente:

			
					Una de las figuras del abandono de la acusación particular en los delitos de acción privada, lo encontramos en el Art. 650 del COIP que dice: “Si la o el querellante no asiste de manera injustificada a la audiencia, la o el juzgador, de oficio declarará desierta la querella con los mismos efectos del abandono, sin perjuicio de que se declare maliciosa o temeraria” (Las negrillas y énfasis me pertenecen).

					Dentro de las reglas del procedimiento para el ejercicio de la acción penal privada, el artículo 651 del COIP, reza:“En los delitos en los que proceda el ejercicio privado de la acción se entenderá abandonada la querella si la o el querellante deja de impulsarla por treinta días, contados desde la última petición o reclamación que se ha presentado a la o al juzgador, a excepción de los casos en los que por el estado del proceso ya no necesite la expresión de voluntad de la o el querellante. La o el juzgador declarará abandonada la querella únicamente a petición de la o el querellado. Declarado el abandono la o el juzgador tendrá la obligación de calificar en su oportunidad, si la querella ha sido maliciosa o temeraria”
Agente encubierto y operaciones
(Ver Entregas vigiladas o controladas de bienes para la investigación penal // Excusas legales absolutorias)
Objetivo: En el curso de las investigaciones preprocesales y procesales, de manera excepcional y bajo la dirección de la unidad especializada de la Fiscalía, se podrá planificar y ejecutar con el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, una operación encubierta y autorizar a sus agentes para involucrarse o introducirse en organizaciones o agrupaciones delictuales ocultando su identidad oficial, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir y recoger información, elementos de convicción y evidencia útil para los fines de la investigación (Inciso primero del Art. 483 del COIP).
Operaciones encubiertas y su protección: Las operaciones encubiertas deberán observar las siguientes reglas:


			

			
					La operación encubierta será dirigida por la unidad especializada de la Fiscalía. Podrá solicitarse por el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, entregando al fiscal los antecedentes necesarios que la justifiquen.

					La autorización del fiscal deberá ser fundamentada y responderá al principio de necesidad para la investigación, se deberá imponer limitaciones de tiempo y controles que sean de utilidad para un adecuado respeto a los derechos de las personas investigadas o procesadas.

					En ningún caso será permitido al agente encubierto, impulsar delitos que no sean de iniciativa previa de los investigados.

					La identidad otorgada al agente encubierto será mantenida durante la versión que se presente en el proceso. La autorización para utilizar la identidad no podrá extenderse por un período superior a dos años, prorrogable por dos años más mediante debida justificación.

					De ser necesario en el caso concreto investigado, todo agente encubierto tendrá las mismas protecciones que los testigos.

					Las versiones del agente encubierto servirán como elementos de convicción dentro de la investigación.

					En caso de realizar diligencias que requieran autorización judicial, el Fiscal las solicitará al juzgador competente por cualquier medio, guardando la debida reserva.

					Los elementos de convicción obtenidos por agentes encubiertos no autorizados carecen de todo valor (Art. 484 del COIP).

			

			Principio de Reserva:

			1. Todas las actuaciones relacionadas con las operaciones encubiertas deberán ser guardadas bajo secreto y mantenidas fuera de actuaciones judiciales. El fiscal deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar los instrumentos, especies o sustancias provenientes del delito y proteger a las personas que participen en las operaciones.

			En el plano internacional, las operaciones encubiertas se adecuarán a lo dispuesto en los instrumentos internacionales vigentes (Art. 487 del COIP).

			2. El juzgador competente, por pedido del fiscal y tomando en consideración los derechos de los participantes en el desarrollo de la investigación, podrá disponer que las técnicas de investigación se mantengan en reserva durante los plazos determinados en el COIP (Art. 490 del COIP).

			Procesamiento y responsabilidad del agente encubierto:

			1. El agente encubierto estará exento de responsabilidad penal o civil por aquellos delitos en que deba incurrir o que no haya podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de esta, caso contrario será sancionado de conformidad con las normas jurídicas pertinentes (Inciso segundo Art. 483 del COIP).

			2. Cuando el agente encubierto resulte involucrado en un proceso derivado de su actuación en la investigación, el jefe de la unidad especializada de la Fiscalía comunicará confidencialmente su carácter al juzgador competente, remitiendo en forma reservada toda la información pertinente (Art. 489 del COIP).

			Agiotaje

			(Ver Delitos económicos en el COIP)

			Al tenor del Código Orgánico Integral Penal, se configura el delito de agiotaje, cuando concurren las siguientes circunstancias:

			
					La persona que, fraudulentamente, por reunión o coalición entre los principales tenedores de una mercancía o género haga alzar o bajar el precio de la mercadería, de los papeles, efectos o valores, con el fin de no venderlos sino por un precio determinado.

					La persona que no pague el precio oficial mínimo de sustentación establecido por el Estado para el banano, maíz, arroz o cualquier otro producto agrícola, con fines de comercialización en el mercado nacional o extranjero.

					La persona que ofrezca fondos públicos o acciones u obligaciones de una sociedad o persona jurídica, afirmando o haciendo entrever hechos o circunstancias falsos.

			

			Sanción: En cualquiera de los tres eventos anteriores, el responsable será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 308 del COIP).

			Proyecto de reforma al COIP (septiembre del 2019) y el Veto Presidencial (octubre del 2019) con relación al Agiotaje:

			En el proyecto de Ley Orgánica reformatoria al Código Orgánico Integral Penal de septiembre del 2019, la Asamblea propuso que, dentro del tipo penal de agiotaje, se sancionara con una pena privativa de libertad de uno a tres años, a quien no pagare el precio oficial mínimo establecido, entre otros, para la leche cruda.

			La Asamblea también propuso que con la misma pena se sancionare a la persona que utilice, ofrezca o venda suero de leche líquido o lacto-suero con fines comerciales para su uso dentro de la cadena láctea, exceptuándose el uso y comercialización del suero cuando provenga de un procesamiento previo de pulverización o concentración y se utilice o se comercialice en estado sólido como polvo o concretado de suero.

			El Ejecutivo vetó parcialmente esta propuesta y en su lugar propuso como texto alternativo para el numeral 2 del artículo 308 del COIP, al siguiente:

			“2. La persona que no pague el precio oficial mínimo de sustentación o indexación establecido por el Estado para el banano, maíz, arroz, leche cruda o cualquier otro producto agrícola o pecuario, con fines de comercialización en el mercado nacional o extranjero.”

			Referencias doctrinarias y de Derecho Comparado:

			De manera por demás general, por agiotaje se entiende a la especulación dolosa, cuya finalidad es la obtención de un lucro indebido e ilegal con las oscilaciones de, por ejemplo, los precios del dinero, de ciertas mercancías o de títulos de valor o títulos de crédito.

			Colombia, en el artículo 301 de su Código Penal, considera que el agiotaje se perfecciona cuando se han realizado maniobras fraudulentas, con el propósito de procurar alteración de los precios de los artículos o productos oficialmente considerados de primera necesidad, así como de los salarios, materias primas o cualesquiera bienes muebles o inmuebles o servicios que sean objeto de contratación.

			En la Argentina, esta conducta delictiva confluye en el descontrol de los valores; no en vano, se condena en esencia, los intentos de alterar las reglas que controlan el mercado bursátil.

			Como apropiadamente lo hace notar A. Becerra30, se deberá poner atención por ejemplo, a la difusión de informaciones económicas falsas, la simulación de operaciones, el abuso de información privilegiada (insider trading) y las actitudes monopólicas, debido a que son esencialmente las herramientas empleadas para alterar dolosamente las reglas naturales del mercado. Acciones de las que cabe indicar, pueden darse con mayor facilidad en el mercado de valores, por la velocidad de las operaciones bursátiles, que posibilita que cualquier noticia haga variar sensiblemente los precios.

			A nuestro criterio, la doctrina especializada en Derecho Penal Económico, al referirse a la necesaria protección del mercado y los consumidores, explicaría el agiotaje desde dos conductas macro: La detracción de materias primas o productos de primera necesidad y las alteraciones de los precios resultantes de la libre competencia.

			En torno a la primera figura, España, en el artículo 281 de su Código Penal31, prohíbe las conductas atentatorias y limitativas de los intereses de los consumidores como grupo colectivo, razón por la cual busca evitar la escasez o el encarecimiento en el mercado interno de productos básicos; y, en relación a la segunda, el tipo objetivo requiere de una difusión de noticias falsas, empleando violencia, amenaza o engaño o, utilizando información privilegiada, para influir en los precios, bastando para su consumación, el mero intento de alterar los precios, por lo que se lo concibe como un delito de resultado cortado o anticipado32.

			Agravantes

			(Ver Atenuantes)

			Al tratar el tema de las agravantes, es menester indicar que en nuestra legislación existen dos tipos, unas que se denominan constitutivas o modificatorias de infracción y otras que podemos llamarlas como genéricas.

			A) Agravantes constitutivas de infracción: Se centran en todas aquellas circunstancias que el legislador ha colocado dentro del propio tipo penal para su completa y correcta configuración.

			El caso clásico que se puede citar es el asesinato, que no vendría a ser otra cosa que un homicidio con las agravantes propias del Art. 140 del COIP, puesto que la figura del asesinato se produce cuando se da la muerte a alguien, siempre que hayan mediado las siguientes situaciones (Ver Asesinato):

			
					A sabiendas, la persona infractora da la muerte a su ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermana o hermano.

					Se coloca a la víctima en situación de indefensión, inferioridad o se aprovecha de esa situación.

					Se causa la muerte por medio de inundación, envenenamiento, incendio o cualquier otro medio se pone en peligro la vida o salud de otras personas.

					Se busca para matar la noche o el despoblado.

					La muerte se usa como medio o medios capaces de causar grandes estragos.

					Se aumenta deliberada e inhumanamente el dolor de la víctima.

					Se mata para reparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción.

					Se causa la muerte para asegurar los resultados o impunidad de otro ilícito.

					La muerte se produce durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública.

					Perpetrar el acto en contra de un dignatario o candidato a elección popular, agentes de las Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales, jueces o miembros de la Función Judicial, por asuntos relacionados con sus funciones o testigos protegidos.

			

			Otro ejemplo de agravantes constitutivas del tipo, es el delito de robo, que no es más que el hurto con las circunstancias agravantes constitutivas de infracción, que son la violencia o amenaza sobre las personas o la fuerza en las cosas (Art. 189 COIP).

			B) Agravantes genéricas: Se encuentran detalladas en un artículo específico del Código y son tomadas en cuenta al momento de imponerse la pena al sentenciado, orientando al juzgador en la aplicación y modificación de la condena.

			Si bien en la normativa derogada la presencia de agravantes no aumentaba la pena, sino que evitaba su atenuación, con el COIP, si existe al menos una agravante genérica, se impondrá la pena máxima prevista en el tipo penal, aumentada en un tercio (Inciso final del Art. 44 del COIP).

			Entonces, agravantes genéricas son las que, sin ser constitutivas o modificatorias del hecho punible, aumentan la malicia del acto y la alarma que la conducta genera en la sociedad, como en los casos que se detallan a continuación:

			1. Ejecutar la infracción con alevosía o fraude.

			2. Cometer la infracción por promesa, precio o recompensa.

			3. Cometer la infracción como medio para la comisión de otra.

			4. Aprovecharse de concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública, fenómeno de la naturaleza para ejecutar la infracción.

			5. Cometer el delito con participación de dos o más personas.

			6. Aumentar o procurar aumentar las consecuencias dañosas del ilícito para la víctima o cualquier otra persona.

			7. Cometer la infracción con ensañamiento en contra de la víctima.

			8. Cometer la conducta antijurídica prevaliéndose de una situación de superioridad laboral, docente, religiosa o similar.

			9. Aprovecharse de las condiciones personales de la víctima que impliquen indefensión o discriminación. Con la reforma del 2019, este numeral agrega además a las condiciones laborales de la víctima que impliquen indefensión o discriminación.

			10. Valerse de niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, mujeres embarazadas o personas con discapacidad para cometer la infracción.

			11. Cometer la infracción en perjuicio de niñas, niños, adolescentes, adultos mayores, mujeres embarazadas o personas con discapacidad.

			12. Cometer el delito con violencia o usando cualquier sustancia que altere el conocimiento o la voluntad de la víctima.

			13. Utilizar indebidamente insignias, uniformes, denominaciones o distintivos militares, policiales o religiosos como medio para facilitar la comisión de la infracción.

			14. Afectar a varias víctimas por causa de la infracción.

			15. Ejecutar la infracción con auxilio de gente armada.

			16. Utilizar credenciales falsas, uniformes o distintivos de instituciones o empresas públicas, con la finalidad de pretender pasar por funcionarios, trabajadores o servidores públicos, como medio para facilitar la comisión de la infracción.

			17. Cometer la infracción total o parcialmente desde un centro de privación de libertad por una persona internada en el mismo.

			18. Encontrarse el autor perseguido o prófugo por un delito con sentencia condenatoria en firme.

			19. Aprovechar su condición de servidor público para el cometimiento de un delito (Art. 47 COIP).

			Proyecto de reforma al COIP propuesto por la Asamblea (septiembre del 2019) y Veto parcial del Ejecutivo (octubre del 2019):

			El proyecto de reforma de la Asamblea propuso que se agregue como agravante 20 a la siguiente: “Registrar la o el autor una o más aprehensiones previas en delito flagrante calificado, cuando se trate del mismo delito o atente contra el mismo bien jurídico protegido.”

			El Ejecutivo vetó parcialmente el planteamiento y en su lugar propuso que se incorporen las siguientes agravantes genéricas:

			“20. Haber sido previamente sancionado con sentencia ejecutoriada por cualquier infracción contenida en esta Ley, siempre que sea de la misma naturaleza.

			21. Haber perpetrado la infracción en contra de servidor policial, servidor militar o cualquier servidor de las entidades de seguridad ciudadana y orden público mientras éste se encontraba en ejercicio y cumplimiento de su deber legal.

			22. Haber perpetrado la infracción afectado bienes patrimoniales del Estado.

			23. Haber perpetrado la infracción en contra de médicos, periodistas, personal de asistencia humanitaria o cualquier otra persona que, en un contexto de conmoción popular, calamidad pública o similar, se encuentre brindando servicios para garantizar los derechos de otros.”

			Agravantes en las infracciones contra la integridad sexual y reproductiva, la integridad y la libertad personal:

			Según el COIP, estos tipos penales, por la gravedad que encierra la lesión del bien jurídico tutelado, consideran, sin perjuicio de las circunstancias generales anteriormente descritas, a las siguientes agravantes:

			1.  Encontrarse la víctima al momento de la comisión de la infracción, al cuidado o atención en establecimientos públicos o privados, tales como los de salud, educación u otros similares.

			2. Encontrarse la víctima al momento de la comisión de la infracción, en establecimientos de turismo, distracción o esparcimiento, lugares en los que se realicen programas o espectáculos públicos, medios de transporte, culto, investigación, asistencia o refugio, en centros de privación de libertad o en recintos policiales, militares u otros similares.

			La reforma del 2019 cambió este numeral por el siguiente:

			“2. Encontrase la víctima al momento de la comisión de la infracción en centros de privación de libertad o en recintos policiales, militares u otros similares; establecimientos de turismo o deportivos, distracción o esparcimiento, lugares en los que se realicen programas o espectáculos públicos, medios de transporte, lugares en los que se realicen programas o actividades de culto, investigación, asistencia o refugio, gimnasios de toda índole; centros educativos, centros vacacionales, guarderías o centros de cuidado infantil, y, en general, espacios en los que se realicen actividades de cuidado, estudio, deporte o recreación de niños, niñas o adolescentes.”

			3. Haber contagiado a la víctima con una enfermedad grave, incurable o mortal.

			4. Si la víctima está o resulta embarazada, se halla en la etapa de puerperio o si aborta como consecuencia de la comisión del delito.

			5. Compartir o ser parte del núcleo familiar de la víctima.

			6. Aprovecharse de que la víctima atraviesa por una situación de vulnerabilidad, de extrema necesidad económica o de abandono.

			7. Si la infracción sexual ha sido cometida como forma de tortura, o con fines de intimidación, explotación, degradación, humillación, discriminación, venganza o castigo.

			8. Tener el infractor algún tipo de relación de poder o autoridad sobre la víctima, como por ejemplo ser funcionario público, docente, ministro de algún culto, funcionario de la salud o persona responsables en la atención del cuidado del paciente; o por cualquier otra clase de profesional o persona que haya abusado de su posición, función o cargo para cometer la infracción.

			9. Conocer a la víctima con anterioridad a la comisión de la infracción (Art. 48 COIP). 

			Agravantes en las infracciones de tránsito:

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de su Capítulo Octavo de las “Infracciones de Tránsito”, contempla como agravantes (que implican se aplicará el máximo de la pena del tipo penal) a las siguientes:

			1. Causar una infracción de tránsito, conduciendo un vehículo a motor con licencia de conducir caducada o suspendida temporal o definitivamente.

			2. Incurrir en una infracción de tránsito, conduciendo, sin estar legalmente autorizado, vehículos a motor o, haciendo uso de una licencia de conducir de categoría y tipo inferior a la necesaria, según las características del vehículo.

			3. Ocasionar un accidente de tránsito y huir del lugar de los hechos.

			4. Ocasionar un accidente de tránsito con un vehículo sustraído. En este evento el responsable será sancionado con el máximo de las penas previstas para la infracción cometida, aumentadas en la mitad, sin perjuicio de la acción penal a que hubiere lugar por la sustracción del automotor (Art. 374 COIP).

			Agresión ilegítima

			(Ver Legítima defensa)

			La agresión ilegítima en el Ecuador se centra en uno de los requisitos que se deben cumplir para configurarse la legítima defensa, entendida ésta como una causa de justificación, es decir, como una excluyente de la antijuridicidad de la conducta.

			Para que la legítima defensa se configure, al tenor del artículo 33 del COIP, es menester que exista una actual agresión ilegítima, necesidad racional del medio empleado para repeler dicha agresión; y, falta de provocación suficiente de parte de quien actúa en defensa del derecho.

			Con lo cual, la agresión ilegítima, equivale a una agresión antijurídica, ello quiere decir que no basta que sea típica, sino que pueda ser personalmente imputable a su autor.

			Respecto a su “actualidad”, se entiende que la agresión ilegítima supone ya un peligro próximo, o que el mismo no ha desaparecido al convertirse en lesión consumada y agotada.

			Agresión sexual

			Aunque este delito ya no se encuentra vigente en nuestra legislación penal, es interesante hacer una diferenciación de este con la figura de la violación, para lo cual nos referimos al desaparecido artículo 512.1 del ex Código Penal, derogado mediante las reformas introducidas por la Ley 2 (RO 45: 23-jul-2005).

			Esta acción típica se centraba en la introducción de objetos distintos al miembro viril –esto lo diferenciaba de la violación–, por vía vaginal o anal, realizando las mismas circunstancias de este tipo penal, estableciéndose la misma sanción. Cabe indicarse que estas circunstancias, hoy por hoy, son parte del elemento objetivo de la violación, que se la detalla en su acápite respectivo.

			Alevosía

			(Ver Agravantes)

			Dentro de las agravantes genéricas que se pueden aplicar a cualquiera de los delitos contemplados en el Código Orgánico Integral Penal (Art. 47), encontramos, en su numeral 1, a la alevosía, junto al fraude.

			Aunque nuestra legislación no define a la alevosía, como si lo hacen otros ordenamientos jurídicos, podríamos entender que ella se refiere al uso de procedimientos que facilitan la comisión del hecho, es decir, todos esos medios o formas que tienden a asegurar que la infracción se consumará, sin que el ofendido tuviera la posibilidad de defenderse, en otras palabras, es actuar a traición y sobre seguro.

			Allanamiento

			(Ver Inviolabilidad del domicilio // Actos urgentes del COIP)

			El domicilio o el lugar donde la persona desarrolla su actividad familiar, comercial o laboral, podrán ser allanados en los siguientes casos:

			1. Cuando se trate de detener a una persona contra la que se ha dictado orden de detención con fines de investigación, orden de prisión preventiva o se haya pronunciado sentencia condenatoria a pena privativa de la libertad;

			2. Cuando la Policía Nacional esté en persecución ininterrumpida de una persona que ha cometido un delito flagrante;

			3. Cuando se trate de impedir la consumación de una infracción que se está realizando o de socorrer a las víctimas;

			4. Cuando se trate de socorrer a las víctimas de un accidente del que pueda correr peligro la vida de las personas;

			5. Cuando se trate de recaudar la cosa sustraída o reclamada o los objetos que constituyan elementos probatorios o estén vinculados al hecho que se investiga. En estos casos se procederá a la aprehensión de los bienes;

			6. En los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cuando deba recuperarse a la agredida, agredido, o a sus familiares; cuando la agresora o el agresor se encuentre armado o bajo los efectos del alcohol, de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización o esté agrediendo a su pareja o poniendo en riesgo la integridad física, psicológica o sexual de cualquier miembro de la familia de la víctima; y,

			7. Cuando se trate de situaciones de emergencia, tales como incendio, explosión, inundación u otra clase de estragos que pongan en peligro la vida o la propiedad.

			Solamente los casos 1 y 5 requerirán de una orden motivada del juzgador.

			Hay que tener en cuenta que, para evitar la fuga de personas o la extracción de armas, instrumentos, objetos o documentos probatorios y mientras se ordena el allanamiento, el fiscal podrá disponer la vigilancia del lugar, la retención de las cosas y solicitar al juzgador la orden de detención con fines investigativos para las personas que se encuentren en él (Art. 480 del COIP).

			Trámite por observarse en un allanamiento:

			Intervinientes: Al allanamiento irá el Fiscal acompañado de la Policía Nacional, sin que puedan ingresar más que las personas autorizadas por el titular de la acción penal pública (Núm. 1 del Art. 482 del COIP).

			Resistencia del habitante de la vivienda: Si presentada la orden de allanamiento, el propietario o el habitante de la vivienda, lugar de trabajo o local, se resistiere a la entrega de la persona o de las cosas, o al ingreso o a la exhibición de lugares u objetos que se encuentren al interior de dichos lugares, el Fiscal ordenará el quebrantamiento de las puertas o cerraduras (Núm. 2 del Art. 482 del COIP).

			Actuación dentro del domicilio allanado: Practicado el allanamiento, el Fiscal reconocerá en presencia de los concurrentes las dependencias del local allanado, las armas, documentos u objetos concernientes a la infracción. El personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, recogerá los elementos de convicción pertinentes, previo inventario, descripción detallada y embalaje para cadena de custodia (Núm. 3 del Art. 482 del COIP).

			Allanamiento de locales de misiones diplomáticas:

			Para allanar una misión diplomática o consular o la residencia de los miembros de las respectivas misiones, el juzgador se dirigirá con copia del proceso a la entidad encargada de las políticas de relaciones exteriores, solicitando la práctica de la diligencia.

			En caso de negativa del agente diplomático o consular, el allanamiento no podrá realizarse. En todo caso, se acogerá lo dispuesto en las convenciones internacionales vigentes en la República del Ecuador sobre la materia (Núm. 4 del Art. 482 del COIP).

			Allanamiento de naves y aeronaves:

			Para detener a un prófugo que se hubiere refugiado en una nave o aeronave extranjera que se encuentre en territorio ecuatoriano, la reclamación de entrega se hará siguiendo el procedimiento anteriormente descrito –respecto a las misiones consulares o diplomáticas–, inclusive en los casos de negativa o silencio del comandante de la nave o aeronave (Núm. 5 del Art. 482 del COIP).

			Acerca de la orden de allanamiento:

			El Código Orgánico Integral Penal normativiza lo referente a la orden de allanamiento, de la manera que se detalla a continuación:

			a) La orden deberá constar por escrito y señalar los motivos que determinan el registro, las diligencias por practicar, la dirección o ubicación concreta del lugar o lugares donde se ejecute el allanamiento y su fecha de expedición.

			b) En casos de urgencia, el fiscal podrá solicitar la orden verbalmente o por cualquier medio conveniente, dejando constancia de los motivos que determinen el allanamiento.

			c) De no ser posible la descripción exacta del lugar o lugares por registrar, el fiscal indicará los argumentos para que, a pesar de ello, se proceda al operativo.

			d) En ninguna circunstancia podrán emitirse órdenes de registro y allanamiento arbitrarios.

			e) El juzgador podrá autorizar el allanamiento por cualquier medio, dejando constancia de dicho acto (Art. 481 del COIP).

			Alteración de la percepción o conocimiento

			Esta situación debe ser debidamente ponderada al momento de determinarse si una persona es o no imputable, es decir, responsable de su acción u omisión, por tanto si es factible o no hacerle el juicio de reproche por su conducta.

			El Código Orgánico Integral Penal señala que para que una persona sea considerada responsable penalmente, deberá ser imputable y actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta (Art. 34 COIP), por esto es que como una de las causas de inculpabilidad se encuentre el trastorno mental debidamente comprobado (Art. 35 COIP). Del mismo modo, como causas de exclusión de la conducta penalmente relevante, se contemplan a los resultados dañosos o peligrosos resultantes de fuerza física irresistible (vis absoluta), los movimientos reflejos o los estados de plena inconciencia (Art. 24 del COIP).

			En este mismo hilo, es menester que nos refiramos a las reglas relativas a la responsabilidad en estados de embriaguez o intoxicación, que según el Código Orgánico Integral Penal, serán aplicables en todos los delitos, salvo en los de tránsito, de la manera que sigue:

			
					Si la embriaguez o intoxicación deriva de caso fortuito y priva del conocimiento al autor en el momento en que comete el acto, no hay responsabilidad.

					Si deriva de caso fortuito y no es completa, pero disminuye considerablemente el conocimiento, hay responsabilidad atenuada, debiendo imponerse el mínimo de la pena prevista en el tipo penal, reducida en un tercio.

					Si no deriva de caso fortuito, ni excluye, ni atenúa, ni agrava la responsabilidad.

					Si es premeditada, es decir, con el fin de cometer la infracción o de preparar una disculpa, siempre es agravante (Art. 37 del COIP).Aquí vale la pena referirnos a la teoría de la actio libera in causa o actio libera in sua causa, que es la locución latina que se emplea en el Derecho Penal dentro de la teoría del delito, al momento en que se analiza la culpabilidad o juicio de reproche al sujeto activo de la infracción.
Básicamente con ella se determinan los actos que se entienden “libres en su causa”, buscándose inculpar a quien comete un injusto en un estado de inimputabilidad provocado por el mismo agente, así la actio libera in causa reconoce que el sujeto no era inimputable al momento del injusto, pero dicha inimputabilidad fue creada por el propio sujeto con pleno conocimiento y voluntad, por lo que cabe analizarse su culpabilidad en el momento anterior al estado de inimputabilidad.
El ex Código Penal además consideraba que, si la embriaguez o la intoxicación eran habituales, actuarían como agravantes; definiéndose al ebrio habitual como aquel que se entregaba al uso de bebidas alcohólicas o andaba frecuentemente en estado de embriaguez. Esta regulación quedó derogada por el Código Orgánico Integral Penal, debido a la directriz constitucional de no criminalizar las adicciones (Art. 364 de la Constitución de la República).
Alteraciones o anomalías psíquicas
(Ver Medida de Seguridad)
Aquí tendremos que referirnos a si la perturbación mental es absoluta o relativa, determinándose en la legislación ecuatoriana vigente, que no será penalmente responsable quien, en el momento en que se realizó la acción u omisión, no tuvo la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta comprensión, en razón del padecimiento de un trastorno mental. En estos casos, el juzgador deberá dictar una medida de seguridad (Inciso primero del Art. 36 del COIP).
La medida de seguridad que corresponde es aquella descrita en el artículo 76 del COIP, o sea, el internamiento en un hospital psiquiátrico, cuya finalidad es lograr la superación de la perturbación y la inclusión social del que la padece. El juzgador impondrá esta medida, previo informe psiquiátrico, psicológico y social, que acredite la necesidad y su duración.
El Código Orgánico Integral Penal también determina que la persona que al momento de cometer la infracción, se encuentra disminuida en su capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta comprensión, tendrá responsabilidad atenuada en un tercio de la pena mínima prevista para el tipo penal (Inciso segundo del Art. 36 del COIP).
Amnistía
(Ver Indulto)
Causal de extinción de la acción penal y la pena:
Ya nos referimos entre una de las causales de extinción de la acción penal a la amnistía, la que no solamente hará cesar la acción penal, sino también la condena y todos sus efectos. Debe aclararse que la legislación penal derogada explicitó, lo que no ocurre con el Código Orgánico Integral Penal, que, en el caso de otorgarse una amnistía, no se extinguían las indemnizaciones civiles (Numeral 1 del Art. 416 del COIP) (Ver Extinción de la acción penal, en Acción penal).
Respecto a una de las causales para que opere la extinción de la pena, la amnistía se contempla en el numeral 7 del artículo 72 del Código Orgánico Integral Penal.
Órgano que concede la amnistía:
En nuestro país el órgano que la concede es la Asamblea Nacional, concretándose que lo hará en el caso de amnistías generales por delitos políticos, con el voto favorable de las dos terceras partes de sus integrantes, teniendo presente que para que sea viable su decisión, se deberá justificar que median motivos humanitarios.
Conductas no susceptibles de amnistía:
No se la concederá en el caso de delitos contra la administración pública, ni por genocidio, tortura, desaparición forzada de personas, secuestro y homicidio por razones políticas o de conciencia (Constitución de la República Art. 120, Núm. 13 y Art. 80 // Art. 73 del COIP).
Analogía
(Ver Interpretación penal del COIP)
Sujeción al principio de legalidad:
Tratar el tema de la analogía, nos remite inexorablemente a la interpretación de la ley penal, que se rige en nuestro ordenamiento jurídico –en aplicación estricta del principio de legalidad–, con base en la prohibición de interpretación extensiva, ya que el juez deberá atenerse estrictamente a la letra de la ley. De surgir duda, se interpretará la norma en el sentido más favorable al reo (principio de favorabilidad e in dubio pro reo) (Numerales 2 y 3 del Art. 5 del COIP).
El Código Orgánico Integral Penal, en materia de interpretación señala:
	Los tipos penales y las penas se interpretarán en forma estricta, esto es, respetando el sentido literal de la norma.

	Queda prohibida la utilización de la analogía para crear infracciones penales, ampliar los límites de los presupuestos legales que permiten la aplicación de una sanción o medida cautelar o para establecer excepciones o restricciones de derechos (Numerales 2 y 3 del Art. 13 del COIP).


Prohibición de analogía:
Ahora bien, respecto a la analogía, se debe indicar que no procede en el campo de la Parte Especial del Derecho Penal, menos aún cuando es desfavorable al procesado, puesto que cada caso constituye un hecho único y particular, a más que las normas penales, por su propia naturaleza, son restrictivas de derechos.
Anticipos probatorios - Anuncio de pruebas
(Ver Auto de llamamiento a juicio // Audiencia evaluatoria y preparatoria del juicio)
El Código Orgánico Integral Penal, al normar todo lo referente a la audiencia preparatoria del juicio, determina como una de sus diligencias, al anuncio de las pruebas que los sujetos procesales actuarán ante el Tribunal de Garantías Penales.
Así, por ejemplo, el Fiscal, al momento de formular su acusación, junto con la individualización concreta de la persona acusada y su grado de participación en la infracción, así como la relación clara de los hechos atribuidos, los elementos en los que se funda la acusación y la expresión de los preceptos legales aplicables al hecho que acusa, anunciará los medios de prueba con los que sustentará su acusación en el juicio (Numeral 5 del artículo 603 COIP).
Si se ofrece rendir prueba de testigos o peritos, presentará una lista individualizándolos (Numeral 6 del artículo 603 COIP).
De la misma manera, las demás partes procesales, concluida su primera intervención en la audiencia preparatorio del juicio y si no hay vicios de procedimiento que afecten la validez procesal, anunciarán la totalidad de las pruebas que serán presentadas en la audiencia de juicio, incluyendo las destinadas a fijar la reparación integral, para lo cual se podrá escuchar a la víctima. Podrán además formular solicitudes, objeciones y planteamientos relevantes referidos a la oferta de prueba de los demás intervinientes (Literal a) del Núm. 4 del artículo 604 del COIP).
Todos los sujetos podrán solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba que estén encaminados a probar hechos notorios o que, por otro motivo, no requieran actividad probatoria alguna (Literal c) del Núm. 4 del artículo 604 del COIP).
Anuncio de pruebas en el procedimiento directo: El procedimiento directo concentra todas las etapas del proceso en una sola audiencia, razón por la cual, el juez de garantías penales, una vez que califique la flagrancia, señalará día y hora para la realización de la audiencia de juicio en el plazo máximo de diez días. Importante tener presente que hasta tres días antes de la audiencia, las partes deberán realizar el anuncio de pruebas por escrito (Numeral 5 del Art. 640 de COIP).
Anuncio de pruebas en el procedimiento expedito: Para las contravenciones penales y de tránsito que deben ser juzgadas a través de este procedimiento, el anuncio de pruebas se rige por la misma disposición del procedimiento directo; de ahí que hasta tres días antes de la audiencia de juzgamiento señalada por el juzgador, las partes realizarán el anuncio de pruebas por escrito, salvo en el caso de contravenciones flagrantes (Artículo 641 y Núm. 3 del artículo 642 del COIP).
Antijuridicidad
(Ver Causas de justificación // Estado de necesidad // Legítima defensa // Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad)
Definición: La antijuridicidad es uno de los elementos constitutivos del delito y se refiere a la caracterización de la conducta lesiva como contraria al ordenamiento jurídico, de ahí la necesidad de que los delitos se encuentren descritos con claridad en la ley penal, con la finalidad de determinarse cuáles son las conductas que no se tolerarán dentro del grupo social, y que de presentarse la adecuación de la acción u omisión a lo descrito por la ley, se le impondrá al sujeto activo la sanción determinada con anterioridad por el legislador.
Según el Código Orgánico Integral Penal, para que una conducta penalmente relevante sea antijurídica, deberá amenazar o lesionar, sin justa causa, un bien jurídico protegido por la norma penal (Art. 29 del COIP).
Para eliminar la antijuridicidad de la conducta, se pueden presentar lo que doctrinariamente se conoce como “causas de justificación”, dentro de las cuales se encuentran la legítima defensa y el estado de necesidad, que se regulan en nuestra legislación a través de los artículos 30, 33 y 32 del Código Orgánico Integral Penal como causas de exclusión de la antijuridicidad.
Tampoco existirá infracción penal, cuando se actúa en cumplimiento de una orden legítima y expresa de autoridad competente o de un deber legal (Inciso segundo del Art. 30 del COIP).
Proyecto de la Asamblea Nacional de reforma al COIP (septiembre del 2019) y Veto Presidencial (octubre 2019):
La Asamblea Nacional propuso que se agregue al artículo 30 (Art. 30.1) una nueva causa de exclusión de la antijuridicidad, en los siguientes términos:
“Art. 30.1.- Cumplimiento del deber legal de la o del servidor de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria.- Existe cumplimiento del deber legal cuando una o un servidor de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria, al amparo de su misión constitucional, en protección de un derecho propio o ajeno, cause lesión, daño o muerte a otra persona, siempre y cuando se reúnan todos los siguientes requisitos:
1. Que se realice en actos de servicio o como consecuencia del mismo;
2. Que para el cumplimiento de su misión constitucional, dentro de su procedimiento profesional, observe el uso progresivo, proporcional y racional de la fuerza; y,
3. Que exista amenaza o riesgo inminente a la vida de terceros o a la suya propia o para proteger un bien jurídico.
Por acto de servicio se entienden las actuaciones previas, simultáneas y posteriores, ejecutadas por la o el servidor en cumplimiento de su misión constitucional y el deber legal encomendado, inclusive el desplazamiento del servidor o servidora desde su domicilio hasta su lugar de trabajo y viceversa.
También se considera acto de servicio, cuando la actuación del servidor o servidora se realiza fuera del horario de trabajo, en cumplimiento de su misión constitucional, observando el riesgo latente, eficacia de la acción y urgencia de protección del bien jurídico.”
El veto presidencial no consideró del todo apropiada la propuesta, de ahí que el texto alterno se redujo a dos incisos agregados al final del artículo 30, al siguiente tenor:
“El análisis de la legítima defensa tomará en cuenta no solo la proporcionalidad de medios sino también la gravedad de la agresión en curso, los medios disponibles al momento de la defensa, la conducta exteriorizada del agresor y cualquier otro elemento particular de la agresión y su contexto.”
“En el caso de servidores de las entidades de seguridad ciudadana y orden público, la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas, a más de lo dispuesto en el inciso anterior, se deberá tener en consideración lo dispuesto en los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, el Código de Conducta para Funcionarios y demás instrumentos internacionales en la materia, la legislación nacional y la normativa interna desarrollada por las entidades de seguridad ciudadana y orden público y las Fuerzas Armadas respecto del uso progresivo de la fuerza.”
Aplicación de multas
(Ver consecuencias jurídicas del delito)
En todas las infracciones previstas en el Código Orgánico Integral Penal se aplicará, además de la pena contemplada en el tipo, la de multa conforme con las siguientes disposiciones:
1. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a treinta días, se aplicará la multa del veinticinco por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general.
2. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a dos meses, se aplicará la multa de uno a dos salarios básicos unificados del trabajador en general.
3. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de dos a seis meses, se aplicará la multa de dos a tres salarios básicos unificados del trabajador en general.
4. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a un año, se aplicará la multa de tres a cuatro salarios básicos unificados del trabajador en general.
5. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a dos años, se aplicará la multa de tres a ocho salarios básicos unificados del trabajador en general.
6. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a tres años, se aplicará la multa de cuatro a diez salarios básicos unificados del trabajador en general.
7. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de tres a cinco años, se aplicará la multa de diez a doce salarios básicos unificados del trabajador en general.
8. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de cinco a siete años, se aplicará la multa de doce a veinte salarios básicos unificados del trabajador en general.
9. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de siete a diez años, se aplicará la multa de veinte a cuarenta salarios básicos unificados del trabajador en general.
10. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diez a trece años, se aplicará la multa de cuarenta a sesenta salarios básicos unificados del trabajador en general.
11. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años, se aplicará la multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general.
12. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años, se aplicará la multa de trescientos a seiscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.
13. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años, se aplicará la multa de seiscientos a ochocientos salarios básicos unificados del trabajador en general.
14. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, se aplicará la multa de ochocientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general; y,
15. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años, se aplicará la multa de mil a mil quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general.
En las infracciones en las que no existan penas privativas de libertad, se aplicará la multa prevista en cada tipo (Art. 70 del COIP).
Apología del delito y apología de la sedición
Definición: Cuando nos referimos a la apología del delito (entiéndase de cualquier acto, típico, antijurídico y culpable), nos referimos a la exaltación de la conducta infraccional o a la exaltación que se hace de una persona que ha sido sentenciada por un delito.
Sanción: El ex Código Penal estipuló que la persona que adecuaba su conducta a esta descripción era reprimida con la multa de ocho a setenta y siete dólares de los Estados Unidos de Norteamérica. El Código Orgánico Integral Penal, aunque cataloga a la apología como una mera contravención contra la seguridad pública, la reprime con una pena ya no de multa, sino de privación de libertad de quince a treinta días (Art. 365 COIP).
Apología de la sedición:
Esta es una figura creada por el Código Orgánico Integral Penal (Inciso quinto del Art. 342 del COIP) y parte de los siguientes supuestos:
Sujetos activos: Los servidores militares o policiales
Estructura típica: Hacer apología del delito de sedición o de quienes lo cometan.
Pena: Serán merecedores de la pena privativa de libertad de seis meses a un año.
Por sedición se entenderá a la conducta perpetrada por militares o policías que, empleando armas, con el fin de impedir transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigente, realicen cualquiera de los siguientes actos:


			

			
					Desobedecer, dentro de una operación militar o policial, órdenes legítimas recibidas.

					Pretender impedir la posesión de cargo de un superior o destituirlo de su función.

			

			Figuras derogadas por el COIP con relación a la apología:

			Apología del suicidio: (ex Código Penal: Art. 387)

			Apología de delitos sexuales y de trata de personas: Otra de las concreciones que hacía el ex Código Penal, se presentaba en los delitos sexuales y de trata de personas, puesto que se contemplaba una sanción para los medios de comunicación que hacían apología de éstas conductas, debiendo indicarse que los representantes legales eran sancionados con una multa de hasta veinte mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, sin perjuicio del comiso de los productos o medios empleados para su comisión.

			Aprehensión (penal y de tránsito)

			(Ver Delito flagrante // Audiencia de calificación de flagrancia)

			Definición: Por aprehensión entendemos al acto por el cual los agentes de la Policía Nacional o cualquier persona pueden capturar a una persona sorprendida en delito flagrante, siempre y cuando ese delito sea de acción pública o, inmediatamente después de su comisión, con la condición de que pongan a dicha persona a órdenes del juez competente dentro de las veinticuatro horas posteriores. Cuando cualquier ciudadano es el que procede a la aprehensión del infractor, deberá ponerlo a órdenes de la Policía y ésta a su vez, del juez correspondiente.

			En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal determina:

			1. Cualquier persona podrá aprehender a quien sea sorprendido en delito flagrante de ejercicio público y entregarlo de inmediato a la Policía Nacional.

			2. Los servidores de la Policía Nacional, del organismo competente en materia de tránsito o miembros de las Fuerzas Armadas, deberán aprehender a quienes sorprendan en delito flagrante e informarles los motivos de su aprehensión. En este último caso, deberán entregarlos de inmediato a la Policía Nacional.

			3. Los servidores de la Policía Nacional o de la autoridad competente en materia de tránsito, podrán ingresar a un lugar cuando se encuentren en persecución ininterrumpida, para el solo efecto de practicar la respectiva aprehensión de la persona, los bienes u objetos materia del delito flagrante (Art. 526 del COIP).

			4. Nadie podrá ser aprehendido sino por los agentes a quienes la ley impone el deber de hacerlo, salvo el caso de flagrancia, de conformidad con las disposiciones del COIP.

			Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona podrá aprehender:

			
					Al que fugue del establecimiento de rehabilitación social en el que se halle cumpliendo su condena, detenido o con prisión preventiva.

					A la persona procesada o acusada, en contra de quien se ha dictado orden de prisión preventiva o al condenado que está prófugo.

			

			Si el aprehensor es una persona particular, deberá poner inmediatamente al aprehendido a órdenes de un agente policial (Art. 528 del COIP).

			Archivo de la denuncia - Archivo de las investigaciones

			(Ver Denuncia - Desestimación de las denuncias)

			El Código Orgánico Integral Penal, a diferencia de la normativa procesal derogada, se centra en una sola modalidad de archivo y deja de este modo una posibilidad de una reapertura de las investigaciones.

			Así, las directrices normativas adjetivas que regulan la fase de investigación previa, determinan que transcurridos los plazos legales (1 año, en los delitos sancionados con pena privativa de libertad de hasta cinco años; 2 años, en los delitos sancionados con pena privativa de libertad de más de cinco años), de no contar el fiscal con elementos necesarios para formular cargos, en el plazo de 10 días, solicitará el archivo del caso, sin perjuicio de solicitar su reapertura cuando aparezcan nuevos elementos, siempre que no esté prescrita la acción (Primera Parte del Art. 586 del COIP).

			Procedencia: En todos los delitos, en tanto que no se hubiere iniciado la instrucción fiscal, el Fiscal podrá solicitar al Juez de Garantías Penales el archivo de la investigación, cuando:

			
					Excedidos los plazos de ley para la investigación, no se han obtenido elementos suficientes para la formulación de cargos;

					El hecho investigado no constituye delito;

					Existe algún obstáculo legal insubsanable para el inicio del proceso;

					Las demás que establezcan las disposiciones del Código Orgánico Integral Penal (Segunda Parte del Art. 586 del COIP).

			

			Trámite: El archivo fiscal se determinará de acuerdo con las siguientes reglas:

			
					La decisión de archivo será fundamentada y solicitada al juzgador de garantías penales.

					El juzgador comunicará a la víctima o denunciante y al denunciado en el domicilio señalado o por cualquier medio tecnológico, para que se pronuncien en el plazo de tres días.

					Vencido este plazo, el juzgador resolverá motivadamente sin necesidad de audiencia.

					Si decide aceptarla, declarará el archivo de la investigación y de existir méritos, calificará la denuncia como maliciosa o temeraria.

					De no encontrarse de acuerdo con la petición de archivo, el juzgador remitirá las actuaciones en consulta al fiscal superior para que ratifique o revoque la solicitud de archivo.

					Si se ratifica, se archivará, si se revoca, se designará a un nuevo fiscal para que continúe con la investigación.

					La resolución del juzgador no será susceptible de impugnación (Art. 587 del COIP).

			

			
					Ver: Trámite de Archivo de Investigaciones-COIP Flujogramas prácticos de procesos.

			

			Arma

			Definición: En el ex Código Penal constaban varias definiciones que no han sido contempladas por el Código Orgánico Integral Penal, una de ellas es la que comprendía por arma a toda máquina, o cualquier otro instrumento cortante, punzante o contundente que se haya tomado para matar, herir o golpear, aún cuando no se haga uso de él (ex Código Penal: Art. 602).

			Arresto domiciliario

			(Ver Prisión preventiva)

			Definición: Al tenor del numeral 3 del artículo 522 del Código Orgánico Integral Penal, el arresto domiciliario se considera una de las medidas cautelares que sirven para asegurar la presencia de la persona procesada, cuyo control está a cargo del juzgador, quien podrá verificar su cumplimiento a través de la Policía Nacional o cualquier otro medio que se establezca (Inciso primero del Art. 525 del COIP).

			Es importante tener en cuenta que la persona procesada no estará necesariamente sometida a vigilancia policial permanente, dado que ésta podrá ser reemplazada por vigilancia periódica. Lo que sí será obligatorio es el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica (Inciso segundo del Art. 525 del COIP).

			Posibilidad de sustitución de la prisión preventiva por arresto domiciliario:

			Sin perjuicio de la pena con la que se sancione la infracción, la prisión preventiva podrá ser sustituida por el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica, en los siguientes casos:

			1. Cuando la persona procesada es una mujer embarazada y se encuentra hasta en los noventa días posteriores al parto. En los casos en los que el hijo nazca con enfermedades que requieran cuidados especiales de la madre, podrá extenderse el arresto domiciliario hasta un máximo de noventa días más.

			2. Cuando la persona procesada es mayor de sesenta y cinco años.

			3. Casos especiales por enfermedad o discapacidad: Cuando la persona procesada presente una enfermedad incurable en etapa terminal, una discapacidad severa o una enfermedad catastrófica, de alta complejidad, rara o huérfana que no le permita valerse por sí misma, que se justifique mediante la presentación de un certificado médico otorgado por la entidad pública correspondiente.

			4. En los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, el arresto domiciliario no podrá cumplirse en el domicilio donde se encuentre la víctima (Art. 537 del COIP).

			Esta sección contenida en el artículo 537 del COIP fue reformada en el 2019, manteniendo, en esencia, sus regulaciones.

			La ejecución de la pena y el caso especial de las mujeres embarazadas:

			Las penas se cumplirán una vez que esté ejecutoriada la sentencia. En los casos de personas adultas mayores, las penas privativas de libertad se cumplirán en establecimientos especialmente adaptados para su condición.

			Ninguna mujer embarazada podrá ser privada de su libertad, ni será notificada con sentencia, sino noventa días después del parto. Durante este periodo, el juzgador ordenará que se le imponga o que continúe el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónico para garantizar el cumplimiento de la pena (Art. 624 del COIP).

			Cómputo de la pena privativa de libertad:

			En caso de condena, el tiempo efectivamente cumplido bajo medida cautelar de prisión preventiva o arresto domiciliario, se computará en su totalidad a favor de la persona sentenciada (Inciso final del Art. 59 del COIP).

			Asesinato

			Definición: Al hablar de asesinato, nos remitimos al hecho de dar la muerte a una persona, es decir, al homicidio, pero con ciertas circunstancias que lo agravan, y que toman el nombre de agravantes constitutivas o modificatorias de la infracción (Ver Agravantes).

			Circunstancias y sanción:

			Será sancionado con la pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, la persona que lesione el bien jurídico vida, si concurre alguna de las siguientes circunstancias:

			1. A sabiendas, la persona infractora ha dado muerte a su ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermana o hermano.

			2. Colocar a la víctima en situación de indefensión, inferioridad o aprovecharse de esta situación.

			3. Por medio de inundación, envenenamiento, incendio o cualquier otro medio se pone en peligro la vida o la salud de otras personas.

			4. Buscar con dicho propósito, la noche o el despoblado.

			5. Utilizar medio o medios capaces de causar grandes estragos.

			6. Aumentar deliberada e inhumanamente el dolor a la víctima.

			7. Preparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción.

			8. Asegurar los resultados o impunidad de otra infracción.

			9. Si la muerte se produce durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública.

			10. Perpetrar el acto en contra de un dignatario o candidato a elección popular, elementos de las Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales, jueces o miembros de la Función Judicial por asuntos relacionados con sus funciones o contra un testigo protegido. (Art. 140 del COIP)

			(Gaceta Judicial Año CV, Serie XVIII, p. 193 // Gaceta Judicial Año CIII, Serie XVII, No. 9, p. 2832).

			Asociación Ilícita

			(Ver Delincuencia organizada // Delitos sancionados con pena de hasta cinco años de privación de libertad)

			Uno de los ejemplos de resoluciones manifestadas dentro del íter criminis, es el delito de asociación ilícita, mismo que se configura, según el artículo 370 del Código Orgánico Integral Penal, cuando dos o más personas se asocian con el fin de cometer ilícitos cuya pena privativa de libertad es de hasta cinco años. La pena para esta figura genérica es de privación de la libertad de tres a cinco años.

			Para una mejor comprensión de la aplicación de este tipo penal, tenemos como delitos reprimidos con penas de hasta cinco años de privación de libertad, por ejemplo, el homicidio culposo (pena de tres a cinco años - Art. 145 del COIP); el aborto consentido (pena de seis meses a dos años o pena de uno a tres años - Art. 149 del COIP); la distribución de material pornográfico a niños, niñas y adolescentes (pena de uno a tres años - Art. 168 del COIP); el contacto con finalidad sexual con menores de dieciocho años por medios electrónicos en sus modalidades genérica y agravada (pena de uno a tres años y pena de tres a cinco años - Art. 173 del COIP).

			Otros ejemplos pueden ser la extorsión en su figura genérica (pena de tres a cinco años - Primer inciso del Art. 185 del COIP); la producción, fabricación o preparación de precursores y químicos específicos destinados a la elaboración ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas (pena de tres a cinco años - Numeral 2 del Art. 219 del COIP); las modalidades del delito llamado como tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en mínima escala (pena de uno a tres años) y en mediana escala (pena de tres a cinco años, numeral 1, literales a y b del Art. 220 del COIP)

			Otros casos son el almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal o mal uso de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (pena de uno a tres años - Art. 264 del COIP); el fraude procesal (pena de uno a tres años - Art. 272 del COIP); el enriquecimiento ilícito, si el incremento del patrimonio es de hasta doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general (pena de tres a cinco años - Último inciso del Art. 279 del COIP); el cohecho en sus formas genérica, agravada y aquel perpetrado por un particular (pena de uno a tres años o pena de tres a cinco años - Art. 280 del COIP); y, la figura genérica de concusión (pena de tres a cinco años - Primer inciso del Art. 281 del COIP)

			Por último, pueden también ser considerados los ilícitos como el tráfico de influencias (pena de tres a cinco años - Art. 285 del COIP); las modalidades de testaferrismo (pena de tres a cinco años - Art. 289 del COIP); el enriquecimiento privado no justificado (pena de tres a cinco años - Art. 297 del COIP); las formas de defraudación tributaria (numerales 1 al 11 del Art. 298 del COIP, pena de uno a tres años y numerales 12 al 14 del Art. 298, pena de tres a cinco años); el lavado de activos cuando el monto objeto del delito es inferior a cien salarios básicos unificados del trabajador en general (pena de uno a tres años - Art. 317 y numeral 1 de la segunda parte); y, la omisión de control de lavado de activos (pena de seis meses a un año - Art. 319 del COIP)

			Atentado al pudor

			(Ver Abuso Sexual)

			El tipo penal de atentado al pudor se entiende subsumido en la estructura típica del delito del Código Orgánico Integral Penal llamado como “Abuso Sexual”. De todos modos, es necesario indicar al lector que el atentado al pudor, según la Ley Interpretativa 2006-53 (RO-S 350: 6-sep-2006), que interpretó el artículo 504.1 del ex Código Penal, buscó reprimir la acción dirigida a someter a una persona menor de dieciocho años o con discapacidad, a realizar actos de naturaleza sexual, sin que exista acceso carnal.

			Esta Ley Interpretativa determinó que “Los elementos constitutivos de las conductas que estuvieron tipificadas hasta el 22 de junio de 2005, en los artículos 505, 506 y 507 del Código Penal, que sancionaban los actos ejecutados en contra de la integridad sexual de las personas menores de edad, pero sin acceso carnal, consideradas como atentado al pudor, no se han eliminado, están subsumidas en el artículo que interpreta (504.1), desde que éste se encuentra en vigencia”.

			Las palabras “someta y obligarla”, que se contenían en el artículo 504.1, se entendían como actos momentáneos o permanentes para doblegar la voluntad de la víctima o, como la realización de acciones con las que se pretendía conseguir, mediante violencia física, amenazas o cualquier forma de inducción o engaño dirigida a que una persona menor de dieciocho años de edad o discapacitada, acepte u obedezca y realice los actos de naturaleza sexual, sin que existiera acceso carnal, ya sea en el propio cuerpo de la víctima, en el cuerpo de un tercero o, en el cuerpo del sujeto activo.

			Se debe indicar que esta Ley, nada dijo respecto al atentado al pudor de los mayores de edad, delito que en nuestra legislación fue contemplado como de acción penal privada hasta antes de la reforma del 24 de marzo de 2009.

			Atenuante trascendental

			(Ver Atenuantes)

			Dentro del capítulo del Código Orgánico Integral Penal que se refiere a las “Circunstancias de la Infracción”, encontramos los mecanismos de aplicación de atenuantes y agravantes, conforme las reglas previstas en el artículo 44 del COIP.

			Requisitos generales de atenuación: Para viabilizar la reducción de pena, es indispensable que existan al menos dos circunstancias atenuantes de la pena y ninguna agravante no constitutiva ni modificatoria, para imponer el mínimo previsto en el tipo penal, reducido en un tercio (Inciso segundo del Art. 44 del COIP).

			La atenuante trascendental:

			A pesar de la regla general arriba expuesta, bastará que se compruebe una sola atenuante (trascendental), para proceder a la reducción de la escala punitiva de un tercio de la pena que le corresponda al tipo, siempre que no existan agravantes no constitutivas ni modificatorias de la infracción.

			La atenuante trascendental se verifica cuando la persona procesada suministra datos o informaciones precisas, verdaderas, comprobables y relevantes para la investigación del delito (Art. 46 del COIP).

			Atenuantes

			(Ver Agravantes // Atenuante trascendental)

			Definición: En el Ecuador existen circunstancias que permiten una disminución en las penas, las que en el ex Código Penal (Art. 29) confluían en causas impulsivas de la infracción, al estado y capacidad física e intelectual del delincuente, a su conducta con respecto al acto y sus consecuencias, que al fin de cuentas disminuían la gravedad de la conducta punible o la alarma ocasionada en la sociedad.

			El Código Orgánico Integral Penal, sin dar una definición de atenuantes, las enumera en su artículo 45, de la manera que sigue:

			1. Cometer infracciones penales contra la propiedad sin violencia, bajo la influencia de circunstancias económicas apremiantes: Esta atenuante estaría dando paso a una atenuación casi generalizada en los delitos de hurto, por ejemplo, en los cuales se aleguen motivos económicos que supuestamente compelieron al sujeto activo a delinquir, aspecto que en tal caso requerirá de su debida y sustentada prueba.

			2. Actuar la persona infractora por temor intenso o bajo violencia: Hubiese sido importante que el legislador determinara si el temor intenso o la violencia, podrían ser considerados como resistibles, para evitar así una confusión con las causas de exclusión de la conducta penalmente relevante (fuerza irresistible).

			3. Intentar, en forma voluntaria anular o disminuir las consecuencias de la infracción o brindar auxilio y ayuda inmediatos a la víctima por parte de la persona infractora.

			4. Reparar de forma voluntaria el daño o indemnizar integralmente a la víctima.

			5. Presentarse en forma voluntaria a las autoridades de justicia, pudiendo haber eludido su acción por fuga u ocultamiento; y,

			6. Colaborar eficazmente con las autoridades en la investigación de la infracción: Esta atenuante genérica, no encontraría una clara diferenciación con la figura de la atenuante trascendental.

			Atenuantes registradas en leyes especiales:

			a) Atenuantes en las infracciones de tránsito: Sólo en materia de agravantes, el COIP contempla las especiales que se aplicarán en materia de tránsito, en su Art. 374). Es la ley especial en razón de la materia, la que contempla las circunstancias atenuantes de las infracciones de tránsito, a saber:

			
					El auxilio y la ayuda inmediata proporcionada a las víctimas del accidente;

					La oportuna y espontánea reparación de los daños y perjuicios causados, efectuada hasta antes de declararse instalada la audiencia de juicio. Esta atenuante tiene el carácter de trascendental, por tal motivo, su sola presencia permitirá dar lugar a la rebaja de hasta el 40% de la pena establecida, así no concurran otras atenuantes o incluso exista una agravante;

					Dar aviso a la autoridad; y,

					El haber observado respeto para las autoridades y agentes de tránsito, y acatado sus disposiciones. (Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial: Art. 120) (Ver Agravantes en las infracciones de tránsito, en Agravantes).

			

			b) Atenuantes en las infracciones contempladas en la Ley de sustancias estupefacientes y psicotrópicas: El legislador ecuatoriano ha previsto como circunstancias atenuantes, que se aplicarán sin perjuicio de las previstas en el Art. 45 del COIP, las siguientes:

			
					Que el sujeto activo de la infracción sea menor de veintiún años de edad;

					Haber actuado por presiones, amenazas o bajo violencia superables;

					Rusticidad del infractor de tal naturaleza que revele que cometió el ilícito por ignorancia; y,

					La indigencia (Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas: Art. 85).

			

			Atenuantes derogadas por el COIP:

			No está por demás indicar que con la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, dejaron de ser circunstancias atenuantes:

			
					Preceder de parte del acometido, provocaciones, amenazas o injurias, no siendo éstas de las calificadas como circunstancias de excusa.

					Ser el culpable mayor de sesenta años de edad.

					Ejemplar conducta observada por el culpado con posterioridad a la infracción.

					Conducta anterior del delincuente que revelase claramente no se trataba de un individuo peligroso.

					Rusticidad del infractor, de tal naturaleza que denotase que cometió el acto punible por ignorancia.

					Haber obrado impulsado por motivos de particular valor moral o social.

					La confesión espontánea, si era verdadera.

			

			Audiencia de calificación de flagrancia

			(Ver Delito Flagrante // Procedimiento Directo)

			El Código Orgánico Integral Penal estipula que la audiencia de calificación de flagrancia se llevará a cabo dentro de las veinticuatro horas desde que tuvo lugar la aprehensión.

			Trámite:

			1. Esta audiencia oral se celebrará ante el juzgador de la Unidad de Flagrancia, en la que se calificará únicamente la legalidad de la detención.

			2. El fiscal, de considerarlo necesario, formulará cargos y de ser pertinente, solicitará las medidas cautelares y de protección que el caso amerite y se determinará el proceso que se aplicará (Art. 529 del COIP).

			Audiencia de formulación de cargos

			(Ver Etapa de Instrucción Fiscal)

			Cuando el Fiscal cuenta con la información necesaria y los fundamentos suficientes para deducir una imputación, solicita al Juez de Garantías Penales que convoque a la audiencia de formulación de cargos. El Juez, dentro de las veinticuatro horas subsiguientes, debe señalar día y hora para la audiencia requerida, la que debe realizarse dentro de cinco días a partir de dicho señalamiento (salvo en flagrancia) (Numerales 1 y 2 del Art. 594 del COIP).

			En este hilo, el Código Orgánico Integral Penal determina que la etapa de instrucción se inicia con la audiencia de formulación de cargos convocada por el juzgador a petición del fiscal, siempre y cuando éste último cuente con elementos suficientes para deducir una imputación (Art. 591 del COIP).

			Trámite de la audiencia - reglas:

			a. El fiscal, en audiencia, formulará cargos cuando existan elementos sobre la existencia de la infracción y la participación de la persona en el hecho investigado.

			b. A la audiencia de formulación de cargos deberá comparecer el fiscal, la persona procesada o su defensor público o privado.

			c. En esta audiencia, si la persona procesada considera pertinente, podrá solicitar la aplicación del procedimiento abreviado, así como cualquiera de los derechos y garantías en la forma y términos previstos en la Constitución y en el COIP.

			d. Los sujetos procesales quedarán notificados en la misma audiencia con el inicio de la instrucción y las decisiones que en ella se tomen. El contenido íntegro de la audiencia quedará registrado en el expediente y por cualquier medio tecnológico (Numerales 4, 5, 6 y 7 del Art. 594 del COIP).

			Requisitos de la formulación de cargos:

			La formulación de cargos contendrá:

			
					La individualización de la persona procesada, incluyendo sus nombres y apellidos y el domicilio, en caso de conocerlo.

					La relación circunstanciada de los hechos relevantes, así como la infracción o infracciones penales que se le imputan.

					Los elementos y resultados de la investigación que sirven como fundamento jurídico para formular los cargos; y,

					La solicitud de medidas cautelares y de protección, salidas alternativas al procedimiento o cualquier otro pedido que no afecte al debido proceso (Art. 595 del COIP).

			

			Reformulación de cargos y nueva audiencia:

			Si durante la etapa de instrucción, los resultados de la investigación hacen variar justificadamente la calificación jurídica de la imputación hecha en la formulación de cargos, el fiscal deberá solicitar al juzgador, audiencia para motivar la reformulación de cargos. Realizada la reformulación, el plazo de la instrucción se incrementará en treinta días improrrogables, sin que el fiscal pueda solicitar una nueva reformulación (Art. 596 del COIP).

			Audiencias en el proceso penal

			El Código Orgánico Integral Penal establece que el sistema procesal penal se fundamenta en el principio de oralidad, mismo que se operativiza en las varias audiencias de las etapas del proceso y en diligencias relacionadas a ciertas medidas cautelares.

			Solamente deberán constar por escrito: La denuncia y la acusación particular; las constancias de las actuaciones investigativas, los partes o informes policiales, informes periciales, las versiones, los testimonios anticipados, los testimonios con juramento y actas de otras diligencias; las actas de audiencias; los autos definitivos siempre que no se dicten en audiencias; las sentencias; y, la interposición de recursos (Art. 560 del COIP).

			De esta forma, se establece que el proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las decisiones se deberán adoptar en audiencia, para lo cual se utilizarán los medios técnicos disponibles para dejar constancia y registrar las actuaciones procesales. Los sujetos procesales recurrirán a los medios escritos únicamente en los casos señalados en la ley (Numeral 11 del Art. 5 del COIP).

			Publicidad de las audiencias:

			Las audiencias son públicas en todas las etapas procesales; sin embargo, serán reservadas las audiencias sobre:

			
					Delitos contra la integridad sexual y reproductiva;

					Delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar; y

					Delitos contra la estructura del Estado constitucional (Art. 562 del COIP).

			

			Reglas generales de las audiencias:

			1. Se celebrarán en los casos previstos en el COIP. En caso de que no pueda llevarse a cabo la audiencia, se dejará constancia procesal. Podrá suspenderse previa justificación y por decisión del juzgador (Numeral 1 del Art. 563 del COIP).

			2. Son públicas, con las excepciones establecidas en el Código. La deliberación es reservada. En ningún caso las audiencias podrán ser grabadas por los medios de comunicación social (Numeral 2 del Art. 563 COIP).

			3. Se rigen por el principio de contradicción, es decir, los sujetos procesales deben presentar en forma verbal las razones o argumentos de los que se crean asistidos; replicar los argumentos de las otras partes procesales; presentar pruebas; y, contradecir las que se presenten en su contra (Numeral 13 del Art. 5 del COIP//Numeral 3 del Art. 563 COIP).

			4. Instalada la audiencia, el juzgador concederá la palabra a quien lo solicite y abrirá la discusión sobre los temas que son admisibles. En caso de existir un pedido de revisar la legalidad de la detención, este punto será siempre el primero en abordarse. Como regla general, los fiscales y los defensores públicos o privados tendrán derecho a presentar de forma libre sus propuestas, intervenciones y sustentos (Numeral 4 el Art. 563 del COIP).

			5. Se resolverá de manera motivada en la misma audiencia. Las personas serán notificadas con el solo pronunciamiento oral de la decisión. Las sentencias se reducirán a escrito y se notificará dentro del plazo de diez días. Los plazos para las impugnaciones de las sentencias y autos definitivos no dictados en audiencia correrán a partir de la notificación por escrito (Numeral 5 del Art 563 del COIP// Literal l) del Núm. 7 del Art. 76 de la Constitución// Núm. 4 del Art. 130 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			6. El idioma oficial es el castellano, de no poder entender o expresarlo con facilidad, la persona procesada, la víctima u otros intervinientes, serán asistidos por un traductor designado por el juzgador (Numeral 6 del Art. 563 del COIP// Literal f) del Núm. 7 del Art. 76 de la Constitución).

			7. La persona procesada, la víctima u otros intervinientes, en caso de no poder escuchar o entender oralmente, serán asistidos por un intérprete designado por el juzgador, quien podrá usar todos los mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación visual, auditiva, sensorial y otras que permitan su inclusión en el proceso penal. Lo anterior no obsta para estar acompañados por un intérprete de su confianza (Numeral 7 del Art. 563 del COIP// Literal f), del Núm. 7 del Art. 76 de la Constitución).

			8. Al inicio de cada audiencia el juzgador dispondrá que se verifique la presencia de los sujetos procesales indispensables para su realización y, de ser el caso, resolverá cuestiones de tipo formal (Numeral 8 del Art. 563 del COIP// Numeral 14 del Art. 5 del COIP).

			9. El juzgador controlará la disciplina en la audiencia, incluso podrá limitar el ingreso del público por la capacidad o seguridad de la sala. Establecerá el tiempo de intervención de los sujetos procesales, de acuerdo con la naturaleza del caso y respeto al derecho de igualdad de las partes (Numeral 9 del Art. 563 del COIP).

			10. Se contará con la presencia del juzgador, los defensores públicos o privados y el fiscal. Los sujetos procesales tienen derecho a intervenir por sí mismos o a través de sus defensores públicos o privados. En el caso de las personas jurídicas de derecho público, a las audiencias podrá acudir el representante legal, delegados o el procurador judicial o sus defensores (Numeral 10 del Art. 563 del COIP).

			11. No se podrá realizar la audiencia de juicio sin la presencia de la persona procesada, salvo los casos previstos en la Constitución de la República (Numeral 11 del Art. 563 del COIP// Art. 233 de la Constitución).

			12. Si no se realiza la audiencia de juicio por inasistencia de la persona procesada o de sus defensores, es decir, por causas no imputables a la administración de justicia, dicha inasistencia suspenderá de pleno derecho el decurso de los plazos de la caducidad de la prisión preventiva hasta la fecha en que efectivamente se realice la audiencia de juicio. Lo anterior, sin perjuicio de la necesaria constancia procesal respecto de la suspensión en cada expediente (Numeral 12 del Art. 563 del COIP).

			13. Las actuaciones y peticiones de los sujetos procesales que se presenten ante los juzgadores, serán despachadas de forma concentrada (Numeral 13 del Art. 563 del COIP).

			14. Si la persona procesada está prófuga, después de resuelta la etapa de evaluación y preparatoria de juicio, el juzgador suspenderá la iniciación de la etapa de juicio hasta que la persona procesada sea detenida o se presente físicamente de manera voluntaria (Numeral 14 del Art. 563 del COIP).

			15. Si son varias las personas procesadas y están prófugas y otras presentes, se suspenderá el inicio del juicio para las primeras y continuará respecto de las segundas. (Numeral 15 del Art. 563 del COIP).

			Como REGLAS ADICIONALES, también se consideran las siguientes:

			16. La audiencia podrá suspenderse de manera motivada, si el juzgador lo considera necesario, para un mejor desarrollo y cumplimiento de las finalidades del proceso. Para el efecto, señalará nuevo día y hora para su reanudación, que deberá realizarse en un plazo no mayor a cinco días desde la fecha en que se suspende la audiencia. Además, si la audiencia se prolonga excesivamente, el juzgador ordenará que se suspenda y dispondrá su continuación al día siguiente, hasta concluirla.

			El juzgador, por las mismas razones señaladas anteriormente, podrá ordenar un receso de hasta dos horas, siempre que la audiencia se reanude el mismo día (Art. 568 del COIP).

			17. Ninguna audiencia deberá ser transcrita textualmente, pero deberá constar transcrita en un acta de resumen. El Consejo de la Judicatura llevará un archivo por los medios técnicos adecuados de todas las audiencias realizadas (Art. 561 del COIP).

			18. En el curso de una audiencia, las partes podrán objetar con fundamento aquellas actuaciones que violenten los principios del debido proceso, tales como: la presentación de pruebas que han sido declaradas ilegales; la presentación de testigos improvisados o de última hora; comentarios relacionados con el silencio de la persona procesada; la realización de preguntas autoincriminatorias, capciosas, compuestas, impertinentes, repetitivas, irrespetuosas, vagas o ambiguas, aquellas que están fuera de la esfera de percepción del testigo, sugestivas excepto en el contrainterrogatorio; opiniones, conclusiones y elucubraciones, salvo en los casos de peritos dentro del área de su experticia; y, comentarios relacionados con el comportamiento anterior de la víctima.

			Presentada la objeción, el juzgador la aceptará o negará y resolverá si el declarante la contesta o se abstiene de hacerlo (Art. 569 del COIP).

			Dirección de las audiencias:

			Todas las audiencias previstas en el Código Orgánico Integral Penal se desarrollarán bajo la dirección del juzgador, quien actuará de acuerdo con las siguientes directrices:

			a) Controlar la actividad de los sujetos y demás partes procesales y planificar el tiempo, en función del objetivo y de los requerimientos del caso, la audiencia y la duración del proceso.

			b) Evitar las dilaciones o intervenciones repetitivas e impertinentes, podrá interrumpir a las partes para solicitar aclaraciones o dirigir el debate.

			c) Tanto las intervenciones como las decisiones deben expedirse en lenguaje comprensible, claro, concreto e inteligible; y,

			d) Todas las decisiones deberán adoptarse en la misma audiencia (Art. 564 del COIP). 

			Audiencias telemáticas o realizadas por otros medios similares:

			Cuando por razones de cooperación internacional, seguridad o utilidad procesal y en aquellos casos en que sea imposible la comparecencia de quien debe intervenir en la audiencia, previa autorización del juzgador, la diligencia podrá realizarse a través de comunicación telemática o videoconferencia u otros medios técnicos semejantes, de acuerdo con las siguientes reglas:

			1. El dispositivo de comunicación de audio y video utilizado permitirá al juzgador observar y establecer comunicación oral y simultánea con la persona procesada, la víctima, el defensor público privado, el fiscal, perito o testigo. Se permitirá que la persona procesada mantenga conversaciones en privado con su defensor público o privado.

			2. La comunicación deberá ser real, directa y fidedigna, tanto de imagen como de sonido, entre quienes se presentan a través de estos medios y los juzgadores, las partes procesales y asistentes a la audiencia.

			3. El juzgador adoptará las medidas que sean indispensables para garantizar el derecho a la defensa y el principio de contradicción.

			Téngase muy en cuenta que las audiencias telemáticas podrán ser presenciadas por el público, excepto en los casos que exista una medida de restricción a la publicidad (Art. 565 del COIP).

			Medidas de restricción en las audiencias:

			Trámite y procedencia: El juzgador podrá ordenar a petición de parte, una o más de las medidas de restricción contempladas en la norma penal, debiendo tener en cuenta que quien solicite la medida, deberá explicar las razones de su petición ante el juez, quien decidirá sobre su procedencia en la misma audiencia.

			Las medidas de restricción son:

			1. Audiencias cerradas al público y a la prensa, en los casos previstos en el Código.

			2. Imposición a los sujetos procesales y a toda persona que acuda a la audiencia, del deber de guardar reserva sobre lo que ven, oyen o perciben.

			3. Reserva de identidad sobre datos personales de los sujetos procesales, terceros o de otros participantes en el proceso (Art. 566 del COIP).

			Aplicación de las medidas de restricción:

			El juzgador podrá, de manera excepcional, dictar una o más de las medidas de restricción enumeradas en las líneas precedentes, siempre que no atenten contra los derechos de los sujetos procesales y atendiendo por sobre todo al principio de necesidad, cuando:

			a. Se expone a daño psicológico a las niñas, niños o adolescentes que intervienen en el proceso.

			b. Se amenaza la imparcialidad o está en peligro el juzgador, víctimas, testigos, peritos y otros participantes en el proceso.

			c. Se trata de delitos vinculados con delincuencia organizada, terrorismo y su financiamiento, trata de personas, tráfico de migrantes, producción o tráfico ilícito a gran escala de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, tráfico de armas, municiones y explosivos, lavado de activos, sicariato y secuestro (Art. 567 del COIP).

			Consecuencias de la inasistencia:

			El Código Orgánico Integral Penal, para ciertas diligencias, establece la consecuencia de la inasistencia, por ejemplo:

			a. En el caso de los delitos de acción privada, si el querellante no asiste (sin que medie justificación), el juzgador, de oficio declarará desierta la querella, con los mismos efectos del abandono, sin perjuicio de que se la declare maliciosa o temeraria (Art. 650 del COIP).

			b. Como se analizó en las reglas de las audiencias, concretamente la de juicio, si no se realiza por inasistencia de la persona procesada o de sus defensores, es decir, por causas no imputables a la administración de justicia, dicha inasistencia suspenderá de pleno derecho el decurso de los plazos de la caducidad de la prisión preventiva hasta la fecha en que efectivamente se realice la audiencia de juicio. Lo anterior, sin perjuicio de la necesaria constancia procesal respecto de la suspensión en cada expediente (Numeral 12 del Art. 563 del COIP).

			Audiencia evaluatoria y preparatoria del juicio

			(Ver Etapa intermedia - Etapa de evaluación y preparatoria de juicio // Auto de llamamiento a juicio // Auto de sobreseimiento)

			Desde la Ley Reformatoria al ex Código de Procedimiento Penal y al ex Código Penal, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 555 del 24 de marzo de 2009, se creó esta audiencia denominada como preparatoria del juicio, en la cual el cambio fundamental se refirió a los llamados como anticipos y los acuerdos probatorios entre los sujetos procesales (ex Código de Procedimiento Penal: Art. 226.2 y Art. 226.3).

			El Código Orgánico Integral Penal mantiene este esquema y prescribe que una vez concluida la instrucción, el fiscal solicitará al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria del juicio, la que será convocada en un plazo no mayor a cinco días y se efectuará en un plazo no mayor a quince días (Inciso primero del Art. 600 y Art. 604 del COIP).

			Trámite de la audiencia

			1. Saneamiento procesal: Instalada la audiencia, el juzgador solicitará a los sujetos procesales se pronuncien sobre los vicios formales respecto de lo actuado hasta ese momento procesal. De ser pertinente, serán subsanados en la misma audiencia.

			El juzgador resolverá sobre cuestiones rweferentes a la existencia de requisitos de procedibilidad, cuestiones prejudiciales, competencia y cuestiones de procedimiento que puedan afectar la validez del proceso. La nulidad se declarará siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque indefensión. Toda omisión hace responsable a los juzgadores que en ella han incurrido, quienes serán condenados en las costas respectivas (Numerales 1 y 2 del Art. 600 COIP).

			2. Acusación fiscal: El juzgador dará la palabra al fiscal para que exponga los fundamentos de su acusación. Luego intervendrá el acusador particular, si lo hay, y el defensor público o privado de la persona procesada.

			A) Concluida la intervención de los sujetos procesales, si no hay vicios de procedimiento que afecten la validez procesal, continuará la audiencia, para lo cual las partes deberán:

			- Anunciar la totalidad de las pruebas, que serán presentadas en la audiencia de juicio, incluyendo las destinadas a fijar la reparación integral para lo cual se podrá escuchar a la víctima, formular solicitudes, objeciones y planteamientos que estimen relevantes referidos a la oferta de prueba realizada por los demás intervinientes.

			
					En ningún caso el juzgador podrá decretar la práctica de pruebas de oficio.

					Solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba, que estén encaminadas a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieren prueba.El juzgador rechazará o aceptará la objeción y en este último caso declarará qué evidencias son ineficaces hasta ese momento procesal; excluirá la práctica de medios de prueba ilegales, incluyendo los que se han obtenido o practicado con violación de los requisitos formales, las normas y garantías previstas en los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos, la Constitución y el COIP.


					Los acuerdos probatorios podrán realizarse por mutuo acuerdo entre las partes o a petición de una de ellas cuando sea innecesario probar el hecho, inclusive sobre la comparecencia de los peritos para que rindan testimonio sobre los informes presentados (Literales a), b), c) y d) del Núm. 4 del Art. 604 del COIP)

			

			B) Concluidas las intervenciones de los sujetos procesales, el juzgador comunicará motivadamente de manera verbal a los presentes su resolución que se considerará notificada en el mismo acto. Se conservará la grabación de las actuaciones y exposiciones realizadas en la audiencia (Numeral 5 del Art. 604 del COIP).

			C) El secretario elaborará, bajo su responsabilidad y su firma, el extracto de la audiencia, que recogerá la identidad de los comparecientes, los procedimientos especiales alternativos del proceso ordinario que se ha aplicado, las alegaciones, los incidentes y la resolución de la o el juzgador (Numeral 5 del Art. 604 del COIP).

			No acusación fiscal - dictamen reducido a escrito:

			Si el fiscal decide no acusar, emitirá su dictamen debidamente fundamentado y lo remitirá al juzgador, para que disponga su notificación a los sujetos procesales.

			Consulta al fiscal superior:

			Cuando se trate de un delito sancionado con pena privativa de libertad de más de quince años o a pedido del acusador particular, el fiscal elevará la abstención en consulta al fiscal superior, para que la ratifique o revoque, en un plazo máximo de treinta días, lo que será puesto en conocimiento del juzgador.

			Si el fiscal superior, al absolver la consulta, ratifica la abstención, remitirá de inmediato el expediente al juzgador para que dicte el sobreseimiento en el plazo máximo de tres días cuando exista una persona privada de libertad, caso contrario lo dictará en el plazo de hasta diez días. En el mismo auto, revocará todas las medidas cautelares y de protección dictadas.

			Si el fiscal superior revoca la abstención, designará a otro fiscal para que sustente la acusación en audiencia, la misma que se efectuará dentro de los cinco días siguientes de recibido el expediente.

			Si el fiscal resuelve emitir un dictamen acusatorio para unos y abstentivo para otros procesados, con respecto a la abstención, deberá elevar a consulta de acuerdo con lo establecido en el presente artículo. Y sobre los que se resuelva acusar, solicitará al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio (Art. 600 del COIP).

			Audiencia para la medida cautelar de prisión preventiva

			(Ver Medidas cautelares personales, en Medidas Cautelares // Prisión Preventiva)

			Procederá la prisión preventiva para garantizar la comparecencia de la persona procesada al proceso y el cumplimiento de la pena, previa la solicitud (debidamente fundamentada) del fiscal al juzgador, último que la ordenará, si se verifican los siguientes requisitos:

			
					Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público de la acción.

					Elementos de convicción claros y precisos de que el procesado es autor o cómplice de la infracción.

					Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de libertad son insuficientes y que no es necesaria la prisión preventiva para asegurar la presencia del procesado en el juicio o el cumplimiento de la pena.

					Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un año.

					De ser el caso, el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva, deberá tener en consideración si el procesado ha incumplido una medida alternativa a la prisión preventiva otorgada con anterioridad (Art. 534 del COIP).Aplicación y cambios de la prisión preventiva:
La aplicación, revocatoria, sustitución, suspensión o revisión de la prisión preventiva, será adoptada por el juzgador en audiencia oral, pública y contradictoria de manera motivada (Art. 540 del COIP).
Auto de llamamiento a juicio
El Código Orgánico Integral Penal señala en su artículo 608, los siguientes requisitos del auto del llamamiento a juicio:
1. La identificación del o los procesados.
2. La determinación del o los hechos y el delito acusado por el fiscal, así como el grado de participación establecido en la acusación fiscal, la especificación de las evidencias que sustentan la decisión, la cita y pertinencia de las normas legales y constitucionales aplicables.
3. La aplicación de medidas cautelares y de protección no dictadas hasta el momento o la ratificación, revocación, modificación o sustitución de las mismas, dispuestas con antelación.
4. Los acuerdos probatorios que han convenido los sujetos procesales y aprobados por el juzgador.
Se deberá tener en cuenta que:


			

			
					 Las declaraciones contenidas en el auto de llamamiento a juicio no surtirán efectos irrevocables en el juicio; y,

					El acta de la audiencia, juntamente con los anticipos probatorios, son los únicos enviados al tribunal y el expediente será devuelto al fiscal.

			

			Auto de sobreseimiento

			(Ver Sobreseimiento // Causas de justificación - Causas de exclusión de la antijuridicidad)

			Importante tener en cuenta que el Código Orgánico Integral Penal, respecto al sobreseimiento, señala que es el juez de garantías penales el que lo dictará en los siguientes casos:

			
					Cuando el fiscal se abstenga de acusar y de ser el caso, dicha decisión sea ratificada por el superior.

					Cuando concluya que los hechos no constituyen delito o que los elementos en los que el fiscal ha sustentado su acusación no son suficientes para presumir la existencia del delito o participación de la persona procesada.

					Cuando encuentre que se han establecido causas de exclusión de la antijuridicidad (Art. 605 del COIP).

			

			Cesan medidas cautelares:

			Con el sobreseimiento, el juzgador revocará toda medida cautelar y de protección, y en el caso de prisión preventiva, ordenará la inmediata libertad, sin perjuicio de que vuelva a ordenarla si el auto de sobreseimiento es revocado. No se podrá iniciar una investigación penal por los mismos hechos (Art. 607 del COIP).

			Calificación de malicia o temeridad:

			Al momento de sobreseer, el Juez de Garantías Penales calificará, en forma motivada, la temeridad o malicia de la denuncia o la acusación particular.

			
					El condenando por temeridad, pagará las costas judiciales, así como la reparación integral que corresponda.

					En el caso de que se califique la malicia de la denuncia o acusación, quien se benefició del sobreseimiento podrá iniciar la acción penal respectiva (Art. 606 del COIP).

			

			Autopsia

			(Pericia // Prueba material // Delitos contra la vida - contra la inviolabilidad de la vida // Femicidio // Homicidio // Homicidio culposo por mala práctica profesional)

			En términos generales, cuando se tenga noticia de la existencia de un cadáver o restos humanos, las actuaciones que el fiscal dispondrá son las siguientes:

			1. La identificación y el levantamiento del cadáver.

			2. El reconocimiento exterior del cadáver que abarca la orientación, posición, registro de vestimentas y descripción de lesiones.

			3. Contenido del informe de autopsia: En el informe de la autopsia constará de forma detallada el estado del cadáver, el tiempo transcurrido desde el deceso, el probable elemento empleado, la manera y las causas probables de la muerte. Los peritos tomarán las muestras correspondientes, las cuales serán debidamente conservadas.

			4. Muerte Violenta: En caso de muerte violenta, mientras se realizan las diligencias investigativas, el fiscal de considerarlo necesario, solicitará a la autoridad de salud competente que no otorgue el permiso previo para la cremación (Art. 461 del COIP).

			Importante tener en cuenta que dentro de las atribuciones del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, entre otras, se encuentra justamente proceder al levantamiento e identificación del cadáver y, grosso modo, dar aviso al fiscal en forma inmediata, de cualquier noticia que tenga sobre el cometimiento de un delito de ejercicio público de la acción penal (Numerales 7 y 1 del Art. 449 del COIP).

			En aquellos lugares donde no exista personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, las atribuciones las tendrán los servidores de la Policía Nacional (Inciso final del Art. 449 del COIP).

			En este orden de ideas, importante tomar en consideración que, en caso de no existir una institución pública acreditada, las autopsias, exámenes médicos, de laboratorio o pruebas biológicas, podrán ser realizados en una institución de salud privada acreditada y los costos serán asumidos por el Consejo de la Judicatura. Los mismos tendrán pleno valor pericial-probatorio (Numeral 5 del Art. 459 del COIP).

			Autoría - Autoría directa y mediata

			(Ver Coautor // Accesoriedad de la participación - Participación criminal)

			Definición: En la participación criminal, el autor es visto y analizado como el sujeto a quien se puede imputar el hecho delictivo como suyo, es decir, quien realiza la conducta infraccional de manera directa o necesaria, y de quien podemos afirmar que es su acción u omisión. Según la doctrina moderna, autor es quien domina el hecho, pero también quien tiene el dominio de la voluntad delictiva.

			El Código Orgánico Integral Penal, mantiene en su gran mayoría estas figuras, a través de la siguiente clasificación:

			1. Autoría directa:

			
					Quienes cometen la infracción de una manera directa e inmediata.

					Quienes no impiden o procuran impedir que se evite su ejecución teniendo el deber jurídico de hacerlo.

			

			2. Autoría mediata:

			
					Quienes instigan o aconsejan a otra persona para que cometa una infracción, cuando se demuestre que tal acción ha determinado su comisión.

					Quienes ordenan la comisión de la infracción valiéndose de otra u otras personas, imputables o no, mediante precio, dádiva, promesa, ofrecimiento, orden o cualquier otro medio fraudulento, directo o indirecto.

					Quienes, por violencia física, abuso de autoridad, amenaza u otro medio coercitivo, obligan a un tercero a cometer la infracción, aunque no pueda calificarse como irresistible la fuerza empleada con dicho fin.

					Quienes ejercen un poder de mando en la organización delictiva.

			

			3. Coautoría:

			Quienes coadyuvan a la ejecución, de un modo principal, practicando deliberada e intencionalmente algún acto sin el cual no habría podido perpetrarse la infracción (Art. 42 del COIP).

			Referencias doctrinarias:

			Como ya lo anotamos en la sección destinada a la accesoriedad de la particiación, el concepto de autoría no está limitado a la participación de un único sujeto, sino que se puede extender a otros que se usan como instrumentos (autoría mediata) y, además, hay la posibilidad de que varias voluntades intervengan en el hecho, a título de intervinientes necesarios y principales (coautoría)33.

			Siguiendo las explicaciones del párrafo precedente y del concurso de personas para la estipulación de las penas, según la corriente del funcionalismo moderado, es necesario tener en cuenta que los autores del ilícito pueden ser analizados a través de una postura intermedia conocida como Teoría normativa de la combinación, aplicada por un importante número de jueces y tribunales alemanes.

			Esta teoría supera la premisa de que la voluntad del autor es algo psíquicamente verificable (teoría subjetiva), y se decanta por atribuir importancia al grado de interés propio del resultado del hecho, a la magnitud de la intervención y, al dominio o, al menos, la voluntad del dominio de la conducta, de modo que su realización o resultado dependan de manera concluyente de la forma de proceder del encausado34.

			Si bien la propuesta no aclara los criterios valorativos que determinarán la autoría, entrega insumos para poder diferenciar tres tipos de autores: los inmediatos, los mediatos y los coautores, que es por ejemplo la clasificación registrada en el Código Orgánico Integral Penal de Ecuador.

			Roxin explica esta división tripartita de la manera siguiente:

			a) El dominio del hecho (realización del tipo en sentido material), es el elemento de autoría de los delitos comunes. Domina el hecho o la acción quien, en la realización del ilícito, aparece como figura central, por su influencia categórica en el acontecimiento. En este caso, la ejecución de la conducta es de primera mano o de propio cuerpo, en otras palabras, es un autor inmediato35.

			Es el tipo de autoría más evidente, puesto que la admisión de responsabilidad se confirma por la adecuación conductual al tenor literal de la norma.

			Se pone de manifiesto aún cuando la persona ejecutó la infracción en cumplimiento de una orden, porque ese desempeño implica que la persona perpetró el delito “por sí misma”, por tanto, dominó el proceso delictual. La presión a la que fue sometida en todo caso afectará a la dosimetría de la pena, pero no a la cuestión de su rol principal36.

			b) La autoría mediata se presenta cuando se domina el acontecimiento, pero sin participar en él directamente, sino que se subyuga al ejecutor mediante el uso de la fuerza o recurriendo a artificios o engaños. Existe entonces un dominio de la voluntad y por tal razón, la persona que instrumentaliza a otra responde también en el nivel máximo de la pena contemplada para el delito37.

			Es el ejemplo claro de una persona que se sirve de otra para sus fines propios (la hace actuar como medio), de modo que, mediante esa instrumentalización se domina mediatamente, como “sujeto de atrás”, la marcha y consumación de la infracción.

			El dominio de la voluntad tiene tres expresiones38:

			b.1. Dominio de la voluntad en virtud de la coacción: Presente cuando se compele u obliga a un sujeto a actuar.

			b.2. Dominio de la voluntad en virtud del error: Se pone de manifiesto cuando se dirige el acontecimiento por medio del engaño a su ejecutor.

			b.3. Dominio de la voluntad en aparatos organizados de poder: Se produce cuando se controla el evento de forma determinante, sirviéndose de órdenes impartidas dentro de un aparto organizado de poder y no dependiendo de la disposición de un autor individual a producir el hecho.

			La teoría del dominio por (o de) organización fue desarrollada por Roxin en el año 1963, tiene como premisa el disponer de un aparato que asegure el cumplimiento de órdenes, incluso sin fuerza o engaño, porque el aparato per se garantiza la ejecución.

			Característica de esta forma de actuación es que el autor mediato no conoce personalmente la mayoría de las veces al ejecutor directo39, de ahí que lo que garantiza al sujeto de atrás la ejecución del ilícito, es la “fungibilidad” del autor inmediato, porque “El que actúa es solo una pieza intercambiable en el engranaje del aparato de poder”40.

			Esta doctrina ha sido receptada por ejemplo por la Cámara de Apelaciones de lo Criminal y Correccional Federal y la Corte Suprema Argentina con ocasión del enjuiciamiento de delitos de la Junta Militar de 1985 y 1986, así como por el Tribunal Supremo Federal Alemán, último que la mencionó por primera vez en el año 198841.

			Los reparos al dominio de organización han partido básicamente de la imposibilidad de certeza por parte del autor mediato, acerca de la realización del tipo por parte del ejecutor, último que es el que al fin de cuentas decide cómo realiza el tipo; además, no existiría el mismo hecho cuando la ejecución del mandato se asegura mediante la sustitución del que actúa de manera directa; y, fracasaría en caso del uso de especialistas no intercambiables y por ello decisivos, para el éxito del plan delictivo42.

			c) La última modalidad de autoría o dominio funcional, se constata cuando se controla la realización típicamente antijurídica, desempeñando con otros una función cardinal para el éxito de la realización de la inconducta. Este tipo de participación se pertenece a la definición de coautoría43.

			Hasta aquí observamos que no existe disposición alguna acerca de lo que ocurrirá en el seno de una persona jurídica; esto más, porque hay un sector de juristas que asimila la funcionalidad del dominio en las organizaciones de poder, a la imputación o reproche a los directivos de una empresa, punto de vista con el que no coincidimos.

			Como apropiadamente sostiene Roxin, en las entidades que operan sobre la base del Derecho, no puede avalarse la extensión del dominio de organización; primero, porque se espera que sus funcionarios (y solo ellos) obedezcan las instrucciones jurídicas44 y segundo, porque la participación de los directivos es una coautoría por la infracción a su posición de garante, dando igual entonces que su contribución al hecho haya consistido en un hacer o en un mero dejar que ocurra aquello de cuya producción ha de responder45.

			La autoría y el societas delinquere potest:

			La norma ecuatoriana contempla apenas dos artículos que regulan lo referente a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, lo que a nuestro criterio es insuficiente, puesto que no destina un tratamiento, por ejemplo, a la operatividad de las atenuantes y agravantes no constitutivas ni modificatorias de infracción, mucho menos estructura una vasta teoría del delito para el reproche al ente ficticio.

			De esta manera y como regla general, el artículo 49 del COIP, prescribe que solamente las personas jurídicas nacionales o extranjeras de Derecho privado son penalmente responsables, siempre y cuando se verifiquen delitos cometidos para beneficio propio o de sus asociados, por la acción u omisión de quienes ejercen su propiedad o control, sus órganos de gobierno o administración, apoderados, mandatarios, representantes legales o convencionales, agentes, operadores, factores, delegados, terceros que contractualmente o no, se inmiscuyen en una actividad de gestión, ejecutivos principales o quienes cumplan actividades de administración, dirección y supervisión y, en general, por quienes actúen bajo órdenes o instrucciones de las personas naturales citadas.

			La responsabilidad penal de la persona jurídica será independiente de la responsabilidad penal de las personas naturales que intervengan con sus acciones u omisiones en la comisión del delito.

			No habrá lugar a la determinación de la responsabilidad penal de la persona jurídica, cuando el delito se comete por cualquiera de las personas naturales indicadas en el párrafo precedente, en beneficio de un tercero ajeno a la persona jurídica.

			Concurrencia de responsabilidad penal: Responsabilidad dual

			La responsabilidad penal de las personas jurídicas no se extinguirá ni modificará si hay concurrencia de responsabilidades con personas naturales en la realización de los hechos, así como de circunstancias que afecten o agraven la responsabilidad o porque dichas personas han fallecido o eludido la acción de la justicia; porque se extinga la responsabilidad penal de las personas naturales, o se dicte sobreseimiento.

			Tampoco se extingue la responsabilidad de las personas jurídicas cuando estas se han fusionado, transformado, escindido, disuelto, liquidado o aplicado cualquier otra modalidad de modificación prevista en la Ley (Art. 50 del COIP).
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			Beneficios penitenciarios - Suspensión condicional de la pena, cooperación eficaz y regímenes de rehabilitación social

			(Ver: Suspensión condicional de la pena - Cooperación eficaz y Regímenes de Rehabilitación Social)

			El sistema penal y el internamiento en el Ecuador, al tenor de las directrices que emanan de la Constitución de la República, tienen como finalidad la educación del sentenciado y su capacitación para el trabajo, con el propósito de obtener su rehabilitación que le permita una adecuada reinserción social.

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los “Principios rectores de la ejecución de las penas y las medidas cautelares personales”, señala como unos de los varios ejes rectores de la rehabilitación a:

			A. Tratamiento: En la rehabilitación de las personas privadas de su libertad, se considerarán sus necesidades, capacidades y habilidades, con el fin de estimular su voluntad de vivir conforme con la ley, trabajar y respetar a los demás.

			B. Participación y voluntariedad: La participación de las personas privadas de su libertad en las actividades y programas implementados en los centros de privación de libertad es integral, individual y voluntaria. (Art. 8 y 9 del COIP)

			I. En esta línea, el Código Orgánico Integral Penal, en su Libro III, si bien contempla todas las directrices de ejecución de condenas, es en el Libro II (del procedimiento) que se refiere a la figura de la suspensión condicional de la pena, institución por medio de la cual se busca que la ejecución de una pena privativa de libertad impuesta en sentencia de primera instancia, se pueda suspender a petición de parte en la misma audiencia de juicio o dentro de las veinticuatro horas posteriores, siempre que concurran los siguientes requisitos:

			1. Que la pena privativa de libertad prevista para la conducta no exceda de cinco años.

			2. Que la persona sentenciada no tenga vigente otra sentencia o proceso en curso ni haya sido beneficiada por una salida alternativa en otra causa.

			3. Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta sean indicativos de que no existe necesidad de la ejecución de la pena.

			Exclusión de la suspensión condicional de la pena: No procederá en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Art. 630 del COIP).

			Condiciones para imponerse: La persona sentenciada durante el período que dure la suspensión condicional de la pena cumplirá con las siguientes condiciones:

			1. Residir en un lugar o domicilio determinado e informar cualquier cambio del mismo a la autoridad competente que establezca el juzgador.

			2. Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas.

			3. No salir del país sin previa autorización del juez de garantías penitenciarias.

			4. Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza.

			5. Tener o ejercer un trabajo, profesión, oficio, empleo o voluntariamente realizar trabajos comunitarios.

			6. Asistir a algún programa educativo o de capacitación.

			7. Reparar los daños o pagar una determinada suma a la víctima a título de reparación integral o garantizar debidamente su pago.

			8. Presentarse periódicamente ante la autoridad designada por el juzgador y en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas.

			9. No ser reincidente.

			10. No tener instrucción fiscal por nuevo delito (Art. 631 del COIP).

			Extinción: Una vez que la persona sentenciada ha cumplido con las condiciones y plazos establecidos en la suspensión condicional de la pena, la condena quedará extinguida, previa resolución del juzgador de garantías penitenciarias (Art. 633 del COIP).

			II. Otra figura que podría estar relacionada con los beneficios penitenciarios, es aquella que tiene que ver con la cooperación eficaz.

			Mediante esta figura se determina que el fiscal puede proponer al juzgador una pena no menor del veinte por ciento del mínimo de la fijada para la infracción en que se halle involucrado el cooperador.

			En casos de alta relevancia social y cuando el testimonio permita procesar a los integrantes de la cúpula de la organización delictiva, el fiscal solicitará al juzgador una pena no menor al diez por ciento del mínimo de la pena fijada para la infracción contra la persona procesada que colaboró eficazmente.

			La concesión de este beneficio estará condicionada al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el acuerdo de cooperación según la naturaleza y modalidades del hecho punible perpetrado, las circunstancias en que se lo comete y la magnitud de la cooperación proporcionada, así como de las condiciones personales del beneficiado (Art. 493 del COIP).

			III. Otra institución que introduce el Código Orgánico Integral Penal es la posibilidad de aplicación de varios regímenes de rehabilitación social, en especial aquellos que se denominan como “Semiabierto” y “Abierto”.

			Régimen semiabierto:

			Es el proceso de rehabilitación social del sentenciado que cumple con los requisitos y normas del sistema progresivo para desarrollar su actividad fuera del centro de ejecución de penas de manera controlada por el Organismo Técnico.

			A) El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica. Según la reforma del 2019, en concreto, del veto presidencial, se establece que en el caso de personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario, el juez de garantías penitenciarias podrá, además, disponer la presentación periódica ante el juez.

			B) Se realizarán actividades de inserción familiar, laboral, social y comunitaria.

			C) Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de por lo menos el sesenta por ciento de la pena impuesta.

			D) En el caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario de este régimen, sin causa de justificación suficiente y probada, el juez de garantías penitenciarias revocará el beneficio y declarará a la persona privada de libertad, en condición de prófuga (Art. 698 del COIP).

			Régimen abierto:

			Se entiende por régimen abierto al período de rehabilitación tendiente a la inclusión y reinserción social de la persona privada de libertad, en el que convive en su entorno social supervisada por el Organismo Técnico. Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de, por lo menos, el ochenta por ciento de la pena:

			
					No podrán acceder a este régimen las personas privadas de libertad que se hayan fugado o intentado fugarse o aquellas sancionadas con la revocatoria del régimen semiabierto.

					El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica.

					En esta etapa el beneficiario se presentará periódicamente ante el juez.

					En caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario de este régimen, el juez de garantías penitenciarias revocará este beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

					Una vez cumplida la sentencia, el juez dispondrá el inmediato retiro del dispositivo electrónico (Art. 699 del COIP).

			

			El lector debe conocer que en el proyecto de reforma al COIP de la Asamblea Nacional remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), a diferencia del veto presidencial (octubre del 2019), se hizo constar que las personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario, no podrían acceder al régimen abierto.

			Bien jurídico y esquema de los delitos

			Definición: Por bien jurídico se entiende el objeto de protección legal, que, con base en el respectivo juicio de valor del Estado, se lo considera de tal importancia que se deben reprimir las acciones u omisiones que lo afecten, lesionen o pongan en peligro. Esto se logra mediante las descripciones típicas del Código Penal, que contienen en ellas la amenaza de una pena.

			Bienes jurídicos protegidos según el Código Orgánico Integral Penal:

			Según la estructura del COIP, los bienes jurídicos de relevancia penal son los siguientes:

			1. Graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario

			
					Delitos contra la Humanidad (Arts. 79-90)

					Trata de personas (Arts. 91-94)

					Diversas formas de explotación (Arts. 95-110)

					Delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario (Arts. 111-139)

			

			2. Delitos contra los derechos de libertad

			
					Delitos contra la inviolabilidad de la vida (Arts. 140-150)

					Delitos contra la integridad personal (Arts. 151-154)

					Delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Arts. 155-158)

					Contravención de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Art. 159)

					Delitos contra la libertad personal (Arts. 160-163)

					Delitos contra la libertad sexual y reproductiva (Art. 164-175)

					Delitos contra el derecho a la igualdad (Art. 176)

					Delito de odio (Art. 177)

					Delitos contra el derecho a la intimidad personal y familiar (Arts. 178-81)

					Delito contra el honor y buen nombre (Art. 182)

					Delitos contra el derecho a la propiedad (Arts. 185-208.1)

					Contravenciones contra el derecho a la propiedad (Arts. 209 y 210)

					Delitos contra el derecho a la identidad (Arts. 211 y 212)

					Delitos contra la migración (Art. 213)

			

			3. Delitos contra los derechos del buen vivir

			
					Delitos contra el derecho a la salud (Arts. 214-218)

					Delitos por la producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (Arts. 219-228)

					Delitos contra la seguridad de los activos de los sistemas de información y comunicación (Arts. 229-234)

					Delitos contra los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado (Arts. 235 y 236)

					Delitos contra el derecho a la cultura (Arts. 237-240)

					Delitos contra el derecho al trabajo y la Seguridad Social (Arts. 241-243)

					Contravención contra el derecho al trabajo (Art. 244)

			

			4. Delitos contra el ambiente y la naturaleza o Pacha Mama

			
					Delitos contra la biodiversidad (Arts. 245-247)

					Contravención de maltrato y muerte de mascotas o animales de compañía (Arts. 249 y 250)

					Delitos contra los recursos naturales (Arts. 251-253)

					Delitos contra la gestión ambiental (Arts. 254-259)

					Delitos contra los recursos naturales no renovables (Arts. 260 y 261)

					Delitos contra la actividad hidrocarburífera, derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo y biocombustibles (Arts. 262-267)

			

			5. Delitos contra la responsabilidad ciudadana

			
					Delitos contra la tutela judicial efectiva (Arts. 268-276)

					Contravención contra la tutela judicial efectiva (Arts. 277)

					Delitos contra la eficiencia de la administración pública (Arts. 278-294)

					Contravención contra la eficiencia de la administración pública (Arts. 295 y 296)

					Delitos contra el régimen de desarrollo (Arts. 297 y 298)

					Delitos contra la administración aduanera (Arts. 299-303)

					Delitos contra el régimen monetario (Arts. 304-306)

					Delitos económicos (Arts. 307-320)

					Contravención de actos ilegales tendientes al alza de precios de productos sujetos a precio oficial (Art. 321)

					Delitos contra el sistema financiero (Arts. 322-326)

					Delitos contra la fe pública (Arts. 327-330)

					Delitos contra los derechos de participación (Arts. 331-335)

			

			6. Delitos contra la estructura del Estado constitucional

			
					Delitos contra la seguridad pública (Arts. 336-364)

					Contravención contra la seguridad pública (Art. 365)

			

			7. Del terrorismo y su financiación

			
					(Arts. 366-370)

			

			8. Infracciones de tránsito

			
					(Arts. 376-392)

			

			Referencias doctrinarias acerca del bien jurídico*:

			*	Tomadas de los aportes de la autora registrados en el Capítulo IV de su Tesis Doctoral presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019).

			Roxin ya lo dijo en 1966, la única restricción previamente dada para el legislador penal se encuentra en los principios de la Constitución46, y es por esto que una definición de bien jurídico que fundamente la política criminal de un Estado deba derivarse de los contenidos plasmados en su Carta Suprema.

			De esta forma, el alemán conceptualiza a los bienes jurídicos como “circunstancias dadas o finalidades” útiles al libre desarrollo de las personas, en el marco de un sistema social estructurado para la consecución de esos fines o para el funcionamiento de su propia estructura. Esta definición, al atender a circunstancias y propósitos en lugar de a “intereses”, implica que la esencia del bien jurídico abarca tanto a los estados previamente registrados en el Derecho, como a los deberes de cumplimiento de las normas47.

			M. Kahlo, haciendo referencia al criterio de Rudolphi y Zaczyk, sostiene que para categorizar al bien jurídico se debe partir de un concepto relacional, ya que es menester encontrar la relación positiva entre una realidad objetiva y un sujeto. Descarta sean valores, objetos o hechos, sino vínculos reales que permiten el ejercicio de la libertad de los destinatarios de las reglas.48

			Para Hirsch, el bien jurídico –de naturaleza normativa–, no es el fin de protección, sino el recurso tras el interés, es decir, es el medio, recurso o capacidad que se valora, porque sirve para el mantenimiento de un estándar de calidad de vida, razón por la cual se constituye como la razón (entidad fáctica o relaciones funcionales) diferente de la prohibición, por la que un sujeto puede exigir que otras personas se abstengan de menoscabarlo o lesionarlo49.

			En la misma línea Seher, lo describe como todo recurso o valor que, a partir de una discusión previa de principios, es reconocido como digno de protección penal. El concepto del bien jurídico expresa entonces el estatus jurídico cualificado que se entrega y reconoce a ciertas realidades50.

			Sternberg-Lieben va más allá y dota de relevancia al bien jurídico, porque se direcciona a una situación real y sobre todo apta de ser lesionada en un momento dado. Por aquello es que los bienes se vinculan tanto a los intereses generales, como a la forma de institucionalización del Estado, correspondiéndoles una función de protección, promoción y servicio de la persona51.

			Es el profesor Amelung quien asemeja los bienes jurídicos no solo a objetos físicos valorados positivamente, sino además a las posibilidades de acción, porque de esta manera el concepto satisface la teoría del injusto relativa al desvalor de la conducta o al del resultado. En otras palabras, el bien jurídico puede ser el objeto protegido por la norma de conducta, como por ejemplo la vida, y también, los conjuntos de normas que rigen en determinados ámbitos sociales, como la familia y el Estado52.

			Advierte que se debe evitar confundirlo con el objeto de la acción (objeto material del tipo), puesto que una cosa es lo que el ladrón se apropia y otra distinta, el objeto jurídico penalmente tutelado (la propiedad). De la misma manera, tipologías como la falsificación de documentos, no protegen el documento per se, sino la seguridad del tráfico jurídico o fe pública53.

			Adiciona como bien jurídico a las normas que protegen procesos sociales, es decir, la secuencia de actividades que se ponen en marcha para alcanzar un objetivo, verbi gratia, una decisión conforme con la verdad y la justicia al final de un proceso judicial (lo que en Ecuador se conoce como tutela judicial efectiva); en atención a lo cual, el daño que un ilícito causa a un proceso social, consiste en el fracaso de su propósito sea por un cambio de sentido, o porque en el curso la acción se interrumpe y no permite se consiga su cometido54.

			Termina dejando en claro que el legislador descartará a los bienes jurídicos aparentes y a las tendencias espiritualizadoras, que se explican a nuestro modo de ver, por medio de entidades abstractas que no pueden superar un juicio de verdad.

			Para nosotros el bien jurídico es entendido como la entidad de protección que se corresponde a una verdad referencial contenida en las directrices constitucionales (proposiciones normativas) y que, bajo el cobijo de la estructura del Estado de Derecho, se convierte en el origen y fin de un tipo penal, cuya efectividad se medirá con relación al nivel comunicacional de la prohibición conductual.

			Así, el bien jurídico, como parte integrante de la conducta típica, debe ser concordante con los elementos objetivo y subjetivo, así como con la caracterización que se brinde al sujeto activo y pasivo de la infracción y a la necesidad de constatación del objeto material del hecho ilícito.

			Solo así el objeto jurídico penalmente tutelado, para cumplir con su función sistemática, puede ser reconocido como la base de creación y de interpretación de las leyes preceptivas, sin que esto implique que se corresponde a la ratio legis, sino que posee un contenido real preexistente a la norma penal55.

			En palabras de Maurach:

			“El bien jurídico es el núcleo material de toda norma de conducta y de todo tipo construida sobre ella. La interpretación de la ley penal –y con ella su conocimiento– sin la directriz que le da la noción del bien jurídico, es simplemente imposible”.56

			Hasta aquí queda bastante claro que lo que está en juego con la consideración del bien jurídico como origen y fin de las tipologías, es el ejercicio reflexivo entre valor y desvalor de una conducta en un entorno social concreto, motivo por el cual no podrá estar circunscrito únicamente al contenido los derechos, sino que se extenderá también a objetos que, sin ser derechos, como precisa Ferrajoli, son ciertamente indispensables para la vida en sociedad.57
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			Cadena de custodia

			(Ver Prueba Material // Pericia - COIP)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se aplicará la cadena de custodia a los elementos físicos o contenido digital materia de prueba, con la finalidad de garantizar su autenticidad, acreditar su identidad y estado original, las condiciones, las personas que intervienen en la recolección, envío, manejo, análisis y conservación de estos elementos. Dentro de la cadena de custodia además se incluirán los cambios hechos en los objetos por parte de cada uno de sus custodios.

			La cadena de custodia inicia en el lugar donde se obtiene, encuentra o recauda el elemento de prueba y finaliza por orden de la autoridad competente.

			Son responsables de su aplicación el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, el personal competente en materia de tránsito y todos los servidores públicos y particulares que tengan relación con los elementos materiales del delito, incluyendo el personal de servicios de salud que tienen contacto con elementos físicos que pueden ser de utilidad en la investigación (Art. 456 del COIP).

			No está por demás indicar que países como Colombia y Argentina, han aprobado manuales del sistema de cadena de custodia, resaltando que, en el sistema penal oral acusatorio, uno de los aspectos que ha generado mayor controversia es la valoración de los elementos materiales probatorios, incluyendo sus condiciones de identidad e inalterabilidad, desde el conocimiento de un posible hecho punible y durante toda su existencia procesal.

			Se ha planteado entonces la necesidad de realizar una conceptualización y re-significación de los aspectos conectados con el tema de cadena de custodia, que permitan que la actividad probatoria cumpla con los principios de igualdad de partes y de contradicción de las pruebas durante el juicio oral.

			Sépase que la actividad probatoria tanto de la acusación como de la defensa confluye en la contradicción de la prueba, por lo que la cadena de custodia debe ir allá de preservar la autenticidad y, confluir en la preservación de la capacidad demostrativa del elemento.

			Caución

			Definición: La caución es una figura jurídica fijada por el Juez competente, que permite la suspensión de los efectos de la prisión preventiva, pudiendo consistir en dinero, fianza, prenda, hipoteca o carta de garantía otorgada por una institución financiera.

			En este sentido es reconocida en el Código Orgánico Integral Penal, siendo su fin principal la garantía de presencia de la persona procesada, en otras palabras, garantizar su inmediación o vinculación con los órganos de administración de justicia penal. Se debe tener presente que la persona procesada podrá rendir caución con su dinero o bienes o con los de un garante (Art. 543 de COIP).

			Trámite de fijación de la caución:

			El COIP señala que para fijar la caución se debe observar el siguiente trámite:

			a) La solicitud de caución se analizará y resolverá en audiencia oral.

			b) En audiencia se discutirá la modalidad de la caución.

			c) Si fuere pecuniaria, se determinará el monto de la caución, para lo cual se tomará en cuenta las circunstancias personales de los sujetos procesales, la infracción de que se trate y el daño causado.

			d) En los casos que se acepte la caución prendaria o hipotecaria, esta última otorgada por escritura pública, se inscribirá en el registro respectivo de manera gratuita.

			e) La modalidad de la caución o el garante podrá ser sustituido previa autorización del juzgador, manteniendo el mismo monto por él determinado.

			f) El juzgador que admita caución que no reúna los requisitos prescritos en el Código, responderá civil, administrativa o penalmente según corresponda (Art. 545 del COIP).

			Formas de caución:

			En lo concerniente a las formas de caución, no existen cambios sustanciales entre la norma penal vigente y el ex Código de Procedimiento Penal. Así, el Código Orgánico Integral Penal señala que el procesado podrá solicitar las siguientes formas de caución (Art. 546 del COIP):

			1. Caución hipotecaria: Se deberá acompañar el certificado del Registrador de la Propiedad del cantón o distrito en donde están situados los bienes inmuebles, libre de gravámenes y el certificado del avalúo municipal correspondiente.

			2. Caución prendaria: Se deberá acompañar los documentos que acrediten el dominio saneado del bien mueble ofrecido en prenda.

			3. Caución pecuniaria: Se consignará el valor determinado por el juzgador, en efectivo, en cheque certificado o por medio de una carta de garantía otorgada por una institución financiera. La solicitud para su aceptación deberá ir acompañada de la documentación que justifique el cumplimiento de los requisitos exigidos en la ley.

			4. Caución por póliza de seguro de fianza: Se entregará una póliza de seguro de fianza incondicional, irrevocable y de cobro inmediato, emitida por una aseguradora legalmente constituida en el país y que cuente con las autorizaciones respectivas del órgano correspondiente, el beneficiario será la judicatura que ordene la medida.

			5. Garante: En los casos en que la caución sea propuesta por un garante, deberá presentar los correspondientes certificados que acrediten que es propietario de los bienes que pueden cubrir el monto de la caución. La persona que actúe como garante deberá señalar domicilio para las correspondientes notificaciones.

			Tener en cuenta que los registradores de la propiedad y mercantiles no podrán inscribir nuevos gravámenes sobre los bienes que se encuentren otorgados en caución de conformidad con el COIP.

			Ejecución de la caución:

			La ejecución de la caución operará de acuerdo con las siguientes reglas:

			
					Si la persona procesada no comparece a la audiencia de juicio, se ordenará su prisión preventiva de acuerdo con lo dispuesto en la norma pernal y se ejecutará la caución.

					En los casos en que una persona que actúa como garante rinde caución y la persona procesada no comparece a la audiencia de juicio, se ordenará la prisión preventiva y se fijará el plazo para que el garante la presente, que no podrá ser mayor a diez días bajo apercibimiento de ejecutarse la caución.Si en el plazo fijado el garante no presenta a la persona procesada, se ejecutará la caución. Una vez ejecutada la caución, el garante podrá ejercer las acciones previstas en el Derecho Civil contra el garantizado.


					Hecha efectiva la caución, su monto se destinará a garantizar la reparación integral. De haber excedente, se devolverá al obligado.

					La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho efectiva la caución, debiendo continuarse con la sustanciación del proceso.

					Si la persona procesada es absuelta, no tendrá derecho a la devolución de los valores erogados con motivo de la ejecución de la caución (Art. 547 del COIP).

			

			Cancelación de la caución:

			El juzgador cancelará la caución y ordenará su devolución en los siguientes casos:

			
					Cuando la persona que actúa como garante lo pida y presente a la persona procesada.

					Cuando se dicte el auto de sobreseimiento o sentencia que ratifique la inocencia.

					Por muerte de la persona procesada.

					Cuando quede ejecutoriada la sentencia que imponga una pena no privativa de libertad y se repare de manera integral a la víctima.

					Cuando se revoque la resolución de prisión preventiva.

					Cuando se dicte la resolución de prescripción del ejercicio de la acción (Art. 548 del COIP).

			

			Los casos de inadmisión de caución son:

			
					En los delitos en los que las víctimas son niñas, niños o adolescentes, personas con discapacidad o adultos mayores.

					En los delitos cuya pena máxima privativa de libertad sea superior a cinco años.

					Cuando la persona procesada por cualquier motivo ocasione la ejecución de la caución; y

					En los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. (Art. 544 del COIP). Con la reforma del 2019 (Proyecto de la Asamblea septiembre del 2019), a este numeral se agregan los delitos contra la inviolabilidad de la vida, secuestro en sus diferentes tipos y delitos contra la integridad sexual y reproductiva.

					La misma reforma del 2019 añade que será inadmisible caución cuando el presunto infractor haya sido condenado con anterioridad por un delito que atente contra el mismo bien jurídico protegido (Art. 544 del COIP reformado).

			

			Causas de exclusión de la conducta punible

			El Código Orgánico Integral Penal establece como causas de exclusión de la conducta penalmente relevante a los resultados dañosos o meramente peligrosos que resulten de:

			
					Fuerza física irresistible;

					Movimientos reflejos; o,

					Estados de plena inconciencia, debidamente comprobados (Art. 24 del COIP).

			

			Causas de exculpación – Excusas legales absolutorias – Causas de inculpabilidad del COIP

			Definición: Las causas de exculpación también son conocidas como causas de disculpa o excusas legales absolutorias y son creadas por el legislador para excluir la culpabilidad del hecho infraccional, es decir, que no se pueda realizar un juicio de reproche al agente por su comportamiento.

			Ejemplos claros de estas causas de exculpación las encontrábamos en el ex Código Penal en sus artículos 45 y 49, a saber:

			Encubrimiento: Estaba exento de represión el encubrimiento en beneficio del cónyuge del sindicado; o de sus ascendientes, descendientes y hermanos, o de sus afines hasta dentro del segundo grado. Se hace notar que el encubrimiento deja de ser una forma de participación criminal en el COIP y se construye como un tipo penal autónomo llamado “Fraude Procesal”, dentro del cual, en el artículo 272, no se estipula exención de responsabilidad penal alguna.

			Ocultación: En los casos de delitos contra las personas, quedaban exentos de responsabilidad, por ocultación, los amigos íntimos y los que hubieren recibido grandes beneficios del responsable del delito, antes de su ejecución (ex Código Penal: Art. 49). Este delito de ocultamiento de prófugos o sentenciados por delitos de reclusión (Art. 439 del ex Código Penal), no forma parte de las figuras delictivas del COIP.

			Por su parte el Código Orgánico Integral Penal (antes de la reforma del 2019), se refirió expresamente a una sola causa de inculpabilidad, señalando que no existía responsabilidad penal en el caso de trastorno mental debidamente comprobado (Art. 35 del COIP).

			Con la reforma del 2019 al COIP, el artículo 35 cambia y, junto al trastorno mental debidamente comprobado, agrega como causa de inculpabilidad a los casos de error de prohibición invencible.

			Existirá error de prohibición cuando la persona, por error o ignorancia, no puede prever la ilicitud de la conducta. Si el error es invencible, no hay responsabilidad penal y, si es vencible, se aplicará la pena mínima prevista para la infracción, reducida en un tercio (Art. 35.1 del COIP).

			Respecto a la persona que padece de un trastorno mental, es decir, al momento de cometer la infracción no tiene la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta comprensión, el juzgador deberá dictar una medida de seguridad (Art. 36 del COIP).

			Referencias doctrinarias y de Derecho Comparado acerca de la culpabilidad y las excusas legales absolutorias*

			*	Esta información reposa en el Capítulo IV de la Tesis Doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			A nuestro criterio, el círculo punitivo se cierra de modo perfecto cuando la conducta típica y que es contraria a Derecho, puede ser razonablemente reprochada a su agente, para lo cual nos adscribimos al pensamiento de A. Kaufmann y la capacidad del sujeto de motivarse conforme a la norma.

			El juicio de culpabilidad a lo largo del tiempo se ha formulado desde la evaluación de posibilidad de seguir la norma de la persona, así como su capacidad de conocerla y hasta, como se ha dicho, motivarse conforme al contenido de la regla de conducta.

			Fernando J. Córdoba hace un apropiado resumen de las varias escuelas del pensamiento penal y concluye que, en una primera etapa, para el reproche de culpabilidad, se analizó si la persona conocía o pudo conocer la norma y luego, si pudo formar libremente una voluntad acorde con sus exigencias.58

			Dicho de otra forma, la culpabilidad podía determinarse con arreglo a las capacidades intelectuales y volitivas del sujeto; sin embargo, la praxis penal demostró que no solo debemos centrar la atención en la libertad de autodeterminación, sino además en la responsabilidad por la propia motivación, desarrollada por el funcionalismo y su teoría del rol del ciudadano fiel al Derecho59.

			Sea cual fuera la posición que se acoja en relación con el problema de la libertad de la voluntad en general, es evidente que las diferencias se disuelven si se trata de analizar la libertad de la voluntad en el caso particular y, en este punto, sí existe consenso, al punto en que el propio Welzel reconoció que la capacidad concreta de culpabilidad no es susceptible de comprobación fáctica60.

			Córdoba agrega que, si la capacidad de razonar conforme a la norma le es imputada al sujeto activo por la sociedad, cabe cuestionarse por medio de qué parámetro se aplica la imputación al caso concreto; y, aunque la doctrina ha adoptado la del “hombre promedio”, no existen reglas generales para así definirlo. Hacerlo podría relegar la decisión a una cuestión de meras estadísticas, cuando la construcción del individuo promedio no es una experiencia empírica sino valorativa. Es, como afirma Jakobs, un modelo de lo que se espera de un individuo en una sociedad determinada.61

			En suma, la faceta volitiva de la culpabilidad no se establece en función de las capacidades individuales del individuo, porque esto es empíricamente indemostrable. Entonces, la capacidad motivacional se expresa en un juicio de imputación exclusivamente normativo, por tanto, sea solo el derecho positivo el que valide la premisa de que quien puede conocer el Derecho, también puede y debe acatarlo.62

			De esta forma, la conducta humana no sería, como lo proponía el causalismo, un proceso meramente causal, ni tampoco una expresión de sentido o propósito, como lo abordó el finalismo, sino que se correspondería a las explicaciones funcionalistas que afirman que la persona debe ser considerada en lo social, como portadora de un rol. Rol aprehendido como el haz de expectativas normativas, que es el único que interesa al Derecho Penal63.

			A nuestro criterio, lo que Córdoba no dice, menos aún es solventado de forma coherente por el funcionalismo, es cómo proceder cuando la norma está mal elaborada, es decir, no logra comunicar el mensaje de forma unívoca y clara.

			Posturas como las expuestas, dan por hecho que el producto que entrega el órgano normativo es adecuado y que, por tal razón, todas las personas están en capacidad de conocer su rol en la sociedad y la manera de acatar los mandatos o prohibiciones conductuales. Conocimiento que sensu contrario a lo esgrimido por los doctrinarios referidos, sí es un dato empírico, que puede ser perfectamente demostrable.

			El profesor uruguayo Gonzalo Fernández, en su artículo dedicado a la teoría del bien jurídico y su influencia en el contenido y alcance del principio de culpabilidad, ya advirtió de la peligrosidad de los enfoques dogmáticos que compelen al individuo a asumir un papel de vasallo o súbdito de la ley, alcanzado una auténtica sumisión e imposibilidad de cuestionamiento de lo aprobado por el legislador.64

			Deja constancia que la importancia del bien jurídico no solo reside en la imposición de límites infranqueables a los Parlamentos en cuanto a la sanción de normas penales, y en su repercusión en el plano dogmático, al desempeñar una función teleológica en la interpretación jurídico-penal, sino que además se erige como el fundamento motivacional central de las personas en relación con la regla65.

			Así, acudiendo al pensamiento de Muñoz Conde, dice que, en los modelos autoritarios o despóticos, existe un considerable alejamiento entre el nivel de la motivación personal y el de la motivación general o abstracta de la norma, ya que ésta última depende al fin y al cabo del grado de democratización del Estado. En este escenario, la regulación solo contribuiría a reforzar la falta de integración de las personas, que no pueden en verdad internalizar el significado del contenido jurídico66.

			La función motivadora de la norma, que dicho sea de paso no desconocen ni las que Bobbio llama como teorías imperativistas del positivismo jurídico, responde a una “estructura psicológica del ser humano”, porque ella converge en la necesaria motivación de comportamientos67.

			Es entonces la posibilidad de proteger, disponer y aprovechar efectivamente de los bienes jurídicos el factor clave del proceso de estimulación o motivación de las acciones u omisiones, y que sirve como elemento óptimo para la graduación de la exigibilidad de los comportamientos amparados por el Derecho68.

			Por nuestra parte podríamos asimilar la motivación con lo que Roxin llama como “asequibilidad normativa”69, que se corresponde con la idea de von Liszt de la “determinabilidad normal por motivos” y se explica de forma sencilla por Luzón Peña, como la posibilidad de acceso del sujeto a conocer y comprender el mandato y solo así determinarse según la norma, en otras palabras, la existencia de plena reprochabilidad cuando la persona puede conocer íntegramente la antijuridicidad y prohibición de la conducta70.

			Lo referido en el párrafo precedente nos permite afirmar que, salvo los casos de discapacidades mentales (trastornos o perturbaciones patológicas) o la inmadurez de quien actúa (minoría de edad), eventos excepcionales como por ejemplo la imposibilidad de asimilar el contenido de la ley preceptiva, serían causas que en último término y con una construcción adecuada, eximirían el juicio de imputación, responsabilidad o reproche penal.

			Hay que considerar que las causas de exclusión de la culpabilidad o excusas legales absolutorias tienen su origen en la idea de que, aunque la norma es un imperativo generalmente obligatorio, puede admitir excepciones que excluyan la necesidad de imposición de una pena.

			Dicho en otros términos, nos colocan ante un sujeto activo al cual no se le puede exigir otro comportamiento y por tanto, se lo deja impune. Funcionan como condiciones conceptuales autónomas respecto de la regla, por ende, el castigo no llega a ser ejecutado, por un insuficiente contenido de contrariedad al Derecho.

			Jescheck, al desarrollar los fundamentos de las causas de exculpación de las acciones típicamente antijurídicas, explica que ellas se corresponden a la premisa de un ordenamiento jurídico, que, bajo ciertos presupuestos, no formula ningún reproche de culpabilidad71.

			Debido a lo cual, a diferencia de las causas de justificación que eliminan la antijuridicidad de la conducta con base a la voluntad de acción y conciencia del ordenamiento jurídico, en el nivel de culpabilidad, lo que se cuestiona es si la actitud interna manifestada con el hecho debe ser tomada como una expresión de una postura del sujeto ante el Derecho merecedora de recriminación. De esta forma, en las causas de justificación la conducta pasa a ser aprobada, mientras que, en las excusas legales absolutorias, la conducta es disculpada72.

			La doctrina a través de muy variados argumentos se ha esforzado por entregar una explicación material de las causas excusantes, aceptando de forma mayoritaria que ellas tienen influencia tanto sobre el grado del injusto como de la culpabilidad.

			Siendo así, en todas las causas de exculpación, el contenido de la culpabilidad o imputación es inferior, porque la persona se halla en una situación extraordinaria, que, si bien no excluye la autodeterminación según la norma, sí la dificulta.

			Por último, citamos a Nardiello, quien propone varios ejemplos de causas de exculpación73:

			a) Excusa legal absolutoria pendiente, entendida como la descripción legal que se encuentra supeditada a una condición resolutoria, como ocurre con la figura del arrepentido.

			b) Excusa legal absolutoria cumplida o preexistente, que para nosotros es la excusa legal propiamente dicha y opera cuando el agente cumplió con lo solicitado o comunicado por el legislador.

			c) Excusa legal absolutoria fallida, relacionada con el incumplimiento de lo pendiente.

			Causas de excusa y recusación de jueces y fiscales

			Según el Código Orgánico Integral Penal, son causas de excusa y recusación de los juzgadores y de los fiscales, las siguientes:

			1. Ser cónyuge, pareja en unión de hecho o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de alguna de las partes, de su representante legal, de su mandatario o de sus defensores.

			2. Ser acreedor, deudor o garante de alguna de las partes, salvo cuando sea de las entidades del sector público, de las instituciones del sistema financiero o cooperativas. Da lugar a la excusa o recusación establecida en este numeral solo cuando conste el crédito por documento público o por documento privado reconocido o inscrito, con fecha anterior al juicio.

			3. Tener juicio con alguna de las partes o haberlo tenido dentro de los dos años precedentes si el juicio es civil y, cinco años, si el juicio es penal. La misma regla se aplicará en el caso de que el juicio sea con su cónyuge, pareja en unión de hecho o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

			4. Tener interés personal en la causa por tratarse de sus negocios, de los de su cónyuge, pareja en unión de hecho o de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

			5. Ser asignatario, donatario, empleador o socio de alguna de las partes.

			6. Fallar en otra instancia y en el mismo proceso la cuestión que se ventila u otra conexa con ella.

			7. Intervenir en el proceso como parte, representante legal, apoderado, juzgador, defensor, fiscal, acusador, perito, testigo o intérprete.

			8. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los sujetos procesales.

			9. Ser penado, multado o condenado en costas en la causa que conoce, en caso de que la sanción sea impuesta por otro juzgador.

			10. Tener vínculo con las partes, la víctima o sus defensores por intereses económicos.

			11. Dar consejos o manifestar su opinión sobre la causa.

			12. No sustanciar el proceso en el triple del tiempo señalado por la ley.

			Se deberá tener en cuenta en todos los casos de excusas que los fiscales deberán excusarse ante el fiscal superior y podrán ser separados del conocimiento del proceso por los mismos motivos determinados respecto de los juzgadores; y, los jueces y fiscales presentarán sus excusas con juramento (Art. 572 del COIP).

			Causas de justificación - Causas de exclusión de la antijuridicidad

			(Ver Antijuridicidad // Estado de necesidad // Legítima defensa)

			Definición: Las causas de justificación son aquellas que excluyen la antijuridicidad del hecho, por lo que una conducta, a pesar de estar tipificada en la ley penal, no será considerada como contraria a Derecho, entendiéndose por ende que no es viable iniciar siquiera el juicio de reproche al sujeto activo.

			Entre las causas de justificación por excelencia, se encuentran la legítima defensa y el estado de necesidad, considerándose además en nuestra legislación, que la resolución de autoridad competente o el cumplimiento de un deber legal, excluyen la antijuridicidad de la conducta.

			De esta forma, el Código Orgánico Integral Penal señala que no existirá infracción penal, cuando la conducta típica se encuentre justificada por estado de necesidad o legítima defensa; además, tampoco habrá delito cuando se actué en cumplimiento de una orden legítima y expresa de autoridad competente o de un deber legal (Art. 30 del COIP).

			En el caso de que se verifique un exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad, se estipula una sanción atenuada en un tercio de la mínima prevista en el respectivo tipo penal; empero, hay que hacer notar que el COIP no contempla taxativamente los requisitos de ese exceso, ya sea en la legitima defensa o en el estado de necesidad (Art. 31 del COIP).

			La reforma del 2019 partió de dos planteamientos, ya que la Asamblea Nacional (septiembre del 2019) propuso una causa de justificación adicional (Art. 30.1) conectada con el cumplimiento del deber legal del servidor de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria y, el Ejecutivo, en el veto parcial (octubre 2019), se limitó a proponer se agregaran dos incisos al final del artículo 30, uno de los cuales ampara a los servidores de las entidades de seguridad ciudadana y orden público, la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas.

			Para que el lector pueda efectuar un análisis comparativo, transcribimos las propuestas normativas en referencia:

			A) La propuesta de la Asamblea Nacional fue: “Art. 30.1.- Cumplimiento del deber legal de la o el servidor de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria.- Existe cumplimiento del deber legal cuando una o un servidor de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria, al amparo de su misión constitucional, en protección de un derecho propio o ajeno, cause lesión, daño o muerte a otra persona, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos:

			1. Que se realice en actos de servicio o como consecuencia del mismo;

			2. Que para el cumplimiento de su misión constitucional, dentro de su procedimiento profesional, observe el uso progresivo, proporcional y racional de la fuerza; y,

			3. Que exista amenaza o riesgo inminente a la vida de terceros o a la suya propia o para proteger un bien jurídico.

			Por acto de servicio se entienden las actuaciones previas, simultáneas y posteriores, ejecutadas por la o el servidor en cumplimiento de su misión constitucional y el deber legal encomendado, inclusive el desplazamiento del servidor o servidora desde su domicilio hasta su lugar de trabajo y viceversa.

			También se considera acto de servicio, cuando la actuación del servidor o servidora se realiza fuera del horario de trabajo, en cumplimiento de su misión constitucional, observando el riesgo latente, eficacia de la acción y urgencia de protección del bien jurídico.”

			B) El Veto Presidencial , como incisos que agregados al Art. 30, señaló:

			“El análisis de la legítima defensa tomará en cuenta no sólo la proporcionalidad de medios sino también la gravedad de la agresión en curso, los medios disponibles al momento de la defensa, la conducta exteriorizada del agresor y cualquier otro elemento particular de la agresión y su contexto.

			En el caso de servidores de las entidades de seguridad ciudadana y orden público, la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas, a más de lo dispuesto en el inciso anterior, se deberá tener en consideración lo dispuesto en los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, Código de Conducta para Funcionarios y demás instrumentos internacionales en la materia, la legislación nacional y la normativa interna desarrollada por las entidades de seguridad ciudadana y orden público y las Fuerzas Armadas respecto del uso progresivo de la fuerza.”

			Referencias doctrinarias acerca de las causas de justificación*

			*	Esta información reposa en el Capítulo IV de la Tesis Doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Hay que aclarar que no existe un criterio o sistema único y cerrado para crear las causas de justificación, en vista de que pueden provenir de todas las partes del ordenamiento jurídico y ante todo, estar condicionadas por las necesidades sociales cambiantes a lo largo del tiempo74.

			Las causas de exclusión de la antijuridicidad suponen de esta manera, la concurrencia de ciertas razones que el órgano legislativo valora de forma positiva, justificando el ataque a ciertos objetos de protección y excluyendo de suyo, el desvalor de la conducta y el desvalor global del resultado.

			En este sentido, tanto la legítima defensa como el estado de necesidad, nos determinan la conducta que estará cobijada por el ordenamiento jurídico y que proviene del choque o confrontación de objetos jurídicos. En otros términos, gracias al análisis del contenido del injusto o antijuridicidad material75, es que se pueda superar la colisión de bienes protegidos.

			Atendiendo a lo dicho, para saber cuál es el medio justo para un fin equitativo, qué conducta produce más beneficio que daño, qué valor es el superior o qué interés es el predominante y con rango prioritario, aunque no exista una fórmula omnicomprensiva, es factible que el órgano normativo tenga en cuenta que las causas de justificación buscan “la regulación socialmente correcta de intereses que coliden”76.

			Una conformación de las causas de justificación debería sujetarse a un enfoque pluralista.

			Por ejemplo, la legítima defensa se explicaría a través de la interrelación tanto del principio de protección como del principio de prevalencia del Derecho, habida cuenta que el agredido puede hacer todo lo necesario para resguardarse, pero además para afirmar la vigencia del Derecho en la sociedad77.

			En el estado de necesidad en cambio, operarían los principios de proporcionalidad, actualidad del peligro y de inexistencia de un medio menos lesivo para la protección del bien jurídico. En ocasiones esta causa de justificación se construye con ciertos límites, como por ejemplo llegar hasta la vulneración de la integridad personal, no así la inviolabilidad de la vida.

			Importante es resaltar que el análisis del contenido del injusto por parte del legislador al momento de establecer las causas de exclusión y sus requisitos permite, entre otros aspectos, realizar graduaciones del ilícito y, sobre todo, entregar medios de interpretación para la teoría de tipo78; aspecto último que logra verificar que los tipos penales no pueden funcionar sin una valoración previa de los eventos que quedarán al margen del control de punición.

			La imputación objetiva y la causa de justificación de riesgo permitido:

			Podemos entender como riesgo permitido al estado normal de interacción, que se convierte en uno de los factores que excluyen el tipo delictivo y con ello su imputación, habida cuenta que las conductas que se hallan cobijadas por el riesgo tolerable están generalmente autorizadas79.

			Por consiguiente, la autorización de sanción se producirá exclusivamente cuando un sujeto crea un peligro jurídicamente prohibido o normativamente relevante, o sea, se analizarán tanto el supuesto jurídico que regula la conducta, así como el rol de la víctima en la lesión del bien protegido y hasta si medió o no un consentimiento por parte del ofendido.

			En esta línea de análisis, se proponen como causas de justificación el estar amparado por un tipo de consentimiento o por la protección de intereses legítimos80.

			a) El consentimiento como justificación: Jakobs advierte que, desde el punto de vista de la publicidad del Derecho Penal, existen varias posturas que cuestionan si es legitimo que el injusto dependa única y exclusivamente de la voluntad de la persona lesionada.81

			Por ejemplo, para la teoría de los intereses, el fundamento de la renuncia se explica por las relaciones de dominio del individuo con sus bienes, tesis que si bien aborda la temática del principio de autonomía de la voluntad, no logra demarcar los límites de las posibilidades de disposición; límites que podrían hallarse a través de la teoría de la ponderación, que permite contrastar, por un lado, la importancia social del ejercicio de la disposición y, por otro, el interés general en la conservación de los objetos jurídicos82.

			Debido a lo señalado, dice que para considerar al consentimiento como causa justificante, no bastará la sola voluntad de renuncia o disposición de la persona, sino que deberá agregase el uso racional de los bienes o derechos. Por ejemplo, respecto a la vida, ni aún un consentimiento cualificado podría habilitar que se mate a persona alguna83.

			Siendo así, en el consentimiento justificante la intervención tiene que estar motivada por un juicio general, es decir, se trata de que el hecho sea valorado como relación razonable con el bien, en un sentido jurídicamente defendible84.

			En adición, habrá que considerarse que quien otorga el consentimiento, tiene que estar legitimado para disponer el bien y obrar con capacidad de entendimiento y de decisión, lo que implica que la renuncia queda limitada a situaciones excepcionales, que han de determinarse no solo por un conocimiento general del mundo circundante, sino de uno concreto, en consonancia a la situación particular de quien avala la intromisión85.

			Ejemplos de consentimientos que podrían operar como excluyentes de la antijuridicidad, serían aquellos relacionados con procedimiento médicos en los cuales, bajo el estricto respeto al derecho a la información del paciente, se autoriza al profesional de la salud a realizar la intervención quirúrgica y, de ser necesario, afronte los riesgos propios del procedimiento, en otras palabras, pueda ir más allá de lo estrictamente autorizado para salvaguardar un bien de mayor valor.

			b) Otra causa de exclusión de la antijuridicidad de una conducta típica y que se relaciona con el riesgo permitido, es la que Roxin rubrica como la salvaguarda de un interés legítimo, entendida como la comunicación de hechos deshonrosos que afectan al honor (así sean ciertos), en beneficio de intereses públicos validables.

			Aquí entran en acción las libertades de opinión y de prensa.

			Se avala así la eventual difamación o calumnia, cuando se afirmen hechos no comprobables con certeza, por ejemplo, para esclarecer una conducta delictiva o para poner al descubierto una irregularidad de funcionarios públicos. Opera entonces una ponderación de intereses apoyada en la evaluación del riesgo, en donde prima la salvaguarda de intereses legítimos, frente al buen nombre y reputación del afectado86.

			En el caso de sátiras o caricaturas, aunque no opera la ponderación del riesgo per se, si se dará mayor valor a la libertad artística ante el respeto que el ofendido espera. Esto también acontece con las expresiones vertidas en confrontaciones políticas, que hacen prevalecer libertad de expresión de los interlocutores87.

			Es menester indicar que esta causa de justificación no debe ser confundida con una causa de exculpación o excusa legal absolutoria, toda vez que la protección al interés legítimo implica que quien esgrime la expresión, por la postura que defiende, actúa conforme el ordenamiento jurídico espera88.

			En consecuencia, los requisitos que se deben reunir para la exclusión de la ilicitud de la conducta, a criterio de Roxin, se resumen en los siguientes89:

			
					El interés que motiva la expresión debe ser legitimo, en otros términos, no puede ser contrario al principio de juridicidad, por tanto, no será justificada la conducta de la persona cuya finalidad exclusiva es la de causar sensación o escándalo o, cuando su intención sea la sola revelación de datos privados.

					El interés perseguido debe ser importante o relevante para quien profiere la expresión, es decir, el sujeto puede ser visto como un defensor legítimo del interés, como puede pasar cuando la persona es la directamente afectada y en los eventos en los que alguien puede hacer suyos los intereses del afectado. No está por demás decir que los intereses de la colectividad conciernen a todos, razón por la cual toda persona que se dirija a la opinión publica puede proteger intereses legítimos.

					La forma de expresión debe ser idónea y necesaria para salvaguardar intereses. Será innecesario manifestarse ante el gran público cuando habla en nombre de uno un abogado y, en una publicación de prensa, no será siempre necesario dar a conocer por su nombre al afectado por una afirmación fáctica deshonrosa.

					En lo que atañe al deber de información de los medios, la causa de justificación operaría, si el autor de la expresión ha examinado acuciosamente si efectivamente son verdaderos los hechos difundidos. En cambio, cuando se comunica la sospecha de un delito a la autoridad competente, será suficiente una suposición apoyada en unos pocos indicios, porque la misión de la fiscalía es justamente investigar la exactitud de los datos entregados.

					Se actúa para tutelar o garantizar intereses legítimos, por lo que se niega cobertura para datos meramente escandalosos o sensacionalistas, así como reportajes que no contengan informaciones que sean útiles a los intereses públicos.

			

			Chantaje

			(Ver Delitos contra la propiedad // Extorsión - Art. 185 del COIP)

			Circunstancias del delito: Con el Código Orgánico Integral Penal, el chantaje se entiende subsumido en la figura genérica de la extorsión, sin que exista una diferenciación de si se trata o no de revelar secretos que pudiesen afectar a la honra del sujeto pasivo, como aconteció en el ex Código Penal. Lo que si se deberá verificar es que el sujeto activo tiene como propósito, obtener un provecho personal o para un tercero y, para esto:

			
					Obliga a otro, con violencia o con intimidación

					A realizar un acto o negocio jurídico en perjuicio de su patrimonio o el de un tercero.

			

			La pena de la esta figura genérica es de privación de libertad de tres a cinco años.

			Figuras agravadas de extorsión:

			La sanción será de cinco a siete años, si se verifican alguna de las siguientes circunstancias:

			
					Si la víctima es una persona menor a dieciocho años, mayor a sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad, o una persona que padezca enfermedades que comprometan su vida.

					Si se ejecuta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercio u otra similar o con una persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

					Si el constreñimiento se ejecuta con amenaza de muerte, lesión, secuestro o acto del cual pueda derivarse calamidad, infortunio o peligro común.

					Si se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de libertad.

					Si se comete total o parcialmente desde el extranjero (Art. 185 del COIP).

			

			Coautor

			(Ver Autoría)

			Definición: Cuando describimos al autor, nos referimos a aquella persona que perpetra el delito de una manera directa e inmediata, sea porque aconsejó o instigó a otro para que lo cometa, siempre que éste consejo haya sido determinante para el cometimiento de la infracción; además, los que hayan impedido o procurado impedir que se evite su ejecución; los que han determinado la perpetración del delito y efectuándolo valiéndose de otras personas, imputables o no imputables, mediante precio, dádiva, promesa, orden o cualquier otro medio fraudulento y directo.

			Están también comprendidos dentro de la autoría a los que han coadyuvado a la ejecución, de un modo principal, practicado deliberada e intencionalmente algún acto sin el que no habría podido perpetrarse la conducta delictiva (Art. 42 del COIP).

			Entonces, si existen varias personas que adecuan su conducta a la descripción anterior, podemos hablar de la presencia de “coautoría”, es decir, la realización de una parte necesaria de la ejecución de un plan global, participando de la común resolución delictiva; no en vano el numeral 3 del Art. 42 del COIP, señala lo contenido en el párrafo precedente, es decir, serán coautores: “Quienes coadyuven a la ejecución, de un modo principal, practicando deliberada e intencionalmente algún acto sin el cual no habría podido perpetrarse la infracción.”

			Cohecho

			(Ver Delitos contra la eficiencia de la Administración Pública)

			Elementos del delito: La figura genérica del cohecho se subsume, de modo general, en la descripción típica del primer inciso del artículo 280 del COIP, última de la cual se deducen los siguientes elementos del tipo:

			Sujetos activos: Los servidores públicos y las personas que actúan en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución.

			Elemento objetivo: Recibir o aceptar, por sí o por interpuesta persona, beneficio económico indebido o de otra clase, para así o un tercero, sea para hacer, omitir, agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones.

			Elemento subjetivo: dolo.

			Sanción: Privación de libertad de uno a tres años.

			Cohechos agravados según el Código Orgánico Integral Penal

			El Código Orgánico Integral tipifica dos figuras agravadas, a saber:

			a) Si el servidor público, ejecuta el acto o no realiza el acto debido, será sancionado con la pena privativa de libertad de tres a cinco años (Inciso segundo del Art. 280 del COIP).

			b) Si la conducta descrita es para cometer otro delito, el servidor público será sancionado con la pena privativa de libertad de cinco a siete años (Inciso tercero del Art. 280 del COIP).

			¿Qué ocurre con el que ofrece los beneficios económicos indebidos?

			Para esta persona, el COIP, dentro del propio tipo penal de cohecho, concretamente en su inciso cuarto, estipula una pena privativa de libertad dependiendo del tipo de cohecho del que se trate. De esta manera, el sujeto activo, será cualquier persona (ya no hablamos de delito propio).

			Como núcleo del tipo, el COIP refiere al ofrecimiento –bajo cualquier modalidad– o el dar o prometer a un servidor público:

			
					Un donativo, dádiva, promesa, ventaja o beneficio económico indebido u otro bien de orden material.

					Para hacer, omitir, agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones o, para cometer un delito (Inciso cuarto del Art. 280 del COIP).

			

			Responsabilidad penal de las personas jurídicas en el delito de cohecho: Como resultado del referéndum de febrero del 2018, publicado en el Suplemento 1 del Registro Oficial No. 181 de 15 de febrero del 2018, se estableció como pena para las personas jurídicas en el caso del delito de cohecho, su disolución y liquidación, así como el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos del trabajador en general (Inciso final del Art. 280 del COIP).

			(Jurisprudencia: Gaceta Judicial Año CV, Serie XVII, No. 14, p. 46000)

			Colusión

			Definición: En términos generales, por colusión se entiende a los procedimientos fraudulentos entre dos o más personas realizados para causar perjuicio a terceros. Este perjuicio puede consistir en la privación del dominio, posesión o tenencia de algún inmueble, o de algún derecho real de uso, usufructo, habitación, servidumbre o anticresis constituido sobre un inmueble o de otros derechos que legalmente le competen al ofendido.

			Régimen jurídico: Esta conducta se reguló mediante una ley propia y tuvo un procedimiento especial, que antes de la entrada en vigencia del Código Orgánico de la Función Judicial, es decir el 9 de marzo de 2009, indicaba que la demanda colusoria se la presentaba ante la Sala Penal de la Corte Superior (hoy Corte Provincial de Justicia) del domicilio de cualquiera de los demandados, órgano jurisdiccional que de encontrar fundada la demanda, dictaba las medidas para que quedase sin efecto el procedimiento colusorio, anulando el o los actos, contrato o contratos que estaban afectados por él, según el caso, y se repararan los daños y perjuicios ocasionados, restituyéndose al perjudicado la posesión o tenencia de los bienes de que se trataba, o el goce del derecho respectivo, y, de manera general, se repusieran las cosas al estado anterior de la colusión; además se imponía a los responsables la pena de un mes a un año de prisión.

			Del fallo expedido en primera instancia se concedía únicamente recurso de apelación ante la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), la que resolvía previo informe del Ministro Fiscal, en segunda y última instancia, por el mérito de los autos dentro de quince días (Ley para el Juzgamiento de la Colusión: Arts. 1; 2; 8 // Gaceta Judicial Año CII, Serie XVII, No. 6, p. 1698 // Gaceta Judicial Año CIII, Serie XVII, No. 8, p. 2395).

			Una vez que se reformó la Ley para el Juzgamiento de la Colusión a través del Código Orgánico de la Función Judicial, el trámite para la Colusión, en sus aspectos fundamentales, se modifica en el sentido de que la demanda deberá ser presentada al Juez de lo civil o mercantil. También el afectado podrá iniciar la correspondiente acción penal privada, para que se imponga a los responsables de la colusión la pena de un mes a un año de prisión por el cometimiento de la colusión. En este caso, el plazo de prescripción de la acción comenzará a correr desde el día en que se ejecutoríe la sentencia del juicio civil (Arts. 2 al 10 de la Ley para el Juzgamiento de la Colusión // Art. 190 Código Orgánico de la Función Judicial).

			Comienzo de ejecución del delito

			(Ver Actos preparatorios del delito // Tentativa, desistimiento y arrepentimiento eficaz)

			Tratar el tema del comienzo de ejecución del delito, nos remite inexorablemente a la temática relativa a los actos ejecutivos, que podrían ser tratados a través de las figuras de la tentativa, el desistimiento voluntario de la acción ejecutiva y el impedir conscientemente el acontecimiento; todo esto en conjunción con lo visto en el acápite de los actos preparatorios.

			El Capítulo Segundo del Libro I del Código Orgánico Integral Penal se refiere a la “Ejecución de la Infracción”, indicando que:

			A) Tentativa: Es la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no llega a verificarse por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar de que de manera dolosa inicie la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos conducentes de modo inequívoco a la realización de un delito.

			En este caso, la persona responderá por tentativa y la pena aplicable será de uno a dos tercios de la que le correspondería si el delito se habría consumado. Las contravenciones solamente serán punibles cuando se consuman (Art. 39 del COIP).

			B) Desistimiento y arrepentimiento: Quedará exenta de responsabilidad penal por la infracción tentada, la persona que voluntariamente evita su consumación, al desistir de la ejecución ya iniciada o al impedir la producción del resultado, sin perjuicio de la responsabilidad por los actos ejecutados (Art. 40 del COIP).

			Referencias doctrinarias en torno a la punibilidad de la tentativa, desistimiento y el arrepentimiento eficaz*

			*	Esta información reposa en el Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Como lo hicimos notar en el acápite referente a los actos preparatorios del delito, uno de los problemas más debatidos por la doctrina penal, ha sido hallar los fundamentos que permitan diferenciar entre los actos preparatorios y los actos ejecutivos o de ejecución, para de estos últimos –representados en las figuras de la tentativa y el delito frustrado–, avalar su represión y el grado de la pena a imponerse.

			Dejamos constancia que se han esgrimido para dar sustento a la punición de la tentativa básicamente tres teorías: la objetiva, la subjetiva y la de la impresión.

			Para la teoría objetiva, la pena de la tentativa procede porque se produce un peligro para el bien jurídico, de ahí que existirá atipicidad no solo en el caso de la tentativa inidónea, sino en cualquier evento en el cual el bien no corre riesgo alguno. Por estas explicaciones, la pena del delito tentado debería ser menor al consumado, puesto que implica un injusto menor90.

			La teoría subjetiva por su parte apoya la punibilidad de la tentativa en la voluntad del autor contraria a Derecho, o sea, se centra exclusivamente en la voluntad delictiva. Equipara de esta manera la tentativa con el delito consumado, por tratarse del mismo animus doloso, con la consecuente paridad de penas. Así como esta teoría propone la sanción del ánimo del sujeto activo, no es ajeno lo extienda también a los actos preparatorios91.

			La tesis de la impresión avala la represión de la tentativa solo cuando la actuación de la voluntad contraria a Derecho es adecuada para conmover la confianza en la vigencia del orden normativo. Está vinculada a la función preventiva de la pena y a la corriente funcionalista, por lo que, desde su óptica de análisis, es peligrosa cualquier acción que produzca en la sociedad la impresión de una agresión al ordenamiento jurídico92.

			Es la corriente objetiva la aplicada por la mayor parte de ordenamientos penales, de ahí que la tentativa sea aprehendida como la negativa de la consumación que acompaña solamente a los delitos de resultado, y se equipara a los tipos penales de peligro concreto. De este modo, le son aplicables las limitaciones propias de la tipicidad sistemática y conglobante, como las que vienen señaladas por la justificación y la culpabilidad93.

			De lo dicho se desprende que la tentativa como tipicidad, supone tanto un aspecto subjetivo (fin de cometer el delito) como uno objetivo, que exige un principio de ejecución y una falta de consumación.94

			Como se señaló párrafos arriba, en lo que tiene que ver con el aspecto objetivo, hay que diferenciar plenamente entre los actos preparatorios y los actos de ejecución. Un sector propone un enfoque de carácter formal, cuya premisa rectora exige que el autor haya realizado en forma efectiva una parte propia de la conducta típica, es decir, su acción haya ingresado al núcleo del tipo.

			Vale como comienzo de la ejecución, el inicio de realización del respectivo verbo típico, lo que no ocurría por ejemplo si una persona que quiere matar, se la sanciona solamente por sacar el arma, lo que en todo caso podría eventualmente ser un acto preparatorio95.

			Otra corriente, la material, apela al uso del lenguaje y parte de un principio que incluye la tentativa en las acciones que, por su vinculación necesaria con la acción típica, aparecen como parte integrante de ella según su natural concepción. Para esta línea de pensamiento, sacar el arma ya se constituiría en una tentativa punible96.

			Los clásicos, representados por Francesco Carrara, propusieron la teoría de la univocidad, cuyo análisis se erige en un contraste de actos, si unos se muestran equívocos (admiten varias interpretaciones) son preparatorios y por tanto deberán quedar impunes; pero si la interpretación es una sola (unívoca para la lesión del bien), ingresarían en la esfera de ejecución, por tanto, su sanción sea legítima. Esta teoría encuentra ciertos detractores, ya que en algunas ocasiones no se logra claramente determinar la diferencia entre las dos expresiones materiales.

			Surge en este punto la propuesta de analizar además la idoneidad de los actos en relación a la lesión o proximidad de lesión del bien penalmente tutelado.

			Ecuador verbi gratia recoge tres de las posturas expuestas, ya que define la tentativa como la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no se verifica por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar de que de manera dolosa inicia la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos, conducentes de modo inequívoco, a la realización de un delito. La persona en este caso es merecedora a una pena que va de uno a dos tercios de la que le correspondería si el delito se hubiese consumado97.

			Respecto a la idoneidad de los actos/medios, o aptitud para producir un resultado, se ponderará tanto la conocida como idoneidad absoluta o general (es apto para lesionar el bien jurídico vida, por ejemplo, un disparo) y la relativa, expresada en conductas que sin tener una aptitud general para producir un resultado, en ciertos eventos, puede causarlos por las circunstancias especiales del hecho o del sujeto activo, ejemplo un alfiler en un hemofílico o azúcar en un diabético.

			El delito frustrado, inserto en la propia definición de tentativa según la normativa nacional, implica que el acontecimiento no se verifica a pesar de haber culminado la ejecución, como puede pasar cuando el autor que quiere matar, entrega el sujeto pasivo veneno, y éste último se lo bebe todo, empero logra salvarse por una acción pronta en una casa de salud.

			La tentativa como se ha analizado, aunque llega al mismo resultado (no consumación) implica la interrupción del proceso ejecutivo, o sea, la víctima apenas bebe un poco de veneno, se quema sus labios, y por tal razón, decide no seguir bebiéndolo.

			Esta diferencia conductual podría tener la misma consecuencia punitiva o distinguir una gradualidad, otorgando mayor valor de injusto, en todo caso, al delito frustrado.

			Para concluir, citamos otras dos figuras relacionadas con los actos de ejecución como son el desistimiento y el arrepentimiento eficaz.

			El desistimiento (o tentativa desistida) se asienta en la idea de un comienzo de ejecución que se interrumpe por decisión del sujeto activo. Lo que se observa es un verdadero cambio de propósito o abandono del plan ejecutivo. El arrepentimiento eficaz en cambio, parte de que la ejecución es completa por el agente, pero el resultado no se produce, porque la persona voluntariamente evita se produzca.

			El Código Orgánico Integral Penal equipara las dos figuras con una exención de pena, salvo para los actos ejecutados que se subsuman en un tipo, a diferencia del Código Penal derogado, que estipuló únicamente para el arrepentimiento eficaz una sanción disminuida de un tercio a la mitad de la contemplada para la tentativa98.

			Comisión por omisión

			(Ver Omisión)

			Uno de los elementos constitutivos de todo delito es la conducta, la que puede expresarse mediante una acción o una omisión, en este último caso, si una persona no impide un acontecimiento cuando tiene la obligación jurídica de impedirlo, responderá por el mismo, puesto que equivale a ocasionarlo (Art. 23 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal se refiere como omisión dolosa, a la figura conocida en la doctrina como comisión por omisión u omisión impropia y, se permite en consecuencia, normar lo relativo a la posición de garante de la persona que tiene la obligación jurídica de actuar.

			Así, la omisión dolosa la subsume en el comportamiento de una persona que, deliberadamente, prefiere no evitar un resultado material típico, cuando se encuentra en posición de garante. Se encuentra en posición de garante quien:

			
					Tiene una obligación legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, salud, libertad e integridad personal del titular del bien jurídico y,

					Ha provocado o incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la afectación de un bien jurídico (Art. 28 del COIP).

			

			Referencias doctrinarias acerca de la omisión impropia:

			La doctrina denomina delitos impropios de omisión, a los que poseen una estructura que se corresponde con otra activa con la que se equipara, es decir, la estructura omisiva es adjudicada a la figura activa. Sus autores son siempre calificados, pues la norma no se limita a crear tipos enunciando la regla deducida de modo imperativo, sino que, en vista a la mayor amplitud prohibitiva de esta formulación, limita el círculo de autores a quienes están en una relación jurídica particular, que se considera fuente de la obligación en la situación típica99.

			Comiso sin condena

			La Asamblea Nacional en el proyecto de reforma al Código Orgánico Integral Penal que remitió al Ejecutivo (septiembre del 2019), estableció esta nueva figura del comiso sin condena (Art. 69.1) para los procesos por delitos de:

			
					Lavado de activos

					Delincuencia organizada

					Trata de personas

					Enriquecimiento privado no justificado

					Testaferrismo

					Terrorismo y su financiamiento; y,

					Tráfico de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización

			

			Lo que se pretendió es que existiera la posibilidad de que el juzgador ordenare el comiso de bienes, sin que mediara una sentencia condenatoria.

			Para este cometido, debía determinar la ilicitud de los bienes y su monto en un proceso de conocimiento y contradictorio, cuando concurrieran las siguientes condiciones:

			1. Que se hubiere emitido auto de llamamiento a juicio y la persona procesada se encontrase en condición de prófuga.

			2. Que la persona hubiere sido notificada con el auto de llamamiento a juicio.

			3. Que la persona en contra de quien se emitió auto de llamamiento a juicio no compareció, de manera injustificada, en al menos dos ocasiones a la audiencia de juicio.

			Sin perjuicio de lo dicho, el proyecto señaló que cuando se demostraba que el bien objeto del comiso sin condena no tenía conexión con el cometimiento del delito, los juzgadores ordenarían la restitución del mismo.

			El Ejecutivo de esta propuesta realizó una objeción por razones de inconstitucionalidad (octubre 2019), alegando que vulnera directamente la garantía constitucional del debido proceso contenida en el artículo 76 de la Constitución, especialmente lo correspondiente a la presunción de inocencia (numeral 2), el principio de legalidad (numeral 3) y el derecho a la defensa (numeral 7), así mismo afecta directamente a la seguridad jurídica consagrada en el artículo 82 de la Carta Suprema.

			En este sentido, el Presidente de la República propuso que en lugar de incorporar el comiso sin condena, se debería ampliar la figura de la incautación (medida cautelar real), conforme los siguientes términos:

			“Art. 557.- Incautación.- La o el juzgador a petición de la o el fiscal, podrá disponer la incautación de conformidad con las siguientes reglas:

			1. La o el juzgador deberá ordenar a la entidad pública competente, el depósito, custodia, resguardo y administración de los bienes y demás valores.

			Los bienes y valores incautados dentro de procesos penales por delitos de producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, lavado de activos, terrorismo y su financiación , trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, peculado, enriquecimiento ilícito, cohecho, concusión, enriquecimiento privado no justificado y testaferrismo serán entregados en depósito, custodia, resguardo y administración a la institución encargada de la administración y gestión inmobiliaria del Estado.

			2. La administración cubrirá los costos de conservación y producción con el usufructo de los bienes y, si es el caso, el saldo restante será devuelto a la persona propietaria. La administración, previo al avalúo pericial, podrá realizar la venta directa de los bienes muebles e inmuebles de la persona procesada antes de que se dicte sentencia definitiva. Inmediatamente después de la venta, se consignará el dinero en una cuenta habilitada por el Estado para el efecto. En caso de quiebra financiera fraudulenta de persona jurídica financiera con patrimonio negativo, el dinero obtenido de la subasta servirá para el pago de los derechos de las acreencias de la entidad.

			El producto íntegro de esta venta más sus intereses calculados de acuerdo a la tasa máxima de interés activo determinada por el Banco Central del Ecuador, se devolverán a la persona procesada en el caso de que sea ratificada su inocencia. En caso de sentencia condenatoria ejecutoriada, el producto de esta venta pasará directamente a formar parte del patrimonio del Estado.

			3. La incautación se mantendrá hasta que la o el juzgador emita la resolución definitiva.

			4. En caso de que a la persona se la ratifique su inocencia, se le devolverá los bienes que están bajo administración temporal, en caso de que no se haya realizado la venta directa determinada en el numeral 2 de esta artículo.

			5. En aquellos casos en los que haya trascurrido un año desde la fecha de suspensión del proceso penal por la no comparecencia del procesado a juicio, los bienes incautados pasarán a formar parte del erario nacional conforme a las reglas de éste Código. Esta medida será susceptible de apelación.

			6. Una vez dictada la sentencia condenatoria y ejecutoriada, en caso de delitos de producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, lavado de activos, terrorismo y su financiación, trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, peculado, enriquecimiento ilícito, cohecho, concusión, enriquecimiento privado no justificado y testaferrismo, todos los bienes, fondos, activos y productos que proceden de estos, que han sido incautados, serán transferidos directamente a propiedad del Estado y podrán ser vendidos, de ser necesario.

			7. El producto de la venta de los bienes por delitos de producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización y lavado de activos, serán invertidos en programas, proyectos y acciones previstos en el Plan Nacional de Prevención Integral de Drogas, en el Plan de Prevención y Control del Lavado de Activos y Financiamiento de Delitos y el Plan de lucha contra la corrupción, conforme lo presupuestado anualmente de acuerdo con la Constitución y la Ley.

			8. Una vez dictada sentencia condenatoria ejecutoriada, todos los bienes inmuebles rurales con aptitud agraria que han sido incautados, serán transferidos directamente a la Autoridad Agraria Nacional para que sean redistribuidos de conformidad con la Ley.”

			Competencia

			Naturaleza: No se puede perder de vista que la competencia en materia penal nace única y exclusivamente de la Ley, y que es improrrogable, excepto en los casos específicamente contemplados en la norma.

			Para entender a qué se refiere la competencia, se debe tener clara la aplicación de ciertas reglas para determinar cual es el órgano de la administración de justicia que puede ejercer sus deberes y atribuciones, es decir su jurisdicción.

			Como lo señala el Código Orgánico Integral Penal, la potestad jurisdiccional en materia penal se divide de acuerdo con las reglas de competencia establecidas en el Código Orgánico de la Función Judicial (Arts. 399, 402 y 403 del COIP).

			Regla general - Principio de territorialidad: Hay competencia de un juzgador cuando se ha cometido la infracción en la circunscripción territorial en la que este ejerce sus funciones. Si hubiere varios juzgadores, la competencia se asignará de conformidad con el procedimiento establecido por la ley (Numeral 1 del Art. 404 del COIP).

			Competencia por un delito que se prepara en un lugar y se consuma en otro: Cuando la infracción se ha preparado e iniciado en un lugar y consumado en otro, el conocimiento de la causa corresponde al juzgador del lugar de la consumación (Numeral 2 del Art. 404 del COIP).

			Competencia por un delito perpetrado en lugar desconocido: El Código Orgánico Integral Penal señala que cuando no sea posible determinar el lugar de la comisión de la infracción o ésta se ha cometido en circunscripciones territoriales distintas o inciertas, será competente el juzgador:

			
					Del lugar en que la persona es aprehendida o detenida;

					Del lugar del domicilio de la persona procesada, aunque se encuentre prófuga;

					De la capital de la República, si no es posible determinar domicilio.

			

			En este sentido, el COIP además prescribe que, si posteriormente se descubre el lugar de la infracción, todo lo actuado deberá ser remitido al juzgador de este último sitio para que continúe el procedimiento o juzgamiento, sin declarar nulo el proceso, ni anular lo actuado.

			Si el proceso se inicia en una circunscripción territorial y la persona procesada ha sido aprehendida o detenida en otra circunscripción, la competencia se radicará a favor del juzgador que inicie el proceso (Numerales 3 y 4 del Art. 404 del COIP).

			Competencia por un delito cometido en el límite de dos secciones territoriales: En este caso será competente el Juez o Tribunal que prevenga en el conocimiento del proceso, de acuerdo con la ley (Numeral 5 del Art. 404 del COIP).

			Competencia por delito cometido en el extranjero: Cuando el delito hubiere sido cometido en el extranjero, el procesado será juzgado por los jueces o tribunales de la Capital de la República, o por los jueces o tribunales de la circunscripción territorial donde fuere aprehendido (Numeral 6 del Art. 404 del COIP).

			Competencia en caso de arrastre de fuero: Cuando entre varios procesados de una infracción hubiera alguno que goce de fuero de Corte, la Corte respectiva juzgará a todos los procesados. Hay que tener en cuenta que, si entre varios procesados de una misma infracción hubiera alguno que goce de fuero de Corte Nacional y otros de fuero de Corte Provincial, será competente la Corte Nacional; si en cambio, los procesados estuvieran sometidos a distintas cortes provinciales, será competente la que previno en el conocimiento de la causa (Numerales 7, 8, 9 y 10 del Art. 404 del COIP).

			Competencia cuando se hubieren cometido infracciones conexas: Cuando una persona hubiera cometido infracciones conexas de la misma o distinta gravedad, en un mismo lugar o en diversos lugares, habrá un solo proceso penal, ante la jurisdicción donde se consumó la infracción más grave (Inciso primero del Art. 406 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal señala que habrá conexidad cuando:

			1. Se imputa a una persona la comisión de más de un hecho punible con una o varias acciones u omisiones realizadas con unidad de tiempo.

			2. Se imputa a una persona la comisión de varios hechos punibles si se han cometido con el fin de consumar u ocultar otros (Art. 406 del COIP).

			Competencia respecto a actos extraterritoriales - desplazamiento de la competencia:

			El fiscal podrá practicar dentro del territorio nacional reconocimientos, inspecciones u otras diligencias de recopilación de evidencias, en lugares donde no ejerza sus funciones, cuando lo considere necesario dentro de la investigación o cuando uno de los sujetos procesales lo haya solicitado.

			a) Al tratarse del reconocimiento de lugares, resultados, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos o de impedir que personas con información necesaria se ausenten del lugar de los hechos, el fiscal podrá disponer la práctica de dichas diligencias al personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses o al personal del organismo competente en materia de tránsito.

			a) En el ejercicio privado de la acción penal, el juzgador podrá disponer a los peritos, diligencias establecidas en este artículo. Para la práctica de cualquier otra diligencia judicial podrá deprecar al juzgador del lugar respectivo (Art. 407 del COIP).

			b) En caso de desplazamiento por motivo de competencia de un proceso penal de un juzgador a otro, todo lo actuado por el juzgador no competente se agregará al proceso del competente. Los actos procesales practicados por el primero tienen plena validez legal, a menos que se encuentren motivos para anularlos. Las actuaciones de los fiscales no serán nulas por haberlas practicado fuera del ámbito territorial en el que ejercen funciones (Art. 408 del COIP).

			Ciertas competencias especiales contempladas en el COIP:

			1. Competencia en caso de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar: Esta regla es incorporada por el Código Orgánico Integral Penal, que determina que, en estos casos, no se reconocerá fuero alguno a los procesados (Numeral 11 del Art. 404 del COIP).

			2. Casos de jurisdicción universal: En los casos de infracciones en los que existe jurisdicción universal, el juzgador ecuatoriano podrá determinar la jurisdicción que garantice mejores condiciones para juzgar la infracción penal, la protección y reparación integral de la víctima.

			Téngase en cuenta que se someten a la jurisdicción universal los delitos contra la humanidad, siempre que no hayan sido juzgados en otro Estado o por cortes penales internacionales, de conformidad con tratados internacionales suscritos y ratificados por el Ecuador (Arts. 405 y 401 del COIP).

			Competencia de los diversos órganos del proceso penal:

			Deberes y atribuciones de la Fiscalía:

			La Fiscalía, según lo previsto en la Constitución y en el Código Orgánico Integral Penal, deberá dirigir la investigación preprocesal y procesal penal, y además, deberá:

			
					Organizar y dirigir el Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses.

					Dirigir el Sistema de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso.

					Expedir en coordinación con las entidades que apoyan al Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o con el organismo competente en materia de tránsito, los manuales de procedimiento y normas técnicas para el desempeño de las funciones investigativas.

					Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas y adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor protección (Art. 443 del COIP).

			

			Atribuciones concretas de los fiscales:

			1. Recibir denuncias escritas o verbales en los delitos en los que procede el ejercicio público de la acción.

			2. Reconocer los lugares, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos con la intervención del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o personal competente en materia de tránsito, conforme con lo dispuesto en el Código.

			3. Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber mérito o abstenerse del ejercicio público de la acción.

			4. Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o al personal competente en materia de tránsito, la práctica de diligencias tendientes al esclarecimiento del hecho, salvo la recepción de la versión del sospechoso.

			5. Supervisar las disposiciones impartidas al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o a la autoridad competente en materia de tránsito.

			6. Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los hechos o de aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores.

			7. Solicitar al juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades previstas en el COIP, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			8. Impedir, por un tiempo no mayor de ocho horas, que las personas cuya información sea necesaria, se ausenten del lugar, en la forma establecida en el COIP.

			9. Disponer que la persona aprehendida en delito flagrante sea puesta a órdenes del órgano judicial correspondiente, a fin de que resuelva su situación jurídica dentro de las veinticuatro horas desde que ocurrió la aprehensión.

			10. Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o autoridad competente en materia de tránsito, la identificación del sospechoso o de la persona procesada cuando la víctima o los declarantes no conozcan su nombre y apellido, pero aseguren que la identificarían si vuelven a verla, de acuerdo con las disposiciones previstas en el COIP.

			11. Solicitar al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento del derecho. Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas medidas cuando estime que la investigación practicada ha permitido desvanecer los indicios que las motivaron.

			12. Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido levantados en la escena del hecho, garantizando la preservación y correcto manejo de las evidencias.

			13. Aplicar el principio de oportunidad.

			14. Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere necesarias.

			Siempre que se limiten los derechos de alguna persona se requerirá autorización del juzgador.

			El denunciante o cualquier persona que, a criterio del fiscal, deba cooperar para el esclarecimiento de la verdad, tendrá que comparecer ante la Fiscalía para la práctica del acto procesal respectivo. En caso de incumplimiento, el fiscal podrá solicitar la comparecencia con el uso de la fuerza pública (Art. 444 del COIP).

			Competencia de los Jueces de garantías penales:

			El Código Orgánico Integral Penal se remite al Código Orgánico de la Función Judicial, último que en su artículo 225, sustituido por el COIP, prescribe que los jueces de garantías penales, además de las competencias atribuidas en el Código Orgánico Integral Penal, son competentes para:

			1. Garantizar los derechos de la persona procesada y de la víctima durante las etapas procesales, conforme con las facultades y deberes que le otorga la ley.

			2. Ordenar y practicar los actos probatorios urgentes que requieran autorización.

			3. Dictar las medidas cautelares y de protección.

			4. Sustanciar y resolver los procedimientos de ejercicio privado de la acción penal.

			5. Sustanciar y resolver los procedimientos abreviados y directos.

			6. Sustanciar y resolver las causas en todos aquellos procesos de ejercicio público de la acción penal que determine la ley.

			7. Conocer y resolver los recursos de apelación que se formulen contra las sentencias dictadas por los jueces de contravenciones en el juzgamiento de infracciones contra la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor.

			8. Los demás casos que determine la ley.

			Competencia de los Tribunales de garantías penales:

			La competencia de los Tribunales de Garantías Penales consta en el artículo 221 del Código Orgánico de la Función Judicial, articulado que fue reformado por el COIP, en el cual se señala que serán competentes para:

			1. Sustanciar la etapa de juicio y dictar sentencia en todos los procesos de ejercicio público de la acción, cualquiera que sea la pena prevista para el delito que se juzga, exceptuándose los casos de fuero y aquellos que deban tramitarse por procedimiento directo, o los que determine la ley.

			2. Sustanciar y resolver el procedimiento penal abreviado, cuando les sea propuesto; y,

			3. Realizar los demás actos procesales previstos en la ley.

			Competencia de las salas penales de la Corte Provincial de Justicia:

			Según varios de los numerales del artículo 208 del Código Orgánico de la Función Judicial, la competencia de las Salas de las Cortes Provinciales (en materia penal) es conocer, en segunda instancia, los recursos de apelación y nulidad, incluso los que provengan de sentencias dictadas en procesos contravencionales y los demás que establezca la ley. Además, conocerá en primera y segunda instancia, toda causa penal y de tránsito que se promueva contra las personas que se sujetan a fuero de corte provincial.

			Se sujetan a fuero de corte provincial, por infracciones cometidas con ocasión del ejercicio de sus atribuciones: Los Gobernadores, los Prefectos, los Alcaldes, los Intendentes de Policía, los Jueces de los tribunales y juzgados, el Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, el Comandante General del Ejército, el Comandante General de la Marina, el Comandante General de la Fuerza Aérea y el Comandante General de la Policía.

			En estos casos, la investigación preprocesal y procesal penal, así como el ejercicio de la acción penal, estarán a cargo de los Fiscales Provinciales.

			El lector tendrá en cuenta que las salas de la Corte Provincial podrán también:

			a) Dirimir la competencia que surja entre jueces de territorio y entre éstos y judicaturas especiales del mismo y la de cualquiera de los anteriormente nombrados, con los jueces o con las judicaturas especiales de otro territorio. En este último caso, el conocimiento corresponde a la Corte Provincial a cuya provincia pertenece el tribunal o juzgador provocante; y,

			b) Recibir las dudas de los jueces de su distrito sobre la inteligencia de la ley y enviarlas a la Corte Nacional de Justicia con el informe correspondiente.

			Competencia de la Corte Nacional de Justicia:

			Según el artículo 184 del Código Orgánico de la Función Judicial, la competencia de las Salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia se centra en el conocimiento de los recursos de casación y revisión en las materias de su especialidad y en los demás asuntos que se establecen en la Ley.

			Y, en el artículo 192, la norma refiere que la Sala de lo Penal conocerá las acciones que, por responsabilidad penal de acción pública, se sigan contra el Presidente de la República, el Vicepresidente de la República, los Asambleístas, los Consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, los Jueces de la Corte Nacional de Justicia, los Vocales del Consejo de la Judicatura, el Defensor del Pueblo, el Contralor General del Estado, el Fiscal General del Estado, el Defensor Público General, el Procurador General del Estado, los Ministros y Secretarios de Estado, el Secretario General de la Administración Pública, los Superintendentes, los Consejeros del Consejo Nacional Electoral, los Jueces del Tribunal Contencioso Electoral, los Jueces de las Cortes Provinciales y los suplentes de estas autoridades, cuando estuvieren subrogándolos.

			Para el trámite, se observarán las siguientes reglas:

			1. Será competente para conocer la indagación previa, la instrucción fiscal y sustanciar la etapa intermedia, un juez designado por sorteo;

			2. Los recursos de apelación y de nulidad serán conocidos por tres jueces constituidos en Tribunal, designados por sorteo;

			3. La etapa del juicio será conocida por tres jueces, constituidos en Tribunal, designados por sorteo;

			4. El recurso de casación será conocido por tres jueces, constituidos en Tribunal, designados por sorteo; y,

			5. Para conocer el recurso de revisión serán competentes tres jueces que no hubieren intervenido en la causa, conformados en Tribunal. De ser necesario, se designarán tantos conjueces como haga falta, por sorteo.

			En estos casos de fuero de Corte Nacional, la investigación preprocesal y procesal penal, así como el ejercicio de la acción penal, estarán a cargo del Fiscal General del Estado; y, la investigación preprocesal y procesal en contra del Fiscal General, corresponderá al Fiscal General Subrogante.

			En los casos de violencia intrafamiliar no se reconoce fuero especial considerando el procedimiento expedito y la intervención oportuna requerida.

			Competencia para la reparación integral:

			La figura de la reparación integral parte del hecho de que toda sentencia condenatoria deberá contemplar la reparación que se debe entregar a la víctima, con la determinación de las medidas a aplicarse, los tiempos de ejecución y las personas o entidades públicas o privadas obligadas a ejecutarlas, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. Si hay más de un responsable penal, el juzgador determinará la modalidad de la reparación en función de las circunstancias de la infracción y del grado de participación en la infracción como autor o cómplice.

			2. En los casos en los que las víctimas han sido reparadas por acciones de carácter constitucional, el juzgador se abstendrá de aplicar las formas de reparación determinadas judicialmente.

			3. La obligación de reparar monetariamente a la víctima tendrá prelación frente a la multa, comiso y a otras obligaciones de la persona responsable penalmente.

			4. Si la publicación de la sentencia condenatoria es el medio idóneo para reparar a la víctima, correrá a costa de la persona condenada (Art. 628 del COIP).

			Cómplice

			Responsabilidad del cómplice: En una causa penal se responsabilizará a una persona en grado de cómplice, cuando su participación dolosa haya sido indirecta y secundaria para la ejecución del acto punible, mediante actos anteriores o simultáneos, de tal forma que aún sin esos actos, la infracción se habría cometido.

			Si de las circunstancias particulares de la causa resultare que la persona acusada de complicidad no quiso cooperar sino en un acto menos grave que el cometido por el autor, la pena será aplicada al cómplice solamente en razón del acto que pretendió ejecutar (Art. 43 del COIP).

			Sanción: Los cómplices serán sancionados con una pena equivalente de un tercio a la mitad de aquella prevista para el autor, además se establece expresamente que no cabe complicidad en las infracciones culposas (Art. 43 del COIP).

			Conciliación

			(Ver Mecanismo alternativo de solución de conflictos // Delitos sancionados con pena de hasta cinco años de privación de libertad)

			Al reconocerse expresamente en el Código Orgánico Integral Penal acuerdos a los que pueden arribar la víctima y el procesado, a través del mecanismo alternativo de solución de conflictos denominado “conciliación”, es importante tener en cuenta que la misma se regirá por los principios de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad (Art. 664 del COIP// Constitución de la República: Art. 189// Código Orgánico de la Función Judicial: Arts. 247 y 250).

			Procedencia:

			La conciliación podrá presentarse hasta antes de la conclusión de la etapa de instrucción fiscal (se entiende entonces podrá ser propuesta desde la investigación previa), en los siguientes casos:

			
					Delitos sancionados con pena máxima privativa de libertad de hasta cinco años.

					Delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte.

					Delitos contra la propiedad, cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos unificados del trabajador en general.

			

			Excepciones: Se excluye de este procedimiento a:

			
					Las infracciones contra la eficiente administración pública o que afecten a los intereses del Estado;

					Los delitos contra la inviolabilidad de la vida, integridad y libertad personal con resultado de muerte;

					Los delitos contra la integridad sexual y reproductiva; y,

					Los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Art. 663 del COIP).

			

			Trámite: La conciliación se sustanciará conforme con las siguientes reglas:

			1. La víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante el fiscal la petición escrita de conciliación, que contendrá los acuerdos a los que han arribado.

			2. Durante la investigación previa: Si el pedido de conciliación se realiza en la fase de investigación, el fiscal realizará un acta en el que se establecerá el acuerdo y sus condiciones y, suspenderá su actuación, hasta que se cumpla con lo acordado. Una vez cumplido el acuerdo, se archivará la investigación de acuerdo con las reglas del COIP.

			3. Si el investigado incumple cualquiera de las condiciones del acuerdo o transgrede los plazos pactados, el fiscal revocará el acta de conciliación y continuará con su actuación.

			4. Durante la instrucción fiscal: Si el pedido de conciliación se realiza en la etapa de instrucción, el fiscal, sin más trámite, solicitará al juzgador la convocatoria a una audiencia en la cual escuchará a las partes y aprobará la conciliación. En la resolución que apruebe el acuerdo, ordenará la suspensión del proceso hasta que se cumpla con lo acordado y el levantamiento de las medidas cautelares o de protección si se dictaron.

			5. Cumplido el acuerdo, el juzgador declarará la extinción del ejercicio de la acción penal.

			6. Cuando la persona procesada incumpla cualquiera de las condiciones del acuerdo o transgreda los plazos pactados, a pedido del fiscal o de la víctima, el juzgador convocará a una audiencia en la que se discutirá el incumplimiento y la revocatoria de la resolución de conciliación y la suspensión del procedimiento.

			7. En caso de que, en la audiencia, el juzgador llegue a la convicción de que hay un incumplimiento injustificado y que amerita dejar sin efecto el acuerdo, lo revocará y ordenará que se continúe con el proceso, conforme con las reglas del procedimiento ordinario.

			8. El plazo máximo para cumplir con los acuerdos de conciliación será de ciento ochenta días.

			9. Suspensión de plazos: Durante el plazo para el cumplimiento de los acuerdos de conciliación, se suspenderá el tiempo imputable a la prescripción del ejercicio de la acción penal y los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente.

			10. No se admitirá prórroga del término para cumplir el acuerdo.

			11. Revocada el acta o resolución de conciliación, no podrá volver a concedérsela (Art. 665 del COIP).

			
					Ver Procedimiento de conciliación - COIP en Flujogramas prácticos de procesos.

			

			Concurso de leyes - Concurso de infracciones

			(Ver Principio de favorabilidad // In dubio pro reo // Conexidad)

			1. Del concurso de leyes:

			Hablar de concurso de leyes en lo penal, nos remite a la idea de que frente a una conducta podrían concurrir aparentemente varias disposiciones legales, siendo solo una de ellas la aplicable. Esto es un problema de interpretación de la ley penal, que se resolverá tomando en cuenta el contenido de ciertos principios rectores.

			No interpretación extensiva: Todas las disposiciones penales que restringen la libertad o los derechos del procesado o limitan el ejercicio de las facultades conferidas a quienes intervienen en el proceso, deben ser interpretadas restrictivamente. El Juez debe atenerse, estrictamente, a la letra de la ley.

			El Código Orgánico Integral Penal, en su artículo relativo a la interpretación, determina que sus normas deberán interpretarse de conformidad con las siguientes reglas:

			
					La interpretación en materia penal se realizará en el sentido que más se ajuste a la Constitución de la República de manera integral y a los instrumentos internacionales de derechos humanos.

					Los tipos penales y las penas se interpretarán en forma estricta, esto es, respetando el sentido literal de la norma.

					Queda prohibida la utilización de la analogía para crear infracciones penales, ampliar los límites de los presupuestos legales que permiten la aplicación de una sanción o medida cautelar o para establecer excepciones o restricciones de derechos (Art. 13 del COIP).

			

			En el caso de conflicto entre dos leyes que contengan sanciones, se aplicará la menos rigurosa, aún cuando su promulgación fuere posterior a la infracción; y en caso de duda, la norma que contenga sanciones se aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 5).

			Este principio (de duda normativa) en el Código Orgánico Integral Penal, se lo conoce como FAVORABILIDAD (Numeral 2 del Art. 5 del COIP).

			2. Del concurso de infracciones:

			El Código Orgánico Integral Penal se refiere a dos modalidades de concurrencia de delitos, indicando que:

			a) Habrá Concurso Real, cuando a una persona le son atribuibles varios delitos autónomos e independientes, evento en el cual se acumularán las penas hasta un máximo del doble de la pena más grave, sin que por ninguna razón exceda de los cuarenta años (Art. 20 del COIP).

			b) Habrá Concurso ideal, cuando varios tipos penales son subsumibles a la misma conducta. En este caso, se aplicará la pena de la infracción más grave (Art. 21 del COIP).

			Concusión

			(Ver Delitos contra la eficiencia de la Administración Pública)

			Elementos del delito: Este tipo penal se encuentra descrito en el artículo 281 del Código Orgánico Integral Penal, del cual se pueden extraer los siguientes elementos:

			Elemento objetivo:

			Verbo rector (núcleo del tipo): Ordenar o exigir la entrega de lo no debido.

			Circunstancias: No es debido por derechos, cuotas, contribuciones, rentas, intereses, sueldos o gratificaciones; el sujeto activo debe abusar de su cargo o funciones (por sí o por medio de terceros)

			Sujetos activos: Servidores públicos o personas que actúan en virtud de potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado determinadas en la Constitución, sus agentes o dependientes oficiales.

			Sanción: El Código Orgánico Integral, establece una pena de tres a cinco años de privación de libertad.

			Figura agravada: Si el delito es cometido mediando violencias o amenazas, la pena privativa de libertad será de cinco a siete años.

			(Gaceta Judicial Año XXIX, Serie V, No. 23, p. 446).

			Conexidad

			Nuestro ordenamiento jurídico, al normar las reglas de distribución de la competencia en razón del territorio, con la finalidad de que los órganos correspondientes puedan ejercer la jurisdicción de la que están investidos, ha previsto la figura de la conexidad, que se presenta cuando existe una interdependencia de conductas delictivas, lo que ha sido recogido por el Código Orgánico Integral Penal a través de dos situaciones concretas.

			Existe conexidad cuando:

			1. Se imputa a una persona la comisión de más de un hecho punible con una o varias acciones u omisiones realizadas con unidad de tiempo.

			2. Se imputa a una persona la comisión de varios hechos punibles si se han cometido con el fin de consumar u ocultar otros (Art. 406 del COIP).

			Consecuencias jurídicas del delito: Las penas e indemnizaciones

			(Ver penas privativas y no de libertad, penas para las personas jurídicas, reglas para aplicación de las penas y aplicación de las multas)

			Definición: Las consecuencias jurídicas del delito no son sino las penas que el ordenamiento ha contemplado para aplicarlas a un infractor, siempre y cuando éste haya adecuado su conducta a todos y cada uno de los elementos descritos en la norma penal.

			El catálogo punitivo se encuentra en la normativa vigente a partir del artículo 51 del Código Orgánico Integral Penal, mismo que entrega una clasificación de penas privativas y no privativas de la libertad, de penas especiales para las personas jurídicas y aquellas que buscan restringir los derechos de propiedad (Art. 58 del COIP).

			En este sentido, la pena es considerada como una restricción a la libertad y a los derechos de las personas, y se erige como la consecuencia jurídica de las acciones u omisiones punibles. Se basa en una disposición legal y será ejecutada solamente por una sentencia condenatoria en firme (Art. 51 del COIP).

			Finalidad: Los fines de las penas según el Código Orgánico Integral, son la prevención general para la comisión de delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona con condena, así como la reparación del derecho de la víctima. En ningún caso tendrán como propósito el aislamiento y la neutralización de las personas como seres sociales (Art. 52 del COIP).

			Clasificación:

			1. Penas privativas de libertad:

			Las penas privativas de libertad tienen una duración de hasta cuarenta años. Su duración empezará a computarse desde que se materializa la aprehensión.

			En caso de condena, el tiempo efectivamente cumplido bajo medida cautelar de prisión preventiva o de arresto domiciliario, se calculará en su totalidad a favor de la persona sentenciada (Art. 59 del COIP).

			2. Penas no privativas de libertad:

			Son penas no privativas de libertad:

			1. Tratamiento médico, psicológico, capacitación, programa o curso educativo.

			2. Obligación de prestar un servicio comunitario.

			3. Comparecencia periódica y personal ante la autoridad, en la frecuencia y en los plazos fijados en la sentencia.

			4. Suspensión de la autorización o licencia para conducir cualquier tipo de vehículo.

			5. Prohibición de ejercer la patria potestad o guardas en general.

			6. Inhabilitación para el ejercicio de profesión, empleo u oficio.

			7. Prohibición de salir del domicilio o del lugar determinado en la sentencia.

			8. Pérdida de puntos en la licencia de conducir en las infracciones de tránsito.

			9. Restricción del derecho al porte o tenencia de armas.

			10. Prohibición de aproximación o comunicación directa con la víctima, sus familiares u otras personas dispuestas en la sentencia, en cualquier lugar donde se encuentren o por cualquier medio verbal, audiovisual, escrito, informático, telemático o soporte físico o virtual.

			11. Prohibición de residir, concurrir o transitar en determinados lugares.

			12. Expulsión y prohibición de retorno al territorio ecuatoriano para personas extranjeras.

			13. Pérdida de los derechos de participación.

			El juzgador podrá imponer una o más de estas sanciones, sin perjuicio de las penas previstas en cada tipo penal (Art. 60 del COIP).

			3. Penas para las personas jurídicas:

			Las penas aplicables a las personas jurídicas son las siguientes:

			1. Multa.

			2. Comiso penal. Los actos y contratos existentes relativos a los bienes objeto de comiso penal cesan de pleno derecho, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe, que se reconocerán, liquidarán y pagarán a la brevedad posible, quienes deberán hacer valer sus derechos ante el mismo juzgador de la causa penal. Los bienes declarados de origen ilícito no son susceptibles de protección de ningún régimen patrimonial.

			3. Clausura temporal o definitiva de sus locales o establecimientos, en el lugar en el que se ha cometido la infracción penal, según la gravedad de la infracción o del daño ocasionado.

			4. Realizar actividades en beneficio de la comunidad sujetas a seguimiento y evaluación judicial.

			5. Remediación integral de los daños ambientales causados.

			6. Disolución de la persona jurídica en el país, en el caso de personas jurídicas extranjeras y liquidación de su patrimonio mediante el procedimiento legalmente previsto, a cargo del respectivo ente público de control. En este caso, no habrá lugar a ninguna modalidad de recontratación o de reactivación de la persona jurídica.

			7. Prohibición de contratar con el Estado temporal o definitivamente, según la gravedad de la infracción (Art. 71 del COIP).

			4. Penas restrictivas del derecho de propiedad:

			Son penas restrictivas de la propiedad:

			1. Multa, cuyo valor se determina en salarios básicos unificados del trabajador en general. La multa debe pagarse de manera íntegra e inmediata, una vez que la respectiva sentencia se ejecutoríe. A pesar de lo dicho, cuando la persona sentenciada demuestre su incapacidad material para cancelarla, el juzgador podrá autorizar que su cumplimiento se realice de la siguiente manera:

			
					Pago a plazos o por cuotas durante el mismo tiempo de la condena.

					Condonación de una parte de la multa si, además, se demuestra extrema pobreza.

					Servicio comunitario equivalente, únicamente en las infracciones sancionadas con penas privativas de libertad de un día a seis meses.

			

			2. Comiso penal, que procede en todos los casos de delitos dolosos y recae sobre los bienes, cuando estos son instrumentos, productos o réditos en la comisión del delito. No habrá comiso en los tipos penales culposos. En la sentencia condenatoria, el juzgador dispondrá el comiso de:

			
					Los bienes, fondos o activos, o instrumentos equipos y dispositivos informáticos utilizados para financiar o cometer la infracción penal o la actividad preparatoria punible.

					Los bienes, fondos o activos, contenido digital y productos que procedan de la infracción penal.

					Los bienes, fondos o activos y productos en los que se transforman o convierten los bienes provenientes de la infracción penal.

					El producto del delito que se mezcle con bienes adquiridos de fuentes lícitas; puede ser objeto de comiso hasta el valor estimado del producto entremezclado.

					Los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos provenientes de la infracción penal.

			

			Cuando tales bienes, fondos o activos, productos e instrumentos no pueden ser comisados, el juzgador dispondrá el pago de una multa de idéntico valor, adicional a la prevista para cada infracción penal.

			Reglas especiales dependiendo el tipo penal:

			1. En caso de sentencia condenatoria ejecutoriada dentro de procesos penales por lavado de activos, terrorismo y su financiamiento y delitos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, si tales bienes, fondos o activos, productos e instrumentos no pueden ser comisados, el juzgador dispondrá el comiso de cualquier otro bien de propiedad del condenado, por un valor equivalente, aún cuando éste bien no se encuentre vinculado al delito.

			En los casos del párrafo precedente, los bienes muebles e inmuebles comisados serán transferidos definitivamente a la institución encargada de la Administración y Gestión Inmobiliaria del Estado, entidad que podrá disponer de estos bienes para su regularización. Los valores comisados se transferirán a la Cuenta Única del Tesoro Nacional.

			Los objetos históricos y las obras de arte comisados de imposible reposición pasarán a formar parte del patrimonio tangible del Estado y se transferirán definitivamente al Instituto Nacional de Patrimonio Cultural.

			2. En las infracciones contra el ambiente, naturaleza o Pacha Mama, contra los recursos mineros y los casos previstos en este Código, el juzgador, sin perjuicio de la aplicación del comiso penal, podrá ordenar la inmediata destrucción o inmovilización de maquinaria pesada utilizada para el cometimiento de estas infracciones.

			3. Destrucción de los instrumentos o efectos de la infracción: Toda pena lleva consigo, según sea el caso, la destrucción de los efectos que de la infracción provengan y de los instrumentos con que se ejecutó, a menos que pertenezcan a una tercera persona no responsable de la infracción.

			El juzgador podrá declarar de beneficio social o interés público los instrumentos o efectos de la infracción y autorizar así su uso (Art. 69 del COIP).

			En este punto sugerimos al lector que se remita al acápite del comiso sin condena.

			Indemnizaciones derivadas de los delitos:

			Respecto a las indemnizaciones, el Código Orgánico Integral Penal se refiere a la reparación integral de los daños, que radica en la solución objetiva y simbólica que busca restituir, en la medida de lo posible, al estado anterior de la comisión del hecho y satisfacer a la víctima, cesando los efectos de las infracciones perpetradas.

			Su naturaleza y monto dependerán de las características del delito, bien jurídico afectado y el daño ocasionado.

			La restitución integral constituye un derecho y una garantía para interponer los recursos y las acciones dirigidas a recibir las restauraciones y compensaciones en proporción con el daño sufrido (Art. 77 del COIP).

			Conspiración y proposición

			(Ver Actos preparatorios del delito // Delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			El Código Orgánico Integral Penal, a diferencia del ex Código Penal, no hace referencia expresa a las figuras de la conspiración y la proposición, pero mantiene ciertas figuras delictivas que podrían subsumirse en la definición de las resoluciones manifestadas, conforme se analizará en la presente sección.

			Definición: La norma derogada señalaba que había conspiración, cuando dos o más personas se unían para la ejecución de un delito; y se verificaba la proposición, cuando el que había resuelto cometer la infracción, proponía su comisión a otra u otras personas. Tanto la conspiración como la proposición se sancionaban solo cuando estaban reprimidas por la ley.

			Debe indicarse que si la conspiración o la proposición dejaban de producir efectos porque sus autores desistían voluntariamente de la ejecución antes de iniciarse el procedimiento judicial en su contra, no se aplicaba pena alguna (ex Código Penal: Art. 17).

			Las resoluciones manifestadas dentro del íter criminis*

			*	Contenido que se corresponde a apartados del Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Entre la fase interna y la externa del íter criminis, encontramos a la resoluciones manifestadas, que a nuestro criterio se circunscriben en un mero acto comunicacional y se sujetan a un modelo de propuesta delictiva y posterior concierto de voluntades, enrumbadas a lesionar o poner en riesgo el bien de protección penal.

			Dos instituciones que las definen son la proposición o puesta en conocimiento de otro de la idea delincuencial del agente y, la conspiración, o nexo de voluntad de dos o más individuos para la ejecución del delito. Figuras semejantes podrían ser las amenazas, la apología del delito, la asociación ilícita y hasta la instigación a delinquir, en su modalidad de tipo autónomo.

			Y, si se quiere diferenciar entre la asociación ilícita y la conspiración, se tendrá presente que la primera, sugiere una mayor permanencia y se forma, por lo general, para la comisión de varios delitos que pueden aún no estar determinados; mientras que la segunda, demuestra un carácter más transitorio y se conecta con la perpetración de un ilícito concreto.

			Gran parte de la doctrina se inclina a negar su punibilidad, porque no significan en verdad un peligro al objeto al que se pretende brindar protección; sin embargo, hay legislaciones que por decisiones de política criminal, las tipifican como figuras genéricas o como complemento de hechos específicos, como por ejemplo la conspiración para cometer delito de traición a la Patria.

			Resoluciones manifestadas en el Código Orgánico Integral Penal

			Como se dijo, el Código Orgánico Integral Penal no hace mención a las figuras de la conspiración o proposición; empero, contempla varios tipos penales que, a nuestro entender, podrían corresponderse con la definición de resoluciones manifestadas:

			
					Modalidad de Rebelión: La persona que realice uno o varios de los siguientes actos, será sancionada con la pena privativa de libertad de siete a diez años: Promueva, ayude o sostenga cualquier movimiento armado para alterar la paz del Estado (Numeral 4 del Art. 336 del COIP).

					Modalidad de Insubordinación: Los servidores militares o policiales que ordenen la movilización de la tropa armada de una unidad, reparto o instalación, sin orden superior legítima, serán sancionados con la pena privativa de libertad de uno a tres años (Numeral 4 del Art. 343 del COIP).

					Incitación a la discordia entre ciudadanos: La persona que promueva la discordia entre ciudadanos, armando o incitando a armarse unos contra otros, será sancionada con la pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 348 del COIP).

					Instigación: La persona que públicamente instigue a cometer un delito contra una persona o institución y no pueda ser considerada legalmente como copartícipe, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 363 del COIP).

					Apología: La persona que por cualquier medio haga apología de un delito o de una persona sentenciada por un delito, será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 365 del COIP).

					Delincuencia organizada: La persona que mediante acuerdo o concertación forme un grupo estructurado de dos o más personas que, de forma permanente o reiterada, financien de cualquier forma, ejerzan el mando o dirección o planifiquen las actividades de una organización delictiva, con el propósito de cometer uno o más delitos sancionados con pena privativa de libertad de más de cinco años, que tenga como objetivo final la obtención de beneficios económicos u otros de orden material, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 369 del COIP).

					Asociación ilícita: Cuando dos o más personas se asocien con el fin de cometer delitos, sancionados con pena privativa de libertad de menos de cinco años, cada una de ellas será sancionada, por el solo hecho de la asociación, con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 370 del COIP).

			

			Contravenciones en relación al bien jurídico protegido y contravenciones generales

			(Ver Contravenciones de tránsito // Procedimiento para el juzgamiento de las contravenciones)

			Clasificación: En nuestro país, para efecto del procedimiento y la imposición de las penas, se ha realizado una clasificación de las contravenciones, atendiendo su gravedad y lesividad, de esta forma el Código Orgánico Integral Penal contempla dos modalidades de contravenciones. El primer grupo se refiere a las contravenciones propias de cada grupo de delitos (según el bien jurídico protegido) y, el segundo, a las contravenciones generales y en escenarios deportivos o de concurrencia masiva, que se encuentran en su Capítulo Noveno.

			Contravenciones según el bien jurídico protegido:

			Se contemplan como contravenciones en los varios grupos delictivos del COIP a las siguientes:

			A) Dentro de la protección a la integridad personal: Contravención de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar: La persona que hiera, lesione o golpee a la mujer o miembros del núcleo familiar, causando daño o enfermedad que limite o condicione sus actividades cotidianas, por un lapso no mayor a tres días, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a treinta días.

			La persona que agreda físicamente a la mujer o miembros del núcleo familiar, por medio de puntapiés, bofetadas, empujones o cualquier otro modo que signifique uso de la fuerza física sin causarle lesión, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a diez días o trabajo comunitario de sesenta a ciento veinte horas y medidas de reparación integral.

			La persona que realice actos de sustracción, destrucción, retención de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales o bienes de la sociedad de hecho o conyugal, en los casos en que no constituya un delito autónomo tipificado en el Código, será sancionada con trabajo comunitario de cuarenta a ochenta horas y la devolución de los bienes o el pago en valor monetario de los mismos, y medida de reparación integral.

			La persona que, por cualquier medio, profiera improperios, expresiones en descrédito o deshonra en contra de la mujer o miembros del núcleo familiar, en casos en que no constituya delito autónomo tipificado en el Código, será sancionada con cincuenta a cien horas de trabajo comunitario y se dispondrá el tratamiento psicológico a la persona agresora y a las víctimas, así como medidas de reparación integral (Art. 159 del COIP).

			B) Dentro de la protección al derecho de propiedad, existen dos contravenciones:

			
					Contravención de hurto: En caso de que lo hurtado no supere el cincuenta por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general, la persona será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días. Para la determinación de la infracción se considerará el valor de la cosa al momento del apoderamiento (Art. 209 del COIP).

					Contravención de abigeato: En caso de lo que sustraído no supere un salario básico unificado del trabajador en general, la persona será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días. Para la determinación de la infracción se considerará el valor de la cosa al momento del apoderamiento (Art. 210 del COIP).

			

			C) Dentro de la protección al derecho al trabajo: Contravención de falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social: El empleador que no afilie a sus trabajadores al seguro social obligatorio dentro de treinta días, contados a partir del primer día de labores, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a siete días. Las penas previstas se impondrán siempre que la persona no abone el valor respectivo, dentro del término de cuarenta y ocho horas después de haber sido notificada (Art. 244 del COIP).

			D) Dentro de la protección a la Pacha Mama, antes de la reforma del 2019, existieron dos contravenciones:

			
					Maltrato o muerte de mascotas o animales de compañía: La persona que por acción u omisión causaba daño, producía lesiones, deterioro a la integridad física de una mascota o animal de compañía, era sancionada con pena de cincuenta a cien horas de servicio comunitario. Si se causaba la muerte del animal, era sancionada con pena privativa de libertad de tres a siete días. Se exceptuaban de esta disposición, las acciones tendientes a poner fin a sufrimientos ocasionados por accidentes graves, enfermedades o por motivos de fuerza mayor, bajo la supervisión de un especialista en la materia (Art. 249 del COIP).

					Peleas o combates entre perros: La persona que hacía participar perros, los entrenaba, organizaba, promocionaba o programaba peleas entre ellos, era sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez días. Si se causaba mutilación, lesiones o muerte del animal, era sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 250 del COIP).

			

			E) Dentro de la protección a la tutela judicial efectiva: Contravención de omisión de denuncia antes de la reforma del 2019: La persona que en calidad de servidor público y en función de su cargo, conocía de algún hecho que podía configurar una infracción y no lo ponía inmediatamente en conocimiento de la autoridad, era sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 277 del COIP).

			La reforma del 2019 en esta figura delictiva determina que, fuera de los casos determinados en el delito de omisión de denuncia en razón de profesión, cargo u oficio (Art. 276 reformado), la persona que en calidad de servidora pública y en función de su cargo conozca de algún hecho que pueda configurar una infracción penal y no lo ponga inmediatamente en conocimiento de la autoridad, será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días.

			F) Dentro de la protección al mercado: Contravención de actos ilegales tendientes al alza de precios de productos sujetos a precio oficial: La persona que, sin autorización legal, incremente los valores de productos sujetos a precio oficial, será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 321 del COIP).

			G) Dentro de la protección del Estado Constitucional: Contravención contra la seguridad pública-apología: La persona que por cualquier medio haga apología de un delito o de una persona sentenciada por un delito, será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 365 del COIP).

			Contravenciones generales y en escenarios deportivos y de concurrencia masiva:

			El Código Orgánico Integral Penal, tipifica como contravenciones (generales) a las siguientes:

			A) Contravenciones de primera clase:

			Será sancionado con trabajo comunitario de hasta cincuenta horas o pena privativa de libertad de uno a cinco días:

			
					El fletero que sobrecargue las embarcaciones por sobre la capacidad autorizada.

					La persona que destruya, inutilice o menoscabe los dispositivos de control de tránsito o señalética, o dañe el ornato de la ciudad o la propiedad privada de los ciudadanos con pinturas, gráficos, frases o cualquier otra manifestación, en lugares no autorizados. En los supuestos determinados en este numeral, la persona contraventora estará obligada a la reparación por los daños ocasionados.

					La persona que tenga pozos sin las debidas seguridades.

					La persona que realice escándalo público sin armas, salvo el caso de justa defensa propia o de un tercero.

					El capitán del buque que navegue con dos a más patentes de navegación de diversas naciones o sin patente; y el que navegue sin matrícula o bien sin otro documento que pruebe su nacionalidad y la legitimidad de su viaje (Art. 393 del COIP).

			

			B) Contravenciones de segunda clase:

			Será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a diez días:

			
					La persona que infrinja los reglamentos y disposiciones de la autoridad sobre la custodia de materias inflamables, corrosivas o productos químicos que puedan causar estragos.

					La persona que maltratare, insulte o agreda de obra a los agentes encargados de precautelar el orden público en el ejercicio de sus funciones (Art. 394 del COIP).

			

			C) Contravenciones de tercera clase:

			Será sancionada con pena privativa de libertad de diez a quince días:

			
					El propietario o administrador de establecimientos en funcionamiento que no cumpla las medidas vigentes de seguridad frente a incendios

					La persona que cierre las puertas de emergencia de los establecimientos de concurrencia masiva, que impidan la evacuación de personas (Art. 395 del COIP).

			

			D) Contravenciones de cuarta clase:

			Será sancionada con pena privativa de libertad de quince a treinta días:

			
					La persona que, por cualquier medio, profiera expresiones en descrédito o deshonra en contra de otra. Esta contravención no será punible si las expresiones son recíprocas en el mismo acto.

					La persona que venda u ofrezca bebidas alcohólicas, de moderación o cigarrillos a niñas, niños o adolescentes.

					La persona que de manera indebida realice uso del número único de atención de emergencias para dar un aviso falso de emergencia y que implique desplazamiento, movilización o activación innecesaria de recursos de las instituciones de emergencia.

					La persona que voluntariamente hiera o golpee a otro, causándole lesiones o incapacidad para el trabajo, que no excedan de tres días.

					La persona que, sin la debida autorización del organismo competente, elabore o comercialice material pirotécnico (Art. 396 del COIP).

			

			E) Contravenciones en escenarios deportivos y de concurrencia masiva:

			Será sancionada hasta con cien horas de trabajo comunitario y prohibición de ingreso a todo escenario deportivo y de concurrencia masiva hasta un año:

			
					La persona que, durante el desarrollo de un evento masivo, invada violentamente y sin autorización, el terreno de juego o el escenario.

					La persona que arroje objetos contundentes a la cancha, al escenario principal, a los graderíos, a los lugares de tránsito o acceso.

					La persona que introduzca de manera subrepticia a escenarios deportivos o de concurrencia masiva armas blancas, petardos, bengalas o material pirotécnico prohibido; y,

					El dirigente deportivo o dirigente de barras de los clubes participantes en los eventos deportivos en que se produzcan actos de violencia, que no los denuncie ante la autoridad competente (Art. 397 del COIP).

			

			Contravenciones de tránsito

			(Ver Contravenciones // Procedimiento para el juzgamiento de las contravenciones // Procedimiento expedito)

			El Código Orgánico Integral Penal incorpora en su texto a las infracciones de tránsito y dentro de ellas, a las contravenciones generales y por clases, a saber:

			Contravenciones generales de tránsito:

			1. Conducción de vehículo con llantas en mal estado: La persona que conduzca un vehículo cuyas llantas se encuentren lisas o en mal estado, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a quince días y disminución de cinco puntos en la licencia de conducir. En caso de transporte público, la pena será el doble de la prevista en líneas precedentes. Además, se retendrá el vehículo hasta superar la causa de la infracción (Art. 383 del COIP).

			2. Conducción de vehículo bajo efecto de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan: La persona que conduzca un vehículo bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con reducción de quince puntos de su licencia de conducir y treinta días de privación de libertad; además, como medida preventiva, se aprehenderá el vehículo por veinticuatro horas (Art. 384 del COIP).

			3. Conducción de vehículo en estado de embriaguez: La persona que conduzca un vehículo en estado de embriaguez, será sancionada de acuerdo con la siguiente escala:

			
					Si el nivel de alcohol por litro de sangre es de 0,3 a 0,8 gramos, se aplicará multa de un salario básico unificado del trabajador en general, pérdida de cinco puntos en su licencia de conducir y cinco días de privación de libertad.

					Si el nivel de alcohol por litro de sangre es mayor de 0,8 hasta 1,2 gramos, se aplicará multa de dos salarios básicos unificados del trabajador en general, pérdida de diez puntos en su licencia de conducir y quince días de privación de libertad.

					Si el nivel de alcohol por litro de sangre supera 1,2 gramos, se aplicará multa de tres salarios básicos unificados del trabajador en general, la suspensión de la licencia por sesenta días y treinta días de privación de libertad.

			

			Para los conductores de vehículos de transporte público liviano o pesado, comercial o de carga, la tolerancia al consumo de cualquier sustancia estupefaciente, psicotrópica o preparado que las contengan es cero, y un nivel máximo de alcohol de 0,1 gramos por cada litro de sangre. En caso de exceder dicho límite, la sanción para el responsable será, pérdida de treinta puntos en su licencia de conducir y pena privativa de libertad de noventa días.

			Además, en todos estos casos, como medida preventiva, se aprehenderá el vehículo por veinticuatro horas (Art. 385 del COIP).

			Contravenciones de tránsito divididas en clases:

			A) Contravenciones de primera clase:

			Será sancionado con pena privativa de libertad de tres días, multa de un salario básico unificado del trabajador en general y reducción de diez puntos en su licencia de conducir:

			1. La persona que conduzca sin haber obtenido licencia.

			2. El conductor que falte de obra a la autoridad o agente de tránsito.

			3. El conductor que, con un vehículo automotor, exceda los límites de velocidad fuera del rango moderado, establecidos en el reglamento correspondiente.

			En el caso del número 1, no se aplicará la reducción de puntos. El vehículo solo será devuelto cuando se cancele el valor de la multa correspondiente y la persona propietaria del vehículo será solidariamente responsable del pago de esta multa.

			Será sancionado con dos salarios básicos unificados del trabajador en general, reducción de diez puntos en su licencia de conducir y retención del vehículo por el plazo mínimo de siete días:

			1. El conductor que transporte pasajeros o bienes, sin contar con el título habilitante correspondiente, la autorización de frecuencia o que realice un servicio diferente para el que fue autorizado. Si además el vehículo ha sido pintado ilegalmente con el mismo color y características de los vehículos autorizados, el juzgador dispondrá que el vehículo sea pintado con un color distinto al de las unidades de transporte público o comercial y prohibirá su circulación, hasta que se cumpla con dicho mandamiento. El cumplimiento de esta orden solo será probado con la certificación que para el efecto extenderá el responsable del sitio de retención vehicular al que será trasladado el vehículo no autorizado. Los costos del cambio de pintura del vehículo estarán a cargo de la persona contraventora.

			2. La persona que conduzca un vehículo con una licencia de categoría diferente a la exigible para el tipo de vehículo que conduce.

			3. Las personas que participen con vehículos a motor en competencias en la vía pública (Art. 386 del COIP).

			B) Contravenciones de tránsito de segunda clase:

			Serán sancionados con multa del cincuenta por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general y reducción de nueve puntos en el registro de su licencia de conducir:

			1. El conductor que ocasione un accidente de tránsito del que resulten solamente daños materiales, cuyos costos sean inferiores a dos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			2. La persona que conduzca con licencia caducada, anulada, revocada o suspendida, misma que deberá ser retirada inmediatamente por el agente de tránsito.

			3. La persona adolescente, mayor a dieciséis años, que posea un permiso de conducción que requiera compañía de un adulto que posea licencia y no cumpla con lo normado.

			4. El conductor extranjero que habiendo ingresado legalmente al país se encuentre brindando servicio de transporte comercial dentro de las zonas de frontera.

			5. El conductor de transporte por cuenta propia o comercial que exceda el número de pasajeros o volumen de carga de capacidad del automotor.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 387 del COIP).

			C) Contravenciones de tránsito de tercera clase:

			Serán sancionados con multa equivalente al cuarenta por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general y reducción de siete punto cinco puntos en su licencia de conducir:

			1. El conductor que detenga o estacione vehículos en sitios o zonas que entrañen peligro, tales como: zonas de seguridad, curvas, puentes, ingresos y salidas de los mismos, túneles, así como el ingreso y salida de estos, zonas estrechas, de poca visibilidad, cruces de caminos, cambios de rasante, pendientes, o pasos a desnivel, sin tomar las medidas de seguridad señaladas en los reglamentos.

			2. El conductor que con un vehículo automotor o con los bienes que transporta, cause daños o deterioro a la superficie de la vía pública.

			3. El conductor que derrame en la vía pública sustancias o materiales deslizantes, inflamables o contaminantes, salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobados.

			4. El conductor que transporte material inflamable, explosivo o peligroso en vehículos no acondicionados para el efecto o sin el permiso de la autoridad competente y los conductores no profesionales que realizaren esta actividad con un vehículo calificado para el efecto.

			5. La persona que construya o mande a construir reductores de velocidad sobre la calzada de las vías, sin previa autorización o inobservando las disposiciones de los respectivos reglamentos.

			6. Las personas que roturen o dañen las vías de circulación vehicular sin la respectiva autorización, dejen escombros o no retiren los desperdicios de la vía pública luego de terminadas las obras.

			7. El conductor de un vehículo automotor que circule con personas en los estribos o pisaderas, baldes de camionetas, parachoques o colgados de las carrocerías de los vehículos.

			8. El conductor de transporte público, comercial o independiente que realice el servicio de transporte de pasajeros y carga en cuyo vehículo no porte las franjas retroreflectivas previstas en los reglamentos de tránsito.

			9. El conductor de transporte público o comercial que se niegue a brindar el servicio.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 388 del COIP).

			D) Contravenciones de tránsito de cuarta clase:

			Serán sancionados con multa equivalente al treinta por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general y reducción de seis puntos en su licencia de conducir:

			1. El conductor que desobedezca las órdenes de los agentes de tránsito, o que no respete las señales manuales de dichos agentes, en general toda señalización colocada en las vías públicas, tales como semáforos, pare, ceda el paso, cruce o preferencia de vías.

			2. La persona que adelante a otro vehículo en movimiento en zonas o sitios peligrosos, tales como curvas, puentes, túneles, al coronar una cuesta o contraviniendo expresas normas reglamentarias o de señalización.

			3. El conductor que altere la circulación y la seguridad del tránsito vehicular, por colocar obstáculos en la vía pública sin la respectiva autorización o sin fijar los avisos correspondientes.

			4. Los conductores de vehículos de transporte escolar que no porten elementos distintivos y luces especiales de parqueo, que reglamentariamente deben ser utilizadas en las paradas para embarcar o desembarcar estudiantes.

			5. El conductor que falte de palabra a la autoridad o agente de tránsito.

			6. El conductor que con un vehículo automotor exceda dentro de un rango moderado los límites de velocidad permitidos, de conformidad con los reglamentos de tránsito correspondientes.

			7. El conductor que conduzca un vehículo a motor que no cumpla las normas y condiciones técnico mecánicas adecuadas conforme lo establezcan los reglamentos de tránsito respectivos, debiendo además retenerse el vehículo hasta que supere la causa de la infracción.

			8. El conductor profesional que, sin autorización, preste servicio de transporte público, comercial, o por cuenta propia fuera del ámbito geográfico de prestación autorizada en el título habilitante correspondiente; se exceptúa el conductor de taxi fletado o de transporte mixto fletado que excepcionalmente transporte pasajeros fuera del ámbito de operación, quedando prohibido establecer rutas y frecuencias.

			9. El propietario de un automotor de servicio público, comercial o privado que confíe su conducción a personas no autorizadas.

			10. El conductor que transporte carga sin colocar en los extremos sobresalientes de la misma, banderines rojos en el día o luces en la noche, de acuerdo con lo establecido en los reglamentos de tránsito o sin observar los requisitos exigidos en los mismos.

			11. El conductor y los acompañantes, en caso de haberlos, de motocicletas, motonetas, bicimotos, tricar y cuadrones que no utilicen adecuadamente casco de seguridad homologados de conformidad con lo establecido en los reglamentos de tránsito o, que en la noche no utilicen prendas visibles retroreflectivas.

			12. La persona que conduzca un vehículo automotor sin las placas de identificación correspondientes o con las placas alteradas u ocultas y de conformidad con lo establecido en los reglamentos de tránsito.

			Si el automotor es nuevo el conductor o propietario tendrá un plazo máximo de treinta días para obtener la documentación correspondiente.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 389 del COIP).

			E) Contravenciones de tránsito de quinta clase:

			Será sancionado con multa equivalente al quince por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general y reducción de cuatro punto cinco puntos en su licencia de conducir:

			1. El conductor que, al descender por una pendiente, apague el motor de su vehículo.

			2. El conductor que realice cualquier acción ilícita para evadir el pago de los peajes en los sitios legalmente establecidos.

			3. El conductor que conduzca un vehículo en sentido contrario a la vía normal de circulación, siempre que la respectiva señalización esté clara y visible.

			4. El conductor de un vehículo a diésel cuyo tubo de escape no esté instalado de conformidad con los reglamentos de tránsito.

			5. El propietario o conductor de un vehículo automotor que, en caso de emergencia o calamidad pública, luego de ser requeridos, se niegue a prestar la ayuda solicitada.

			6. El conductor de vehículos a motor que, ante las señales de alarma o toque de sirena de un vehículo de emergencia, no deje la vía libre.

			7. El conductor que detenga o estacione un vehículo automotor en lugares no permitidos, para dejar o recoger pasajeros o carga, o por cualquier otro motivo.

			8. El conductor que estacione un vehículo automotor en cualquier tipo de vías, sin tomar las precauciones reglamentariamente previstas para evitar un accidente de tránsito o lo deje abandonado en la vía pública.

			9. El conductor de un taxi, que no utilice el taxímetro las veinticuatro horas, altere su funcionamiento o no lo ubique en un lugar visible al usuario.

			10. El conductor de un vehículo automotor que tenga, según los reglamentos de tránsito, la obligación de contar con cinturones de seguridad y no exija el uso de este a sus usuarios o acompañantes.

			11. El conductor que haga cambio brusco o indebido de carril.

			12. El conductor de un vehículo de transporte público masivo de pasajeros que cargue combustible cuando se encuentren prestando el servicio de transporte.

			13. El conductor que lleve en sus brazos o en sitios no adecuados a personas, animales u objetos.

			14. El conductor que conduzca un vehículo sin luces, en mal estado de funcionamiento, no realice el cambio de las mismas en las horas y circunstancias que establecen los reglamentos de tránsito o no utilice las luces direccionales luminosas antes de efectuar un viraje o estacionamiento.

			15. El conductor que adelante a un vehículo de transporte escolar mientras éste se encuentre estacionado, en lugares autorizados para tal efecto, y sus pasajeros estén embarcando o desembarcando.

			16. El conductor de vehículos de propiedad del sector público ecuatoriano que conduzca el vehículo oficial fuera de las horas de oficina, sin portar el respectivo salvoconducto.

			17. El conductor de vehículo de transporte público masivo que se niegue a transportar a los ciclistas con sus bicicletas, siempre que el vehículo cuente con las facilidades para transportarlas.

			18. El conductor que no respete el derecho preferente de los ciclistas en los desvíos, avenidas y carreteras, cruce de caminos, intersecciones no señalizadas y ciclovías.

			19. El conductor que invada con su vehículo, circulando o estacionándose, las vías asignadas para uso exclusivo de los ciclistas.

			20. El conductor de motocicletas, motonetas, bicimotos, tricar y cuadrones que transporte un número de personas superior a la capacidad permitida, de conformidad con lo establecido en los reglamentos de tránsito.

			21. La persona que altere la circulación y la seguridad peatonal por colocar obstáculos en la vía pública sin la respectiva autorización o sin fijar los avisos correspondientes.

			22. El conductor que deje en el interior del vehículo a niñas o niños solos, sin supervisión de una persona adulta.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 390 del COIP).

			F) Contravenciones de tránsito de sexta clase:

			Será sancionado con multa equivalente al diez por ciento de un salario básico unificado del trabajador general y reducción de tres puntos en su licencia de conducir:

			1. El conductor de un vehículo automotor que circule contraviniendo las normas previstas en los reglamentos de tránsito y demás disposiciones aplicables, relacionadas con la emanación de gases.

			2. La persona que no conduzca su vehículo por la derecha en las vías de doble dirección.

			3. El conductor que invada con su vehículo las vías exclusivas asignadas a los buses de transporte rápido.

			4. El conductor de un vehículo automotor que no lleve en el mismo, un botiquín de primeros auxilios equipado y un extintor de incendios cargado y funcionando, de conformidad con lo establecido en los reglamentos de tránsito.

			5. El conductor que estacione un vehículo en los sitios prohibidos por la ley o los reglamentos de tránsito; o que, sin derecho, estacione su vehículo en los espacios destinados a un uso exclusivo de personas con discapacidad o mujeres embarazadas; o estacione su vehículo obstaculizando rampas de acceso para discapacitados, puertas de garaje o zonas de circulación peatonal. En caso de que el conductor no se encuentre en el vehículo, este será trasladado a uno de los sitios de retención vehicular.

			6. La persona que obstaculice el tránsito vehicular al quedarse sin combustible.

			7. El conductor de un vehículo automotor particular que transporte a niños sin las correspondientes seguridades, de conformidad con lo establecido en los reglamentos de tránsito.

			8. El conductor que no detenga el vehículo, antes de cruzar una línea férrea, de buses de transporte rápido en vías exclusivas o similares.

			9. La persona que conduzca o instale, sin autorización del organismo competente, en los vehículos particulares o públicos, sirenas o balizas de cualquier tipo, en cuyo caso además de la sanción prevista en el presente acápite, se le retirarán las balizas, o sirenas del vehículo.

			10. El conductor que en caso de desperfecto mecánico no use o no coloque adecuadamente los triángulos de seguridad, conforme lo establecido en los reglamentos de tránsito.

			11. La persona que conduzca un vehículo con vidrios con películas antisolares oscuras, polarizados o cualquier tipo de adhesivo que impidan la visibilidad del conductor, excepto los autorizados en el reglamento correspondiente o cuyo polarizado de origen sea de fábrica.

			12. El conductor que utilice el teléfono celular mientras conduce y no haga uso del dispositivo homologado de manos libres.

			13. El conductor de transporte público de servicio masivo que incumpla las tarifas preferenciales fijadas por la ley en beneficio de los niños, estudiantes, personas adultas mayores de sesenta y cinco años y personas con capacidades especiales.

			14. El conductor que no encienda las luces del vehículo en horas de la noche o conduzca en sitios oscuros como túneles, con las luces apagadas.

			15. El conductor, controlador o ayudante de transporte público o comercial que maltrate de obra o de palabra a los usuarios.

			16. La persona que, sin permiso de la autoridad de tránsito competente, realicen actividades o competencias deportivas en las vías públicas, con vehículos de tracción humana o animal.

			17. El propietario de mecánicas, estaciones de servicio, talleres de bicicletas, motocicletas y de locales de reparación o adecuación de vehículos en general, que preste sus servicios en la vía pública.

			18. El propietario de vehículos de servicio público, comercial o privado que instale en sus vehículos equipos de vídeo o televisión en sitios que puedan provocar la distracción del conductor.

			19. El conductor de un vehículo que presta servicio de transporte urbano que circule con las puertas abiertas.

			20. El conductor de vehículos pesados que circule por zonas restringidas sin perjuicio de que se cumpla con lo estipulado en las ordenanzas municipales.

			21. La persona que conduzca un vehículo automotor sin portar su licencia de conducir.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 391 del COIP).

			G) Contravenciones de tránsito de séptima clase:

			Será sancionado con multa equivalente al cinco por ciento de un salario básico unificado del trabajador general y reducción de uno punto cinco puntos en su licencia de conducir:

			1. El conductor que use inadecuada y reiteradamente la bocina u otros dispositivos sonoros contraviniendo las normas previstas en los reglamentos de tránsito y demás normas aplicables, referente a la emisión de ruidos.

			2. El conductor de transporte público de servicio masivo de personas y comercial cuyo vehículo circule sin los distintivos e identificación reglamentarios, sobre el tipo de servicio que presta la unidad que conduce.

			3. La persona con discapacidad que conduzca un vehículo adaptado a su discapacidad sin la identificación o distintivo correspondiente.

			4. El conductor de un vehículo de servicio público que no presente la lista de pasajeros, cuando se trate de transporte público interprovincial o internacional.

			5. El conductor que no mantenga la distancia prudente de seguimiento, de conformidad con los reglamentos de tránsito.

			6. El conductor que no utilice el cinturón de seguridad.

			7. El conductor de un vehículo de transporte público o comercial que no ponga a disposición de los pasajeros recipientes o fundas para recolección de basura o desechos.

			8. El peatón que en las vías públicas no transite por las aceras o sitios de seguridad destinados para el efecto.

			9. El peatón que, ante las señales de alarma o toque de sirena de un vehículo de emergencia, no deje la vía libre.

			10. La persona que desde el interior de un vehículo arroje a la vía pública desechos que contaminen el ambiente.

			11. La persona que ejerza actividad comercial o de servicio sobre las zonas de seguridad peatonal o calzadas.

			12. El ciclista o motociclista que circule por sitios en los que no le esté permitido.

			13. El comprador de un vehículo automotor que no registre, en el organismo de tránsito correspondiente, el traspaso de dominio del bien, dentro del plazo de treinta días, contado a partir de la fecha del respectivo contrato.

			14. El ciclista y conductor de vehículos de tracción animal que no respete la señalización reglamentaria respectiva.

			15. El propietario de un vehículo que instale, luces, faros o neblineros en sitios prohibidos del automotor, sin la respectiva autorización.

			A los ciclistas y peatones, en los casos que corresponda, se los sancionará únicamente con la multa (Art. 392 del COIP).

			Contravención de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar

			(Ver Procedimiento expedito // Procedimiento unificado, especial y expedito)

			El Código Orgánico Integral Penal, reformado por la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 175, de 05 de febrero del 2018, establece como contravención especial de violencia contra la mujer y los miembros del núcleo familiar, a las siguientes conductas:

			A) La persona que hiera, lesione o golpee a la mujer o miembros del núcleo familiar, causando daño o enfermedad que limite o condicione sus actividades cotidianas, por un lapso no mayor a tres días, será sancionada con una pena de privación de libertad de diez a treinta días (Inciso primero del Art. 159 del COIP).

			B) La persona que agreda físicamente a la mujer o miembros del núcleo familiar, por medio de puntapiés, bofetadas, empujones o cualquier otro modo que signifique uso de la fuerza física sin causarle lesión, será sancionada con la pena privativa de libertad de cinco a diez días o trabajo comunitario de sesenta a ciento veinte horas y medidas de reparación integral (Inciso segundo del Art. 159 del COIP).

			C) La persona que realice actos de sustracción, destrucción, retención de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales o bienes de la sociedad de hecho o conyugal, en los casos en que no constituya un delito autónomo tipificado en el COIP, será sancionada con trabajo comunitario de cuarenta a ochenta horas y la devolución de los bienes o el pago en valor monetario de los mismos, y medida de reparación integral (Inciso tercero del Art. 159 del COIP).

			D) La persona que, por cualquier medio, profiera improperios, expresiones en descrédito o deshonra en contra de la mujer o miembros del núcleo familiar, en los casos en que no constituya un delito autónomo tipificado en el COIP, será sancionada con cincuenta a cien horas de trabajo comunitario y si dispondrá el tratamiento psicológico a la persona agresora y a las víctimas, así como medidas de reparación integral (Inciso cuarto del Art. 159 del COIP).

			Cooperación eficaz

			(Ver Derecho Penal premial)

			Definición: Con la reforma del 2019, nuestra norma define a la cooperación eficaz como el acuerdo de suministro de datos, instrumentos, efectos, bienes o informaciones precisas, verídicas y comprobables que contribuyan necesariamente al esclarecimiento de los hechos investigados o permitan la identificación de sus responsables o sirvan para prevenir, neutralizar o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad, así como la información que permita identificar el destino de bienes, dinero, fondos, activos y beneficios que sean producto de actividades ilícitas (Art. 491 del COIP).

			Trámite:

			A) Reglas generales:

			1. El fiscal deberá expresar en su acusación si la cooperación prestada por el procesado ha sido eficaz con relación al descubrimiento de la verdad histórica de los hechos.

			2. La reducción de la pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes generales que concurran de acuerdo con las reglas generales.

			3. La pena no podrá exceder los términos del acuerdo (Art. 492 del COIP).

			B) Concesión de beneficios de la cooperación eficaz:

			1. El fiscal propondrá al juzgador una pena no menor del veinte por ciento del mínimo de la fijada para la infracción en que se halle involucrado el cooperador.

			2. En casos de alta relevancia social y cuando el testimonio permita procesar a los integrantes de la cúpula de la organización delictiva, el fiscal solicitará al juzgador, una pena no menor al diez por ciento del mínimo de la pena fijada para la infracción contra la persona procesada que colaboró eficazmente.

			3. La concesión de este beneficio estará condicionada al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el acuerdo de cooperación según la naturaleza y modalidades del hecho punible perpetrado, las circunstancias en que se lo comete y la magnitud de la cooperación proporcionada, así como de acuerdo con las condiciones personales del beneficiado (Art. 493 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se añade que estos beneficios podrán solicitarse también cuando, como resultado de la cooperación eficaz, se permita la ubicación o recuperación de activos, dinero, bienes, efectos o beneficios de origen ilícito, en tenencia o propiedad de otros participantes en el delito o de terceros.

			C) Medidas especiales (cautelares y de protección) en la cooperación eficaz:

			Si es necesario, el fiscal solicitará al juzgador el establecimiento de medidas cautelares y de protección, adecuadas para garantizar el éxito de las investigaciones y precautelar la integridad de la persona procesada que colabora de manera eficaz, la víctima, su familia, testigos y demás participantes, en cualquier etapa del proceso.

			Todas las actuaciones relacionadas con la cooperación eficaz deberán ser guardadas bajo secreto y mantenidas fuera de actuaciones judiciales.

			Las autoridades competentes, de acuerdo con el caso, una vez finalizado el proceso, podrán adoptar según el grado de riesgo o peligro, las medidas de protección necesarias para el cumplimiento de la pena del cooperador y podrán extenderse siempre que se mantengan circunstancias de peligro personal y familiar (Art. 494 del COIP).

			Copias de expedientes

			El artículo 576 del Código Orgánico Integral Penal establece que los sujetos procesales tendrán derecho a solicitar copias de los registros de las actuaciones y diligencias procesales, de los registros de las audiencias de las providencias judiciales y, en general, del expediente, salvo las que tienen el carácter de reservado. La copia será siempre electrónica, salvo necesidad justificada de copia física, en cuyo caso el coordinador de la unidad judicial expedirá la copia certificada, a costa de la persona solicitante.

			Corrupción de menores de edad

			Se entiende que se puede corromper a un menor de edad en varios ámbitos o esferas conductuales, pero en el Ecuador se ha enfatizado y se seguirá haciendo, en las conductas que lesionan su integridad sexual; de ahí que, por ejemplo, exista una protección específica para los menores de catorce años, en cuyo caso el delito de acceso carnal será visto siempre como violación (Numeral 3 del Art. 171 del COIP).

			Es menester indicar que en el ex Código Penal (Art. 528.6) se entendía por corrupción de menores a:

			
					La exposición, venta o entrega a menores de catorce años de objetos, libros, escritos, imágenes visuales o auditivas obscenas, que podían afectar gravemente el pudor o excitar o pervertir su instinto sexual; y,

					La incitación de un menor de catorce años a la ebriedad o a la práctica de actos obscenos o la facilitación de la entrada a prostíbulos u otros centros de corrupción como cines o teatros que brindaban espectáculos obscenos.

			

			El Código Orgánico Integral Penal tipifica como corrupción de menores, únicamente a la incitación, conducción o permiso de entrada de niñas, niños y adolescentes a prostíbulos o lugares en los que se exhibe pornografía. La pena para el sujeto activo es de privación de libertad de tres a cinco años (Art. 169 del COIP). La distribución de material pornográfico a menores de edad, se configura como un tipo penal diferente (Art. 168 del COIP).

			Corte Provincial de Justicia

			Competencia: El Código Orgánico de la Función Judicial, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 544 del 9 de marzo de 2009, reformado por el COIP, establece que las Cortes Provinciales de Justicia son competentes para:

			a) Conocer, en segunda instancia, los recursos de apelación y nulidad, incluso los que provengan de sentencias dictadas en procesos contravencionales y los demás que establezca la ley;

			b) Conocer, en primera y segunda instancia, toda causa penal y de tránsito que se promueva contra las personas que se sujetan a fuero de Corte Provincial. En estos casos de fuero, la investigación preprocesal y procesal penal, así como el ejercicio de la acción penal se ejercen según la ley lo determine y estarán a cargo de los Fiscales Provinciales;

			c) Conocer en segunda instancia los asuntos colusorios;

			d) Actuar como Tribunal de instancia en todos aquellos casos en los que la ley así lo disponga;

			e) Dirimir la competencia que surja entre jueces de territorio y entre éstos y judicaturas especiales del mismo; y la de cualquiera de los anteriormente nombrados con los jueces o con las judicaturas especiales de otro territorio. En este último caso, el conocimiento corresponde a la Corte Provincial a cuya provincia pertenece el Tribunal o juzgador provocante.

			f) Conocer, en única instancia, las causas para el reconocimiento u homologación de las sentencias extranjeras que, de acuerdo con la materia, corresponderá a la Sala Especializada. En caso de existir dos salas, se establecerá la competencia por sorteo. Una vez ejecutoriada la sentencia que declare el reconocimiento u homologación de la sentencia extranjera, la ejecución de la misma corresponderá al juzgador de primer nivel del domicilio del demandando, competente en razón de la materia;

			g) Recibir las dudas de los jueces de su distrito sobre la inteligencia de la ley y enviarlas a la Corte Nacional de Justicia con el informe correspondiente; y,

			h) Las demás que establezcan la Constitución, la ley y los reglamentos (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 208).

			Requisitos para ser juez de la Corte Provincial: Se precisan los siguientes requisitos para ser Juez de la Corte Provincial:

			a) Ser ecuatoriano en goce de los derechos de participación política;

			b) Tener título de abogado legalmente reconocido en el país;

			c) Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogado o la docencia universitaria por el lapso mínimo de siete años; si proviene de la Judicatura, se encontrará por lo menos en la tercera categoría; y,

			d) Cumplir con los demás requisitos necesarios para ser Juez (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 207)

			Corte Nacional de Justicia

			La Corte Nacional de Justicia tendrá jurisdicción en todo el territorio nacional y su sede está en Quito. Está integrada por veintiún jueces, quienes se organizan en salas especializadas y son designados para un período de nueve años. Los jueces de la Corte Nacional de Justicia elegirán de entre sus miembros a la Presidenta o Presidente, quien representará a la Función Judicial y durará en sus funciones tres años.

			Existirán conjueces que formarán parte de la Función Judicial, quienes serán seleccionados con los mismos procesos y tendrán las mismas responsabilidades y el mismo régimen de incompatibilidades que sus titulares (Art. 182 de la Constitución de la República).

			Funciones de la Corte Nacional de Justicia:

			Son funciones de la Corte Nacional de Justicia, además de las determinadas en la ley, las siguientes:

			1. Conocer los recursos de casación, de revisión y los demás que establezca la ley;

			2. Desarrollar el sistema de precedentes jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple reiteración;

			3. Conocer las causas que se inicien contra los servidores públicos que gocen de fuero; y,

			4. Presentar proyectos de ley relacionados con el sistema de administración de justicia (Constitución de la República: Art. 184).

			Competencia:

			Su competencia se ha fijado a través del Código Orgánico de la Función Judicial y es ejercida a través de sus salas especializadas. Dentro del área penal, el Código registra a la Sala de lo Penal, la Sala de Adolescentes Infractores y la Sala de lo Penal Militar, Penal Policial y Tránsito (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 183).

			Competencia de la Sala de lo Penal:

			Le corresponde a la Sala el conocimiento de:

			a) Los recursos de casación y revisión en materia penal, incluida la penal tributaria y penal aduanera;

			b) Los recursos de apelación de las sentencias en procesos penales por delitos de acción privada, que sigan las personas sujetas a Fuero de Corte Nacional, y, de la sentencia en juicio verbal sumario de liquidación de daños y perjuicios, reconocidos en causas penales en que hubieran sido imputados o acusados funcionarios sujetos al antes indicado fuero;

			c) Los recursos de apelación de toda causa penal que se promueva en contra de las personas sujetas a Fuero de Corte Nacional; y,

			d) Los demás asuntos que establezca la ley (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 186).

			Fallos de triple reiteración – Precedentes jurisprudenciales:

			Las sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto obligarán a remitir el fallo al Pleno de la Corte, a fin de que éste delibere y decida en el plazo de hasta sesenta días sobre su conformidad.

			Si en dicho plazo no se pronuncia, o sí ratifica el criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria.

			La juez ponente para cada sentencia será designado mediante sorteo y deberá observar la jurisprudencia obligatoria establecida de manera precedente. Para cambiar el criterio jurisprudencial obligatorio, el juez ponente se sustentará en razones jurídicas motivadas que justifiquen el cambio, y su fallo deberá ser aprobado de forma unánime por la sala (Constitución de la República: Art. 185).

			Requisitos para ser Juez de la Corte Nacional de Justicia:

			Para ser Juez de la Corte Nacional de Justicia, además de los requisitos de idoneidad que determina el Código de la Función Judicial, se requerirá:

			a) Ser ecuatoriano y hallarse en goce de los derechos de participación política;

			b) Tener título de abogado legalmente reconocido en el país; y,

			c) Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogado, la judicatura o la docencia universitaria en ciencias jurídicas por un lapso mínimo de diez años (Constitución: Art. 183// Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 175).

			Los jueces de la Corte Nacional de Justicia serán elegidos por el Consejo de la Judicatura conforme a un procedimiento con concurso de oposición y méritos, impugnación y control social. Se propenderá a la paridad entre mujer y hombre (Constitución de la República: Art. 183).

			Culpa

			(Ver Elementos subjetivos del tipo)

			Según el artículo 27 del Código Orgánico Integral Penal, actúa con culpa la persona que infringe el deber objetivo de cuidado que personalmente le corresponde, produciendo así un resultado lesivo o dañoso. Este elemento subjetivo será punible, únicamente cuando se encuentre tipificado en la norma penal. Ejemplos de tipologías culposas son los delitos de tránsito, ciertas modalidades de homicidio100, de lesiones101 y figuras atenuadas dentro de los ilícitos cuyo núcleo es una conducta dolosa102.

			Referencias doctrinarias acerca de la culpa y su clasificación*

			*	Parte de esta sección reposa en el Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión de Doctorado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero del 2019)

			Hablar de culpa en el Derecho Penal nos remite a la conceptualización del injusto dentro de las conductas imprudentes, que parten del supuesto de sanción a una persona que al menos pudo prever la influencia de su acción u omisión en el mundo circundante, a pesar de que esperaba que el hecho no se produjese.

			Importante resaltar que la imprudencia o culpa no es una manera atenuada de dolo, es algo diferente a éste, toda vez que el contenido del injusto del delito culposo es inferior al de una conducta dolosa análoga, porque el sujeto activo no contraviene voluntariamente el mandato jurídico, sino que actúa en su contra, en palabras de Jescheck, “distraídamente”103.

			En este sentido, la esencia del elemento subjetivo culposo sería la inobservancia del cuidado debido (norma de cuidado) que ocasiona un resultado material externo, o genera peligro a un bien jurídico protegido, o concurre una determinada cualidad de la conducta que no es querida104.

			Welzel, al estudiar el tipo y antijuridicidad de los delitos culposos, reconoce que el delito imprudente poca atención tuvo por parte de la dogmática y la política criminal, incluso desde la óptica del finalismo, se lo relegó a la constatación del resultado como aspecto jurídico esencial; cuando lo que en verdad se torna relevante, es el análisis de la clase y modo de ejecución de la contravención al cuidado105.

			Es por esto que más que acudir al objetivo del sujeto activo, lo que hay que delimitar es la clase de ejecución de la conducta en relación a las consecuencias que no se toleran en una sociedad determinada y que el agente espera no se producirán, o ni siquiera ha reflexionado en su producción106.

			La clave está entonces en conocer que el cuidado debido es un concepto objetivo y normativo y comprende la consideración de todas las repercusiones de una acción que son previsibles mediante un juicio razonable107. La medida de ese cuidado es independiente de la capacidad de cada sujeto108.

			Hay que tener presente que el cuidado objetivamente debido está determinado a veces en disposiciones extrapenales y otras referentes al desempeño de ciertas profesiones, artes u oficios. Por ejemplo, en el caso de las actividades profesionales existen reglas técnicas (lex artis), así como otras derivadas de la común experiencia, que se tornan relevantes para el Derecho Penal109.

			Así, Cerezo Mir sostiene que en las situaciones atípicas o en actividades sociales en las que no se han establecido normas de cuidado, será menester determinar el cuidado debido a través del criterio de la conducta que observaría, en la situación concreta, un individuo inteligente y sensato del mismo círculo social110.

			Ahora bien, en la determinación del deber objetivo de cuidado, desempeña un papel importante el principio de confianza, que si bien surgió como creación jurisprudencial en Alemania para los delitos de tránsito, en la actualidad se ha extendido a las actividades que realiza un equipo de personas y a nuestro criterio, bien puede ser llevado a cualquier evento en el cual la persona puede confiar en que todas las demás que participan de su conducta social observan el cuidado objetivo, mientras, claro está, las circunstancias del caso no le impongan motivos para pensar lo contrario111.

			La significación del principio de confianza para Jakobs converge en la premisa de que a pesar de la experiencia de que otros cometen errores, se autoriza al sujeto a confiar (en una medida por concretarse) en su comportamiento correcto. Por consiguiente, se lo aprehende no como un suceso psíquico, sino como un estar permitido confiar112.

			En atención a lo dicho, el autor in comento registra dos problemas que se podrían derivar de la confianza en el actuar de otros. El primero, que se dispense de responsabilidad al que confía, a pesar de que prevé un comportamiento imperfecto de los otros; y, el segundo, la responsabilidad potencial del que confía en una situación que solo las otras personas configuran delictivamente (eventual imputación de fallos o errores ajenos)113.

			Para comprender lo contenido en el párrafo anterior, partimos del ejemplo en el cual el principio de confianza opera sin conflicto alguno:

			Un cirujano puede, en términos generales, confiar en que cada uno de los integrantes del team quirúrgico (anestesiólogos, personal de enfermería y ayudantes) cumplirá su rol de manera cabal, es decir, se han distribuido correctamente las tareas y se han cumplido los respectivos protocolos de seguridad. A su vez, el personal auxiliar puede confiar que las instrucciones recibidas del cirujano son apropiadas.

			En el mismo caso, el principio de confianza tendría una menor operatividad (por ende se empiezan a activar los requisitos de la culpa) cuando la intervención quirúrgica se realiza en un hospital docente, en el cual la supervisión del personal en formación interviniente debe ser mayor; asimismo, el personal auxiliar podría dejar de confiar en las instrucciones del médico principal, si sobreviene algún evento que les genere duda de su directrices, no hacerlo podría implicar un accionar culposo.

			Por último, para entender el segundo problema expuesto por Jakobs relativo a la eventual responsabilidad por errores de otros, tomamos el ejemplo de Cerezo Mir y la venta de un cuchillo o un hacha, en el cual no se vulneraría el deber objetivo de cuidado por parte del vendedor, si no conocía menos aún podía vaticinar, la inclinación del comprador a la comisión de un ilícito114.

			Al contrario, no podría invocarse el principio de confianza por parte de quien vende un arma de fuego, si no está debidamente autorizado para aquello o no verificó el permiso o licencia del comprador115.

			Existen varios tipos de culpa, que en lo que atañe al presente Consultor Penal, nos es suficiente con diferenciarlos entre las figuras de la culpa o imprudencia consciente (con previsión) y la culpa o imprudencia inconsciente (sin previsión).

			En la primera, si nos ceñimos al plano netamente intelectivo o cognitivo, el sujeto si bien no quiere el resultado o adecuación al tipo (y tiene la esperanza de que no se produzca) lo pudo prever, es decir, estamos ante una conducta de comisión imprudente, por ejemplo, cuando se conduce un vehículo bajo los efectos del alcohol.

			Desde un punto de vista volitivo, nos enfrentaríamos a la omisión de la diligencia debida registrada líneas atrás, como la violación del deber objetivo de cuidado.

			Jescheck dice la culpa consciente opera cuando la persona se da cuenta del peligro concreto para el bien jurídico de protección; sin embargo, por “la sobrevaloración de sus grados, de sus propias fuerzas o, sencillamente, porque cree en su propia suerte, confía contrariamente a deber en que no se realizará el tipo legal”. Al igual que el dolo, la culpa consciente está asociada a delitos de lesión y delitos de peligro116.

			En la culpa sin previsión o culpa inconsciente, la persona no quiere y no imagina el resultado, aunque en cierto grado pudo preverlo, por ejemplo cuando una madre al dormir aplasta a su bebé.

			Esto significa que el sujeto no quiere ser negligente o desprolijo, porque no se le ocurre siquiera pensar en el desenlace, y este es el motivo por el cual un importante sector de la doctrina niega su relevancia penal, en contraposición con aquellos juristas que opinan que sí debe ser sancionada (en un nivel menor a la culpa consciente), porque al fin de cuentas existe una omisión de una mínima diligencia que le hubiera al individuo hecho advertir las consecuencias ergo, percatarse de lo que estaba haciendo.

			El problema que se presenta es que no existe una herramienta que permita medir el grado de previsión que pueda de forma unívoca diferenciarla de la culpa consciente.

			Roxin sostiene que si vemos en la culpa inconsciente la no representación de una posible realización del tipo penal (ni de lesión ni de peligro), no se podría reprochar a la persona que haya tomado una decisión equivocada, ya que quizá ni quisiera fue consciente de que debió actuar de manera distinta; empero, la vida social se basa en que los sujetos pueden y deben reconocer y mantener bajo control los peligros procedentes de ellos117.

			Propone de esta manera asumir una postura intermedia que se guié por las ideas elementales de la teoría de la imputación, según la cual el agente ha de representarse una posibilidad cualificada, es decir, un peligro que sea jurídicamente relevante y que rebase, ante todo, el riesgo permitido118.

			Pone como ejemplo al futbolista que piensa de manera tangencial en la posibilidad de que su tiro al arco pase de largo y eventualmente lesione a uno de los espectadores. No actuaría con imprudencia consciente ni inconsciente si efectivamente se produce la lesión, puesto que su conducta es en esencia atípica119.

			Termina indicando que la estructura de la conducta imprudente es casi la misma en la culpa consciente y en la inconsciente, porque la mayoría de las veces hay muy pocos elementos relevantes que permitan su perfecta distinción120.

			Por esta razón es que sea frecuente que una conducta se produzca tanto con imprudencia consciente como con culpa inconsciente, v. gr. cuando alguien cree en la no producción del resultado cuya probabilidad estimó en un 10%, cuando en realidad éste se elevó al 25%. La persona actúa de este modo ya con culpa consciente, pero en la posibilidad de advertir el grado de peligro sustancialmente más alto, se halla también una culpa inconsciente adicional121.

			A nuestro criterio la manifestación del elemento subjetivo culposo puramente inconsciente y no previsible no debería someterse el poder punitivo del Estado, lo que de todos modos entrará en la debida ponderación de necesidad tipológica que rige el sistema de selección de ilícitos del legislador.

			Culpabilidad o imputación personal

			(Ver Causas de exculpación - Excusas legales absolutorias - Causas de inculpabilidad en el COIP // Elementos subjetivos del tipo // Imputabilidad // Principio de culpabilidad)

			Por culpabilidad se entiende al reproche o responsabilidad que se le puede imputar o endilgar a una persona que ha adecuado su comportamiento, consciente y voluntariamente, a la norma prohibitiva y con esto, ha lesionado o puesto en peligro bienes jurídicos penalmente tutelados.

			Este reproche se lo hará en aplicación de un juicio objetivo de valor que se dirige al sujeto activo de un delito, en aplicación de normas legales que ponderan la actitud interna del individuo.

			Para que prospere el juicio de reproche al sujeto activo de una infracción, nuestra legislación penal ha determinado que es indispensable que haya cometido el acto con consciencia y voluntad. El ex Código Penal incluso contempló una presunción de hecho, por medio de la cual se reputaban como actos conscientes y voluntarios todas las infracciones, mientras no se probase lo contrario; excepto cuando de las circunstancias que precedieron o acompañaron a la conducta, se podía deducir que no hubo intención dañada al cometerlo (ex Código Penal: Arts. 32 y 33).

			El Código Orgánico Integral Penal, al normar el elemento de la culpabilidad, señala que para que una persona sea considerada responsable penalmente, deberá ser imputable y actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta, estipulando como causas de inculpabilidad al trastorno mental debidamente comprobado y desde la reforma del 2019, al error de prohibición invencible (Arts. 34 y 35 del COIP).

			Referencias doctrinarias*:

			*	La presente información forma parte del Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Como ya lo referimos en la sección destinada a las causas de exculpación-excusas legales absolutorias, el círculo punitivo se cierra de modo perfecto, únicamente cuando la conducta típica y antijurídica, puede ser razonablemente reprochada a su agente. Ese juicio de culpabilidad, a lo largo del tiempo se ha formulado desde la evaluación de posibilidad de seguir la norma de la persona, así como su capacidad de conocerla y hasta de motivarse conforme al contenido de la regla de conducta.

			Desde los aportes de las varias escuelas del pensamiento penal, se advierte una primera etapa de definición de la culpabilidad, sustentada en la determinación de si la persona conocía o pudo conocer la norma y luego, si pudo o no formar libremente una voluntad acorde con sus exigencias.122

			Así, la culpabilidad podía determinarse con arreglo a las capacidades intelectuales y volitivas del sujeto; sin embargo, la praxis penal ha demostrado que no solo debemos centrar la atención en la libertad de autodeterminación, sino además en la responsabilidad por la propia motivación, desarrollada por ejemplo por el funcionalismo y su teoría del rol del ciudadano fiel al Derecho123.

			Ahora bien, si la capacidad de razonar conforme a la norma le es imputada al sujeto activo por la sociedad, cabe cuestionarse por medio de qué parámetro se aplica la imputación al caso concreto; y, aunque la doctrina ha adoptado la del “hombre promedio”, no existen reglas generales para así definirlo. Hacerlo podría relegar la decisión a una cuestión de meras estadísticas, cuando la construcción del individuo promedio no es una experiencia empírica sino valorativa.124

			De esta forma, la conducta humana no sería, como lo proponía el causalismo, un proceso meramente causal, ni tampoco una expresión de sentido o propósito, como lo abordó el finalismo, sino que se correspondería a las explicaciones funcionalistas que afirman que la persona debe ser considerada en lo social, como portadora de un rol. Rol aprehendido como el haz de expectativas normativas, que es el único que interesa al Derecho Penal125.

			A nuestro criterio, a pesar de lo interesante de estas posturas, ellas no solventan de forma coherente, cómo proceder cuando la norma está mal elaborada, es decir, no logra comunicar el mensaje de forma unívoca y clara, ergo, es arbitraria y no limita el poder de sanción, razón por la cual hay que acudir a la teoría del bien jurídico, para superar la peligrosidad de los enfoques meramente dogmáticos, que compelen al individuo a asumir un papel de vasallo o súbdito de la ley, alcanzando una auténtica sumisión e imposibilidad de cuestionamiento de lo aprobado por el legislador.126

			En este hilo, la importancia del bien jurídico no solo reside en la imposición de límites infranqueables a los Parlamentos en cuanto a la sanción de normas penales, y en su repercusión en el plano dogmático, al desempeñar una función teleológica en la interpretación jurídico-penal, sino que además se erige como el fundamento motivacional central de las personas en relación con la regla127.

			Por nuestra parte podríamos asimilar la motivación con lo que Roxin llama como “asequibilidad normativa”128, que se corresponde con la idea de von Liszt de la “determinabilidad normal por motivos” y se explica de forma sencilla por Luzón Peña como la posibilidad de acceso del sujeto a conocer y comprender el mandato y solo así determinarse según la norma, en otras palabras, la existencia de plena reprochabilidad cuando la persona puede conocer íntegramente la antijuridicidad y prohibición de la conducta129.

			Lo referido en el párrafo precedente nos permite concluir que, salvo los casos de discapacidades mentales (trastornos o perturbaciones patológicas) o la inmadurez de quien actúa (minoría de edad), eventos excepcionales como la imposibilidad de asimilar el contenido de la ley preceptiva y ante todo interiorizar y validar la verdad referencial (el valor del bien jurídico), serían causas que en último término y con una construcción adecuada, eximirían el juicio de imputación, responsabilidad o reproche penal.

			

			
				
					58	CÓRDOBA, Fernando Jorge, “La capacidad de motivación y la imputación de culpabilidad”, en Nuevas formulaciones en las ciencias penales, Libro Homenaje a Claus Roxin, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba, Marcos Lerner editora Córdoba y La Lectura libros jurídicos, Córdoba-Argentina, 2001, pp. 175-191 (Cit., p. 176)

				

				
					59	Ibíd., p. 191.

				

				
					60	Ibíd., p. 182.

				

				
					61	Ibíd., pp. 182-184.

				

				
					62	Ibíd., pp. 185 y 186.

				

				
					63	Ibíd., pp. 187-189.

				

				
					64	FERNÁNDEZ, Gonzalo D., “Bien jurídico y principio de culpabilidad”, en MAIER Julio B.J y BINDER, Alberto (comps.), El Derecho penal hoy. Homenaje al Prof. David Baigún, Editores del Puerto, Buenos Aires, 1995, pp. 169-185 (En referencia al pensamiento de Kaufmann, Cit., pp. 172 y 173)

				

				
					65	Ibíd., p. 180.

				

				
					66	Ibíd., p. 182.

				

				
					67	Ibíd., p. 181.

				

				
					68	Ibíd., p. 182.

				

				
					69	En alemán: normative Ansprechbarkeit. Cfr. ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General. Fundamentos. La estructura de la Teoría del Delito, Tomo I, Traducción de la 2ª edición alemana y notas por Diego-Manuel Luzón Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Javier de Vicente Remesal, Editorial Civitas S.A.–Thomson Reuters, 2010, pp. 807 y ss.

				

				
					70	LUZÓN PEÑA, Diego Manuel, Lecciones de Derecho Penal. Parte General, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, p. 512.

				

				
					71	JESCHECK, Hans-Heinrich y WEIGEND, Thomas, Tratado de Derecho Penal. Parte General, Traducción de Miguel Olmedo Cardenete, 5ª edición corregida y ampliada, Editorial Comares, Granada, 2002, p. 511.

				

				
					72	Ibíd., p. 512.

				

				
					73	NARDIELLO, Ángel Gabriel, Estructura del hecho punible, 2ª edición actualizada y ampliada, Hammurabi-José Luis Depalma editor, Buenos Aires. 2013, p. 374.

				

				
					74	ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General. Fundamentos. La estructura de la Teoría del Delito, Tomo I, Traducción de la 2ª edición alemana y notas por Diego-Manuel Luzón Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Javier de Vicente Remesal, Editorial Civitas S.A.–Thomson Reuters, 2010, p. 572.

				

				
					75	La diferenciación entre antijuridicidad material y formal parte de la siguiente idea: Una conducta es antijurídica formalmente, en la medida en que contraviene un mandato legal y, materialmente antijurídica, si en ella se constata una lesión de bienes jurídicos y que no puede combatirse con medios extrapenales. Ibíd., p. 558.

				

				
					76	Ibíd., p. 574.

				

				
					77	Ibíd., p. 575.

				

				
					78	Ibíd., p. 559.

				

				
					79	Ibíd., p. 763.

				

				
					80	ROXIN se refiere a ambas figuras, mientras que Jakobs centra su atención exclusivamente en el consentimiento expreso o presunto, sea como excluyente del tipo, o como justificante de la antijuridicidad del acto.

				

				
					81	JAKOBS, Günther, Derecho Penal. Parte general. Fundamentos y teoría de la imputación, Traducción de Joaquín Cuello Contreras y José Luis serrano González Murillo, 2ª edición corregida, Marcial Pons Ediciones Jurídicas S. A., Madrid, 1997, p. 523.

				

				
					82	Ibíd., p. 524.

				

				
					83	Ibíd., p. 525.

				

				
					84	Ibíd., p. 528.

				

				
					85	Ibíd., p. 527.

				

				
					86	ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General. Ob. Cit., p. 780.

				

				
					87	Ibíd.

				

				
					88	Ibíd., p. 781.

				

				
					89	Ibíd., pp. 784-787.

				

				
					90	ZAFFARONI, Eugenio Raúl, ALAGIA, Alejandro y SLOKAR, Alejandro, Derecho Penal. Parte General, 2ª edición, EDIAR, Buenos Aires, 2002, p. 810.

				

				
					91	Ibíd.

				

				
					92	Ibíd., p. 816.

				

				
					93	Ibíd., p. 817.

				

				
					94	Ibíd., p. 822.

				

				
					95	Ibíd., p. El autor se refiere a los estudios de Hippel y Liszt-Schmidt.

				

				
					96	Ibíd., p. 826 en relación al criterio esgrimido por Frank.

				

				
					97	Artículo 39 del Código Orgánico Integral Penal.

				

				
					98	Artículo 16 del ex Código Penal.

				

				
					99	ZAFFARONI, Eugenio Raúl, ALAGIA, Alejandro y SLOKAR, Alejandro, Derecho Penal. Parte General, 2ª edición, EDIAR, Buenos Aires, 2002, p. 575.

				

				
					100	Por ejemplo, el homicidio culposo del artículo 145 del COIP, así como el homicidio culposo por mala práctica profesional del artículo 146.

				

				
					101	Últimos incisos del artículo 152 del COIP.

				

				
					102	Por ejemplo, el caso del delito de incendios forestales y de vegetación descrito en el segundo inciso del artículo 246 del COIP.

				

				
					103	JESCHECK, Hans Heinrich, WEIGEND, Thomas, Tratado de Derecho Penal. Parte General, Traducción de Miguel Olmedo Cardenete, 5ª edición corregida y ampliada, Editorial Comares, Granada, 2002, p. 606.

				

				
					104	CEREZO MIR, José, Derecho Penal. Parte General, Editorial B de F y Tecnos, Montevideo-Buenos Aires, 2008, p. 470.

				

				
					105	WELZEL, Hans, Derecho Penal alemán. Parte General, Traducción del alemán por Juan Bustos Ramírez y Sergio Yáñez Pérez, 11ª edición, 4ª edición en español, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2002, pp. 153-155.

				

				
					106	Ibíd., p. 156.

				

				
					107	Ibíd., p. 158.

				

				
					108	CEREZO MIR, José, Ob. Cit., p. 471.

				

				
					109	Ibíd., p. 479.

				

				
					110	Ibíd.

				

				
					111	Ibíd., p. 481.

				

				
					112	JAKOBS, Günther, Derecho Penal. Parte General. Fundamentos y teoría de la imputación, Traducción de Joaquín Cuello Contreras y José Luis Serrano González de Murillo, 2ª edición corregida, Marcial Pons Ediciones Jurídicas, Madrid, 1997, p. 253.

				

				
					113	Ibíd., p. 254.

				

				
					114	CEREZO MIR, José, Ob. Cit., p. 483.

				

				
					115	Ibíd.

				

				
					116	JESCHECK, Hans Heinrich, WEIGEND, Thomas, Ob. Cit., p. 611.

				

				
					117	ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General. Fundamentos. La estructura de la Teoría del Delito, Tomo I, Traducción de la 2ª edición alemana y notas por Diego-Manuel Luzón Peña y otros, Editorial Civitas, Madrid, 2010, p. 1020.

				

				
					118	Ibíd.

				

				
					119	Ibíd.

				

				
					120	Ibíd., p. 1021.

				

				
					121	Ibíd.

				

				
					122	CÓRDOBA, Fernando Jorge, “La capacidad de motivación y la imputación de culpabilidad”, en Nuevas formulaciones en las ciencias penales, Libro Homenaje a Claus Roxin, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba, Marcos Lerner editora Córdoba y La Lectura libros jurídicos, Córdoba-Argentina, 2001, pp. 175-191 (Cit., p. 176)

				

				
					123	Ibíd., p. 191.

				

				
					124	Ibíd., pp. 182-184.

				

				
					125	Ibíd., pp. 187-189.

				

				
					126	FERNÁNDEZ, Gonzalo D., “Bien jurídico y principio de culpabilidad”, en MAIER Julio B.J y BINDER, Alberto (comps.), El Derecho penal hoy. Homenaje al Prof. David Baigún, Editores del Puerto, Buenos Aires, 1995, pp. 169-185 (En referencia al pensamiento de Kaufmann, Cit., pp. 172 y 173)

				

				
					127	Ibíd., p. 180.

				

				
					128	En alemán: normative Ansprechbarkeit. Cfr. ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General, Tomo I, Ob. Cit., pp. 807 y ss.

				

				
					129	LUZÓN PEÑA, Diego Manuel, Lecciones de Derecho Penal. Parte General, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, p. 512.

				

			

		


		
		
			D

			Deber objetivo de cuidado: especial referencia al ámbito médico

			(Ver Riesgo Permitido// Homicidio culposo por mala práctica profesional)

			*	Esta sección se corresponde en parte a la obra ARAUJO GRANDA, María Paulina, Vademécum de responsabilidades del área de la salud en Ecuador, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2015, pp. 78-83.

			Es indispensable señalar que nuestro Código Orgánico Integral Penal en su artículo 146, no define ni se refiere en forma adecuada al deber objetivo de cuidado, dado que lo regula en forma negativa, es decir, regula los eventos en los cuales cualquier profesional, lo inobserva o lo infringe.

			Según lo antes dicho, si bien el citado artículo 146 contiene cuatro numerales, tan solo el 2 y 3 se concretarían en una explicación de qué entender por inobservancia del deber objetivo de cuidado, a saber:

			2.	La inobservancia de leyes, reglamentos, ordenanzas, manuales, reglas técnicas o lex artis aplicables a la profesión.

			3.	El resultado dañoso [la lesión o la muerte] debe provenir directamente de la infracción al deber objetivo de cuidado y no de otras circunstancias independientes o conexas.

			El numeral primero por su parte, determina cuando no hay infracción al deber de cuidado de los profesionales, señalando que “La mera producción del resultado no configura infracción al deber objetivo de cuidado”, en otras palabras, no toda muerte o lesión puede ni debe ser considerada como una mala práctica profesional, dado que el propio numeral 3 señalado en las líneas precedentes, deja en claro que podrían presentarse circunstancias independientes o conexas a cualquier tratamiento que, por ejemplo, un médico aplique en su paciente, que no se relacionen a la inobservancia de la lex artis médica.

			Tómese en cuenta que cualquier medicamento, aún los de venta libre en farmacias autorizadas, puede generar reacciones adversas, toda vez que todo paciente asimilará de manera diferente los fármacos.

			Por otro lado, el numeral 4 del artículo 146, señala que en cada expediente que se forme ante la Fiscalía, se deberá analizar la diligencia, el grado de formación profesional, las condiciones objetivas, la previsibilidad y evitabilidad del hecho, lo que al fin de cuentas, si bien no ampararía en un primer momento a aquellos médicos que se encuentran en un período de formación, más bien debe ser entendido como una ratificación de la adecuada observancia de la lex artis médica, que no es otra cosa que aplicar, en cada paciente, el criterio objetivo y lógico en su cuidado, según las reglas propias del área de la que se trate y con la ayuda de lo que la nomenclatura médica haya señalado para tal o cual patología.

			Por lo dicho, hablar de responsabilidad penal médica, se ceñirá únicamente a las conductas desplegadas por el personal de la salud que NO tengan por finalidad curar o aliviar dolencias o, teniendo tal finalidad, no logren ese objetivo, ya que violan las normas de cuidado o reglas de conducta exigidas dada la naturaleza de la prestación y las circunstancias particulares del caso130.

			No se olvide que los médicos no solo se dedican a curar, sino que perfeccionan, por ejemplo, mediante cirugías estéticas o reparadoras y, además pueden emitir dictámenes y asesorar a sus pacientes o consultantes, todo lo cual forma parte de su ejercicio profesional.

			En consecuencia, hablar de respetar el deber objetivo de cuidado, nos remite a las obligaciones y deberes de los profesionales, que en el caso de aquellos que se desempeñan en el área de la salud, se sustentan en lo siguiente:

			1. Deber de informar en detalle y de no actuar sin consentimiento del paciente, consentimiento que deberá no solo contar con la firma del tratante, sino de su total comprensión acerca del procedimiento y de las posibles consecuencias.

			2. Aconsejar, diagnosticar y tratar al paciente.

			3. Deber de guardar el secreto médico.

			4. Deber de actuar en casos de urgencias que estén bajo su responsabilidad o deber genérico de asistencia.

			5. Deber de derivar oportunamente al paciente.

			6. Deber de actualizarse científicamente.

			7. Deber de realizar interconsultas.

			8. Deber de documentar su actuación.

			9. Deber de contar con un lugar adecuado para la atención de los pacientes.

			Como se observa, lo aquí contenido gira en torno a la idea de que no existe un deber de cuidado general, de ahí que sea indispensable que, sea cual fuere la autoridad que deba investigar, acusar y juzgar la actuación de los profesionales de la salud, delimite cuál es el deber de cuidado que debería observar no solo el galeno, sino todo el equipo de salud, ante un una situación tempo-espacial concreta y en el caso de cada uno de sus paciente.

			Dicho de otro modo, el deber objetivo de cuidado no es universal, sino que nace ante un evento y persona específicos y, siempre y cuando el profesional haya generado un riesgo más allá del permitido.

			Los profesores Bacigalupo y Martínez-Pereda Rodríguez131, señalan que no se le reprocha al sujeto el haber omitido el deber objetivo de cuidado, sino el haber creado un peligro que no se encuentra amparado por las normas del país y que por tanto, propician la creación de una conducta delictiva que conste en el Código Penal, misma que parte del supuesto precisamente de la infracción de normativas cuyo propósito es el evitar un resultado dañoso (lesiones o la muerte)132.

			En este punto, resulta ineluctable hablar de la lex artis desde un punto de vista general (como lo hace nuestro Código) y, desde uno estricto o concreto, centrada en su aplicación al paciente.

			Punto de vista general: Lex artis del acto médico

			La denominada por nuestro legislador como “lex artis aplicable a la profesión”, se conoce en la doctrina como el conjunto de “normas de tráfico” o conjunto de directrices o baremos objetivos y demostrables del buen obrar, cuyo propósito principal es “estandarizar procedimientos y adecuarlos, para evitar tratamientos que puedan resultar antojadizos, erróneos, arbitrarios, o intervenciones quirúrgicas practicadas sin necesidad ante un método alternativo menos riesgoso y más eficaz.”133

			En otras palabras, es la suma de reglas técnicas escritas y no escritas aplicables al conjunto de actividades médico-sanitarias que, unidas a las máximas de experiencia y conocimiento que han sido aceptadas por la comunidad científica a través de un determinado consenso y en un momento histórico concreto, permiten unificar criterios para mejorar la atención al paciente134.

			Lex artis ad-hoc: El acto médico en concreto

			Una vez que contamos con la definición general, para determinar si hubo o no violación a la lex artis, el juez, el fiscal o la autoridad que corresponda, deberá ponderar en cada caso la manera de proceder del médico, centrándose no solo en la técnica empleada, sino en las singularidades del paciente, es decir, deberá atender a la particularidad y complejidad de cada acto llevado a cabo, en el marco de los antecedentes y respuesta del enfermo.

			Esta figura la podríamos subsumir –en parte– en el numeral 4 del artículo 146 del COIP, que dice textualmente: “Se analizará en cada caso la diligencia, el grado de formación profesional, las condiciones objetivas, la previsibilidad y evitabilidad del hecho”.

			Como vemos, nuestra norma no contempla como uno de los parámetros de análisis, la respuesta del paciente ni mucho menos todo su historial médico; sin embargo, al enunciar en el numeral 3 del mismo artículo 146 que el resultado dañoso (para ser punible) debe provenir de la infracción del deber objetivo de cuidado y no de otras circunstancias independientes o conexas, está dejando un margen de razonabilidad aceptable, para la delimitación de responsabilidad de los profesionales.

			No se olvide que en ocasiones “(...) cuando el médico ha actuado conforme a las reglas de la lex artis (ad hoc) establecidas para su especialidad, aunque contradigan las reglas genéricas, estará cumpliendo con un deber específico de su técnica y no podrá ser objeto de sanción.”135

			Defensor público

			Derecho de defensa: En relación con el derecho a la defensa contemplado en el artículo 76, numeral 7 de la Constitución de la República, se determina que ninguna persona podrá ser privada de una defensa apropiada en ningún estado o grado el respectivo procedimiento, por tanto, es necesario delimitar la presencia y actuación de la Defensoría Pública, cuando no se pueda contar con un defensor privado.

			En este hilo, el derecho a la defensa incluye, entre otras, las siguientes garantías:

			
					Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento;

					Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa; y,

					Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.

			

			La Defensoría Pública:

			La Defensoría Pública, con sede en la capital de la República y competencia en todo el territorio nacional, es considerada en nuestra Constitución, como un órgano autónomo de la Función Judicial, cuyo fin es garantizar el pleno e igual acceso a la justicia de las personas que, por su estado de indefensión o condición económica, social o cultural, no puedan contratar los servicios de defensa legal para la protección de sus derechos.

			Esta Defensoría prestará un servicio legal, técnico, oportuno, eficiente, eficaz y gratuito en el patrocinio y asesoría jurídica de los derechos de las personas, en todas las materias e instancias.

			Estará representada por la o el Defensor Público y contará con recursos humanos, materiales y condiciones laborales equivalentes a la Fiscalía General del Estado (Constitución de la República: Art. 191).

			El órgano de defensa en el Código Orgánico Integral Penal:

			En concordancia con nuestra Constitución, el COIP señala que la Defensoría Pública garantizará el pleno e igual acceso a la justicia de las personas, que por su estado de indefensión o condición económica, social o cultural, no pueden contratar los servicios de una defensa legal privada, para la protección de sus derechos.

			Reglas generales:

			1. El defensor público no podrá excusarse de defender a la persona, salvo en los casos previstos en las normas legales pertinentes.

			2. La Defensoría Pública asegurará la asistencia legal de la persona desde la fase de investigación previa hasta la finalización del proceso, siempre que no cuente con un defensor privado.

			3. La persona será instruida sobre su derecho a elegir otro defensor público o privado. El juzgador, previa petición de la persona, relevará de la defensa al defensor público, cuando sea manifiestamente deficiente (Art. 451 del COIP).

			Derecho a la defensa en el COIP:

			La defensa de toda persona estará a cargo de un abogado de su elección, sin perjuicio de su derecho a la defensa material o a la asignación de un defensor público.

			En los casos de ausencia del defensor elegido y desde la primera actuación, se contará con un defensor público previamente notificado.

			La ausencia injustificada del defensor público o privado a la diligencia, se comunicará al Consejo de la Judicatura para la sanción correspondiente (Art. 452 del COIP).

			Delincuencia organizada

			(Ver Asociación Ilícita)

			El Código Orgánico Integral Penal señala que hay delito de delincuencia organizada cuando una persona, mediante acuerdo o concertación, forma un grupo estructurado de dos o más personas que, de forma permanente o reiterada:

			
					Financie de cualquier forma;

					Ejerza el mando o dirección; o,

					Planifique las actividades de una organización delictiva.

			

			El propósito que guía a los agentes es el de cometer uno o más delitos sancionados con pena privativa de libertad de más de cinco años; y, además, se deberá constatar que su objetivo final es la obtención de beneficios económicos u otros de orden material.

			Pena: La pena será de privación de libertad de siete a diez años para los autores principales. Los demás colaboradores serán sancionados con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 369 del COIP).

			Ejemplos de delitos sancionados con pena mayor de cinco años de prisión, podrían ser las modalidades agravadas de lavado de activos, el peculado, el cohecho agravado, así como delitos contra la vida, como el asesinato, el sicariato y el femicidio.

			Delito flagrante - Flagrancia

			(Ver Aprehensión // Audiencia de calificación de flagrancia // Procedimiento directo)

			Definición: El Código Orgánico Integral Penal señala que estamos frente a una situación de flagrancia, cuando:

			
					Se comete un delito en presencia de una o más personas; o

					Se descubre a la persona inmediatamente después de su supuesta comisión, siempre que exista una persecución ininterrumpida desde el momento de la supuesta comisión hasta la aprehensión;

					Asimismo, cuando se encuentra a la persona con armas, instrumentos, el producto del ilícito, huellas o documentos relativos a la infracción recién cometida.

			

			No se podrá alegar persecución ininterrumpida si han transcurrido más de veinticuatro horas entre la comisión de la infracción y la aprehensión (Art. 527 del COIP).

			Trámite de la aprehensión en caso de delito flagrante:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, cualquier persona podrá aprehender a quien sea sorprendido en delito flagrante de ejercicio público y entregarlo de inmediato a la Policía Nacional.

			a) Los servidores de la Policía Nacional, del organismo competente en materia de tránsito o miembros de las Fuerzas Armadas, deberán aprehender a quienes sorprendan en delito flagrante e informarles los motivos de su aprehensión. En este último caso, deberán entregarlos de inmediato a la Policía Nacional.

			b) Los servidores de la Policía Nacional o de la autoridad competente en materia de tránsito, podrán ingresar a un lugar cuando se encuentren en persecución ininterrumpida, para el solo efecto de practicar la respectiva aprehensión de la persona, los bienes u objetos materia del delito flagrante (Art. 526 del COIP).

			Delitos cometidos por servidores militares y policías

			(Ver Delitos de función militar y policial)

			Estas conductas delictivas fueron introducidas mediante la Ley Reformatoria al ex Código Penal, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 196 del 19 de mayo de 2010, llamada como “Ley Reformatoria al Código Penal para la tipificación de los delitos cometidos en el servicio militar y policial”.

			En el Código Orgánico Integral Penal, no existe un capítulo específico ni mucho menos directrices normativas exclusivas para los servidores de la Fuerza Pública. Lo que se encuentran son tipos penales propios, en donde se exige como condición especial del sujeto activo, que sea un servidor militar o policial, en especial dentro de los delitos contra la estructura del Estado Constitucional y contra la eficiencia de la Administración Pública, como, por ejemplo:

			- La destrucción o inutilización de bienes (Art. 337 del COIP): El servidor militar o policial que destruya, abandone o inutilice de forma injustificada bienes destinados a la seguridad pública o a la defensa nacional, poniendo en peligro la seguridad del Estado, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			- La Sedición (Art. 342 del COIP): Los servidores militares o policiales que empleando armas, con el fin de impedir transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigente, serán sancionados con pena de privación de libertad de uno a tres años, cuando realicen cualquiera de los siguientes actos:

			
					Desobedecer, dentro de una operación militar o policial, órdenes legítimas recibidas.

					Pretender impedir la posesión de cargo de un superior o destituirlo de su función.

			

			El servidor militar o policial que incite a miembros de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional a cometer actos de sedición será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			El servidor militar o policial que haga apología de este delito o de quienes lo cometan, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			El servidor militar o policial que no adopte las medidas necesarias o no emplee los medios racionales a su alcance para evitar la sedición en las unidades o servicios a su mando o que, teniendo conocimiento de que se trate de cometer este delito, no lo denuncie a sus superiores, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Si los hechos tienen lugar en situación de peligro para la seguridad de la unidad o del servicio frente a las o los sediciosos, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Si los hechos tienen lugar, en situación de conflicto armado, estado de excepción, peligro para la seguridad de la unidad, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			La Insubordinación (Art. 343 del COIP): El servidor militar o policial que realice uno o más de los siguientes actos, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años cuando:

			1. Rechace, impida, o se resista violentamente al cumplimiento de orden legítima del servicio.

			2. Amenace, ofenda o ultraje a un superior.

			3. Hiera o lesione a un superior, en actos de servicio.

			4. Ordene la movilización de la tropa armada de una unidad, reparto o instalación, sin orden superior legítima.

			Si el delito se comete con el uso de armas, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			La Abstención en la ejecución de operaciones en conmoción interna (Art. 344 del COIP): El servidor policial o militar que en tiempo de conmoción interna y sin que lo justifique la situación, deje de emprender o cumplir una misión, se abstenga de ejecutar un operativo, cuando deba hacerlo, o no emplee en el curso de las operaciones todos los medios que exige el cumplimiento de los preceptos de la ley y órdenes legítimas recibidas, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			El Espionaje (Art. 354 del COIP) El servidor militar, policial o de servicios de inteligencia que en tiempo de paz realice uno de estos actos, será sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años, cuando:

			1. Obtenga, difunda, falsee o inutilice información clasificada legalmente y que su uso o empleo por país extranjero atente contra la seguridad y la soberanía del Estado.

			2. Intercepte, sustraiga, copie información, archivos, fotografías, filmaciones, grabaciones u otros sobre tropas, equipos, operaciones o misiones de carácter militar o policial.

			3. Envíe documentos, informes, gráficos u objetos que pongan en riesgo la seguridad o la soberanía del Estado, sin estar obligado a hacerlo o al haber sido forzado no informe inmediatamente del hecho a las autoridades competentes.

			4. Oculte información relevante a los mandos militares o policiales nacionales.

			5. Altere, suprima, destruya, desvíe, incluso temporalmente, información u objetos de naturaleza militar relevantes para la seguridad, la soberanía o la integridad territorial.

			Si el servidor público realiza alguno o varios de estos actos en tiempo de conflicto armado, será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			- La Omisión en el abastecimiento (Art. 355 del COIP): El servidor militar que, estando obligado a hacerlo por su función, se abstenga de abastecer a las tropas para el cumplimiento de acciones militares, poniendo en riesgo la seguridad del Estado, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			- El Atentando contra la seguridad de las operaciones militares o policiales (Art. 356 del COIP): El servidor militar o policial que atente contra la seguridad de las operaciones militares o policiales, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años cuando:

			1. Facilite información relacionada con las operaciones militares o policiales.

			2. Abandone injustificadamente una operación militar o policial.

			3. Se rinda o huya en el desarrollo de una operación militar o policial sin haber agotado los medios de defensa y seguridad que exijan las órdenes recibidas.

			El reservista que, en caso de conflicto armado, sea llamado e injustificadamente no concurra dentro de cinco días a desempeñar las funciones militares, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Si dichos actos se cometen en conflicto armado internacional, será sancionado con el máximo de pena privativa de libertad prevista en el artículo 356 de la norma penal.

			- El Incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente: El servidor militar o policial que se niegue a obedecer o no cumpla las órdenes o resoluciones legítimas de autoridad competente, siempre que al hecho no le corresponda una pena privativa de libertad superior con arreglo a las disposiciones del Código, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Se aplicará el máximo de la pena, cuando el servidor militar o policial desobedezca o se resista a cumplir requerimientos legítimos de la Policía, en su función de agentes de autoridad y auxiliares de la Fiscalía General del Estado (Incisos segundo y tercero del Art. 282 del COIP).

			- Delitos contra los bienes institucionales de las Fuerzas Armadas: El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año, cuando realice cualquiera de los siguientes actos:

			1. Ejecute o no impida, actos que puedan producir incendio, estragos u originar un grave riesgo para la seguridad de una unidad o establecimiento de la Policía Nacional o Fuerzas Armadas.

			2. Oculte a sus superiores averías o deterioros graves en instalaciones, aprovisionamiento o material logístico a su cargo que sea de uso del personal policial o militar (Art. 290 del COIP).

			- La Elusión de responsabilidades de los servidores de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional: El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que eluda su responsabilidad en actos de servicio, cuando esta omisión cause daños a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 291 del COIP).

			- La Extralimitación en la ejecución de un acto de servicio: El servidor de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional o seguridad penitenciaria que se extralimite en la ejecución de un acto del servicio, sin observar el uso progresivo o racional de la fuerza, en los casos que deba utilizarla y que, como consecuencia de ello, produzca lesiones a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad que corresponda, según las reglas de lesiones, con el incremento de un tercio de la pena.

			Si como consecuencia de la inobservancia del uso progresivo o racional de la fuerza se produce la muerte de una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 293 del COIP).

			- El Abuso de facultades: El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que, en ejercicio de su autoridad o mando, realice los siguientes actos, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años:

			1. Imponga contra sus inferiores castigos no establecidos en la ley o se exceda en su aplicación.

			2. Asuma, retenga o prolongue ilegal o indebidamente un mando, servicio, cargo o función militar o policial.

			3. Haga requisiciones o imponga contribuciones ilegales.

			4. Ordene a sus subalternos el desempeño de funciones inferiores a su grado o empleo, ajenas al interés del servicio o inste a cometer una infracción que ponga en peligro la seguridad de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas.

			5. Obtenga beneficios para sí o terceros, abusando de la jerarquía, grado, función, nivel o prerrogativas, siempre que este hecho no constituya otra infracción.

			6. Permita a personas ajenas o desvinculadas a la institución ejercer funciones que les correspondan exclusivamente a los miembros del servicio militar o policial (Art. 294 del COIP).

			La alegación de obediencia debida en el ex Código Penal con relación a los delitos de función cometidos por servidores militares y policiales:

			El Código Penal derogado, a diferencia del COIP, incluía, entre otras regulaciones, el principio de improcedencia de alegación de obediencia debida, de modo que los mandos de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional eran responsables por las órdenes que impartían. En otras palabras, la obediencia a las órdenes superiores no eximía de responsabilidad a quienes las ejecutaban.

			Entonces, ningún subordinado podía eludir su responsabilidad penal con la obediencia prestada a su superior en la perpetración de un delito; y, era imputable a todo superior la responsabilidad por las órdenes que impartía y las consecuencias de la omisión en el cumplimiento de sus deberes (ex Código Penal: Art. 114.5).

			La alegación de obediencia debida en la normativa vigente:

			La única regulación que en la actualidad recoge lo relativo a la improcedencia de alegarse obediencia debida la encontramos en la Constitución, norma que prescribe que en los delitos de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas o crímenes de agresión a un Estado, si el hecho fue cometido por un subordinado, no se eximirá de responsabilidad penal al superior que la ordenó ni al subordinado que lo ejecutó (Constitución de la República: Art. 80).

			Delitos contra el estado civil - Delitos contra el derecho a la identidad

			Las conductas infraccionales que atentaban contra el estado civil de las personas según el ex Código Penal, ahora se describen en el Código Orgánico Integral Penal como delitos contra el derecho a la identidad y se estructuran con base en dos tipologías:

			1. Supresión, alteración o suposición de la identidad y del estado civil: La persona que ilegalmente impida, altere, añada o suprima la inscripción de los datos de identidad suyos o de otra persona en programas informáticos, partidas, tarjetas índices, cédulas o en cualquier otro documento emitido por la Dirección General de Registro Civil, Identificación y de Cedulación o sus dependencias o, inscriba como propia, en la Dirección General de Registro Civil, Identificación y de Cedulación a una persona que no es su hijo, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: La persona que ilegalmente altere la identidad de una niña o niño; la sustituya por otra; entregue o consigne datos falsos o supuestos sobre un nacimiento; usurpe la legítima paternidad o maternidad de niña o niño o declare falsamente el fallecimiento de un recién nacido, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 211 del COIP).

			2. Suplantación de identidad: La persona que de cualquier forma suplante la identidad de otra para obtener un beneficio para sí o para un tercero, en perjuicio de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 212 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal, en relación con la institución del matrimonio, contempla un delito que se considera como una de las varias formas de explotación:

			Promesa de matrimonio o unión de hecho servil: Esta figura se configura cuando una persona da o promete en matrimonio a otra, para que contraiga matrimonio o unión de hecho, a cambio de una contraprestación entregada a sus padres, a su tutor, a su familia o a cualquier otra persona que ejerza autoridad sobre ella, sin que al futuro cónyuge o compañero le asista el derecho a oponerse. La pena será de privación de libertad de diez a trece años (Art. 106 del COIP).

			Por último, para proteger el estado civil de los niños, niñas y adolescentes, el Código Orgánico Integral Penal, si bien se refiere a la alteración o suplantación de identidad de menores de edad conforme consta líneas arriba, además contempla la figura de la Adopción ilegal, sancionando con una pena privativa de libertad de diez a trece años, a quien facilite, colabore, realice, traslade, intervenga o se beneficie de la adopción ilegal de personas.

			La misma sanción se impondrá a la persona que, eludiendo los procedimientos legales para el acogimiento o la adopción y con el fin de establecer una relación análoga a la filiación, induzca, por cualquier medio, al titular de la patria potestad a la entrega de una niña, niño o adolescente a otro (Art. 107 del COIP).

			Delitos contra el medio ambiente y la naturaleza o Pacha Mama

			La naturaleza tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y mantenimiento, así como la regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos (Constitución de la República: Arts. 71, 395 y ss.).

			El Código Orgánico Integral Penal dentro de los delitos contra el ambiente, la naturaleza o Pacha Mama, establece cuatro grupos, con la finalidad de brindar protección a la biodiversidad, a los recursos naturales renovables, a la adecuada gestión ambiental y a los recursos naturales no renovables.

			I. Delitos contra la biodiversidad

			Aquí encontramos cuatro conductas delictivas:

			1. Invasión de áreas de importancia ecológica: La persona que invada las áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas o ecosistemas frágiles, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. Se aplicará el máximo de la pena prevista cuando:

			a. Como consecuencia de la invasión, se causen daños graves a la biodiversidad y recursos naturales.

			b. Se promueva, financie o dirija la invasión aprovechándose de la gente con engaño o falsas promesas (Art. 245 del COIP).

			2. Incendios forestales y de vegetación: La persona que provoque directa o indirectamente incendios o instigue la comisión de tales actos, en bosques nativos o plantados o páramos, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			La reforma del 2019 agrega que si este tipo de actos se comenten dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas o en ecosistemas frágiles y amenazados como páramos, manglares, bosques secos, nublados o húmedos y como producto de estos actos se cause erosión de los suelos o afectación a especies de la flora y fauna protegidas por convenios, tratados internacionales o listadas a nivel nacional por la Autoridad Ambiental Nacional, se aplicará el máximo de la pena aumentada en un tercio.

			Excusa legal absolutoria y figura culposa: Se exceptúan las quemas agrícolas o domésticas realizadas por las comunidades o pequeños agricultores dentro de su territorio, de conformidad con la normativa ambiental vigente. Si estas quemas se vuelven incontrolables y causan incendios forestales, la persona será sancionada por delito culposo con pena privativa de libertad de tres a seis meses.

			Figura agravada (Paratipo penal): Si como consecuencia de este delito se produce la muerte de una o más personas, se sancionará con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 246 del COIP).

			3. Delitos contra la flora y fauna silvestres: La persona que cace, pesque, capture, recolecte, extraiga, tenga, transporte, trafique, se beneficie, permute o comercialice, especímenes o sus partes, sus elementos constitutivos, productos y derivados, de flora o fauna silvestre terrestre, marina o acuática, de especies amenazadas, en peligro de extinción y migratorias, listadas a nivel nacional por la Autoridad Ambiental Nacional así como instrumentos o tratados internacionales ratificados por el Estado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Se aplicará el máximo de la pena prevista si concurre alguna de las siguientes circunstancias:

			1. El hecho se cometa en período o zona de producción de semilla o de reproducción o de incubación, anidación, parto, crianza o crecimiento de las especies.

			2. El hecho se realice dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas.

			Excusa legal absolutoria: Se exceptúan de la presente disposición únicamente la cacería, la pesca o captura por subsistencia, las prácticas de medicina tradicional, así como el uso y consumo doméstico de la madera realizada por las comunidades en sus territorios, cuyos fines no sean comerciales ni de lucro, los cuales deberán ser coordinados con la Autoridad Ambiental Nacional (Art. 247 del COIP).

			4. Delitos contra los recursos del patrimonio genético nacional: El atentado contra el patrimonio genético ecuatoriano constituye delito en los siguientes casos:

			a. Acceso no autorizado: La persona que, incumpliendo la normativa nacional, acceda a recursos genéticos del patrimonio nacional que incluya o no componente intangible asociado, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. Figura agravada: La pena aumentará en un tercio si se demuestra que el acceso ha tenido finalidad comercial.

			b. Erosión genética: La persona que con sus acciones u omisiones ingrese, reproduzca, trafique o comercialice organismos o material orgánico e inorgánico que puedan alterar de manera definitiva el patrimonio genético nacional, que incluyan o no componente intangible asociado, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, tomando en consideración el valor de los perjuicios causados.

			c. Pérdida genética: La persona que con sus acciones u omisiones provoque pérdida del patrimonio genético nacional, que incluya o no componente intangible asociado, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, tomando en consideración el valor de los perjuicios causados (Art. 248 del COIP).

			II. Delitos contra los recursos naturales

			Se reprimen tres conductas delictivas, a saber:

			1. Delitos contra el agua: La persona que, contraviniendo la normativa vigente, contamine, deseque o altere los cuerpos de agua, vertientes, fuentes, caudales ecológicos, aguas naturales afloradas o subterráneas de las cuencas hidrográficas y en general los recursos hidrobiológicos o realice descargas en el mar provocando daños graves, será sancionada con una pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: Se impondrá el máximo de la pena si la infracción es perpetrada en un espacio del Sistema Nacional de Áreas Protegidas o si la infracción es perpetrada con ánimo de lucro o con métodos, instrumentos o medios que resulten en daños extensos y permanentes (Art. 251 del COIP).

			2. Delitos contra suelo: La persona que, contraviniendo la normativa vigente, en relación con los planes de ordenamiento territorial y ambiental, cambie el uso del suelo forestal o el suelo destinado al mantenimiento y conservación de ecosistemas nativos y sus funciones ecológicas, afecte o dañe su capa fértil, cause erosión o desertificación, provocando daños graves, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: Se impondrá el máximo de la pena si la infracción es perpetrada en un espacio del Sistema Nacional de Áreas Protegidas o si la infracción es perpetrada con ánimo de lucro o con métodos, instrumentos o medios que resulten en daños extensos y permanentes (Art. 252 del COIP).

			3. Contaminación del aire: La persona que, contraviniendo la normativa vigente o por no adoptar las medidas exigidas en las normas, contamine el aire, la atmósfera o demás componentes del espacio aéreo en niveles tales que resulten daños graves a los recursos naturales, biodiversidad y salud humana, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 253 del COIP).

			III. Delitos contra la gestión ambiental

			Son dos las tipologías establecidas por el legislador:

			1. Gestión prohibida o no autorizada de productos, residuos, desechos o sustancias peligrosas: La persona que, contraviniendo lo establecido en la normativa vigente, desarrolle, produzca, tenga, disponga, queme, comercialice, introduzca, importe, transporte, almacene, deposite o use, productos, residuos, desechos y sustancias químicas o peligrosas, y con esto produzca daños graves a la biodiversidad y recursos naturales, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años cuando se trate de:

			1. Armas químicas, biológicas o nucleares.

			2. Químicos y agroquímicos prohibidos, contaminantes orgánicos persistentes altamente tóxicos y sustancias radioactivas.

			3. Diseminación de enfermedades o plagas.

			4. Tecnologías, agentes biológicos experimentales u organismos genéticamente modificados nocivos y perjudiciales para la salud humana o que atenten contra la biodiversidad y recursos naturales.

			Figura agravada (Paratipo penal): Si como consecuencia de estos delitos se produce la muerte, se sancionará con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años (Art. 254 del COIP).

			2. Falsedad u ocultamiento de información ambiental: La persona que emita o proporcione información falsa u oculte información que sea de sustento para la emisión y otorgamiento de permisos ambientales, estudios de impactos ambientales, auditorías y diagnósticos ambientales, permisos o licencias de aprovechamiento forestal, que provoquen el cometimiento de un error por parte de la autoridad ambiental, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Se impondrá el máximo de la pena si el servidor público, con motivo de sus funciones o aprovechándose de su calidad de servidor o sus responsabilidades de realizar el control, tramita, emite o aprueba con información falsa permisos ambientales y los demás establecidos en la norma (Art. 255 del COIP).

			IV. Delitos contra los recursos naturales no renovables (Recursos mineros, hidrocarburos, gas licuado de petróleo y biocombustibles)

			Los tipos penales que brindan protección a los recursos naturales no renovables son:

			1. Actividad ilícita de recursos mineros: La persona que sin autorización de la autoridad competente, extraiga, explote, explore, aproveche, transforme, transporte, comercialice o almacene recursos mineros, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Figura atenuada: En caso de minería artesanal será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada (Paratipo penal): Si producto de este ilícito se ocasionan daños al ambiente, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 260 del COIP).

			2. Financiamiento o suministro de maquinarias para extracción ilícita de recursos mineros: La persona que, en beneficio propio o de terceros, financie o suministre a cualquier título, maquinaria, equipos, herramientas y en general cualquier instrumento que se utilice para realizar las actividades ilícitas descritas en el delito anterior, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 261 del COIP).

			3. Paralización del servicio de distribución de combustibles: La persona que paralice o suspenda de manera injustificada el servicio público de expendio o distribución de hidrocarburos o sus derivados, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 262 del COIP).

			4. Adulteración de la calidad o cantidad de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles: La persona que por sí o por medio de un tercero, de manera fraudulenta o clandestina adultere la calidad o cantidad de los hidrocarburos o sus derivados, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 263 del COIP).

			5. Almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal o mal uso de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles: Hasta antes de la reforma del 2019, el tipo penal señaló que persona que, sin la debida autorización, almacenaba, transportaba, envasaba, comercializaba o distribuía productos hidrocarburíferos o sus derivados, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles o estando autorizada, lo desviaba a un segmento distinto, era sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Primer inciso del Art. 264 COIP).

			En la reforma del 2019, tanto la propuesta de la Asamblea como el veto Presidencial, mantienen en esencia los elementos objetivo y subjetivo del ilícito, pero establecen que las sanciones de privación de libertad se aplicarán de la manera siguiente:

			
					Mínima escala, de dos a seis meses.

					Mediana escala, de seis meses a un año.

					Alta escala, de uno a tres años.

					Gran escala, de tres a cinco años.

			

			La reforma además estipula que se impondrá la misma pena en el caso de que no se detecte la presencia de una sustancia legalmente autorizada que aditivada a los combustibles permita identificarlos o que modifique la estructura original del medio de transporte sin contar con la autorización de la entidad del Estado correspondiente.

			Si se determina la participación y responsabilidad de una persona jurídica en el cometimiento de la infracción, la sanción correspondiente es la clausura temporal por un tiempo igual a la privación de libertad dispuesta para la persona natural representante de la misma. La misma inhabilitación será dispuesta para los socios o accionistas de la persona jurídica.

			En el proyecto de reforma de la Asamblea Nacional (septiembre del 2019), se agregó la siguiente excusa legal absolutoria: El almacenamiento para uso en actividades de transporte en las comunidades, pueblos y nacionalidades y sus territorios, en donde no existen mecanismos accesibles de aprovisionamiento de combustible, queda excluido de la presente disposición y será regulado de conformidad con la reglamentación expedida por la Autoridad Nacional competente.

			6. Almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal de hidrocarburos en las provincias fronterizas, puertos marítimos o fluviales o mar territorial: Hasta antes de la reforma del 2019, la persona que, en las provincias fronterizas, puertos marítimos, fluviales o mar territorial, almacenaba, transportaba, envasaba, comercializaba o distribuía sin la debida autorización, productos derivados de hidrocarburos incluido el gas licuado de petróleo o biocombustibles, era sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Primer inciso del Art. 265 del COIP).

			El lector debe conocer que cuando se propuso la reforma al COIP por parte de la Asamblea Nacional en septiembre del 2019, se pretendía derogar este artículo, lo que fue observado en el Veto Presidencial (octubre del 2019), último en el cual no se propuso despenalizar la conducta, sino aplicarle las escalas del Art. 264 para la tabulación de las penas.

			7. Sustracción de hidrocarburos: La persona que por medios fraudulentos o clandestinos se apodere de hidrocarburos, sus derivados, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, cuando sean transportados a través de un oleoducto, gasoducto, poliducto o a través de cualquier otro medio o cuando estos se encuentren almacenados en fuentes inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 266 del COIP).

			Referencias doctrinarias acerca de los delitos ambientales:

			Se deben encontrar las mejores herramientas normativas para proteger al medio ambiente136, para lo cual estimamos habrá que partir de la adecuada aprehensión del concepto de solidaridad y de equidad intergeneracional, que garantice la vigencia y ejercicio de derechos difusos o de titularidad individual imprecisa, puesto que estamos ante una realidad que supera la lesión de un bien inmaterial con naturaleza pública.137

			Si bien la redacción de parte de los delitos ambientales introducidos en Ecuador desde el año 2000, se propone como fórmulas de tipologías que penalizan conductas de peligro y que, además, requieren de la remisión a normas de diversas materias para la comprensión integral de la prohibición, no es ajeno a nuestro sistema penal que, junto a la situación de efectiva puesta en peligro del bien jurídico, habrá que comprobarse la acción típica o acto contaminante, por lo que un ilícito ambiental no se exime del todo de la relación de causalidad del Derecho Penal nuclear.

			La doctrina enfatiza que aún los delitos de peligro contienen límites al poder punitivo, en tanto y en cuanto el “derecho sancionador no lo hace por los resultados palpables, [sino] más bien (...) por la concreción en el daño de un peligro común que indeterminadamente se ha dado de forma concreta en bienes o personas”.138

			Entonces, hablar de un ilícito ambiental139, implica que estamos ante conductas (acciones u omisiones):

			
					Atentatorias a la conservación, al aprovechamiento, a la defensa, al mejoramiento, al manejo o a la restauración del medio ambiente.

					Que implican un comportamiento que lesiona lo que el Estado ha decidido preservar.

					Que, al concretarse, encuadra en la descripción normativa y deben por ende recibir la consecuencia jurídica establecida.

					Que deben estar recogidas en una ley positiva con anterioridad a la comisión del hecho, para poder exigir la reprochabilidad del sujeto activo, en aplicación del principio de subsunción, que precisa el cotejamiento perfecto de lo hecho por el procesado y lo proscrito por la norma penal.

					Que supongan un deterioro sustancial relevante o un peligro manifiesto de deterioro sustancial significativo.

			

			La magnitud de la infracción deberá ser apreciada tomando en consideración si el delito fue premeditado o sistemático, o si se ha intentado ocultar los hechos, agravando los daños. Además, la modificación debe ser negativa, en otras palabras, de una importante afectación o de alguna manera de degradación, destrucción, contaminación, polución, detrimento, lesión, perjuicio, daño, riesgo, amenaza o peligro REAL, CIERTO o EFECTIVO140.

			Abundando en lo analizado, cuando nos referimos al Derecho Ambiental en general y lo centramos en el sometimiento de ciertas conductas al control formalizado del poder punitivo del Estado, precisamente por las prescripciones constitucionales que protegen el medio ambiente como derecho fundamental y a la Naturaleza como titular de derechos, es importante tener total certeza respecto a las instituciones que conforman esta rama de Derecho, para evitar una extensión innecesaria e irracional de responsabilidad penal.

			En consecuencia, los presupuestos de los daños ambientales que se deberán ponderar son:

			a) La antijuridicidad de la conducta, que no solo requiere de la debida tipificación de la acción u omisión que atenta contra el medio ambiente, sino además abarca la ilicitud de alterar el bien jurídico protegido.

			b) La relación de causalidad, sustentada en la determinación del nexo causal que permita precisar si el daño puede ser atribuido al supuesto responsable, quien será considerado como autor, a través de la imputatio facti. Para esto, la remisión a la legislación ambiental vigente es de trascendental importancia, en vinculación con los hechos.

			c) Las molestias deben exceder a lo que se entiende como normal tolerancia, para incoar la tutela judicial. Este aspecto deberá ser analizado y motivado por las autoridades competentes, debido a que el límite de razonabilidad es una cuestión fáctica; sin embargo, una autorización o licencia posee como condición implícita, el no causar daños a terceros.

			d) El delito ecológico es un delito no convencional, por lo que en él se reafirma la idea de que el Derecho Penal es la última instancia de control social, que cumple una función subsidiaria y auxiliar de las normas no penales141. No en vano, en el Derecho Comparado, la primera acción que se considera efectiva para la supuesta infracción al medio ambiente es la acción de amparo o acción de protección, si se verificare en la realidad de los hechos la afectación o puesta en peligro del ecosistema y del medio ambiente142.

			e) La valoración del deterioro del medio ambiente debe ser calificada y cualificada como una degradación constatable, sea física, química o biológica, que altere, destruya o deteriore, en todo o en parte el medio ambiente. Las denuncias que se sustenten en apreciaciones subjetivas y que no cuenten con soportes técnicos que verifiquen su contenido o no se adapten a las directrices ambientales, no deberían ser sometidas al control del Derecho punitivo del Estado.

			f) Finalmente, la doctrina hace una reflexión valiosa, pues todas las personas y sus consecuentes actividades generan impacto sobre el medio ambiente; de ahí que cuando alguien reclama por su derecho individual constitucionalmente protegido, se convierte también en carga activa de demostración de conductas tendientes a la protección de su medio circundante143.

			Para mayores puntualizaciones, el lector puede remitirse al artículo de la autora “Problemática del Derecho Penal Ambiental y su objetivación en la legislación ecuatoriana”, disponible en: http://www.araujoasociados.net/index.php/articulos/96-derecho-
penal-ambiental#_ftn26.

			Delitos contra el ambiente y la naturaleza o Pacha Mama: Disposiciones comunes

			El Código Orgánico Integral Penal, junto a la descripción de las conductas delictivas, contiene varias disposiciones comunes que viabilizarán su aplicación. En ellas se contemplan, por ejemplo, las penas para las personas jurídicas que sean encontradas responsables de delitos ambientales.

			1. Definiciones y normas de la Autoridad Ambiental Nacional: La Autoridad Ambiental Nacional determinará para cada delito contra el ambiente y la naturaleza las definiciones técnicas y alcances de daño grave.

			Así también establecerá las normas relacionadas con el derecho de restauración, la identificación, ecosistemas frágiles y las listas de las especies de flora y fauna silvestres de especies amenazadas, en peligro de extinción y migratorias (Art. 256 del COIP).

			2. Obligación de restauración y reparación: Las sanciones previstas para todos los delitos ambientales, se aplicarán concomitantemente con la obligación de restaurar integralmente los ecosistemas y la obligación de compensar, reparar e indemnizar a las personas y comunidades afectadas por los daños. Si el Estado asume dicha responsabilidad, a través de la Autoridad Ambiental Nacional, la repetirá contra la persona natural o jurídica que cause directa o indirectamente el daño.

			La autoridad competente dictará las normas relacionadas con el derecho de restauración de la naturaleza, que serán de cumplimiento obligatorio (Art. 257 del COIP).

			3. Pena para las personas jurídicas: En los delitos ambientales (salvo aquellos referentes a los recursos naturales no renovables), si se determina responsabilidad penal para la persona jurídica, se la sancionará con las siguientes penas:

			1. Multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura temporal, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad de uno a tres años.

			2. Multa de doscientos a quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura temporal, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad de tres a cinco años.

			3. Multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura definitiva, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad superior a cinco años (Art. 258 del COIP).

			La sanción para la persona jurídica en el caso de los delitos contra los recursos naturales no renovables es de multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 267 del COIP).

			4. Atenuantes: Se podrá reducir hasta un cuarto de las penas contenidas en todos los delitos ambientales, cuando la persona que ha cometido la infracción adopte las medidas y acciones que compensen los daños causados.

			La calificación y seguimiento de las medidas y acciones se hará bajo la responsabilidad de la Autoridad Ambiental Nacional (Art. 259 del COIP).

			Delitos contra la administración aduanera

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos contra la “Responsabilidad Ciudadana”, tipifica cuatro delitos contra la administración aduanera, mismos que contemplan dentro de sus circunstancias complementarias a un monto concreto de cuantía, que es el que al de fin de cuentas los diferencia de las infracciones administrativas.

			Las tipologías se describen de la manera que sigue:

			1. Defraudación aduanera: La persona que perjudique a la administración aduanera en las recaudaciones de tributos, sobre mercancías cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años y multa de hasta diez veces el valor de los tributos que se pretendió evadir, si realiza cualquiera de los siguientes actos:

			
					Importe o exporte mercancías con documentos falsos o adulterados para cambiar el valor, calidad, cantidad, peso, especie, antigüedad, origen u otras características como marcas, códigos, series, modelos.

					Simule una operación de comercio exterior con la finalidad de obtener un incentivo o beneficio económico total o parcial o de cualquier otra índole.

					No declare la cantidad correcta de mercancías.

					Oculte dentro de mercancías declaradas otras mercancías sujetas a declaración.

					Obtenga indebidamente la liberación o reducción de tributos al comercio exterior en mercancías que según la ley no cumplan con los requisitos para gozar de tales beneficios.

					Induzca, por cualquier medio, al error a la administración aduanera en la devolución condicionada de tributos (Art. 299 del COIP).

			

			2. Receptación aduanera: La adquisición a título oneroso o gratuito, recepción en prenda o consignación y tenencia o almacenamiento de mercancías extranjeras, cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, sin que el tenedor de las mismas acredite su legal importación o legítima adquisición en el país, dentro de las setenta y dos horas siguientes al requerimiento de la autoridad aduanera competente, será sancionada con una pena privativa de libertad de uno a tres años y multa del duplo del valor en aduana de la mercancía (Art. 300 del COIP).

			3. Contrabando: La persona que, para evadir el control y vigilancia aduanera sobre mercancías cuya cuantía sea igual o superior a diez salarios básicos unificados del trabajador en general, realice uno o más de los siguientes actos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, multa de hasta tres veces el valor en aduana de la mercancía objeto del delito, cuando:

			
					Ingrese o extraiga clandestinamente mercancías del territorio aduanero.

					Movilice mercancías extranjeras dentro de la zona secundaria sin el documento que acredite la legal tenencia de las mismas, siempre y cuando no pueda justificarse el origen lícito de dichas mercancías dentro de las setenta y dos horas posteriores al descubrimiento.

					Cargue o descargue de un medio de transporte mercancías no manifestadas, siempre que se realice sin el control de las autoridades competentes.

					Interne al territorio nacional mercancías de una Zona Especial de Desarrollo Económico o sujeta a un régimen especial, sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación correspondiente.

					Desembarque, descargue o lance en tierra, mar o en otro medio de transporte, mercancías extranjeras antes de someterse al control aduanero, salvo los casos de arribo forzoso.

					Oculte por cualquier mecanismo mercancías extranjeras en naves, aeronaves, vehículos de transporte o unidades de carga, sin que se hayan sometido al control de las autoridades aduaneras.

					Viole o retire sellos, candados u otras seguridades colocadas en los medios de transporte, unidades de carga, recintos o locales habilitados como depósitos temporales, siempre que se determine faltante total o parcial de las mercancías.

					Extraiga mercancías que se encuentren en zona primaria o depósito temporal, sin haber obtenido el levante de estas. Los responsables de los depósitos temporales y las autoridades portuarias y aeroportuarias o sus concesionarios serán responsables si permiten por acción u omisión este delito (Art. 301 del COIP).

			

			4. Mal uso de exenciones o suspensiones tributarias aduaneras:

			a) La persona que venda, transfiera o use indebidamente mercancías cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, importadas al amparo de regímenes especiales aduaneros de los que derivan la suspensión del pago de tributos al comercio exterior o importadas con exención total o parcial de tributos, sin obtener previamente la debida autorización de la autoridad aduanera competente, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años y multa de hasta diez veces el valor de los tributos que se pretendió evadir.

			b) La persona que adquiera a título gratuito u oneroso, goce de la transferencia o use indebidamente mercancías cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, importadas con exención total o parcial de tributos al comercio exterior, sin que el propietario o consignatario haya obtenido previamente la debida autorización de la autoridad aduanera competente, será sancionada de acuerdo con la gravedad del delito con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 302 del COIP).

			Circunstancias agravantes en todos los delitos aduaneros:

			Cuando concurran una o más de las siguientes circunstancias, serán sancionadas con el máximo de la pena prevista en los numerales anteriores y con las demás sanciones previstas para el delito de que se trate, cuando:

			1. El partícipe del delito sea servidor público, que en ejercicio o en ocasión de sus funciones, abusa de su cargo.

			2. El partícipe del delito sea agente afianzado de aduanas o un operador económico autorizado, que en ejercicio o en ocasión de dicha calidad abusa de ella.

			3. Se evite el descubrimiento del delito, se dificulte u obstruya la incautación, la retención provisional, la inmovilización y el comiso de la mercancía objeto material del delito, mediante el empleo de violencia, intimidación o fuerza.

			4. Se haga figurar como destinatarios o proveedores a personas naturales o jurídicas inexistentes o se declare domicilios falsos en los documentos y trámites referentes a los regímenes aduaneros.

			5. Los tributos causados de las mercancías sea superior a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			6. Las mercancías objeto del delito sean falsificadas o se les atribuya un lugar de fabricación distinto al real, con el fin de beneficiarse de preferencias arancelarias o beneficios en materia de origen.

			En el caso del numeral uno, se sanciona además con la incapacidad para el desempeño de un puesto, cargo, función o dignidad en el sector público, por el doble de tiempo que dure la pena privativa de libertad; y en el caso del numeral dos, se sancionará también con la cancelación definitiva de la licencia o autorización y el impedimento para el ejercicio de la actividad de agente de aduanas o para calificar nuevamente como operador económico autorizado, de forma personal o por interpuesta persona natural o jurídica (Art. 303 del COIP).

			Breves referencias doctrinarias acerca de los delitos aduaneros:

			Por delito aduanero entendemos a toda acción u omisión que transgrede normas sustantivas o adjetivas que regulan el ingreso o salida de mercancías por las fronteras y zonas aduaneras de un país, de ahí su incidencia en los recursos que percibe el Estado para el cumplimiento cabal de sus funciones y su represión como un delito contra el Fisco o contra la Hacienda Pública144.

			Estas conductas están relacionadas estrechamente al fraude, debido a que el propósito del sujeto activo es engañar o tratar de engañar al organismo encargado de la administración de las aduanas con la finalidad de eludir o intentar eludir, total o parcialmente, el cumplimiento no solo de las obligaciones tributarias sino además de las obligaciones documentales, para así obtener una ventaja personal o para terceros en las prácticas desleales, especialmente en el ámbito comercial145.

			La norma que reguló el ámbito aduanero en el Ecuador fue la Ley Orgánica de Aduanas, derogada por el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones (Suplemento del Registro Oficial No. 351 de 29 de diciembre del 2010), misma que definió a la aduana como el servicio público encargado principalmente la vigilancia y control de la entrada y salida de mercancías y medios de transporte por las fronteras y zonas aduaneras de la República, así como de la determinación y la recaudación de las obligaciones tributarias causadas por tales hechos146.

			El Código Orgánico de la Producción, al regular lo referente a la facilitación aduanera para el comercio, en su artículo 109, prescribe que la obligación aduanera nacerá con el ingreso de mercancías al territorio aduanero, o con la salida de mercancías de dicho territorio, que se encuentran sometidas a la potestad aduanera. Dicha obligación se perfeccionará en el momento de producirse la aceptación de la declaración aduanera de mercancías por parte del sujeto activo o en el momento en que se constate que se generó la misma.

			Por lo señalado, el control aduanero se aplicará al ingreso, permanencia, traslado, circulación, almacenamiento y salida de mercancías, unidades de carga y medios de transporte hacia y desde el territorio nacional, inclusive la mercadería que entre y salga de las Zonas Especiales de Desarrollo Económico, por cualquier motivo. Asimismo, se ejercerá el control aduanero sobre las personas que intervienen en las operaciones de comercio exterior y sobre las que entren y salgan del territorio aduanero.

			En caso de que como resultado del control se determinen errores en una declaración aduanera aceptada, que den lugar a diferencias a favor del sujeto activo, se emitirá una liquidación complementaria. Las liquidaciones complementarias se podrán hacer hasta antes del pago de los tributos, en caso contrario se someterá el trámite a control posterior.

			En las mismas condiciones, y siempre que no exista presunción fundada de delito, se podrán admitir correcciones a la declaración aduanera y sus documentos de soporte, excepto en los casos que establezca la normativa aduanera dictada para el efecto.

			En todo caso de correcciones a una declaración aduanera, el Servicio Nacional de Aduana del Ecuador conservará un registro de la información inicialmente transmitida o presentada, de todos los cambios que se efectúen y los servidores públicos que intervinieren en dicho proceso (Art. 144 Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones).

			Delitos contra la eficiencia de la administración pública

			(Ver Contravenciones por el bien jurídico y generales)

			El Código Orgánico Integral Penal reconoce 17 delitos que atentan contra la eficiencia de la administración pública, a saber:

			1. Peculado genérico (Inciso primero del Art. 278 COIP):

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado determinadas en la Constitución de la República, que en beneficio propio o de terceros, abusen, se apropien, distraigan o dispongan arbitrariamente de bienes muebles o inmuebles, dineros públicos o privados, efectos que los representen, piezas, títulos o documentos que estén en su poder en virtud o razón de su cargo, serán sancionados con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			1.1. Figuras atenuadas - Peculados menores (Incisos segundo y tercero del Art. 278 COIP):

			A) Si los sujetos antes descritos utilizan, en beneficio propio o de terceras personas, trabajadores remunerados por el Estado o por las entidades del sector público o bienes del sector público, cuando esto signifique lucro o incremento patrimonial, serán sancionados con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			B) La misma pena se aplicará cuando los sujetos antes descritos, se aprovechen económicamente, en beneficio propio o de terceras personas, de estudios, proyectos, informes, resoluciones y más documentos, calificados de secretos, reservados o de circulación restringida, que estén o hayan estado en su conocimiento o bajo su dependencia en razón o con ocasión del cargo que ejercen o han ejercido.

			1.2. Peculado bancario (Inciso cuarto del Art. 278 del COIP):

			Son responsables de peculado los funcionarios o servidores públicos, los funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del Sistema Financiero Nacional que realicen actividades de intermediación financiera, así como los miembros o vocales de los directorios y de los consejos de administración y vigilancia de estas entidades, que con abuso de las funciones propias de su cargo:

			a) Dispongan fraudulentamente, se apropien o distraigan los fondos, bienes, dineros o efectos privados que los representen;

			b) Hubiesen ejecutado dolosamente operaciones que disminuyan el activo o incrementen el pasivo de la entidad; o,

			c) Dispongan de cualquier manera el congelamiento o la retención arbitraria o generalizada de los fondos o depósitos en las instituciones del Sistema Financiero Nacional, causando directamente un perjuicio económico a sus socios, depositarios, cuenta partícipes o titulares de los bienes, fondos o dinero.

			En todos estos casos serán sancionados con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Resolución de la Corte Nacional de Justicia acerca del peculado bancario:

			El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 08-2015, publicada en el R.O. No. 539 de 9 de julio del 2015, resolvió que en los delitos de peculado a los que se refiere el inciso cuarto del Art. 278 del COIP y en los delitos contra el sistema financiero, que de conformidad con el Código Orgánico Monetario y Financiero y la Ley Orgánica de Economía Popular Solidaria, están relacionados con el control exclusivo de la Superintendencia de Bancos y de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, para el ejercicio de la acción penal, la Fiscalía General del Estado no requerirá de ningún informe previo o adicional de aquellos organismos de control como presupuesto de procedibilidad.

			Para estos casos, la Fiscalía General del Estado ejercerá las facultades que le confieren la Constitución de la República y la ley, cunado conozca, de cualquier manera, sobre la perpetración de alguna infracción de esta naturaleza.

			Quiebra fraudulenta de la entidad (Inciso Quinto del Art. 278 del COIP)

			Si los sujetos descritos en el delito precedente causan la quiebra fraudulenta de entidades del Sistema Financiero Nacional, serán sancionados con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			1.2.1. Figuras atenuadas de peculado bancario (Incisos sexto y séptimo del Art. 278 del COIP):

			A) La persona que obtenga o conceda créditos vinculados, relacionados o intercompañías, violando expresas disposiciones legales respecto de esta clase de operaciones, en perjuicio de la Institución Financiera, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			B) La misma pena se aplicará a los beneficiarios que intervengan en el cometimiento de este ilícito y a la persona que preste su nombre para beneficio propio o de un tercero, aunque no posea las calidades previstas en el literal anterior.

			Pena accesoria para todas las modalidades de peculado: Los sentenciados por las conductas aquí descritas, quedarán incapacitados de por vida, para el desempeño de todo cargo público, todo cargo en entidad financiera o en entidades de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera (Inciso final del Art. 278 del COIP).

			2. Enriquecimiento ilícito:

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado determinadas en la Constitución de la República, que hayan obtenido para sí o para terceros un incremento patrimonial injustificado a su nombre o mediante persona interpuesta, producto de su cargo o función, superior a cuatrocientos salarios básicos unificados del trabajador en general, serán sancionados con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Se entenderá que hubo enriquecimiento ilícito no solo cuando el patrimonio se ha incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se han cancelado deudas o extinguido obligaciones.

			Figuras atenuadas:

			a) Si el incremento del patrimonio es superior a doscientos y menor a cuatrocientos salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena privativa de libertad será de cinco a siete años.

			b) Si el incremento del patrimonio es hasta doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena privativa de libertad será de tres a cinco años (Art. 279 del COIP).

			3. Cohecho:

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución de la República, que reciban o acepten, por sí o por interpuesta persona, beneficio económico indebido o de otra clase para sí o un tercero, sea para hacer, omitir, agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones, serán sancionados con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figuras agravadas:

			a) Si el servidor público ejecuta el acto o no realiza el acto debido, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			b) Si la conducta descrita es para cometer otro delito, el servidor público será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Delito común - Para quien entrega el dinero, dádiva o bien no debido: La persona que bajo cualquier modalidad ofrezca, dé o prometa a un servidor público un donativo, dádiva, promesa, ventaja o beneficio económico indebido u otro bien de orden material para hacer, omitir, agilitar, retardar o condicionar cuestiones relativas a sus funciones o para cometer un delito, será sancionada con las mismas penas señaladas para los servidores públicos (Art. 280 del COIP).

			Pena para las personas jurídicas: En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada con la disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general (Inciso final agregado por reforma aprobada en el referéndum y consulta popular de 4 de febrero del 2018, dada por Resolución del Consejo Nacional Electoral No. 1, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 180, de 14 de febrero del 2018).

			4. Concusión:

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado determinadas en la Constitución de la República, sus agentes o dependientes oficiales que, abusando de su cargo o funciones, por sí o por medio de terceros, ordenen o exijan la entrega de derechos, cuotas, contribuciones, rentas, intereses, sueldos o gratificaciones no debidas, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: Si la conducta prevista en el párrafo anterior se realiza mediante violencias o amenazas, el servidor público será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 281 del COIP).

			5. Incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente:

			La persona que incumpla órdenes, prohibiciones específicas o legalmente debidas, dirigidas a ella por autoridad competente en el marco de sus facultades legales, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figuras agravadas para militares y policías:

			a) El servidor militar o policial que se niegue a obedecer o no cumpla las órdenes o resoluciones legítimas de autoridad competente, siempre que al hecho no le corresponda una pena privativa de libertad superior con arreglo a las disposiciones del COIP, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			b) Se aplicará el máximo de la pena prevista en el literal anterior, cuando el servidor militar o policial desobedezca o se resista a cumplir requerimientos legítimos de la Policía, en su función de agentes de autoridad y auxiliares de la Fiscalía General del Estado (Art. 282 del COIP).

			6. Ataque o resistencia:

			Antes de la reforma del 2019, el tipo penal señaló que la persona que atacare o se resistiere con violencias o amenazas a los empleados públicos, a los depositarios o agentes de la fuerza pública, a los comisionados para la percepción de los impuestos y contribuciones, a los ejecutores de los decretos y fallos judiciales, a los guardas de las aduanas y oficinas de recaudación y a los agentes de policía, cuando obraban en ejecución de las leyes, o de las órdenes o reglamentos de la autoridad, eran sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Con la reforma del 2019, el delito se describe de la siguiente manera:

			“La persona que ataque o se resista con violencias o amenazas a los empleados públicos, a los depositarios o agentes de la fuerza pública, a los comisionados para la percepción de impuestos y contribuciones, a los ejecutores de los decretos y fallos judiciales, a los guardas de las aduanas y oficinas de recaudación, a los agentes de policía, de seguridad penitenciaria y a las y los servidores de las entidades complementarias de seguridad de los gobiernos autónomos descentralizados municipales y metropolitanos, cuando obran en ejecución de las leyes, o de las órdenes o reglamentos de la autoridad pública, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.”

			Figuras agravadas:

			a) Si la conducta prevista en el párrafo anterior ha sido cometida por muchas personas y a consecuencia de un concierto previo, serán sancionadas con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			b) En los casos de los párrafos anteriores, si las personas, además, están armadas, serán sancionadas con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			c) La persona que incite a la Fuerza Pública a ejecutar las conductas anteriores será sancionada con pena privativa de libertad establecida para cada caso incrementada en un tercio.

			d) Paratipos penales: Si como consecuencia de la incitativa resulta un conflicto en el cual se producen lesiones será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años y si se produce la muerte, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 283 del COIP).

			7. Ruptura de sellos:

			La persona que rompa o retire los sellos impuestos por la autoridad competente, para incumplir la medida impuesta, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 284 del COIP).

			8. Tráfico de influencias:

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución de la República, prevaliéndose de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica, ejerza influencia en otro servidor para obtener un acto o resolución favorable a sus intereses o de terceros, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: El máximo de la pena prevista será aplicable cuando las personas descritas en el párrafo anterior, aprovechándose de la representación popular o del cargo que ejercen, se favorezcan o hayan favorecido a personas naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones legales o reglamentarias, les concedan contratos o permitan la realización de negocios con el Estado o con cualquier otro organismo del sector público.

			Están incluidos dentro de esta disposición los vocales o miembros de los organismos administradores del Estado o del sector público en general que, con su voto, cooperen a la comisión de este delito (Art. 285 del COIP).

			Pena para las personas jurídicas: En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica será sancionada con la disolución o liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general (Inciso agregado por reforma aprobada en el referéndum y consulta popular de 4 de febrero del 2018, dada por Resolución del Consejo Nacional Electoral No. 1, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 180 de 14 de febrero del 2018).

			9. Oferta de realizar tráfico de influencias:

			La persona que, ofreciéndose a realizar la conducta descrita en el numeral anterior, solicite de terceros: dádivas, presentes o cualquier otra remuneración o acepte ofrecimiento o promesa, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 286 del COIP).

			10. Usurpación y simulación de funciones públicas:

			La persona que ejerza funciones públicas sin autorización o simule cargo o función pública, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			La persona que ejerza funciones públicas y sea destituida, suspensa o declarada legalmente en interdicción y que continúe en el ejercicio de sus funciones después de ser notificada con la destitución, suspensión o interdicción, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 287 del COIP).

			11. Uso de la fuerza pública contra órdenes de autoridad:

			Los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado enumeradas en la Constitución, que utilice a miembros de la Policía Nacional o Fuerzas Armadas contradiciendo la Constitución, impidiendo la ejecución de órdenes legítimas expedidas por autoridad competente o permitiendo el uso de la violencia sin legitimación legal suficiente, serán sancionados con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 288 del COIP).

			12. Testaferrismo:

			La persona que consienta en aparentar como suyos bienes muebles, inmuebles, títulos, acciones, participaciones, dinero, valores o efectos que lo representen, producto del enriquecimiento ilícito del servidor o exservidor público o producto del enriquecimiento privado no justificado, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Cuando los bienes, títulos, acciones, participaciones, dinero, valores o efectos que lo representen provengan de la producción, oferta, tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, trata de personas, diversas formas de explotación, delincuencia organizada, estafa o que atenten contra los derechos humanos, será sancionada con la misma pena del delito que se encubre.

			La persona que siendo titular de autorización de armaje de embarcaciones o permisos de operación turística en el Parque Nacional Galápagos y Reserva Marina de la Provincia de Galápagos (La reforma del 2019 agrega en los centros poblados, o de autorización en cualquier otra actividad productiva de la provincia de Galápagos) en beneficio propio o de un tercero, haga constar como suyos bienes o permita ilegítimamente el uso de sus derechos que sirvan para tal fin, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Serán comisados los instrumentos utilizados en el cometimiento del delito, así como los productos o réditos obtenidos (Art. 289 del COIP).

			Pena para las personas jurídicas: En caso de establecerse responsabilidad de las personas jurídicas serán sancionadas con su extinción y multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general (Inciso agregado por reforma aprobada en el referéndum y consulta popular de 4 de febrero del 2018, dada por Resolución del Consejo Nacional Electoral No. 1, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 180 de 14 de febrero del 2018).

			13. Delitos contra los bienes institucionales de las fuerzas armadas:

			El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año, cuando realice cualquiera de los siguientes actos:

			
					Ejecute o no impida actos que puedan producir incendio, estragos u originar un grave riesgo para la seguridad de una unidad o establecimiento de la Policía Nacional o Fuerzas Armadas.

					Oculte a sus superiores averías o deterioros graves en instalaciones, aprovisionamiento o material logístico a su cargo que sea de uso del personal policial o militar (Art. 290 del COIP).

			

			14. Elusión de responsabilidades de los servidores de la Fuerza Pública:

			El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que eluda su responsabilidad en actos de servicio, cuando esta omisión cause daños a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 291 del COIP).

			15. Alteración de evidencias y elementos de prueba:

			La persona o el servidor público, que altere o destruya vestigios, evidencias materiales u otros elementos de prueba para la investigación de una infracción, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 292 del COIP).

			16. Extralimitación en la ejecución en un acto de servicio:

			El servidor de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional o seguridad penitenciaria que se extralimite en la ejecución de un acto del servicio, sin observar el uso progresivo o racional de la fuerza, en los casos que deba utilizarla y que como consecuencia de ello, produzca lesiones a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad que corresponda, según las reglas de lesiones, con el incremento de un tercio de la pena.

			Figura agravada - Paratipo penal: Si como consecuencia de la inobservancia del uso progresivo o racional de la fuerza se produce la muerte de una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 293 del COIP).

			17. Abuso de facultades:

			El servidor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que, en ejercicio de su autoridad o mando, realice los siguientes actos, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años:

			
					Imponga contra sus inferiores castigos no establecidos en la ley o se exceda en su aplicación.

					Asuma, retenga o prolongue ilegal o indebidamente un mando, servicio, cargo o función militar o policial.

					Haga requisiciones o imponga contribuciones ilegales.

					Ordene a sus subalternos el desempeño de funciones inferiores a su grado o empleo ajenas al interés del servicio o, inste a cometer una infracción que ponga en peligro la seguridad de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas.

					Obtenga beneficios para sí o terceros, abusando de la jerarquía, grado, función, nivel o prerrogativas, siempre que este hecho no constituya otra infracción.

					Permita a personas ajenas o desvinculadas a la institución ejercer funciones que les correspondan exclusivamente a los miembros del servicio militar o policial (Art. 294 del COIP).

			

			Referencias doctrinarias acerca del tratamiento jurídico de la corrupción e historicidad de las figuras de peculado*

			*	La información suministrada en las siguientes líneas se encuentra en ARAUJO GRANDA, Ma. Paulina, Derecho Penal Económico: Los delitos socioeconómicos en la legislación ecuatoriana, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2010, pp. 231-236 y 35-41.

			Tratamiento jurídico de la corrupción:

			Hablar técnicamente de corrupción en la administración pública, no puede remontarnos a los períodos históricos antes del Siglo XVII, por tal razón, conceptos como la malversación, el peculado, el cohecho, la concusión en la administración pública, tengan sentido solamente con el desarrollo de los sistemas modernos de contabilidad y con la legislación que los punibiliza147.

			Entonces, para lograr comprender la teleología de las normas penales relacionadas con conductas corruptas, en primera instancia se deben considerar las modalidades de corrupción que se vinculan con la legitimidad de elevar a tipo penal una serie de acciones y omisiones que, al fin de cuentas, afectan gravemente a la sociedad, específicamente en la correcta distribución de los recursos del Estado.

			La corrupción lato sensu, se produce cuando existe la “destrucción del atributo de la bondad que una persona experimenta cuando su conducta (real -SER) difiere de la prescrita (ideal-DEBER SER) por una norma promotora de valores estimables”148 Según Francisco Laporta y Silvia Álvarez, para que la corrupción se configure, es necesaria la presencia de un agente investido de autoridad, que toma una decisión con relación a un ciudadano o una persona jurídica pública o privada, con el propósito de que, a través de una transferencia de recursos del sector público o privado, se produzca una ganancia personal o para una organización, partido o círculo al que pertenece149.

			Ernesto Garzón Valdéz150, precisa que la corrupción consiste en la violación limitada de una obligación por parte de uno o más decisores, con el objeto de obtener un beneficio personal extra-posicional del agente que lo(s) soborna o a quien extorsiona(n) a cambio del otorgamiento de beneficios para el sobornante o el extorsionado que superan los costos del soborno o del pago del servicio extorsionado.

			Esta última definición a nuestro criterio, nos vincula más al ámbito legal y por ende al penal, pues dentro de ésta formulación, Garzón Valdéz además se refiere a los presupuestos para que opere; entre ellos indica que es necesaria la existencia de un marco normativo dentro del cual se produzca el acto o la actividad calificada como corrupta, es decir, un sistema normativo relevante, sin perder de vista que el decisor no está limitado a una autoridad, sino que dependerá del rol social que desempeña o la posición que ocupa dentro del sistema normativo, que le impone deberes posicionales.151

			Con base en esta definición, la corrupción en la realidad puede tener varias modalidades, que van desde las generales hasta las particulares. Es su modalidad general existen dos figuras mediante las cuales se expresa la corrupción. La primera se la conoce como “La Mordida”152, que consiste por ejemplo cuando el sujeto activo que consigue un contrato de suministro de bienes o servicios con un municipio o con el Estado, puede verse obligado a pagar una comisión a la parte que le facilitó el contrato. Este sistema se apoya en una tradición fundamentalmente de amiguismo, de favores y contraprestaciones entre el patrón y sus clientes; y, según la doctrina, es la base de muchas de las figuras que construyen el delito de peculado.

			Por otro lado, aparecen los “Grass y Meat eaters”153, que son funcionarios públicos que cobran dádivas o comisiones ilegales, manteniendo silencio y discreción (grass eater), así como aquellos que pretenden activamente extender las redes de pequeñas corruptelas habituales, para recaudar mayores cantidades y en situaciones donde antes no era habitual (meat eater). Ambas situaciones se vincularían a lo que el legislador ecuatoriano tipifica como cohecho y concusión.

			Particularizando a la corrupción, contamos con seis modalidades, subdivididas en tres categorías que nos permiten ilustrarlas de mejor manera. En el primer grupo encontramos a la corrupción pública y a la privada. La primera tiene como decisor a un funcionario público, mientras que la privada incluye a cualquier persona que, en virtud de su rol social, está habilitado para la toma de decisiones que deben ajustarse al ordenamiento jurídico vigente.

			El segundo grupo lo integran la corrupción pública política y la corrupción pública administrativa, ambas comparten la figura de un decisor o agente, que es un funcionario del Estado o que presta servicios públicos, diferenciándose únicamente en su finalidad, por cuanto la corrupción política está vinculada con los procesos electorales y con la inhibición de la competencia libre y equitativa por el ascenso al poder, o con acciones ilegales o inmorales que buscan preservar y mantener el control de una sociedad.

			La tercera categoría se adecua a lo que la doctrina identifica como corrupción administrativa, que comprende el conjunto de situaciones relacionadas con violaciones normativas y abusos de los servidores públicos en beneficio propio o de terceros. Esta última modalidad, puede subdividirse en corrupción administrativa interna o externa, sea que se trate de una relación transaccional en la que el decisor intercambia con otra persona una determinada acción u omisión inherente al ámbito de sus competencias, a cambio de un beneficio extra-posicional (externa) o, cuando el acto del decisor no se inscribe en ninguna relación de intercambio (interna)154.

			Se debe tener en cuenta que en la mayoría de casos, la corrupción tiene una vinculación y conexión directa con el factor económico, debido a que el decisor hace un estudio acerca de los beneficios que podría obtener y las repercusiones legales que le serían aplicadas de ser descubierto; no en vano dentro de su concepto esbozado por Ernesto Garzón, existe la referencia a la violación limitada de un deber posicional para obtener ganancias ilegítimas o extra-posicionales, lo que se explica precisamente porque el funcionario requiere de su cargo para continuar con sus acciones ilegales, salvo que las ganancias de sus ilegalidades le reputen un beneficio mucho mayor al de su salario como funcionario del Estado.

			Historicidad del peculado en Ecuador:

			Arturo J. Donoso Castellón155, hace una reseña de la transformación legislativa que ha tenido especialmente el peculado, no sin antes llamar la atención del lector acerca del bien jurídico protegido en este tipo de conductas delictivas, recalcando que el desvío o abuso de los fondos públicos, no permite que el Estado cumpla con las prestaciones a las que está obligado, debido a la maniobra dolosa destinada a perjudicar la causa pública en beneficio de un funcionario o de quienes en contubernio con él, atentan contra el patrimonio estatal.

			Desde el primer Código Penal de 1837, aparece la primera tipificación de lo que más tarde se llamaría propiamente como “peculado”, pues en su Título Sexto, se tipifican los “Delitos contra la hacienda nacional”, que podían ser cometidos únicamente por los tesoreros, administradores, contadores y otros servidores públicos encargados de la administración, recaudación o manejo de caudales o efectos del erario nacional, que hacían uso de tales bienes para objetos diferentes a su destino público, aunque no hubiesen sido necesarios para atender la hacienda o se los hubiese reemplazado o repuesto.

			En el año 1872, en el Código Garciano, el legislador decidió referirse al “abuso de fondos públicos”, a través del artículo 257, delimitando su cometimiento únicamente a las personas que prestaban sus servicios en relación de dependencia con el Estado, sin que fuese viable que a los particulares se les pudiera hacer juicio de reproche alguno.

			Es importante señalar que, desde el Código Penal de 1872, ya se encuentra tipificado el denominado como peculado bancario, que erróneamente muchos juristas lo atribuyen a las reformas al Código Penal posteriores a la crisis financiera de 1999.

			Donoso afirma que:

			“(...) en 1872 legislativamente ya se prevé el concepto de lo que son fondos captados del público; como los bancos reciben esos fondos y con ellos efectúan operaciones financieras, fundamentalmente de crédito, la actividad peculiar del banco, por su naturaleza, hace que los fondos captados del público entren al orden económico social en las actividades de los miles de agentes económicos que dinamizan en progresión geométrica con su actividad de producción, distribución y consumo, con los dineros que les han sido prestados por los bancos (...) y, por ello, cuando en forma abusiva un banquero distrae esos fondos en su propio beneficio o de un tercero, perjudica el orden económico social que se ve afectado porque los recursos no llegan en forma lícita y oportuna a la sociedad, sino a los bolsillos del banquero corrupto o de sus asociados.”156

			En la Codificación de 1889, el único cambio que se realizó fue la numeración del artículo del peculado genérico, pasando a ser el artículo 256. Para 1906, se comienza a reflexionar acerca del Banco de Fomento y de los bancos comerciales, con lo cual se vuelve a ratificar el criterio de que el peculado bancario ya existía en nuestro ordenamiento jurídico157.

			Con posterioridad, con la reforma de entre otras leyes, al Código Penal, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 1202 de 20 de agosto de 1960, el tipo nuclear de peculado estableció como sujeto activo de la infracción a los empleados públicos y a toda persona encargada de un servicio público, que hubiere abusado de dineros públicos o privados; abuso que se podía dar mediante desfalco, malversación de fondos, disposición arbitraria o cualquier otra forma semejante. También se abarcó en la participación criminal a los sistemas de manejo de fondos del Banco Central, al sistema de crédito de fomento y comerciales y de las cajas de previsión social.

			Durante la dictadura del doctor José María Velasco Ibarra, se efectúa una nueva codificación del Código Penal, publicada el 22 de enero del 1971, en la cual el peculado retoma su numeración original del artículo 257 y se lo desarrolla a través de los artículos 258 y 259. Lo que es novedoso es la estipulación de la prescripción de la acción penal, al doble del tiempo señalado en el artículo 101 del mismo Código Sustantivo Penal, que, para el caso de los delitos contra la administración pública, se la estableció no en diez, sino en veinte años.

			Conforme se desarrollan las conductas vinculadas con la economía y el orden financiero y crediticio, se hizo necesario que se dicte la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control (Registro Oficial No. 337 de 16 de mayo de 1977), que modificó el contenido normativo de los artículo 257, 258 y 259 del Código Penal, refundiéndolos en una sola ley que sancionaba con reclusión a los servidores de los organismos y entidades del sector público que hubieren abusado de dineros públicos o privados o, en general, de efectos que los representen, que estuvieren en su poder en razón o virtud de su cargo; abuso que se lo realizaría mediante desfalco, malversación, disposición arbitraria o cualquier otra forma semejante.

			Para Arturo Donoso, la novedad legislativa a la época se dió porque apareció la definición de “malversación”, como aquella aplicación de fondos a fines diferentes a los previstos en el correspondiente presupuesto, siempre que este abuso se lo realizare en beneficio propio o de terceros, con fines ajenos al servicio público; los sujetos activos de la infracción, podían ser además los servidores del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social o de los bancos estatales y privados, así como los fiscalizadores de la Contraloría General del Estado y de la Superintendencia de Bancos.158

			El tema de la “malversación”, desapareció como elemento objetivo del tipo penal de peculado el 4 de julio de 1978, pero a la par se constató un aumento en las penas en las figuras de peculado, que duró hasta el año 1979. Para el año 2001, se reformó una vez más el artículo 257, de modo tal que la pena de ocho a doce años de reclusión, se la aplicó a los servidores de los organismos del Estado y a toda persona encargada de unservicio público; empero, por las directrices constitucionales que persisten hasta hoy en día, se extiendió la imputación personal a cualquier particular que hubiese participado en los delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito.

			Para el 13 de mayo de 1999, a través del Registro Oficial 190, se agrega un tercer inciso al artículo 257 del Código Penal, en el cual se especifica que pueden tener también la calidad de sujetos activos de peculado, los funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del sistema financiero nacional privado, y los miembros o vocales de los directorios y de los consejos de administración de estas entidades bancarias.

			Respecto a los llamados como “peculados menores”, éstos aparecieron en la misma reforma de 1999, a través de cuatro artículos innumerados, los que a más de tener penas diferentes en comparación con el “peculado genérico y bancario”, distorsionaron el sentido de la conducta rectora, puesto que técnicamente se subsumían en figuras dolosas contrarias a los dineros públicos.

			Uno de los peculados menores que se mantuvo hasta la vigencia del Código Orgánico Integral Penal (2014), fue la concesión irregular de contratos transgrediendo la normativa de la materia, y que, en la norma actualmente vigente, a pesar de que se mantiene como delito contra la eficiencia de la administración pública, se restringe a la descripcición del delito de tráfico de influencias, que sí prescribe y no puede ser juzgado en ausencia del procesado.

			Delitos contra la fe pública

			(Ver Falsificaciones)

			El Código Orgánico Integral Penal, contempla cuatro delitos contra la Fe Pública:

			1. Falsificación de firmas:

			
					En documentos públicos: La persona que altere o falsifique la firma de otra en un instrumento público, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

					En documentos privados: La persona que altere o falsifique la firma de otra en un instrumento privado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 327 del COIP).

			

			2. Falsificación y uso de documento falso:

			La persona que falsifique, destruya o adultere modificando los efectos o sentido de los documentos públicos, privados, timbres o sellos nacionales, establecidos por la ley para la debida constancia de actos de relevancia jurídica, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Cuando se trate de documentos privados la pena será de tres a cinco años.

			El uso de estos documentos falsos será sancionado con las mismas penas previstas en cada caso (Art. 328 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se agrega el tipo penal de falsedad de contenido en recetas, exámenes o certificados médicos (Art. 328.1), por medio del cual se sanciona al profesional de la salud que consigne datos falsos en recetas médicas, certificados médicos o exámenes médicos y suscriba los mismos con el objeto de beneficiar a un tercero. La pena para esta figura delictiva es de multa de cinco a diez salarios básicos unificados del trabajador en general.

			3. Falsificación, forjamiento o alteración de recetas:

			La persona que falsifique, forje, mutile o altere recetas médicas; las utilice con fines comerciales o con el fin de procurarse sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 329 del COIP).

			4. Ejercicio ilegal de la profesión:

			La persona que ejerza la profesión sin título, en aquellas actividades en las que la ley exija título profesional, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Los profesionales que favorezcan la actuación de otra persona en el ejercicio ilegal de la profesión serán sancionados con pena privativa de libertad de tres meses a un año e inhabilitación del ejercicio de la profesión por seis meses (Art. 330 del COIP).

			Breves referencias doctrinarias y jurisprudenciales acerca de la fe pública y las falsificaciones:

			Hablar en términos generales de la fe pública, nos remite a la idea de “confianza general o colectiva”, motivo por el cual para Manzini, debe ser entendida como la confianza recíproca en la que se desarrollan determinadas relaciones sociales, como son las relativas a la circulación monetaria, a los medios simbólicos de autenticación o certificación, a los documentos y a la actividad comercial e industrial. En este mismo hilo, Ezaine Chávez, la conceptualiza como la confianza acordada a ciertas personas con referencia a determinados actos, o aquella inserta en determinados instrumentos.

			Desde lo jurídico-penal, Rodríguez Ramos la explica como la seguridad del tráfico jurídico, con especial incidencia en los medios probatorios, o si se prefiere, la fe y confianza de los ciudadanos y de las instituciones en que se puede actuar jurídicamente fundándose en la adecuación de los documentos a la realidad159. Respecto a las falsificaciones o adulteraciones de documentos que pueden constituir infracción penal, ha de verificarse si han afectado a elementos esenciales de los documentos y tener así trascendencia para el tráfico jurídico, pues de no tenerla, se tornará inocua160.

			Clases de falsedades:

			La doctrina y la jurisprudencia dividen a las falsedades documentales en materiales e ideológicas. La falsedad material consiste en la alteración o creación, total o parcial, de un documento, atentándose a la genuidad o legitimidad de este, aunque no a su veracidad. La falsedad ideológica por su parte consiste en la aseveración de lo que no es verídico, aunque el documento sea legítimo.161

			Nuestra ex Corte Suprema de Justicia advirtió que el Código Penal abarca varias clases de falsedades, entre ellas la material, la ideológica y la ideal. Es material, por ejemplo, la falsedad que se comete sobre un documento original cuya verdad se altera borrando, raspando, intercalando o haciendo desaparecer palabras o frases. Es decir, presupone la existencia de un documento previamente elaborado162.

			En este mismo sentido, la Corte Nacional de Justicia, determina que: “la falsedad puede ser clasificada en material e ideológica, siendo la primera la que recae sobre un documento genuino y, la segunda, la que consiste en la creación o forjamiento, como cuando se crea íntegramente el documento dándole la apariencia de genuino, se hace reserva de la calificación o concepto de falsedad ideológica o intelectual, a la que incide sobre el contenido sustancial del documento genuino que sería una forma de falsedad material, y se adopta el de falsedad ideal, cuando se produce la creación íntegra del documento.”163

			La alteración de la forma entonces produce la falsedad material formal y, la alteración del contenido, la falsedad material ideológica o intelectual; y, la falsedad ideal, se manifestará cuando se forja íntegramente el documento (incidiendo tanto en la forma como en el contenido), como puede pasar cuando el documento fue creado sin la presencia de la persona ante quien debía otorgarse o sin que las personas que debían comparecer a su otorgamiento hubieran en efecto suscrito las declaraciones que constan en el documento164.

			Sebastián Soler165 señala en suma que el delito de falsedad de documentos consiste en introducir de forma abierta o atípica hechos falsos concernientes a lo que esa clase de documentos están destinados a probar por sí mismos. El bien jurídico protegido que se vulnera es la fe pública, representada por la confianza en el documento, al que se supone veraz y no forjado.

			Delitos contra la honra (contra el honor y buen nombre)

			Derecho a la honra y buena reputación: Toda persona tiene derecho al honor y buen nombre. La ley protegerá la imagen y la voz de la persona (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 18).

			Existieron en el ex Código Penal dos conductas delictivas que atentaban contra la honra y se las conocía como injurias (calumniosas y no calumniosas graves) y la difamación. El Código Orgánico Integral Penal, considera como delito contra el honor y buen nombre a la que identifica como Calumnia.

			Figura general: La persona que, por cualquier medio, realice una falsa imputación de un delito en contra de otra, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Excusas legales absolutorias:

			a) No constituyen calumnia los pronunciamientos vertidos ante autoridades, jueces y tribunales, cuando las imputaciones se hubieren hecho debido a la defensa de la causa.

			b) Exceptio veritatis: No será responsable de calumnia quien probare la veracidad de las imputaciones. Sin embargo, en ningún caso se admitirá prueba sobre la imputación de un delito que hubiere sido objeto de una sentencia ratificatoria de la inocencia del procesado, de sobreseimiento o archivo.

			c) No habrá lugar a responsabilidad penal si el autor de calumnias se retractare voluntariamente antes de proferirse sentencia ejecutoriada, siempre que la publicación de la retractación se haga a costa del responsable, se cumpla en el mismo medio y con las mismas características en que se difundió la imputación. La retractación no constituye una forma de aceptación de culpabilidad (Art. 182 del COIP).

			Téngase presente que lo que antes se consideraba como delito de injuria no calumniosa grave, traducido en las expresiones que de cualquier modo o por cualquier medio se proferían en descrédito o deshonra de una persona, ahora es una contravención general de cuarta clase, según el numeral 1 del artículo 396 del COIP, figura en la cual se establece la compensación de injurias, dado que no será punible, si las expresiones son recíprocas en el mismo acto.

			Referencias doctrinarias y jurisprudenciales acerca de los delitos contra la honra, la libertad de expresión y el caso de los funcionarios públicos:

			Como lo hacen notar Pérez, Cardona y Martínez166, la jurisprudencia y doctrina de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, establecen un umbral de protección distinto de la honra y buen nombre para los funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones y para los candidatos a ocupar cargos de representación popular, debido al carácter de interés público de sus actividades.

			Aquello, porque que el derecho a la libertad de expresión e información es uno de los principales mecanismos que tiene la sociedad para ejercer un control democrático sobre las personas que tienen a su cargo asuntos de interés nacional.

			En el Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, se estableció que: “sin una efectiva libertad de expresión, materializada en todos sus términos, la democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia empiezan a quebrantarse, los mecanismos de control y denuncia ciudadana se comienzan a tornar inoperantes y, en definitiva, se crea el campo fértil para que sistemas autoritarios se arraiguen en la sociedad.”167

			En relación con las expresiones, información y opiniones sobre candidatos, la Corte Interamericana, en su sentencia pronunciada dentro del Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, destacó la importancia del derecho a la libertad de expresión en la formación de la opinión pública, puesto que además de fortalecer “la contienda política entre los distintos candidatos y partidos que participan en los comicios (...) se transforma en un auténtico instrumento de análisis de las plataformas políticas planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades (...)”168

			Por lo anterior, los Estados se deben comprometer no solo a minimizar las restricciones a la circulación de la información y a la libertad de expresión, sino también a equilibrar, en la medida de lo posible, la participación de las distintas informaciones en el debate público, impulsando de ese modo el pluralismo informativo; y, es aquí que encontramos el caso más emblemático para la temática propuesta, que es el Caso Kimel vs. Argentina.

			Caso Kimel versus Argentina169

			Este proceso se vincula con la responsabilidad de la República Argentina por la condena a Eduardo Kimel de un año de prisión y multa de veinte mil pesos, impuesta por la Sala IV de la Cámara de Apelaciones por el delito de calumnia, último conectado con la publicación de un libro, en el cual el señor Kimel, a la par de abordar el asesinato de cinco religiosos durante la última dictadura argentina, cuestionó la actuación de las autoridades que debieron investigar los hechos, en especial la de un juez.

			Entre los derechos que entraron en conocimiento de la Corte, se encontró la legalidad penal y su conglobación con la libertad de pensamiento y expresión, de esta forma la Corte, en su sentencia del 2 de mayo del 2008170, estimó se debían hacer ciertas consideraciones, entre la que sobresale la vinculada con la estricta formulación de la norma que consagra la limitación o restricción (legalidad penal), debiendo los tipos penales estructurarse en forma precisa, taxativa y previa171.

			En este hilo, la Corte resolvió que las descripciones penales de los delitos de calumnia e injuria y su conexión con un supuesto desacato a autoridades, contravenían el artículo 9 de la Convención (el principio de legalidad); además, admitían la vulneración del derecho de libertad de pensamiento y de expresión, que comprende el buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole (13.1 de la Convención).

			Consecuentemente, las medidas restrictivas, más aún las penales, deben ajustarse a criterios de necesidad, las cuales deben ineluctablemente estar orientadas a la satisfacción de un interés general; toda vez que: “el derecho penal es el medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita, particularmente cuando se imponen penas privativas de libertad (...) en una sociedad democrática el poder punitivo solo se puede ejercer en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría al ejercicio abusivo del poder punitivo del Estado.”172

			No queremos dejar de señalar que para el año 2013, la misma Corte Interamericana, dentro del caso Mémoli vs. Argentina 173, por medio de su sentencia de 22 de agosto del 2013, convalidó una condena penal dictada en contra de un periodista (Pablo Mémoli) y su padre, por denuncias de manejos irregulares de bienes públicos por parte de una sociedad privada, que se entiende, había vendido bienes públicos pertenecientes a una municipalidad.

			Según el resumen del caso elaborado por la Corte174, Mémoli y su padre fueron condenados por injurias (en 1994) a cumplir la pena de uno y cinco meses de prisión respectivamente, por expresiones que fueron consideradas como desacreditantes de la reputación de tres de los miembros de la comisión directiva de la asociación “Porvenir de Italia”, contenidas esencialmente en varios artículos de prensa y programas radiales.

			La Corte hizo notar que ellos fueron condenados por el delito de injurias tipificado en el entonces vigente artículo 110 del Código Penal de Argentina y que, en noviembre de 2009, dicha norma fue modificada de modo que excluyó la sanción penal de las expresiones relacionadas con asuntos de interés público.

			Así, los señores Mémoli intentaron recursos a nivel interno para que les fuera aplicada la nueva tipificación ante la Cámara de Apelaciones y Garantías Penales y ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires; sin embargo, en diciembre de 2009, la Cámara de Apelaciones y Garantías Penales rechazó la revisión de la condena penal impuesta, porque entendió la pena se encontraba agotada. Además, en julio de 2012, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, rechazó el recurso, por considerar que había sido mal concedido.

			La Corte Interamericana, en lo que respecta a la libertad de expresión y el principio de legalidad, concluyó que las condenas impuestas no configuraron una violación a la libertad de expresión, habida cuenta de que se hicieron con fundamento en una norma prevista en el ordenamiento jurídico argentino; además, ciertas expresiones empleadas por los señores Mémoli, si podían dar lugar a una acción judicial por la afectación al honor o la reputación de los ofendidos; y, sobre todo, los hechos del caso, no se conectaron con expresiones que hubieran sido un asunto de interés público, como lo contempla el nuevo artículo 110 del Código Penal argentino.

			Terminamos indicando que la necesidad de utilizar la vía penal para imponer responsabilidades ulteriores al ejercicio del derecho a la libertad de expresión, se debe analizar con especial atención y prudencia y, dependerá, de las particularidades de cada caso; quedando claro que cuanto se traten asuntos de interés público, éstos prevalecen sobre la protección de la honra y buen nombre de los funcionarios estatales, últimos que se someten al escrutinio permanente de la sociedad a la que sirven.

			Sentencia de la Corte Constitucional No. 282-13-JP-19: Relación entre la libertad de expresión y el derecho de rectificación y respuesta y el derecho al honor del Estado y de sus instituciones:

			Esta sentencia del 04 de septiembre del 2019, en resumen, determina que las instituciones públicas no son titulares de derechos inherentes a la dignidad humana. En cuanto a como valorar una posible restricción a la libertad de expresión, el juez constitucional deberá realizar un examen riguroso para determinar si se trata de un discurso que amerita una protección especial y, si es así, verificar si la restricción:

			1. Está prevista en la ley;

			2. Persigue una finalidad legítima; y,

			3. Es idónea, necesaria y proporcional para el alcance de dicha finalidad.

			Delitos contra la humanidad

			(Ver Jurisdicción universal)

			Dentro del Título IV de las Infracciones en Particular del Libro I del Código Orgánico Integral Penal, el Capítulo I tipifica las graves violaciones a los derechos humanos y los delitos contra el Derecho Internacional Humanitario y, dentro de los delitos contra la humanidad, constan once tipologías:

			1. Genocidio: La persona que, de manera sistemática y generalizada y con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, religioso o político, realice cualquiera de los siguientes actos, será sancionada con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años:

			a. Matanza de miembros del grupo.

			b. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo.

			c. Sometimiento intencional a condiciones de existencia que acarreen su destrucción física total o parcial.

			d. Adopción de medidas forzosas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo.

			e. Traslado forzado de niñas, niños o adolescentes, de un grupo a otro (Art. 79 del COIP).

			2. Etnocidio: La persona que, de manera deliberada, generalizada o sistemática, destruya total o parcialmente la identidad cultural de pueblos en aislamiento voluntario será sancionada con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años (Art. 80 del COIP).

			3. Exterminio: La persona que, como parte de un ataque generalizado o sistemático, imponga condiciones de vida que afecten la supervivencia, incluida la privación de alimentos, medicinas u otros bienes considerados indispensables, encaminados a la destrucción de una población civil o una parte de ella, será sancionada con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años (Art. 81 del COIP).

			4. Esclavitud: La persona que ejerza todos o algunos atributos del derecho de propiedad sobre otra, constituyendo esclavitud, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 82 del COIP).

			5. Deportación o traslado forzoso de población: La persona que, desplace o expulse, mediante actos coactivos a poblaciones que estén presentes legítimamente en una zona, salvo que dicha acción tenga por objeto proteger los derechos de esa persona o grupo de personas, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 83 del COIP).

			6. Desaparición forzada: Antes de la reforma del 2019, la norma determinó que el agente del Estado o quien actuó con su consentimiento, que, por cualquier medio, sometió a privación de libertad a una persona, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero o destino de una persona, con lo cual se impidió el ejercicio de garantías constitucionales o legales, era sancionado con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			Con la reforma al COIP del 2019, no se modifica en esencia la conducta prohibida ni la pena, tan solo se agrega como sujetos activos a los grupos armados organizados (Art. 84 del COIP).

			7. Ejecución extrajudicial: El funcionario público o agente del Estado que, de manera deliberada, en el desempeño de su cargo o mediante la acción de terceras personas que actúen con su instigación y se apoye en la potestad del Estado para justificar sus actos, prive de la vida a otra persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 85 del COIP).

			8. Persecución: La persona que, como parte de un ataque generalizado o sistemático, prive de derechos a un grupo o colectividad, fundada en razones de la identidad del grupo o de la colectividad, será sancionada con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años (Art. 86 del COIP).

			9. Apartheid: La persona que cometa actos violatorios de derechos humanos, perpetrados en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemática sobre uno o más grupos étnicos con la intención de mantener ese régimen, será sancionada con pena privativa de veintiséis a treinta años (Art. 87 del COIP).

			10. Agresión: La persona, independientemente de la existencia o no de declaración de guerra, que estando en condiciones de controlar o dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado, ordene o participe activamente en la planificación, preparación, iniciación o realización de un acto de agresión o ataque armado contra la integridad territorial o la independencia política del Estado ecuatoriano u otro Estado, fuera de los casos previstos en la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, será sancionada con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años (Art. 88 del COIP).

			11. Delitos de lesa humanidad: Son delitos de lesa humanidad aquellos que se cometan como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil: la ejecución extrajudicial, la esclavitud, el desplazamiento forzado de la población que no tenga por objeto proteger sus derechos, la privación ilegal o arbitraria de libertad, la tortura, violación sexual y prostitución forzada, inseminación no consentida, esterilización forzada y la desaparición forzada, serán sancionados con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años.

			La reforma del 2019 aclara que el ataque generalizado o sistemático contra una población civil, proviene del Estado o una organización política o cuenta con su autorización, apoyo o aquiescencia (Art. 89 del COIP).

			Para todas estas conductas, se ha establecido además la responsabilidad penal de la persona jurídica, misma que será sancionada con su extinción (Art. 90 del COIP).

			Delitos contra la integridad sexual y reproductiva

			(Ver Estupro// Violación// Acoso Sexual// Abuso Sexual// Inseminación no consentida// Privación Forzada de capacidad de reproducción// Delitos sexuales cometidos por medios electrónicos)

			Derecho a la integridad sexual y reproductiva: Toda persona tiene derecho a la integridad personal, que incluye, entre otras, a la integridad sexual. Además, el Estado establece la prohibición del uso de material genético y la experimentación científica que atente contra los derechos humanos (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 3, literales a y d).

			El Código Orgánico Integral Penal, tipifica como delitos contra la integridad sexual y reproductiva once conductas:

			1. Inseminación no consentida: Art. 164 del COIP

			2. Privación forzada de la capacidad de reproducción: Art. 165 del COIP

			3. Acoso Sexual: Art. 166 del COIP

			4. Estupro (acción privada): Art. 167 del COIP

			5. Distribución de material pornográfico a menores de edad: Art. 168 del COIP

			6. Corrupción de menores de edad: Art. 169 del COIP

			7. Abuso sexual: Art. 170 del COIP

			8. Violación: Art. 171 del COIP

			9. Utilización de personas para exhibición pública con fines de naturaleza sexual: Art. 172 del COIP

			10. Contacto con finalidad sexual con menores de edad por medios electrónicos: Art. 173 del COIP; y,

			11. Oferta de servicios sexuales con menores de edad por medios electrónicos: Art. 174 del COIP.

			Con la reforma del 2019, se crea un nuevo tipo penal llamado como violación incestuosa (Art. 171.1)–(Ver violación incestuosa)

			Reglas generales para observarse: Respecto a estas conductas ilícitas, se deben tener en cuenta las siguientes directrices:

			A) Penas accesorias: En estos delitos, el juzgador, adicional a la pena privativa de libertad, puede imponer una o varias penas no privativas de libertad.

			B) Suspensión de la patria potestad o cuidado sobre la víctima: En los casos en los que el presunto agresor sea ascendiente o descendiente o colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, cónyuge, ex cónyuge, conviviente, ex conviviente, pareja o ex pareja en unión de hecho, tutor, representante legal, curador o cualquier persona a cargo del cuidado o custodia de la víctima, el juez de garantías penales como medida cautelar suspenderá la patria potestad, tutoría, curatela y cualquier otra modalidad de cuidado sobre la víctima a fin de proteger sus derechos. Esta medida también la podrá solicitar el fiscal, de oficio o petición de parte del juez competente.

			C) Inaplicabilidad de alegar que se actuó bajo temor intenso: Para estos delitos no será aplicable la atenuante prevista en el número 2 del artículo 45 del COIP.

			D) Irrelevancia del comportamiento anterior de la víctima: El comportamiento público o privado de la víctima, anterior a la comisión de la infracción sexual, no es considerado dentro del proceso.

			E) Irrelevancia del consentimiento de los menores de edad: En los delitos sexuales, el consentimiento dado por la víctima menor de dieciocho años de edad, es irrelevante.

			F) Protección especial a las víctimas: Las víctimas en estos delitos pueden ingresar al programa de víctimas y testigos (Art. 175 del COIP).

			Imprescriptibilidad de las acciones y penas cuando las víctimas son niños, niñas y adolescentes:

			Como resultado del referéndum de febrero del 2018, cuyos resultados fueron publicados en el Suplemento del Registro Oficial 181, de 15 de febrero del 2018, el numeral 4 del artículo 16 del Código Orgánico Integral Penal fue modificado y, en la actualidad, determina que los delitos contra la integridad sexual y reproductiva, cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes, serán imprescriptibles tanto en la acción para perseguirlos, como en la pena a imponerse a los responsables.

			Delitos contra la libertad de trabajo - Delitos contra el derecho al trabajo y la seguridad social

			(Ver contravenciones por el bien jurídico y generales)

			Nuestra Constitución reconoce al trabajo como un derecho y un deber social, así como fuente de la realización personal y base de la economía. Del mismo modo reconoce el derecho a la seguridad social, como un derecho irrenunciable de todas las personas y que se erige como un deber y responsabilidad primordial del Estado (Constitución de la República: Arts. 33, 34 y Núm. 17 del Art. 66).

			El Código Orgánico Integral Penal, se refiere a tres delitos que atentan contra el derecho al trabajo y la seguridad social:

			1. Impedimento o limitación del derecho a huelga:

			La persona que, mediante engaños o abuso de situación de necesidad, impida o limite el ejercicio del derecho a tomar parte en una huelga, será sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses.

			Figura agravada: Si la conducta descrita se realiza con fuerza, violencia o intimidación, la pena será de seis meses a un año (Art. 241 del COIP).

			2. Retención ilegal de aportación a la seguridad social:

			La persona que retenga los aportes patronales o personales o efectúe los descuentos por rehabilitación de tiempos de servicio o de dividendos de préstamos hipotecarios y quirografarios de sus trabajadores y no los deposite en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social dentro del plazo máximo de noventa días, contados a partir de la fecha de la respectiva retención, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Para el efecto, el afectado, el Director General o el Director Provincial del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, en su caso, se dirigirá a la Fiscalía para que inicie la investigación respectiva.

			Si se determina responsabilidad penal de la persona jurídica, será sancionada con la clausura de sus locales o establecimientos, hasta que cancele los valores adeudados. (Art. 242 del COIP// Constitución la República: Arts. 367 y 368 // Ley de Seguridad Social: Arts. 1, 2 y 9)

			3. Falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social por parte de una persona jurídica:

			En el caso de personas jurídicas que no cumplan con la obligación de afiliar a uno o más de sus trabajadores al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, se impondrá la intervención de la entidad de control competente por el tiempo necesario para precautelar los derechos de los trabajadores y serán sancionadas con multa de tres a cinco salarios básicos unificados del trabajador en general, por cada empleado no afiliado, siempre que no abonen el valor respectivo dentro del término de cuarenta y ocho horas después de haber sido notificadas (Art. 243 del COIP// Constitución de la República: Art. 374// Ley de Seguridad Social Arts. 73 Inc. 4, 152 y 153).

			Delitos contra la libertad personal

			Hay varias figuras delictivas que atentan contra este bien jurídico fundamental, entendido básicamente en su esfera de libertad ambulatoria, misma que podrá verse lesionada, según el Código Orgánico Integral Penal, mediante cuatro conductas ilícitas:

			1. Privación ilegal de libertad:

			El servidor público que prive ilegalmente de libertad a una persona será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: El servidor público que disponga la privación de libertad a una persona en lugares diferentes a los destinados para el efecto por la normativa vigente, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 160 del COIP).

			2. Secuestro:

			La persona que prive de la libertad, retenga, oculte, arrebate o traslade a lugar distinto a una o más personas, en contra de su voluntad, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 161 del COIP).

			3. Secuestro extorsivo:

			Si la persona que ejecuta la conducta descrita en el numeral anterior, tiene como propósito cometer otra infracción u obtener de la o las víctimas o de terceras personas dinero, bienes, títulos, documentos, beneficios, acciones u omisiones que produzcan efectos jurídicos o que alteren de cualquier manera sus derechos a cambio de su libertad, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Figuras agravadas:

			Se aplicará la pena máxima cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			a. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga por más de ocho días.

			b. Si se ha cumplido alguna de las condiciones impuestas para recuperar la libertad.

			c. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			d. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			e. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			f. Si la víctima es entregada a terceros a fin de obtener cualquier beneficio o asegurar el cumplimiento de la exigencia a cambio de su liberación.

			g. Si se ejecuta la conducta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercial u otra similar; persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

			h. Si el secuestro se realiza con fines políticos, ideológicos, religiosos o publicitarios.

			i. Si se somete a la víctima a tortura física o psicológica, teniendo como resultado lesiones no permanentes, durante el tiempo que permanezca secuestrada, siempre que no constituya otro delito que pueda ser juzgado independientemente.

			j. Si la víctima ha sido sometida a violencia física, sexual o psicológica ocasionándole lesiones permanentes.

			Paratipo penal: Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevenga a la víctima la muerte, se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 162 del COIP).

			4. Simulación de secuestro:

			La persona que simule estar secuestrada será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 163 del COIP).

			Delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario

			El Código Orgánico Integral Penal tipifica como delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario a las siguientes conductas:

			1. Homicidio de persona protegida:

			La persona que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, mate a una persona protegida, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 115 del COIP).

			2. Atentado a la integridad sexual y reproductiva de persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, lesione o afecte la integridad sexual o reproductiva de persona protegida, será sancionada conforme con las penas previstas en cada uno de los delitos contra la integridad sexual y reproductiva, aumentada en un tercio (Art. 116 del COIP).

			3. Lesión a la integridad física de persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, cause lesiones en persona protegida, siempre que no constituya otra infracción de mayor afectación, será sancionada con las penas máximas previstas en el delito de lesiones aumentadas en un medio (Art. 117 del COIP).

			4. Mutilaciones o experimentos en persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, mutile, extraiga tejidos u órganos o realice experimentos médicos o científicos a persona protegida, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 118 del COIP).

			5. Tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes en persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, en territorio nacional o a bordo de una aeronave o de un buque de bandera ecuatoriana, torture o inflija tratos crueles, inhumanos o degradantes a persona protegida será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 119 del COIP).

			6. Castigos colectivos en persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, inflija castigos colectivos a persona protegida, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 120 del COIP).

			7. Empleo de métodos prohibidos en la conducción de conflicto armado:

			Antes de la reforma del 2019, este tipo penal señaló que la persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, usó métodos prohibidos por el Derecho Internacional Humanitario, y en particular, los siguientes, era merecedora de la sanción de pena privativa de libertad de trece a dieciséis años:

			A) El someter a padecimiento de hambre a la población civil, inclusive a través de la obstaculización de los suministros.

			B) La utilización de la presencia de una persona protegida como escudo para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas militares a salvo de operaciones bélicas o para obstaculizar las acciones del enemigo en contra de objetivos militares determinados.

			C) La orden de no dar cuartel.

			D) El ataque a la población civil.

			E) El ataque a los bienes civiles.

			F) El ataque indiscriminado con la potencialidad de provocar muerte o lesiones a civiles, daños a bienes protegidos o daños graves o desproporcionados al ambiente.

			Figura agravada - Paratipo penal: Si estas prácticas provocaban la muerte de un combatiente o un miembro de la parte adversa que participó en un conflicto armado, la pena era de veintidós a veintiséis años (Art. 121 del COIP).

			Con la reforma al COIP del 2019, este delito de empleo de métodos prohibidos por el Derecho Internacional Humanitario, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, mantiene para la figura genérica la pena de trece a dieciséis años de privación de libertad y registra las siguientes circunstancias:

			a. El someter a padecimiento de hambre a la población civil, inclusive a través de la obstaculización de los suministros.

			b. La utilización de la presencia de una persona protegida como escudo para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas militares a salvo de operaciones bélicas o para obstaculizar las acciones del enemigo en contra de objetivos militares determinados.

			c. La orden de no dar cuartel.

			d. El ataque a la población civil.

			e. El ataque a los bienes civiles.

			f. El ataque con la potencialidad de provocar muerte o lesiones a civiles, daños a bienes protegidos o daños graves al ambiente, cuando los daños sean excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista.

			g. El uso indebido de la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas; así como los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves.

			h. El obligar a la población civil de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque haya estado al servicio del beligerante, antes del inicio del conflicto armado internacional.

			i. El saqueo de los bienes de la población civil.

			8. Utilización de armas prohibidas:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, produzca, almacene, utilice o distribuya armas prohibidas por el Derecho Internacional Humanitario, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 122 del COIP).

			Con la reforma del 2019, se agrega que se entiende como armas prohibidas a aquellas que por su propia naturaleza causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos indiscriminados en violación del Derecho Internacional Humanitario.

			9. Ataque a bienes protegidos:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, dirija o participe en ataques contra bienes protegidos, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 123 del COIP).

			10. Obstaculización de tareas sanitarias y humanitarias:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre de origen natural, obstaculice o impida al personal médico, sanitario o de socorro a la población civil, la realización de las tareas sanitarias y humanitarias que pueden y deben realizarse de acuerdo con las normas del Derecho Internacional Humanitario, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 124 del COIP).

			11. Privación de libertad de persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, prive de libertad, detenga ilegalmente, demore o retarde la repatriación de la persona protegida, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 125 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se agregan algunos verbos rectores, de forma que el tipo penal reprime con la pena privativa de libertad de diez a trece años, a la persona que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, prive de la libertad, detenga ilegalmente, deporte, traslade, demore o retarde la repatriación de la persona protegida.

			12. Ataque a persona protegida con fines terroristas:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice cualquier forma de ataque a persona protegida con el objeto de aterrorizar a la población civil será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 126 del COIP).

			13. Reclutamiento de niños, niñas y adolescentes:

			Antes de la reforma del 2019, esta tipología dispuso que la persona que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclutaba o enlistaba a niñas, niños o adolescentes en las fuerzas o grupos armados o los usaba para participar en el conflicto armado, era sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 127 del COIP).

			Se hace conocer al lector que el proyecto de reforma de la Asamblea Nacional (septiembre del 2019), propuso que la conducta antijurídica agregara, como parte del tipo, que el reclutamiento o enlistamiento de los niños, niñas y adolescentes se produzca con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, o independientemente de este. En cambio el veto Presidencial (octubre del 2019), elimina la frase “independientemente de este” y añade que la prohibición de reclutar o enlistar a los menores de edad se produce en las fuerzas armadas.

			14. Toma de rehenes:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, prive a otra de su libertad, condicionando la vida, la integridad o su libertad para la satisfacción de sus exigencias formuladas a un tercero o la utilice como medio para fines de defensa será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 128 del COIP).

			15. Infracciones contra los participantes activos en conflicto armado:

			Por la reforma del 2019, este delito reprime a la persona que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice cualquiera de las siguientes conductas en contra de prisioneros de guerra, personas que ya no participan en las hostilidades, u otra persona protegida, con la pena privativa de libertad de diez a trece años:

			A) Obligarlo a servir de cualquier modo en las fuerzas armadas del adversario, en el contexto de un conflicto armado internacional.

			B) Privarlo del derecho a tener un juicio con las garantías del debido proceso.

			C) Impedir o dilatar injustificadamente su liberación o repatriación, en el contexto de un conflicto armado internacional (Art. 129 del COIP).

			16. Traslado arbitrario o ilegal:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, traslade a territorio ocupado a población de la potencia ocupante, deporte o traslade dentro o fuera del territorio ocupado la totalidad o parte de la población de ese territorio, salvo que dichas acciones tengan por objeto proteger los derechos de esa persona o grupo de personas, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 130 del COIP).

			17. Abolición y suspensión de derechos de persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, declare abolidos o suspendidos los derechos, garantías constitucionales o acciones judiciales de las personas protegidas, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 131 del COIP).

			18. Modificación ambiental con fines militares:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, utilice técnicas de modificación ambiental con fines militares, de combate u otros fines hostiles como medio para producir destrucciones, daños o perjuicios vastos, duraderos, graves o permanentes al ambiente, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 132 del COIP).

			19. Denegación de garantías judiciales de persona protegida:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, prive a una persona de las garantías del debido proceso, imponga o ejecute una pena sin que haya sido juzgada en un proceso judicial, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 133 del COIP).

			20. Omisión de medidas de socorro y asistencia humanitaria:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, omita las medidas de socorro y asistencia humanitaria a favor de las personas protegidas, estando obligada a hacerlo, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 134 del COIP).

			21. Omisión de medidas de protección:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, omita la adopción de medidas para la protección genérica de la población civil, estando obligada a hacerlo, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 135 del COIP).

			22. Contribuciones arbitrarias:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, imponga contribuciones arbitrarias, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 136 del COIP).

			23. Prolongación de hostilidades:

			La persona que prolongue las hostilidades con el enemigo, pese a haber sido notificada oficialmente con el acuerdo de paz, armisticio o tregua, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 137 del COIP).

			24. Destrucción o apropiación de bienes de la parte adversa:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, destruya, se apodere o confisque los bienes de la parte adversa, sin necesidad militar imperativa, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 138 del COIP).

			25. Abuso de emblemas:

			La persona que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, sin derecho a ello, use el emblema de la Cruz Roja, Media Luna o Cristal rojos, una señal distintiva, de cualquier otro signo o señal que sea una imitación o que pueda prestar a confusión, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 139 del COIP).

			Delitos contra la propiedad - Delitos contra el derecho a la propiedad

			(Ver contravenciones por el bien jurídico y generales)

			Hablar de los delitos contra el patrimonio o contra el derecho de propiedad, nos conduce al análisis de varios tipos penales, los que, según el Código Orgánico Integral Penal, se centran en los siguientes ilícitos:

			Modalidades de hurto:

			1. Figura genérica de hurto: La persona que, sin ejercer violencia, amenaza o intimidación en la persona o fuerza en las cosas, se apodere ilegítimamente de cosa mueble ajena, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Si el delito se comete sobre bienes públicos se impondrá el máximo de la pena prevista aumentada en un tercio.

			Para la determinación de la pena se considerará el valor de la cosa al momento del apoderamiento (Art. 196 del COIP).

			2. Hurto de bienes de uso policial o militar: El servidor policial o militar que hurte material bélico como armas, municiones, explosivos o equipos de uso policial o militar, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			En el caso de hurto de medicinas, vestuario, víveres u otras especies que afecten al desenvolvimiento de la Policía Nacional o las Fuerzas Armadas, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 197 del COIP).

			3. Hurto de lo requisado: El servidor policial o militar que, al haber practicado requisiciones, se apropie de los bienes requisados, será sancionado con el máximo de la pena prevista para este delito (Art. 198 del COIP).

			Modalidades de robo:

			Figuras generales sancionadas con pena privativa de libertad de cinco a siete años:

			1. La persona que mediante amenazas o violencias sustraiga o se apodere de cosa mueble ajena, sea que la violencia tenga lugar antes del acto para facilitarlo, en el momento de cometerlo o después de cometido para procurar impunidad, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			2. Del mismo modo, si se ejecuta utilizando sustancias que afecten la capacidad volitiva, cognitiva y motriz, con el fin de someter a la víctima, de dejarla en estado de somnolencia, inconsciencia o indefensión o para obligarla a ejecutar actos que con conciencia y voluntad no los habría ejecutado, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			3. El servidor policial o militar que robe material bélico, como armas, municiones, explosivos o equipos de uso policial o militar, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Figuras agravadas:

			1. Si a consecuencia del robo se ocasionan lesiones de las previstas en el numeral 5 del artículo 152 del COIP, se sancionará con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			2. Si el delito se comete sobre bienes públicos, se impondrá la pena máxima, dependiendo de las circunstancias de la infracción, aumentadas en un tercio.

			3. Paratipo penal: Si a consecuencia del robo se ocasiona la muerte, la pena privativa de libertad será de veintidós a veintiséis años.

			Figura atenuada de robo: Cuando el robo se produce únicamente con fuerza en las cosas, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			(Todas las figuras se encuentran en el Art. 189 del COIP).

			Figuras delictivas relacionadas con medios electrónicos, equipos y terminales móviles:

			1. Apropiación fraudulenta por medios electrónicos:

			La persona que utilice fraudulentamente un sistema informático o redes electrónicas y de telecomunicaciones para facilitar la apropiación de un bien ajeno o que procure la transferencia no consentida de bienes, valores o derechos en perjuicio de esta o de una tercera, en beneficio suyo o de otra persona alterando, manipulando o modificando el funcionamiento de redes electrónicas, programas, sistemas informáticos, telemáticos y equipos terminales de telecomunicaciones, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			La misma sanción se impondrá si la infracción se comete con inutilización de sistemas de alarma o guarda, descubrimiento o descifrado de claves secretas o encriptadas, utilización de tarjetas magnéticas o perforadas, utilización de controles o instrumentos de apertura a distancia, o violación de seguridades electrónicas, informáticas u otras semejantes (Art. 190 del COIP).

			2. Reprogramación o modificación de información de equipos terminales móviles:

			La persona que reprograme o modifique la información de identificación de los equipos terminales móviles, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 191 del COIP).

			3. Intercambio, comercialización o compra de información de equipos terminales móviles:

			La persona que intercambie, comercialice o compre bases de datos que contengan información de identificación de equipos terminales móviles, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 192 del COIP).

			4. Reemplazo de identificación de terminales móviles:

			La persona que reemplace las etiquetas de fabricación de los terminales móviles que contienen información de identificación de dichos equipos y coloque en su lugar otras etiquetas con información de identificación falsa o diferente a la original, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 193 del COIP).

			5. Comercialización ilícita de terminales móviles:

			La persona que comercialice terminales móviles con violación de las disposiciones y procedimientos previstos en la normativa emitida por la autoridad competente de telecomunicaciones será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 194 del COIP).

			6. Infraestructura ilícita:

			La persona que posea infraestructura, programas, equipos, bases de datos o etiquetas que permitan reprogramar, modificar o alterar la información de identificación de un equipo terminal móvil, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Excusa legal absolutoria: No constituye delito, la apertura de bandas para operación de los equipos terminales móviles (Art. 195 del COIP).

			De la estafa y otras defraudaciones:

			1. Estafa:

			La persona que, para obtener un beneficio patrimonial para sí misma o para una tercera persona, mediante la simulación de hechos falsos o la deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error a otra, con el fin de que realice un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			La pena máxima se aplicará a la persona que:

			
					Defraude mediante el uso de tarjeta de crédito, débito, pago o similares, cuando ella sea alterada, clonada, duplicada, hurtada, robada u obtenida sin legítimo consentimiento de su propietario.

					Defraude mediante el uso de dispositivos electrónicos que alteren, modifiquen, clonen o dupliquen los dispositivos originales de un cajero automático para capturar, almacenar, copias o reproducir información de tarjetas de crédito, débito, pago o similares.

					Entregue certificación falsa sobre las operaciones o inversiones que realice la persona jurídica.

					Induzca a la compra o venta pública de valores por medio de cualquier acto, práctica, mecanismo o artificio engañoso o fraudulento.

					Efectúe cotizaciones o transacciones ficticias respecto de cualquier valor.

					La reforma del 2019 agrega el siguiente literal: “A través de una compañía de origen ficticio, induzca a error a otra persona, con el fin de realizar un acto que perjudique su patrimonio o el de un tercero.”

			

			Figuras agravadas de estafa:

			A) La persona que perjudique a más de dos personas o el monto de su perjuicio sea igual o mayor a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			B) La estafa cometida a través de una institución del Sistema Financiero Nacional, de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera mediante el empleo de fondos privados, públicos o de la Seguridad Social, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Figura atenuada de estafa:

			La persona que emita boletos o entradas para eventos en escenarios públicos o de concentración masiva por sobre el número del aforo autorizado por la autoridad competente, será sancionada con pena privativa de libertad de treinta a noventa días. (Todas las figuras están contenidas en el Art. 186 del COIP)

			Responsabilidad penal de las personas jurídicas: Gracias a la reforma del 2019 se establece que si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será sancionada con multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			2. Abuso de confianza:

			La persona que disponga, para sí o una tercera, de dinero, bienes o activos patrimoniales entregados con la condición de restituirlos o usarlos de un modo determinado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			La misma pena se impondrá a la persona que, abusando de la firma de otra, en documento en blanco, extienda con ella algún documento en perjuicio de la firmante o de una tercera (Art. 187 del COIP).

			3. Aprovechamiento ilícito de servicios públicos:

			La persona que altere los sistemas de control o aparatos contadores para aprovecharse de los servicios públicos de energía eléctrica, agua, derivados de hidrocarburos, gas natural, gas licuado de petróleo o de telecomunicaciones, en beneficio propio o de terceros, o efectúen conexiones directas, destruyan, perforen o manipulen las instalaciones de transporte, comunicación o acceso a los mencionados servicios, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			La pena máxima prevista se impondrá al servidor público que permita o facilite la comisión de la infracción u omita efectuar la denuncia de la comisión de la infracción.

			Figura agravada: La persona que ofrezca, preste o comercialice servicios públicos de luz eléctrica, telecomunicaciones o agua potable sin estar legalmente facultada, mediante concesión, autorización, licencia, permiso, convenios, registros o cualquier otra forma de contratación administrativa, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 188 del COIP).

			De la quiebra y la insolvencia:

			1. Insolvencia fraudulenta:

			La persona que a nombre propio o en calidad de representante legal, apoderada, directora, administradora o empleada de entidad o empresa, simule, por cualquier forma, un estado de insolvencia o quiebra para eludir sus obligaciones frente a sus acreedores, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Igual pena tendrá la persona que en calidad de representante legal, apoderada, directora, administradora, conociendo el estado de insolvencia en que se encuentra la persona jurídica que administra, acuerde, decida o permita que esta emita valores de oferta pública o haga oferta pública de los mismos.

			Si se determina responsabilidad penal de personas jurídicas, se impondrá la pena de clausura definitiva de sus locales o establecimientos y multa de cincuenta a cien salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 205 del COIP).

			2. Quiebra:

			La persona que en calidad de comerciante sea declarada culpable de alzamiento o quiebra fraudulenta, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 206 del COIP).

			3. Quiebra fraudulenta de persona jurídica:

			Cuando se trate de la quiebra de una sociedad o de una persona jurídica, todo director, administrador o gerente de la sociedad, contador o tenedor de libros que coopere en su ejecución, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 207 del COIP).

			De las demás apropiaciones ilícitas y del deterioro de la propiedad ajena:

			1. Extorsión:

			La persona que, con el propósito de obtener provecho personal o para un tercero, obligue a otro, con violencia o intimidación, a realizar u omitir un acto o negocio jurídico en perjuicio de su patrimonio o el de un tercero, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figuras agravadas de extorsión:

			La sanción será de cinco a siete años si se verifican alguna de las siguientes circunstancias:

			A) Si la víctima es una persona menor a dieciocho años, mayor a sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad, o una persona que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			B) Si se ejecuta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercio u otra similar o con una persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

			C) Si el constreñimiento se ejecuta con amenaza de muerte, lesión, secuestro o acto del cual pueda derivarse calamidad, infortunio o peligro común.

			D) Si se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de libertad.

			E) Si se comete total o parcialmente desde el extranjero (Art. 185 del COIP).

			1. Abigeato:

			La persona que se apodere de una o más cabezas de ganado caballar, vacuno, porcino, lanar, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Igual pena se impondrá a la persona que, con ánimo de apropiarse, inserte, altere, suprima o falsifique fierros, marcas, señales u otros instrumentos o dispositivos utilizados para la identificación de las cabezas de ganado.

			Figuras agravadas de abigeato:

			A) Si la infracción se comete con fuerza, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. Si es cometida con violencia será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			B) Paratipo penal: Si a consecuencia del delito se causa la muerte de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 199 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se señala que se procederá al comiso de cualquier tipo de bien mueble o inmueble empleado para el cometimiento de este delito.

			2. Usurpación (Delito de acción privada):

			La persona que despoje ilegítimamente a otra de la posesión, tenencia o dominio de un bien inmueble o de un derecho real de uso, usufructo, habitación, servidumbre o anticresis, constituido sobre un inmueble, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Figura agravada de usurpación: Si el despojo ilegítimo se produce con intimidación o violencia, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 200 del COIP).

			4. Ocupación, uso ilegal de suelo o tráfico de tierras:

			La persona que para obtener provecho propio o de terceros, promueva u organice la ocupación o asentamiento ilegal en terrenos ajenos, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			El máximo de la pena se impondrá a la persona que sin contar con las autorizaciones administrativas necesarias de fraccionamiento de un predio urbano o rural, ofrezca en venta lotes o parcelas de terreno del predio y reciba del público, directa o indirectamente, dinero o cualquier otro bien de su patrimonio.

			Si se determina responsabilidad penal de la persona jurídica, será sancionada con la extinción y multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 201 del COIP).

			5. Receptación (delito reformado por sentencia de la Corte Constitucional No. 14-15-CN/19 de 14 de mayo del 2019175):

			La persona que oculte, custodie, guarde, transporte, venda o transfiera la tenencia, en todo o en parte, de bienes muebles, cosas o semovientes conociendo que son producto de hurto, robo o abigeato, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 202 del COIP).

			6. Comercialización de bienes de uso policial o militar hurtados o robados:

			El servidor policial o militar que adquiera, comercialice o transfiera a sabiendas bienes robados o hurtados pertenecientes a la Policía Nacional o a las Fuerzas Armadas, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 203 del COIP).

			7. Daño a bien ajeno:

			La persona que destruya, inutilice o menoscabe un bien ajeno será sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses.

			Figuras agravadas:

			Será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años, en cualquiera de los siguientes casos:

			A) Si por el daño provocado paraliza servicios públicos o privados.

			B) Si los objetos son de reconocida importancia científica, histórica, artística, militar o cultural.

			C) Si se utiliza fuego para el daño o la destrucción de bienes muebles.

			D) Si son bienes inmuebles que albergan reuniones masivas.

			Será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, en cualquiera de los siguientes casos:

			A) Si se emplean sustancias venenosas, corrosivas o tóxicas.

			B) Si se destruye gravemente la vivienda de otra persona, impidiendo que ésta resida en ella.

			Si se utiliza explosivos para el daño o la destrucción de bienes inmuebles, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Para la determinación de la pena se tomará en cuenta el valor del bien al momento del cometimiento del delito (Art. 204 del COIP).

			8. Ocultamiento y otros actos fraudulentos en beneficio del fallido:

			Será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a dos años:

			A) La persona que en obsequio del fallido sustraiga, disimule u oculte, en todo o en parte, sus bienes muebles o inmuebles.

			B) La persona que se presente de manera fraudulenta en la quiebra y sostenga, sea a su nombre o por interposición de persona, créditos supuestos o exagerados.

			C) La persona que, siendo acreedora, estipule con el fallido o cualquier persona, ventajas particulares, por razón de sus votos en la deliberación relativa a la quiebra o la persona que ha hecho un contrato particular del cual resulte una ventaja a su favor y contra el activo del fallido.

			D) El síndico de la quiebra culpado de malversación en el desempeño de su cargo (Art. 208 del COIP).

			9. Falsificación de marcas y piratería lesiva contra los derechos de autor:

			Mediante reforma al Código Orgánico Integral Penal, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 598 de 30 de septiembre del 2015, se estableció la siguiente conducta punible en el artículo 208-A:

			La persona que fabrique o comercialice, a escala comercial, mercancías o su envoltorio que lleven puesta, sin la debida autorización, una marca idéntica a la válidamente registrada para tales mercancías o que esa marca no pueda distinguirse en sus aspectos esenciales, será sancionada con una multa de la siguiente manera:

			A) Cuando el valor de la mercadería incautada sea de ciento cuarenta y dos a cuatrocientos veinticuatro salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará la multa de cincuenta y cinco a ochenta y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			B) Cuando el valor de la mercadería incautada sea mayor a cuatrocientos veinticuatro y menor a ochocientos cuarenta y siete salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará la multa de ochenta y seis a ciento setenta y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			C) Cuando el valor de la mercadería incautada sea mayor a ochocientos cuarenta y siete salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará una multa de ciento setenta y seis a doscientos noventa y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			La misma pena se aplicará a la persona que produzca, reproduzca o comercialice a escala comercial, mercancía pirata que lesione el derecho de autor para las obras registradas o no, entendiéndose estas como cualquier copia hecha sin consentimiento del titular del derecho de autor o de una persona debidamente autorizada por él.

			Excusas legales absolutorias:

			A) Las disposiciones precedentes no se aplicarán a bienes o productos que no tengan un fin comercial.

			B) No constituye delito la fabricación o comercialización de mercancías imitadas que tengan una marca con características propias que no conlleven a una confusión con la marca original, sin perjuicio de las responsabilidades civiles a que hubiere lugar.

			Hay que tener en cuenta que, en el caso de las marcas notorias, no se requerirá que el titular del derecho demuestre que la marca está válidamente registrada, sino únicamente su derecho como titular.

			Responsabilidad penal de la persona jurídica: Cuando una persona jurídica sea la responsable, será sancionada con las mismas multas y su extinción (Art. 208-A del COIP).

			Delitos contra el derecho a la salud

			(Ver Delitos relativos a las sustancias estupefacientes y psicotrópicas)

			El legislador ecuatoriano ha considerado que las acciones que se detallarán en este apartado, implican una lesión al bien jurídico fundamental de la salud, que está garantizado a través de la Constitución de la República en su artículo 32, mediante el cual se determina que el Estado garantiza el derecho a la salud, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, entre ellos, al agua, a la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la seguridad social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir.

			La prestación de los servicios de salud se regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de género y generacional.

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se consideran delitos contra el derecho a la salud los siguientes:

			1. Manipulación genética:

			La persona que manipule genes humanos alterando el genotipo, con finalidad diferente a la de prevenir o combatir una enfermedad, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figuras agravadas de manipulación genética:

			A) La persona que realice terapia génica en células germinales, con finalidad diferente a la de combatir una enfermedad, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			B) La persona que genere seres humanos por clonación, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 214 del COIP).

			1. Daño permanente a la salud:

			La persona que utilice elementos biológicos, químicos o radioactivos que causen un daño irreparable, irreversible o permanente a la salud de una o más personas, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 215 del COIP).

			2. Contaminación de sustancias destinadas al consumo humano:

			La persona que altere, poniendo en riesgo, la vida o la salud, materias o productos alimenticios o bebidas alcohólicas destinadas al consumo humano, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Con la misma pena será sancionada la persona que, conociendo de la alteración, participe en la cadena de producción, distribución y venta o, en la no observancia de las normas respectivas en lo referente al control de los alimentos.

			Figura atenuada (delito culposo): La comisión de esta infracción de manera culposa, será sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses (Art. 216 del COIP).

			3. Producción, fabricación, comercialización y distribución de medicamentos e insumos caducados:

			Antes de la reforma del 2019, el tipo determinó que la persona que importaba, producía, fabricaba, comercializaba, distribuía o expendía medicamentos o dispositivos médicos falsificados o que incumplía las exigencias normativas relativas a su composición, estabilidad y eficacia, era sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Con la reforma del 2019 esta figura se construye con los verbos rectores de comercializar, distribuir, importar, almacenar o dispensar:

			A. Medicamentos o dispositivos médicos caducados. La pena a imponerse será de seis meses a dos años de privación de libertad.

			B. Productos de uso o consumo humano caducados. La pena a imponerse será de seis meses a dos años de privación de libertad.

			El cambio normativo además establece lo siguiente:

			Responsabilidad penal de la persona jurídica: Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica será sancionada con una multa de treinta a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general y la extinción de esta.

			Figura agravada: Si la persona que comete este delito es un profesional de la salud, cuando se trate de medicamentos o dispositivos médicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años e inhabilitación para el ejercicio de la profesión, empleo u oficio por seis meses, una vez cumplida la pena privativa de libertad.

			Paratipo penal: Si como consecuencia del consumo de estos productos se produce la muerte de la persona que los ha consumido, el responsable será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Los medicamentos, dispositivos médicos o productos de uso y consumo humano caducados serán decomisados por la autoridad competente, para la correspondiente destrucción (Art. 217 del COIP reformado).

			4.1 Producción, fabricación, comercialización, distribución, importación, almacenamiento o dispensación de medicamentos, dispositivos médicos y productos de uso y consumo humano falsificados o adulterados: Este tipo penal se agrega con la reforma del 2019 (Art. 217.1 del COIP) de la siguiente manera:

			La persona que produzca, fabrique, comercialice, distribuya, importe, almacene o dispense medicamentos, dispositivos médicos o productos de uso o consumo humano falsificados o adulterados, sin registro o notificación sanitaria, con ingredientes inadecuados, sin ingredientes activos, con cantidades inadecuadas de ingredientes activos, con un envase o empaque falsificado o adulterado, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. El cambio normativo además establece lo siguiente:

			Responsabilidad penal de la persona jurídica: Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica será sancionada con una multa de cincuenta a cien salarios básicos unificados del trabajador en general y la extinción de la misma.

			Figura agravada: Si la persona que comete este delito es un profesional de la salud, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años e inhabilitación para el ejercicio de la profesión u oficio por un año, una vez cumplida la pena privativa de libertad.

			Paratipo penal: Si como consecuencia del consumo de estos productos se produce la muerte, el responsable será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Los medicamentos, dispositivos médicos o productos de uso y consumo humano falsificados o adulterados serán decomisados por la autoridad competente, para la correspondiente destrucción (Art. 217.1 del COIP).

			5. Desatención del servicio de salud:

			La persona que, en obligación de prestar un servicio de salud y con la capacidad de hacerlo, se niegue a atender a pacientes en estado de emergencia, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Responsabilidad penal de la persona jurídica: Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será sancionada con multa de treinta a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general y su clausura temporal.

			Figura agravada - Paratipo penal: Si se produce la muerte de la víctima, como consecuencia de la desatención, la persona será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 218 del COIP).

			6. Delitos por la producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización (Arts. 219 y ss. del COIP): Ver delitos relativos a las sustancias estupefacientes y psicotrópicas.

			Delitos contra el sistema financiero

			(Ver Pánico financiero)

			Dentro del bien jurídico de la “Responsabilidad Ciudadana”, el Código Orgánico Integral Penal tipifica a los que entiende son delitos contra el sistema financiero, a través de cuatro conductas:

			
					Pánico financiero (Art. 322 del COIP)

					Captación ilegal de dinero (Art. 323 del COIP)

					Falsedad de información financiera (Art. 324 del COIP)

					Descuento indebido de valores (Art. 326 del COIP)

			

			Delitos contra la estructura del Estado constitucional

			(Ver Rebelión // Sabotaje // Sedición // Espionaje)

			Son punibles en el Código Orgánico Integral Penal, por ser delitos contra la estructura del Estado constitucional, cuyo propósito es la protección y tutela de la seguridad pública, las siguientes conductas:

			
					Rebelión (Art. 336 del COIP)

					Destrucción o inutilización de bienes (Art. 337 del COIP)

					Usurpación y retención ilegal de mando (Art. 338 del COIP)

					Actos hostiles contra el Estado (Art. 339 del COIP)

					Quebrantamiento de tregua o armisticio (Art. 340 del COIP)

					Tentativa de asesinato contra el Presidente de la República (Art. 341 del COIP)

					Sedición (Art. 342 del COIP)

					Insubordinación (Art. 343 del COIP)

					Abstención de la ejecución de operaciones en conmoción interna (Art. 344 del COIP)

					Sabotaje (Art. 345 del COIP)

					Paralización del servicio público (Art. 346 del COIP)

					Destrucción de registros (Art. 347 del COIP)

					Incitación a la discordia entre ciudadanos (Art. 348 del COIP)

					Grupos subversivos (Art. 349 del COIP)

					Instrucción militar ilegal (Art. 350 del COIP)

					Infiltración en zonas de seguridad (Art. 351 del COIP)

					Ocultamiento de objetos para el socorro (Art. 352 del COIP)

					Traición a la Patria (Art. 353 del COIP)

					Espionaje (Art. 354 del COIP)

					Omisión en el abastecimiento (Art. 355 del COIP)

					Atentado contra la seguridad de las operaciones militares y policiales (Art. 356 del COIP)

					Deserción y omisión de aviso (Arts. 357 y 358 del COIP)

					Abuso de arma de fuego (Art. 359 del COIP)

					Tenencia y porte de armas (Art. 360 del COIP)

					Actividades vinculadas a armas de fuego y explosivos no autorizados (Art. 361 del COIP)

					Tráfico ilícito de armas de fuego, armas químicas, nucleares y biológicas (Art. 362 del COIP)

					Instigación (Art. 363 del COIP); y,

					El incendio (Art. 364 del COIP)

			

			Delitos contra la propiedad intelectual

			Una de las reformas al Código Orgánico Integral Penal, en concreto la publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 598, de 30 de septiembre del 2015, agregó dentro de los delitos contra el derecho a la propiedad (Art. 208 A), a la falsificación de marcas y piratería lesiva contra los derechos de autor.

			Esta conducta se produce cuando una persona fabrica o comercializa, a escala comercial, mercancías o su envoltorio, sin la debida autorización, una marca idéntica a la válidamente registrada para tales mercancías o que esa marca no pueda distinguirse en sus aspectos esenciales.

			Pena: La pena es de multa y se la aplicará de la manera siguiente:

			1. Cuando el valor de la mercadería incautada sea de ciento cuarenta y dos a cuatrocientos veinticuatro salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará la multa de cincuenta y cinco a ochenta y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			2. Cuando el valor de la mercadería incautada sea mayor a cuatrocientos veinticuatro y menor a ochocientos cuarenta y siete salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará la multa de ochenta y seis a ciento setenta y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			3. Cuando el valor de la mercadería incautada sea mayor a ochocientos cuarenta y siete salarios básicos unificados del trabajador en general, se aplicará una multa de ciento setenta y seis a doscientos noventa y cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			La misma pena se aplicará a la persona que produzca, reproduzca o comercialice a escala comercial, mercancía pirata que lesione el derecho de autor para las obras registradas o no, entendiéndose estas como cualquier copia hecha sin consentimiento del titular del derecho de autor o de una persona debidamente autorizada por él.

			Responsabilidad penal empresarial:

			Cuando una persona jurídica sea la responsable, será sancionada con las mismas multas y su extinción.

			Excusa legal absolutoria:

			No constituye delito la fabricación o comercialización de mercancías imitadas que tengan una marca con características propias que no conlleven a una confusión con la marca original, sin perjuicio de las responsabilidades civiles a que haya lugar.

			Reglas generales para tener en cuenta:

			A. Las disposiciones precedentes no se aplicarán a bienes o productos que no tengan un fin comercial.

			B. En el caso de las marcas notorias, no se requerirá que el titular del derecho demuestre que la marca está válidamente registrada, sino únicamente su derecho como titular.

			Delitos contra la vida - Delitos contra la inviolabilidad de la vida

			(Ver Aborto // Asesinato // Homicidio // Femicidio // Sicariato // Homicidio por mala práctica profesional)

			Los delitos contra la vida que se contemplaron en el ex Código Penal se centraron básicamente en las figuras de homicidio (ex Art. 449) y de asesinato (ex Art. 450); sin embargo, dentro del Título VI, de su Capítulo I, se describieron las distintas formas punibles y excusables de aborto (Arts. 441 a 447).

			El Código Orgánico Integral Penal, en la Sección Primera, de su Capítulo Segundo, del Título IV, tipifica las formas de manifestación de los delitos contra la vida, entre ellos al asesinato (Art. 140), el femicidio y sus formas agravadas (Arts. 141 y 142), el sicariato (Art. 143), las varias formas de homicidio (Arts. 144, 145, 146); y, las modalidades de abortos punibles y no punibles (Arts. 147, 148, 149 y 150).

			Se hace necesario precisar que, en la normativa derogada, constaron ciertos tipos penales relacionados con este bien jurídico:

			Parricidio: Cometía parricidio el que, a sabiendas y voluntariamente, mataba a cualquier ascendiente o descendiente, cónyuge o hermano (ex Código Penal: Art. 452). En la norma vigente, el parricidio es una modalidad de asesinato, al tenor del Numeral 1 del Art. 140 del COIP.

			Infanticidio - figura derogada por el COIP: El infanticidio se producía cuando la madre, por ocultar su deshonra, mataba al hijo recién nacido. En este caso se la sancionaba con la pena de reclusión menor de tres a seis años, sanción que del mismo modo la sufrían los abuelos maternos, que, para ocultar la deshonra de la madre, cometían este delito (ex Código Penal: Art. 453).

			Instigación al suicidio: Se reprimía a la persona que instigaba o había prestado auxilio a otro para que se suicide, debiendo tenerse presente que era responsable si el suicidio se tentaba y, obviamente, si se consumaba (ex Código Penal: Art. 454).

			En la norma penal actual, el Art. 363 del COIP, reprime a la instigación en general y, a partir de la reforma del 2019, se crea el tipo penal de instigación al suicidio (Art. 154.1 del COIP), que reprime con pena de privación de la libertad de uno a tres años, a la persona que induzca o dirija, mediante amenazas, consejos, órdenes concretas, retos, por medio de cualquier tipo de comunicación verbal, física, digital o electrónica existente, a una persona a que se provoque daño así misma o ponga fin a su vida, siempre que resulte demostrable que dicha influencia fue determinante en el resultado dañoso.

			Varias figuras del homicidio: Existían varias formas de describir típicamente a la figura genérica del homicidio según las circunstancias de cada caso:

			A) Homicidio preterintencional (ex Código Penal: Art. 455). La preterintencionalidad en el Código Orgánico Integral Penal se encuentra reconocida genéricamente en el segundo inciso de su artículo 26.

			B) Homicidio preterintencional por el suministro de sustancias - derogado por el COIP (ex Código Penal: Art. 456).

			C) Homicidio agravado por razón del parentesco - derogado por el COIP (ex Código Penal: Art. 458).

			D) Homicidio inintencional (ex Código Penal: Art. 459). El homicidio inintencional u homicidio culposo, se encuentra en el artículo 145 del Código Orgánico Integral Penal.

			E) Homicidio en deportes - derogado por el COIP (ex Código Penal: Art. 462).

			F) Muerte en riña - derogada por el COIP: Cuando en riña o agresión en que tomaban parte dos o más personas, resultaba una muerte, sin que constare quien o quienes la causaron, se tenían por autores a todos los que ejercieron violencia sobre la persona del ofendido, y se aplicaba la pena de uno a cinco años de prisión y multa de treinta y un a setenta y siete dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 461).

			Delitos contra los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de la protección de los derechos del Buen Vivir, en su Sección Cuarta, tipifica las acciones que se entienden afectan a los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado, al tenor de las siguientes dos conductas delictivas:

			1. Engaño al comprador respecto a la identidad o calidad de las cosas o servicios vendidos:

			La persona que provoque error al comprador o al usuario acerca de la identidad o calidad de la cosa o servicio vendido, entregando fraudulentamente un distinto objeto o servicio ofertado en la publicidad, información o contrato o acerca de la naturaleza u origen de la cosa o servicio vendido, entregando una semejante en apariencia a la que se ha comprado o creído comprar, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Responsabilidad de la persona jurídica: Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será sancionada con multa de diez a quince salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 235 del COIP).

			2. Casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de azar:

			La persona que administre, ponga en funcionamiento o establezca casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de azar, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: La persona que con afán de lucro lleve a cabo las actividades señaladas en el inciso anterior, simulando que las efectúa sin fines de lucro, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Serán comisados los instrumentos, productos o réditos utilizados u obtenidos por el cometimiento de la infracción (Art. 236 del COIP).

			Delitos contra mascotas o animales de compañía: Protección de la fauna urbana

			Con la reforma al Código Orgánico Integral Penal del 2019 se crea un capítulo para estos ilícitos de acción privada.

			De esta manera, los tipos penales son los siguientes:

			1. (Art. 249) Lesiones a animales que formen parte del ámbito de la fauna urbana: La persona que lesione a un animal que forma parte del ámbito de la fauna urbana causándole un daño permanente, será sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses.

			Figura agravada: Si la conducta se realiza como consecuencia de la crueldad o tortura animal será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Si la persona que comete esta infracción es aquella responsable del cuidado del animal por razones de comercio, quedará además inhabilitada por el mismo tiempo que dure la pena privativa de libertad y una vez terminada esta, para el ejercicio de actividades comerciales que tengan relación con los animales.

			Se aplicará el máximo de la pena prevista para este tipo penal si concurre al menos una de las siguientes circunstancias:

			A. Haber causado al animal la pérdida o inutilidad de un sentido, órgano o miembro principal.

			B. Los hechos se ejecutaron en presencia de un niño, niña o adolescente.

			C. Se actuó con ensañamiento contra el animal.

			D. Se suministró alimentos con componentes dañinos o sustancias tóxicas.

			E. Si el animal es cachorro, geronte o hembra gestante.

			F. Cuando la infracción es cometida por el dueño o tenedor del animal o por quien está a su cuidado temporal o permanente. En este caso el Gobierno Autónomo Descentralizado municipal retirará el animal de la posesión o propiedad del infractor.

			Excusa legal absolutoria: Se exceptúan de esta disposición las lesiones que resulten producto de accidentes graves, enfermedades o por motivos de fuerza mayor bajo supervisión de un especialista en la materia.

			2. (Art. 250) Abuso sexual a animales que forman parte del ámbito de la fauna urbana: La persona que realice actos de carácter sexual contra un animal que integre la fauna urbana respectiva, lo someta a explotación sexual, lo utilice para actos sexuales propios o de terceros; o, lo ponga a disposición de terceros para actos sexuales, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Figura agravada: Si como consecuencia de esta conducta se produce la muerte del animal, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			3. (Art. 250.1 ) Muerte a animal que forma parte del ámbito de la fauna urbana: La persona que mate a un animal que forma parte de la fauna urbana será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Figura agravada: Si la muerte se produce como resultado de actos de crueldad será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Se impondrá el máximo de la pena si concurre alguna de las siguientes circunstancias:

			A. Se actuó con ensañamiento contra el animal.

			B. Se suministró alimentos o componentes dañinos o sustancias tóxicas.

			C. Si el animal es cachorro, geronte o hembra gestante.

			D. Cuando la infracción se comete por el dueño o tenedor del animal o por quien esté a su cuidado temporal o permanente.

			Excusa legal absolutoria: Se exceptúan de esta disposición, las acciones tendientes a poner fin a sufrimientos ocasionados por accidentes graves, enfermedades o por motivos de fuerza mayor, bajo la supervisión de un especialista en la materia.

			4. (Art. 250.2 ) Peleas o combate entre perros u otros animales de fauna urbana: La persona que haga participar perros u otros animales de fauna urbana, los entrene, organice, promocione o programe peleas entre ellos, será sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses.

			Figura agravada: Si producto de la pelea se causa mutilación o lesiones permanentes al animal, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año. Si producto de la pelea se causa la muerte del animal, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Excusa legal absolutoria: Se exceptúa de esta disposición el caso de espectáculos públicos con animales autorizados mediante consulta popular o aquellos que no tienen como finalidad la muerte del animal, y los regulados por los Gobiernos Autónomos municipales y metropolitanos.

			La reforma además crea en modalidad de contravenciones contra animales que formen parte de la fauna urbana, las siguientes dos figuras:

			1. (Art. 250.3 ) Abandono de animales de compañía: La persona que abandone a un animal de compañía será sancionada con trabajo comunitario de veinte a cincuenta horas.

			2. (Art. 250.4 ) Maltrato a animales que forman parte del ámbito de la fauna urbana: La persona que por acción u omisión cause un daño temporal o deteriore gravemente la salud o integridad física de un animal que forme parte de la fauna urbana, sin causarle lesiones o la muerte, será sancionada con trabajo comunitario de cincuenta a cien horas.

			Delitos de explotación

			(Ver Tráfico ilegal de órganos // Turismo Sexual // Explotación sexual // Explotación laboral)

			El Código Orgánico Integral Penal, establece catorce formas de explotación, a saber:

			
					Extracción y tratamiento ilegal de órganos y tejidos (Art. 95 del COIP)

					Tráfico de órganos (Art. 96 del COIP)

					Publicidad de tráfico de órganos (Art. 97 del COIP)

					Realización de procedimientos de trasplante sin autorización (Art. 98 del COIP)

					Turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos (Art. 99 del COIP)

					Explotación sexual de personas (Art. 100 del COIP)

					Prostitución Forzada (Art. 101 del COIP)

					Turismo sexual (Art. 102 del COIP)

					Pornografía con utilización de menores de edad (Art. 103 del COIP)

					Comercialización de pornografía con utilización de menores (Art. 104 del COIP)

					Trabajos forzados u otras formas de explotación laboral (Art. 105 del COIP)

					Promesa de matrimonio o unión de hecho servil (Art. 106 del COIP)

					Adopción ilegal (Art. 107 del COIP)

					Empleo de personas para la mendicidad (Art. 108 del COIP)

			

			Disposiciones comunes para los delitos de explotación: Para estos delitos se observarán las siguientes disposiciones comunes:

			A) Penas accesorias: El juzgador, adicional a la pena privativa de libertad, podrá imponer una o varias penas no privativas de libertad.

			B) Suspensión de la patria potestad y cuidado de la víctima: En los casos en los que el presunto agresor sea ascendiente o descendiente, colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, cónyuge, ex cónyuge, conviviente, ex conviviente, pareja o ex pareja en unión de hecho, tutor, representante legal, curador o cualquier persona a cargo del cuidado o custodia de la víctima, el juez de garantías penales como medida cautelar suspenderá la patria potestad, tutoría, curatela y cualquier otra modalidad de cuidado sobre la víctima a fin de proteger sus derechos.

			C) No se aplica la atenuante de haber obrado bajo temor intenso: Para estos delitos no cabe la atenuante prevista en el número 2 del artículo 45 del COIP, es decir, actuar la persona infractora por temor intenso o bajo violencia.

			D) Irrelevancia del comportamiento anterior de la víctima: El comportamiento público o privado de la víctima, anterior a la comisión de la infracción, no es considerado dentro del proceso.

			E) Irrelevancia del consentimiento de la víctima: En estos delitos el consentimiento dado por la víctima no excluye la responsabilidad penal ni disminuye la pena correspondiente.

			F) Protección especial: Las víctimas en estos delitos podrán ingresar al programa de víctimas y testigos (Art. 110 del COIP).

			Delitos de función militar y policial

			En el suplemento del Registro Oficial 196, del 19 de mayo de 2010, se publicó una Ley reformatoria al ex Código Penal para la tipificación de los delitos cometidos en el servicio militar y policial, con la finalidad de que el principio de unidad jurisdiccional operase adecuadamente y el poder punitivo del Estado fuera ejercido por las autoridades de la Función Judicial. Estos delitos –bajo este esquema diferenciador– no se mantienen en el Código Orgánico Integral Penal, en vista de la creación de tipos penales en los cuales se ha estipulado como sujeto activo a los servidores militares y policiales.

			Delitos de genocidio y etnocidio

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de primer capítulo destinado a las graves violaciones a los derechos humanos, se refiere al Genocidio y al Etnocidio, de la siguiente manera:

			1. Genocidio:

			La persona que, de manera sistemática y generalizada y con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, religioso o político, realice cualquiera de los siguientes actos, será sancionada con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años:

			1. Matanza de miembros del grupo.

			2. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo.

			3. Sometimiento intencional a condiciones de existencia que acarreen su destrucción física total o parcial.

			4. Adopción de medidas forzosas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo.

			5. Traslado forzado de niñas, niños o adolescentes, de un grupo a otro (Art. 79 del COIP).

			2. Etnocidio:

			La persona que, de manera deliberada, generalizada o sistemática, destruya total o parcialmente la identidad cultural de pueblos en aislamiento voluntario, será sancionada con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años (Art. 80 el COIP).

			Delitos de odio - Delitos contra el derecho a la igualdad

			El Código Orgánico Integral Penal, al brindar protección al derecho a la igualdad, tipifica como Delito de odio, a los siguientes actos:

			La persona que cometa actos de violencia física o psicológica de odio, contra una o más personas debido a su nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad, estado de salud o portar VIH, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figuras agravadas:

			A) Si los actos de violencia provocan heridas a la persona, se sancionará con las penas privativas de libertad previstas para el delito de lesiones agravadas en un tercio.

			B) Paratipo penal: Si los actos de violencia producen la muerte de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 177 del COIP).

			Además, tipifica a la discriminación, ilícito que se configura cuando:

			La persona que, salvo los casos previstos como políticas de acción afirmativa, propague practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad o estado de salud con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada:

			Si la infracción aquí puntualizada es ordenada o ejecutada por servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 176 del COIP).

			Delitos de lesiones o contra la integridad personal

			Garantía de la integridad personal y sanción: Como se ha indicado en este Consultor Penal, el Estado garantiza la integridad personal (física, síquica, moral y sexual) de todos los habitantes, de ahí que a más de las conductas descritas los artículos 66 numeral 3, literales a), b) c) y d) y 80 de la Constitución, se sancionarán las lesiones, de conformidad con el Código Orgánico Integral Penal, de la manera que se detalla a continuación:

			1.  Tortura:

			La persona que inflija u ordene infligir a otra persona, grave dolor o sufrimiento, ya sea de naturaleza física o psíquica o la someta a condiciones o métodos que anulen su personalidad o disminuyan su capacidad física o mental, aun cuando no causen dolor o sufrimiento físico o psíquico; con cualquier finalidad en ambos supuestos, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Figuras agravadas:

			La persona que incurra en alguna de las siguientes circunstancias será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años:

			A) Aproveche su conocimiento técnico para aumentar el dolor de la víctima.

			B) La cometa una persona que es funcionaria o servidora pública u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, por instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.

			C) Se cometa con la intención de modificar la identidad de género u orientación sexual.

			D) Se cometa en persona con discapacidad, menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años o mujer embarazada.

			Delito propio de omisión: El servidor público que tenga competencia para evitar la comisión de la infracción de tortura y omita hacerlo, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 151 del COIP).

			2. Lesiones:

			La persona que lesione a otra será sancionada de acuerdo con las siguientes reglas:

			1. Si como resultado de las lesiones se produce en la víctima un daño, enfermedad o incapacidad de cuatro a ocho días, será sancionada con pena privativa de libertad de treinta a sesenta días.

			2. Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de nueve a treinta días, será sancionada con pena privativa de libertad de dos meses a un año.

			3. Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de treinta y uno a noventa días, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			4. Si produce a la víctima una grave enfermedad o una disminución de sus facultades físicas o mentales o una incapacidad o enfermedad, que no siendo permanente, supere los noventa días, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			5. Si produce a la víctima enajenación mental, pérdida de un sentido o de la facultad del habla, inutilidad para el trabajo, incapacidad permanente, pérdida o inutilización de algún órgano o alguna grave enfermedad transmisible e incurable, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Reglas en casos especiales de lesiones:

			A) Agravación de la pena: Si la lesión se produce durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública, será sancionada con el máximo de la pena privativa de libertad prevista para cada caso, aumentada en un tercio.

			B) Atenuación de la pena por infracción del deber objetivo de cuidado: La lesión causada por infringir un deber objetivo de cuidado, en cualquiera de los casos anteriores, será sancionada con pena privativa de libertad de un cuarto de la pena mínima prevista en cada caso.

			C) Para la determinación de la infracción del deber objetivo de cuidado se considerará lo previsto en el artículo 146 del COIP.

			Excusa legal absolutoria - Principio de necesidad de acciones terapéuticas: No serán punibles las lesiones derivadas de acciones terapéuticas ejecutadas por profesionales de la salud en cumplimiento del principio de necesidad que precautele la salud del paciente (Art. 152 del COIP).

			3. Abandono de persona:

			La persona que abandone a personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad o a quienes adolezcan de enfermedades catastróficas, de alta complejidad, raras o huérfanas, colocándolas en situación de desamparo y ponga en peligro real su vida o integridad física, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figuras agravadas:

			A) Las lesiones producto del abandono de persona, se sancionarán con las mismas penas previstas para el delito de lesiones, aumentadas en un tercio.

			B) Paratipo penal: Si se produce la muerte, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años (Art. 153 del COIP).

			4. Intimidación:

			La persona que amenace o intimide a otra con causar un daño que constituya delito a ella, a su familia, a personas con las que esté íntimamente vinculada, siempre que, por antecedentes aparezca verosímil la consumación del hecho, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 154 del COIP).

			Figuras de lesiones derogadas por el COIP: Modalidades de lesiones que ya no constan en la normativa vigente son:

			1. Lesión en riña tumultuaria: Cuando en riña o agresión en que tomaron parte más de dos personas, resultaban heridas o lesiones, sin que constare quien o quienes las causaron, se tenían por autores a todos los que ejercieron violencia sobre la persona del ofendido, y se aplicaba la pena de quince días a un año de prisión y multa de ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 470).

			2. Lesión producida en deportes: Para este tipo penal, se aplicaban los lineamientos contemplados en el artículo 462 del ex Código Penal, determinándose que estas lesiones no eran punibles si aparecía claramente que no hubo intención ni violación de los respectivos reglamentos y siempre que se tratara de un deporte no prohibido en el país (ex Código Penal: Art. 473).

			Delitos de tránsito – Delitos culposos de tránsito

			(Ver Contravenciones de tránsito)

			El Código Orgánico Integral Penal, considera son siete los delitos culposos de tránsito:

			1. Muerte causada por conductor en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan:

			La persona que conduzca un vehículo a motor en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan y ocasione un accidente de tránsito del que resulten muertas una o más personas, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a doce años y revocatoria definitiva de la licencia para conducir vehículos.

			Caso del transporte público:

			En el caso del transporte público, además de la sanción prevista en el párrafo anterior, el propietario del vehículo y la operadora de transporte serán solidariamente responsables por los daños civiles, sin perjuicio de las acciones administrativas que sean ejecutadas por parte del organismo de transporte competente sobre la operadora (Art. 376 del COIP).

			2. Muerte culposa:

			La persona que ocasione un accidente de tránsito del que resulte la muerte de una o más personas por infringir un deber objetivo de cuidado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años y suspensión de la licencia de conducir por seis meses una vez cumplida la pena privativa de libertad.

			Figuras agravadas:

			Serán sancionados de tres a cinco años, cuando el resultado dañoso es producto de acciones innecesarias, peligrosas e ilegítimas, tales como:

			A) Exceso de velocidad.

			B) Conocimiento de las malas condiciones mecánicas del vehículo.

			C) Llantas lisas y desgastadas.

			D) Haber conducido el vehículo más allá de las horas permitidas por la ley o malas condiciones físicas del conductor.

			E) Inobservancia de leyes, reglamentos, regulaciones técnicas u órdenes legítimas de las autoridades o agentes de tránsito.

			Caso del transporte y empleados públicos o privados:

			En caso de que el vehículo con el cual se ocasionó el accidente preste un servicio público de transporte será solidariamente responsable de los daños civiles la operadora de transporte y el propietario del vehículo, sin perjuicio de las acciones administrativas que sean ejecutadas por parte del organismo de transporte competente, respecto de la operadora.

			La misma multa se impondrá al empleador público o privado que haya exigido o permitido a al conductor trabajar en dichas condiciones (Art. 377 del COIP).

			3. Muerte provocada por negligencia de contratista o ejecutor de obra:

			La persona contratista o ejecutor de una obra que por infringir un deber objetivo de cuidado en la ejecución de obras en la vía pública o de construcción, ocasione un accidente de tránsito en el que resulten muertas una o más personas, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. La persona contratista o ejecutora de la obra y la entidad que contrató la realización de la obra, será solidariamente responsable por los daños civiles ocasionados.

			De verificarse por parte de las autoridades de tránsito que existe falta de previsión del peligro o riesgo durante la ejecución de obras en la vía pública, dicha obra será suspendida hasta subsanar la falta de previsión mencionada, sancionándose a la persona natural o jurídica responsable con la multa aplicable para esta infracción.

			Sector público:

			Si las obras son ejecutadas mediante administración directa por una institución del sector público, la sanción en materia civil se aplicará directamente a la institución y en cuanto a la responsabilidad penal, se aplicarán las penas señaladas en los párrafos anteriores al funcionario responsable directo de la obra (Art. 378 del COIP).

			4. Lesiones causadas por accidente de tránsito:

			En los delitos de tránsito que tengan como resultado lesiones a las personas, se aplicarán las sanciones previstas en el artículo 152 del COIP, reducidas en un cuarto de la pena mínima prevista en cada caso. Serán sancionadas además con reducción de diez puntos en la licencia de conducir.

			Figura agravada: En los delitos de tránsito que tengan como resultado lesiones, si la persona conduce el vehículo en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, se aplicarán las sanciones máximas previstas en el artículo 152 del COIP, incrementadas en un tercio y la suspensión de la licencia de conducir por un tiempo igual a la mitad de la pena privativa de libertad prevista en cada caso. El propietario del vehículo será responsable solidario por los daños civiles (Art. 379 del COIP).

			5. Daños materiales:

			La persona que como consecuencia de un accidente de tránsito cause daños materiales cuyo costo de reparación sea mayor a dos salarios y no exceda de seis salarios básicos unificados del trabajador en general, será sancionada con multa de dos salarios básicos unificados del trabajador en general y reducción de seis puntos en su licencia de conducir, sin perjuicio de la responsabilidad civil para con terceros a que queda sujeta por causa de la infracción.

			Figura agravada - licencia suspendida: En el caso anterior, la persona que conduzca un vehículo en el lapso en que la licencia de conducir se encuentre suspendida temporal o definitivamente, será sancionada con multa de cinco salarios básicos unificados del trabajador en general.

			La persona que como consecuencia del accidente de tránsito cause solamente daños materiales cuyo costo de reparación exceda los seis salarios básicos unificados del trabajador en general, será sancionada con multa de cuatro salarios básicos unificados del trabajador en general y reducción de nueve puntos en su licencia de conducir.

			Figura agravada - licencia suspendida: En el caso del párrafo precedente, la persona que conduzca un vehículo en el lapso en que la licencia de conducir se encuentre suspendida temporal o definitivamente, será sancionada con multa de siete salarios básicos unificados del trabajador en general.

			Daños materiales causados en estado de embriaguez o bajo efectos de sustancias prohibidas: Si la persona se encuentra en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, se impondrá la pena establecida para cada caso, aumentada en un tercio y la pena privativa de libertad de treinta a cuarenta y cinco días (Reforma publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 598, de 30 de septiembre del 2015).

			En cualquier caso, el propietario del vehículo será solidariamente responsable de los daños civiles (Art. 380 del COIP).

			6. Exceso de pasajeros en transporte público:

			La persona que conduzca un vehículo de transporte público, internacional, intrarregional, interprovincial, intraprovincial con exceso de pasajeros, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año y suspensión de la licencia de conducir por el mismo plazo (Art. 381 del COIP).

			7. Daños mecánicos previsibles en transporte público:

			La persona que conduzca un vehículo de transporte público con daños mecánicos previsibles, y como resultado de ello ponga en peligro la seguridad de los pasajeros, será sancionada con una pena privativa de libertad de treinta a ciento ochenta días y suspensión de la licencia de conducir por el mismo tiempo. Será responsable solidariamente el propietario del vehículo (Art. 382 del COIP).

			Delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar

			(Ver Contravenciones por el bien jurídico y generales // Procedimiento unificado, especial y expedito)

			Dentro del Código Orgánico Integral Penal se tipifican tres delitos vinculados a la violencia contra la mujer o contra los miembros del núcleo familiar, para los que se deberá tener en cuenta que se considera violencia a toda acción que consista en maltrato, físico, psicológico o sexual ejecutado por un miembro de la familia en contra de la mujer o demás integrantes del núcleo familiar.

			Se consideran miembros del núcleo familiar al cónyuge, a la pareja en unión de hecho o unión libre, conviviente, ascendientes, descendientes, hermanas, hermanos, parientes hasta el segundo grado de afinidad y personas con las que se determine que el procesado o la procesada mantenga o haya mantenido vínculos familiares, íntimos, afectivos, conyugales, de convivencia, noviazgo o de cohabitación (Art. 155 del COIP).

			Los tipos penales son:

			1. Violencia física contra la mujer o miembros del núcleo familiar:

			La persona que, como manifestación de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cause lesiones, será sancionada con las mismas penas previstas para el delito de lesiones aumentadas en un tercio (Art. 156 del COIP).

			2. Violencia psicológica contra la mujer o miembros del núcleo familiar:

			Este delito fue reformado por la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 175, de 05 de febrero del 2018.

			Comete delito contra la mujer o miembros del núcleo familiar, quienes profieran amenazas, o ejerzan manipulación, chantaje, humillación, aislamiento, hostigamiento, persecución, control de las creencias, decisiones o acciones, insultos o cualquier otra conducta que cause afectación psicológica y será sancionada con la pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Figuras agravadas:

			A) Si con ocasión de la violencia psicológica se produce en la víctima enfermedad o trastorno mental, la sanción será la pena privativa de libertad de uno a tres años.

			B) Si la infracción recae en persona de uno de los grupos de atención prioritaria, en situación de doble vulnerabilidad o con enfermedades catastróficas o de alta complejidad, la sanción será la máxima pena, aumentada en un tercio (Art. 157 del COIP).

			3. Violencia sexual contra la mujer o miembros del núcleo familiar:

			Con la reforma del 2019, este tipo penal determina que la persona que, como manifestación de violencia contra la mujer o un miembro del núcleo familiar, se imponga a otra y la obligue a tener relaciones sexuales u otras prácticas análogas, será sancionada con el máximo de las penas previstas en los delitos contra la integridad sexual y reproductiva, cuando se trate de niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores y personas con discapacidad (Art. 158 del COIP).

			Delitos económicos

			(Ver Delitos relativos al lavado de activos y financiación de delitos // Pánico económico // Agiotaje)

			Dentro del bien jurídico de la “Responsabilidad Ciudadana”, el Código Orgánico Integral Penal tipifica a los que entiende son delitos económicos, entre los cuales encontramos a:

			
					Pánico económico (Art. 307 del COIP)

					Agiotaje (Art. 308 del COIP)

					Usura (Art. 309 del COIP)

					Divulgación de información financiera (Art. 310 del COIP)

					Ocultamiento de información societaria (Art. 311 del COIP)

					Falsedad de información en el mercado de valores (Art. 312 del COIP)

					Defraudaciones bursátiles (Art. 313 del COIP)

					Falsedad documental en el mercado de valores (Art. 314 del COIP)

					Autorización indebida de contrato de seguro (Art. 315 del COIP)

					Operaciones indebidas de seguros (Art. 316 del COIP)

					Lavado de activos y la incriminación falsa por lavado de activos (Arts. 317 y 318 del COIP)

					Omisión en el control de lavado de activos (Art. 319 del COIP)

					Simulación de exportaciones e importaciones (Art. 320 del COIP)

			

			Referencias doctrinarias acerca de los delitos económicos o delitos contra el orden socioeconómico*:

			*	El presente contenido se encuentra en ARAUJO GRANDA, Ma. Paulina, Derecho Penal Económico: Los delitos socioeconómicos en la legislación ecuatoriana, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2010, pp. 113-117 y 30-48.

			Hablar de delitos económicos, nos remite inexorablemente a los objetos dentro de la tipicidad, en especial aquel conocido como objeto jurídico o bien jurídico protegido, porque es precisamente el puente entre la ley penal y la Constitución y, con base en él y su tutela, es que se legitima el ejercicio del ius puniendi. Este objeto en los ilícitos económicos es llamado como orden económico social.

			Para comprender el sentido, contenido y alcance del orden económico social, es necesaria una diferenciación entre en el bien jurídico mediato y el bien jurídico inmediato, puesto que son conceptos que permiten abarcar el fenómeno económico, que cuando es distorsionado, afecta tanto a intereses individuales como a los de grupos y de la colectividad.

			En este sentido, el tratamiento del bien jurídico en el ámbito penal económico, nos enfrenta a situaciones diversas, ya que estas infracciones son concebidas como delitos que tutelan un bien jurídico individual, pero con proyección mediata sobre algún aspecto del orden socioeconómico. Esta es la razón por la cual son ilícitos destinados a proteger un bien jurídico de naturaleza supraindividual176, que a su vez puede tener una proyección mediata sobre un interés jurídico más genérico.

			En palabras de Carlos Martínez-Buján, es imperioso efectuar una distinción dentro de los bienes supraindividuales o colectivos, que abarcan a los bienes jurídicos sociales generales, que se caracterizan por ser intereses que pertenecen a todas las personas de una comunidad social, así como a los bienes denominados como difusos, que a diferencia de los anteriores, no son intereses que afectan a la totalidad de las personas; debiendo aclararse que en el marco de la categoría de los delitos económicos, hay figuras delictivas que pueden estar integradas por uno y otro grupo177.

			En concordancia con lo dicho, se debe precisar que cuando nos referimos a un bien jurídico inmediato, es el bien específico y directamente tutelado que constituye el elemento básico de toda conducta típica y antijurídica; figura que cuando se la aplica al orden económico social, se subdivide en un sentido amplio y un sentido estricto.

			Entonces, el orden económico social amplio, es entendido como la regulación jurídica de la producción, distribución y consumo de bienes y servicios y, el orden económico social estricto, como la regulación jurídica del intervencionismo estatal en la economía. Ambas diferenciaciones permiten concluir que puede ser entendido como un bien individual o supraindividual, al afectarse por ejemplo a los consumidores y, por ende, a la colectividad.

			“Es evidente que en los delitos económicos en sentido amplio el orden económico nunca podrá constituir un bien jurídico directamente tutelado en el sentido técnico (...) o sea, en el sentido de que su vulneración (su lesión o puesta en peligro) se halle incorporada implícitamente a cada tipo de injusto de la infracción correspondiente, con las consecuencias dogmáticas que de ello se deriva (...) es consustancial a esta subcategoría el hecho de que, al lado del bien mediato, existirá siempre un bien jurídico específico en sentido técnico, que normalmente será incluso un bien jurídico patrimonial de naturaleza puramente individual, aunque en algunos casos pueda tratarse de un bien de índole supraindividual. Con todo, el orden económico, sí podrá ser catalogado como bien jurídico mediato genérico, integrado por la ratio legis, de todas estas figuras delictivas.”178

			Podemos afirmar que el bien jurídico mediato, no es más que la ratio legis o finalidad objetiva de la norma, por tanto, las razones o motivos del legislador para criminalizar determinado comportamiento, que, en el caso del Derecho Penal Económico, es la protección de los intereses de los protagonistas del sistema económico.

			Por todo lo dicho, se debe tener claro que cuando nos referimos a delitos económicos, estamos hablando de conductas pluriofensivas, que pueden proteger por ejemplo a los clientes en el ámbito comercial, a las empresas en el área de la competencia y asegurar el equilibrio del sistema económico del Estado.

			Además, en ocasiones, estamos frente a tipologías de peligro, precisamente porque tutelan bienes jurídicos supraindividuales o inmateriales, de los cuales resulta inconcebible la tipificación de una lesión concreta, puesto que su lesión propiamente dicha no se da con una acción típica individual, sino por una reiteración generalizada de conductas, que generan la pérdida de confianza en las estructuras del sistema económico-financiero.

			Tiedemann, a través de su aporte de la Teoría de los bienes intermedios, señala que los delitos económicos se sustentan en una lesión, desde el momento en que se admite que los bienes jurídicos colectivos institucionalizados (orden económico social), pueden ser también lesionados, evidentemente no en el sentido de que sea posible su destrucción, sino en el de su afectación o perturbación179.

			Como lo afirma Arturo Donoso Castellón180, tomando en cuenta el bien jurídico del orden económico social, el Derecho Penal Económico se orienta a garantizar que todos los agentes que interactúan en el ámbito de la economía, puedan imaginar, diseñar, producir, interactuar y asociarse tanto en el sector público, privado y mixto, en condiciones de igualdad y oportunidades de acceso a las mismas fuentes tecnológicas, técnicas y científicas, para evitar una ilegítima discriminación que rompa las reglas del equilibrio económico. Por lo tanto, cualquier actividad que atente contra el equilibrio armónico del sistema económico, debe estar prevista como tipo penal, caso contrario, se pondría en peligro la existencia del sistema per se.

			Desde una perspectiva de Derecho Comparado, los delitos económicos pueden resumirse en los siguientes grupos:

			A) El pánico económico, vinculado a inconductas relativas al comercio, industrias y subastas. También se relaciona con los delitos contra la información protegida o la información privilegiada que se dispone en razón de un cargo o función.

			Para Hernández Quintero, el núcleo del pánico económico consiste en la realización de maniobras fraudulentas, que pueden consistir en la difusión de noticias falsas, con la finalidad de alterar los precios de productos de primera necesidad y del mismo modo estar conectadas a los salarios, materias primas, acciones o valores negociables, como al retiro de capitales extranjeros y a la desvinculación de trabajadores de las diversas empresas181.

			B) Los delitos contra la administración pública se conectan en esencia con el desvío o abuso de los fondos públicos, que se operativizan a través de maniobras dolosas destinadas a perjudicar la causa pública. Entran en este grupo además las conductas conectadas con el tratamiento jurídico de la corrupción, que supone el trastoque de los deberes y atribuciones de los funcionarios públicos.

			C) El lavado de dinero o blanqueo de capitales, conducta autónoma que permite ocultar bienes que provienen de otros delitos, para colocar las ganancias de los ilícitos, más allá del alcance de las autoridades. La expresión blanqueo o blanqueamiento, deriva del inglés “money laundering”, locución que se popularizó a finales de los años setenta en el dialecto usado por mafiosos norteamericanos, que ironizaban acerca de la existencia de unas cadenas de lavanderías que se empleaban para invertir el dinero procedente de la venta de droga, mezclándolos con fondos lícitos para lograr encubrir su origen.182

			El término lavado, de uso especialmente en los ordenamientos jurídicos sudamericanos, parte de la premisa anterior, pero con la complementariedad de la expresión alemana “geldwäsche”, es así como el Reglamento Modelo Americano sobre Delitos de lavado relacionados con el tráfico ilícito de drogas y delitos conexos, aprobado por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos de 23 de mayo de 1992, se refiere a esta tipología como “lavado de activos”.

			No está por demás indicar que la conversión o transferencia de capitales de origen ilícito de un país a otro y su reinserción en el sistema económico, produce graves problemas y favorece a la perpetración indeterminada de actos reprochables penalmente, lo que influye de manera proporcionalmente directa en el incremento de la delincuencia organizada transnacional.183

			Con base en lo antes citado, podemos concluir que el delito de lavado de dinero es aquella tipología que, a través de los más variados mecanismos fraudulentos y dolosos, logra la transferencia de valores de origen ilícito de un lugar a otro, insertando activos a la economía de un país, produciendo el desequilibrio que afecta directamente a las directrices marcadas por el régimen y sistema económico vigente en una sociedad184.

			D) Los delitos financieros o de los valores, conocidos también por parte de la doctrina como delitos contra el crédito, son aquellas conductas antijurídicas que buscan desestabilizar el mercado de valores, siendo estas tipologías de los más grandes retos que encaran las instituciones de negocios y financieras, más aún cuando los delincuentes dedicados a estas actividades, van cada vez incrementando su sofisticación, gracias a los avances tecnológicos disponibles.

			Estas actividades delictuales, para los consumidores, ha implicado una lucha casi insolventable, debido a que se deben enfrentar a contadores, comerciantes, burós de crédito y agentes de bolsa, sin pasar por alto las grandes sumas de dinero que deben pagar a los bancos y los consejos de valores para la contratación de especialistas encargados de los posibles riesgos.

			Se debe tener presente que la mayoría de estos fraudes se llevan a cabo especialmente por medio de publicidad engañosa, copiando o duplicando un documento financiero verdadero, suministrando y usando información reservada, así como a través de alteraciones químicas que remueven en todo o en parte la información del soporte documental para manipularla a favor del sujeto activo.

			E) Los delitos contra el Fisco, llamados también delitos contra la Hacienda Pública o en la terminología de los países regidos por el sistema del common law: Crimes against the Treasury, tienen como verbo rector básico a las maniobras fraudulentas y evasivas que buscan defraudar a las arcas estatales; en otras palabras, son conductas dolosas por medio de las cuales el sujeto activo decide no pagar lo debido y estipulado mediante el ordenamiento jurídico como obligaciones tributarias o aduaneras, lo cual puede ser llevado a cabo tanto por figuras de acción como de omisión.

			F) Para concluir, es necesario que se deje señalado que tanto los delitos ambientales, los relacionados con la trata de personas y aquellos referentes a la protección de la propiedad intelectual, también podrían ser considerados como delitos económicos.

			Delitos en los que se estipula la responsabilidad penal de la persona jurídica

			(Ver Responsabilidad penal de la persona jurídica)

			Si se realiza una minuciosa revisión del Código Orgánico Integral Penal, se encuentran los siguientes delitos que reconocen, ya sea en su texto o en artículo al final del capítulo o título correspondiente, la responsabilidad penal empresarial:

			1. En el Capítulo I del Título IV, se tipifican las “Graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el Derecho Internacional Humanitario” y en la Sección Primera relativa a la materia de delitos contra la humanidad, el Código Orgánico Integral Penal tipifica el genocidio (Art. 79), el etnocidio (Art. 80), exterminio (Art. 81), esclavitud (Art. 82), deportación o traslado forzoso de población (Art. 83), persecución (Art. 86), apartheid (Art. 87), agresión (Art. 88), y, además, incluye los delitos de lesa humanidad (Art. 89) e impone, para todos estos, cuando una persona jurídica sea la responsable de cualquiera de los ilícitos, la sanción de extinción de la misma, conforme lo señala el artículo 90.

			2. La sección Segunda, titulada como “Trata de personas”, en los artículos 91, 92 y 93 se refiere a los elementos constitutivos de la infracción, su consecuencia punitiva en el caso de personas naturales y estipula el principio de no punibilidad de la víctima. Si esta tipología es cometida por una persona jurídica, la sanción será un multa de cien a mil salarios básicos unificados del trabajador en general y la extinción de la empresa, según el artículo 94.

			3. Dentro del mismo capítulo, la Sección tercera, referente a las “Diversas clases de explotación”, considera como conductas punibles a la extracción y tratamiento ilegal de órganos y tejidos (Art. 95), al tráfico de órganos (Art. 96), a la publicidad de tráfico de órganos (Art. 97), la realización de procedimientos de trasplante sin autorización (Art. 98), el turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos (Art. 99), la explotación sexual de personas (Art. 100), la prostitución forzada (Art. 101), el turismo sexual (Art. 102), la pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes (Art. 103), la comercialización de pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes (Art. 104), los trabajos forzados u otras formas de explotación laboral (Art. 105), la promesa de matrimonio o unión de hecho servil (Art. 106), la adopción ilegal (Art. 107); y el empleo de personas para la mendicidad (Art. 108), tipologías todas que generarán la extinción de la empresa o persona jurídica y el pago de una multa de diez a mil salarios básicos unificados del trabajador en general, en concordancia con el artículo 109.

			4. En el Capítulo Segundo de los “Delitos contra los derechos de libertad”, en su Sección Novena de los “Delitos contra el derecho a la propiedad”, encontramos seleccionados delitos, como por ejemplo la ocupación, uso ilegal del suelo o tráfico de tierras (Art. 201), caso en el cual la persona jurídica será sancionada con su extinción y una multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general; y en la insolvencia fraudulenta (Art. 205), la pena será la clausura definitiva de los locales o establecimientos de la persona jurídica y una multa de cincuenta a cien salarios básicos unificados del trabajador en general.

			Con la reforma del 2019, se establece para el delito de estafa pena para la persona jurídica de multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 186).

			5. Dentro del mismo Capítulo Segundo, la Sección Undécima contiene a los “Delitos contra la migración”, en donde se tipifica el tráfico ilícito de migrantes (Art. 213), en cuyo caso, si se determina responsabilidad penal de la persona jurídica, será sancionada con su extinción.

			6. Centrándonos ahora en el Capítulo Tercero de los “Delitos contra los derechos del Buen Vivir”, su Sección Primera tipifica dentro de los “Delitos contra el derecho a la salud”, a dos figuras en las que existe responsabilidad de personas jurídicas así, la ley penal castiga la producción, fabricación, comercialización y distribución de medicamentos e insumos caducados (Art. 217 y Art. 217.1) con una multa de treinta a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general y la extinción de la empresa. Además, el delito de la desatención del servicio de salud (Art. 218), con multa de treinta a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general y la clausura temporal del ente ficticio.

			7. En el Capítulo III (Del Buen Vivir), la Sección Cuarta se dedica a los “Delitos contra los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado”, el artículo 235 castiga a la persona jurídica con una multa de diez a quince salarios básicos unificados del trabajador en general si incurre engaño al comprador respecto a la identidad o calidad de las cosas o servicios vendidos.

			8. La Sección Quinta del mismo Capítulo III, describe a los “Delitos contra el derecho a la cultura”, y tipifica, entre otros, a la destrucción de bienes del patrimonio cultural (Art. 237), que en el caso de las personas jurídicas, establece la pena de su disolución.

			9. Se afectará también al “Buen Vivir”, a través de los “Delitos contra el derecho al trabajo y la seguridad social”, en cuyo grupo encontramos dos conductas delictivas que establecen la responsabilidad de las personas jurídicas y se traducen en la retención ilegal de aportación a la seguridad social (Art. 242), que de comprobarse responsabilidad empresarial, se clausurarán los locales o establecimientos de la empresa, hasta que se cancelen los valores adeudados.

			La otra figura es la denominada como “falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social” (Art. 243), que contempla precisamente a la persona jurídica como único sujeto activo de la infracción, así:

			“Art. 243.- En el caso de personas jurídicas que no cumplan con la obligación de afiliar a uno o más de sus trabajadores al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, se impondrá la intervención de la entidad de control competente por el tiempo necesario para precautelar los derechos de las y los trabajadores y serán sancionadas con multa de tres a cinco salarios básicos unificados del trabajador en general, por cada empleado no afiliado, siempre que estas no abonen el valor respectivo dentro del término de cuarenta y ocho horas después de haber sido notificado.”

			10. Todo el Capítulo Cuarto se dedica a los “Delitos contra el ambiente y la naturaleza o Pacha Mama” a través de las siguientes figuras delictivas: En su Sección Primera los “Delitos contra la biodiversidad”: invasión de áreas de importancia ecológica, cuya pena de privación de libertad es de uno a tres años (Art. 245); incendios forestales y de vegetación (Art. 246), que en su figura genérica contempla la pena de privación de libertad de uno a tres años185; delitos contra la flora y fauna silvestres, cuya pena de prisión es de uno a tres años; delitos contra los recursos del patrimonio genético nacional, en sus modalidades de acceso no autorizado, erosión genética y pérdida genética, con penas que del mismo modo van desde los tres hasta los cinco años de privación de libertad (Art. 248).

			La Sección Segunda de los delitos contra la Pacha Mama, bajo la denominación de “Delitos contra los recursos naturales”, se construye con tres conductas punibles: los delitos contra el agua (Art. 251) y los delitos contra el suelo (Art. 252), ambos reprimidos con privación de libertad de tres a cinco años; y, la contaminación del aire, cuya pena para la persona natural es de uno a tres años de privación de libertad (Art. 253).

			Por su parte, la Sección Tercera de los “Delitos contra la gestión ambiental”, contiene como descripción típica a dos figuras: la gestión prohibida o no autorizada de productos, residuos, desechos o sustancias peligrosas (Art. 254), cuya sanción de privación de libertad, en su figura genérica no agravada, es de uno a tres años186; y, la falsedad u ocultamiento de información, que contiene la misma pena de prisión de uno a tres años (Art. 255).

			Para todos los delitos antes citados y que buscan tutelar el bien jurídico del ambiente, la Sección Cuarta a través del artículo 258 del COIP, establece las penas para las personas jurídicas, del modo siguiente:

			- Multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura temporal, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad, que se establece para personas naturales, es de uno a tres años.

			- Multa de doscientos a quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura temporal, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad, que se establece para personas naturales, es de tres a cinco años.

			- Multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general, clausura definitiva, comiso y la remediación de los daños ambientales, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad, que se establece para personas naturales, y es superior a cinco años.

			11. Dentro de las tipificaciones del mismo Capítulo Cuarto, se crea una última Sección, “Sección Quinta” de los “Delitos contra los recursos naturales no renovables”, en la que existen dos parágrafos dedicados a los “Delitos contra los recursos mineros” y a los “Delitos contra la actividad hidrocarburífera, derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo y biocombustibles”.

			En el primer grupo, encontramos a la actividad ilícita de los recursos mineros (Art. 260) y al financiamiento o suministro de maquinarias para la extracción ilícita de recursos mineros (Art. 261).

			En el segundo, están la paralización del servicio de distribución de combustibles (Art. 262); la adulteración de la calidad o cantidad de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (Art. 263); el almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal o mal uso de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (Art. 264); el almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal de hidrocarburos en las provincias fronterizas, puertos marítimos o fluviales o mar territorial (Art. 265); y, la sustracción de hidrocarburos (Art. 266).

			Todas las conductas antijurídicas descritas en esta sección, según el artículo 267, establecen como sanción a la persona jurídica, la multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general.

			12. El Capítulo Quinto, establece como objeto jurídico de protección penal a la “Responsabilidad Ciudadana” y en su Sección Quinta que tipifica a los “Delitos contra el régimen de desarrollo”, se contempla la responsabilidad penal empresarial únicamente para el caso de las varias modalidades de defraudación tributaria (Art. 298) y no solo cuando el sujeto activo sea una persona jurídica, sino que lo extiende al caso de las sociedades o cualquier entidad que carezca de personería jurídica, eventos en los cuales la pena a imponerse será la extinción de la persona jurídica o la asociación y la multa de cincuenta a cien salarios básicos unificados del trabajador en general, siempre y cuando se compruebe que se haya pretendido constituir una unidad económica o un patrimonio independiente de la de sus miembros.

			Téngase presente que incluso, las personas que ejercen control sobre la persona jurídica o que presten sus servicios como empleadas, trabajadoras o profesionales, serán responsables como autoras, si han participado en la defraudación tributaria en beneficio de la persona jurídica, aunque no hayan actuado con mandato alguno.

			13. Del mismo modo se afectará la Responsabilidad Ciudadana a través de los “Delitos económicos”, descritos en la Sección Octava del Capítulo Quinto, a saber: el pánico económico, cuya pena privativa de libertad es de cinco a siete años (Art. 307); el agiotaje, que contempla la pena de cárcel de uno a tres años (Art. 308); la usura, cuya figura genérica estipula la pena de privación de libertad de cinco a siete años187(Art. 309). La divulgación de información financiera reservada (Art. 310), el ocultamiento de información (Art. 311), la falsedad de información (Art. 312), las defraudaciones bursátiles (Art. 313), la falsedad documental en el mercado de valores (Art. 314) y la autorización indebida de contrato de seguro (Art. 315), tendrán todos la pena de tres a cinco años de privación de libertad.

			Las operaciones indebidas de seguros en cambio, serán sancionada con la privación de libertad de uno a tres años (Art. 316); el lavado de activos tendrá tres escalas punitivas, que van de uno a tres años, cinco a siete años y hasta de diez a trece años de privación de libertad (317); la incriminación falsa por lavado de activos, serán reprimida con la pena de uno a tres años de prisión (Art. 318); la omisión de control de lavado de activos, con privación de libertad de seis meses a un año (Art. 319); y, la simulación de exportaciones o importaciones, con privación de libertad de tres a cinco años (Art. 320).

			Estos ilícitos reprimen a la persona jurídica, conforme lo analizaremos líneas adelante, puesto que se unen al siguiente grupo.

			14. A partir del artículo 322, dentro de la misma Sección Octava, el legislador establece los “Delitos contra el sistema financiero” y, aunque los ubica dentro del “PARÁGRAFO SEGUNDO” (sic), es menester indicar a los lectores que, dentro de la octava sección, el parágrafo primero es inexistente.

			En todo caso, como delitos contra el sistema financiero se estipulan los siguientes: el pánico financiero, sancionado con una pena a la persona natural de cinco a siete años de privación de libertad (Art. 322); la captación ilegal de dinero también será sancionada con la privación de libertad de cinco a siete años (Art. 323); la falsedad de información financiera, con pena de cárcel de tres a cinco años (Art. 324); y, el descuento indebido de valores, con multa de diez a veinte salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 326)

			Todas las acciones y omisiones constantes en la Sección Octava, es decir, los delitos económicos y los que atentan contra el sistema financiero del país, contemplan la responsabilidad penal de la persona jurídica a través del artículo 325 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente manera:

			- Multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad de menos de cinco años.

			- Multa de doscientos a quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general, si el delito tiene prevista una pena de privación de libertad igual o menor a diez años.

			- Clausura definitiva de sus locales o establecimientos y multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general, si el delito cometido tiene prevista una pena de privación de libertad igual o menor a trece años.

			- Extinción y multa de mil a cinco mil salarios básicos unificados del trabajador en general, si el delito cometido tiene prevista una pena privativa de libertad mayor de trece años.

			Curiosamente para el delito de descuento indebido de valores, al tener como pena sólo multa, se estaría habilitando únicamente la sanción a la persona física que haya adecuado su conducta al tipo.

			15. Dentro del Capítulo Octavo de las “Infracciones de Tránsito”, si bien no se establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas, sí se reconoce expresamente la responsabilidad civil solidaria de las operadoras de transporte, sin perjuicio de las acciones administrativas que serán ejecutadas por el organismo de transporte competente sobre la operadora, en los casos que se detallan a continuación:

			Delitos culposos: Muerte causada por conductor en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan (Art. 376) y, muerte culposa (Art. 377)

			Especial atención merece la infracción de “Muerte provocada por negligencia de contratista o ejecutor de obra”, descrita en el artículo 378 del Código Orgánico Integral Penal, dado que establece por un lado que, si las obras son ejecutadas mediante administración directa por una institución del sector público, la sanción en materia civil se aplicará directamente a la institución y, en cuanto a la responsabilidad penal, se aplicarán las penas correspondientes, al funcionario responsable directo de la obra.

			Además estipula que de verificarse por parte de las autoridades de tránsito que exista falta de previsión del peligro o riesgo durante la ejecución de obras en la vía pública, dicha obra será suspendida hasta subsanar la falta de previsión mencionada, sancionándose a la persona natural o jurídica responsable con la multa aplicable para esta infracción.

			16. Finalmente, por la reforma derivada del referéndum de febrero del 2018, publicada en el Suplemento 1 del Registro Oficial No. 181 de 15 de febrero del 2018, se establece responsabilidad penal de las personas jurídicas para los siguientes delitos:

			A) Delito de cohecho (Inciso final del Art. 280 del COIP): En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica, ésta será sancionada con su disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general.

			B) Delito de tráfico de influencias (Penúltimo inciso del Art. 285 del COIP): En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica, ésta será sancionada con su disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general.

			C) Delito de testaferrismo (Inciso segundo del Art. 289 del COIP): En caso de determinarse responsabilidad de la persona jurídica, ésta será sancionada con su disolución y liquidación y el pago de una multa de quinientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general.

			Delitos informáticos – Delitos contra la seguridad de sistemas de información y comunicación

			El Código Orgánico Integral Penal, en la Sección Tercera, de su Capítulo III, dedicado a la protección del “Buen Vivir”, tipifica los delitos contra la seguridad de los activos de los sistemas de información y comunicación, los que se encuentran esquematizados a través de seis figuras delictivas:

			1. Revelación ilegal de base de datos:

			Figura Genérica: La persona que, en provecho propio o de un tercero, revele información registrada, contenida en ficheros, archivos, bases de datos o medios semejantes, a través o dirigidas a un sistema electrónico, informático, telemático o de telecomunicaciones; materializando voluntaria e intencionalmente la violación del secreto, la intimidad y la privacidad de las personas, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Si esta conducta se comete por un servidor público, empleados bancarios internos o de instituciones de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera o contratistas, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 229 del COIP).

			2. Interceptación ilegal de datos:

			Será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años:

			1. La persona que, sin orden judicial previa, en provecho propio o de un tercero, intercepte, escuche, desvíe, grabe u observe, en cualquier forma un dato informático en su origen, destino o en el interior de un sistema informático, una señal o una transmisión de datos o señales con la finalidad de obtener información registrada o disponible.

			2. La persona que diseñe, desarrolle, venda, ejecute, programe o envíe mensajes, certificados de seguridad o páginas electrónicas, enlaces o ventanas emergentes o modifique el sistema de resolución de nombres de dominio de un servicio financiero o pago electrónico u otro sitio personal o de confianza, de tal manera que induzca a una persona a ingresar a una dirección o sitio de internet diferente a la que quiere acceder.

			3. La persona que a través de cualquier medio copie, clone o comercialice información contenida en las bandas magnéticas, chips u otro dispositivo electrónico que esté soportada en las tarjetas de crédito, débito, pago o similares.

			4. La persona que produzca, fabrique, distribuya, posea o facilite materiales, dispositivos electrónicos o sistemas informáticos destinados a la comisión del delito descrito en el numeral anterior (Art. 230 del COIP).

			3. Transferencia electrónica de activo patrimonial:

			a) La persona que, con ánimo de lucro, altere, manipule o modifique el funcionamiento de programa o sistema informático o telemático o mensaje de datos, para procurarse la transferencia o apropiación no consentida de un activo patrimonial de otra persona en perjuicio de esta o de un tercero, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			b) Con igual pena será sancionada la persona que facilite o proporcione datos de su cuenta bancaria con la intención de obtener, recibir o captar de forma ilegítima un activo patrimonial a través de una transferencia electrónica producto de este delito para sí mismo o para otra persona (Art. 231 del COIP).

			4. Ataque a la integridad de sistemas informáticos:

			La persona que destruya, dañe, borre, deteriore, altere, suspenda, trabe, cause mal funcionamiento, comportamiento no deseado o suprima datos informáticos, mensajes de correo electrónico, de sistemas de tratamiento de información, telemático o de telecomunicaciones a todo o partes de sus componentes lógicos que lo rigen, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Con igual pena será sancionada la persona que:

			1. Diseñe, desarrolle, programe, adquiera, envíe, introduzca, ejecute, venda o distribuya de cualquier manera, dispositivos o programas informáticos maliciosos o programas destinados a causar los efectos señalados en el párrafo anterior.

			2. Destruya o altere sin la autorización de su titular, la infraestructura tecnológica necesaria para la transmisión, recepción o procesamiento de información en general.

			Figura Agravada: Si la infracción se comete sobre bienes informáticos destinados a la prestación de un servicio público o vinculado con la seguridad ciudadana, la pena será de cinco a siete años de privación de libertad (Art. 232 del COIP).

			5. Delitos contra la información pública reservada legalmente:

			La persona que destruya o inutilice información clasificada de conformidad con la ley, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Figura atenuada: El servidor público que, utilizando cualquier medio electrónico o informático, obtenga este tipo de información, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: Cuando se trate de información reservada, cuya revelación pueda comprometer gravemente la seguridad del Estado, el servidor público encargado de la custodia o utilización legítima de la información que sin la autorización correspondiente revele dicha información, será sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años y la inhabilitación para ejercer un cargo o función pública por seis meses, siempre que no se configure otra infracción de mayor gravedad (Art. 233 del COIP).

			6. Acceso no consentido a un sistema informático, telemático o de telecomunicaciones:

			La persona que, sin autorización, acceda en todo o en parte a un sistema informático o sistema telemático o de telecomunicaciones o se mantenga dentro del mismo en contra de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho, para explotar ilegítimamente el acceso logrado, modificar un portal web, desviar o re-direccionar de tráfico de datos o voz u ofrecer servicios que estos sistemas proveen a terceros, sin pagarlos a los proveedores de servicios legítimos, será sancionada con la pena privativa de la libertad de tres a cinco años (Art. 234 del COIP).

			Delitos militares - de los servidores militares

			Como se señaló en el acápite relativo a los Delitos de Función, a través de la Ley Reformatoria al ex Código Penal para la tipificación de los delitos cometidos en el servicio militar y policial, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 196, del 19 de mayo de 2010, se crearon las tipologías referentes a los servidores militares, mismas que no se mantienen en una sección independiente en el Código Orgánico Integral Penal, puesto que la norma vigente estructura varios delitos propios, en los cuales los sujetos activos son los servidores militares.

			Delitos policiales – de los servidores policiales

			Como se señaló en el acápite relativo a los Delitos de Función, a través de la Ley Reformatoria al ex Código Penal para la tipificación de los delitos cometidos en el servicio militar y policial, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 196, del 19 de mayo de 2010, se crearon las tipologías referentes a los servidores policiales, mismas que no se mantienen en una sección independiente en el Código Orgánico Integral Penal, puesto que la norma vigente estructura varios delitos propios, en los cuales los sujetos activos son los servidores policiales.

			Delitos relativos a las sustancias estupefacientes y psicotrópicas

			(Ver delitos contra el derecho a la salud)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos que atentan contra el derecho a la salud, se encuentran aquellos relacionados básicamente con la producción y tráfico ilícito de sustancias prohibidas. Se hace notar que el consumo personal de estas sustancias se registra como no punible en el COIP, de ahí que la tenencia o posesión de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, siempre que sea para consumo personal, se someta a la normativa correspondiente, con relación al gramaje permitido (Art. 228 del COIP).

			Son delitos las siguientes conductas:

			1. Producción ilícita de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización:

			La persona que directa o indirectamente sin autorización y requisitos previstos en la normativa correspondiente:

			A) Produzca, fabrique, extraiga o prepare, sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			B) Produzca, fabrique o prepare precursores y químicos específicos destinados a la elaboración ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 219 del COIP).

			2. Tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización:

			Este tipo penal cambia con la reforma del 2019 y se construye de la manera siguiente: La persona que directa o indirectamente, sin autorización o incumpliendo los requisitos previstos en la normativa correspondiente:

			A) Trafique, sea que oferte, almacene, intermedie, distribuya, compre, venda, envíe, transporte, importe, exporte, tenga o posea con el propósito de comercializar o colocar en el mercado sustancias estupefacientes y psicotrópicas o preparados que las contengan, en las cantidades señaladas en las escalas previstas en la normativa pertinente, será sancionada con pena privativa de libertad de la siguiente manera (Numeral 1 del Art. 220 del COIP):

			
					Mínima escala de uno a tres años.

					Mediana escala de tres a cinco años.

					Alta escala de cinco a siete años.

					Gran escala de diez a trece años.

			

			B) Trafique, sea que oferte, almacene, intermedie, distribuya, compre, venda, envíe, transporte, comercialice, importe, exporte, tenga, posea o en general efectúe tráfico ilícito de precursores o sustancias químicas específicas, destinados a la elaboración ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Numeral 2 del Art. 220 del COIP).

			Figura agravada: Téngase en cuenta que si las sustancias estupefacientes y psicotrópicas o preparados que las contengan, se oferten, vendan, distribuyan o entreguen a niñas, niños o adolescentes, se impondrá el máximo de la pena aumentada en un tercio (Primer inciso después del numeral 2 del Art. 220 del COIP).

			Excusa legal absolutoria: Antes de la reforma del 2019, el inciso final del Art. 220 señaló que la tenencia o posesión de sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso o consumo personal en las cantidades establecidas por la normativa correspondiente, no sería punible. La reforma prescribe que las cantidades establecidas en los umbrales o escalas previstas en la normativa correspondiente, serán meramente referenciales para determinar el tráfico o consumo (Segundo inciso después del numeral 2 del final del Art. 220 del COIP).

			No punibilidad de la tenencia o posesión de fármacos que contengan el principio activo del cannabis o derivados: La tenencia o posesión de fármacos que contengan el principio activo del cannabis o derivados con fines terapéuticos, paliativos, medicinales o para el ejercicio de la medicina alternativa con el objeto de garantizar la salud, no será punible, siempre que se demuestre el padecimiento de una enfermedad a través de un diagnóstico profesional (Penúltimo inciso del Art. 220 del COIP).

			No acumulación de penas y un solo proceso penal: En el caso de tráfico de varias sustancias en un mismo hecho, se iniciará un solo proceso penal por el delito fin de tráfico y se impondrá la pena que corresponda a la escala de la sustancia de mayor reproche. En este caso no habrá acumulación de penas (Inciso final del Art. 220 del COIP).

			Resoluciones de la Corte Nacional de Justicia acerca del artículo 220 del COIP:

			La Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución 12-2015, expedida el 17 de septiembre del 2015, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 593 de 22 de septiembre del 2015, estableció como precedente jurisprudencial obligatorio que, al tratarse de las descripciones típicas contenidas en el Código Orgánico Integral Penal, artículo 220.1, la persona que con un acto incurría en uno o más verbos rectores, con sustancias estupefacientes, sicotrópicas o preparados que las contengan, distintos y en cantidades iguales o diferentes, debía ser sancionada con pena privativa de libertad acumulada según fuera la sustancia sicotrópica o estupefaciente, o preparado que la contenga, y su cantidad; pena, que no podía exceder del máximo establecido en el artículo 55 del Código Orgánico Integral Penal.

			Esta decisión fue derogada, mediante Resolución No. 02-2019 de la misma Corte Nacional de Justicia, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 252, de 26 de marzo del 2019, que ahora determina que, en los casos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización y cuya conducta delictiva se realice por medio de uno o varios verbos rectores constantes en el artículo 220 del Código Orgánico Integral Penal, atribuibles a una misma persona en unidad de tiempo y acción, se debe aplicar el concurso ideal de delitos, por el que se punirá únicamente la conducta más severamente sancionada en el tipo penal, conforme el principio de absorción que rige este modelo concursal.

			Criterio de la Corte Constitucional acerca de la constitucionalidad de la tabla de sustancias prohibidas (2019):

			La Corte Constitucional, mediante Dictamen No. 7-17-CN/19 de 2 de abril del 2019, absuelve la consulta de constitucionalidad de norma formulada por un juez de garantías penales de la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Santo Domingo de los Tsáchilas, con relación a la Resolución No. 001-CONSEP-CD-2013 expedida por el ex Consejo Nacional de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 19, de 20 de junio del 2013 (tabla de gramajes de consumo personal de drogas).

			La Corte sustenta su dictamen de constitucionalidad condicionada, indicando lo siguiente:

			1. La tabla respecto a cantidades máximas admisibles de tenencia para consumo personal establecida en la Resolución del ex CONSEP, es compatible con el artículo 364 de la Constitución de la República y con el inciso final del artículo 220 del Código Orgánico Integral Penal.

			2. El inciso final del artículo 220 del COIP es compatible con el artículo 364 de la Constitución, debiendo interpretarse en el sentido de que el hecho de superar las cantidades máximas establecidas, no es constitutivo de tipo penal de tenencia y posesión, en adición, no establece indicio ni presunción de responsabilidad penal.

			3. Si el detenido supera las cantidades máximas admisibles de tenencia para consumo personal, corresponde a los operadores de justicia establecer que la persona en tenencia de las sustancias prohibidas o preparados que las contengan, tenga la intención de traficar en lugar de consumir, en el marco del derecho al debido proceso.

			Resolución judicial a tener en cuenta cuando se supera el gramaje permitido y la posibilidad de ratificar la inocencia del procesado:

			Si el lector está interesado en revisar una muy interesante sentencia pronunciada en este sentido, puede remitirse al expediente digital de la causa 17282-2018-00113, en concreto, a la sentencia de jueves 18 de octubre del 2018, las 10h21, pronunciada por el señor Juez, Dr. Marco Antonio Tamayo Mosquera, que realiza un abordaje muy preciso de la no criminalización de las adicciones y de la aplicación de una adecuada ponderación judicial en cada caso, que va más allá de los gramajes establecidos por la autoridad competente.

			3. Organización o financiamiento para la producción o tráfico ilícitos de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización:

			La persona que directa o indirectamente, financie u organice actividades o grupos de personas dedicadas a la producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, será sancionada con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años (Art. 221 del COIP).

			4. Siembra o cultivo:

			Con la reforma del 2019 se establece que la persona que siembre, cultive o coseche plantas para extraer sustancias que por sí mismas o por cuyos principios activos van a ser utilizadas en la producción de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, con fines de comercialización, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años, excepto en los casos establecidos en la Disposición General Primera y Segunda de la Ley Orgánica de Prevención Integral del Fenómeno Socioeconómico de las Drogas y Sustancias Sujetas a Control y Fiscalización (Art. 222 del COIP).

			5. Suministro de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan:

			La persona que, mediante engaño, violencia o sin el consentimiento de otra, suministre sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 223 del COIP).

			6. Prescripción injustificada:

			El profesional de la salud que, sin causa justificada, recete sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada:

			Si prescribe la receta a un incapaz absoluto, mujeres embarazadas, discapacitados o adultos mayores, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 224 del COIP).

			7. Acciones de mala fe para involucrar en delitos:

			La persona que ponga sustancias estupefacientes o psicotrópicas en las prendas de vestir o en los bienes de una persona, sin el consentimiento de esta, con el objeto de incriminarla en alguno de los delitos sancionados en este capítulo; realice alguna acción tendiente a dicho fin o disponga u ordene tales hechos, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Si la persona que incurre en las conductas tipificadas en el párrafo anterior es un servidor público o finge cumplir órdenes de autoridad competente, será sancionada con el máximo de la pena privativa de libertad (Art. 225 del COIP).

			Reglas generales para todas las tipologías:

			A. Destrucción de objetos materiales:

			En todos los delitos contemplados en las líneas precedentes, se impondrá la pena de destrucción de los objetos materiales de la infracción, entre los que se incluyen plantas, sustancias, laboratorios y cualquier otro objeto que tenga relación directa de medio o fin con la infracción o sus responsables.

			El juzgador podrá declarar de beneficio social o interés público los instrumentos o efectos de la infracción y autorizar su uso (Art. 226 del COIP).

			B. Sustancias catalogadas sujetas a fiscalización:

			Para efectos del Código Orgánico Integral Penal, se consideran sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, los estupefacientes, psicotrópicos, precursores químicos y sustancias químicas específicas que consten en la normativa correspondiente (Art. 227 del COIP).

			Delitos relativos al lavado de activos y represión del financiamiento de delitos

			Nuestro ordenamiento jurídico, al referirse al lavado de activos o blanqueo de capitales, reconoce en la ley penal las siguientes conductas delictivas:

			1. Lavado de activos:

			Estamos frente al delito de lavado de activos, cuando una persona, en forma directa o indirecta:

			1. Tiene, adquiere, transfiere, posee, administra, utiliza, mantiene, resguarda, entrega, transporta, convierte o se beneficia de cualquier manera, de activos de origen ilícito.

			2. Oculta, disimula o impide la determinación real de la naturaleza, origen, procedencia o vinculación de activos de origen ilícito.

			3. Presta su nombre o el de la sociedad o empresa de la que sea socio o accionista, para la comisión de los delitos tipificados como lavado de activos.

			4. Organiza, gestiona, asesora, participa o financia la comisión de los delitos tipificados como lavado de activos.

			5. Realiza, por sí misma o por medio de terceros, operaciones y transacciones financieras o económicas, con el objetivo de dar apariencia de licitud a actividades de lavado de activos.

			6. Ingresa o egresa dinero de procedencia ilícita por los pasos y puentes del país.

			Autonomía de la conducta:

			Estos delitos son considerados como autónomos de otros cometidos dentro o fuera del país, sin perjuicio de los casos en que tenga lugar la acumulación de acciones o penas. Esto no exime a la Fiscalía de su obligación de investigar el origen ilícito de los activos objeto del delito.

			Penas para el lavado de activos:

			El lavado de activos se sanciona con las siguientes penas:

			1. Con pena privativa de libertad de uno a tres años cuando el monto de los activos objeto del delito sea inferior a cien salarios básicos unificados del trabajador en general.

			2. Con pena privativa de libertad de cinco a siete años cuando la comisión del delito no presuponga la asociación para delinquir.

			3. Con pena privativa de libertad de siete a diez años, en los siguientes casos:

			
					Cuando el monto de los activos objeto del delito sea igual o superior a cien salarios básicos unificados del trabajador en general;

					Si la comisión del delito presupone la asociación para delinquir, sin servirse de la constitución de sociedades o empresas, o de la utilización de las que se encuentren legalmente constituidas;

					Cuando el delito es cometido utilizando instituciones del sistema financiero o de seguros; instituciones públicas o dignidades; o, en el desempeño de cargos directivos, funciones o empleos en dichos sistemas.

			

			4. Con pena privativa de libertad de diez a trece años, en los siguientes casos:

			
					Cuando el monto de los activos objeto del delito supere los doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

					Cuando la comisión del delito presupone la asociación para delinquir a través de la constitución de sociedades o empresas, o de la utilización de las que se encuentren legalmente constituidas; y,

					Cuando el delito ha sido cometido utilizando instituciones públicas o dignidades, cargos o empleos públicos.

			

			En los casos antes mencionados, el lavado de activos también se sancionará con una multa equivalente al duplo del monto de los activos objeto del delito, comiso de conformidad con lo previsto en el Código Orgánico Integral Penal, disolución y liquidación de la persona jurídica creada para la comisión del delito, de ser el caso (Art. 317 del COIP).

			2. Incriminación falsa por lavado de activos:

			La persona que realice acciones tendientes a incriminar falsamente a una o más personas en la comisión del delito de lavado de activos, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Se aplicará el máximo de la pena si los actos señalados en el párrafo anterior son cometidos por un servidor público (Art. 318 del COIP).

			3. Omisión de control de lavado de activos:

			La persona que, siendo trabajadora de un sujeto obligado a reportar a la entidad competente y estando encargada de funciones de prevención, detección y control de lavado de activos, omita el cumplimiento de sus obligaciones de control previstas por la ley, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año (Art. 319 del COIP).

			Directrices generales contenidas en la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Erradicación del delito de lavado de activos y del financiamiento de delitos:

			Esta norma publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 802, de 21 de julio del 2016 (reformada el 29 de diciembre del 2017), en su artículo 1, establece su propósito o finalidad en la prevención, detección, erradicación del lavado de activos y de la financiación de delitos, en sus diferentes modalidades.

			Para el efecto, establece los siguientes objetivos:

			A) Detectar la propiedad, posesión, utilización, oferta, venta, corretaje, comercio interno o externo, transferencia gratuita u onerosa, conversión y tráfico de activos, que fueren resultado o producto de los delitos de los que trata la ley, o constituyan instrumentos de ellos, para la aplicación de las sanciones correspondientes.

			B) Detectar la asociación para ejecutar cualesquiera de las actividades mencionadas en el literal anterior, o su tentativa; la organización de sociedades o empresas que sean utilizadas para ese propósito; y, la gestión, financiamiento o asistencia técnica encaminados a hacerlas posibles, para la aplicación de las sanciones correspondientes; y,

			C) Realizar las acciones y gestiones necesarias para recuperar los activos que sean producto de los delitos mencionados en la ley, que fueren cometidas en territorio ecuatoriano y que se encuentren en el exterior.

			Entidad técnica responsable:

			La Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE), es la entidad técnica responsable de la recopilación de información, realización de reportes, ejecución de políticas y estrategias nacionales de prevención y erradicación del lavado de activos y financiamiento de delitos.

			Para cumplir grosso modo con sus atribuciones, solicitará y recibirá, bajo reserva, información sobre operaciones o transacciones económicas inusuales e injustificadas para procesarla, analizarla y, de ser el caso, remitir un reporte a la Fiscalía General del Estado, con carácter reservado y con los debidos soportes.

			La UAFE colaborará con la Fiscalía y los órganos jurisdiccionales competentes, cuando estos lo requieran, con toda la información necesaria para la investigación, procesamiento y juzgamiento de los delitos de lavado de activos y financiamiento de delitos. De manera excepcional y para luchar contra el crimen organizado, atenderá los requerimientos de información de la Secretaría Nacional de Inteligencia o del órgano que asuma sus competencias, conservando la misma reserva o sigilo que pese sobre ella (Art. 11).

			Atribuciones de la UAFE:

			La Unidad de Análisis Financiero y Económico deberá cumplir las siguientes funciones:

			1. Elaborar programas y ejecutar acciones para detectar operaciones o transacciones económicas inusuales e injustificadas.

			2. Solicitar de los sujetos obligados a informar, de conformidad con lo previsto en la ley, la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus funciones. De igual manera podrá solicitar las aclaraciones o ampliaciones que el caso amerite.

			3. Incorporar nuevos sujetos obligados a reportar. Podrá solicitar información adicional a otras personas naturales o jurídicas.

			4. Coordinar, promover y ejecutar programas de cooperación con organismos internacionales análogos, así como con unidades nacionales relacionadas para, dentro del marco de sus competencias, intercambiar información general o específica relativa al lavado de activos y financiamiento de delitos; así como ejecutar acciones conjuntas a través de convenios de cooperación en todo el territorio nacional.

			5. Actuar como contraparte nacional de organismos internacionales en virtud de los instrumentos internacionales suscritos por el Ecuador.

			6. Remitir a la Fiscalía General del Estado el reporte de operaciones inusuales e injustificadas con los sustentos del caso, así como las ampliaciones e información que fueren solicitadas por la Fiscalía. La UAFE queda prohibida de entregar información reservada, bajo su custodia, a terceros con la excepción prevista párrafos precedentes.

			7. Intervenir, a través de su titular, como parte procesal en los procesos penales iniciados por las fiscalías encargadas de la investigación del lavado de activos o financiamiento de delitos en los que ha remitido reportes de operaciones inusuales e injustificadas.

			8. Crear, mantener y actualizar, con carácter reservado, una base de datos con toda la información obtenida en el ejercicio de sus competencias.

			9. Organizar programas periódicos de capacitación en prevención de lavado de activos y del financiamiento de delitos.

			10. Cumplir las normas y directrices relacionadas con lavado de activos dispuestas por la Fiscalía General del Estado como órgano directivo del Sistema Especializado Integral de Investigación, Medicina Legal y Ciencias Forenses.

			11. Expedir la normativa correspondiente y asumir el control para el caso de los sujetos obligados a entregar información, que no tengan instituciones de control específicas.

			12. Imponer sanciones por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley.

			13. Iniciar de oficio los análisis financieros en aquellos casos que se presuma la existencia de operaciones o transacciones económicas inusuales, injustificadas o sospechosas (Art. 12).

			Referencias doctrinarias acerca del delito de lavado de activos*:

			*	Parte de esta sección se halla en la obra: ARAUJO GRANDA, Ma. Paulina, Derecho Penal Económico: Los delitos socioeconómicos en la legislación ecuatoriana, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2010, pp. 260-274.

			Para comprender lo que es del delito de lavado, reciclaje o blanqueo de capitales, es necesario precisar que su terminología y delimitación conceptual es de reciente data y, de haber existido con anterioridad su tratamiento jurídico-penal, los legisladores se centraron de manera equívoca solamente en las conductas relacionadas con la receptación, cuando hoy por hoy la doctrina diferencia con total claridad estas dos acciones delictivas e incluso profundiza acerca de la figura del encubrimiento del delito primario del que surge el dinero ilícito.

			Empecemos analizando a la expresión usada por varias legislaciones como blanqueo o blanqueamiento, que deriva del inglés “money laundering”, locución que se popularizó a finales de los años setenta en el dialecto empleado por mafiosos norteamericanos, que ironizaban acerca de la existencia de unas cadenas de lavanderías que se usaban para invertir el dinero procedente de la venta de droga, mezclándolos con fondos lícitos para lograr encubrir su origen188. Curiosamente, en el Diccionario de la Real Academia Española, en uno de los significados de blanquear, consta el “ajustar a la legalidad fiscal el dinero procedente de negocios delictivos o injustificables”, además se lo relaciona con las expresiones francesa y portuguesa “blanchiment” o “branqueamiento”, respectivamente.

			El término de lavado, de empleo especialmente en los ordenamientos jurídicos sudamericanos, parte de la premisa anterior, pero con la complementariedad de la expresión alemana “geldwäsche”, es así como el Reglamento Modelo Americano sobre lavado relacionados con el tráfico ilícito de drogas y delitos conexos, aprobado por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos de 23 de mayo de 1992, se refiere a esta tipología como “lavado de activos”.

			Por su parte la palabra reciclaje deriva del vocablo italiano “riciclaggio”, aunque se vincula de manera más directa a las técnicas de reutilización de materiales por razones ecológicas, ha sido defendida especialmente por la Asociación de la Banca de Suiza, dado que al delimitar esta conducta como “Blanqueo”, necesariamente se hace referencia a la existencia de algo sucio anterior a su intervención189.

			A nuestro criterio, el delito de lavado de dinero puede ser definido como aquella tipología que, a través de los más variados mecanismos fraudulentos y dolosos, logra la transferencia de valores de origen ilícito de un lugar a otro, insertando activos a la economía de un país, produciendo el desequilibrio que afecta directamente a las directrices marcadas por el régimen y sistema económico vigente en una sociedad.

			Esta definición personal, se relaciona estrechamente con las finalidades y objetivos de la Ley ecuatoriana, cuyo sustento teleológico es el de prevenir, detectar, sancionar y erradicar el lavado de activos en sus diferentes modalidades, reprimiendo básicamente dos acciones.

			La primera se refiere a la propiedad, posesión, utilización, oferta, venta, corretaje, comercio interno o externo, transferencias, conversión, tráfico de activos, que fueren resultado o producto de actividades ilícitas o constituyan instrumentos de ellas. La segunda se relaciona con la asociación para ejecutar cualquiera de las acciones antes citadas, así como la organización de sociedades o empresas que tengan ese propósito y, la gestión, financiamiento o asistencia técnica encaminados a hacerlas posibles.

			A más de la prevención y la imposición de una pena cuando se ha perpetrado el delito, la legislación ecuatoriana se inclina por realizar las acciones y gestiones necesarias para recuperar los activos ilícitos de origen ecuatoriano y que se encuentren en el exterior, objetivos todos para los cuales es de importancia suprema la labor que lleva a cabo la Unidad de Análisis Financiero, órgano encargado de las operaciones de inteligencia financiera, para lo cual dentro de su ámbito de competencias, debe solicitar y receptar la información sobre operaciones y transacciones inusuales o injustificadas, para de ser el caso, remitirla a la Fiscalía General del Estado.

			Fases del proceso de blanqueo:

			El lavado de dinero debe ser analizado y estudiado no solo desde la descripción normativa, sino además desde una perspectiva criminológica, por cuanto solo puede ser aprehendido si nos remitimos al proceso que lo conforma, en el cual existirá siempre un delito previo del cual surgen los valores ilícitos con los opera el agente del blanqueo de capitales.

			Existen varios modelos de las fases del proceso de lavado de activos190 que han surgido a lo largo de severos debates especialmente de la doctrina alemana y suiza, al igual del Grupo de Acción Financiera Internacional, esquema último que ha sido defendido por la Federación de la Banca de la Comunidad Europea a través de su Guía contra el blanqueo de dinero de 1991, que es la aceptada por la mayoría de los autores.

			Los modelos propuestos parten de la postura naturalista defendida por André Zünd, que tiene muy pocas diferencias con el modelo empleado por el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos de Norteamérica, basados en el efecto multiplicador del blanqueo de dinero.

			Por ejemplo, el Sistema de la Reserva Federal de E.E.U.U., determina que el proceso inicia con la producción de la riqueza generada por varios actos criminales que luego será introducida en la economía legal, donde se reagrupa y es reinvertida, bien en actos legales como en nuevos delitos. En cualquiera de los dos casos, ese capital otorga a su titular la cobertura económica suficiente para aumentar su capacidad de delinquir y de emprender acciones más graves de las que derivarán fondos mayores191.

			Según la finalidad o propósito del blanqueo, nos encontramos con el modelo teleológico de Ackermann192, quien distingue los objetivos principales, secundarios y los complementarios. Entre los principales estarían el evitar el comiso y asegurar el disfrute del dinero ilícito, fundamentalmente por medio de su ocultamiento; los objetivos secundarios se refieren a la confusión de los bienes con otros de origen legal, su inversión, la elusión del pago de impuestos y la financiación de nuevas formas de criminalidad; por último, el objetivo complementario, se centra en impedir la condena de los autores del delito previo.

			A este modelo se le opone el elaborado por Bernasconi,193 quien asegura que el delito de lavado de activos se lleva a efecto en dos fases: La primera es el blanqueo de primer grado, que se desarrolla en un breve espacio de tiempo y busca hacer desaparecer los indicios que vinculan los bienes con su procedencia ilícita, en especial para que no puedan ser decomisados o sirvan como elementos probatorios; la segunda fase o blanqueo de segundo grado, se construye gracias a operaciones de mediano o largo plazo para reintroducir el producto del delito previo en la economía de un Estado, para lograr la confusión entre estos valores ilícitos y los rendimientos de las actividades legales.

			Por último, nos remitimos al modelo de tres fases del GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional) que es el aceptado por la mayoría de las legislaciones y es el aplicado en la mayoría de los casos por nuestros órganos de investigación y acusación, así como por los órganos jurisdiccionales respectivos.

			Desde esta perspectiva, el proceso del lavado de activos consta de las siguientes fases:

			A) Introducción: Esta fase inicia con la colocación, inserción o sustitución de grandes sumas de dinero, generalmente en efectivo y en billetes de baja denominación, para convertirse en instrumentos monetarios que sean fácilmente empleados en el tráfico comercial o en haberes que disimulen el origen ilícito, logrando además evitar los controles bancarios en operaciones de importancia.

			Para que esta fase logre su objetivo, como requisito sine qua non se requiere de un estudio minucioso del sistema financiero, para lograr identificar las agencias o Estados menos rigurosos en el control y seguimiento de los fondos, a más de la rapidez en la movilidad y traslado del dinero para dificultar su detección.

			B) Transformación: Una vez cumplida la primera fase, el sujeto activo debe proceder a lo que se conoce como ensobrecimiento, estratificación o diversificación, creando una sucesión de complejas operaciones financieras que buscan disimular el origen de los activos y garantizar el anonimato.

			C) Integración: Por último, para que se consume totalmente el delito, es menester la inversión del dinero ilícito, lográndose la definitiva reintroducción de los fondos en el circuito legal, bajo la forma aparente de una actividad normal, siendo aquí cuando se pone en peligro o se lesiona al orden económico social, toda vez que la confusión y mezcla con ganancias lícitas generará una desestabilización profunda del mercado y la transgresión del principio de competencia leal y el trato igualitario entre los sujetos económicos.

			Para complementar las fases del delito de lavado de capitales, entramos a analizar las varias operaciones dolosas y fraudulentas que pueden ser empleadas, sea a nivel interno de un Estado o mediante transacciones comerciales, mercantiles o empresariales en el mercado económico, financiero y bancario internacional, de modo tal que el lector pueda claramente ejemplificar el modus operandi de este tipo de delincuencia económica.

			Blanqueo a través de operaciones desde el interior y desde el exterior:194

			Describir los sistemas, circunstancias y canales aprovechados con mayor frecuencia por los sujetos activos del lavado de capitales, nos remite a la revisión de informes policiales, de la Fiscalía General del Estado y de los tribunales de garantías penales, sin pasar por alto los documentos que los organismos internacionales suscriben respecto a sus recomendaciones y propuestas.

			Entre las operaciones dolosas en el plano interno más frecuentes, nos enfrentamos en primer lugar a las irregulares operaciones financieras, mismas que suponen el apoyo de peritos especializados a los entes de la administración de justicia penal, debido a la compleja ingeniería financiera y el necesario conocimiento de la realidad económica no sólo nacional sino también internacional, que muchas veces encuentra obstáculos para levantar el sigilo bancario, sin pasar por el alto la problemática que genera la disparidad de reglamentaciones que controlan a las entidades ubicadas en distintos países, que se conectan a través de redes informáticas que agilitan las operaciones financieras.

			Se ha detectado además que el lavado de dinero responde directamente al interés de eludir el pago de impuestos, irónicamente en conjunción con la apariencia de licitud del dinero “sucio”, lo que se puede evidenciar a través de la creación de sociedades ficticias o la operación de testaferros, para así ocultar la titularidad real y el origen de los valores empleados, configurándose el testaferrismo a través del uso de identidades falsas o pertenecientes a los colaboradores de la organización de blanqueo, inmigrantes, ancianos, etcétera.

			Las inversiones en el sector inmobiliario son también mecanismos por medio de los cuales el agente incluso se beneficia a través de la figura de las “compras por precios diferenciales”, sea porque cancela en efectivo o cuando en la escritura pública de compraventa se contempla la operación con un precio inferior al realmente acordado, lo cual supone el abono de la diferencia con dinero que no se somete al control del Estado.

			Dentro de las irregulares operaciones comerciales y de prestación de servicios, el lavado de dinero se puede consumar a través de la declaración de beneficios de negocios superiores a los reales, por lo que cualquier negocio que genere una gran cantidad de ingresos en efectivo y no emita las facturas que por ley está obligado, adquiere un instrumento perfecto para blanquear dinero ilícito, de ahí que es suficiente con declarar beneficios superiores a los reales para lavar los fondos, y el costo de la operación será únicamente el pago de los impuestos oportunos.

			Mírese que en estas operaciones irregulares, la jurisprudencia española ha incluido a profesionales como abogados, notarios y contables, y que tendría como principal ventaja la protección al secreto profesional que podría ser alegado para frustrar una posible investigación.

			Dentro de estas operaciones comerciales, el dinero ilícito también puede ingresar a la economía regular a través de los juegos de azar, la compraventa de piedras y metales preciosos, de obras de arte e invaluables antigüedades, el consumo en costosos restaurantes y en hoteles de primera categoría, como también en la adquisición de automóviles de lujo que son importados desde el extranjero por el lavador.

			Ahora, refiriéndonos al plano internacional, al ser el blanqueo un fenómeno transnacional, en no pocos casos se busca precisamente la realización de operaciones económico-financieras que impliquen dos o más países, debido a que con frecuencia la falta de colaboración entre autoridades y la heterogeneidad de legislaciones, dificultan la persecución del delito, sin olvidarnos que hay países menos escrupulosos a la hora de receptar capitales de dudosa procedencia y cuyas leyes favorecen las tareas del lavado de activos, que no son nada más y nada menos que los conocidos como “paraísos fiscales”195, que operan precisamente para lograr la evasión física de un país y someter ese dinero a la flexibilidad de su depósito, ofreciendo mejores prestaciones que la banca del país de origen.

			Otra conducta que se ha constatado con frecuencia es la adquisición de divisas en el mercado oficial o en el mercado negro, con el propósito de facilitar posteriores operaciones de lavado en el exterior del país, así como los depósitos en cuentas corrientes y movimientos bancarios mediante transferencias internacionales, que evitan la manipulación y traslado físico del dinero, vinculado esto también a la seguridad de que sea hurtado o robado, en este caso también se usan frecuentemente testaferros o personas jurídicas como cobertura.

			No podemos olvidar en este plano a las inversiones que se llevan a cabo en entidades financieras clandestinas, la simulación de créditos o préstamos internacionales, las inversiones inmobiliarias a través de compañías constituidas en el exterior, la constitución de sociedades de intermediación en el sector bursátil y que se encuentran fuera de control de las entidades correspondientes.

			Finalmente, existen varias operaciones comerciales internacionales que permiten la perpetración de ilícito de blanqueo de capitales, como son la compraventa internacional de mercancías supervaloradas o inexistentes, la devolución de mercaderías a través de contrabandistas; y, finalmente, incluso por medio de la reventa de pasajes aéreos en vuelos fuera del ámbito nacional, que es un mecanismo que busca evadir los controles establecidos en países con un estricto control de cambio, ya que los tickets se adquieren en moneda local, revendiéndose en el país elegido a través de agencias de viajes196, regularmente a un precio inferior al de compra, que es el costo del lavado.

			Delitos relativos al sufragio - Delitos contra los derechos de participación

			Son punibles según el Código Orgánico Integral Penal, por vulnerar los derechos de participación, las siguientes cuatro conductas:

			1. Obstaculización de proceso electoral:

			La persona que con violencia o amenaza impida u obstaculice un proceso electoral en cualquiera de sus fases, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Si la persona responsable es un servidor público quedará, además, inhabilitada para ejercer cargo público por el doble del tiempo que dure la pena privativa de libertad (Art. 331 del COIP).

			2. Sustracción de papeletas electorales:

			La persona que sustraiga o sustituya fraudulentamente papeletas de votación a los electores, será sancionada con pena privativa libertad de seis meses a dos años (Art. 332 del COIP).

			3. Falso sufragio:

			La persona que se presente a votar con nombre supuesto o que vote en dos o más juntas receptoras del voto, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 333 del COIP).

			4. Fraude electoral:

			La persona que altere los resultados de un proceso electoral o impida su escrutinio, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Si la persona responsable es un servidor público quedará además inhabilitada para ejercer cargo público por el doble de tiempo de la condena (Art. 334 del COIP).

			Sanción común a todos los delitos electorales:

			En todos estos delitos, se impondrá también la pena de pérdida de los derechos de participación por seis meses (Art. 335 del COIP).

			Delitos sancionados con pena de hasta cinco años de privación de libertad

			(Ver Asociación ilícita // Conciliación - Mecanismo alternativo de solución de conflictos // Suspensión condicional de la pena // Procedimiento directo)

			Delitos reprimidos con pena privativa de libertad de hasta cinco años en el Código Orgánico integral Penal, son los siguientes:

			- Figura genérica de la realización de procedimientos de trasplante sin autorización (pena de tres a cinco años–Inciso primero del Art. 98 del COIP)

			- Destrucción o apropiación de bienes de la parte adversa en los delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario (pena de tres a cinco años–Art. 138 del COIP)

			- Abuso de emblemas con ocasión y en desarrollo de conflicto armado (pena de uno a tres años–Art. 139 del COIP)

			- Homicidio culposo (pena de tres a cinco años – Art. 145 del COIP)

			- Homicidio culposo por mala práctica profesional (pena de uno a tres años y pena agravada de tres a cinco años – Art. 146 del COIP)

			- Aborto consentido (pena de seis meses a dos años o pena de uno a tres años – Art. 149 del COIP)

			- Varios tipos de lesiones (penas dependen del tiempo de incapacidad que produce la lesión- Art. 152 del COIP)

			- Abandono de personas, siempre que no se cause la muerte de la víctima (pena de uno a tres años – Art. 153 del COIP)

			- Intimidación (pena de uno a tres años – Art. 154 del COIP)

			- Delitos de violencia contra la mujer o los miembros del núcleo familiar, salvo en el caso de conductas de violencia sexual (penas aumentadas según las lesiones, pena de seis meses a año en el caso de violencia psicológica – Arts. 156 y 157 del COIP)

			- Privación ilegal de la libertad (pena de la figura genérica de uno a tres años y pena de la figura agravada de tres a cinco años – Art. 160 del COIP)

			- Acoso sexual (pena de la figura genérica, de uno a tres años; pena de la figura agravada, de tres a cinco años; y, pena para la figura atenuada, de seis meses a dos años – Art. 166 del COIP)

			- Estupro (pena de uno a tres años – Art. 167 del COIP)

			- Distribución de material pornográfico a niños, niñas y adolescentes (pena de uno a tres años – Art. 168 del COIP)

			- Corrupción de niños, niñas y adolescentes (pena de tres a cinco años – Art. 169 del COIP)

			- Abuso sexual en su figura genérica (pena de tres a cinco años – Inciso primero del Art. 170 del COIP)

			- Contacto con finalidad sexual con menores de dieciocho años por medios electrónicos en sus modalidades genérica y agravada (pena de uno a tres años y pena de tres a cinco años – Art. 173 del COIP)

			- Delito de discriminación en sus figuras genérica y agravada (pena de uno a tres años y pena de tres a cinco años- Art. 176 del COIP)

			- Actos de odio salvo si se produce la muerte de la víctima (pena de uno a tres años y penas previstas para los delitos de lesiones aumentadas en un tercio – Art. 177 del COIP)

			- Violación a la intimidad (pena de uno a tres años – Art. 178 del COIP)

			- Revelación de secreto (pena de seis meses a un año – Art. 179 del COIP)

			- Difusión de información restringida ( pena de uno a tres años – Art. 180 del COIP)

			- Violación de propiedad privada en todas sus modalidades (penas de entre seis meses a cinco años – Art. 181 del COIP)

			- Calumnia (pena de seis meses a dos años – Primer inciso del Art. 182 del COIP)

			- Restricción a la libertad de expresión (pena de seis meses a dos años – Art. 183 del COIP)

			- Restricción a la libertad de culto (pena de seis meses a dos años – Art. 184 del COIP)

			- Extorsión en su figura genérica (pena de tres a cinco años – Primer inciso del Art. 185 del COIP)

			- Modalidad atenuada de estafa relacionada a la emisión de boletos o entradas para eventos en escenarios públicos por sobre el número del aforo (pena de treinta a noventa días – Inciso final del Art. 186 del COIP)

			- Abuso de confianza (pena de uno a tres años- Art. 187 del COIP)

			- Modalidades de aprovechamiento ilícito de servicios públicos (penas de entre seis meses a tres años – Art. 188 del COIP)

			- Modalidad de robo cuando se produce únicamente con fuerza en las cosas (pena de tres a cinco años–Segundo inciso del Art. 189 del COIP)

			- Apropiación fraudulenta por medios electrónicos (pena de uno a tres años – Art. 190 del COIP)

			- Reprogramación o modificación de información de equipos terminales móviles (pena de uno a tres años – Art. 191 del COIP)

			- Intercambio, comercialización o compra de información de equipos terminales móviles (pena de uno a tres años – Art. 192 del COIP)

			- Reemplazo de identificación de terminales móviles (pena de uno a tres años – Art. 193 del COIP)

			- Comercialización ilícita de terminales móviles (pena de uno a tres años – Art. 194 del COIP)

			- Infraestructura ilícita (pena de uno a tres años- Art. 195 del COIP)

			- Modalidades de hurto (pena de seis meses a dos años o pena aumentada en un tercio cuando se trate de bienes públicos – Art. 196 del COIP)

			- Hurto de bienes de uso policial o militar (penas de entre uno a cinco años – Art. 197 del COIP)

			- Hurto de lo requisado (Art. 198 del COIP)

			- Abigeato genérico (pena de uno a tres años – Dos primeros incisos del Art. 199 del COIP)

			- Usurpación genérica y agravada (pena de entre seis meses a tres años – Art. 200 del COIP)

			- Receptación (pena de seis meses a dos años – Art. 202 del COIP)

			- Comercialización de bienes de uso policial o militar hurtados o robados (pena de tres a cinco años – Art. 203 del COIP)

			- Daño a bien ajeno, salvo si se utilizan explosivos para el daño o la destrucción es de bienes inmuebles (penas de entre uno a cinco años – Art. 204 del COIP)

			- Insolvencia fraudulenta (pena de tres a cinco años – Art. 205 del COIP)

			- Quiebra (pena de uno a tres años – Art. 206 del COIP)

			- Quiebra fraudulenta de persona jurídica (pena de tres a cinco años – Art. 207 del COIP)

			- Ocultamiento y otros actos fraudulentos en beneficio del fallido (pena de seis meses a dos años – Art. 208 del COIP)

			- Falsificación de marcas y piratería lesiva contra los derechos de autor (penas de multa – Art. 208.1 del COIP)

			- Supresión, alteración o suposición de la identidad y estado civil en su forma genérica y agravada (pena de uno a tres años o pena de tres a cinco años – Art. 211 del COIP)

			- Suplantación de identidad (pena de uno a tres años – Art. 212 del COIP)

			- Forma genérica de manipulación genética (pena de tres a cinco años – Primer inciso del Art. 214 del COIP)

			- Modalidades dolosa y culposa de contaminación de sustancias destinadas al consumo humano (pena de tres a cinco años o pena de dos a seis meses – Art. 216 del COIP)

			- Producción, fabricación, comercialización y distribución de medicamentos e insumos caducados (pena de tres a cinco años – Primer inciso del Art. 217 del COIP)

			- Expendio o despacho de medicamentos caducados que pongan en peligro la vida o la salud (pena de seis meses a dos años e inhabilitación para el ejercicio de la profesión u oficio por seis meses – Inciso segundo del Art. 217 del COIP)

			- Desatención del servicio de salud, salvo si se produce la muerte de la persona (pena de uno a tres años – Inciso primero del Art. 218 del COIP)

			- Producción, fabricación o preparación de precursores y químicos específicos destinados a la elaboración ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas (pena de tres a cinco años – Numeral 2 del Art. 219 del COIP)

			- Modalidades del delito llamado como tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en mínima escala (pena de uno a tres años) y en mediana escala (pena de tres a cinco años) Numeral 1, literales a) y b) del Art. 220 del COIP.

			- Siembra o cultivo de plantas para extraer sustancias que por sí mismas o por cuyos principios activos van a ser empleadas en la producción de sustancias estupefacientes (pena de uno a tres años – Art. 222 del COIP)

			- Suministro de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan (pena de uno a tres años- Art. 223 del COIP)

			- Prescripción injustificada en sus formas genérica y agravada (pena de uno a tres años y pena de tres a cinco años – Art. 224 del COIP)

			- Modalidades genérica y agravada de revelación ilegal de base de datos (pena de uno a tres años y pena de tres a cinco años – Art. 229 del COIP)

			- Formas de interceptación ilegal de datos (pena de tres a cinco años – Art. 230 del COIP)

			- Transferencia electrónica de activos patrimoniales (pena de tres a cinco años – Art. 231 del COIP)

			- Ataque a la integridad de sistemas informáticos, siempre que no se trate de bienes informáticos destinados a la prestación de un servicio público o vinculado a la seguridad ciudadana (pena de tres a cinco años – Primera parte y numerales del Art. 232 del COIP)

			- Forma atenuada del delito contra la información pública reservada legalmente, relativo al funcionario o servidor público que, por cualquier medio, obtenga este tipo de información (pena de tres a cinco años – Inciso segundo del Art. 233 del COIP)

			- Acceso no consentido a un sistema informático, telemático o de telecomunicaciones (pena de tres a cinco años – Art. 234 del COIP)

			- Engaño al comprador respecto a la identidad o calidad de las cosas o servicios vendidos (pena de seis meses a un año – Art. 235 del COIP)

			- Delitos relativos a los casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de azar (penas de entre uno a cinco años – Art. 236 del COIP)

			- Destrucción de bienes del patrimonio cultural (pena de uno a tres años – Art. 237 del COIP)

			- Falsificación o adulteración de bienes del patrimonio cultural (pena de seis meses a dos años – Art. 239 del COIP)

			- Figura genérica de sustracción de bienes del patrimonio cultural (pena de tres a cinco años – Inciso primero del Art. 240 del COIP)

			- Modalidades genérica y agravada de impedimento o limitación del derecho a la huelga (pena de dos a seis meses o pena de seis meses a un año – Art. 241 del COIP)

			- Retención ilegal de aportación a la seguridad social (pena de uno a tres años – Art. 242 del COIP)

			- Falta de afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social por parte de una persona jurídica (pena de multa – Art. 243 del COIP)

			- Invasión de áreas de importancia ecológica (pena de uno a tres años – Art. 245 del COIP)

			- Modalidades dolosa y culposa del delito de incendios forestales y de vegetación, salvo si se produce la muerte de una o más personas (pena de uno a tres años o pena de tres a seis meses – Dos primeros incisos del Art. 246 del COIP)

			- Delitos contra la flora y fauna silvestres (pena de uno a tres años – Art. 247 del COIP)

			- Delitos contra los recursos del patrimonio genético nacional: Acceso no autorizado, erosión y pérdida genéticas (pena de tres a cinco años – Art. 248 del COIP)

			- Delitos contra el agua (pena de tres a cinco años – Art. 251 del COIP)

			- Delitos contra el suelo (pena de tres a cinco años – Art. 252 del COIP)

			- Contaminación del aire (pena de uno a tres años – Art. 253 del COIP)

			- Formas de gestión prohibida o no autorizada de productos, residuos, desechos o sustancias peligrosas, salvo si se produce la muerte (pena de uno a tres años o pena de tres a cinco años – Art. 254 del COIP)

			- Falsedad u ocultamiento de información ambiental (pena de uno a tres años – Art. 255 del COIP)

			- Minería artesanal (pena de uno a tres años – Parte final del Art. 260 del COIP)

			- Financiamiento o suministro de maquinarias para la extracción ilícita de recursos mineros (pena de tres a cinco años – Art. 261 del COIP)

			- Paralización del servicio de distribución de combustibles (pena de seis meses a un año – Art. 262 del COIP)

			- Adulteración de la calidad o cantidad de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (pena de uno a tres años – Art. 263 del COIP)

			- El almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal o mal uso de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (pena de uno a tres años – Art. 264 del COIP)

			- Prevaricato de jueces o árbitros (pena de tres a cinco años e inhabilitación para el ejercicio de la profesión u oficio por seis meses – Art. 268 del COIP)

			- Prevaricato de los abogados (pena de uno a tres años – Art. 269 del COIP)

			- Perjurio y falso testimonio producidos fuera de causa penal (con juramento, pena de tres a cinco años; sin juramento, pena de uno a tres años – Incisos primero y segundo del Art. 270 del COIP)

			- Acusación o denuncia maliciosa (pena de seis meses a un año – Art. 271 del COIP)

			- Fraude procesal (pena de uno a tres años – Art. 272 del COIP)

			- Revelación de identidad de agente encubierto, informante, testigo o persona protegida (pena de uno a tres años – Art. 273 del COIP)

			- Evasión en sus varias formas (cuando la comete un privado de forma dolosa, pena de uno a tres años; cuando el sujeto activo es un funcionario público, pena de tres a cinco años; cuando la infracción es culposa, pena de seis meses a un año; y, la persona privada de su libertad que se evada, merecerá pena de uno a tres años – Art. 274 del COIP)

			- Ingreso de artículos prohibidos a centros de privación de libertad (pena de uno a tres años – Art. 275 del COIP)

			- Omisión de denuncia por parte de un profesional de la salud (pena de dos a seis meses – Art. 276 del COIP)

			- Enriquecimiento ilícito si el incremento del patrimonio es de hasta doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general (pena de tres a cinco años – Ultimo inciso del Art. 279 del COIP)

			- Cohecho en sus formas genérica, agravada y aquel perpetrado por un particular (pena de uno a tres años o pena de tres a cinco años – Art. 280 del COIP)

			- Figura genérica de concusión (pena de tres a cinco años – Primer inciso del Art. 281 del COIP)

			- Incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente genérica y agravada (pena de uno a tres años o pena de tres a cinco años – Art. 282 del COIP)

			- Formas de ataque o resistencia, salvo si se incita a las Fuerzas Armadas (pena de seis meses a dos años, cuando se ataca o se resiste con violencia o amenazas a los empleados públicos; pena de uno a tres años, si quienes atacan o resisten son muchas personas y a consecuencia de un concierto previo; pena de tres a cinco años, si las personas están armadas – Tres primeros incisos del Art. 283 del COIP)

			- Ruptura de sellos (pena de uno a tres años – Art. 284 del COIP)

			- Tráfico de influencias (pena de tres a cinco años – Art. 285 del COIP)

			- Oferta de realizar tráfico de influencias (pena de tres a cinco años – Art. 286 del COIP)

			- Formas de usurpación y simulación de funciones públicas (pena de uno a tres años o pena de seis meses a un año – Art. 287 del COIP)

			- Uso de fuerza pública contra órdenes de autoridad (pena de uno a tres años – Art. 288 del COIP)

			- Modalidades de testaferrismo (pena de tres a cinco años – Art. 289 del COIP)

			- Delitos contra los bienes institucionales de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional (pena de seis meses a un año – Art. 290 del COIP)

			- Elusión de responsabilidades de los servidores de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional (pena de seis meses a un año – Art. 291 del COIP)

			- Alteración de evidencias o medios de prueba (pena de uno a tres años – Art. 292 del COIP)

			- Extralimitación en la ejecución de un acto de servicio, salvo si se produce la muerte de una persona (penas según las reglas de las lesiones aumentadas en un tercio – Primer inciso del Art. 293 del COIP)

			- Abuso de facultades de los servidores de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional (pena de uno a tres años – Art. 294 del COIP)

			- Enriquecimiento privado no justificado (pena de tres a cinco años – Art. 297 del COIP)

			- Formas de defraudación tributaria (numerales 1 al 11 del Art. 298 del COIP, pena de uno a tres años y numerales 12 al 14 del Art. 298, pena de tres a cinco años)

			- Defraudación aduanera en sus varias formas (pena de tres a cinco años y multa de hasta diez veces del valor de los tributos que se pretendió evadir – Art. 299 del COIP)

			- Receptación aduanera (pena de uno a tres años y multa del duplo del valor en aduana de la mercancía – Art. 300 del COIP)

			- Modalidades de contrabando (pena de tres a cinco años y multa de hasta tres veces el valor en aduana de la mercancía objeto del delito – Art. 301 del COIP)

			- Mal uso de exenciones o suspensiones tributarias aduaneras (figura genérica, pena de tres a cinco años y, figura atenuada, pena de uno a tres años- Art. 302 del COIP)

			- Tráfico de moneda (pena de uno a tres años – Art. 304 del COIP)

			- Producción, tenencia y tráfico de instrumentos destinados a la falsificación de moneda (pena de tres a cinco años – Art. 305 del COIP)

			- Agiotaje y sus tres modalidades (pena de uno a tres años- Art. 308 del COIP)

			- Divulgación de información financiera reservada (pena de tres a cinco años – Art. 310 del COIP)

			- Ocultamiento de información económica o financiera (pena de tres a cinco años – Art. 311 del COIP)

			- Falsedad de información económica o financiera (pena de tres a cinco años – Art. 312 del COIP)

			- Defraudaciones bursátiles (pena de tres a cinco años – Art. 313 del COIP)

			- Falsedad documental en el mercado de valores (pena de tres a cinco años – Art. 314 del COIP)

			- Autorización indebida de contrato de seguro (pena de tres a cinco años – Art. 315 del COIP)

			- Operaciones indebidas de seguros (pena de uno a tres años – Art. 316 del COIP)

			- Lavado de activos cuando el monto objeto del delito es inferior a cien salarios básicos unificados del trabajador en general (pena de uno a tres años – Art. 317 y numeral 1 de la segunda parte)

			- Incriminación falsa por lavado de activos (pena de uno a tres años; pena de tres años cuando el sujeto activo es servidor público – Art. 318 del COIP)

			- Omisión de control de lavado de activos (pena de seis meses a un año – Art. 319 del COIP)

			- Simulación de exportaciones e importaciones (pena de tres a cinco años – Art. 320 del COIP)

			- Figura atenuada de captación ilegal de dinero, expresada en la realización de operaciones cambiarias o monetarias de forma habitual y masiva, sin autorización (pena de tres a cinco años – Inciso segundo del Art. 323 del COIP)

			- Falsedad de información financiera (pena de tres a cinco años – Art. 324 del COIP)

			- Descuento indebido de valores (pena de multa de diez a veinte salarios básicos unificados del trabajador en general y privación de libertad de uno a tres años para el director, administrador o empleado que autorizó los recortes o descuentos – Art. 326 del COIP)

			- Falsificación de firmas (pena de uno a tres años, cuando la firma es de un instrumento privado y pena de tres a cinco años, cuando se encuentra en un instrumento público – Art. 327 del COIP)

			- Falsificación y uso doloso de documento privado falso (pena de tres a cinco años – Incisos segundo y tercero del Art. 328 del COIP)

			- Falsificación, forjamiento o alteración de recetas (pena de seis meses a dos años –Art. 329 del COIP)

			- Ejercicio ilegal de la profesión (pena de seis meses a dos años – Inciso primero del Art. 330 del COIP). La persona que favorezca la actuación de otra en el ejercicio ilegal de la profesión será merecedora de la pena privativa de libertad de tres meses a un año e inhabilitación para el ejercicio de la profesión por seis meses (Inciso segundo del Art. 330 del COIP)

			- Obstaculización de proceso electoral (pena de tres a cinco años – Art. 331 del COIP)

			- Sustracción de papeletas electorales (pena de seis meses a dos años – Art. 332 del COIP)

			- Falso sufragio (pena de uno a tres años – Art. 333 del COIP)

			- Destrucción o inutilización de bienes destinados a la seguridad pública o a la defensa nacional, por parte de servidores militares o policiales (pena de uno a tres años – Art. 337 del COIP)

			- Quebrantamiento de tregua o armisticio (pena de tres a cinco años – Art. 340 del COIP)

			- Figura genérica de sedición e incitación a la sedición (pena de uno a tres años – Inciso primero, numerales e inciso segundo del Art. 342 del COIP)

			- Apología de la sedición (pena de seis meses a un año – Segundo inciso después de los numerales del Art. 342 del COIP)

			- No adoptar las medidas necesarias para evitar la sedición (pena de seis meses a un año – Tercer inciso después de los numerales del Art. 342 del COIP)

			- Figura genérica de insubordinación (pena de uno a tres años – Primer inciso y numerales del Art. 343 del COIP). Figura agravada (pena de tres de cinco años – Inciso final del Art. 343 del COIP)

			- Abstención de la ejecución de operaciones en conmoción interna (pena de uno a tres años- Art. 344 del COIP)

			- Paralización de un servicio público (pena de uno a tres años – Art. 346 del COIP)

			- Incitación a la discordia (pena de uno a tres años – Art. 348 del COIP)

			- Instrucción militar ilegal (pena de seis meses a dos años – Art. 350 del COIP)

			- Infiltración en zonas de seguridad (pena de seis meses a dos años – Art. 351 del COIP)

			- Ocultamiento de objetos para socorro (pena de tres a cinco años – Art. 352 del COIP)

			- Omisión en el abastecimiento a las tropas (pena de tres a cinco años – Art. 355 del COIP)

			- Modalidades genéricas de atentado contra la seguridad de las operaciones militares y policiales (pena de tres a cinco años – Primer inciso y numerales del Art. 356 del COIP). Figura atenuada para el reservista (pena de uno a tres años – Primer inciso después de los numerales del Art. 356 del COIP). Figura agravada relacionada al delito perpetrado durante conflicto armado (pena máxima del tipo – Inciso final del Art. 356 del COIP)

			- Modalidades de deserción (pena de tres meses a un año – Art. 357 del COIP)

			- Omisión de aviso de deserción (pena de tres meses a un año – Art. 358 del COIP)

			- Abuso de arma de fuego (pena de tres a cinco años – Art. 359 del COIP)

			- Tenencia de armas de fuego (pena de seis meses a un año – Inciso primero del Art. 360 del COIP)

			- Porte de armas de fuego (pena de tres a cinco años – Segundo inciso del Art. 360 del COIP)

			- Actividades relacionadas a armas de fuego, municiones y explosivos no autorizados (pena de tres a cinco años – Art. 361 del COIP)

			- Instigación para delinquir (pena de seis meses a dos años – Art. 363 del COIP)

			- Falsa incriminación en delitos de terrorismo y su financiación (pena de uno a tres años, pena máxima para el servidor público – Art. 368 del COIP)

			- Asociación ilícita (pena de tres a cinco años – Art. 370 del COIP)

			- Muerte culposa genérica en tránsito (pena de uno a tres años, suspensión de la licencia por seis meses una vez cumplida la pena privativa de libertad – Primer inciso del Art. 377 del COIP). Muerte culposa agravada en tránsito (pena de tres a cinco años – Segundo inciso y numerales del Art. 377 del COIP)

			- Muerte provocada por negligencia del contratista o ejecutor de obra en vías públicas (pena de tres a cinco años – Art. 378 del COIP)

			- Lesiones genéricas producidas en tránsito (Se aplican las penas del Art. 152, reducidas en un cuarto de la pena mínima – Dos primeros incisos del Art. 379 del COIP). Lesiones agravadas producidas en tránsito (Se aplican las penas del Art. 152, incrementadas en un tercio – Inciso final del Art. 379 del COIP)

			- Daños materiales genéricos producidos en accidente de tránsito (penas de multa – Tres primeros incisos del Art. 380 del COIP). Daños materiales agravados en tránsito (pena de treinta a cuarenta y cinco días – Penúltimo inciso del Art. 380 del COIP)

			- Exceso de pasajeros en transporte público (pena de seis meses a un año – Art. 381 del COIP)

			- Daños mecánicos previsibles en transporte público (pena de treinta a ciento ochenta días – Art. 382 del COIP)

			- Se agregan debido a la reforma del 2019:

			A. Instigación al suicidio (pena privativa de libertad de uno a tres años – Art. 154.1 del COIP)

			B. Delitos de acción privada contra los animales que forman parte de la fauna urbana (Arts. 249, 250, 250.1 y 250.2 del COIP)

			C. Omisión de denuncia en razón de profesión, cargo u oficio (penas de entre dos a seis meses Art. 276 del COIP)

			D. Falsedad de contenido de recetas, exámenes o certificados médicos (pena de multa de cinco a diez salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 328.1 del COIP)

			E. Mínima, mediana, alta y gran escala de los delitos de almacenamiento, transporte, envasado, comercialización o distribución ilegal de productos derivados de hidrocarburos, gas licuado de petróleo o biocombustibles (Arts. 264 y 265 del COIP)

			Delitos sexuales cometidos por medios electrónicos

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Existen dos conductas tipificadas por el Código Orgánico Integral Penal que buscan proteger la integridad sexual y reproductiva de los menores de 18 años, cuando se emplean medios electrónicos para afectarla, a saber:

			1. Contacto con finalidad sexual con menores de dieciocho años por medios electrónicos: 

			Figura genérica:

			La persona que a través de un medio electrónico o telemático proponga concertar un encuentro con una persona menor de dieciocho años, siempre que tal propuesta se acompañe de actos materiales encaminados al acercamiento con finalidad sexual o erótica, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figuras agravadas:

			A) Cuando el acercamiento se obtenga mediante coacción o intimidación, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			B) La persona que suplantando la identidad de un tercero o mediante el uso de una identidad falsa por medios electrónicos o telemáticos, establezca comunicaciones de contenido sexual o erótico con una persona menor de dieciocho años o con discapacidad, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 173 del COIP).

			2. Oferta de servicios sexuales con menores de dieciocho años por medios electrónicos:

			La persona, que utilice o facilite el correo electrónico, chat, mensajería instantánea, redes sociales, blogs, fotoblogs, juegos en red o cualquier otro medio electrónico o telemático para ofrecer servicios sexuales con menores de dieciocho años, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 174 del COIP).

			Denuncia

			(Ver Acusación particular)

			Cabe indicarse que la función del denunciante es meramente informativa, de ahí que cualquier persona que conociere que se ha cometido un delito de acción pública, puede presentar su denuncia ante la Fiscalía, ante el personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal o ciencias forenses o ante el organismo competente en materia de tránsito.

			En adición, hay que tener en cuenta que la denuncia será pública, sin perjuicio de que los datos de identificación personal del denunciante, procesado o de la víctima, se guarden en reserva para su protección.

			Con la reforma del 2019 se señala que cualquier persona podrá presentar denuncia en las infracciones que afectan a derechos colectivos, difusos o de la naturaleza (Art. 421 del COIP).

			Cuando la denuncia se presenta ante la Policía Nacional, personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses o ante el organismo competente en materia de tránsito, se remitirá en un plazo máximo de veinticuatro horas al fiscal (Art. 423 del COIP).

			Deber de denunciar:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, deberán denunciar tan solo quienes están obligados a hacerlo por mandato expreso de la Ley, en especial:

			1. El servidor público que, en el ejercicio de sus funciones, conozca de la comisión de un presunto delito contra la eficiencia de la administración pública.

			2. Los profesionales de la salud de establecimientos públicos o privados, que conozcan de la comisión de un presunto delito.

			3. Los directores, educadores u otras personas responsables de instituciones educativas, por presuntos delitos cometidos en dichos centros (Art. 422 del COIP).

			Formas de denuncia y contenido:

			Al tenor de las directrices del COIP, la denuncia podrá formularse verbalmente o por escrito. Los escritos anónimos que no suministren evidencias o datos concretos que orienten la investigación se archivarán por el fiscal correspondiente.

			Con la reforma del 2019 se añade que las denuncias por delitos contra la eficiencia de la Administración Pública o delincuencia organizada tendrán reserva de la identidad del denunciante (Art. 427 del COIP).

			a) Denuncia escrita: La denuncia escrita será firmada por el denunciante. Si este último no sabe o no puede firmar, debe estampar su huella digital y un testigo firmará por él (Art. 428 del COIP).

			b) Denuncia verbal: Si la denuncia es verbal, se sentará el acta respectiva, al pie de la cual firmará el denunciante. Si este último no sabe o no puede firmar, se sujetará a lo dispuesto en el literal anterior (Art. 429 del COIP).

			Contenido de la denuncia:

			La denuncia deberá contener los nombres, apellidos, dirección domiciliaria o casillero judicial o electrónico del denunciante y la relación clara y precisa de la infracción y, de ser posible, la expresión del lugar, día y hora en la que fue cometida.

			Se dejará constancia del día y hora de presentación y si es posible, se consignarán los siguientes datos:

			1. Los nombres y apellidos de los autores, cómplices, si se los conoce, así como los de las personas que presenciaron la infracción o que puedan tener conocimiento de ella.

			2. Los nombres y apellidos de las víctimas y la determinación de los daños causados.

			3. Todas las demás indicaciones y circunstancias que puedan conducir a la comprobación de la existencia de la infracción y a la identificación de los denunciados.

			La falta de cualquiera de estos datos no obstará la iniciación de la investigación.

			La denuncia por mandatario requiere poder especial, en el cual deberá constar expresamente los datos aquí establecidos (Art. 430 del COIP).

			Trámite de las denuncias:

			1. Reconocimiento: El fiscal ante quien se presenta la denuncia, hará que el denunciante la reconozca sin juramento, advirtiéndole de las responsabilidades penales y civiles originadas de la presentación de denuncias maliciosas o temerarias, en adición, según lo precisa el COIP, el reconocimiento se realizará sin perjuicio de que el fiscal realice las investigaciones correspondientes (Art. 425 del COIP).

			No se olvide que el denunciante no es parte procesal, pero responderá en los casos de denuncia declarada como maliciosa o temeraria (Art. 431 del COIP).

			El reconocimiento de la denuncia sin juramento constará en un acta suscrita por el fiscal y el denunciante. Si este último no sabe o no puede firmar, deberá estampar su huella digital y un testigo firmará por él (Art. 426 del COIP).

			2. Exoneración de la presentación de denuncia: El Código Orgánico Integral Penal establece como exoneración del deber de denunciar, que nadie podrá ser obligado a denunciar a su cónyuge, pareja en unión estable o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. Tampoco existirá esta obligación cuando el conocimiento de los hechos esté amparado por el secreto profesional (Art. 424 del COIP).

			3. Archivo de las denuncias: En el Código Orgánico Integral Penal se señala que, por ejemplo, transcurridos los plazos señalados para la duración de la investigación previa, de no contar con los elementos necesarios para formular cargos, el fiscal, en el plazo de diez días, solicitará el archivo del caso, sin perjuicio de solicitar su reapertura cuando aparezcan nuevos elementos, siempre que no esté prescrita la acción.

			Otros casos que facultan al fiscal solicitar al juzgador el archivo de la investigación son los siguientes:

			A) El hecho investigado no constituye delito.

			B) Existe algún obstáculo legal insubsanable para el inicio del proceso.

			C) Las demás que establezcan las disposiciones del COIP (Art. 586 del COIP).

			Tramite para el archivo de la denuncia - Investigación previa:

			El archivo fiscal se realizará de acuerdo con las siguientes reglas:

			1. La decisión de archivo será fundamentada y solicitada al juez de garantías penales. El juzgador comunicará a la víctima o denunciante en el domicilio señalado o por cualquier medio tecnológico para que se pronuncien en el plazo de tres días.

			2. Vencido este plazo, el juez resolverá motivadamente sin necesidad de audiencia.

			3. Si decide aceptarla, declarará el archivo de la investigación y de existir méritos, calificará la denuncia como maliciosa o temeraria.

			4. De no encontrarse de acuerdo con la petición de archivo, el juzgador remitirá las actuaciones en consulta al fiscal superior para que ratifique o revoque la solicitud de archivo. Si se ratifica, se archivará, si se revoca, se designará a un nuevo fiscal para que continúe con la investigación.

			5. La resolución del juzgador no será susceptible de impugnación (Art. 587 del COIP).

			Investigado con síntomas de trastorno mental:

			Si la persona investigada o procesada muestra síntomas de trastorno mental, el fiscal ordenará su inmediato reconocimiento, para cuyo fin designará a un perito médico psiquiatra, quien presentará su informe en un plazo determinado. De este informe dependerá el inicio de la instrucción, la continuación del proceso o la adopción de medidas de seguridad, según el caso (Art. 588 del COIP).

			Denuncia con reserva de identidad

			Con la reforma del 2019 se crea esta institución, de modo que las denuncias por delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, oferta de realizar tráfico de influencias y testaferrismo, así como lavado de activos, asociación ilícita, delincuencia organizada, producción y tráfico de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, enriquecimiento privado no justificado, trata de personas, tráfico ilícito de migrantes o sicariato, por razones de seguridad, podrán presentarse con reserva de la identidad del denunciante.

			Estas notitias criminis serán registradas con un código alfa numérico especial que identifique a la persona denunciante, dado que el propósito es el de preservar la integridad física, psicológica y material, así como las condiciones laborales actuales del denunciante y su familia.

			Se mantendrá un registro cronológico de las personas que intervengan en el trámite de las denuncias presentadas con reserva de identidad, quienes quedarán impedidas de divulgar cualquier información relacionada con la identidad de los denunciantes así como aquella que permita su identificación.

			La persona que denuncie podrá solicitar el ingreso al Sistema Nacional de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y otros participantes del Proceso Penal y el otorgamiento de una o varias de las medidas contempladas en el reglamento correspondiente. El fiscal valorará la pertinencia de esta solicitud (Art. 430.1 del COIP).

			Denuncia efectiva: Incentivos

			La reforma al COIP del 2019 estipula que la persona que aporte con elementos probatorios que permitan la recuperación efectiva de bienes, dinero, fondos, activos y beneficios que sean producto de actividades ilícitas como peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, testaferrismo, lavado de activos, asociación ilícita, delincuencia organizada, enriquecimiento privado no justificado y producción y tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, podrá acceder a una compensación económica proporcional a los recursos económicos que el Estado logre recuperar, hasta un monto de entre el 10% y máximo al 20% de lo recuperado. Una vez recuperados los fondos y activos el juez dispondrá la entrega inmediata de los recursos (Art. 430.2 del COIP).

			Derecho a la defensa

			Garantía constitucional: En la Constitución de la República, el derecho a la defensa es garantizado tanto para el proceso en general, como en el proceso penal. El derecho a la defensa contemplado en el artículo 76, numeral 7, que se refiere a los derechos de protección, determina que el derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:

			a) Derecho permanente y continúo: Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento.

			b) Defensa técnica debidamente preparada: Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa.

			c) Igualdad de las partes procesales: Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.

			d) Publicidad de los procesos: Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas en la Ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento.

			e) Presencia de la defensa técnica en las diligencias: Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía General del Estado, por autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto.

			f) Servicio gratuito de traductores: Ser asistido gratuitamente por una traductora o intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento.

			g) Posibilidad de elección de la defensa técnica y derecho a la comunicación: En procedimientos judiciales, ser asistido por un abogado de su elección o por un defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada con su defensor.

			h) Derecho a la contradicción: Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistido y replicar los argumentos de las otras partes, presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra.

			i) Non bis in ídem: Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para tal efecto.

			j) Necesaria presencia de testigos y peritos - Inmediación/contradicción: Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante el juez o autoridad y a responder al interrogatorio respectivo.

			k) Independencia de la función judicial y principio de sometimiento al juez natural: Ser juzgado por un juez independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto.

			l) Derecho a la motivación de las decisiones: Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados, serán nulos. Los servidores responsables serán sancionados.

			m) Doble conforme: Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida sobre sus derechos.

			Derecho a la defensa en procesos penales y cuando la persona está privada de libertad:

			Del mismo modo, en el artículo 77, numeral 7, se determina que el derecho a la defensa dentro el proceso penal y cuando la persona esta privada de la libertad, incluye:

			a) Derecho a la información integral: Ser informada en forma previa y detallada, en su lengua propia y en lenguaje sencillo de las acciones y procedimientos formulados en su contra y de la identidad de la autoridad responsable de la acción o procedimiento.

			b) Derecho al silencio: Acogerse al silencio.

			c) Prohibición de autoinculpación: Nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal.

			Referencias jurisprudenciales y doctrinarias con relación al derecho a la defensa, motivación de decisiones judiciales y derechos conexos:

			A) Con relación a la preparación de la defensa, que engloba varios derechos como la información, la posibilidad de presentar pruebas de descargo y ser debidamente citado, la Corte Constitucional se ha pronunciado mediante Sentencia No. 016-10-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 202, de 28 de mayo del 2010, que en su parte pertinente dice:

			“En el punto 7 del artículo en referencia [Art. 76], la Constitución determina las garantías de derechos a la defensa en los procesos, del que se extrae que la interdicción de la indefensión forma parte del contenido del derecho al debido proceso, que significa la oportunidad de defender sus posiciones en todo proceso judicial que afecte a derechos o intereses propios y constituye un mandato a promover la defensa, en la medida de lo posible, mediante la correspondiente contradicción.”

			La Sentencia No. 006-11-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 572, de 10 de noviembre del 2011, determina que:

			“(...) el debido proceso conlleva un mínimo de presupuestos y condiciones para tramitar adecuadamente un procedimiento y asegurar condiciones mínimas para la defensa (...) [La Corte] (h) a definido a este derecho como el conjunto de principios a observar en cualquier procedimiento, no solo como orientación sino como deber, destinado a garantizar de manera eficaz los derechos de las personas.”

			“Dentro del derecho al debido proceso, previsto en la Constitución de la República en el artículo 76 numeral 7, se incorpora como una de las garantías básicas el derecho de las personas a la defensa (...) el derecho a la defensa se erige como uno de los elementos sustanciales que posibilitan la igualdad procesal, siendo las autoridades administrativas y judiciales las encargadas de asegurar el derecho de participación y contradicción de quienes actúan en un proceso.”

			“En la Constitución de la República, el derecho a la defensa incluye una serie de garantías como la de contar con el tiempo y los medios adecuados para la preparación de la defensa; ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones, y poder recurrir del fallo. Para ejercitar adecuadamente estas garantías, es menester que las autoridades den a conocer en debida forma a las personas sobre un litigio instaurado en su contra, a través de la debida citación y notificación a las partes procesales.”

			“Toda persona tiene el derecho de acceder en igualdad de condiciones a un proceso judicial y a esperar que dentro del mismo se respeten los procedimientos que tienen relación con la contradicción de pruebas de cargo, a contar con los medios y el tiempo necesarios para preparar su defensa e impugnar decisiones que le sean adversas para obtener un juicio justo que respete su derecho a la defensa.”

			La Sentencia N° 195-14-SEP-CC, de 06 de noviembre de 2014, señala que:

			“Esencialmente, el debido proceso representa el conjunto de garantías a través de las cuales se busca que los jueces y demás autoridades administrativas, en el conocimiento y resolución de un determinado proceso, respeten y garanticen las mínimas reglas de orden sustantivo y adjetivo, a efectos de proteger los derechos e intereses de las partes involucradas”

			“(...) el debido proceso tiene una extensión de derecho de defensa, en tanto está destinado a otorgar protección a las personas contra las arbitrariedades, abusos y extravíos de los jueces y autoridades administrativas que vulneren los derechos e intereses legítimos de aquellas.”

			La Corte Constitucional del Ecuador, en Sentencia No. 041-14-SEP-CC, caso No. 0777-11-EP, sobre el derecho a la defensa indica que:

			“Una de las garantías básicas del debido proceso es precisamente el derecho a la defensa, entendido como la oportunidad reconocida a las partes o sujetos procesales de participar en igualdad de condiciones en un proceso administrativo, judicial o constitucional; a ser escuchados en el momento oportuno, presentar argumentos y razones de cargo y descargo, contradecir y practicar pruebas, interponer recursos de impugnación; entre otros”

			Asimismo, la Sentencia No. 271-15-SEP-CC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 607, de 14 de octubre del 2015, dice:

			“(...) es evidente que la citación constituye un acto procesal de trascendental importancia que garantiza la buena marcha de la causa y el derecho de las partes a oponerse a las pretensiones presentadas en juicio. La Corte Constitucional (...) respecto a la citación, se ha pronunciado indicado que [...] este es el acto más importante en todo procedimiento judicial. Mediante éste se emplaza a cualquier persona (...) para que comparezca a oponer sus medios de defensa contra la exigencia formulada en la acción. Es posible ejercer procesalmente la garantía constitucional del derecho a la defensa una vez que se conozca, por algún modo, la existencia de la demanda” (Sentencia No. 073-10-SEP-CC, caso No. 0506-09-EP)

			B) Para poder hacer efectivo el derecho a la defensa en toda etapa y en todo grado dentro del correspondiente procedimiento, se hace menester que la persona sea escuchada oportunamente y en condiciones de igualdad; esta es la razón por la cual los procesos deben ser públicos, para que las partes puedan acceder a todas las actuaciones procesales.

			Estos derechos son desarrollados por la Corte Constitucional en la Sentencia No. 267-15-SEP-CC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 629, de 15 de noviembre del 2015, al tenor de lo siguiente:

			“El derecho a la defensa permite a las partes sostener sus pretensiones y rebatir los fundamentos de la parte contraria. De igual manera el derecho a la defensa posibilita a las personas a acceder a los medios necesarios para efectivizar sus derechos y hacer respetar sus pretensiones en el desarrollo de un proceso legal, ya sea contradiciendo los hechos alegados por la parte contraria o cualquier otro medio para desarrollar su defensa en concordancia con las garantías establecidas en la norma constitucional.”

			“El ejercicio del derecho a la defensa garantizará que dentro de una causa se obtenga una sustanciación y resolución justa de ahí, la importancia de entender este derecho en su continuidad y permanencia dentro de un proceso jurisdiccional (...) La continuidad y permanencia tiene una función a la vez de fin y de medio para el efectivo ejercicio del derecho a la defensa, pues de irrespetarla, el afectado carecerá de tiempo o medios para atacar las pretensiones contrarias a sus derechos e intereses y no será escuchado en sus alegaciones.”

			“La continuidad y permanencia del derecho a la defensa no admite restricción o disminución alguna, so pena de incurrir en una violación al debido proceso constitucional. Es decir, que el derecho a la defensa debe ser garantizado en todas las etapas del proceso sin que pueda obstaculizarse ni negarse su ejercicio en ningún momento procesal pues ello, conllevaría la indefensión de las partes (...)”

			Además, la Corte Constitucional en la Sentencia No. 118-14-SEP-CC, dice:

			“La indefensión (...) puede originarse por múltiples causas. Sólo puede prosperar su alegación cuando de alguna forma, generalmente por violación de preceptos procedimentales, se impida al acusado ejercitar oportunamente su defensa, cuando se obstaculiza el derecho de defensa como posibilidad de refutar y rechazar el contenido de la acusación que en su contra se esgrime. La importancia de la notificación de las actuaciones procesales radica en que constituye la base para que las partes puedan ser escuchadas dentro de un proceso, expongan su inconformidad o realicen las alegaciones que crean pertinentes en cada una de las etapas procesales (...)”

			En adición tenemos la Sentencia No. 0219-12-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 801, de 2 de octubre del 2012, que reza:

			“(...) el derecho a la defensa forma parte del derecho a las garantías del debido proceso, lo cual supone garantizar el respeto de los derechos y obligaciones de las partes sometidas en el proceso en igualdad de condiciones (...) Este parámetro se basa en el deber que tiene la administración de justicia de informar de forma oportuna a las personas involucradas en el proceso, a fin de que estas tengan el tiempo suficiente para preparar su defensa o lo realicen a través de su defensor, o el que les otorgue el Estado”

			Y, la Sentencia No. 060-10-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 624, de 23 de enero del 2012, resuelve:

			“(...) una de las garantías básicas que les asiste a las partes en el proceso es la de presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes, y la de presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra, con la finalidad de crear la convicción en el juez de que sus argumentos son los correctos (...)”

			C) Acerca de la de las decisiones judiciales, con total acierto Rafael Oyarte sostiene que la jurisprudencia constitucional ha determinado que la motivación no se cumple de un modo meramente formal o con la simple cita de preceptos jurídicos o de tratadistas, ni con la reproducción total o parcial de argumentos esgrimidos por las partes dentro de un fallo.

			Por el contrario, la motivación constituye un juicio lógico que enlaza los hechos y el Derecho para obtener como conclusión una consecuencia jurídica, por aquello, se exige que las autoridades expliquen la pertinencia, de modo suficiente y razonable, de la aplicación de las normas y principios jurídicos a los antecedentes de hecho197.

			La Sentencia No. 009-10-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial

			No. 183, de 30 de abril del 2010, de forma textual puntualiza que:

			“En la evolución del respeto de los derechos fundamentales, la resolución que sustenten los órganos jurisdiccionales debe mantener una respuesta razonada, motivada y congruente (...) La motivación equivale a fundamentación y comprende dos campos específicos: a) La explicación, consistente en la descripción de las causas que determinan la decisión que se adopta; y, b) La justificación, referida a las bases jurídicas en que se apoya la decisión (...)

			“La razón por la que la Constitución impone a las autoridades el deber de motivar sus resoluciones, concretamente a los jueces la motivación de sus sentencias, radica en el propósito del juez de evitar la arbitrariedad, armonizar el ordenamiento jurídico y facilitar el control social, pues, si la sentencia contiene las razones por las que adopta determinada decisión, con base en los antecedentes de hecho y explicando las normas jurídicas que se aplican al caso para resolver, las partes tienen la seguridad de que no se actuó de manera arbitraria.”

			La Sentencia No. 092-13-SEP CC, dentro del caso No. 538-11-EP, estableció los elementos que deben reunir las sentencias para que se encuentren debidamente motivadas, en el siguiente sentido:

			“(...) la exposición por parte de la autoridad judicial con respecto a la decisión adoptada debe hacérsela de forma: i. Razonable, es decir sea fundada en los principios; ii. Lógica, lo cual implica una coherencia entre las premisas y la conclusión y, iii. Comprensible, es decir que el fallo goce de claridad en el lenguaje”.

			En este hilo, la Sentencia No. 064-14-SEP-CC, correspondiente a la resolución del caso No. 0831-12-EP, precisa que:

			“Respecto a la razonabilidad, debemos tener en cuenta que la resolución judicial no debe imponer criterios que sean contrarios a la Constitución o a las fuentes del derecho aplicables al caso de acuerdo con el argumento del juzgador; en otras palabras, las resoluciones deben ser acordes a los principios constitucionales y a la legislación existente, lo que implica que para que la sentencia cumpla este parámetro, deberá encontrarse racionalmente fundamentada.”

			“Así, la claridad en el lenguaje debe requerir concatenación entre las premisas que contienen un pensamiento o idea con las conclusiones connaturales que deben devenir de aquel, pero este ejercicio intelectual requiere ser también fiscalizado por quienes no han sido parte del proceso (...) de modo que las resoluciones emitidas por los órganos judiciales gocen de legitimidad y permitan conocer al conglomerado social en general, la forma cómo sus tribunales de justicia razonan y resuelven los conflictos que son puestos en su conocimiento, pero, se insiste, de manera accesible y justificada.”

			En cuanto al requisito de la lógica, la Corte Constitucional en su Sentencia No. 123-13-SEP-CC, caso No. 1542-11-EP, considera que:

			“(...) este elemento que tiene relación directa con la coherencia de los elementos ordenados y concatenados permiten construir un juicio de valor en el juzgador al momento de emitir una resolución. Este elemento debe erigirse sobre la base de los hechos puestos a consideración del juzgador de modo que, mediante la recurrencia a las fuentes del derecho aplicables al caso, se obtenga de aquel la promulgación de un criterio jurídico que integre aquellas fuentes con el producto de su conocimiento y experiencia acumulados durante su vida (...)”

			Así también la Sentencia No. 092-13-SEP CC, señala que la decisión lógica “implica coherencia entre las premisas y la conclusión”.

			Sobre el requisito de la comprensibilidad, este radica en que una resolución comprensible “debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran auditorio social, más allá de las partes en conflicto”, según el contenido de la Sentencia No. 227-12-SEP-CC, dictada dentro del caso No. 1212-11-EP.

			La Sentencia No. 244-12-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 877, de 23 de enero del 2013, contiene las siguientes precisiones:

			“(...) una sentencia debe contener una parte expositiva (la cual establece las partes que intervienen, sus abogados, los antecedentes, las acciones y excepciones y sus fundamentos y se señala el cumplimiento de los trámites esenciales del proceso, etc.), una parte considerativa (fundamentos de hecho y de derecho) y una parte resolutiva (decisión sobre el asunto controvertido del juez/ jueza o tribunal), y solo mediante la integración de estas partes puede considerarse que una sentencia se encuentra bien estructurada y podrá producir los efectos legales y constitucionales.”

			“La motivación, por lo tanto, no es solo un problema de comunicabilidad, sino que va más allá del cumplimiento estricto de los requisitos formales de la ley, pues no es suficiente el uso impecable de la lógica formal, si este encubre un razonamiento incomprensible; tampoco lo es señalar la norma si no se explica el porqué se la considera aplicable, pues en la debida motivación de la sentencia se materializa el principio de la tutela judicial efectiva”.

			“(...) la falta de motivación trae como consecuencia la nulidad de a la sentencia, conforme a los mandatos constitucionales y legales de nuestro ordenamiento jurídico. Consecuencia de aquello, trae como efecto que las decisiones en las que haya ausencia de motivación (...) deba necesariamente ser declarada su nulidad absoluta para garantizar el debido proceso constitucional, en particular de los derechos a la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica.”

			Abundando en el derecho a la motivación, la Sentencia No. 024-14-SEP-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 230, de 22 de abril del 2014, señala:

			“La motivación es definida como aquella garantía constitucional que determina la justificación razonada de las decisiones judiciales para hacerlas jurídicamente plausibles, ello significa que se encuentren en conformidad con el derecho, con las normas legales y constitucionales, así como también con las normas establecidas en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.”

			“(...) el derecho a la motivación determina la explicación de los criterios y fundamentos que condujeron a la decisión y sus razones, acorde al ordenamiento jurídico vigente, es decir, es la expresión de las razones de hecho y de derecho que las fundamentan, es el proceso lógico, jurídico y racional que conduce a la decisión o fallo, donde no cabe la arbitrariedad. De allí que los jueces y tribunales están obligados a interpretar y aplicar las leyes y reglamentos de acuerdo con los preceptos y principios constitucionales, de cuya interpretación se debe alcanzar la conformidad con su contenido constitucionalmente declarado, evitando que las resoluciones judiciales puedan restringir, menoscabar o inaplicar el referido contenido.”

			La Sentencia No. 028-13-SEP-CC, caso No. 1520-10-EP, de 10 de julio del 2013, sostiene que la motivación constituye:

			“(...) un condicionamiento de todas las resoluciones de los poderes públicos, con el objeto de que las personas puedan conocer de forma efectiva y veraz las razones que motivaron la emisión de una determinada decisión. La motivación no implica la enunciación dispersa de normas jurídicas o de antecedentes de hechos, sino por el contrario exige un mayor ejercicio argumentativo en el cual se fundamente la aplicación de una determinada norma jurídica a un antecedente de hecho y las conclusiones establecidas a partir de ello (...)”

			Por último, la Corte Constitucional del Ecuador, en su Sentencia No. 003-10-SEP-CC, de 13 de enero del 2010, pronunciada dentro del caso No. 0290-09-EP, concluye que:

			“(...) es precisamente a través de la motivación de las resoluciones judiciales cuando los jueces y juezas determinan que sus actuaciones se han producido con apego a la Constitución y a las leyes que rigen un caso en concreto (...) Motivar es encontrar el motivo por el cual se pronunció en determinada forma el juez o jueza que resolvió la causa puesta a su conocimiento, la cual debe producirse de manera razonada, atendiendo a las circunstancias particulares del caso y apegada a los preceptos constitucionales y legales (...)”

			Derecho a la libertad - Delito de esclavitud

			Garantía constitucional: Todas las personas nacen libres, de ahí que en nuestra legislación se prohíba la esclavitud, la servidumbre y el tráfico de seres humanos en todas sus formas. Nadie podrá sufrir prisión por deudas, costas, multas, tributos, ni otras obligaciones, salvo el caso de pensiones alimenticias (Constitución de la República: Art. 66 Num. 29 Lits. a-d).

			Este derecho tiene varias maneras de ejercerse y expresarse, por ejemplo, se garantiza la libertad de expresión del pensamiento y de opinión, la libertad de conciencia y religión, la libertad de transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su residencia, así como la libertad de asociación y reunión con fines pacíficos (Constitución de la República, que se refiere exclusivamente a los derechos de libertad en su artículo 66, que contiene 29 numerales).

			Centrándonos en la libertad ambulatoria, la única forma legal de perderla, es mediante la imposición de una pena o porque se ha dictado una medida cautelar personal en contra de la persona; pero nadie podrá ser privado de ella sino por orden escrita de autoridad competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades prescritas en la ley, salvo en los delitos flagrantes, en cuyo caso tampoco se podrá mantener a la persona detenida, sin fórmula de juicio, por más de 24 horas (Constitución de la República: Art. 77 Num. 1).

			Recuérdese que la prisión preventiva no puede exceder de seis meses, en los delitos sancionados con prisión (pena privativa de libertad de hasta cinco años), ni de un año, en aquellos reprimidos con reclusión (pena privativa de libertad mayor a cinco años). Si estos plazos se cumplen, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto, bajo la responsabilidad del juez que conoce la causa. Los plazos para la caducidad de la prisión preventiva en el COIP, constan en su Art. 541.

			Pese a la dicho, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá ipso jure el decurso del plazo de su caducidad, si por cualquier medio, la persona procesada ha evadido, retardado, evitado o impedido su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad.

			Si la dilación ocurriera durante el proceso o produjera la caducidad, por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores públicos, peritos o servidores de órganos auxiliares, se considerará que estos incurren en falta gravísima y deberán ser sancionados de conformidad con la ley (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 9).

			El Código Orgánico Integral Penal tipifica el delito de Esclavitud, dentro del capítulo destinado a las graves violaciones de derechos humanos, en los siguientes términos: La persona que ejerza todos o algunos atributos del derecho de propiedad sobre otra, constituyendo esclavitud, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 82 del COIP).

			Y, dentro de los delitos contra la libertad personal, tipifica al delito de Privación ilegal de libertad, sancionando con una pena privativa de libertad de uno a tres años, al servidor público que prive ilegalmente de la libertad a una persona.

			Como figura agravada, establece una pena privativa de libertad de tres a cinco años, para el servidor público que disponga la privación de libertad a una persona en lugares diferentes a los destinados para el efecto por la normativa vigente (Art. 160 del COIP).

			Derechos de las personas privadas de libertad

			Garantía constitucional: Nuestra Constitución, dentro de los grupos de atención prioritaria, se refiere a las personas privadas de libertad, a las cuales el Estado les deberá prestar especial protección y les reconoce los siguientes derechos:

			1. No ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria.

			2. La comunicación y visita de sus familiares y profesionales del Derecho.

			3. Declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido durante la privación de libertad.

			4. Contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su salud integral en los centros de privación de libertad.

			5. La atención de sus necesidades educativas, laborales, productivas, culturales, alimenticias y recreativas.

			6. Recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de las mujeres embarazadas y en período de lactancia, adolescentes y las personas adultas mayores, enfermas o con discapacidad.

			7. Contar con medidas de protección para las niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia (Constitución de la República: Arts. 35 y 51).

			El Código Orgánico Integral Penal establece que las personas las personas privadas de libertad gozarán de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución de la República y los instrumentos internacionales de derechos humanos, a saber:

			1. Integridad: La persona privada de libertad tiene derecho a la integridad física, psíquica, moral y sexual. Antes de la reforma del 2019, el COIP señaló que se respetaría este derecho durante los traslados, registros, requisas o cualquier otra actividad. Se prohibía toda acción, tratamiento o sanción que implicase tortura o cualquier forma de trato cruel, inhumano o degradante. No podía invocarse circunstancia alguna para justificar tales actos. En adición se prohibía cualquier forma de violencia por razones étnicas, condición social, género u orientación sexual.

			Con el cambio normativo del 2019, se prohíbe toda acción, tratamiento o sanción que implique tortura, castigos corporales, castigos colectivos, métodos que tengan como finalidad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o mental de la persona o cualquier forma de trato discriminatorio, cruel, inhumano o degradante.

			2. Libertad de expresión: La persona privada de libertad tiene derecho a recibir información, dar opiniones y difundirlas por cualquier medio de expresión disponible en los centros de privación de libertad.

			3. Libertad de conciencia y religión: La persona privada de libertad tiene derecho a que se respete su libertad de conciencia y religión y a que se le facilite el ejercicio de esta, incluso a no profesar religión alguna. Se respetarán los objetos personales con estos fines, siempre y cuando no pongan en riesgo la seguridad del centro de privación de libertad.

			4. Trabajo, educación, cultura y recreación: El Estado reconoce el derecho al trabajo, educación, cultura y recreación de las personas privadas de libertad y garantiza las condiciones para su ejercicio. El trabajo podrá desarrollarse mediante asociaciones con fines productivos y comerciales.

			5. Privacidad personal y familiar: La persona privada de libertad tiene derecho a que se respete su vida privada y la de su familia.

			6. Protección de datos de carácter personal: La persona privada de libertad tiene derecho a la protección de sus datos de carácter personal, que incluye el acceso y uso de esta información.

			7. Asociación: La persona privada de libertad tiene derecho a asociarse con fines lícitos y a nombrar sus representantes, de conformidad con la Constitución de la República y la ley.

			8. Sufragio: La persona privada de libertad por medidas cautelares personales tiene derecho al sufragio. Se suspenderá para aquellas personas que tengan sentencia condenatoria ejecutoriada.

			9. Quejas y peticiones: La persona privada de libertad tiene derecho a presentar quejas o peticiones ante la autoridad competente del centro de privación de libertad, al juez de garantías penitenciarias y a recibir respuestas claras y oportunas.

			10. Información: La persona privada de libertad, en el momento de su ingreso a cualquier centro de privación de libertad, tiene derecho a ser informada en su propia lengua acerca de sus derechos, las normas del establecimiento y los medios de los que dispone para formular peticiones y quejas. Esta información deberá ser pública, escrita y estar a disposición de las personas, en todo momento.

			11. Salud: La persona privada de libertad tiene derecho a la salud preventiva, curativa y de rehabilitación, tanto física como mental, oportuna, especializada e integral. Para garantizar el ejercicio de este derecho se considerarán las condiciones específicas de cada grupo de la población privada de libertad.

			En los centros de privación de libertad de mujeres, el departamento médico contará con personal femenino especializado.

			Con la reforma del 2019 se señala que se tendrán en cuenta las necesidades médicas y de alimentación cuando estén en período de gestación, hayan dado a luz recientemente y las que estén en período de lactancia. Los centros de rehabilitación contarán con las instalaciones y artículos necesarios para satisfacer las necesidades de higiene propias de su género.

			Los estudios, diagnósticos, tratamientos y medicamentos serán gratuitos.

			En caso de adicciones a sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que los contengan o de alcoholismo y tabaquismo, el Ministerio de Salud Pública brindará tratamiento de carácter terapéutico o de rehabilitación mediante consultas o sesiones, con el fin de lograr la deshabituación. La atención se realizará en los centros de privación de libertad a través de personal calificado para el efecto.

			12. Alimentación: La persona privada de libertad tiene derecho a una nutrición adecuada, en cuanto a calidad y cantidad, en lugares apropiados para el efecto. Tendrá derecho al acceso a agua potable en todo momento.

			13. Relaciones familiares y sociales: La persona privada de libertad tiene derecho a mantener su vínculo familiar y social. Deberá estar ubicada en centros de privación de libertad cercanos a su familia, a menos que manifieste su voluntad contraria o que, por razones de seguridad debidamente justificadas o para evitar el hacinamiento, sea necesaria su reubicación en un centro de privación de libertad situado en distinto lugar al de su familia, domicilio habitual y juez natural.

			14. Comunicación y visita: Sin perjuicio de las restricciones propias de los regímenes de seguridad, la persona privada de libertad tiene derecho a comunicarse y recibir visitas de sus familiares y amigos, defensor público o privado y a la visita íntima de su pareja, en lugares y condiciones que garanticen su privacidad, la seguridad de las personas y del centro de privación de libertad.

			El ejercicio de este derecho debe darse en igualdad de condiciones, sin importar su nacionalidad, sexo, preferencia sexual o identidad de género.

			La persona privada de libertad de nacionalidad extranjera podrá comunicarse con representantes diplomáticos o consulares de su país.

			El derecho a la visita de familiares o amigos no se considerará un privilegio y no se utilizará como sanción la pérdida del mismo, salvo en aquellos casos en que el contacto represente un riesgo para la persona privada de libertad o para el visitante. La autoridad competente del centro de privación de libertad reportará al juez de garantías penitenciarias los casos de riesgo.

			15. Libertad inmediata: La persona privada de libertad, cuando cumpla la condena, reciba amnistía o indulto o se revoque la medida cautelar, será liberada inmediatamente, siendo necesario para ello únicamente la presentación de la orden de excarcelación emitida por la autoridad competente. Los servidores públicos que demoren el cumplimiento de esta disposición serán removidos de sus cargos, previo sumario administrativo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a que haya lugar.

			16. Proporcionalidad en la determinación de las sanciones disciplinarias: Las sanciones disciplinarias que se impongan a la persona privada de libertad, deberán ser proporcionales a las faltas cometidas. No se podrán imponer medidas sancionadoras indeterminadas ni que contravengan los derechos humanos.

			La reforma del 2019 añade que se respetarán todos estos derechos, en lo que corresponda, durante el cumplimiento de la medida cautelar de prisión preventiva, el cumplimiento de la pena, en los traslados, registros, requisas o cualquier otra actividad (Véase todos los numerales del Art. 12 del COIP).

			Derechos y garantías en el caso de privación de libertad en caso de flagrancia:

			La normativa penal señala que en todo proceso penal en el que se prive de la libertad a una persona, se observarán las garantías previstas en la Constitución, a más de las siguientes:

			1. En delitos flagrantes, la persona será conducida de inmediato ante el juzgador para la correspondiente audiencia que se realizará dentro de las veinticuatro horas siguientes a la aprehensión.

			2. En el caso de contravenciones flagrantes, la audiencia se efectuará inmediatamente después de la aprehensión.

			3. Se verificará la edad de la persona procesada y, en caso de duda, se aplicará la presunción de minoría de edad hasta que esta sea desvirtuada por parte del fiscal dentro de la investigación.

			4. Ninguna persona privada de libertad podrá ser incomunicada, aislada o sometida a tortura, ni siquiera con fines disciplinarios (Art. 6 del COIP).

			Derecho Penal premial

			(Ver Cooperación eficaz// Procedimiento abreviado // Atenuantes // Atenuante trascendental)

			Esta expresión del Derecho Penal parte del supuesto de premiar u otorgar algún tipo de beneficio a quienes han delinquido, si es que, por ejemplo, ayudan a la administración de justicia.

			De esta forma, el Derecho Penal premial se constituye como un conjunto de normas cuyo principal objetivo es el de otorgar recompensas a las personas que colaboran con las autoridades, ya que su colaboración o información facilita el trabajo los órganos de la justicia penal, como puede ser descubrir la identidad de quienes participaron en la comisión de un delito, como coadyuvar al desmantelamiento de alguna organización criminal a la que pertenezca el procesado o investigado.

			La cooperación eficaz es uno de los ejemplos recogidos por varios códigos adjetivos penales, cuya razón de ser es el suministro de información eficaz y veraz, con el fin de lograr la captura y posterior sometimiento a juicio de los involucrados. Estos colaboradores se denominan de diveras maneras, verbi grata, se los identifica como delatores, testigos protegidos, colaboradores eficaces, entre otras.

			Dentro del Derecho anglosajón, la figura del arrepentido o colaborador con la justicia, se deriva del llamado “witness crown” o testigo de la corona, que obtiene inmunidad (grant of inmunity) a cambio de su testimonio. Igualmente se registran las transacciones penales (plea bargaining), que permiten al procesado que testifique en su contra o contra los demás, a cambio de una reducción de la condena.

			Podemos recomendar al lector se remita, entre otras, a las siguientes obras para una mayor y mejor comprensión de la operatividad del Derecho Penal premial:

			a) ABOSO, Gustavo Eduardo, El arrepentido en el Derecho penal premial. Análisis dogmático y práctico sobre la figura del coimputado delator, Editorial B de F, Buenos Aires, 2017.

			b) ORTÍZ PRADILLO, Juan Carlos, Los delatores en el proceso penal, recompensas, anonimato, protección y otras medidas para incentivar una colaboración eficaz con la justicia, Editorial La Ley, Madrid, 2018.

			c) BENÍTEZ ORTÚZAR, Ignacio Francisco, El colaborador con la justicia. Aspectos sustantivos procesales y penitenciarios derivados de la conducta del “arrepentimiento”, Editorial Dykinson, Madrid, 2004.

			Desaparición forzada

			El artículo 84 del COIP tipifica la desaparición forzada como un delito propio, de ahí que señale que el agente del Estado o quien actúe con su consentimiento, que por cualquier medio, someta a privación de libertad a una persona, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero o destino de la persona, con lo cual impida el ejercicio de garantías constitucionales o legales, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			Con la reforma del 2019 se agrega como sujeto activo a los grupos armados organizados.

			Desaparición involuntaria

			Dentro del proyecto de reforma al Código Orgánico Integral Penal remitido por Asamblea Nacional al Ejecutivo (septiembre del 2019), se propuso la creación de este tipo penal (Art. 163.1), a través de los siguientes elementos:

			La persona que prive de la libertad, retenga, arrebate, desaparezca, traslade a lugar distinto a una o más personas, en contra de su voluntad y niegue información de su paradero o destino. La pena propuesta fue de privación de la libertad de siete a diez años.

			Figura agravada: El sujeto activo debía ser sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años, cuando concurriesen alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga más de ocho días.

			2. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada, persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			3. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			4. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			5. Si se comete por personas que tengan algún tipo de relación familiar o de poder o autoridad sobre la víctima, tal como: docente, ministros de culto, personal de salud o personas responsables en la atención del cuidado del paciente; o por cualquier otra clase de profesional o técnico que haya abusado de su posición, función o cargo al cometer la infracción.

			6. Si la víctima ha sido sometida a violencia física o psicológica.

			Paratipo penal: Si se produce la muerte de la víctima, el responsable será sancionado con la pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			Regla para el procesamiento del delito: Para el procesamiento de este delito, la acumulación de indicios tendría la misma fuerza vinculante que la prueba directa en la etapa del juicio, siempre que los mismos se funden en hechos reales probados, se relacionen con los hechos del ilícito, sean unívocos y directos.

			Veto Presidencial (octubre del 2019): El Presidente de la República vetó esta iniciativa de la Asamblea e hizo notar que la conducta propuesta presenta los mismos elementos objetivos del delito de secuestro, tipificado en el artículo 161 del COIP, razón por la cual, lo óptimo sería mejorar la redacción del secuestro, en los siguientes términos:

			“Art. 161.- Secuestro.- La persona que prive de la libertad, retenga, oculte, arrebate o traslade a lugar distinto a una o más personas, en contra de su voluntad, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Se sancionará con pena de siete a diez años cuando se niegue información del paradero o destino de la víctima.

			Será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga más de ocho días.

			2. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada, persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			3. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			4. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			5. Si se comete por personas que tengan algún tipo de relación familiar o de poder o autoridad sobre la víctima, tal como docentes, ministras o ministros de culto, personal de salud o personas responsables en la atención del cuidado del paciente, o por cualquier otra clase de profesional o técnico que haya abusado de su posición, función o cargo al cometer la infracción.

			6. Si la víctima ha sido sometida a violencia física o psicológica.

			Si se produce la muerte de la víctima, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			Para el procesamiento de este delito, cuando no se obtenga información del paradero de la víctima, la acumulación de indicios tendrá la misma fuerza vinculante que la prueba en la etapa del juicio, siempre que los mismos se funden en hechos reales probados, se relacionen con los hechos de este delito, sean unívocos y directos.”

			Desistimiento voluntario

			Más allá de los actos de ejecución punibles que constan en el artículo 39 del COIP, la figura del desistimiento también puede ser analizada en el ámbito procesal y opera tanto en la presentación de la acusación particular, como en la interposición de recursos, para lo cual se deben observar las siguientes reglas.

			Desistimiento de la acusación particular: El Código Orgánico Integral Penal señala que el desistimiento solo cabe si el acusado consiente expresamente en ello dentro del proceso. En este caso no cabe la calificación de malicia o temeridad de la acusación particular.

			No podrán desistir los padres que actúan en representación de los hijos menores de dieciocho años, los tutores o curadores, ni los representantes de las instituciones del sector público.

			El desistimiento procederá a petición conjunta del acusador y acusado y será resuelto en audiencia (Art. 437 del COIP).

			Desistimiento de un recurso legalmente interpuesto: Solo quien ha interpuesto un recurso puede desistir del mismo, sin que el defensor pueda desistir sin mandato expreso del procesado (Art. 652 numeral 2 del COIP).

			Es importante anotar que, según el Código Orgánico Integral Penal, si el recurrente no fundamenta su recurso, se entenderá su desistimiento (Numeral 9 del Art. 652 del COIP).

			Y, si el recurrente no comparece a la audiencia de fundamentación de su recurso, dará lugar a que se declare el abandono del mismo respecto de los ausentes y continuará con relación a los presentes (Art. 652 numeral 8 del COIP).

			Detención

			Definición: La detención es una de las medidas cautelares personales que se pueden adoptar para asegurar la presencia de la persona procesada y puede ser dictada por parte del juez de garantías penales a pedido del fiscal, únicamente con el objeto de investigar un delito de acción pública (Numeral 5 del Art. 522 y Art. 530 del COIP).

			Expedición de la orden y requisitos: La detención se ordenará mediante boleta que contendrá los siguientes requisitos:

			1. Los motivos de la detención;

			2. El lugar y la fecha en que se la expide; y,

			3. La firma del juez competente.

			Cumplimiento: Para el cumplimiento de la orden de detención se entregará la boleta a un agente de la Policía Nacional (Arts. 530 y 531 del COIP).

			Derechos de los detenidos:

			El Código Orgánico Integral Penal, al referirse a la información de derechos del detenido, señala:

			a) El juzgador deberá cerciorarse de que a la persona detenida se le informe sobre sus derechos, que incluye el conocer en forma clara las razones de su detención, la identidad de la autoridad que la ordena, los agentes que la llevan a cabo y los responsables del respectivo interrogatorio.

			b) También será informada de su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la presencia de un defensor público o privado y a comunicarse con un familiar o con cualquier persona que indique.

			c) La misma comunicación se deberá realizar a una persona de confianza que indique la persona detenida y a su defensor público o privado.

			d) Si la persona detenida es extranjera, quien lleve a cabo la detención deberá informar inmediatamente al representante consular de su país o en su defecto se seguirán las reglas de los instrumentos internacionales pertinentes.

			e) En todo recinto policial, Fiscalía, Juzgado y Defensoría Pública deberá exponerse en lugar visible y de forma clara los derechos de las víctimas y personas detenidas (Art. 533 del COIP).

			Duración de la detención: La detención en ningún caso podrá durar más de veinticuatro horas. La versión que tome el fiscal será receptada en presencia del defensor público o privado del detenido.

			Hay que tener en cuenta que:

			A) En materia de tránsito, cuando se trate de delitos en los que únicamente existan daños a la propiedad, no se procederá en ningún caso a la detención de los conductores.

			B) En delitos y contravenciones de tránsito, el organismo competente retendrá los vehículos hasta por setenta y dos horas, con el fin de practicar la inspección técnico-mecánica, con excepción de los acuerdos reparatorios inmediatos. Cumplido este plazo, serán devueltos inmediatamente a sus propietarios, poseedores o a quien legalmente corresponda (Art. 532 del COIP).

			Determinación de la pena

			(Ver Principio de personalidad de las penas // Principio de proporcionalidad // Retribución - Teoría de la pena)

			Las penas estarán determinadas única y exclusivamente mediante ley, esto en aplicación del principio de legalidad, mediante el cual se prescribe que nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente declarado como infracción por ley penal, ni sufrir una pena que no esté en ella establecida (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 3// Art. 5 numeral 1 del COIP).

			En este sentido, la determinación de la pena está en manos del legislador y su aplicación y graduación a un caso concreto, en manos del órgano jurisdiccional sentenciador; no se olvide que, para el caso de los tipos penales y las penas, el Código Orgánico Integral Penal establece la interpretación gramatical, es decir, se debe respetar el sentido literal-gramatical de la ley (Numeral 2 del Art. 13 del COIP).

			Abundando en lo referido, el COIP indica que no se impondrán penas más severas que las determinadas en los tipos penales y, el tiempo de duración de la condena será determinado, por tanto, se proscriben las penas indefinidas (Art. 53 del COIP).

			Determinación judicial de la pena

			(Ver Acumulación - Penas máximas en Ecuador)

			Una vez que una persona ha adecuado su conducta a un tipo penal y se ha sometido al respectivo procesamiento y juicio de reproche, la autoridad judicial determinará la pena a aplicarse. Prima facie, la pena será la contemplada en la ley penal preceptiva, sabiéndose que ésta podría ser modificada, por ejemplo, por la presencia de atenuantes o agravantes.

			Según el Código Orgánico Integral Penal, para la individualización de la pena, el juzgador deberá observar lo siguiente:

			1. Las circunstancias del hecho punible, atenuantes y agravantes.

			2. Las necesidades y condiciones especiales o particulares de la víctima y la gravedad de la lesión a sus derechos.

			3. El grado de participación y todas las circunstancias que limiten la responsabilidad penal (Art. 54 del COIP).

			Reglas de aplicación y modificación de las penas:

			El Código Orgánico Integral Penal señala que para la imposición de la pena, se considerarán las atenuantes y las agravantes previstas en su artículos 45, 47 y 48. No constituyen circunstancias atenuantes ni agravantes los elementos que integran la respectiva figura delictiva.

			Así:

			a) Si existen al menos dos circunstancias atenuantes de la pena se impondrán el mínimo previsto en el tipo penal, reducido en un tercio, siempre que no existan agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción.

			b) Si existe al menos una circunstancia agravante no constitutiva o modificatoria de la infracción, se impondrá la pena máxima prevista en el tipo penal, aumentada en un tercio (Art. 44 del COIP).

			c) El Código Orgánico Integral Penal además contempla a la atenuante trascendental, que se configura cuando la persona procesada suministra datos o informaciones precisas, verdaderas, comprobables y relevantes para la investigación, evento en el cual se le impondrá un tercio de la pena que le corresponda, siempre que no existan agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción (Art. 46 del COIP).

			Reincidencia y aumento de las penas:

			La institución de la “Reincidencia”, según el Código Orgánico Integral Penal, se verificará por la comisión de un nuevo delito por parte de la persona que fue declarada culpable mediante sentencia ejecutoriada. Para esto, se debe tomar en cuenta que:

			a) La reincidencia solo procederá en delitos con los mismos elementos de tipicidad de dolo y culpa respectivamente. Se hace notar al lector que la Asamblea Nacional, en su proyecto de reforma al COIP (septiembre del 2019), agregó a la definición de reincidencia, que se haya atentado contra el mismo bien jurídico protegido. El Presidente de la República en su veto (octubre del 2019), propuso que la reincidencia proceda cuando se hayan verificado los elementos de dolo o culpa, respectivamente, en el cometimiento de otra infracción penal.

			b) Si la persona reincide se le impondrá la pena máxima prevista en el tipo penal incrementada en un tercio (Art. 57 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal, norma dos instituciones adicionales, a saber:

			1. Acumulación de penas:

			a) La acumulación de penas privativas de libertad procederá hasta un máximo de cuarenta años.

			b) Las multas se acumularán hasta el doble de la máxima impuesta (Art. 55 del COIP).

			2. Interdicción:

			a) La sentencia condenatoria lleva consigo la interdicción de la persona privada de libertad, mientras dure la pena.

			b) La interdicción surte efecto desde que la sentencia cause ejecutoria e inhiba a la persona privada de libertad de la capacidad de disponer de sus bienes a no ser por sucesión por causa de muerte (Art. 56 del COIP).

			Concurrencia de infracciones y aumento de las penas:

			El Código Orgánico Integral Penal, respecto a la concurrencia de delitos, regula dos tipos:

			1. Concurso real de infracciones:

			Cuando a una persona le son atribuibles varios delitos autónomos e independientes se acumularán las penas hasta un máximo del doble de la pena más grave, sin que por ninguna razón exceda los cuarenta años (Art. 20 del COIP).

			2. Concurso ideal de infracciones:

			Cuando varios tipos penales son subsumibles a la misma conducta, se aplicará la pena de la infracción más grave (Art. 21 del COIP).

			Dolo

			(Ver Elementos subjetivos del tipo // Tipo doloso)

			Definición: Existe dolo cuando hay el designio de causar daño, esta intención se pone de manifiesto cuando el acontecimiento dañoso o peligroso, fue previsto y querido por el agente como consecuencia de su acción u omisión.

			En este mismo sentido, el Código Orgánico Integral Penal antes de la reforma del 2019, señaló que actuaba con dolo la persona que tenía designio de causar daño y, respondía por delito preterintencional, cuando realizaba una acción u omisión de la cual se produjo un resultado más grave que aquel que se quiso causar (Art. 26 del COIP).

			El lector debe conocer que en el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo en septiembre del 2019, se propuso como contenido del primer inciso del artículo 26 al siguiente: “Actúa con dolo la persona que, conociendo los elementos objetivos del tipo penal, ejecuta voluntariamente la conducta.”

			El Presidente de la República, entre los temas que vetó parcialmente (octubre del 2019) se refirió al dolo, registrando como primer inciso del artículo 26: “Actúa con dolo la persona que tiene conciencia y voluntad de realizar los elementos objetivos del tipo.”

			Por su parte la omisión dolosa se pondrá de manifiesto, cuando una persona, deliberadamente, prefiere no evitar un resultado material típico, cuando se encuentra en posición de garante que debió actuar; para esto es menester tener presente que se encuentra en posición de garante quien tiene una obligación legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, salud, libertad e integridad personal del titular del bien jurídico y ha provocado o incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la afectación del bien penalmente tutelado (Art. 28 del COIP).

			Referencias doctrinarias acerca de los tipos de dolo*:

			*	El contenido del siguiente apartado se encuentra dentro del Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión de Doctorado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			La mayor parte de la doctrina centra su atención, cuando de elemento subjetivo se trata, en el dolo o intención positiva de causar daño. Jescheck sostiene que es el dolo el núcleo central del injusto penal de acción y puede ser caracterizado como la parte subjetiva general del tipo; sin embargo, junto a él concurren especiales elementos que son también parte integrante del injusto, dado que caracterizan en detalle la voluntad del autor. Se presentan como modificaciones de la voluntad típica que muestran, al fin y al cabo, la estructura de la finalidad198.

			El autor habla de cuatro grupos de delitos:

			a) Delitos de intención o delitos de tendencia interna trascedente, que se presentan cuando el sujeto activo persigue un resultado que tiene en consideración para la realización del tipo, pero que, en realidad, no necesita ser alcanzado199.

			b) Delitos de tendencia o delitos de tendencia interna intensificada, identificados cuando la acción delictiva es dominada por la dirección de la voluntad del sujeto, que es la que le confiere su verdadero carácter o la especial peligrosidad para el bien jurídico protegido200.

			c) Delitos de expresión, en los cuales el tipo exige que concurra en el autor una situación cognoscitiva interna que entre en contradicción con el comportamiento externo201; y,

			d) Delitos impropios de la actitud interna del sujeto, cuyos elementos no articulan un juicio de valor ético-social de carácter autónomo, sino que constituyen el reverso de elementos especiales del injusto. Son elementos de valoración global del hecho en los que el juicio de valor no necesita ser comprendido por el dolo. Aparecen cuando se usan expresiones como “cruel” o “alevoso”202.

			Cada corriente de pensamiento penal ha asumido varias definiciones de dolo que han sido recogidas por los ordenamientos jurídicos nacionales, por ejemplo, para el casualismo clásico, el dolo malus comprende dos requisitos: a) El conocimiento y voluntad (no solo el deseo) de los hechos y, b) La conciencia de su significación contraria a Derecho.203

			La doctrina alemana dio un paso más allá y propuso se diferencie entre el dolo del tipo y la conciencia del injusto, habida cuenta que se espera que, del conocimiento previo de la prohibición contenida en el tipo, el sujeto pueda deliberar en torno a lo indebido de su proceder.

			El finalismo de Welzel por su parte entiende al dolo con base en los siguientes elementos:

			a) Momento o aspecto intelectual: La conducta debe ser consciente, es decir, denotar con total claridad la decisión de acción o conciencia del hecho.

			b) Momento o aspecto volitivo: La conducta debe estar conducida por la decisión del sujeto (resolución al hecho). Dicha voluntad debe ser incondicionada de realizar el tipo, si se somete a alguna condición (aún no hay decisión), no se configura en dolo de ningún tipo204.

			Ambos momentos operan de manera conjunta y forman el “dolo del tipo”, por tal razón:

			“No es suficiente que el autor conociera potencialmente las circunstancias del hecho, es decir, que pudiera hacerlas aflorar en su conciencia. Mucho más, ha debido tener conciencia de ellas en el instante de su hecho, habérselas representado, haberlas percibido, haber pensado en ellas, siendo, eso sí, diferente la intensidad de conciencia, según si se trata del fin de los medios o de una circunstancia concomitante”.205

			El autor distingue varios tipos de dolo, entre los que resaltan el directo y el eventual; empero, de su propuesta, hacemos nuestra no la clasificación, sino el análisis del “modo de conocimiento de las circunstancias del hecho”, como núcleo de la intención de delinquir o adecuar la conducta al tipo.

			En esta línea, la ley preceptiva representa descriptivamente una conducta social que está cargada de significación y “penetrada” de relaciones de sentido. Esa realidad es perceptible tanto por los sentidos, como por la aplicación de un ejercicio cognitivo o intelectual acerca de la prohibición.206

			Lo dicho implica que no es del todo necesario que el destinatario de la norma califique con total precisión jurídica las circunstancias del hecho, basta que tenga conocimiento de la relevancia que tienen en la vida social los hechos designados con tales conceptos.207

			Por ejemplo, quien tiene claro que la vida, la salud individual, la fe pública, el medio ambiente o el orden socioeconómico son valiosos porque permiten el ejercicio de derechos, no se opondrá a que, si se los trastoca, se apliquen medidas represivas y de remediación.

			En cambio, ante una norma preceptiva ambigua y equívoca, el agente encontrará una contradicción entre lo que es valioso y el mensaje que amenaza con una pena y, como lo dijo Montesquieu, comprobará que la ley inútil debilita a la necesaria.

			Tan importante para la constatación del dolo es la tipificación racional y objetiva de conductas lesivas, que sin ella no podríamos siquiera analizar, menos aplicar, las varias clases de dolo para la graduación punitiva, puesto que no existirá el elemento base del por qué y para qué se habilita el Derecho Penal.

			Ahora bien, asumiendo la norma penal abstracta y general es unívoca y respeta la gramática del Derecho Penal, por tanto, es aprehendida por los sujetos normativos, bien se podrían elaborar escalas criminalizantes que diferencien dos eventos: a) Cuando el sujeto activo quiere la realización del delito y, b) Cuando el agente no quiere que se verifique el resultado, actividad o peligro típicos, pero advierte posibilidades de constatación.

			A) En el primer caso, se pone de manifiesto la descripción del dolo propiamente dicho y lo compaginamos con la delimitación doctrinal del dolo directo de primero grado208 o, lo que para nosotros es la intencionalidad delictiva externa, en la cual la persona quiere y tiene como finalidad delinquir y emplea los medios necesarios o idóneos para su cometido.

			Solo en este nivel conductual es que, si el resultado no se concreta por factores ajenos a la voluntad del sujeto activo, surge la figura de la tentativa, o sea, la justificación de penar esos actos eficientes conducentes de modo inequívoco a la comisión del ilícito.

			Para insertar dentro de la norma descriptiva el dolo directo de primer grado se pueden emplear verbos rectores directos que denotan per se conciencia y voluntad, como por ejemplo matar, lesionar, solicitar favores de naturaleza sexual, falsear balances financieros, etcétera; o, cuando sea preciso aclarar las circunstancias de la infracción, adicionar calificaciones como “fraudulentamente”, “dolosamente”, “intencionalmente”, “con engaño”, “de manera directa”, “de manera ilegal”, “en beneficio propio o de tercero”, entre otros.

			B) El segundo grupo se centra en las conductas en las cuales el sujeto activo no quiere cometer el delito, lo que en un primer momento y sin más consideraciones, nos alejaría de la concepción del dolo y convergería en el elemento subjetivo culposo.

			A pesar de lo contenido en el párrafo precedente, si por las circunstancias del hecho la persona está casi segura de que si hace o deja de hacer algo existirá la subsunción a la norma preceptiva, se habilitaría en el legislador una posibilidad intermedia que se conoce como dolo de segundo grado o mediato.

			Para Cerezo Mir el dolo directo de segundo (o dolo de consecuencias necesarias) se presenta como la externalidad de conducta de un sujeto que arriba a un resultado comprendido en su voluntad de realización, aunque no lo haya deseado.209

			Cita como ejemplo el de un señor que quiere matar a su esposa, para lo cual conduce su vehículo a gran velocidad y, por la espalda, embiste a un grupo de personas que están en la acera, en donde está también su esposa. Se dará dolo directo de primer grado en el fallecimiento de aquella y de segundo grado, respecto a la muerte de los demás transeúntes210.

			Roxin concreta mejor la idea y explica que, en sentido estricto, el dolo directo de segundo grado abarca las consecuencias cuya realización no es intencionada, pero de cuya producción, con seguridad, se percata el individuo, ocasionándolas conscientemente.

			Cita como célebre el ejemplo de Binding del asesino de masas Thomas, quien pretendía destruir un barco (colocó una bomba en su interior) con la finalidad de cometer una estafa de seguro, prediciendo como cierta la muerte de los miembros de la tripulación. Así, concurre el dolo directo de segundo grado aún cuando el sujeto no hubiese estado completamente seguro que la bomba explotaría, pero de hacerlo, se preveía como segura la muerte.211

			Jakobs, para quien al tipo subjetivo pertenecen las circunstancias que convierten a la realización del tipo objetivo en acción típica (dolo o imprudencia), ubica al dolo directo de segundo grado en la figura del dolo en relación con las consecuencias secundarias; así, en la medida en que el sujeto activo vaticine que la realización del tipo va a sobrevenir con certeza, habrá la constancia necesaria para la imputación212.

			A su criterio, esta forma de dolo se caracteriza por el hecho de que el autor se ha distanciado del todo intelectualmente de la evitación de la realización del tipo, entonces, “bien es verdad que no quiere la realización del tipo, pero se da cuenta de que su evitación es incompatible con aquello que quiere.”213

			Respecto al requisito de certeza o seguridad del resultado, agrega que será suficiente que se constante que la posibilidad de no ocurrencia del suceso no es de intensidad relevante para la decisión del agente. En consecuencia, el sujeto, en caso de haber apreciado certeza en la actuación, no tendrá modo de deslindarse del resultado por medio de una “disposición emocional”, que imposibilite la expresión del dolo214.

			Partiendo de lo anterior, arribamos ahora al caso en el cual el individuo no quiere cometer el delito, pero advierte una posibilidad del resultado o de subsunción a la norma.

			Este elemento subjetivo se lo conoce como dolo eventual, indirecto o condicionado y para describirlo, a pesar de las sendas teorías que han intentado explicarlo, se toma en cuenta de manera muy general que la persona ya no advierte la consecuencia como inevitable o casi segura, sino solamente como posible.215

			Para un sector de la doctrina el dolo eventual no logra una diáfana diferenciación con la culpa o imprudencia consciente, puesto que, al compartir elementos comunes, es decir, no se desea la subsunción al tipo, aunque se reconoce la posibilidad de producción de la prohibición, no se legitimaría una distinción punitiva.

			A decir de Jakobs, sí es posible distinguir el dolo eventual de la culpa consciente, de forma que se podría, por ejemplo, poner atención en la causación del resultado más fácilmente evitable y aquella eludible, pero con mayor dificultad. Por ello recalca, no sea del todo acertado centrarse únicamente en la actitud interna del sujeto (si aprueba, rechaza o les es indiferente el resultado), toda vez que tales actitudes en nada se relacionan con la dirección de la conducta216.

			De la misma manera sugiere que se dilucide acerca del grado de facilidad o dificultad con que el motivo que se da por supuesto como dominante influirá o no en la evitación del resultado lesivo217.

			Roxin propone para diferenciar el dolo eventual de la imprudencia consciente, por tanto, se confirme su punición más severa, tener en cuenta si la persona incluyó en sus cálculos la realización de un tipo reconocida como posible, demostrando así que se decidió conscientemente (así sea solo para el caso eventual) en contra del objeto de protección. Es esta decisión por la posible lesión, la que permitiría afirmar o no la presencia del dolo218.

			Deja en claro que la denominación de dolo eventual o condicionado no es del todo correcta, puesto que el dolo (voluntad de acción) por su naturaleza, es incondicional, ya que el sujeto quiere ejecutar su plan incluso pagando el precio de la realización del tipo. Sería mas apropiado hablar de un “dolo sobre la base de hechos de cuya inseguridad se es consciente”219.

			Desde nuestro punto de vista, este elemento subjetivo especial que podría ser incorporado dentro de la conducta típica, tomando en cuenta ciertos criterios jurisprudenciales extranjeros, por ejemplo, los expuestos en las sentencias de la Sala Penal del Tribunal Supremo Español de 25 de noviembre de 2014220 y de 9 de octubre de 2013221, de los cuales se obtienen las siguientes hipótesis:

			a) Hay dolo eventual cuando el agente se representa como posible un resultado, a pesar de lo cual no renuncia a la ejecución de la conducta, aceptando las consecuencias de ésta.

			b) Hay dolo eventual cuando el sujeto, sin dirigir su comportamiento hacia el resultado, lo asume como contingente, y aunque no lo desea de manera directa por no constituir el fin de su acción u omisión, lo acepta y se ratifica en el mismo.

			c) El dolo eventual se diferencia de la culpa consciente, puesto que en ésta no hay voluntad respecto al resultado que se representa, el cual no se quiere ni se acepta. Para incurrir en culpa será necesaria la violación del deber de cuidado, lo que es totalmente ajeno el actuar doloso, en cualquiera de sus formas.
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			Ejecución de la sentencia – Oportunidad para ejecutar la pena

			Forma de ejecución: En el caso de las sentencias condenatorias, las mismas son ejecutables cuando hayan causado estado. El Código Orgánico Integral Penal, al normar lo relativo a la oportunidad para ejecutar la pena, señala lo siguiente:

			a) La pena se cumplirá una vez que esté ejecutoriada la sentencia.

			b) En los casos de personas adultas mayores, las penas privativas de libertad se cumplirán en establecimientos especialmente adaptados para su condición.

			c) Ninguna mujer embarazada podrá ser privada de su libertad, ni será notificada con sentencia, sino noventa días después del parto. Durante este período, el juzgador ordenará que se le imponga o que continúe el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónico para garantizar el cumplimiento de la pena (Art. 624 del COIP).

			d) Toda sentencia se dictará con el voto concordante de al menos dos juzgadores (Art. 625 del COIP)

			Elemento descriptivo y normativo del tipo

			Verbo rector y circunstancias complementarias del delito: Cuando nos referimos a este tipo de elementos, nos remitimos al elemento objetivo de los delitos, conformado por el verbo rector de la conducta y las varias circunstancias que complementan la descripción típica, aspectos todos que deben estar redactados con la mayor claridad.

			En este punto es importante hacer notar el reconocimiento de los tipos penales en blanco que hace el Código Orgánico Integral Penal, en vista de que el principio de legalidad (no hay infracción penal, pena, ni proceso, sin ley anterior al hecho) también se reconoce cuando la ley penal se remite a otras normas o disposiciones legales para integrar la conducta punible (Numeral 1 del Art. 5 del COIP).

			Por otro lado, la presunción de derecho del conocimiento de las leyes penales, por consiguiente, la imposibilidad de invocarse su ignorancia como causa de disculpa, según constó en el artículo 3 del ex Código Penal, aunque no se registra en el COIP, coincide con el principio general del Derecho de que la Ley obliga a todos los habitantes de la República, con inclusión de los extranjeros y, su ignorancia, no excusa a persona alguna (Código Civil: Art. 13).

			Referencias doctrinarias con relación al elemento objetivo del delito*:

			*	Esta información se encuentra en el Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión de Doctorado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			La conducta típica debe ser el fiel reflejo de la reglamentación de la convivencia de las personas hecha por el legislador, por tanto, describir el acontecimiento que se corresponde con la ordenación social y con el reproche de los hechos prohibidos, no en vano proviene de juicios de valor que permiten diferenciar entre un comportamiento que es conforme a Derecho y otro que le es contrario.

			Al estar construida por medio de una gramática especial, no puede ser asumida como un imperativo personalizado, sino como una directriz jurídica condicional e impersonal.

			Tal es así que la ponderación entre lo justo y lo injusto le dotará de validez material, habida cuenta que, así como el órgano normativo escoge las expresiones de lo indebido, las personas están en capacidad de dilucidar acerca del alcance de sus acciones u omisiones en los demás.

			Corresponderá en consecuencia legitimar la tipificación en una ponderación de beneficio general y, con posterioridad, fundamentar la escala punitiva según la forma y gravedad de la criminalización.

			No se olvide que más allá de que el legislador entre a la tabulación de la consecuencia lógica del delito (la pena), lo que priorizará es la descripción de la acción u omisión que considera lesiva o peligrosa, para evitar que los destinatarios desconozcan lo que les está permitido.

			Por lo señalado, la comprobación de los elementos objetivos de la descripción penal no tendrá lugar con un juicio simple de lo que es, sino que será imperiosa también la valoración normativa del estado de la conducta (deber ser), lo que pone de relieve la importancia del objeto jurídico tutelado.

			Si nos centramos en el delito como conducta humana, éste presenta tres facetas: la acción o desarrollo de una actividad positiva; la omisión simple, o sea, el dejar de hacer lo que un deber jurídico impone; y, la comisión por omisión, en la cual el dejar de hacer se vincula con un sujeto que tiene una posición de garante del bien jurídico.

			La diferenciación del párrafo precedente es necesaria, ya que cuando un sujeto hace lo que no debe, estaríamos ante la infracción de una norma de prohibición; en cambio, cuando omite cumplir con su obligación normativa, lo que ocurrirá es la inobservancia de una norma directiva.

			Si se trata de una conducta típica de una persona jurídica bajo el postulado del Derecho penal periférico del societas delinquiere potest, consideramos que lo que acontece es la infracción tanto de la norma prohibitiva como de la directiva en un entorno de defecto de organización, en cuyo caso, no será solamente el nexo causal el que permita verificar la subsunción al tipo, sino además la superación del riesgo permitido (o estado normal de interacción) derivado de los postulados de imputación objetiva.

			Es la referida causalidad o nexo entre la conducta externa y los elementos del tipo la que acompaña y complementa a la faceta objetiva del primer nivel de acción del Derecho penal, porque como dice Engisch:

			“[La] [l]esión de los intereses y puesta en peligro de los intereses hallan su sustrato real, en general, en la producción (causación) de modificaciones en el mundo exterior (espacial o ajeno a la psiquis)”222

			Y es que no cabe duda de que para arribar a una conclusión de comprobación de la tipicidad como presupuesto de la antijuridicidad y la culpabilidad, se deberán probar, al menos, las materialidades que consagren la relación causal entre la conducta y el resultado (lesión o peligro), establecidos previa y motivadamente por el órgano normativo.

			Por consiguiente, el establecimiento de la causalidad (como parte del elemento objetivo y que confluirá en la adecuación), se logra gracias a un apropiado uso de la sintaxis223 en las construcciones gramaticales y ese primer gran paso, hace referencia a una muy simple clasificación de las oraciones.

			En este hilo de ideas, la estructura sintáctica del elemento objetivo de la conducta típica, atenderá a: 1. Oraciones activas y personales, es decir, que delimiten al sujeto y al predicado y en las cuales el sujeto sea el agente de la acción u omisión y 2. Oraciones en las que el verbo tendrá un complemento directo transitivo o intransitivo.

			Entonces la fórmula del elemento objetivo sería: Sujeto + verbo rector, seguido de la causación expresada en las circunstancias complementarias.

			Elementos subjetivos del tipo

			(Ver Dolo//Culpa // Preterintencionalidad)

			Si antes nos referimos a los aspectos externos del tipo penal, los elementos subjetivos se centran en el fuero interno del sujeto activo de la infracción, de ahí que pueden ser tanto el dolo como la culpa (negligencia o vulneración del deber objetivo de cuidado), adicionándose además el caso de la preterintencionalidad.

			Dolo: El dolo implica el designio o intención positiva de causar daño mediante una acción u omisión prevista y querida por el agente (Inciso primero del Art. 26 del COIP).

			El lector debe conocer que en el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo en septiembre del 2019, se propuso como contenido del primer inciso del artículo 26 al siguiente: “Actúa con dolo la persona que, conociendo los elementos objetivos del tipo penal, ejecuta voluntariamente la conducta.”

			El Presidente de la República, entre los temas que vetó parcialmente (octubre del 2019) se refirió al dolo, registrando como primer inciso del artículo 26: “Actúa con dolo la persona que tiene conciencia y voluntad de realizar los elementos objetivos del tipo.”

			Culpa: La culpa implica una violación a la norma de cuidado, puesto que el acontecimiento se verifica, pudiendo ser previsto por el agente, por su actuar negligente e imprudente.

			El Código Orgánico Integral Penal señala que una persona actúa con culpa, cuando infringe el deber objetivo de cuidado que personalmente le corresponde, produciendo con esto un resultado dañoso y tendrá relevancia penal, únicamente cuando se encuentre tipificada como delito (Art. 27 del COIP).

			Preterintencionalidad: La preterintencionalidad se pone de manifiesto cuando de la acción u omisión se deriva un acontecimiento dañoso o peligroso más grave que aquel que quiso el agente (Segundo inciso del Art. 26 del COIP).

			Embriaguez o intoxicación

			(Ver Alteración de la percepción o conocimiento)

			Régimen de determinación de responsabilidad: Cuando el sujeto activo de la infracción está en estado embriaguez o intoxicada por sustancias prohibidas o preparados que las contengan, se deben observar las siguientes directrices para la determinación de su responsabilidad, exceptuándose, según el Código Orgánico Integral Penal, los delitos de tránsito:

			A) Caso fortuito: Si la embriaguez o intoxicación deriva de caso fortuito o fuerza mayor y privó del conocimiento al autor, en el momento en que cometió el acto, no habrá responsabilidad.

			B) Caso fortuito y embriaguez o intoxicación no completa: Si la embriaguez o intoxicación que provino de caso fortuito no fue completa, por tanto, disminuyó considerablemente el conocimiento del sujeto, habrá responsabilidad atenuada (el mínimo de la pena prevista en el tipo, reducida en un tercio).

			C) Embriaguez o intoxicación que no deriva de caso fortuito (actio libera in causa): La embriaguez o intoxicación que no deriva de caso fortuito, ni excluye, ni atenúa, ni agrava la responsabilidad.

			D) Embriaguez o intoxicación premeditada: La embriaguez o intoxicación premeditada, con el fin de cometer la infracción o de preparar una disculpa, es siempre una agravante (Art. 37 del COIP).

			Encubrimiento – Fraude procesal

			(Ver Fraude Procesal)

			En la legislación penal derogada, encubridor era quien, después de la comisión del delito y con conocimiento de su perpetración, suministraba habitualmente a los malhechores alojamiento, escondite o lugar de reunión; o les proporcionaba los medios para que se aprovecharen de los efectos del delito cometido; o los favorecían, ocultando los instrumentos o pruebas materiales de la infracción, o inutilizando las señas o huellas del delito, para evitar así su represión.

			Eran además encubridores los que, estando obligados debido a su profesión, empleo, arte u oficio, a practicar el examen de las señales o huellas del ilícito, o el esclarecimiento del acto punible, ocultaban o alteraban la verdad, para favorecer al delincuente (ex Código Penal: Art. 44).

			Pena y tratamiento especial para el encubridor en el ex Código penal: Los encubridores eran reprimidos con la cuarta parte de la pena aplicable a los autores del delito y en ningún caso ésta podía exceder de dos años, ni era de reclusión (ex Código Penal: Art. 48).

			El Código Orgánico Integral Penal, ya no considera al encubridor como un partícipe dentro del íter criminis, sino que crea un tipo penal autónomo denominado como Fraude Procesal (delito contra la tutela judicial efectiva), por medio del cual se impone la pena privativa de libertad de uno a tres años a:

			a) La persona que, con el fin de inducir a engaño al juez, en el decurso de un procedimiento civil o administrativo, antes de un procedimiento penal o durante él, oculta los instrumentos o pruebas, cambia el estado de las cosas, lugares o personas;

			b) La persona que conociendo la conducta delictuosa de una o varias personas, les suministra alojamiento o escondite, o les proporciona los medios para que se aprovechen de los efectos del delito cometido, o les favorece ocultando los instrumentos o pruebas materiales de la infracción, o inutilizando las señales o huellas del delito, para evitar su represión; y,

			c) La persona que, estando obligada por razón de su profesión, empleo, arte u oficio a practicar el examen de las señales o huellas del delito o el esclarecimiento del acto punible, oculte o altere la verdad, con propósito de favorecerlos (Art. 272 del COIP).

			No está por demás indicar que entre uno de los defectos que presenta el Código Orgánico Integral Penal, encontramos un delito que bien podría compaginarse con el fraude procesal, por tanto, lesionar la tutela judicial efectiva, pero que nuestro legislador decidió ubicarlo dentro de los delitos contra la eficiente administración pública, en el artículo 292, que reza:

			“Art. 292.- Alteración de evidencias y elementos de prueba.- La persona o la o el servidor público, que altere o destruya vestigios, evidencias materiales u otros elementos de prueba para la investigación de una infracción, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.”

			Engaño al comprador - Casinos y juegos de azar

			(Ver Delitos contra los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado)

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos que atentan contra los derechos del Buen Vivir, en concreto su Sección Cuarta dedicada a los “Delitos contra los derechos de los consumidores, usuarios y otros agentes del mercado”, tipifica dos conductas:

			A) El engaño al comprador respecto a la identidad o calidad de las cosas o servicios vendidos: La persona que provoque error al comprador o al usuario acerca de la identidad o calidad de la cosa o servicio vendido, entregando fraudulentamente un distinto objeto o servicio ofertado en la publicidad, información o contrato o acerca de la naturaleza u origen de la cosa o servicio vendido, entregando una semejante en apariencia a la que se ha comprado o creído comprar, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Responsabilidad penal de la persona jurídica: Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será sancionada con multa de diez a quince salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 235 del COIP); y,

			B) Casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de azar: La persona que administre, ponga en funcionamiento o establezca casinos, salas de juego, casas de apuestas o negocios dedicados a la realización de juegos de azar, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: La persona que con afán de lucro lleve a cabo las actividades señaladas en el párrafo anterior, simulando que las efectúa sin fines de lucro, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Comiso: Serán comisados los instrumentos, productos o réditos utilizados u obtenidos por el cometimiento de la infracción (Art. 236 del COIP).

			Entregas vigiladas o controladas de bienes para la investigación penal

			(Ver Agente encubierto y operaciones)

			Objetivo: Según el Código Orgánico Integral Penal, con el propósito de identificar e individualizar a las personas que participen en la ejecución de actividades ilícitas, conocer sus planes, evitar el uso ilícito o prevenir y comprobar delitos, la Fiscalía podrá autorizar y permitir que las remesas o envíos ilícitos o sospechosos tanto de los instrumentos que sirvan o puedan servir para la comisión de delitos, los efectos y productos de actividades ilícitas y las sustancias catalogadas sujetas a fiscalización; o los instrumentos, objetos, especies o sustancias por las que se hayan sustituido total o parcialmente, salgan o entren del territorio nacional y dentro del territorio se trasladen, guarden, intercepten o circulen bajo la vigilancia o el control de la autoridad competente (Art. 485 del COIP).

			Procedimiento: En el curso de investigaciones de actividades de delincuencia organizada y en tanto existan antecedentes o elementos de que se están preparando o ejecutando actividades constitutivas de delitos, el fiscal podrá planificar y disponer la ejecución de entregas vigiladas o controladas, para lo cual se observará lo siguiente:

			a) Se utilizará esta técnica de investigación cuando se estime de manera fundamentada que facilita la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero.

			b) Si en el desarrollo de la entrega vigilada o controlada, ocurren riesgos para la vida o integridad de los servidores, agentes encubiertos o informantes que intervienen en la operación o para la recolección de antecedentes importantes o para el aseguramiento de los partícipes, el fiscal podrá disponer en cualquier momento la suspensión de esta técnica y, si es procedente, se aprehenderá a los partícipes y retendrá las sustancias y demás instrumentos relativos a la infracción.

			c) Sin perjuicio de lo anterior, en los casos de peligro antes indicados, los servidores encargados de la entrega vigilada o controlada están facultados para aplicar las normas sobre detención en flagrancia.

			d) Subsiste el delito que se investiga mediante una entrega vigilada o controlada, aún cuando se sustituya las especies o sustancias o han participado servidores públicos, agentes encubiertos o informantes (Art. 486 del COIP).

			Protección de la operación investigativa:

			Todas las actuaciones relacionadas con las entregas vigiladas o controladas deberán ser guardadas bajo secreto y mantenidas fuera de actuaciones judiciales. El fiscal deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar los instrumentos, especies o sustancias señaladas anteriormente y proteger a las personas que participen en las operaciones.

			En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los instrumentos internacionales vigentes (Art. 487 del COIP).

			Elementos probatorios ubicados en el extranjero:

			Sin perjuicio del desarrollo de investigaciones conjuntas y de la asistencia judicial recíproca, el fiscal solicitará directamente a las autoridades policiales y judiciales extranjeras, la remisión de los elementos probatorios necesarios para acreditar el hecho constitutivo de la infracción y la presunta responsabilidad penal de las personas investigadas en el país, de conformidad con los instrumentos internacionales vigentes, así como otorgar a dichas autoridades extranjeras tales antecedentes, si lo solicitan (Art. 488 del COIP).

			Enriquecimiento ilícito

			(Ver Delitos contra la eficiencia de la Administración Pública// Enriquecimiento privado no justificado)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, cometen enriquecimiento ilícito los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal en alguna de las instituciones del Estado determinadas en la Constitución de la República, que:

			A) Hayan obtenido para sí o para terceros un incremento patrimonial injustificado a su nombre o mediante persona interpuesta, producto de su cargo o función, superior a cuatrocientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			B) Se entenderá que hubo enriquecimiento ilícito no solo cuando el patrimonio se ha incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se han cancelado deudas o extinguido obligaciones.

			La sanción para esta figura es la privación de la libertad de siete a diez años.

			Figuras atenuadas:

			A) Si el incremento del patrimonio es superior a doscientos y menor a cuatrocientos salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena privativa de libertad será de cinco a siete años.

			B) Si el incremento del patrimonio es hasta doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general, la pena privativa de libertad será de tres a cinco años (Art. 279 del COIP).

			Presunción de enriquecimiento ilícito:

			Los servidores públicos, sin excepción, presentarán al iniciar y al finalizar su gestión y con la periodicidad que determine la ley, una declaración patrimonial jurada que incluirá activos y pasivos, así como la autorización para que, de ser necesario, se levante el sigilo de sus cuentas bancarias; quienes incumplan este deber no podrán posesionarse en sus cargos.

			La Contraloría General del Estado examinará y confrontará las declaraciones e investigará los casos en que se presuma enriquecimiento ilícito. La falta de presentación de la declaración al término de las funciones o la inconsistencia no justificada entre las declaraciones hará presumir enriquecimiento ilícito.

			Cuando existan graves indicios de testaferrismo, la Contraloría podrá solicitar declaraciones similares a terceras personas vinculadas con quien ejerza o haya ejercido una función pública (Constitución de la República: Art. 231).

			Ya no es necesario cumplir el requisito de procedibilidad antes de ejercer la acción penal: Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19, de 2 de julio del 2019

			Cuando se aprobó el Código Orgánico Integral en el año 2014 (que recogió la directriz derivada de la Resolución de la Corte Nacional de Justicia de 24 de febrero del 2010), se estableció que para el ejercicio de la acción penal por los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, constituía como presupuesto de procedibilidad, la existencia de un informe previo sobre indicios de la responsabilidad penal emitido por la Contraloría General del Estado (Inciso final del Art. 581 del COIP).

			Este inciso final del artículo 581 del COIP, así como la Resolución de la Corte Nacional, fueron declarados inconstitucionales por medio de la Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19 y acumulados, de fecha 2 de julio del 2019, que además emitió las siguientes reglas para tener en cuenta por parte de la Fiscalía:

			a) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia; para el efecto, se entenderá que una persona ha sido juzgada penalmente desde el momento en que contra ella se ha formulado cargos o si se ha dictado una sentencia condenatoria ejecutoriada. Contra esa persona no podrá iniciarse un nuevo juicio penal.

			b) Las investigaciones, auditorías, informes y cualquier otro pronunciamiento emitido por la Contraloría que contenga indicios de responsabilidad penal, si es que no se ha ejercido la acción penal y no se han formulado cargos, no constituyen juzgamiento penal.

			c) Si las indagaciones o investigaciones previas fueron desestimadas o archivadas por no contar con el informe que contenga indicios de responsabilidad penal emitido por la Contraloría, la Fiscalía podrá solicitar la reapertura de las investigaciones cuando aparezcan nuevos elementos, mediante audiencia ante el Juez de Garantías Penales, quien resolverá sobre la reapertura de la investigación.

			d) El informe de la Contraloría es una de las formas de hacer conocer a la Fiscalía sobre la posible existencia de una infracción penal (notitia criminis) y también de aportar con indicios sobre los hechos y la responsabilidad.

			f) Las personas serán juzgadas de conformidad con el tipo penal vigente al momento de su cometimiento, siempre que las normas posteriores no fueren más favorables, y de conformidad con las reglas de procedimiento del COIP.

			Enriquecimiento privado no justificado

			Existe el delito de enriquecimiento privado no justificado, como uno de los dos ilícitos que atentan contra el Régimen de Desarrollo, según el Código Orgánico Integral Penal, cuando:

			Sujeto activo: Cualquier persona.

			Núcleo del tipo y circunstancias complementarias: Obtenga para sí o para otra, en forma directa o por interpuesta persona incremento patrimonial no justificado mayor a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			La pena establecida es de privación de libertad de tres a cinco años (Art. 297 del COIP).

			Espionaje

			(Ver Delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			Definición: Según el Código Orgánico Integral Penal, se entiende que se configura el delito de espionaje, cuyos sujetos activos son únicamente los servidores militares, policiales y los servicios de inteligencia, cuando:

			A) En tiempo de paz:

			1. Se obtenga, difunda, falsee o inutilice información clasificada legalmente y que su uso o empleo por país extranjero atente contra la seguridad y la soberanía del Estado.

			2. Se intercepte, sustraiga, copie información, archivos, fotografías, filmaciones, grabaciones u otros sobre tropas, equipos, operaciones o misiones de carácter militar o policial.

			3. Se envíe documentos, informes, gráficos u objetos que pongan en riesgo la seguridad o la soberanía del Estado, sin estar obligado a hacerlo o, al haber sido forzado, no informe inmediatamente del hecho a las autoridades competentes.

			4. Se oculte información relevante a los mandos militares o policiales nacionales.

			5. Se altere, suprima, destruya, desvíe, incluso temporalmente, información u objetos de naturaleza militar relevantes para la seguridad, la soberanía o la integridad territorial.

			La pena para estos casos será de siete a diez años de privación de libertad.

			B) En tiempo de conflicto armado:

			Si el servidor público realiza alguno o varios de estos actos en tiempo de conflicto armado, será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 354 del COIP).

			Estado de necesidad

			(Ver Antijuridicidad //Causas de justificación - causas de exclusión de la antijuridicidad)

			Definición: Una de las causas de justificación o de exclusión de la antijuridicidad es el estado de necesidad, que se configura según el Código Orgánico Integral cuando la persona, al proteger un derecho propio o ajeno, causa lesión o daño a otra, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos:

			1. Que el derecho protegido esté en real y actual peligro.

			2. Que el resultado del acto de protección no sea mayor que la lesión o daño que se quiso evitar.

			3. Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para defender el derecho (Art. 32 del COIP).

			No se olvide que, así como ocurre con la legítima defensa, en el estado de necesidad también operará la figura del “Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad”, es decir, la aplicación de una pena reducida en un tercio de la mínima prevista en cada tipo penal, cuando la persona se exceda de los límites de las causas de exclusión (Art. 31 del COIP).

			Ejemplos y resoluciones judiciales nacionales y extranjeras acerca del estado de necesidad:

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la ex Corte Suprema de Justicia de 16 de abril del 2003, publicada en el Registro Oficial No. 132, de 24 de julio del 2003: Conducción de vehículo a alta velocidad en estado de embriaguez, para salvar la vida de un familiar.

			- Sentencia de la Corte Nacional de Justicia No. 1318-009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 400, de 21 de febrero del 2013, que en un expediente tramitado por delito de prevaricato, declaró que operó el estado de necesidad, ya que a la época en la que se entiende el ilícito se cometió, no habían Conjueces Permanentes en la Corte Superior de Justicia, al haber fenecido el plazo para el cual fueron electos los predecesores, evidenciándose un verdadero estado de necesidad, por el estado de ciertas causas que iban a prescribir, así como el de atender varias peticiones de los procesados relacionada con su libertad, razón por la cual, hubo la imperiosa necesidad de nombrar a jueces de otras salas para completar en las que faltaban jueces, como en efecto se procedió, lo que en definitiva permitió colegir que la conducta de los procesados no fue antijurídica.

			- Sentencia de la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia No. 945-2009, publicada en el Suplemente del Registro Oficial No. 94, de 20 de mayo del 2016 que en relación a un supuesto uso doloso de documento falso, el Tribunal de Casación hace notar que el señor XXX fue plagiado en la ciudad de Ambato y que ante dicho drama familiar, sus hermanos A y B se reunieron en el local de compra-venta de vehículo de propiedad del plagiado y junto a empleados de éste, recibieron las exigencias de los plagiadores, quienes inicialmente solicitaron el pago de $ 70.000 dólares para la liberación y que en una de las llamadas telefónicas escucharon la voz del mismo XXX, quien les manifestaba que paguen el valor requerido, por dicha razón, ante un estado de necesidad real, falsificaron la firma de su hermano XXX en tres cheques de su cuenta corriente y procedieron, con la ayuda de unos empleados bancarios, a retirar las sumas de dinero para reunir el valor del rescate, que fue entregado. La Corte determina que ante la necesidad de cubrir la exigencia de dinero del rescate y existiendo el monto solicitado en la misma cuenta del plagiado, el resultado de la falsificación de la firma era inevitable, precisamente para salvarle la vida.

			- Sentencia No. 17763 de la Corte Suprema de Chile de 06 de noviembre del 2002: Delito de destrucción de sellos impuestos por autoridad tributaria para obtener dinero que permitiese pagar la multa impuesta por la autoridad.

			Otros ejemplos:

			a) Hurto famélico: Lo encontramos por ejemplo la sentencia francesa dentro del caso de Luisa Ménard dictada por el magistrado Magnaud Chatéau-Thierry de diciembre de 1889. La definición de hurto famélico se la puede encontrar en las sentencias No. 376/2004 de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 2ª de 17 de septiembre de 2004 y No. 375/2007, de la Sección 23ª de 17 de mayo de 2007. En la Argentina se lo registra en la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, de 24 de agosto del 2011 (Caso Teglio, Alba Noemí y otros vs. Telefónica de Argentina S.A.)

			b) Liberación de la prisión a terroristas condenados, si es para salvar la vida de un rehén.

			c) Amputar una pierna para evitar que la gangrena se extienda por todo el cuerpo.

			d) Un suicida que se arroja a un río y que luego, arrepentido, se apropia de una barca para no perecer.

			e) Una persona perdida en un páramo que hurta leña para evitar de ese modo su muerte por congelamiento.

			f) Apoderamiento de un medicamente secreto, aún no puesto en circulación, por un empleado que salva así la vida de su hija.

			g) Quien falsifica una receta para obtener un calmante y aliviar dolores insoportables.

			h) Conducir un vehículo a velocidad extrema, contra el tráfico y sin tener licencia de conducir, cuando es el único medio para evitar la muerte de un herido que requiere ser llevado a emergencia.

			Estafa

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad)

			A diferencia del ex Código Penal, el Código Orgánico Integral Penal se refiere de manera más extensiva al delito de estafa, de la manera que sigue:

			Figura genérica:

			La persona que, para obtener un beneficio patrimonial para sí misma o para una tercera persona, mediante la simulación de hechos falsos o la deformación u ocultamiento de hechos verdaderos, induzca a error a otra, con el fin de que realice un acto que perjudique su patrimonio o el de una tercera, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Figuras agravadas sancionadas con siete años de privación de libertad:

			La pena máxima de la figura genérica se aplicará a la persona que:

			1. Defraude mediante el uso de tarjeta de crédito, débito, pago o similares, cuando ella sea alterada, clonada, duplicada, hurtada, robada u obtenida sin legítimo consentimiento de su propietario.

			2. Defraude mediante el uso de dispositivos electrónicos que alteren, modifiquen, clonen o dupliquen los dispositivos originales de un cajero automático para capturar, almacenar, copias o reproducir información de tarjetas de crédito, débito, pago o similares.

			3. Entregue certificación falsa sobre las operaciones o inversiones que realice la persona jurídica.

			4. Induzca a la compra o venta pública de valores por medio de cualquier acto, práctica, mecanismo o artificio engañoso o fraudulento.

			5. Efectúe cotizaciones o transacciones ficticias respecto de cualquier valor.

			Con la reforma del 2019, se agrega el siguiente numeral:

			6. A través de una compañía de origen ficticio, induzca a error a otra persona, con el fin de realizar un acto que perjudique su patrimonio o el de un tercero.

			Figuras agravadas con base en la cuantía y al uso del sistema financiero:

			a) La persona que perjudique a más de dos personas o el monto de su perjuicio sea igual o mayor a cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			b) La estafa cometida a través de una institución del Sistema Financiero Nacional, de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera mediante el empleo de fondos privados, públicos o de la Seguridad Social, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Figura atenuada de estafa:

			La persona que emita boletos o entradas para eventos en escenarios públicos o de concentración masiva por sobre el número del aforo autorizado por la autoridad pública competente, será sancionada con pena privativa de libertad de treinta a noventa días (Art. 186 del COIP).

			Pena para la persona jurídica:

			Con la reforma del 2019 se añadió como párrafo final del artículo 186 del COIP, la pena para la persona jurídica, que es una multa de cien a doscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			Resoluciones jurisprudenciales relevantes:

			- Gaceta Judicial Año XCIX, Serie XVI, No. 14, p. 4036

			- Gaceta Judicial Año CIV, Serie XVII, No. 11, p. 3515

			- Sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia No. 885-2009, pronunciada dentro del juicio penal No. 741-2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 28, de 24 de julio del 2013, con relación al delito de estafa y su concordancia con la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero.

			Estupro

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Requisitos para el estupro - Delito de acción privada: Para que una conducta sea considerada como estupro, es menester que el sujeto activo de la infracción use el engaño para llegar a la cópula carnal, es decir que, por el engaño, se logre el consentimiento del sujeto pasivo u ofendido para los actos relacionados con su integridad o libertad sexual.

			Límite de edad en el sujeto pasivo y sanción: El Código Orgánico Integral Penal determina que el delito de estupro requiere que el sujeto activo mantenga, por engaño, relaciones sexuales con una persona mayor de catorce y menor de dieciocho años. Será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 167 del COIP).

			Esta conducta delictiva se someterá al juzgamiento de los delitos de ejercicio privado de la acción penal (Art. 415 numeral 3 del COIP).

			Resoluciones judiciales en referencia:

			- Gaceta Judicial Año XCVI, Serie XVI, No. 7, p. 1864

			- Gaceta Judicial Año XCVIII, Serie XVI, No. 11, p. 2861

			- Gaceta Judicial Año CXI, Serie XVIII, No. 10, p. 3742

			- Gaceta Judicial Año CVIII, Serie XVIII, No. 4, p. 1283

			- Unión de hecho con menores de edad no es estupro: Gaceta Judicial Año CI, Serie XVII. No. 3, p. 756

			Etapa de impugnación - Impugnación y recursos

			(Ver Etapas del proceso penal)

			Definición: Grosso modo, la etapa de impugnación es aquella en la que se fundamentan los recursos contemplados en la legislación penal.

			Con el Código Orgánico Integral Penal, los recursos ya no se consolidan en una etapa procesal, sino que se crea un Título específico para la regulación de la impugnación y los recursos penales.

			Reglas generales:

			Según nuestra normativa, en todas las impugnaciones, se deberán observar las siguientes reglas:

			1. Legalidad: Las sentencias, resoluciones o autos definitivos serán impugnables solo en los casos y formas expresamente determinados en el COIP.

			2. Desistimiento: Quien haya interpuesto un recurso, podrá desistir de él. El defensor público o privado no podrá desistir de los recursos sin mandato expreso de la persona procesada.

			3. Oralidad: Los recursos se resolverán en la misma audiencia en que se fundamenten.

			4. Obligatoriedad de concurrencia: Al concederse un recurso se emplazará a las partes para que concurran ante el tribunal de alzada.

			5. Beneficio a los demás procesados: Cuando en un proceso existan varias personas procesadas, el recurso interpuesto por una de ellas, beneficiará a las demás, siempre que la decisión no se funde en motivos exclusivamente personales. Este beneficio será exigible, aunque medie sentencia ejecutoriada que declare la culpabilidad.

			6. Efecto suspensivo: La interposición de un recurso suspenderá la ejecutoria de la decisión, con las salvedades previstas en el COIP.

			7. Non reformatio in pejus: El tribunal de alzada, al conocer la impugnación de una sanción, no empeorará la situación jurídica de la persona sentenciada cuando sea la única recurrente.

			8. Abandono ante inasistencia: La falta de comparecencia de uno o más recurrentes a la audiencia, dará lugar a que se declare el abandono del recurso respecto de los ausentes y continuará la audiencia con relación a los presentes.

			9. Desistimiento ante falta de fundamentación: En caso de que el recurrente no fundamente el recurso, se entenderá su desistimiento.

			10. Declaratoria de nulidad: Si al momento de resolver un recurso, el juzgador observa que existe alguna causa que vicie el procedimiento, estará obligado a declarar, de oficio o a petición de parte, la nulidad del proceso desde el momento en que se produce la nulidad a costa del servidor o parte que lo provoque. Habrá lugar a esta declaratoria de nulidad, únicamente si la causa que la provoca tiene influencia en la decisión del proceso.

			Para los efectos de este numeral, serán causas que vicien el procedimiento:

			a) La falta de competencia del juzgador, cuando no pueda subsanarse con la inhibición.

			b) Cuando la sentencia no reúna los requisitos establecidos en el COIP.

			c) Cuando exista violación de trámite, siempre que conlleve una violación al derecho a la defensa (Art. 652 del COIP).

			Resolución de la Corte Constitucional en torno a la declaratoria de nulidad en materia penal:

			La Corte Constitucional en Sentencia No. 025-17-SEP-CC, determina como interpretación de las normas contenidas en el artículo 652 numeral 10 del Código Orgánico Integral Penal, que está vedado a los jueces competentes en materia penal, declarar la nulidad con base únicamente en el presunto incumplimiento de normas constitucionales.

			En consecuencia, para declarar la nulidad de un proceso en materia penal, en razón de la causal c) del número 10 del artículo 652 del Código Orgánico Integral Penal (violación de trámite siempre que conlleve violación al derecho a la defensa), será necesario que la judicatura enuncie de forma explícita la norma o normas procesales penales cuya inobservancia habría ocasionado la violación de trámite; así como la pertinencia de su aplicación a dicho trámite, como análisis previo a determinar si dicha violación de trámite acarreó o no una violación del derecho a la defensa y como análisis posterior, las razones por las cuales la violación de trámite tuvo influencia en la decisión de la causa.

			Etapa de instrucción fiscal

			(Ver Etapas del proceso penal// Audiencia de formulación de cargos)

			Inicio de la instrucción fiscal: La instrucción fiscal se inicia cuando el Fiscal cuenta con la información necesaria y los fundamentos suficientes para deducir una imputación, para esto, debe pedir al juez de garantías penales que señale día y hora para que tenga lugar la audiencia de formulación de cargos, acto en el que solicitará, de estimar pertinente, las medidas cautelares personales y reales.

			En este hilo, el Código Orgánico Integral Penal establece como finalidad de la etapa de instrucción, la determinación de los elementos de convicción, de cargo y descargo, que permitan formular o no una acusación en contra del procesado (Art. 590 del COIP).

			De esta manera, esta etapa se iniciará con la audiencia de formulación de cargos convocada por el juzgador, siempre y cuando el fiscal cuente con los elementos suficientes para deducir una imputación (Art. 591 del COIP).

			Duración de la instrucción:

			En la audiencia de formulación de cargos el fiscal determinará el tiempo de duración de la instrucción, misma que no podrá exceder del plazo máximo de noventa días. Téngase en cuenta que, de existir los méritos suficientes, el fiscal podrá declarar concluida la instrucción antes del vencimiento del plazo fijado en la audiencia.

			Excepciones al plazo de duración:

			Son excepciones al plazo máximo de 90 días las siguientes:

			1. En delitos de tránsito la instrucción concluirá dentro del plazo máximo de cuarenta y cinco días.

			2. En todo delito flagrante la instrucción durará hasta treinta días.

			3. En los procedimientos directos.

			4. Cuando exista vinculación a la instrucción.

			5. Cuando exista reformulación de cargos.

			En ningún caso una instrucción fiscal podrá durar más de ciento veinte días.

			En delitos de tránsito no podrá durar más de setenta y cinco días y en delitos flagrantes más de sesenta días.

			No tendrá valor alguno las diligencias practicadas después de los plazos previstos (Art. 592 del COIP).

			Reglas que rigen la etapa de instrucción:

			La etapa de instrucción se sustanciará conforme con las siguientes reglas:

			1. Cuando el fiscal cuente con los elementos suficientes, solicitará al juzgador, convoque a la audiencia de formulación de cargos.

			2. El juzgador, dentro de veinticuatro horas, señalará día y hora para la audiencia, que deberá realizarse dentro de los cinco días posteriores a la solicitud, salvo los casos de flagrancia y notificará a los sujetos procesales.

			3. El fiscal deberá agotar todos los medios necesarios que permitan identificar el domicilio del investigado.

			4. El fiscal, en audiencia, formulará cargos cuando existan elementos sobre la existencia de la infracción y la participación de la persona en el hecho investigado.

			5. A la audiencia de formulación de cargos deberá comparecer el fiscal, la persona procesada o su defensor público o privado.

			6. En esta audiencia, si la persona procesada considera pertinente, podrá solicitar la aplicación del procedimiento abreviado, así como cualquiera de los derechos y garantías en la forma y términos previstos en la Constitución y en el COIP.

			7. Los sujetos procesales quedarán notificados en la misma audiencia con el inicio de la instrucción y las decisiones que en ella se tomen.

			El contenido íntegro de la audiencia quedará registrado en el expediente y por cualquier medio tecnológico (Art. 594 del COIP).

			Contenido de la formulación y la reformulación de cargos

			La formulación de cargos contendrá:

			A. La individualización de la persona procesada, incluyendo sus nombres y apellidos y el domicilio, en caso de conocerlo.

			B. La relación circunstanciada de los hechos relevantes, así como la infracción o infracciones penales que se le imputan.

			C. Los elementos y resultados de la investigación que sirven como fundamento jurídico para formular los cargos.

			D. La solicitud de medidas cautelares y de protección, salidas alternativas al procedimiento o cualquier otro pedido que no afecte al debido proceso (Art. 595 del COIP).

			Respecto a la Reformulación de cargos, se debe tener en cuenta que si durante la etapa de instrucción, los resultados de la investigación hacen variar justificadamente la calificación jurídica de la imputación hecha en la formulación de cargos, el fiscal deberá solicitar al juzgador, audiencia para motivar su reformulación.

			Realizada la reformulación, el plazo de la instrucción se incrementará en treinta días improrrogables, sin que el fiscal pueda solicitar una nueva reformulación (Art. 596 del COIP).

			Vinculación a la instrucción:

			Si hasta antes del vencimiento del plazo de la instrucción fiscal, aparecen datos de los que se presume la autoría o la participación de una o varias personas en el hecho objeto de la instrucción, el fiscal solicitará su vinculación a la instrucción.

			La audiencia que se realizará de acuerdo con las reglas generales se llevará a cabo en un plazo no mayor a cinco días, con la participación directa de la persona o las personas a vincular o con el defensor público o privado.

			Realizada la o las vinculaciones, el plazo de la instrucción se ampliará en treinta días improrrogables (Art. 593 del COIP).

			Actividades investigativas en el curso de la instrucción:

			a) Los sujetos procesales gozarán de libertad para obtener los elementos que sustentan sus alegaciones con sujeción a los principios del debido proceso, para lo cual podrán ejercer todas las actividades investigativas y utilizar los medios de prueba, con las restricciones establecidas en el COIP.

			b) La persona procesada podrá presentar al fiscal los elementos de descargo que considere convenientes para su defensa; así también la víctima podrá solicitar al fiscal los actos procesales que considere necesarios para comprobar la existencia del delito. Si para obtenerlos se requiere de orden judicial, el fiscal la obtendrá del juzgador (Art. 597 del COIP).

			c) En la instrucción, cualquiera de los sujetos procesales podrá solicitar al fiscal que disponga la práctica de las pericias que sean necesarias para obtener los elementos de convicción (Art. 598 del COIP).

			Conclusión de la etapa de instrucción:

			La instrucción concluirá por:

			1. Cumplimiento del plazo determinado en el COIP.

			2. Decisión fiscal, cuando el fiscal considere que cuenta con todos los elementos para concluir la instrucción, aún antes del cumplimiento del plazo, siempre y cuando no existan petitorios pendientes de la parte procesada.

			3. Decisión judicial, cuando transcurrido el plazo, el fiscal no ha concluido la instrucción (Art. 599 del COIP).

			Acusación y no acusación fiscal:

			a) Concluida la instrucción, el fiscal solicitará al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, la que será convocada en un plazo no mayor a cinco días y se efectuará en un plazo no mayor a quince días.

			b) De no acusar, emitirá su dictamen debidamente fundamentado y será notificado al juzgador para que disponga su notificación a los sujetos procesales.

			c) Cuando se trate de un delito sancionado con pena privativa de libertad de más de quince años o a pedido del acusador particular, el fiscal elevará la abstención en consulta al fiscal superior, para que la ratifique o revoque, en un plazo máximo de treinta días, lo que será puesto en conocimiento del juzgador.

			d) Si el fiscal superior al absolver la consulta ratifica la abstención, remitirá de inmediato el expediente al juzgador para que dicte el sobreseimiento en el plazo máximo de tres días cuando exista una persona privada de libertad, caso contrario lo dictará en el plazo de hasta diez días. En el mismo auto, revocará todas las medidas cautelares y de protección dictadas.

			e) Si el fiscal superior revoca la abstención, designará a otro fiscal para que sustente la acusación en audiencia, misma que se efectuará dentro de los cinco días siguientes de recibido el expediente.

			f) Si el fiscal resuelve emitir un dictamen acusatorio para unos y abstentivo para otros procesados, con respecto a la abstención, deberá elevar a consulta de acuerdo con lo aquí establecido. Y, sobre los que se resuelva acusar, solicitará al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio (Art. 600 del COIP).

			Etapa de juzgamiento - El juicio

			(Ver Etapas del proceso penal // Sentencia y requisitos)

			La audiencia de juicio es el único momento en el cual se actuarán las pruebas de cargo y descargo, debidamente anunciadas en la audiencia evaluatoria y preparatoria del juicio y, al finalizar la misma, se contará con la sentencia que ratifique la inocencia o condene al procesado.

			Sustanciación: En esta etapa se practicarán los actos procesales necesarios para comprobar conforme a Derecho la existencia de la infracción y la responsabilidad del procesado. Se sustanciará con base en la acusación del fiscal. Si no hay acusación fiscal, no hay juicio (Art. 609 del COIP).

			Principios por observarse en el juzgamiento:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, en el juicio se observarán los principios de oralidad, publicidad, inmediación y contradicción en la actuación probatoria.

			Asimismo, en su desarrollo se observarán los principios de continuidad del juzgamiento, concentración de los actos del juicio, identidad física del juzgador y presencia obligatoria de la persona procesada y del defensor público o privado, con las salvedades de la posibilidad de juzgamiento en ausencia previstas en la Constitución (Art. 610 del COIP).

			Trámite de la etapa del juicio:

			1. Notificaciones: El juzgador notificará a los testigos o peritos para su comparecencia a la audiencia, siendo responsabilidad de los sujetos procesales el llevar a dichos peritos o testigos a la misma.

			De igual forma oficiará las certificaciones solicitadas a efectos de que la parte solicitante pueda obtener la presencia de los testigos y peritos, así como la información requerida o solicitada documentalmente (Art. 611 del COIP).

			2. Instalación y suspensión: El juzgador declarará instalada la audiencia de juicio en el día y hora señalados, con la presencia del fiscal, el defensor público o privado y la persona procesada, salvo el caso previsto en el COIP referente a las audiencias telemáticas y a los casos previstos en la Constitución.

			- El acusador particular podrá intervenir a través de un procurador judicial o en el caso de personas jurídicas de derecho público o privado, podrá comparecer el representante legal o su procurador judicial. En caso de no comparecer a la instalación de la audiencia, la acusación particular se entenderá abandonada.

			- Una vez iniciada la audiencia, si al momento de intervenir algún perito o testigo no se encuentra presente o no puede intervenir a través de algún medio telemático, se continuará con los peritos o testigos presentes y demás medios de prueba.

			- Finalizados los testimonios, cualquiera de las partes podrá fundamentar ante el tribunal la relevancia de la comparecencia de los peritos o testigos que no están presentes. El tribunal excepcionalmente, en caso de aceptar esta solicitud, suspenderá la audiencia y señalará día y hora para su reanudación, la cual se realizará de manera inmediata, en un plazo no mayor a diez días.

			En caso de no ser aceptada la petición de las partes, se continuará con la audiencia y el tribunal dictará sentencia sobre la base de las pruebas legalmente evacuadas (Art. 612 del COIP).

			1. Audiencia de juicio fallida: Si la suspensión de la audiencia se debe a causas imputables a los jueces o a los fiscales, se comunicará del hecho al Consejo de la Judicatura, a fin de que disponga las sanciones del caso. Si se trata de otros servidores públicos, se pondrá en conocimiento de las autoridades respectivas para las sanciones administrativas que correspondan (Art. 613 del COIP).

			2. Alegatos de apertura: El día y hora señalados, el juzgador instalará la audiencia de juicio oral una vez verificada la presencia de las partes procesales. Concederá la palabra tanto al fiscal, a la víctima y al defensor público o privado de la persona procesada, para que presenten sus alegatos de apertura, antes de proceder a la presentación y práctica de las pruebas (Art. 614 del COIP).

			3. Práctica de pruebas: La o el presidente del tribunal procederá de conformidad con las siguientes reglas:

			A. Después del alegato de apertura, ordenará la práctica de las pruebas solicitadas por el fiscal, la víctima y la defensa pública o privada.

			B. Durante la audiencia, las personas que actúan como peritos y testigos deberán prestar juramento de decir la verdad y ser interrogadas personalmente o a través de sistemas telemáticos.

			C. La declaración personal de testigos y peritos no podrá ser sustituida por la lectura de los registros en que consten anteriores versiones, declaraciones u otros documentos que las contengan, salvo el caso de prueba anticipada. La declaración de los testigos se sujetará al interrogatorio y contrainterrogatorio de los sujetos procesales.

			D. Las versiones e informes del personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, del personal competente en materia de tránsito, de los peritos y otras declaraciones previas se utilizarán en el interrogatorio y contrainterrogatorios con el fin de recordar sus actuaciones.

			E. Los peritos deberán exponer el contenido y las conclusiones de su informe y a continuación se autorizará a interrogarlos. Los interrogatorios serán realizados primero, por la parte que ha ofrecido esa prueba y, luego, por las restantes.

			F. Si en el juicio intervienen como acusadores el fiscal y el defensor público o privado que representa a la víctima o el mismo se realiza contra dos o más personas procesadas, se concederá sucesivamente la palabra a todos los acusadores o a todas las personas acusadas, según corresponda.

			G. El tribunal podrá formular preguntas al testigo o perito con el único fin de aclarar sus testimonios.

			H. Antes de declarar, los peritos y testigos no podrán comunicarse entre sí ni ver ni oír ni ser informados de lo que ocurre en la audiencia (Art. 615 del COIP).

			6. Exhibición de documentos, objetos u otros medios probatorios: Los documentos que pretendan ser incorporados como prueba documental, serán leídos en su parte relevante, siempre que estén directa e inmediatamente relacionadas con el objeto del juicio, previa acreditación por quien lo presenta, quien deberá dar cuenta de su origen.

			Los objetos que pretendan ser incorporados como prueba podrán ser exhibidos y examinados por las partes en el juicio si están relacionados con la materia de juzgamiento y previa acreditación de acuerdo con el párrafo precedente.

			Los vídeos, grabaciones u otros medios análogos, serán incorporados previa acreditación, mediante su reproducción por cualquier medio que garantice su fidelidad, integralidad y autenticidad.

			Las partes procesales podrán solicitar la lectura o reproducción parcial o resumida de los medios de prueba, cuando sea conveniente y se asegure el conocimiento de su contenido (Art. 616 del COIP).

			7. Prueba no solicitada oportunamente: A petición de las partes, el presidente del tribunal podrá ordenar la recepción de pruebas que no se han ofrecido oportunamente, siempre y cuando se cumplan con los siguientes requisitos:

			A. Que quien solicite, justifique no conocer su existencia sino hasta ese momento.

			B. Que la prueba solicitada sea relevante para el proceso (Art. 617 del COIP).

			8. Alegatos: Concluida la fase probatoria, el presidente del tribunal concederá la palabra para alegar sobre la existencia de la infracción, la responsabilidad de la persona procesada y la pena aplicable, de acuerdo con el siguiente orden y disposiciones:

			A. El fiscal, la víctima y el defensor público o privado presentarán y expondrán, en ese orden, sus argumentos o alegatos. Hay derecho a la réplica, pero concluirá siempre el defensor del procesado.

			B. El presidente del tribunal delimitará en cada caso el tiempo de intervención de los argumentos de conclusión, en atención al volumen de la prueba vista en la audiencia pública y la complejidad del caso.

			C. Una vez presentados los alegatos, el presidente declarará la terminación del debate y el tribunal deliberará, para anunciar la decisión judicial sobre la existencia de la infracción, la responsabilidad penal, así como la individualización de la pena (Art. 618 del COIP).

			9. Decisión: La decisión judicial deberá contener:

			A. Referencia a los hechos contenidos en la acusación y la defensa.

			B. La determinación de la existencia de la infracción y la culpabilidad de la persona procesada. La persona procesada no podrá ser declarada culpable por hechos que no consten en la acusación.

			C. La individualización de la responsabilidad penal y la pena de cada una de las personas procesadas.

			D. Una vez declarada la culpabilidad y la pena, el Tribunal de Garantías Penales dispondrá la reparación integral de la víctima siempre que ésta sea identificable. De igual manera, podrá ordenar las medidas cautelares que estime necesarias para asegurar el cumplimiento de la pena.

			E. En caso de que se ratifique el estado de inocencia de la persona procesada, el tribunal dispondrá su inmediata libertad, si está privada de ella, revocará todas las medidas cautelares y de protección impuestas y librará sin dilación las órdenes correspondientes. La orden de libertad procederá inmediatamente incluso si no se ha ejecutoriado la sentencia o se han interpuesto recursos.

			F. Si la razón de la decisión es excluir la culpabilidad por las causas previstas en el COIP, el juzgador dispondrá la medida de seguridad apropiada, siempre que se haya probado la existencia de la infracción (Art. 619 del COIP).

			10. Tiempo de la pena: El tribunal deberá determinar con precisión el tiempo de la condena, de igual modo deberá determinar el cumplimiento de las penas de restricción de los derechos de propiedad, en caso de existir (Art. 620 del COIP).

			11. Sentencia: Luego de haber pronunciado su decisión en forma oral, el tribunal reducirá a escrito la sentencia, que deberá incluir una motivación completa y suficiente tanto en lo relacionado con la responsabilidad penal como con la determinación de la pena y la reparación integral a la víctima o la desestimación de estos aspectos.

			El tribunal ordenará se notifique con el contenido de la sentencia dentro del plazo de diez días posteriores a la finalización de la audiencia, de la que se pueden interponer los recursos expresamente previstos en el COIP y la Constitución de la República (Art. 621 del COIP).

			Toda sentencia se dictará con el voto concordante de al menos dos juzgadores (Art. 625 del COIP).

			Reglas acerca de la determinación de la sanción penal:

			1. Tiempo de la pena: El tribunal deberá determinar con precisión el tiempo de la condena, de igual modo deberá determinar el cumplimiento de las penas de restricción de los derechos de propiedad, en caso de existir (Art. 623 del COIP).

			2. Oportunidad para ejecutar la pena - casos especiales: La pena se cumplirá una vez que esté ejecutoriada la sentencia.

			A. En los casos de personas adultas mayores, las penas privativas de libertad se cumplirán en establecimientos especialmente adaptados para su condición.

			B. Ninguna mujer embarazada podrá ser privada de su libertad, ni será notificada con sentencia, sino noventa días después del parto. Durante este período, el juzgador ordenará que se le imponga o que continúe el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónico para garantizar el cumplimiento de la pena (Art. 624 del COIP).

			3. Infracción diversa: Si en la causa ante el tribunal, aparecen datos relevantes que permitan presumir la participación de la persona procesada en otro delito, la o el presidente dispondrá que dichos datos se remitan al fiscal para que inicie la investigación correspondiente (Art. 626 del COIP).

			4. Prohibición: El tribunal no podrá hacer calificaciones ofensivas respecto de la persona procesada o de la víctima (Art. 627 del COIP).

			Etapa intermedia - Etapa de evaluación y preparatoria de juicio

			(Ver Etapas del proceso penal // Audiencia evaluatoria y preparatoria del juicio // Auto de llamamiento a juicio // Auto de Sobreseimiento)

			Con el Código Orgánico Integral Penal, la que se denominó etapa intermedia, toma el nombre de etapa de evaluación y preparatoria de juicio.

			Finalidades: Las finalidades de esta etapa son:

			A. Conocer y resolver sobre las cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, competencia y procedimiento.

			B. Establecer la validez procesal.

			C. Valorar y evaluar los elementos de convicción en que se sustenta la acusación fiscal y excluir los elementos de convicción que son ilegales.

			D. Delimitar los temas por debatirse en el juicio oral, anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de juicio; y,

			E. Aprobar los acuerdos probatorios a que lleguen las partes procesales (Art. 601 del COIP).

			Reglas generales de inicio de la etapa de evaluación y preparación del juicio:

			La etapa de evaluación y preparatoria de juicio se sustenta en la acusación fiscal y sustancia conforme con las siguientes reglas:

			A. El Fiscal solicitará al juzgador que fije día y hora para la audiencia.

			B. El señalamiento de día y hora para la audiencia, se hará dentro de los cinco días siguientes a la petición fiscal. La audiencia se efectuará en un plazo no mayor a los quince días siguientes a la notificación.

			C. Si el fiscal no solicita la audiencia dentro de los plazos respectivos, el juzgador, de oficio, requerirá al fiscal que manifieste su decisión y deberá comunicar dicha omisión al Consejo de la Judicatura (Art. 602 del COIP).

			Trámite de la audiencia preparatoria del juicio:

			Para la sustanciación de la audiencia preparatoria del juicio, se seguirán además de las reglas comunes a las audiencias establecidas en el COIP, las siguientes:

			I. Fase de saneamiento:

			1. Instalada la audiencia, el juez de garantías penales solicitará a los sujetos procesales se pronuncien sobre los vicios formales respecto de lo actuado hasta ese momento procesal; de ser pertinente, serán subsanados en la misma audiencia.

			2. El juzgador resolverá sobre cuestiones referentes a la existencia de requisitos de procedibilidad, cuestiones prejudiciales, competencia y cuestiones de procedimiento que puedan afectar la validez del proceso. La nulidad se declarará siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque indefensión. Toda omisión hace responsable a los juzgadores que en ella han incurrido, quienes serán condenados en las costas respectivas.

			3. El juzgador ofrecerá la palabra al fiscal para que exponga los fundamentos de su acusación. Luego intervendrá el acusador particular, si lo hay y, por último, el defensor público o privado de la persona procesada.

			4. Concluida la intervención de los sujetos procesales, si no hay vicios de procedimiento que afecten la validez procesal, continuará la audiencia.

			II. Fase preparatoria del juicio - Anuncio de pruebas

			Las partes deberán:

			A. Anunciar la totalidad de las pruebas, que serán presentadas en la audiencia de juicio, incluyendo las destinadas a fijar la reparación integral, para lo cual se podrá escuchar a la víctima, formular solicitudes, objeciones y planteamientos que estimen relevantes referidos a la oferta de prueba realizada por los demás intervinientes.

			B. En ningún caso el juzgador podrá decretar la práctica de pruebas de oficio.

			C. Solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba, que estén encaminadas a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieren prueba.

			El juzgador rechazará o aceptará la objeción y en este último caso, declarará qué evidencias son ineficaces hasta ese momento procesal; excluirá la práctica de medios de prueba ilegales, incluyendo los que se han obtenido o practicado con violación de los requisitos formales, las normas y garantías previstas en los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos, la Constitución y el COIP.

			D. Los acuerdos probatorios podrán realizarse por mutuo acuerdo entre las partes o a petición de una de ellas cuando sea innecesario probar el hecho, inclusive sobre la comparecencia de los peritos para que rindan testimonio sobre los informes presentados.

			E. Concluidas las intervenciones de los sujetos procesales, el juzgador comunicará motivadamente de manera verbal a los presentes su resolución que se considerará notificada en el mismo acto. Se conservará la grabación de las actuaciones y exposiciones realizadas en la audiencia.

			F. El secretario elaborará, bajo su responsabilidad y su firma, el extracto de la audiencia, que recogerá la identidad de los comparecientes, los procedimientos especiales alternativos del proceso ordinario que se ha aplicado, las alegaciones, los incidentes y la resolución del juzgador (Art. 604 del COIP).

			La acusación fiscal y sus consecuencias:

			La acusación fiscal deberá contener en forma clara y precisa:

			1. La individualización concreta de la persona o personas acusadas y su grado de participación en la infracción.

			2. La relación clara y sucinta de los hechos atribuidos de la infracción en un lenguaje comprensible.

			3. Los elementos en los que se funda la acusación. Si son varios los acusados, la fundamentación deberá referirse individualmente a cada uno de ellos, describiendo los actos en los que participó en la infracción.

			4. La expresión de los preceptos legales aplicables al hecho que acusa.

			5. Anuncio de los medios de prueba con los que el fiscal sustentará su acusación en el juicio.

			6. Si se ofrece rendir prueba de testigos o peritos, se presentará una lista individualizándolos.

			7. La solicitud de aplicación de medidas cautelares o de protección no dictadas hasta el momento o su ratificación, revocación o sustitución de aquellas dispuestas con antelación.

			La acusación solo podrá referirse a hechos y personas incluidos en la formulación de cargos (Art. 603 del COIP).

			La consecuencia de la acusación fiscal, en la mayoría de los casos, será el pronunciamiento por parte del Juez del auto de llamamiento a juicio, cuya resolución deberá contener:

			1. La identificación del o los procesados.

			2. La determinación del o los hechos y el delito acusado por el fiscal, así como el grado de participación establecido en la acusación fiscal, la especificación de las evidencias que sustentan la decisión, la cita y pertinencia de las normas legales y constitucionales aplicables.

			3. La aplicación de medidas cautelares y de protección no dictadas hasta el momento o la ratificación, revocación, modificación o sustitución de las mismas, dispuestas con antelación.

			4. Los acuerdos probatorios que han convenido los sujetos procesales y aprobados por el juzgador.

			5. Las declaraciones contenidas en el auto de llamamiento a juicio no surtirán efectos irrevocables en el juicio.

			6. El acta de la audiencia, juntamente con los anticipos probatorios, son los únicos enviados al tribunal y el expediente será devuelto al fiscal (Art. 608 del COIP).

			Pese a lo antes dicho, el Juez de Garantías Penales podrá dictará auto de sobreseimiento, cuando:

			
					El fiscal se abstenga de acusar y de ser el caso, dicha decisión sea ratificada por el superior.

					Concluya que los hechos no constituyen delito o que los elementos en los que el fiscal ha sustentado su acusación no son suficientes para presumir la existencia del delito o participación de la persona procesada.

					Encuentre que se han establecido causas de exclusión de la antijuridicidad (Art. 605 del COIP).

			

			Efectos del sobreseimiento: Con el sobreseimiento, el juzgador revocará toda medida cautelar y de protección dictada, y en el caso de prisión preventiva, ordenará la inmediata libertad de la persona, sin perjuicio de que vuelva a ordenarla si el auto de sobreseimiento es revocado. No se podrá iniciar una investigación penal por los mismos hechos (Art. 607 del COIP).

			Calificación de malicia o temeridad: Con el sobreseimiento también el juez calificará, de forma motivada, la temeridad o malicia de la denuncia o de la acusación particular. El condenado por temeridad pagará las costas judiciales, así como la reparación integral que corresponda. En caso de que el juzgador califique la malicia de la denuncia o de la acusación, el acusado o el denunciado sobreseído, podrá iniciar la acción penal respectiva (Art. 606 del COIP).

			Etapas del proceso penal

			(Ver Investigación Previa // Etapa de Instrucción Fiscal // Etapa de evaluación y preparatoria de juicio // Etapa de juzgamiento - El juicio // Etapa de impugnación - Impugnación y recursos)

			El proceso penal para los delitos de acción pública, según el artículo 206 del ex Código de Procedimiento Penal, se dividió en cuatro etapas:

			1. La instrucción fiscal.

			2. La etapa intermedia.

			3. El juicio; y,

			4. La etapa de impugnación.

			El Código Orgánico Integral Penal por su parte se refiere solamente a tres etapas del proceso penal ordinario, a saber:

			1. Instrucción

			2. Evaluación y preparatoria de juicio; y,

			3. Juicio (Art. 589 del COIP).

			Generalidades de la fase preprocesal de investigación previa:

			La normativa penal vigente determina que la fase de investigación previa servirá para reunir los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan al fiscal decidir si formula o no la imputación y, de hacerlo, posibilitará al investigado preparar en debida forma su defensa.

			Las diligencias investigativas practicadas por el fiscal, con la cooperación del personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por finalidad determinar si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la existencia del daño causado, o a su vez, desestimar estos aspectos (Art. 580 del COIP).

			Sin perjuicio de que el fiscal inicie la investigación, la noticia sobre una infracción penal podrá llegar a su conocimiento por:

			1. Denuncia

			2. Informes de supervisión; o,

			3. Providencias judiciales (Art. 581 del COIP)

			Ya no es necesario cumplir el requisito de procedibilidad antes de ejercer la acción penal en delitos de peculado y enriquecimiento ilícito: Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19, de 2 de julio del 2019.

			Cuando se aprobó el Código Orgánico Integral en el año 2014 (que recogió la directriz derivada de la Resolución de la Corte Nacional de Justicia de 24 de febrero del 2010), se estableció que para el ejercicio de la acción penal por los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, constituía como presupuesto de procedibilidad, la existencia de un informe previo sobre indicios de la responsabilidad penal emitido por la Contraloría General del Estado (Inciso final del Art. 581 del COIP).

			Este inciso final del artículo 581 del COIP y la Resolución de la Corte Nacional, fueron declarados inconstitucionales por medio de la Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19 y acumulados, de fecha 2 de julio del 2019, que además emitió las siguientes reglas a tener en cuenta por parte de la Fiscalía:

			a) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia; para el efecto, se entenderá que una persona ha sido juzgada penalmente desde el momento en que contra ella se ha formulado cargos o si se ha dictado una sentencia condenatoria ejecutoriada. Contra esa persona no podrá iniciarse un nuevo juicio penal.

			b) Las investigaciones, auditorías, informes y cualquier otro pronunciamiento emitido por la Contraloría que contenga indicios de responsabilidad penal, si es que no se ha ejercido la acción penal y no se han formulado cargos, no constituyen juzgamiento penal.

			c) Si las indagaciones o investigaciones previas fueron desestimadas o archivadas por no contar con el informe que contenga indicios de responsabilidad penal emitido por la Contraloría, la Fiscalía podrá solicitar la reapertura de las investigaciones cuando aparezcan nuevos elementos, mediante audiencia ante el juez de garantías penales, quien resolverá sobre la reapertura de la investigación.

			d) El informe de la Contraloría es una de las formas de hacer conocer a la Fiscalía sobre la posible existencia de una infracción penal (notitia criminis) y también de aportar con indicios sobre los hechos y la responsabilidad.

			f) Las personas serán juzgadas de conformidad con el tipo penal vigente al momento de su cometimiento, siempre que las normas posteriores no fueren más favorables, y de conformidad con las reglas de procedimiento del COIP.

			Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad

			(Ver Antijuridicidad // Causas de justificación - Causas de exclusión de la antijuridicidad)

			El Código Orgánico Integral Penal determina que la persona que se exceda de los límites de las causas de exclusión (legítima defensa, estado de necesidad, cumplimiento de orden legítima o de un deber legal), será sancionada con una pena reducida en un tercio de la mínima prevista en el respectivo tipo penal (Art. 31 del COIP).

			Se deja constancia que esta norma no determina con exactitud cuándo operará el exceso en las causas de justificación, con relación a los requisitos que cada una de ellas deben cumplir.

			Resoluciones judiciales con relación al exceso de legítima defensa:

			Durante la vigencia del ex Código Penal, varias fueron las sentencias pronunciadas por la ex Corte Suprema - Corte Nacional de Justicia, que tornaron operativo al exceso de legitima defensa, que era al fin de cuentas la institución normada en el inciso segundo del artículo 25 del ex CP. Debemos indicar que El COIP extiende el eventual exceso al estado de necesidad, al cumplimiento de una orden legítima o al cumplimiento de un deber legal, sin que se registre hasta la actualidad alguna decisión judicial en este sentido.

			El exceso de legítima defensa, básicamente operó cuando el requisito de la racionalidad del medio empleado para repeler la actual agresión ilegítima no provocada superaba el margen de lo tolerable.

			El lector puede remitirse a las siguientes decisiones judiciales:

			- Sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 10 de enero del 2002, publicada en la Gaceta Judicial Año CIII, Serie XVII, No. 9, p. 2817. La decisión, en resumen, indica que el exceso de legítima defensa se produce cuando existe falta de proporción entre el instrumento utilizado para la agresión por el agente, con el instrumento utilizado por el agredido. Además, la reacción del que se defiende debe ser en el mismo acto, en respuesta a un peligro presente para la vida.

			- La sentencia de tercera instancia, pronunciada por la Corte Suprema de Justicia de 24 de agosto de 1985, publicada en la Gaceta Judicial Año LXXXV, Serie XIV, No. 9, p. 2135, determina que si bien hay casos en los cuales se verifica una agresión actual ilegítima y falta de provocación suficiente de la persona, si la reacción de ésta fue de tal modo fulminante y mortífera, hay lugar para calificarla, en relación con la amenaza que respondía, de exceso de legítima defensa.

			Otras resoluciones relevantes son:

			-Sentencia de Tercera Instancia pronunciada por la Corte Suprema de Justicia, el 17 de noviembre de 1978, publicada en la Gaceta Judicial Año LXXIX, Serie XIII, No. 4, p. 791.

			-Sentencia de Tercera Instancia pronunciada por la Corte Suprema de Justicia, el 24 de febrero de 1981, publicada en la Gaceta Judicial Año LXXXI, Serie XIII, No. 11, p. 2483.

			- Sentencia de Tercera Instancia pronunciada por la Corte Suprema de Justicia el 04 de febrero de 1987, publicada en la Gaceta Judicial Año LXXXVIII, Serie XV, No. 3, p. 636.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 20 de agosto de 1999, publicada en el Registro Oficial No. 317, de 12 de noviembre de 1999.

			- Sentencia de la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia No. 548-2006, de 13 de junio del 2007, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 522 de 05 de febrero del 2009.

			-Sentencia de la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia No. 476-2006, de 07 de junio del 2007, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 522, de 05 de febrero del 2009.

			-Sentencia de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia No. 770-2009, de 07 de octubre del 2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 21, de 11 de julio del 2013.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia No. 384-2011, de 4 de enero del 2012, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 439, de 14 de mayo del 2013.

			Exhumación

			En aplicación del artículo 462 del Código Orgánico Integral Penal, en caso de ser necesaria la exhumación de un cadáver o sus restos, se seguirán las siguientes reglas:

			1. Necesidad de autorización judicial: El fiscal o el defensor público o privado o la víctima, podrán solicitar la realización de una exhumación dentro de la investigación de una presunta infracción penal al juzgador competente, quien podrá autorizar su práctica, para lo cual el fiscal designará los peritos médicos legistas que intervendrán.

			2. Justificación y necesidad: La autorización judicial procederá solamente si por la naturaleza y circunstancias de la infracción, la exhumación es indispensable para la investigación de una presunta infracción penal.

			3. Localización: El personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, deberá revisar y establecer las condiciones del sitio exacto donde se encuentre el cadáver o sus restos.

			4. Cadena de custodia: El traslado y exhumación deberá respetar la cadena de custodia.

			Expedientes penales - Clases

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, todo proceso será asignado con un número único de expediente a partir del momento en que el fiscal tenga conocimiento del cometimiento de una infracción. Este número será el mismo en todas las instancias judiciales (Art. 577 del COIP).

			Clases de expedientes:

			Existen dos clases de expedientes, el físico y electrónico.

			1. El expediente físico contendrá todos los documentos que deben reducirse a escrito y los registros de la realización de las actuaciones orales, pero no el contenido íntegro de las mismas.

			2. El expediente electrónico archivará todos los documentos que pueden ser transmitidos electrónicamente y todas las diligencias que se han reducido a escrito o que se reciben por escrito, mismas que serán digitalizadas. Los expedientes electrónicos de todos los procesos serán administrados en una misma base de datos en línea a cargo del Consejo de la Judicatura (Art. 578 del COIP).

			Reglas para el registro electrónico de actos procesales:

			1. Se sentará razón electrónica de todas las diligencias, actuaciones y audiencias, correspondientes a cada etapa procesal.

			2. Se emplearán los medios técnicos idóneos para el registro y reproducción fidedigna de lo actuado con el fin de que estén al alcance de las partes procesales, de preferencia grabaciones digitales y comunicaciones electrónicas.

			3. Todas las audiencias deberán ser registradas íntegramente por cualquier medio de grabación digital, de preferencia vídeo y se mantendrá un archivo digital con los registros obtenidos.

			4. Al finalizar una audiencia se sentará una razón en la que conste el número de expediente, fecha, lugar, nombre de los sujetos procesales, la duración de esta y la decisión adoptada, todo lo cual será ingresado junto con el registro de las audiencias al expediente físico y digital.

			5. La conservación y archivo de los registros serán responsabilidad del fiscal durante la investigación previa e instrucción fiscal. A partir de ella será responsable el servidor judicial encargado del manejo y custodia de expedientes de la unidad judicial.

			6. Una vez concluido el juicio y agotados los recursos, de ser el caso, el expediente físico y digital se conservará en el archivo general del juzgado, con las excepciones previstas en la ley (Art. 579 del COIP).

			Explotación laboral

			(Ver Delitos de explotación)

			Según la normativa penal, cuando una persona somete a otra a trabajos forzados u otras formas de explotación o servicios laborales, dentro o fuera del país, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Habrá trabajos forzados u otras formas de explotación o servicios laborales, en los siguientes casos:

			1. Cuando se obligue o engañe a una persona para que realice, contra su voluntad, un trabajo o servicio bajo amenaza de causarle daño a ella o a terceras personas.

			2. Cuando en estos trabajos se utilice a niñas, niños o adolescentes menores a quince años.

			3. Cuando se utilice a adolescentes mayores a quince años en trabajos peligrosos, nocivos o riesgosos de acuerdo con lo estipulado por las normas correspondientes.

			4. Cuando se obligue a una persona a realizar un trabajo o servicio utilizando la violencia o amenaza.

			5. Cuando se obligue a una persona a comprometer o prestar sus servicios personales o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía de una deuda, aprovechando su condición de deudora.

			6. Cuando se obligue a una persona a vivir y trabajar en una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a esta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios sin libertad para cambiar su condición (Art. 105 del COIP).

			Explotación sexual

			(Ver Delitos de explotación)

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, se configurará el delito de explotación sexual de personas, cuando el sujeto activo, en beneficio propio o de terceros, vende, presta, aprovecha o da en intercambio a una persona, para ejecutar uno o más actos de naturaleza sexual.

			Sanción: El responsable será sancionado con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años.

			Figura agravada: Si la conducta descrita se lleva a cabo sobre personas adultas mayores, niñas, niños, adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad o enfermedad catastrófica, personas en situación de riesgo o que se encuentren en situación de vulnerabilidad, o si entre la víctima y la persona agresora se mantiene o se ha mantenido una relación consensual de pareja, de familia, conyugal o de dependencia económica, o exista vínculo de autoridad civil, militar, educativa, religiosa o laboral, la pena privativa de libertad será de dieciséis a diecinueve años (Art. 100 del COIP).

			Resoluciones judiciales relativas al delito de explotación sexual:

			- Sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 20 de noviembre del 2007, expediente No. 57-07, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 195, de 18 de mayo del 2010.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 17 de octubre del 2008, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 195, de 21 de septiembre del 2011.

			- Sentencia de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 25 de noviembre del 2009, expediente No. 871-2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 38, de 07 de agosto del 2013.

			- Sentencia de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 11 de febrero del 2010, expediente No. 078-2010, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 429, de 15 de abril del 2013.

			-Sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 18 de febrero del 2010, expediente No. 103-2010, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 429, de 15 de abril del 2013.

			- En la sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 18 de agosto del 2011, expediente No. 108-2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 72, de 21 de noviembre del 2013, se determina que el núcleo del delito está dado por inducir, promover, favorecer, facilitar la explotación sexual, entendida como el sometimiento de alguien para que realice actos de naturaleza sexual, a cambio de ganancia patrimonial.

			- Sentencia de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 15 de mayo del 2012, expediente de casación No. 215-2012, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 505, de 18 de febrero del 2016.

			Normativa internacional y nacional con relación a la prohibición de explotación sexual de niñas, niños y adolescentes:

			A. El numeral 1 del artículo 19 de la Convención sobre los derechos del niño, determina que los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

			Su artículo 34 prescribe que los Estados Partes se comprometen a proteger a los niños contra todas las formas de explotación y abuso sexual. Con este fin, tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir:

			a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal;

			b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; y

			c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos.

			B. El artículo 35 de la Constitución de la República, establece que las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, por tal razón, el Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad.

			Su artículo 44 indica que el Estado, la sociedad y la familia, promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas; y, el numeral 4 de su artículo 46, estipula que el Estado les brindará protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones.

			C. El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia en su Título IV, dedicado a la Protección contra el maltrato, abuso y explotación sexual, tráfico y pérdida de niños, niñas y adolescentes, entiende por maltrato a toda conducta, de acción u omisión, que provoque o pueda provocar daño a la integridad o salud física, psicológica o sexual de un niño, niña o adolescente, por parte de cualquier persona, incluidos sus progenitores, otros parientes, educadores y personas a cargo de su cuidado; cualesquiera sean el medio utilizado para el efecto, sus consecuencias y el tiempo necesario para la recuperación de la víctima (Inciso primero del Art. 67 CONA).

			La misma norma prescribe que constituye explotación sexual la prostitución y la pornografía infantil. Prostitución infantil es la utilización de un niño, niña o adolescente en actividades sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra retribución.

			Pornografía infantil es toda representación, por cualquier medio, de un niño, niña y adolescente en actividades sexuales explícitas, reales o simuladas; o de sus órganos genitales, con la finalidad de promover, sugerir o evocar la actividad sexual (Art. 69 del CONA).

			Extorsión

			(Ver Chantaje // Delitos contra el derecho a la propiedad)

			Definición: En el ex Código Penal se conocía por extorsión a la conducta por medio de la cual, mediante intimidación o simulando autoridad pública o falsa orden de la misma, se obligaba a otro, sin privarle de la libertad personal, a entregar, enviar, depositar, o poner a su disposición o a la de un tercero, cosas, dinero o documentos que producían o podían producir efectos jurídicos, así como a suscribir o destruir documentos de obligación o de crédito. Este delito era sancionado con la pena de prisión de uno a cinco años (ex Código Penal: Arts. 557 y 558 // Gaceta Judicial Año XCVII, Serie XVI, No. 10, p. 2600).

			En el Código Orgánico Integral Penal, partiendo de la misma conducta nuclear, se señala como figura genérica de extorsión, a la siguiente:

			La persona que, con el propósito de obtener provecho personal o para un tercero, obligue a otro, con violencia o intimidación, a realizar u omitir un acto o negocio jurídico en perjuicio de su patrimonio o el de un tercero, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figuras agravadas:

			La sanción será de cinco a siete años, cuando se verifique alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la víctima es una persona menor a dieciocho años, mayor a sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad, o una persona que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			2. Si se ejecuta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercio u otra similar o con una persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

			3. Si el constreñimiento se ejecuta con amenaza de muerte, lesión, secuestro o acto del cual pueda derivarse calamidad, infortunio o peligro común.

			4. Si se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de libertad.

			5. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero (Art. 185 del COIP).

			Resoluciones judiciales conectadas con el delito de extorsión:

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 12 de febrero de 1998, publicada en el Registro Oficial No. 269, de 05 de marzo de 1998.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 25 de noviembre de 1999, expediente No. 273, publicada en el Registro Oficial No. 92, de 06 de junio del 2000.

			- Sentencia de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 18 de mayo del 2004, expediente No. 348-03, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 514, de 28 de enero del 2005.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 19 de octubre del 2006, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 31, de 17 de marzo del 2008.

			- Sentencia de la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 14 de febrero del 2006, expediente No. 80-05, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 371, de 15 de octubre del 2006.

			- Sentencia de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 19 de septiembre del 2012, expediente No. 658-2011, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 27, de 02 de mayo del 2016.

			Extradición

			En la normativa sustantiva y adjetiva penal derogada, se estableció que el juez, ante una persona prófuga, contra la cual existía una orden de prisión preventiva o sentencia condenatoria ejecutoriada, tenía la obligación de solicitar su extradición, según los convenios internacionales y la ley (ex Código de Procedimiento Penal: Art. 7// ex Código Penal: Art. 6).

			El Código Orgánico Integral Penal no se refiere en ninguno de sus acápites a la figura de la extradición. Solamente hace referencia a asistencias penales internacionales que se podrán poner en marcha, con fines investigativos.

			Así, su artículo 496 prescribe que el Ecuador, con sujeción a las normas de asistencia penal internacional, podrá desarrollar investigaciones conjuntas con uno o más países u órganos mixtos de investigación para combatir la delincuencia organizada transnacional.

			El artículo 497 determina que los fiscales podrán solicitar asistencia directa a sus similares u órganos policiales extranjeros para la práctica de diligencias procesales, pericias e investigación de los delitos previstos en el COIP. Esta asistencia se refiere entre otras diligencias, a la detención y remisión de procesados y acusados, recepción de testimonios, exhibición de documentos inclusive bancarios, inspecciones del lugar, envío de elementos probatorios, identificación y análisis de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización e incautación y comiso de bienes.

			Asimismo, el fiscal podrá efectuar actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de hechos constitutivos de alguna infracción, a través de la asistencia penal internacional.

			Todas estas diligencias deberán ser incorporadas al proceso, presentadas y valoradas en la etapa del juicio.

			Improcedencia de extradición de ecuatorianos: Téngase en cuenta que en ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes del Ecuador (Constitución de la República: Art. 79).

			Delitos cometidos en el extranjero y juzgados por ley ecuatoriana: Existen ciertas infracciones que pese a ser cometidas fuera del territorio nacional, serán reprimidas conforme la ley nacional. En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal señala que sus normas se aplicarán a infracciones cometidas fuera del territorio ecuatoriano, en los siguientes casos:

			a) Cuando la infracción produzca efectos en el Ecuador o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

			b) Cuando la infracción penal es cometida en el extranjero, contra una o varias personas ecuatorianas y no ha sido juzgada en el país donde se la cometió.

			c) Cuando la infracción penal es cometida por servidores públicos ecuatorianos mientras desempeñan sus funciones o gestiones oficiales.

			d) Cuando la infracción penal afecta bienes jurídicos protegidos por el Derecho Internacional, a través de instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador, siempre que no se haya iniciado su juzgamiento en otra jurisdicción.

			e) Cuando las infracciones constituyan graves violaciones a los derechos humanos, de acuerdo con las reglas procesales establecidas en el COIP; y,

			f) Las infracciones cometidas por los servidores de las Fuerzas Armadas ecuatorianas en el extranjero, sobre la base del principio de reciprocidad (Numerales 2 y 3 del Art. 14 del COIP)

			Regulaciones de la Ley de Extradición:

			La Ley de Extradición, publicada en el Registro Oficial No. 152, de 30 de agosto del 2000, regula todo lo referente a su figura activa y pasiva, en los siguientes términos:

			Extradición activa:

			Se denomina extradición activa al proceso a través del cual se sustancia la petición que hace el Ecuador a otro Estado para que una persona le sea entregada, con el objeto de ser sometida a un proceso o para cumplir una pena privativa de la libertad.

			Procedimiento:

			1. Para que el Juez de la causa eleve los antecedentes a la o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia224, o para que éste, en los casos de fuero de Corte Nacional, inicie el procedimiento de extradición, será necesario que se haya dictado previamente una orden de prisión preventiva o recaído sentencia condenatoria ejecutoriada contra el procesado cuya extradición se pretende.

			Para efectos indicativos, deberá mencionarse el país y el lugar en que el prófugo se encuentra, pero no se afectará el pedido de extradición si el prófugo cambia su estadía a otro país o ciudad, lo cual deberá ser establecido dentro del procedimiento que debe cumplirse (Art. 23 de la Ley de Extradición).

			2. La o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia dictaminará si es o no procedente la extradición, de conformidad a los Tratados celebrados entre el Ecuador y el Estado en el que el prófugo se encuentra o, en defecto de Tratado, con arreglo a los principios del Derecho Internacional (Art. 24 de la Ley de Extradición).

			3. Si la o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia determina que es procedente la extradición, se dirigirá al Ministro de Relaciones Exteriores acompañando una copia de la orden de prisión preventiva o sentencia condenatoria ejecutoriada y pidiendo que se practiquen las gestiones diplomáticas que sean necesarias para obtener la extradición del prófugo. Acompañará, además, una copia autorizada de los antecedentes que hayan dado mérito para dictar la orden de prisión preventiva en contra del procesado o, de la sentencia firme que haya recaído en el proceso, si se trata de un reo condenado, así como los demás documentos señalados en el artículo 7 de la Ley de Extradición o los que se señalen en los Tratados aplicables o las leyes del Estado requerido (Art. 25 de la Ley de Extradición).

			4. El Ministro de Relaciones Exteriores, después de legalizar los documentos acompañados, hará practicar las gestiones necesarias para dar cumplimiento a la resolución de la o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia. Si se obtiene la extradición del prófugo, solicitará al Ministerio del Interior que lo haga conducir del país en que se encuentre hasta ponerlo a disposición de la o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia (Art. 26 de la Ley de Extradición).

			5. La o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia ordenará que el extraditado sea puesto a disposición del Juez de la causa a quien devolverá el proceso respectivo, o procederá directamente, según sea el caso, a fin de que el juicio siga su tramitación o de que el reo cumpla su pena si hubiere sentencia condenatoria ejecutoriada (Art. 27 de la Ley de Extradición).

			6. Si la o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia declara no ser procedente la extradición o si ésta no es concedida por las autoridades del Estado en que el prófugo se encuentre, se devolverá el proceso al Juez de la causa para que proceda como lo determina la ley respecto de los ausentes (Art. 28 de la Ley de Extradición).

			Extradición pasiva:

			Se conoce como extradición pasiva, al proceso fundamentalmente jurisdiccional a través del cual se sustancia la petición que hace un Estado al Ecuador, para que una persona le sea entregada, con el objeto de ser sometida a proceso o para cumplir una pena privativa de libertad.

			Principios:

			1. No extradición de ecuatorianos y cancelación de carta de naturalización: En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano, su juzgamiento se sujetará a las leyes del Ecuador (Art. 79 de la Constitución).

			La calidad de ecuatoriano será apreciada por el Juez o Tribunal competente para conocer de la extradición en el momento de la decisión sobre la misma, con arreglo al ordenamiento jurídico ecuatoriano, y siempre que no hubiera sido adquirida con el propósito de hacer imposible la extradición, en cuyo caso, la Presidencia de la Corte Nacional de Justicia o la Sala de lo Penal competente, según corresponda, solicitará al Presidente de la República la cancelación de la Carta de Naturalización en la misma sentencia del juicio de extradición (Art. 4 de la Ley de Extradición).

			2. Extradición solo de delitos comunes y no de delitos políticos: No se concederá la extradición cuando se trate de delitos de carácter político.

			No serán considerados como delitos políticos los actos de terrorismo; los crímenes contra la humanidad previstos por el Convenio para la prevención y penalización del crimen de genocidio adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, ni el atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de algún miembro de su familia.

			Tampoco serán considerados como delitos políticos los delitos comunes, aún cuando hayan sido cometidos con móviles políticos (Numeral 2 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			4. Extradición con base en convenios internacionales o por el principio de reciprocidad: La extradición se concederá preferentemente atendiendo al principio de reciprocidad. El Gobierno podrá exigir una garantía de reciprocidad al Estado requirente (Art. 1 de la Ley de Extradición).

			5. Requisitos específicos del delito para que procesa la extradición (doble tipificación): Para que el Ecuador conceda la extradición, del delito debe reunir los siguientes requisitos:

			- Debe serle aplicable la ley del país requirente.

			- Debe ser considerado como delito por la ley del Estado requirente, así como por la ley ecuatoriana.

			- Debe tener cierta gravedad: Una pena o medida de seguridad cuya duración no sea inferior a un año de privación de libertad en su grado máximo o a una pena más grave.

			- No debe haber prescrito la acción o la pena según las dos legislaciones (Numeral 5 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			A pesar de lo señalado, la concesión de extradición podrá incluir otros delitos referidos en la solicitud, aún cuando tengan una penalidad inferior (Art. 2 de la Ley de Extradición).

			6. Imposibilidad de conceder extradición en los siguientes casos: No se concederá extradición:

			- Principio de territorialidad penal: Cuando se trate de extranjeros cuyo juzgamiento corresponda conocer a los jueces y tribunales ecuatorianos (Numeral 1 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			- Cuando se trate de delitos militares tipificados por la ley penal militar ecuatoriana, de los cometidos a través de los medios de comunicación social en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión; y, de los delitos de acción privada (Numeral 3 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			- Non bis in ídem: Cuando la persona reclamada estuviere bajo proceso o haya sido juzgada, condenada o absuelta en el Ecuador por los mismos hechos en que se fundamente la solicitud de extradición. Podrá, no obstante, acceder a la extradición cuando se hubiere dictado auto inhibitorio que ponga fin al proceso penal por los referidos hechos y no haya tenido lugar por sobreseimiento firme o cualquier otra resolución que deba producir el efecto de cosa juzgada (Numeral 6 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			- Garantía de integridad personal: Cuando el Estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada de extradición no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su integridad corporal o a tratos inhumanos o degradantes (Numeral 7 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			- Asilo: Cuando a la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condición de asilado, siempre y cuando no sea perseguida por otro delito que amerite la extradición. El no reconocimiento de la condición de asilado, cualquiera que sea su causa, no impedirá la denegación de la extradición por cualquiera de las causas previstas en la ley (Numeral 9 del Art. 5 de la Ley de Extradición).

			7. Posibilidad de denegar la extradición: El Ecuador podrá denengar un pedido de extradición, si se tuvieran razones fundadas para creer que la solicitud de extradición, motivada por un delito de naturaleza común, se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por consideraciones de raza, religión, nacionalidad, opinión política u orientación sexual, o que la situación de dicha persona corra el riesgo de verse agravada por tales consideraciones.

			Asimismo, cuando la persona reclamada sea menor de dieciocho años en el momento de la demanda de extradición y tiene residencia habitual en el Ecuador (Art. 6 de la Ley de Extradición)

			8. Solicitudes de extradición concurrentes: En aplicación del artículo 15 de la Ley de Extradición, si varios países solicitan la extradición de la misma persona:

			a) Se preferirá al país en cuyo territorio se cometió el delito.

			b) Si son varios los delitos cometidos por la misma persona en distintos países, se preferirá al país en donde se cometió el delito más grave según la ley ecuatoriana. Si los delitos son de idéntica gravedad, se preferirá al país que solicite primero la extradición.

			c) Si hay pedidos de extradición simultáneos, se preferirá al país de origen del delincuente o el de su último domicilio.

			d) Si existe duda, la preferencia quedará a discreción de la autoridad que concede la extradición.

			Procedimiento mixto (decisión de la Corte Nacional y del Gobierno):

			Fase judicial:

			1. Cuando la solicitud de extradición se hubiera formulado por vía diplomática, el Ministerio de Relaciones Exteriores examinará si se han acompañado los documentos que establezca el respectivo tratado o la ley. La autoridad gubernamental remitirá el expediente a la o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia y si el reclamado no estuviere en prisión, el Ministro del interior ordenará a la Policía para que se practique el arresto, y en el plazo de las veinticuatro horas siguientes, pondrá al detenido, con los documentos, efectos o dinero que le hubieren sido aprehendidos, a disposición de la misma autoridad judicial (Arts. 9 y 10 de la Ley de Extradición).

			2. El Presidente de la Corte Nacional de Justicia, siempre que el reclamado estuviere a su disposición, ordenará su inmediata comparecencia. El reclamado deberá estar asistido de abogado y, si fuere del caso, de un intérprete. Al efecto y si el reclamado no los hubiere designado, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia designará a un defensor de oficio y a un intérprete si fuere necesario.

			Identificado el detenido, el Presidente de la Corte Nacional le invitará a que manifieste, con expresión de sus razones, si consiente en la extradición o intenta oponerse a ella; si consintiera y no se suscitaram obstáculos legales que a ello se opongan, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia podrá acceder a la demanda de extradición.

			En caso contrario, adoptará la resolución que proceda, bien sea ordenando la libertad del detenido o bien dictando el auto de prisión preventiva, si antes no la hubiera dictado, con o sin fianza u otras medidas previstas en la ley para continuar con el procedimiento (Art. 11 de la Ley de Extradición).

			3. Dentro de los quince días siguientes al de la ejecutoria del auto de procesamiento, el Presidente de la Corte Nacional señalará día y hora para la audiencia oral que tendrá lugar con intervención de la Fiscalía General, del reclamado de extradición asistido del abogado defensor y, si fuera necesario, del intérprete.

			En la audiencia podrá intervenir, y a tal efecto será notificado, el representante del Estado requirente cuando así lo hubiere solicitado. Si lo quisiere, el reclamado prestará declaración sin juramento durante la audiencia, pero solamente se admitirá y practicará la prueba pertinente con las condiciones exigidas por el Tratado aplicable o por la ley (Art. 12 de la Ley de Extradición).

			4. En el plazo improrrogable de tres días siguientes al de la audiencia, el Presidente de la Corte Nacional pronunciará sentencia, concediendo o negando la extradición y, al propio tiempo, sobre si ha lugar a la entrega al Estado requirente, de los valores, objetos o dinero que hubiesen sido ocupados al reclamado.

			En caso de sentencia que acepte la pretensión de extradición, se hará constar el tiempo que la persona reclamada ha permanecido privada de libertad por razones de la extradición, y que la entrega quedará condicionada al compromiso de que tal tiempo sea computado al de la condena.

			Contra esta sentencia sólo cabe el recurso de apelación, que deberá ser resuelto por la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, a la que corresponda por sorteo el conocimiento de la causa, si antes no se hubiere radicado ya la competencia, en el plazo improrrogable de treinta días contado desde que se le remitió el proceso (Art. 13 de la Ley de Extradición).

			Fase gubernamental:

			1. La resolución firme del Presidente de la Corte Nacional de Justicia o de la Sala competente de lo Penal de la Corte Nacional declarando improcedente la extradición, será definitiva y vinculante para el Gobierno quien no podrá concederla.

			2. La resolución del Juez o Tribunal declarando procedente la extradición no será vinculante para el Jefe de Estado ecuatoriano, quien directamente o a través del Ministerio del Interior, por delegación de aquel, podrá denegarla en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público u otros intereses esenciales para el Ecuador.

			Negada la extradición de una persona no se admitirá nueva solicitud por el mismo delito que fue materia de la primera solicitud.

			Contra la decisión del Jefe de Estado no hay recurso alguno (Art. 14 de la Ley de Extradición).

			Fase de ejecución:

			1. Ejecutoriada la sentencia que deniegue la extradición, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, sin dilación, ordenará que se notifique con la misma al Ministerio del Interior y al Ministro de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación diplomática del país que formuló la demanda de extradición. Asimismo, El Presidente de la Corte Nacional de Justicia ordenará la inmediata libertad de la persona requerida de extradición (Art. 16 de la Ley de Extradición).

			2. Si la sentencia declarara procedente la extradición, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, sin dilación, ordenará que se notifique con la misma al Ministerio del Interior.

			El Ministro del Interior por delegación del Presidente de la República, decidirá la entrega de la persona reclamada o denegará la extradición. Resuelta la entrega de la persona requerida de extradición, el Ministerio del Interior, comunicará de tal particular al de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación diplomática del país que formuló la demanda de extradición. Dicha resolución será comunicada asimismo a la persona requerida de extradición.

			Si el Ministro del Interior por delegación del Presidente de la República denegare la extradición de conformidad, dicho funcionario lo comunicará al Presidente de la Corte Nacional de Justicia para que disponga la libertad de la persona reclamada, sin perjuicio de su deportación del Ecuador, de conformidad con la legislación de extranjería. Igualmente, lo comunicará al Ministro de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación diplomática que formuló la solicitud de extradición (Art. 17 de la Ley de Extradición).

			3. La entrega de la persona cuya extradición haya sido resuelta se realizará por agentes de la Policía ecuatoriana, previa notificación del lugar y fecha fijados. Con aquella, se entregarán a las autoridades o agentes del Estado requirente acreditados a tal fin, los documentos efectos y dinero, que deban ser igualmente puestos a su disposición.

			Si la entrega del individuo reclamado no puede efectuarse, se procederá a la de dichos documentos efectos y dinero, quedando a salvo, en todo caso los derechos que pudieren corresponder sobre los mismos a otros interesados. El lugar y fecha fijados para la entrega serán comunicados asimismo al Presidente de la Corte Nacional de Justicia.

			Si la persona reclamada se encuentra sometida a procedimiento o a cumplimiento de una condena por los jueces o tribunales ecuatorianos o sancionada por cualquier otra clase de organismos o autoridades nacionales, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas sus responsabilidades en el Ecuador o, efectuarse temporal o definitivamente en las condiciones que se fijen de acuerdo con el Estado requirente.

			Si la persona reclamada no hubiera sido recibida en la fecha y lugar fijados podrá ser puesta en libertad transcurridos quince días a contar de dicha fecha y necesariamente a los treinta, y se podrá denegar su extradición por el mismo hecho si de nuevo se solicitara (Art. 18 de la Ley de Extradición).

			Convenios de extradición suscritos por el Ecuador:

			Convenios bilaterales:

			Nuestro país mantiene vigentes convenios con los siguientes Estados:

			- Australia: Tratado sobre extradición entre el gobierno de la República del Ecuador y el gobierno de Australia, dado por Resolución Legislativa, publicada en el Registro Oficial No. 392, de 09 de marzo de 1990. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Bélgica: Convención adicional al Tratado de extradición celebrado entre Bélgica y el Ecuador el 28 de mayo de 1887, dado por Decreto Legislativo No. 1, publicado en el Registro Oficial No. 10, de 12 de septiembre de 1934.

			- Bolivia: Tratado de extradición suscrito entre el Ministro de Relaciones Exteriores de Ecuador y el Plenipotenciario de Bolivia, dado por Decreto Legislativo, publicado en el Registro Oficial No. 369, de 26 de noviembre de 1913. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Brasil: Tratado de extradición celebrado entre la República del Ecuador y los Estados Unidos del Brasil: Decreto Supremo, publicado en el Registro Oficial No. 50, de 7 de octubre de 1937.

			- Colombia: Tratado sobre Derecho Internacional Privado entre la República del Ecuador y la República de Colombia, publicado en el Registro Oficial No. 189, de 19 de julio de 1933. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Chile: Tratado de extradición entre Ecuador y Chile, 20 de noviembre de 1897. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- España: Tratado sobre extradición entre la República del Ecuador y el Reino de España, dado por Resolución Legislativa, publicada en el Registro Oficial No. 152, de 15 de septiembre de 1997. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005

			- Estados Unidos de Norteamérica: Tratado de extradición: Periódico Oficial No. 311, de 17 de noviembre de 1873. Tratado complementario, dado por Resolución Legislativa, publicada en el Registro Oficial No. 194, de 21 de abril de 1941. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Francia: Tratado de extradición suscrito por el Ministro de Relaciones Exteriores de la República del Ecuador y el Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de la República Francesa en el Ecuador, dado por Decreto Supremo No. 31, publicado en el Registro Oficial No. 20, de 24 de diciembre de 1938. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Gran Bretaña: Tratado entre la República del Ecuador y Reino Unido para la mutua entrega de criminales fugitivos, celebrado el 20 de septiembre de 1880 y su Convención Suplementaria, suscrita el 4 de junio de 1934.

			- México: Tratado de extradición suscrito entre el gobierno de la República del Ecuador y el gobierno de los Estados Unidos Mexicanos: Registro Oficial No. 323, de 28 de julio del 2006.

			- Suiza: Convenio de extradición con Suiza. Aprobación Legislativa de 22 de agoto de 1888. Texto vigente publicado en el Registro Oficial No. 194, de 20 de junio de 1938

			Convenios Multilaterales:

			- Acuerdo sobre Extradición con países andinos, dado por Decreto Legislativo No. 1, publicado en el Registro Oficial No. 74, de 29 de noviembre de 1912. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Convenio Interamericano sobre extradición, firmado el 26 de noviembre de 1933, dado por Decreto Supremo No. 59, publicado en el Registro Oficial No. 280, de 2 de septiembre de 1936. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Código Sánchez de Bustamante, 20 de febrero de 1928. Texto vigente publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 153, de 25 de noviembre del 2005.

			- Acuerdo sobre extradición entre los Estados Partes del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile: Registro Oficial No. 545, de 10 de marzo del 2009.

			F

			Falsificaciones

			(Ver Delitos contra la fe pública)

			En el Código Orgánico Integral Penal se consideran como delitos que atentan contra la fe pública, los siguientes:

			1. Falsificación de firmas: La persona que altere o falsifique la firma de otra en un instrumento privado, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			La persona que altere o falsifique la firma de otra en un instrumento público, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 327 del COIP).

			2. Falsificación y uso de documento falso: La persona que falsifique, destruya o adultere modificando los efectos o sentido de los documentos públicos, privados, timbres o sellos nacionales, establecidos por la ley para la debida constancia de actos de relevancia jurídica, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. Cuando se trate de documentos privados la pena será de tres a cinco años.

			El uso de estos documentos falsos será sancionado con las mismas penas previstas en cada caso (Art. 328 del COIP).

			Importante hacer notar que la Asamblea Nacional, en el proyecto de reforma al COIP remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), propuso se agregara el siguiente tipo penal: “Art. 328.1.- Falsedad de contenido en recetas, exámenes o certificados médicos.- La o el profesional de la salud que consigne datos falsos en recetas médicas, certificados médicos o exámenes médicos y suscriba los mismos con el objeto de beneficiar a un tercero, será sancionado con multa de cinco a diez salarios básicos unificados del trabajador en general.”

			El Presidente de República, en su veto parcial (octubre el 2019), sugirió el nuevo tipo penal se construya de la siguiente manera: “Artículo 328.1.- Falsedad de contenido en recetas, exámenes o certificados médicos.- La o el profesional de la salud que consigne datos falsos en recetas médicas, certificados médicos o exámenes médicos y suscriba los mismos, será sancionado con multa de cinco a diez salarios básicos unificados del trabajador en general.”

			3. Falsificación, forjamiento o alteración de recetas: La persona que falsifique, forje, mutile o altere recetas médicas; las utilice con fines comerciales o con el fin de procurarse sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 329 del COIP).

			4. Ejercicio ilegal de la profesión: La persona que ejerza la profesión sin título, en aquellas actividades en las que la ley exija título profesional, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Los profesionales que favorezcan la actuación de otra persona en el ejercicio ilegal de la profesión, serán sancionados con pena privativa de libertad de tres meses a un año e inhabilitación del ejercicio de la profesión por seis meses (Art. 330 del COIP).

			Resoluciones judiciales relacionadas con delitos contra la fe pública y falsificaciones:

			- Sentencia de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Policial, Penal Militar y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, de 07 de agosto del 2013, Resolución No. 901-2013, en la cual existen interesantes reflexiones en torno al delito de falsificación, del que se hace énfasis es necesario que reúna tres elementos: La alteración de la verdad en un documento público o privado; la alteración de la verdad debe realizarse en alguna de las formas expresamente descritas por la ley; y, demostrarse un perjuicio a terceros.

			Es importante que el lector tenga en cuenta que esta sentencia se dictó en razón de la aceptación de la acción extraordinaria de protección propuesta por el acusador particular por parte de la Corte Constitucional (Sentencia No. 008-13-SEP-CC de 2 de abril del 2013), que dejó sin efecto el fallo dictado por la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, del 14 de noviembre de 2011, Juicio No. 654-2010, por tanto, dispuso sean otros jueces de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional quienes conozcan y resuelvan el recurso de casación interpuesto.

			Todo el expediente gira en torno a sendas inconsistencias, debido a que el auto de llamamiento a juicio fue por uso doloso de documento falso, la acusación fiscal –en juicio– por falsificación de firma en un documento; y, la sentencia, por engaño a un socio y a funcionarios administrativos y utilización dolosa de una copia de un documento falso. Gaceta Judicial Año CXIII, Serie XVIII, No. 13, p. 5317.

			- La sentencia de la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 22 de abril del 2008, Expediente No. 93-2007, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 132, de 19 de febrero del 2010, refiere que el delito de falsificación de documento público se operativiza por: a) Firmas falsas; b) Alteración de actas, escrituras o firmas; c) Suposición de personas; o, d) En escrituras hechas o intercaladas en registros u otros documentos públicos, en escritos u otras actuaciones judiciales, después de su formación o clausura.

			- La sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, de 14 de enero del 2008, Expediente 380, publicada en el Registro Oficial No. 53, de 23 de octubre del 2009, citando el criterio doctrinario de Creus, conectado a los delitos contra la fe pública y particularmente a la falsedad ideológica (págs. 449-452, Tomo II, Derecho Penal, Parte Especial) señala que en la falsedad ideológica nos encontramos con un documento cuya forma es verdadera, así como sus otorgantes, pero contiene declaraciones falsas, sobre hechos a cuya prueba está destinada, es decir, es un documento en el que se hacen aparecer como verdaderos hechos que no han ocurrido, o se hacen aparecer hechos que han ocurrido de un determinado modo, como si hubiesen ocurrido de otro distinto.

			En adición, los documentos sobre los cuales puede recaer la falsedad ideológica, en principio, son solamente documentos públicos, ya que son los únicos dotados de fe pública respecto de los hechos en ellos referidos y, por lo tanto, oponibles erga omnes, a diferencia de los documentos privados, que solo son oponibles a las partes que los han suscripto. A pesar de lo señalado, excepcionalmente la ley admite la falsedad ideológica en documentos privados, por la índole de su repercusión sobre terceros, como acontece con el certificado médico y con las facturas conformadas.

			Otras decisiones judiciales que puede ser revisadas son:

			- Falsedad Documental: Gaceta Judicial Año LXXXII, Serie XIII, No. 15, p. 3622.

			- Falsedad de título de coactiva: Gaceta Judicial Año LXVII, Serie X, No. 5, p. 2513.

			Femicidio

			(Ver delitos contra la inviolabilidad de la vida)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se comete delito de femicidio cuando una persona, como resultado de relaciones de poder manifestadas en cualquier tipo de violencia, mata a una mujer por el hecho de serlo o por su condición de género. La pena para esta figura genérica es de privación de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 141 del COIP).

			Figuras agravadas de femicidio:

			Cuando concurran una o más de las siguientes circunstancias, se impondrá el máximo de la pena prevista en la figura genérica, es decir, veintiséis años de privación de libertad:

			
					Haber pretendido establecer o restablecer una relación de pareja o de intimidad con la víctima.

					Exista o haya existido entre el sujeto activo y la víctima relaciones familiares, conyugales, convivencia, intimidad, noviazgo, amistad, compañerismo, laborales, escolares o cualquier otra que implique confianza, subordinación o superioridad.

					Si el delito se comete en presencia de hijos o cualquier otro familiar de la víctima.

					El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público (Art. 142 del COIP).

			

			Breves referencias doctrinarias del femicidio:

			La escalada de homicidios violentos de mujeres cometidos en las últimas décadas ha obligado a muchos países a tipificar el crimen de homicidio de género como “feminicidio” o “femicidio”, que es la expresión más extrema de la violencia contra la mujer. Como señala Russell, se trata del asesinato de mujeres por agentes motivados por el odio, el desprecio, el placer o la suposición de propiedad sobre las mujeres y abarca cualquier homicidio de mujeres cometido basándose en la discriminación de género225.

			Las Organizaciones Mundial y Panamericana de la Salud226, definen al femicidio como el asesinato intencional de una mujer por el hecho de serlo, conducta que es perpetrada generalmente por hombres, pero a veces pueden estar involucradas mujeres integrantes de la familia.

			Este ilícito difiere de los homicidios de hombres, puesto que la mayoría de los femicidios son cometidos por una pareja actual o anterior de la víctima e incluyen maltrato repetido en el hogar, amenazas o intimidación, violencia sexual o situaciones en las que las mujeres tienen menos poder o menos recursos que su pareja.

			Tipos de femicidio:

			El documento en referencia227, describe varios tipos de femicidio:

			1. Femicidio íntimo o asesinato por la pareja: Es aquel perpetrado por un esposo o enamorado actual o anterior. Varios estudios demuestran la desproporción que existe si se comparan las muertes de mujeres a mano de sus parejas, con muertes de hombres por la acción de su esposa o conviviente; caso último que se presenta mayormente cuando ellas obran en defensa propia ante una violencia e intimidación persistentes228.

			El femicidio íntimo no solo es la consecuencia más extrema de la violencia infligida por la persona con la cual se comparte el proyecto de vida, sino que también tiene repercusiones profundas y prolongadas en el entorno que rodea a las mujeres. Por ejemplo los hijos sufren efectos duraderos, ya que pierden a su madre, su padre es encarcelado y a menudo tienen que abandonar su hogar y adaptarse a un ambiente donde quizá sean estigmatizados como los hijos de un delincuente229.

			Abundando en lo dicho, un estudio efectuado en el Reino Unido destaca que otras víctimas del femicidio íntimo podrían ser los testigos no relacionados; personas percibidas por el sujeto activo como aliados de la víctima, por ejemplo, abogados, familiares, vecinos o amigos; o, la nueva pareja de la víctima230.

			2. Asesinatos en nombre del “honor”

			Los asesinatos relacionados con el “honor”, son aquellos en los que una niña o una mujer muere a manos de un miembro masculino o femenino de la familia por una transgresión sexual o conductual supuesta o real, como puede ser el adulterio, relaciones sexuales o embarazo extramatrimoniales, o incluso por haber sido violada231.

			Con frecuencia los autores del femicidio consideran que esta es una forma de proteger la reputación familiar o acatar exigencias religiosas interpretadas erróneamente, incluso estos asesinatos en nombre del “honor”, pueden ser usados para encubrir casos de incesto232.

			Los asesinatos de mujeres para “salvar el honor familiar” se cuentan entre las consecuencias más trágicas y ejemplos de una discriminación contra mujeres y niñas muy arraigada y culturalmente aceptada. A menudo son cometidos con impunidad, debido a la aceptación generalizada de la práctica y, en algunos casos, el asesinato puede ser fomentado o incluso, inspirado, por los deseos de otros miembros de la familia, incluidas mujeres233.

			3. Femicidio no íntimo y femicidio sexual:

			El femicidio cometido por alguien que no tiene una relación íntima con la víctima se conoce como femicidio no íntimo, y el femicidio que incluye agresión sexual, se denomina como femicidio sexual. Estos asesinatos pueden ser aleatorios, pero hay alarmantes ejemplos de asesinatos sistemáticos de mujeres, en particular en América Latina234. Sépase que, en algunos entornos, el femicidio no íntimo también afecta a las mujeres involucradas en ocupaciones marginadas, como el trabajo sexual y el trabajo en bares y clubes nocturnos235.

			Antecedentes para la tipificación del femicidio:

			Antecedentes para la creación del tipo penal de femicidio, los encontramos en leyes especiales destinadas a luchar contra la violencia ejercida contra las mujeres, que fueron adoptadas para superar el contenido de normativas neutras de violencia familiar o doméstica, puesto que, por los estándares internacionales imperantes, era menester poner en marcha acciones afirmativas, que permitiesen no solo erradicar la discriminación de género, sino además romper con patrones socioculturales.

			Así por ejemplo en América Latina, México en el año 2007, aprobó la Ley federal de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, cuyo objeto fue sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y garantizar su acceso a una vida libre de violencia, que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y de no discriminación.

			Si bien la norma no se refiere al feminicidio o femicidio, define a la violencia feminicida como la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.

			Costa Rica en el mismo año 2007, aprobó la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres. Su propósito se centró en brindar protección a los casos de violencia contra las mujeres en una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, así como también cuando las víctimas eran mujeres mayores de quince años y menores de dieciocho, siempre y cuando no se tratare de una relación derivada del ejercicio de autoridad parental. Tipifica el femicidio íntimo como delito.

			Es Guatemala, a través de la Ley contra el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer del 2008, la que utiliza un concepto amplio de violencia contra las mujeres y define al femicidio como la muerte violenta de una mujer, ocasionada en el contexto de las relaciones desiguales de poder entre hombres y mujeres, en ejercicio del poder de género en contra de las mujeres.

			Por su parte El Salvador, por medio de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las mujeres del año 2010, reconoce un derecho específico de las mujeres a vivir una vida sin violencia, no restringida a la violencia que sufren a manos de sus parejas. La norma en relación con el feminicidio, maneja dos términos, el de violencia feminicida y el de feminicidio como tipo penal. En adición, reconoce el feminicidio agravado y el suicidio feminicida.

			Perú, mediante la Ley 29819, que modifica el artículo 107 del Código Penal, incorpora el feminicidio en el año 2011. Así, el artículo 107 regula conjuntamente el parricidio y el feminicidio, y delimita este último como un feminicidio íntimo, englobando al cónyuge, conviviente o persona con quien la mujer haya mantenido relación análoga de afectividad.

			Nicaragua, al aprobar la Ley integral contra la violencia hacia las mujeres y de reforma a la Ley 641 (Código Penal), en el año 2012, reconoce el femicidio como tipo penal específico en el marco de una ley que está dirigida a garantizar a las mujeres una vida libre de violencia, entendida ésta en sentido amplio, es decir, violencia ejercida contra la mujer por el hecho de ser mujer.

			Como sabemos, nuestro país en el año 1995 aprobó la Ley contra la violencia de la mujer y la familia, derogada por la Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, publicada en el Suplemento del 175, de 05 de febrero del 2018 y, desde el 10 de agosto del 2014, con la entrada en vigor del Código Orgánico Integral Penal, cuenta con el tipo penal de femicidio.

			Resolución del Consejo de la Judicatura respecto al delito de femicidio - Medidas de protección:

			La Resolución del Pleno del Consejo de la Judicatura No. 109A-2018, publicada en el Registro Oficial No. 396, de 28 de diciembre del 2018, resolvió declarar como prioridad la atención, investigación, sustanciación y resolución de las infracciones de violencia contra las mujeres y femicidios que ingresen a la Función Judicial.

			Esta resolución es de obligatorio cumplimiento para todos los servidores de la Función Judicial, con énfasis en aquellas personas que atienden o se relacionen con las víctimas de violencia contra las mujeres, en especial, jueces, fiscales y defensores públicos, médicos, psicólogos, trabajadoras y trabajadores sociales, ayudantes judiciales y secretarios de fiscalía y judicatura (Art. 3).

			Como punto medular, determina que, para la solicitud y otorgamiento de las medidas de protección, se observarán los principios de celeridad y economía procesal, por tanto, el tiempo máximo para la entrega de las medidas de protección y revisión de las medidas administrativas inmediatas de protección a las víctimas de violencia contra las mujeres, es de dos horas, desde la realización del sorteo, hasta la entrega de las medidas a la usuaria o usuario. El incumplimiento de esta disposición podrá dar lugar a infracciones disciplinarias (Art. 6).

			Fiscalía General del Estado

			(Ver Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses // Principio de oportunidad)

			Este sujeto procesal principal y único titular de la acción penal pública, es el encargado de dirigir la investigación preprocesal y procesal penal e intervenir hasta la finalización del proceso penal, conforme consta en el artículo 442 del Código Orgánico Integral Penal.

			Régimen constitucional: La Fiscalía General del Estado es un órgano autónomo de la Función Judicial, único e indivisible, funciona de forma desconcentrada y tiene autonomía administrativa, económica y financiera. La o el Fiscal General del Estado es su máxima autoridad y representante legal y actúa con sujeción a los principios constitucionales, derechos y garantías del debido proceso (Constitución de la República: Art. 194).

			Principios de actuación: La Fiscalía actúa ejerciendo sus atribuciones bajo los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas; de ahí que el sistema de protección de víctimas y testigos y otros participantes del proceso penal, esté bajo su dirección (Constitución: Arts. 195 y 198).

			Régimen del Código Orgánico de la Función Judicial: En este cuerpo normativo, en su artículo 282, se contemplan las funciones de la Fiscalía General del Estado, como órgano autónomo de la Función Judicial, determinándose entre otras que:

			- Dirige, coordina y supervisa las funciones de intercambio de la información y pruebas sobre nacionales o extranjeros implicados en delitos cometidos en el exterior, cuando así lo prevean los acuerdos y tratados internacionales.

			- Dirige y coordina el Sistema Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, que cuenta con la ayuda de organismos gubernamentales y no gubernamentales con el fin de establecer, de manera técnica y científica, procedimientos estandarizados para la práctica de pericias.

			- Organiza y dirige el sistema de protección de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal.

			Actuaciones generales de la Fiscalía: La Fiscalía actúa única y exclusivamente en los delitos de acción pública, ejerciendo las siguientes atribuciones:

			
					Organizar y dirigir el Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses.

					Dirigir el Sistema de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso.

					Expedir, en coordinación con las entidades que apoyan al Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o con el organismo competente en materia de tránsito, los manuales de procedimiento y normas técnicas para el desempeño de las funciones investigativas.

					Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor protección (Art. 443 del COIP).

			

			Atribuciones específicas de los fiscales:

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, son atribuciones específicas de los fiscales, las siguientes:

			1. Denuncias: Recibir denuncias escritas o verbales en los delitos en los que procede el ejercicio público de la acción.

			2. Reconocimiento del lugar de los hechos: Reconocer los lugares, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos con la intervención del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o personal competente en materia de tránsito, conforme con lo dispuesto en el COIP.

			3. Decidir el inicio del proceso penal y acusar de ser el caso: Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber mérito o abstenerse del ejercicio público de la acción.

			4. Diligencias periciales investigativas: Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o al personal competente en materia de tránsito, la práctica de diligencias tendientes al esclarecimiento del hecho, salvo la recepción de la versión del sospechoso.

			5. Supervisión de las investigaciones: Supervisar las disposiciones impartidas al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o a la autoridad competente en materia de tránsito.

			6. Recepción de versiones: Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los hechos o de aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores.

			7. Pedido de testimonios anticipados: Solicitar al juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades previstas en el COIP, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			8. Restricción de la libertad ambulatoria: Impedir, por un tiempo no mayor de ocho horas, que las personas cuya información sea necesaria, se ausenten del lugar, en la forma establecida en el COIP.

			9. Actuación en flagrancia: Disponer que la persona aprehendida en delito flagrante sea puesta a órdenes del órgano judicial correspondiente, a fin de que resuelva su situación jurídica dentro de las veinticuatro horas desde que ocurrió la aprehensión.

			10. Ordenar de la identificación del sospechoso: Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o autoridad competente en materia de tránsito, la identificación del sospechoso o de la persona procesada cuando la víctima o los declarantes no conozcan su nombre y apellido pero aseguren que la identificarían si vuelven a verla, de acuerdo con las disposiciones previstas en el COIP.

			11. Solicitar medidas cautelares y de protección: Solicitar al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento del derecho. Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas medidas, cuando estime que la investigación practicada ha permitido desvanecer los indicios que las motivaron.

			12. Ordenar las pericias de los indicios del delito - Cadena de custodia: Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido levantados en la escena del hecho, garantizando la preservación y correcto manejo de las evidencias.

			13. Aplicar el principio de oportunidad.

			14. Posibilidad de uso de la fuerza pública: El denunciante o cualquier persona que, a criterio del fiscal, deba cooperar para el esclarecimiento de la verdad, tendrá que comparecer ante la Fiscalía para la práctica del acto procesal respectivo. En caso de incumplimiento, el fiscal podrá solicitar la comparecencia con el uso de la fuerza pública (Art. 444 del COIP).

			Fuero de Corte Nacional o Provincial

			En aplicación del Código Orgánico de la Función Judicial, se deben tener en cuenta las siguientes directrices:

			1. Fuero de Corte Nacional:

			1.1 Fuero por delitos de acción pública: Los Jueces de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia conocerán las acciones que, por delitos de acción pública, se sigan contra de:

			
					El Presidente o la Presidenta de la República.

					El Vicepresidente o la Vicepresidenta de la República.

					Los Asambleístas.

					Los Consejeros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.

					Los Jueces de la Corte Nacional de Justicia.

					Los Vocales del Consejo de la Judicatura.

					El Defensor o Defensora del Pueblo.

					La o el Contralor General del Estado.

					El o la Fiscal General del Estado.

					La Defensora o el Defensor Público General.

					El Procurador o la Procuradora General del Estado.

					Los Ministros y Secretarios de Estado.

					El Secretario o Secretaria General de la Administración Pública.

					Los Superintendentes.

					Los Consejeros del Consejo Nacional Electoral.

					Los Jueces del Tribunal Contencioso Electoral.

					Los Jueces de las Cortes Provinciales, y

					Los suplentes de estas autoridades, cuando estuvieren subrogándolos.

			

			Reglas del juzgamiento:

			1. Será competente para conocer la indagación previa, la instrucción fiscal y sustanciar la etapa intermedia, una jueza o juez, designados por sorteo.

			2. Los recursos de apelación y de nulidad serán conocidos por tres jueces constituidos en Tribunal, designados por sorteo.

			3. La etapa del juicio será conocida por tres juezas o jueces, constituidos en Tribunal, designados por sorteo.

			4. El recurso de casación será conocido por tres juezas o jueces, constituidos en Tribunal, designados por sorteo; y,

			5. Para conocer el recurso de revisión, serán competentes tres juezas o jueces que no hubieren intervenido en la causa, conformados en Tribunal; de ser necesario, se designarán tantos conjueces como haga falta, por sorteo.

			En estos casos de fuero de Corte Nacional, la investigación preprocesal y procesal penal, estarán a cargo del Fiscal General del Estado. La investigación pre procesal y procesal en contra del Fiscal General, corresponderá al Fiscal General Subrogante.

			En los casos de violencia intrafamiliar, no se reconoce fuero especial considerando el procedimiento expedito y la intervención oportuna requerida (Art. 192 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			1.1 Fuero por delitos de acción privada:

			La Sala de lo Penal conocerá de las acciones que se sigan contra las personas sujetas a fuero de Corte Nacional de Justicia por delitos de acción privada y colusorios. Se observarán las siguientes reglas:

			1. La primera instancia será sustanciada por una jueza o juez de la Sala Penal designada o designado por sorteo.

			2. Los recursos de apelación serán conocidos por tres jueces constituidos en Tribunal, designados por sorteo; y,

			3. El recurso de casación será conocido por otras tres jueces de la Sala Penal, constituidos en Tribunal, designados por sorteo.

			En los casos de violencia intrafamiliar no se reconoce fuero especial considerando el procedimiento expedito y la intervención oportuna requerida (Art. 194 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			2. Fuero de Corte Provincial:

			A las salas de las Cortes provinciales les corresponde conocer, en primera y segunda instancia, toda causa penal y de tránsito que se promueva contra las personas que se sujetan a fuero de Corte Provincial, a saber:

			
					Las Gobernadoras y los Gobernadores.

					La Gobernadora o el Gobernador Regional.

					Las Prefectas o los Prefectos.

					Las Alcaldesas y los Alcaldes.

					Las y los Intendentes de Policía.

					Las juezas y jueces de los tribunales y juzgados.

					El Jefe del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas.

					El Comandante General del Ejército.

					El Comandante General de la Marina.

					El Comandante General de la Fuerza Aérea; y,

					El Comandante General de la Policía.

			

			En estos casos de fuero de Corte Provincial, la investigación preprocesal y procesal penal, así como el ejercicio de la acción penal, estarán a cargo los Fiscales Provinciales (Numeral 2 del Art. 208 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Fuerza irresistible

			(Ver causas de exclusión de la conducta punible)

			La fuerza irresistible es aquella presión que imposibilita a un sujeto, desde en punto de vista objetivo y lógico, para poder tomar una decisión en relación con sus acciones u omisiones. Para calificar a la fuerza irresistible, es menester que se realice un ejercicio comparativo entre la acción u omisión que cualquier individuo, en situaciones normales, habría ejecutado. La doctrina identifica a la fuerza irresistible como la vis física absoluta, que implicará la ausencia de una conducta de relevancia penal, dado que elimina el elemento volitivo del sujeto.

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de las causas de exclusión de la conducta, determina que no serán penalmente relevantes los resultados dañosos o peligroso resultantes, entre otros, de fuerza física irresistible (Art. 24 del COIP).

			G

			Ganzúa

			En el ex Código Penal, se hablaba de ganzúas en ciertos delitos contra la propiedad y, dentro de las varias definiciones, se delimitó a la ganzúa como todo gancho, corchete, llave maestra, llave imitada, falsificada o alterada; las llaves no destinadas por el propietario, locatario, posadero o fondista a las chapas, candados o cerraduras a que el culpado las hubiere aplicado; y, las llaves perdidas, extraviadas o sustraídas que sirvieron para cometer el acto delictivo (ex Código Penal: Art. 600).

			El Código Orgánico Integral Penal no define a la ganzúa y tampoco se refiere a su empleo en los delitos contra el derecho a la propiedad. Solamente existe una referencia a las ganzúas en uno de los casos de las faltas gravísimas que pueden cometer las personas privadas de su libertad en el respectivo centro, cuando porten o fabriquen llaves maestras o ganzúas (Numeral 1 del Art. 724 del COIP).

			H

			Hábeas corpus

			Régimen constitucional: La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se encuentra privado de ella en forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de la libertad.

			Autoridad competente y procedimiento: Inmediatamente de interpuesta la acción, el Juez convocará a una audiencia que deberá realizarse en las 24 horas siguientes, en la que se deberá presentar la orden de detención con las formalidades de ley y las justificaciones de hecho y de Derecho que sustenten la medida.

			El Juez ordenará la comparecencia de la persona privada de la libertad, de la autoridad a cuya orden se encuentre, del defensor público y de quien haya dispuesto o provocado, según el caso. De ser necesario, la audiencia se realizará en el lugar donde ocurra la privación de la libertad.

			El Juez resolverá dentro de las 24 siguientes a la finalización de la audiencia. En caso de privación ilegítima o arbitraria, se dispondrá la libertad. La resolución que ordene la libertad se cumplirá de forma inmediata.

			En caso de verificarse cualquier tortura, trato inhumano, cruel o degradante, se dispondrá la libertad de la víctima, su atención integral y especializada y la imposición de medidas alternativas a la privación de la libertad, cuando fuere aplicable.

			Actuación de la Corte Provincial de Justicia: Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, el recurso se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia (Constitución de la República: Art. 89).

			Según la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se debe tener en cuenta que la acción de hábeas corpus tiene por objeto proteger la libertad, la vida, la integridad física y otros derechos conexos de la persona privada o restringida de libertad, por autoridad o por cualquier persona, tales como:

			
					A no ser privada de la libertad en forma ilegal, arbitraria o ilegítima, protección que incluye la garantía de que la detención se haga siempre por mandato escrito y motivado de juez competente, a excepción de los casos de flagrancia;

					A no ser exiliada forzosamente, desterrada o expatriada del territorio nacional;

					A no ser desaparecida forzosamente;

					A no ser torturada, tratada en forma cruel, inhumana o degradante;

					A que, en caso de ser una persona extranjera, incluso antes de haber solicitado refugio o asilo político, no ser expulsada y devuelta al país donde teme persecución o donde peligre su vida, su libertad, su integridad y su seguridad;

					A no ser detenida por deudas, excepto en el caso de pensiones alimenticias;

					A la inmediata excarcelación de la persona procesada o condenada, cuya libertad haya sido ordenada por un juez competente;

					A la inmediata excarcelación de la persona procesada cuando haya caducado la prisión preventiva por haber transcurrido seis meses en los delitos sancionados con prisión y de un año en los delitos sancionados con reclusión;

					A no ser incomunicada o sometida a tratamientos vejatorios de su dignidad humana; y,

					A ser puesta a disposición del juez o tribunal competente inmediatamente y no más tarde de las veinticuatro horas siguientes a su detención (Art. 43 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional).

			

			Reglas generales del trámite de la acción de hábeas corpus:

			La acción de hábeas corpus, en lo que no fueren aplicables las normas generales, se regirá por el siguiente trámite:

			1. La acción puede ser interpuesta ante cualquier juez del lugar donde se presuma está privada de libertad la persona. Cuando se desconozca el lugar de privación de libertad, se podrá presentar la acción ante el juez del domicilio del accionante. Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, la acción se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia, de haber más de una sala, se sorteará entre ellas.

			2. Dentro de las 24 horas siguientes a la presentación de la acción, el juez dirigirá y realizará la audiencia, en la que se deberán presentar las justificaciones de hecho y de Derecho que sustentan la medida privativa de libertad. El juez deberá ordenar la comparecencia de la persona privada de la libertad y de la autoridad a cuya orden se encuentre la persona y el defensor público. De considerarlo necesario el juez, la audiencia se realizará en el lugar donde ocurre la privación de la libertad.

			3. El juez dictará sentencia en la audiencia y, dentro de las 24 horas después de finalizada, notificará la resolución por escrito a las partes.

			4. Procede la apelación de conformidad con las normas comunes a las garantías jurisdiccionales. Cuando la privación haya sido dispuesta en la Corte Provincial de Justicia, se apelará ante la Presidenta o Presidente de la Corte Nacional; y, cuando hubiere sido dispuesta por la Corte Nacional de Justicia, se apelará ante cualquier otra sala que no ordenó la prisión preventiva (Art. 44 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional).

			Resoluciones relevantes de la Corte Constitucional con relación al hábeas corpus:

			- La Corte Constitucional en su Resolución No. 17, publicada en el Documento Institucional de 10 de enero del 2018, dispone la interpretación condicionada del Art. 44 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en los siguientes términos:

			a) La garantía jurisdiccional de hábeas corpus protege 3 derechos que pueden ser alegados de forma individual o conjunta por los accionantes: libertad, vida e integridad física.

			b) En este sentido, cuando se alegue la vulneración de cualquiera de estos tres derechos, cuando no existe proceso penal, o a su vez, cuando el mismo hubiese concluido sin resolución de un recurso pendiente, es decir, se encuentre en ejecución la sentencia, se entenderá que es competente para el conocimiento del referido hábeas corpus, cualquier juez del lugar donde se presuma está privada de libertad la persona.

			c) Cuando se desconozca el lugar de privación de libertad, se podrá presentar la acción ante el juez del domicilio del accionante.

			- La Sentencia No. 017-18-SEP-CC, Caso No. 0513-16-EP, de 10 de enero del 2018, entre las normas constitucionales tratadas está la acción de hábeas corpus, la integridad física, psíquica, moral y sexual, el derecho a la salud, la necesidad de brindar cuidado especializado a los grupos de atención prioritaria establecidos en la Constitución, el derecho a la inviolabilidad de la vida y los derechos de libertad.

			De este fallo, nos permitimos hacer el siguiente análisis:

			a) Síntesis del hecho

			Jorge Ordóñez Talavera interpuso acción extraordinaria de protección en contra de las sentencias de apelación y de instancia dictadas por la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de Cotopaxi y por la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Latacunga, respectivamente, órganos jurisdiccionales que negaron su acción de hábeas corpus propuesta en contra del Director del Centro de Rehabilitación de Latacunga y del Comandante de Policía de Cotopaxi.

			Ordóñez Talavera señala, en resumen, que los juzgadores no analizaron las pruebas de las lesiones en su ojo (mantuvo un perdigón inserto en su cavidad ocular) y espalda causadas por agentes de policía (encapuchados), pruebas que además verificaron que se lo mantuvo con la misma ropa por más de un mes, no se le suministró un colchón ni cobijas en una celda de máxima seguridad. En adición, se engañó a su madre respecto a su situación médica y la urgencia que precisaba de tratamiento. Tal fue la contradicción de la primera decisión, que, aunque negó la existencia de torturas y tratos inhumanos, a renglón seguido, ordenó que se le prestara atención médica en un plazo no mayor a 8 días.

			b) Identificación del problema jurídico y razonamiento principal de la Corte Constitucional

			El problema jurídico que la Corte se plantea, parte del cuestionamiento de si los fallos en los cuales se rechazó el hábeas corpus propuesto, vulneraron o no el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República.

			A criterio del órgano de justicia constitucional, tanto la Corte Provincial de Justicia de Cotopaxi como la Unidad Judicial Penal, no motivaron de manera adecuada sus decisiones, puesto que su parte resolutiva no provino de una consecuencia lógica entre los hechos puestos a su conocimiento, con las disposiciones normativas constitucionales y legales, y la jurisprudencia constitucional e internacional en materia de derechos humanos aplicable al caso.

			Hace notar que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en el artículo 4 numeral 9, respecto a la motivación, señala que los jueces tienen la obligación de fundamentar adecuadamente sus decisiones a partir de las reglas y principios que rigen la argumentación jurídica. En particular, tienen la obligación de pronunciarse sobre los argumentos y razones relevantes expuestas durante el proceso por las partes y los demás intervinientes en el proceso.

			c) Ratio decidendi

			Se aceptó la acción de extraordinaria de protección y en efecto se declaró, entre otros, la vulneración del derecho al debido proceso en su garantía de la motivación, establecido en el artículo 76 numeral 7 literal l) de la Constitución de la República, tanto de la sentencia emitida el 5 de febrero de 2016 por la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Cotopaxi, como de la sentencia de 18 de enero de 2016, pronunciada por la Unidad Judicial Penal con sede en Latacunga.

			Esto operó porque los órganos jurisdiccionales desconocieron la finalidad del hábeas corpus y de cómo, a partir de la Constitución del 2008, se efectuaron ciertas innovaciones para dotarle de mayor cobertura, como así consta en el artículo 89 de la CE, en concordancia con el numeral 1 del artículo 44 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que en definitiva suponen que la acción de hábeas corpus no solo protege aspectos relacionados con la privación ilegítima de la libertad de una persona, sino que su ámbito de protección se hace extensivo a aspectos relacionados con los derechos a la vida y la integridad física de las personas.

			Opinión consultiva OC-8/87 de 30 de enero de 1987 - Hábeas corpus bajo suspensión de garantías de la Convención Americana sobre Derechos Humanos:

			La Comisión Interamericana de Derechos Humanos formuló una consulta a la Corte Interamericana con relación a si el recurso de hábeas corpus, cuyo fundamento jurídico se encuentra en los artículos 7.6 (derecho a la libertad personal y derecho a comparecer ante autoridad judicial para que decida acerca de la legalidad de la privación de libertad) y 25.1 (protección judicial sencilla y rápida) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es una de las garantías judiciales que, de acuerdo con la parte final del párrafo 2 del artículo 27 de la norma internacional (situaciones de emergencia), no puede ser suspendido por un Estado parte.

			El problema jurídico surgió, porque habían Estados en los cuales, en situaciones de emergencia, se suspendía la protección que brinda el hábeas corpus, habiéndose llegado al extremo de promulgarse legislación especial que avalara detenciones o incomunicaciones durante un tiempo prolongado, sin que las personas sometidas a la privación de su libertad ambulatoria pudieran hacer uso de la acción de hábeas corpus.

			La pregunta central fue entonces ¿Pueden los Estados parte suspender el hábeas corpus en estados de excepción o emergencia?

			Para contestarla, los argumentos centrales de la Corte Interamericana fueron los siguientes:

			1. Si bien la suspensión de garantías puede ser, en algunas ocasiones, el único camino para enfrentar situaciones de emergencia o preservar valores propios de la sociedad democrática, el espíritu de la Convención es evitar cualquier tipo de abuso que menoscabe de forma injustificada y desproporcional los derechos, ergo, la suspensión de derechos carece de toda legitimidad cuando se la usa para atentar contra el sistema democrático, es decir, hay límites infranqueables respecto a la protección de ciertos derechos fundamentales.

			No en vano algunos de los derechos que bajo ningún supuesto pueden suspenderse son el derecho a la vida (Art. 4), el derecho a la integridad personal (Art. 5), la prohibición de esclavitud y servidumbre (Art. 6), entre otros.

			2. Si bien la libertad personal puede ser suspendida temporalmente en circunstancias excepcionales, solo el hábeas corpus le permitiría a un juez comprobar si la orden de arresto se sujetó al debido criterio de razonabilidad. Asumir lo contrario sería atribuir al poder ejecutivo las funciones del poder judicial, lo cual trastoca las aristas básicas en las cuales se asienta el Estado de Derecho.

			3. Hay derechos que no pueden ser vulnerados bajo ningún supuesto, y las garantías de esos derechos además de indispensables, deben ser de índole judicial, en otras palabras, deben contar con el monitoreo directo de una autoridad que, mediante un proceso, pueda tomar una decisión imparcial.

			4. El hábeas corpus, cuyo procedimiento justamente exige la presentación del detenido, podría evitar que la persona que fue detenida durante un estado de excepción, se vea sometida a actos que atenten contra su vida, llegue a desaparecer o sea victima de torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, conforme la experiencia histórica de Latinoamérica lo ha demostrado.

			5. Los ordenamientos jurídicos que autoricen de forma explícita o implícita la suspensión del procedimiento de hábeas corpus en situaciones de emergencia, deben considerarse incompatibles con las obligaciones internacionales derivadas de la Convención.

			Homicidio

			(Ver Delitos contra la inviolabilidad de la vida // Homicidio culposo por mala práctica profesional)

			Se configura el delito de homicidio cuando existe la intención positiva de dar la muerte, pero sin ninguna de las circunstancias constitutivas de figuras más graves, como ocurre en el Código Orgánico Integral Penal, con el asesinato descrito en su artículo 140.

			De esta forma el homicidio simple o genérico en el COIP, es sancionado con la pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 144)

			Clasificación del homicidio:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, existen tres figuras del homicidio: Su forma genérica (dar la muerte a otra persona) que implica una conducta dolosa y, además, dos modalidades de homicidios culposos: el homicidio culposo general y el homicidio culposo por mala práctica profesional.

			a) Homicidio culposo general: La persona que por culpa mate a otra, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Con la misma pena será sancionado el funcionario público que, inobservando el deber objetivo de cuidado, haya otorgado permisos, licencias o autorizaciones para la construcción de obras civiles que hubieren perecido, y que como consecuencia de ello se haya ocasionado la muerte de una o más personas (Art. 145 del COIP).

			b) Homicidio culposo por mala práctica profesional: Art. 146 del COIP y Resolución del Pleno de la Corte Nacional de Justicia, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 246, de lunes 15 de mayo del 2014.

			Homicidio culposo por mala práctica profesional

			(Ver delitos contra la inviolabilidad de la vida // Deber objetivo de cuidado//Riesgo permitido)

			EL Código Orgánico Integral Penal crea esta figura delictiva, que requirió de una interpretación por parte del Pleno de la Corte Nacional de Justicia, según el texto publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 246, de lunes 15 de mayo del 2014.

			Figura genérica: Se entiende que hay homicidio culposo por mala práctica profesional y se sancionará con la pena privativa de libertad de uno a tres años, cuando una persona, al infringir un deber objetivo de cuidado en el ejercicio o práctica de su profesión, ocasiona la muerte de otra.

			Para la determinación de la infracción al deber objetivo de cuidado se deberá observar lo siguiente:

			
					La mera producción del resultado no configura infracción al deber objetivo de cuidado.

					La infracción del deber objetivo de cuidado se produce por la inobservancia de leyes, reglamentos, ordenanzas, manuales, reglas técnicas o lex artis aplicables a la profesión.

					El resultado dañoso debe provenir directamente de la infracción al deber objetivo de cuidado y no de otras circunstancias independientes o conexas.

					Se analizará en cada caso la diligencia, el grado de formación profesional, las condiciones objetivas, la previsibilidad y evitabilidad del hecho.

			

			Figura agravada:

			La persona será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años, si la muerte se produce por haber infringido el deber objetivo de cuidado a través de acciones innecesarias, peligrosas e ilegítimas (Art. 146 del COIP).

			Téngase presente que, en ambas figuras, se establece además la pena de inhabilitación profesional; sin embargo, el tipo no establece el tiempo, sino que se limita a indicar que el proceso de habilitación para volver a ejercer la profesión, luego de cumplida la pena, “será determinado por la ley”. Esto transgrede el artículo 65 del COIP relativo a la pena de inhabilitación para el ejercicio de una profesión, arte u oficio, puesto que, por lógica, exige que el tiempo sea establecido en cada tipología, como en efecto acontece, por ejemplo, con el prevaricato.

			Hurto

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad // Robo)

			Definición: Comete delito de hurto según el Código Orgánico Integral Penal, la persona que sin ejercer violencia, amenaza o intimidación en la persona o fuerza en las cosas, se apodere ilegítimamente de cosa mueble ajena. Esta conducta lesiva se sanciona con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			El lector deberá tener en cuenta que, si el delito se comete sobre bienes públicos, se impondrá el máximo de la pena prevista aumentada en un tercio.

			Así como se señaló el ex Código Penal, para la determinación de la pena, se considerará el valor de la cosa al momento del apoderamiento (Art. 196 del COIP).

			Modalidades de hurto:

			El Código Orgánico Integral Penal, contempla dos formas de hurto y que han sido construidas como delitos propios, a saber:

			1. Hurto de bienes de uso policial o militar: El servidor policial o militar que hurte material bélico como armas, municiones, explosivos o equipos de uso policial o militar, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			En el caso de hurto de medicinas, vestuario, víveres u otras especies que afecten al desenvolvimiento de la Policía Nacional o las Fuerzas Armadas, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 197 del COIP).

			2. Hurto de lo requisado: El servidor policial o militar que, al haber practicado requisiciones, se apropie de los bienes requisados, será sancionado con el máximo de la pena prevista para este delito (Art. 198 del COIP).

			Contravención de hurto:

			Nuestra norma penal registra una contravención de hurto, mediante la cual determina que cuando lo hurtado no supera el cincuenta por ciento de un salario básico unificiado del trabajador en general, la persona será sancionada con la pena privativa de libertad de quince a treinta días (Art. 209 del COIP).

			I

			Identificación de sospechosos

			(Ver Prueba Material // Pericia)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, cuando no sea posible identificar por otros medios a una persona investigada y sea necesaria la identificación por parte de la víctima o un tercero, se procederá observando las siguientes reglas:

			1. Autoridad conductora: Es el fiscal quien dirigirá el reconocimiento.

			2. Derecho a la defensa: La persona por identificar, tendrá derecho a contar con un defensor público o privado.

			3. Rueda o fila de reconocimiento: La persona por identificar será puesta entre un mínimo de diez personas de similares características.

			4. Separación de ambientes: La víctima o la persona que cumpla el reconocimiento deberá permanecer en un lugar separado antes y después de la diligencia. No podrá presenciar la formación o ruptura de la fila que se reconoce.

			5. Inaccesibilidad al investigado: Ninguna persona podrá ver al investigado en circunstancia alguna que permita a este identificarlo. Si son varias las personas que deban realizar esta diligencia no podrán ver a los investigados que integran la fila y efectuarán el reconocimiento una por una.

			6. Desconocimiento para evitar inducción: El fiscal encargado del reconocimiento en la fila, así como el agente encargado de escoltar a cada una de las personas que deban realizarlo, no deberán saber quién es el investigado ni podrán comunicar a las otras personas que deban cumplirlo.

			7. Medios apropiados - Cámara de Gesell: En la diligencia se utilizarán medios técnicos adecuados que eviten la exposición de la víctima con el investigado. De ser posible, todos los reconocimientos se los hará a través de la cámara de Gesell, sujetos al debido proceso.

			8. Fotografías o videos: Si la identificación se realiza mediante fotografías o vídeos, se presentarán e incorporarán en la audiencia de juzgamiento (Art. 466 del COIP).

			Imprudencia

			(Ver Culpa // Deber objetivo de cuidado)

			Delito culposo: El tipo imprudente equivale al tipo culposo, mediante el cual se produce una lesión a un bien jurídico protegido, lesión que no es querida pero sí imputable a la inobservancia del cuidado debido.

			El Código Orgánico Integral Penal determina que actúa con culpa la persona que infringe el deber objetivo de cuidado que personalmente le corresponde, produciendo un resultado dañoso. Esta conducta será punible, cuando se encuentre tipificada como infracción por la ley (Art. 27 del COIP).

			Imputabilidad

			(Ver Culpabilidad o imputación personal // Procesado // Inexigibilidad -Inimputabilidad)

			Hablar de imputabilidad nos remite a la posibilidad de hacer el juicio de reproche a quien adecua su conducta a un tipo penal específico. En nuestra legislación es imputable quien, al cumplir la mayoría de edad, comete el delito con consciencia y voluntad. El Código Orgánico Integral Penal prescribe que para que una persona sea considerada como responsable penalmente, deberá ser imputable y actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta (Art. 34 del COIP).

			El COIP, antes de la reforma del 2019, contempló una sola causa de inculpabilidad, que fue el caso de las personas con trastorno mental debidamente comprobado (Art. 35 del COIP).

			Con el cambio normativo, se agrega al error de prohibición invencible que se configura, según el Art. 35.1, cuando la persona, por error o ignorancia invencibles, no pudo prever la ilicitud de la conducta.

			En el caso de los menores de dieciocho años, se mantiene la regla de que se someten a las directrices del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (Art. 38 del COIP).

			Imputado

			(Ver Procesado)

			Desde la Disposición General Tercera de la Ley reformatoria al ex Código de Procedimiento Penal (Ls/n. RO-S 555: 24-mar-2009), se dispuso la sustitución de la palabra “imputado” por “procesado”. Lo propio se observa en la Disposición Reformatoria Primera del Código Orgánico Integral Penal que, en su numeral 5, determina que se deberá sustituir en todas las disposiciones del ordenamiento jurídico nacional en las que diga “imputado” por “procesado” y, en las que diga “imputados”, por “procesados”.

			Incesto

			(Ver Violación incestuosa)

			La Asamblea Nacional, dentro del proyecto de reforma al COIP remitido al Ejecutivo (septiembre 2019), propuso la tipificación de la violación incestuosa (Art. 171.1) a continuación del delito de violación, en los siguientes términos:

			La persona que viole a un pariente que sea ascendiente, descendiente o colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de la víctima, será sancionada con el máximo de la pena privativa de libertad prevista en el artículo anterior (veintidós años).

			Paratipo penal: Si se produce la muerte de la víctima, se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			In dubio pro reo

			(Ver Principio de Favorabilidad // Interpretación en materia penal)

			Definición: El in dubio pro reo es una locución latina que expresa el principio jurídico de que, en caso de duda, se favorecerá o beneficiará al procesado.

			Este principio se reconoce como parte del derecho a la legalidad penal contenido en el artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de forma que a nadie se le puede imponer una pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito y, si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficia de ello.

			Dentro de la Jurisprudencia más relevante de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, encontramos al caso Vélez Loor vs. Panamá, en cual se discutió la ley panameña que dispuso que los extranjeros condenados a la deportación que eludieran la pena, permaneciendo en el país clandestinamente, o la burlaran regresando a él, estarían dedicados a trabajos agrícolas en la Colonia Penal de Coiba por dos años, y obligados a salir del país al cumplirse este término.

			Si bien esa ley al momento en que la Corte resolvió la causa había sido derogada, se estimó que violó el artículo 9 de la Convención, debido a la aplicación de una sanción más gravosa a la prevista en la ley de la materia, lo que generó que el Estado castigara una ofensa administrativa (un asunto migratorio) con una sanción penal.

			Si nos referimos a la directriz de que si la ley con posterioridad a la comisión del delito dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello, la encontramos aplicada por la Corte Interamericana en el caso Ricardo Canese vs. Paraguay, puesto que los tribunales paraguayos condenaron al señor Canese por calumnias y lo sentenciaron a prisión en cumplimiento de las leyes penales pertinentes; sin embargo, un año después entró en vigor un nuevo Código Penal que disminuyó las penas mínimas y máximas para el delito de difamación y estableció la multa como sanción alternativa a la pena de prisión.

			En este hilo, de acuerdo con la Corte, los tribunales debían comparar los aspectos más favorables de la misma aplicables al caso concreto y determinar si se debía reducir las penas impuestas al señor Canese o si se debía aplicar solamente la pena de multa.

			Otras sentencias a las cuales el lector se puede remitir son:

			- Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999.

			- Cantoral Benavides vs. Perú. Sentencia de 18 de agosto de 2000.

			- Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Sentencia de 2 de febrero de 2001.

			- Fermín Ramírez vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005.

			- Palamara Iribarne vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005.

			- García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005.

			- Goiburú y otros vs. Paraguay. Sentencia de 22 de septiembre de 2006.

			- La Cantuta vs. Perú. Sentencia de 29 de noviembre de 2006.

			- Kimel vs. Argentina. Sentencia de 2 de mayo de 2008.

			- Yvon Neptune vs. Haití. Sentencia de 6 de mayo de 2008.

			- Ramírez vs. Venezuela. Sentencia de 20 de noviembre de 2009; y,

			- Gomes Lund y otros vs. Brasil. Sentencia de 24 de noviembre de 2010.

			Es menester indicar que la duda en el ámbito del Derecho Penal puede presentarse en dos momentos:

			1. Duda normativa - Contradicción de normas o conflicto de leyes: Esta contradicción o conflicto entre dos normas penales obliga a aplicar la menos rigurosa, aún cuando su promulgación sea posterior a la infracción, es decir, en caso de duda respecto al contenido de la ley, se la aplica en el sentido más benévolo al reo (Constitución de la República: Art. 76 Num. 5). Así, el COIP subsume este derecho en el “Principio de Favorabilidad” (Numeral 2 del Art. 5 del COIP).

			En adición, en el numeral 2 de su artículo 16, prescribe que se aplicará la ley penal posterior más benigna sin necesidad de petición, de preferencia sobre la ley penal vigente al tiempo de ser cometida la infracción o dictarse sentencia.

			2. Duda fáctica o sobre los hechos - Falta de certeza de la culpabilidad: El segundo momento en que se podría generar una falta de certeza, se refiere a los hechos y circunstancias que se presentan al órgano jurisdiccional para dictar sentencia, de ahí que si no se llega a comprobar conforme a Derecho la existencia de la infracción y la responsabilidad del acusado, o si existe una duda sobre tales hechos, se debe dictar una sentencia absolutoria.

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los principios rectores del proceso penal, determina que el principio del in dubio pro reo o de duda a favor del reo, se limita justamente a este caso, en el cual el juzgador no tiene el debido convencimiento acerca de la culpabilidad de la persona procesada, más allá de toda duda razonable, evento en el cual debe dictar una sentencia que ratifique su inocencia (Numeral 3 del Art. 5 el COIP).

			Indagación previa - Investigación previa

			(Ver Etapas del proceso penal // Información de circulación restringida)

			El Código Orgánico Integral Penal, respecto a esta fase preprocesal que la llama como “Investigación Previa”, señala lo siguiente:

			Finalidades de la investigación previa:

			En la fase de investigación previa se reunirán los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan al fiscal decidir si formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitará al investigado preparar su defensa.

			Las diligencias investigativas practicadas por el fiscal, con la cooperación del personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrán por finalidad determinar si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la existencia del daño causado, o a su vez, desestimar estos aspectos (Art. 580 del COIP).

			Principio de reserva de las investigaciones:

			Las actuaciones de la Fiscalía, del juzgador, del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, la Policía Nacional, y de otras instituciones que intervienen en la investigación previa, se mantendrán en reserva, sin perjuicio del derecho de la víctima y de las personas a las cuales se investiga y de sus abogados a tener acceso inmediato, efectivo y suficiente a las investigaciones, cuando lo soliciten.

			Cuando el personal de las instituciones mencionadas, los peritos, traductores, intérpretes, que han intervenido en estas actuaciones, divulguen o pongan de cualquier modo en peligro el éxito de la investigación o las difundan, atentando contra el honor y al buen nombre de las personas en general, serán sancionados conforme con lo previsto en el COIP (Art. 584 del COIP).

			Formas de conocer los delitos:

			Sin perjuicio de que el fiscal inicie la investigación, la noticia sobre una infracción penal podrá llegar a su conocimiento por:

			1. Denuncia: Cualquier persona podrá denunciar la existencia de una infracción ante la Fiscalía, Policía Nacional o personal del Sistema integral o autoridad competente en materia de tránsito. Los que directamente pondrán de inmediato en conocimiento de la Fiscalía.

			2. Informes de supervisión: Los informes de supervisión que efectúan los órganos de control deberán ser remitidos a la Fiscalía.

			3. Providencias judiciales: Autos y sentencias emitidos por los jueces o tribunales (Art. 581 del COIP).

			Ya no es necesario cumplir el requisito de procedibilidad antes de ejercer la acción penal: Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19, de 2 de julio del 2019

			Cuando se aprobó el Código Orgánico Integral en el año 2014 (que recogió la directriz derivada de la Resolución de la Corte Nacional de Justicia de 24 de febrero del 2010), se estableció que para el ejercicio de la acción penal por los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, constituía como presupuesto de procedibilidad, la existencia de un informe previo sobre indicios de la responsabilidad penal emitido por la Contraloría General del Estado (Inciso final del Art. 581 del COIP).

			Este inciso final del artículo 581 del COIP, así como la Resolución de la Corte Nacional del año 2010, fueron declarados inconstitucionales por medio de la Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19, de fecha 2 de julio del 2019, que además emitió las siguientes reglas para tener en cuenta por parte de la Fiscalía:

			a) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia; para el efecto, se entenderá que una persona ha sido juzgada penalmente desde el momento en que contra ella se ha formulado cargos o si se ha dictado una sentencia condenatoria ejecutoriada. Contra esa persona no podrá iniciarse un nuevo juicio penal.

			b) Las investigaciones, auditorías, informes y cualquier otro pronunciamiento emitido por la Contraloría que contenga indicios de responsabilidad penal, si es que no se ha ejercido la acción penal y no se han formulado cargos, no constituyen juzgamiento penal.

			c) Si las indagaciones o investigaciones previas fueron desestimadas o archivadas por no contar con el informe que contenga indicios de responsabilidad penal emitido por la Contraloría, la Fiscalía podrá solicitar la reapertura de las investigaciones cuando aparezcan nuevos elementos, mediante audiencia ante el juez de garantías penales, quien resolverá sobre la reapertura de la investigación.

			d) El informe de la Contraloría es una de las formas de hacer conocer a la Fiscalía sobre la posible existencia de una infracción penal (notitia criminis) y también de aportar con indicios sobre los hechos y la responsabilidad.

			f) Las personas serán juzgadas de conformidad con el tipo penal vigente al momento de su cometimiento, siempre que las normas posteriores no fueren más favorables, y de conformidad con las reglas de procedimiento del COIP.

			Diligencias y actuaciones de la investigación previa:

			1. Recepción de versiones ante el fiscal: Durante la investigación, el fiscal receptará versiones de acuerdo con las siguientes reglas:

			- Identificará a las personas que puedan esclarecer los hechos y escuchará su versión sin juramento.

			- En caso de determinar su domicilio o lugar de trabajo, se notificará por cualquier medio y ante el incumplimiento de la segunda notificación, se ordenará su comparecencia con el auxilio de la fuerza pública.

			- Al concluir la versión, se le advertirá de su obligación de comparecer y testificar en la audiencia de juicio, así como de comunicar cualquier cambio de domicilio o lugar de trabajo.

			- Si al prevenirle, la persona que rinde la versión manifiesta la imposibilidad de concurrir a la audiencia de juicio, por tener que ausentarse del país o por cualquier motivo que hace imposible su concurrencia, el fiscal podrá solicitar al juzgador que se reciba su testimonio anticipado.

			- El fiscal registrará el contenido de la versión (Art. 582 del COIP).

			2. Actuaciones fiscales urgentes: En los casos de ejercicio público o privado de la acción en que se requiere obtener, conservar, preservar evidencias o impedir la consumación de un delito, el fiscal podrá realizar actos urgentes y cuando se requiera autorización judicial se solicitará y otorgará por cualquier medio idóneo como fax, correo electrónico, llamada telefónica, entre otros, de la cual se dejará constancia en el expediente fiscal (Art. 583 del COIP).

			3. Persona con síntomas de trastorno mental: Si la persona investigada o procesada muestra síntomas de trastorno mental, el fiscal ordenará su inmediato reconocimiento, para cuyo fin designará a un perito médico psiquiatra, quien presentará su informe en un plazo determinado. De este informe dependerá el inicio de la instrucción, la continuación del proceso o la adopción de medidas de seguridad, según el caso (Art. 588 del COIP).

			Duración de la investigación previa:

			La investigación previa no podrá superar los siguientes plazos, contados desde la fecha de su inicio:

			1. En los delitos sancionados con pena privativa de libertad de hasta cinco años durará hasta un año.

			2. En los delitos sancionados con pena privativa de libertad de más de cinco años durará hasta dos años.

			3. En los casos de desaparición de personas, no se podrá concluir la investigación hasta que la persona aparezca o se cuente con los elementos necesarios para formular una imputación por el delito correspondiente, fecha desde la cual empezarán los plazos de prescripción.

			Si el fiscal considera que el acto no constituye delito o no cuenta con los elementos de convicción suficientes para formular cargos, podrá dar por terminada la investigación incluso antes del cumplimiento de estos plazos, mediante el requerimiento de archivo (Art. 585 del COIP).

			El lector debe tener en cuenta que el proyecto de reforma al COIP remitido por la Asamblea Nacional al Ejecutivo (septiembre del 2019), propuso que se agregue que, para efectos de la investigación, se presumiría que la persona desaparecida se encuentra con vida.

			El Presidente de la República en su veto parcial (octubre del 2019), como texto alternativo propuso que, para efectos de la investigación, se presumirá que la persona desaparecida se encuentra con vida, siempre que no haya sufrido enfermedades crónicas, catastróficas o terminales, ni haya sufrido lesiones graves al momento de la desaparición que pudieran poner en riesgo su vida, sin perjuicio de la declaración judicial de presunción de la muerte de la persona desaparecida.

			Trámite de archivo de las investigaciones:

			Transcurridos los plazos señalados, de no contar con los elementos necesarios para formular cargos el fiscal, en el plazo de diez días, solicitará el archivo del caso, sin perjuicio de solicitar su reapertura cuando aparezcan nuevos elementos siempre que no esté prescrita la acción.

			El fiscal solicitará al juzgador el archivo de la investigación cuando:

			1. Excedido los plazos señalados para la investigación, no se ha obtenido elementos suficientes para la formulación de cargos.

			2. El hecho investigado no constituye delito.

			3. Existe algún obstáculo legal insubsanable para el inicio del proceso.

			4. Las demás que establezcan las disposiciones del COIP (Art. 586 del COIP).

			El archivo fiscal se determinará de acuerdo con las siguientes directrices:

			1. La decisión de archivo será fundamentada y solicitada al juzgador de garantías penales. El juzgador comunicará a la víctima o denunciante y al denunciado en el domicilio señalado o por cualquier medio tecnológico para que se pronuncien en el plazo de tres días.

			2. Vencido este plazo, el juzgador, resolverá motivadamente sin necesidad de audiencia. Si decide aceptarla, declarará el archivo de la investigación y de existir méritos, calificará la denuncia como maliciosa o temeraria.

			3. De no encontrarse de acuerdo con la petición de archivo, el juzgador remitirá las actuaciones en consulta al fiscal superior para que ratifique o revoque la solicitud de archivo. Si se ratifica, se archivará, si se revoca, se designará a un nuevo fiscal para que continúe con la investigación.

			4. La resolución del juzgador no será susceptible de impugnación (Art. 587 del COIP).

			Revelación de información de la investigación previa:

			El numeral 2 del artículo 180 del COIP prevé una pena privativa de libertad de uno a tres años, para la persona que difunda información de circulación restringida, como es aquella producida por la Fiscalía en el marco de una investigación previa.

			Indulto

			(Ver Amnistía)

			Se entiende por indulto a la resolución del órgano del Estado competente, cuya finalidad es la de condonar, anular o reducir una condena penal. Así, el Código Orgánico Integral Penal, entre una de las varias formas de extinción de la pena, contempla al indulto (Numeral 4 del Art. 72 del COIP), indicando que tanto en el caso de la amnistía como en el de indulto, la Asamblea Nacional podrá concederlos por motivos humanitarios, conforme con la Constitución y la ley (Art. 73 del COIP// Numeral 13 del Art. 120 de la Constitución).

			Se deja constancia que, según nuestra norma constitucional, no se concederá amnistía –pero se entendería que sí un indulto– por delitos cometidos contra la administración pública, ni por genocidio, tortura, desaparición forzada de personas, secuestro y homicidio por razones políticas o de conciencia (Art. 80 de la Constitución de la República// Segundo Inciso del Art. 73 del COIP).

			Indulto presidencial:

			El Presidente de la República podrá conceder indultos, así como conmutación o rebaja de las penas impuestas en sentencia ejecutoriada.

			Se concederá a la persona sentenciada que se encuentra privada de libertad y que observe buena conducta posterior al delito.

			La solicitud se dirigirá al Presidente de la República o a la autoridad que designe para el efecto, quien evaluará si la solicitud es o no procedente.

			Si la solicitud es negada, se podrá presentar nuevamente si ha transcurrido por lo menos un año más de cumplimiento de la pena y si se ha observado conducta ejemplar (Art. 74 del COIP).

			Derechos de las personas privadas de libertad y el indulto:

			Entre los varios derechos que se garantizan a las personas privadas de su libertad, se reconoce su derecho a la libertad inmediata, si cuando cumpla la condena, recibe amnistía o indulto o se revoque la medida cautelar. Los servidores públicos que demoren el cumplimiento de esta disposición serán removidos de sus cargos, previo sumario administrativo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal correspondiente (Numeral 15 del Art. 12 del COIP).

			Reglamento para la concesión de indulto, conmutación o rebaja de penas:

			Mediante Decreto Ejecutivo No. 461, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 351, de 09 de octubre del 2014, cuya última reforma se produjo el 21 de enero del 2016, según su publicación en el Suplemento del Registro Oficial No. 674, se promulgó el Reglamento para la concesión de indulto, conmutación o rebaja de penas, que en esencia determina lo siguiente:

			Solicitud: La solicitud de indulto presidencial se presentará por escrito ante el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, la cual deberá contener:

			a) Los nombres completos, nacionalidad y número del documento de identidad, tanto del solicitante como del posible beneficiario, de no tratarse de la misma persona.

			b) Descripción de la pena impuesta al posible beneficiario, detallando el delito sancionado, la o las víctimas identificadas en la sentencia, la fecha de comisión del delito, la autoridad que sentenció el delito y la fecha en la cual lo hizo.

			c) El tiempo que el posible beneficiario se encuentra privado de su libertad, identificando el centro de privación de libertad en donde la persona se encuentra.

			d) Copia certificada de la sentencia condenatoria ejecutoriada impuesta en su contra.

			e) Certificado de no estar sentenciado o tener causas pendientes de sentencia por la comisión de otros delitos, y;

			f) Detalle de motivos por los cuales se solicita el indulto presidencial, acompañados de los documentos de respaldo pertinentes.

			El beneficiario deberá manifestar expresamente su arrepentimiento por los actos cometidos y las disculpas a las víctimas del delito.

			De alegarse la existencia de enfermedades crónicas, catastróficas o terminales en el posible beneficiario, se adjuntará una certificación médica emitida por personal del Ministerio de Salud Pública, en el cual se detallará la veracidad de la existencia de la enfermedad alegada, los tratamientos o paliativos existentes y la expectativa de vida del posible beneficiario.

			Para los casos en que el Presidente de la República tramite de oficio un indulto, conmutación o rebaja de pena, la información relativa al tiempo y el lugar de privación de libertad del posible beneficiario, así como el informe de buena conducta o conducta ejemplar, o su equivalente, serán proporcionados por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos. En este caso, no se requerirá la manifestación de arrepentimiento expreso del posible beneficiario, ni el pedido de disculpas a la víctima (Art. 3 del Reglamento).

			Análisis de la solicitud:

			El Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, al momento de recibir una solicitud de indulto presidencial, revisará que cuente con la información requerida. De no encontrarse completa, será devuelta inmediatamente al solicitante, a fin de que sea completada. Si la solicitud es presentada correctamente, requerirá los siguientes documentos:

			a) Informe disciplinario del posible beneficiario, suscrito por el Director del Centro de Rehabilitación Social donde se encuentre privado de la libertad, detallando, de haberlas, las faltas disciplinarias cometidas y la sanción otorgada;

			b) Se informará a la víctima del delito por el cual el posible beneficiario se encuentra sentenciado, de existir, acerca de la solicitud de indulto presidencial formulada. La víctima podrá comunicar su opinión al respecto, la cual no tendrá carácter vinculante; y,

			c) Los demás documentos que el Ministro requiera para fundamentar su análisis o ratificar la veracidad del contenido de la solicitud de indulto (Art. 4 del Reglamento).

			Primera fase del procedimiento:

			Una vez recabada y analizada la documentación pertinente, el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, remitirá un informe motivado no vinculante, con la documentación de sustento que considere relevante para el Presidente, por medio del cual emitirá una recomendación acerca de la pertinencia o no de otorgar el indulto presidencial al posible beneficiario (Art. 5 del Reglamento).

			Segunda fase del procedimiento: La decisión

			El Presidente de la República podrá otorgar el indulto, si estuviere de acuerdo con el informe favorable presentado por el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, y expedirá el decreto consiguiente que será publicado en el Registro Oficial. El indulto presidencial podrá consistir en:

			- El perdón del cumplimiento de la pena;

			- La rebaja; o,

			- Su conmutación por otra sanción penal establecida en el artículo 60 del Código Orgánico Integral Penal, a satisfacción del solicitante.

			Debido al carácter discrecional de la decisión presidencial, ésta no estará sujeta al silencio administrativo (Art. 6 del Reglamento).

			Inexigibilidad - Inimputabilidad

			(Ver Imputabilidad)

			Ya nos hemos referido en este Consultor Penal a los casos en los que no es posible efectuar el juicio de reproche a un presunto infractor, por encontrarnos ante personas que se consideran inimputables, sea porque no cuentan con la madurez suficiente para tener pleno discernimiento de sus actos, como es el caso de los menores de edad; sea porque están privados de la razón, como los perturbados mentales; sea porque en general no se actuó con conciencia y voluntad (Arts. 35, 36 y 38 del COIP).

			Es claro que una persona enferma mental, cuyo estado determina que se halla imposibilitada de entender o de querer, no puede ser sometida la justicia penal, sino que se ordenará su internamiento en un hospital psiquiátrico, a través de la respectiva medida de seguridad.

			En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal señala que la persona que al momento de cometer la infracción no tiene la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta comprensión, en razón del padecimiento de un trastorno mental, no será penalmente responsable. En estos casos el juzgador dictará una medida de seguridad (Inciso primero del Art. 36 del COIP).

			Así también los menores de edad no se someten a la justicia penal, sino que su tratamiento se deberá adecuar a los preceptos determinados en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (Art. 38 del COIP).

			Información de circulación restringida

			Según el Código Orgánico Integral Penal, no podrá circular libremente la siguiente información:

			1. Aquella que esté protegida expresamente con una cláusula de reserva previamente establecida en la ley.

			2. La información acerca de datos de carácter personal y la que provenga de las comunicaciones personales cuya difusión no haya sido autorizada expresamente por su titular, por la ley o por el juzgador.

			3. La información producida por el fiscal en el marco de una investigación previa y aquella originada en la orden judicial relacionada con las técnicas especiales de investigación.

			4. La información acerca de niñas, niños y adolescentes que viole sus derechos según lo establecido en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y la Constitución.

			5. La información calificada por los organismos que conforman el Sistema nacional de inteligencia (Art. 472 del COIP).

			Los delitos vinculados al derecho a la intimidad, la información confidencial y el secreto son la Revelación de secreto (Art. 179 del COIP) y la Difusión de información de circulación restringida (Art. 180 del COIP).

			Informante

			(Ver Agente encubierto)

			Según el artículo 495 del Código Orgánico Integral Penal, se considera informante a toda persona que provee al fiscal o al personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, antecedentes acerca de la preparación o comisión de una infracción o de quienes han participado en ella.

			Sobre la base de la información aportada, se podrán disponer medidas investigativas y procesales encaminadas a confirmarla, pero no tendrán valor probatorio alguno, ni podrán ser consideradas por sí misma fundamento suficiente para la detención de personas.

			Regulaciones acerca de la entrega vigilada y protección del informante:

			En el curso de investigaciones de actividades de delincuencia organizada y en tanto existan antecedentes o elementos de que se están preparando o ejecutando actividades constitutivas de delitos, el fiscal de la unidad especializada de la Fiscalía podrá planificar y disponer la ejecución de entregas vigiladas o controladas.

			Se utilizará esta técnica de investigación cuando se estime de manera fundamentada que facilita la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero.

			Si en el desarrollo de la entrega vigilada o controlada, ocurren riesgos para la vida o integridad de los servidores, agentes encubiertos o informantes que intervienen en la operación o para la recolección de antecedentes importantes o para el aseguramiento de los partícipes, el fiscal podrá disponer en cualquier momento la suspensión de esta técnica y si es procedente se aprehenderá a los partícipes y retendrá las sustancias y demás instrumentos relativos a la infracción.

			Sin perjuicio de lo anterior, en los casos de peligro antes indicados, los servidores encargados de la entrega vigilada o controlada están facultados para aplicar las normas sobre detención en flagrancia.

			Subsiste el delito que se investiga mediante una entrega vigilada o controlada, aún cuando se sustituya las especies o sustancias o han participado servidores públicos, agentes encubiertos o informantes (Art. 486 del COIP).

			Recepción del testimonio del informante:

			En aplicación de los numerales 2 y 12 del artículo 502 del COIP, se obtienen las siguientes reglas:

			A. El juzgador podrá recibir como prueba anticipada, entre otros, los testimonios de los testigos protegidos, informantes, agentes encubiertos y de todas aquellas personas que demuestren que no pueden comparecer a la audiencia de juicio.

			B. Quienes rindan testimonio deberán informar sobre sus nombres, apellidos, edad, nacionalidad, domicilio o residencia, estado civil, oficio o profesión, salvo el caso del testigo protegido, informante, agente encubierto o persona cuya integridad se encuentre en riesgo.

			Delito relativo a la revelación de identidad del informante:

			La persona que indebidamente revele la real o nueva identidad, el domicilio o paradero actual u otro dato que permita o dé ocasión a que otro conozca información que permita identificar y ubicar a un agente encubierto, informante, testigo o persona protegida, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 273 del COIP).

			Injurias (calumnia del COIP)

			(Ver Delitos contra la honra - Delitos contra el honor y buen nombre)

			De manera general los delitos contra el honor se centran en las varias modalidades de injurias, que en nuestra normativa vigente convergen en el delito de Calumnia, por medio del cual se impone la pena privativa de libertad de seis meses a dos años, a la persona que, por cualquier medio, realice una falsa imputación de un delito en contra de otra (Primer inciso del Art. 182 del COIP).

			Excusas legales absolutorias:

			1. Protección en juicio: No constituyen calumnia los pronunciamientos vertidos ante autoridades, jueces y tribunales, cuando las imputaciones se hubieren hecho debido a la defensa de la causa (Segundo inciso del Art. 182 del COIP).

			2. Exceptio veritatis: No será responsable de calumnias quien probare la veracidad de las imputaciones. Por tanto, en ningún caso se admitirá prueba sobre la imputación de un delito que hubiere sido objeto de una sentencia ratificatoria de la inocencia del procesado, de sobreseimiento o archivo (Tercer inciso del Art. 182 del COIP).

			3. Retractación voluntaria: No habrá lugar a responsabilidad penal si el autor de calumnias se retracta voluntariamente antes de proferirse sentencia ejecutoriada, siempre que la publicación de la retractación se haga a costa del responsable, se cumpla en el mismo medio y con las mismas características en que se difundió la imputación. La retractación no constituye una forma de aceptación de culpabilidad (Cuarto inciso del Art. 182 del COIP).

			Contravención correspondiente a una injuria no calumniosa:

			Se debe tener en cuenta que lo que antes se consideraba como delito de injuria no calumniosa grave, el Código Orgánico Integral Penal lo contempla como una contravención de cuarta clase, sancionada con una pena privativa de libertad de quince a treinta días, que se impondrá a la persona que, por cualquier medio, profiera expresiones de descredito o deshonra en contra de otra (Numeral 1 del Art. 396 del COIP).

			Breves referencias doctrinarias acerca de las injurias:

			Arturo Donoso Castellón señala que el bien jurídico protegido es la personalidad moral del sujeto pasivo de la infracción, es decir, el honor, el buen nombre, la fama y el prestigio de los que goza en el medio social. Por consiguiente, en el caso de las calumnias, el infractor tiene que imputar a la víctima, en forma falsa, la comisión de un delito que, por lo mismo, tiene que encontrarse tipificado en la ley penal236.

			Cuando se trate de la contravención actual (expresiones de descrédito) el animus injuriandi consiste en una ofensa de palabra, atendiendo, por ejemplo, a defectos físicos o incluso ser el reflejo de una condición moral237.

			A nuestro criterio, lo que se afecta no es la autoestima de la persona, sino la heteroestima, entendida como el afecto o respeto que los otros nos ofrecen, es decir, la imagen que los demás tienen de nosotros.

			Lo que tendrá inexorablemente que verificarse es el animus injuriandi (dolo), ya que por ejemplo en una reunión de amigos, entre ellos con animus jocandi, se endilgan o se profieren expresiones con ánimo de broma y no de ofensa, no se cumpliría el elemento subjetivo de la infracción contra el honor personal.

			Inmunidad

			Inmunidad parlamentaria: Hay varios tipos de inmunidades que se pueden presentar, la más común y frecuentemente empleada es aquella de la que gozan los Asambleístas, respecto de la cual se sabe que no serán civil ni penalmente responsables por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio de sus funciones, dentro y fuera de la Asamblea Nacional.

			Autorización para enjuiciamiento: Para iniciar una causa penal en contra de un Asambleísta, se requerirá la autorización previa de la Asamblea Nacional, excepto en los casos que no se encuentren relacionados con el ejercicio de sus funciones.

			Si la solicitud del Juez competente en la que pide la autorización para el enjuiciamiento no se contesta en el plazo de 30 días, se entenderá concedida.

			Durante los períodos de receso, se suspenderá el decurso del plazo mencionado. Solo se les podrá privar de la libertad en caso de delito flagrante o sentencia ejecutoriada (Constitución de la República: Art. 128).

			Inmunidad del Presidente y Vicepresidente de la República: Para proceder al enjuiciamiento penal del Presidente o del Vicepresidente de la República, la Asamblea Nacional autorizará tal proceso con la votación de las dos terceras partes de sus integrantes, cuando la autoridad competente así lo solicite fundadamente (Constitución de la República: Art. 120 Numeral 10).

			Inmunidad diplomática: En relación a la inmunidad diplomática, en aplicación de las convenciones internacionales ratificadas por el Ecuador, los jefes de otros Estados que se encuentren en el país, los representantes diplomáticos acreditados y residentes en el territorio ecuatoriano y los representantes diplomáticos transeúntes de otro Estado que pasen ocasionalmente por el Ecuador, incluidos sus cónyuge e hijos, empleados extranjeros y demás comitiva del Jefe de Estado o de cada representante diplomático, siempre que oficialmente pongan en conocimiento del Ministerio encargado de las relaciones exteriores, la nómina de tal comitiva o del personal de la misión, no estarán sujetos a la jurisdicción penal del Ecuador (Inciso final del Art. 400 del COIP).

			Inseminación no consentida

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Este delito contra la integridad sexual y reproductiva, según el Código Orgánico Integral Penal, se configura cuando una persona insemina artificialmente o transfiere óvulo fecundado a una mujer que no ha consentido en ello. La sanción será de privación de la libertad de cinco a siete años.

			Figura agravada: Cuando la víctima sea menor de dieciocho años o no tenga capacidad para comprender el significado del hecho o por cualquier causa no pueda resistirlo, quien la ocasione será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 164 del COIP).

			Insolvencia

			(Ver Quiebra e Insolvencia)

			Instigación para delinquir

			Sanción: El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos contra la seguridad pública, tipifica a la instigación, figura que se configura cuando una persona públicamente instiga a cometer un delito contra una persona o institución y no puede ser considerada legalmente como copartícipe. Será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 363 del COIP).

			Instigación al suicidio -figura derogada por el COIP:

			Existió la figura de la instigación al suicidio, contemplada en el artículo 454 del ex Código Penal, que sancionaba a quien instigaba o prestaba auxilio a otra para que se suicide, solo si el suicidio se tentaba o consumaba.

			Este tipo penal se vuelve a incorporar en la normativa penal con la reforma del 2019 (Art. 154.1) y se sanciona con pena privativa de libertad de uno a tres años a quien induzca o dirigida mediante amenazas, consejos, órdenes concretas, retos, por medio de cualquier comunicación verbal, física, digital o electrónica existente, a una persona o que se provoque daño así misma o ponga fin a su vida, siempre que resulte demostrable que dicha influencia fue determinante en el resultado dañoso.

			Diferencia entre la instigación a delinquir y la figura del instigador como autor mediato de cualquier delito:

			El mero acto de instigar a delinquir lo consideramos como una resolución manifestada, puesto que se corresponde a un acto verbal que dependerá del auditorio en el que se lo esgrime, para pensar en una puesta en peligro efectiva del bien jurídico protegido; de ahí que, desde una perspectiva de Derecho Penal mínimo, no tendría sentido darle relevancia penal, por engendrar la sanción de un peligro abstracto.

			Otra cosa distinta es la figura del instigador como autor mediato o intelectual, que tiene el dominio de la voluntad de un delito y que merece la misma pena que el autor material o directo, puesto que al fin de cuentas lo que hace es aconsejar que se cometa la infracción y ese consejo (que mueve una clave psicológica del agente) es el que determina la comisión del ilícito (Literal a) del numeral 2 del Art. 42 del COIP).

			Integridad Personal

			(Ver Penas crueles, tratos inhumanos y degradantes)

			Garantía constitucional: La integridad personal se encuentra garantizada constitucionalmente e incluye:

			a) La integridad física, psíquica, moral y sexual.

			b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. Para esto, el Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la esclavitud y la explotación sexual.

			c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes.

			d) La prohibición del uso del material genético y la experimentación científica que atenten contra los derechos humanos (Constitución de la República: Art. 66 Num. 2).

			Delitos generales contra la integridad personal en el COIP son:

			- La tortura: Art. 151.

			- Las lesiones: Art. 152.

			- El abandono de personas: Art. 153; y,

			- La intimidación: Art. 154.

			Tipos penales más concretos, los encontramos en los siguientes artículos:

			- La esclavitud: Art. 82.

			- Desaparición forzada: Art. 84.

			- Ejecución extrajudicial: Art. 85.

			- Persecución: Art. 86.

			- Trata de personas: Art. 91.

			- Realización de procedimientos de trasplante sin autorización: Art. 98.

			- Lesión a la integridad física de persona protegida: Art. 117.

			- Mutilaciones o experimentos en persona protegida: Art. 118.

			- Tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes en persona protegida: Art. 119.

			- Castigos colectivos en persona protegida: Art. 120.

			- Delitos de violencia contra la mujer y miembros del núcleo familiar: Arts. 155-159.

			Interceptación de comunicaciones o datos informáticos

			(Ver Prueba documental // Prueba material // Pericia)

			Dentro de la actuaciones especiales de investigación, el Código Orgánico Integral Penal se refiere a la interceptación de las comunicaciones o datos informáticos. De esta forma, la interceptación de las comunicaciones o datos informáticos será ordenada por el juzgador previa solicitud fundamentada del fiscal, cuando existan indicios que resulten relevantes a los fines de la investigación, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. El juzgador determinará la comunicación interceptada y el tiempo de interceptación, que no podrá ser mayor a un plazo de noventa días. Transcurrido el tiempo autorizado, se podrá solicitar motivadamente, por una sola vez, una prórroga hasta por un plazo de noventa días.

			Cuando sean investigaciones de delincuencia organizada y sus delitos relacionados, la interceptación podrá realizarse hasta por un plazo de seis meses. Transcurrido el tiempo autorizado, se podrá solicitar motivadamente, por una sola vez, una prórroga hasta por un plazo de seis meses.

			2. La información relacionada con la infracción que se obtenga de las comunicaciones que se intercepten durante la investigación serán utilizadas en el proceso para el cual se las autoriza y con la obligación de guardar secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su examen.

			3. Cuando, en el transcurso de una interceptación se conozca del cometimiento de otra infracción, se comunicará inmediatamente al fiscal para el inicio de la investigación correspondiente. En el caso de delitos flagrantes, se procederá conforme con lo establecido en el COIP.

			4. Previa autorización del juzgador, el fiscal realizará la interceptación y registro de los datos informáticos en transmisión a través de los servicios de telecomunicaciones como: telefonía fija, satelital, móvil e inalámbrica, con sus servicios de llamadas de voz, mensajes SMS, mensajes MMS, transmisión de datos y voz sobre IP, correo electrónico, redes sociales, videoconferencias, multimedia, entre otros, cuando el fiscal lo considere indispensable para comprobar la existencia de una infracción o la responsabilidad de los partícipes.

			5. Está prohibida la interceptación de cualquier comunicación protegida por el derecho a preservar el secreto profesional y religioso. Las actuaciones procesales que violenten esta garantía carecen de eficacia probatoria, sin perjuicio de las respectivas sanciones.

			6. Al proceso solo se introducirá de manera textual la transcripción de aquellas conversaciones o parte de ellas que se estimen útiles o relevantes para los fines de la investigación. No obstante, la persona procesada podrá solicitar la audición de todas sus grabaciones, cuando lo considere apropiado para su defensa.

			7. El personal de las prestadoras de servicios de telecomunicaciones, así como las personas encargadas de interceptar, grabar y transcribir las comunicaciones o datos informáticos, tendrán la obligación de guardar reserva sobre su contenido, salvo cuando se las llame a declarar en juicio.

			8. El medio de almacenamiento de la información obtenida durante la interceptación deberá ser conservado por el fiscal en un centro de acopio especializado para el efecto, hasta que sea presentado en juicio.

			9. Quedan prohibidas la interceptación, grabación y transcripción de comunicaciones que vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes, especialmente en aquellos casos que generen la revictimización en infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, sexual, física, sicológica y otros (Art. 476 del COIP).

			Delitos conectados con la interceptación de las comunicaciones sin orden judicial:

			Aunque se pensaría que existen delitos específicos que tipifican por ejemplo la vulneración de la garantía constitucional que establece la inviolabilidad y secreto de la correspondencia (física y virtual), al tenor del numeral 21 del artículo 66 de la Constitución, que determina que este derecho supone que la correspondencia no será retenida, abierta ni examinada, sino tan solo en los casos previstos en la ley, previa intervención judicial y con la obligación de guardar secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su examen, existen delitos genéricos, como, por ejemplo:

			A) Violación a la intimidad: Art. 178 del COIP

			B) Revelación de secreto: Art. 179 del COIP

			C) Difusión de información de circulación restringida (Núm. 1 del Art. 180 del COIP)

			Interpretación en materia penal

			(Ver Analogía // In dubio pro reo)

			Prohibición de analogía - Interpretación estricta y no extensiva: El Código Orgánico Integral Penal, se refiere en el Título IV de sus primeros artículos a la “Interpretación”, dentro de la cual prohíbe expresamente la utilización de la analogía para:

			a) Crear infracciones penales;

			b) Ampliar los límites de los presupuestos legales que permiten la aplicación de una sanción o medida cautelar; o,

			c) Para establecer excepciones o restricciones de derechos (Numeral 3 del Art. 13 del COIP).

			En este mismo sentido y solo cuando se trate de descripciones típicas (delitos y penas), ordena que se las interprete en forma estricta, esto es, respetando el sentido literal de la norma (Numeral 2 del Art. 13 del COIP).

			Interpretación sistemática: Se entiende entonces que las demás normas penales contenidas en el Código, se someterán a una interpretación amplia, es decir, al sentido que más se ajuste a la Constitución de la República de manera integral y a los instrumentos internacionales de derechos humanos (Numeral 1 del Art. 13 del COIP).

			Aporte acerca de la interpretación de las normas penales*

			*	Parte de la información de este apartado se corresponde al artículo de ARAUJO GRANDA, Ma. Paulina, “El principio de estricta legalidad propuesto por el Prof. Ferrajoli: Construcción e Interpretación de las leyes penales”, en Academia.edu y en la sección de Artículos Jurídicos del Estudio Jurídico Araujo & Asociados.238

			Para empezar, diremos que, a nuestro criterio, la interpretación de las normas penales tendrá características mucho más restringidas que la interpretación jurídica en general; esto, precisamente como resultado de las varias premisas explicativas de los principios tanto de mera y como de estricta legalidad, al punto que, como se demostrará más adelante, la mayor parte de legislaciones incluyen normas descriptivas que demarcan la forma en la cual los destinatarios de las normas penales deben entenderlas y aplicarlas a un caso concreto.

			Mírese que en el caso ecuatoriano, el Código Orgánico Integral Penal, incorporó varias novedades en comparación con el derogado Código Penal de 1938, dado que la interpretación estricta, que requiere que los jueces se atengan exclusivamente a la letra de la ley, quedó reservada únicamente para los tipos penales, de ahí que, según el numeral 1 del artículo 13 del COIP, la interpretación en materia penal para las normas procesales y ejecutivas, se deba efectuar “en el sentido que más se ajuste a la Constitución de la República de manera integral y a los instrumentos internacionales de derechos humanos.”

			Se proscribe en consecuencia la analogía solamente para crear infracciones penales y para “ampliar los límites de los presupuestos legales que permiten la aplicación de una sanción o medida cautelar o, para establecer excepciones o restricciones de derechos”, según el numeral 3 del referido artículo 13 del COIP.

			Ahora bien, si nos retrotraemos a las ideas de Cesare Beccaria, la actividad racional de interpretación de la ley penal se entendía como contradictoria con la función judicial y, además, como un hecho políticamente inaceptable.

			“(...) la autoridad de interpretar las leyes penales [no puede] residir en los jueces de lo criminal, por la misma razón de que no son legisladores (...) En todo delito debe hacerse el juez un silogismo perfecto; la premisa mayor debe ser la ley general; la menor, la acción conforme o no a la ley, y la consecuencia, la libertad o la pena. Cuando el juez se vea constreñido, o quiera hacer, aunque no sea más que dos silogismos, se abre la puerta a la incertidumbre.”239

			En este sentido para Beccaria, estaba vedado a los operadores de la administración de justicia acudir por ejemplo al espíritu de la norma y no acatar el estricto tenor literal de la ley, ya que esto facultaba que un mismo delito fuera sancionado de forma diferente por el mismo tribunal y, por tanto, los ciudadanos perdieran la seguridad de sí mismos. De hecho, la ley penal debía construirse en un lenguaje común y fácilmente comprensible por todos y no por medio de construcciones gramaticales extrañas240.

			Esta postura basada exclusivamente en la exégesis gramatical, para un importante sector de la doctrina podría entenderse como superada, y dar paso así a otras modalidades de comprensión de las reglas que limitan el ius puniendi, permitiendo en efecto acudir al telos de la norma que habilite, como dice Bettiol, no centrarnos tanto en “la posición de la norma dentro del sistema sobre la base de criterios clasificatorios, cuanto de fijar el concepto individual, teniendo presente la realidad a que se refiere el concepto; en una palabra, el valor.”241

			De forma semejante, Mezger indica que la interpretación normativa debe partir “[d]el descubrimiento y determinación de su propio sentido al objeto de aplicarla a los casos concretos de la vida real”, es decir, “La meta de la interpretación [es] la adaptación de la ley a las necesidades y concepciones del presente”242; lo que se muestra concordante con las varias clases de interpretación propuestas por Jescheck, para quien toda norma jurídica requiere de interpretación, siendo esta hipótesis válida también para el supuesto de un tenor literal claro, en tanto y en cuanto la interpretación penal es un presupuesto de la subsunción y no es legítima, si socava la función garantista de la ley243.

			En este hilo de ideas, la interpretación para el jurista alemán tiene una doble misión antes de la subsunción. Primero, dejar en claro el sentido de la premisa mayor aplicable y, segundo, permitir que se proceda al discernimiento de la trascendencia jurídica de los precedentes con los que deberá ser equiparado el nuevo caso244.

			Las clases de interpretación que Jescheck esboza, buscan ante todo hacer comprensible el sentido jurídico de un texto y, aunque su aplicación podría restringirse a leyes, nada obsta para aplicarlas también a precedentes judiciales.

			La primera clase que expone es la gramatical, por medio de la cual si bien se busca el significado de la ley partiendo del sentido del lenguaje, en ocasiones no es posible tener certeza de si la palabra debe ser entendida en su acepción jurídica o a través del uso común de la misma; en estos y otros casos, se podría hacer uso además de la segunda interpretación, que se basa en el método sistemático, que suministrará el sentido de la ley, dependiendo del lugar que ocupa la norma en el conjunto del sistema.

			La tercera clase es la histórica, que recurre al contexto general histórico en el que la norma fue creada, para comprender los motivos que gestaron su creación y la finalidad misma del legislador; aspecto último que nos coloca ante la última interpretación conocida como teleológica, que pone de relieve los fines y valores que guiaron a ley, para lo cual será importante no solo preguntarse acerca de los bienes jurídicos tutelados por el órgano creador de la norma, sino además considerar los desvalores ético-sociales de acción que contribuyeron decisivamente en la aprobación del texto legal245.

			Lo dicho hasta aquí nos permite colegir que ya no solo es la interpretación gramatical la que puede ser empleada en el área penal, sino que, a falta de un sentido claro de la norma, los operadores de esta podrían conglobar desde elementos de la dogmática penal, hasta los principios constitucionales con relación a la protección de derechos y bienes individuales o colectivos.

			Así, Gustavo Arocena dice que si estamos ante una autonomía semántica incontrovertible de una determinada ley, se aplicará (como primer paso a seguir) la interpretación literal, en aras de respetar el principio de legalidad penal; por el contrario, si se constata la falta de autonomía semántica de una norma, se tendrá que acudir a otras pautas que guíen la interpretación gramatical del precepto, con el auxilio de otros cánones de interpretación246.

			No se olvide que el concepto de interpretación se justifica cuando el sentido de un texto no logra ser comprendido inmediatamente, siendo la tarea de la hermenéutica precisamente establecer el sentido o significado que enlace el pasado con el presente, lo cual se puede observar, como señala Ignacio F. Tedesco, tanto en la literatura como en las instituciones que forman parte de la materia jurídica247.

			Abundando en esto, Tedesco, citando a Gadamer, deja constancia que la tarea de interpretar comporta tres principios.

			Primero, a la interpretación le corresponderá entrar en juego en un momento posterior a la comprensión. “Comprender es siempre interpretar, al ser la interpretación la forma explícita de la comprensión”. El segundo principio, lo resume en la idea de que la aplicación es un momento integrante del proceso de hermenéutica, tan esencial como la comprensión y la interpretación; por esto es que el tercer principio se sustente en el hecho de que el proceso interpretativo, sea visto como una unidad frente a la diversidad de textos248.

			Como resultado de lo referido en las líneas precedentes, es que se pueda atestiguar que el intérprete del Derecho se refiera al contenido normativo de una ley, pero siempre con relación al caso en que se debe aplicar y, para esto, tiene que admitir que las circunstancias son cambiantes y que la función regulativa de la norma tiene que adaptarse a la época actual más allá de la intención de los creadores de la ley. De hecho, la práctica jurídica precisa que se conozcan los preceptos, y que se integre al mismo tiempo el “ser”, el “deber ser” con el “podría ser”249.

			Junto a lo señalado, es indispensable tener en cuenta que dentro de un proceso judicial se pasa de los hechos y el Derecho, a una afirmación o conclusión acerca de lo que se debe hacer en una situación concreta, para lo cual resulta por demás interesante la propuesta de Enrique Marí y su teoría de las ficciones, mismas que ayudan a ampliar la práctica entre discurso, conocimiento y realidad. Teoría que en el área del Derecho, cumple una función enriquecedora al adaptar las conductas humanas a los intereses del sistema de un Estado, lo que se logra gracias justamente a ficciones, como son por ejemplo, el principio de igualdad ante la Ley o la autoridad de la cosa juzgada250.

			Avanzando en las ideas que giran en torno a la interpretación de la ley penal, es necesario ahora centrarnos en la problemática doctrinaria de si este tipo de normas son de valoración o de determinación, habida cuenta que al asumir una de estas posturas, estaríamos ante varias opciones de análisis y comprensión de la disposición.

			Por ejemplo, si vemos en la ley penal exclusivamente a una expresión del juicio de valor del legislador y tal valoración, por obvios motivos, surge como anterior a la norma imperativa dirigida a motivar a los individuos con relación a su comportamiento futuro; entonces, desde nuestro punto de vista, sería necesario no solo atender a su tenor literal, sino además desentrañar el sentido que el legislador buscó dar a la prohibición.

			En cambio, si tomamos a la ley penal únicamente como un mandato de determinación, es decir, como un imperativo que intenta motivar la abstención o realización de conductas251, la interpretación tendría que someterse, a nuestro criterio, a desentrañar el contenido de la proposición de deber dirigida a cada persona y, por tanto, la exégesis gramatical de cada uno de los elementos primaría por sobre la aplicación del método teleológico.

			A pesar de lo señalado, la doctrina mayoritaria se inclina hacia una posición ecléctica, que como lo precisa Luzón Peña, permite concebir a las normas penales como normas de determinación de conductas, pero que, a su vez, al tener el Derecho la misión de juzgar como objetivamente reprochable el comportamiento del sujeto activo, la norma pasaría también a ser una ley valorativa252.

			Bajo este mismo criterio, Gustavo Arocena señala que la norma jurídica penal busca determinar la realización o evitación de acciones u omisiones, siempre y cuando éstas sean valoradas como socialmente relevantes; por tal motivo es que, para interpretar las leyes, se tenga en cuenta que:

			a) Son directivas por medio de las cuales el órgano legislador intenta motivar a las personas para que actúen de una determinada manera.

			b) Si el fin de motivación de la persona que el legislador persigue mediante las normas penales que crea, se realiza (se exterioriza) a través de las expresiones lingüísticas, no hay duda de que el instrumento que se debe consultar en un primer momento es el desentrañar el sentido del precepto. En consecuencia, la norma jurídica se interpretará según los términos del lenguaje natural.

			c) Las leyes penales se orientan a la determinación de la conducta futura de las personas, mediante una concreta expresión lingüística, por tanto, la norma concretiza un acto de comunicación entre el legislador y el ciudadano.

			d) El acto de emisión lingüística que representa la norma penal, para que motive de forma eficaz a las personas, debe expresarse en un lenguaje compartido por los ciudadanos, es decir, contener un lenguaje comprendido por el receptor del mensaje.

			e) Un juez, cuando interprete el sentido y alcance de una norma penal que presente cierta vaguedad, tendría que consultar los hábitos semánticos de la comunicad en donde ejerce su poder de jurisdicción. Debe conocer el consenso semántico de los ciudadanos lingüísticamente competentes, en relación con la palabra cuyo alcance quiere desentrañar253.

			Como se observa, en el Derecho Penal hablar de interpretación de sus normas, nos remite a todas y cada una de las aristas que conforman al principio de legalidad, más aún el de estricta legalidad expuesto por Ferrajoli.

			Autor que si bien defiende la taxatividad de los preceptos conductuales, acepta –en relación a la verificación de los presupuestos de la pena–, la imposibilidad de constatarse un único criterio cierto y objetivo, en consecuencia, la interpretación de la ley no pueda ser reducida a una actividad meramente recognoscitiva, sino se la ejerza como fruto de una elección práctica relacionada a las hipótesis interpretativas alternativas, que colocarán al juez en una posición de comprobar los hechos abstractamente contenidos en la ley, pero conectados a la equidad ergo, a una actividad valorativa254.

			Es más, como lo indica Zaffaroni, al referirse a la formación y ejercicio del poder punitivo del Estado, se requerirá de una actividad de criminalización, sea esta primaria o secundaria. La primaria, se concretará en la formulación de la ley penal material que permite punibilizar a determinadas personas; pero, además, la operatividad penal se constatará y con mayor atención en la criminalización secundaria, momento en el cual los órganos judiciales y policiales ejercerán la acción punitiva en aquellas personas que han adecuado su conducta a un tipo criminalizado primariamente, lo que entonces les permitirá:

			“(...) decidir quiénes serán las personas que criminalice y, al mismo tiempo, quiénes han de ser las víctimas potenciales de las que se ocupe, pues la selección no sólo es de los criminalizados, sino también de sus victimizados (...)”255

			Lo expuesto, si bien permeabiliza la inclusión de varios métodos de interpretación al área penal, nos coloca ante la idea, prima facie, de que tan solo cuando exista una falta de autonomía semántica de los términos de la ley, es que podríamos acudir, por ejemplo, a su sentido teleológico y a su integración sistemática; pero no está por demás indicar que aún bajo estos últimos supuestos, como dice Arocena, el intérprete debe regresar a las palabras para encontrar el máximo tenor literal posible de los términos, para evitar crear una regla nueva, distinta a la ley que se busca aplicar256.

			Insistiendo entonces en la posibilidad de que la exégesis gramatical de las leyes penales no sea excluyente, sino forme parte de las varias herramientas de interpretación y que, por tanto, involucre diversos niveles de análisis, es ineludible referirme a aquellos casos que el profesor Juan Pablo Alonso denomina como “difíciles”, en los cuales existe, por ejemplo, en el nivel de identificación, ambigüedad contextual, extracontextual, semántica o sintáctica; o, en el nivel de sistematización, lagunas o contradicciones normativas; o, por cuestiones de coherencia, nos encontremos frente a lagunas o contradicciones axiológicas.

			Alonso propone el esquema de interpretación de las normas a la luz de lo que llama como modelo de coherencia (coherencia vista como una relación entre reglas y principios, de modo tal que un conjunto de reglas se subsuma en un conjunto de principios o valores relevantes), dentro del cual se establecen tres elementos metodológicos a tener en cuenta:

			
					Una estructura específica de los principios, como enunciados que establecen relaciones de orden;

					Un método específico (inductivo) para la obtención de principios a partir del conjunto de reglas a estudio; y,

					Un sistema de representación específico (diagrama de coherencia) que pone de manifiesto las relaciones de coherencia del universo de casos con relación a los principios inducidos257.

			

			Para esto, es importante tener presente que la función principal de las reglas asumida por Alonso, es la de conducir conductas, estipulando qué acciones son obligatorias, prohibidas o permitidas bajo ciertas circunstancias; mientras que a los principios, siguiendo los postulados de Hart, los considera como algo que resulta deseable preservar y que suministran tanto la explicación o racionalidad de las reglas como su justificación258 y que, a criterio de MacCormick, se erigen como normas relativamente generales desde el punto de vista de las personas que los aceptan y así, los contemplan como una norma a la cual es deseable adscribirse y que tiene de este modo fuerza explicativa y justificadora en conexión con determinadas reglas para la decisión259.

			El profesor Alonso también distingue tres funciones de la coherencia de las normas jurídicas.

			Una función explicativa y dos funciones normativas. La función explicativa presupondrá que el subsistema de reglas es completo y consistente, en otras palabras, carece de lagunas normativas, y, no presenta antinomias o contradicciones. También, es un subsistema coherente, en vista de que es posible explicar su coherencia en función de los principios que se inducen satisfactoriamente260.

			Ahora bien, las dos funciones normativas darán cuenta no solo de las relaciones de coherencia, sino que pretenderán incidir en la resolución de casos individuales.

			Así, la primera función normativa de la coherencia requiere que el sistema presente alguna deficiencia normativa, esto es, lagunas o antinomias, para lo cual, será menester inducir principios de modo que, a través de un diagrama de coherencia, se pueda delinear la solución coherente para el caso que se considera patológico. La segunda función normativa por su lado, parte de la premisa de que los principios derrotan a las reglas, por lo que la incoherencia deberá ser cambiada, de forma que resulte compatible con las exigencias de coherencia del conjunto de principios jerárquicamente superior261.

			Debe señalarse que todo este modelo parte de una óptica exclusivamente iuspositivista, en tanto y en cuanto los principios que permiten solucionar casos problemáticos, surgen única y exclusivamente del ordenamiento jurídico positivo; es por esto que el argentino diga que, si bien la coherencia suministra a las decisiones judiciales de casos complejos una importante racionalidad argumentativa, presenta ciertas limitaciones, en especial cuando estamos ante normas deficientes, entonces “(...) la posibilidad de ampliar los límites del análisis no [es] infinita, ya que la totalidad del derecho positivo constituye el límite máximo, que no puede ser sobrepasado en un ejercicio argumentativo.”262

			Complementado lo analizado, nos vamos sucintamente a referir a un principio propio del Derecho Penal, que postula que, en caso de duda en la aplicación de una ley, las autoridades deben inclinarse a favor del acusado. El conocido como in dubio pro reo, deberá ser visto no solo como un refuerzo de la presunción de inocencia, sino como una complementariedad del principio de legalidad, en especial cuando las normas se muestran incongruentes.

			Eugenio Sarrabayrouse hace notar, cuando cita a las leyes penales de “coartada” o de “crisis”, que éstas buscan únicamente enseñar la existencia de un legislador agencioso, cuyo propósito es tranquilizar al pueblo y mostrar una aparente capacidad de acción en la actual sociedad de riesgos263; sin embargo, dice, todo este maremágnum de normas penales, en especial en los últimos cuarenta años, está propiciando que las miradas se centren en los postulados de la teoría de la legislación, en especial en dos sentidos:

			
					El examen de las consideraciones jurídico-políticas y teóricas con relación a la decisión de legislar y de cómo producir normas correctas, efectivas y completas; y,

					El desarrollo de reglas identificadas con la configuración de leyes, su estructura, el lenguaje adecuado, etcétera.

			

			Tomando lo expuesto en las líneas precedentes, Sarrabayrouse propone que los jueces penales no elijan cualquier interpretación, sino una que conglobe a la legalidad de los delitos y las penas con los lineamientos que emanan del principio del in dubio pro reo (vinculado al principio de culpabilidad o reproche).

			Para Sarrabayrouse, ambos principios suministran la protección necesaria a las personas que se someten al poder punitivo del Estado, en especial cuando existe una disputa entre interpretaciones concurrentes (que eliminan la certeza de la ley penal), y por tanto, requieren se habilite y de forma real, una resolución a favor de la persona procesada; y lo que es más, añadir el in dubio pro reo armónica y coherentemente con el principio de legalidad, constreñirá la actividad de la interpretación normativa, hacia la observancia de un Derecho Penal limitado y sobre todo racional264.

			Cerramos con la idea de la trascendental importancia que juegan los principios jurídicos en la actualidad, que a criterio de los profesores Navarro, Bouzat y Esandi265, su discusión domina la agenda de los juristas y, colocan a la Filosofía del Derecho en un sitial privilegiado, en especial cuando la interpretación de las normas debe partir de la parte dogmática de las cartas constitucionales, y superar en consecuencia, de la manera más precisa y justa, las incorrecciones de las leyes penales.

			Intimidación

			Existieron en el ex Código Penal varias figuras relacionadas con la intimidación:

			1. Amenazas por escrito: El que por escrito, anónimo o firmado, amenazaba a otro con cualquier atentado contra las personas o las propiedades, que merecía pena de reclusión menor, era reprimido con prisión de seis meses a tres años y multa de ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, si la amenaza iba acompañada de orden o condición. En caso contrario, la pena era de tres meses a un año y multa de seis a nueve dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 377).

			2. Amenaza verbal con orden y bajo condición: Si la amenaza hecha con orden y bajo condición era verbal, el sujeto activo era reprimido con prisión de uno a seis meses y multa de seis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 378).

			3. Amenaza por escrito acompañada de orden o condición: El que por escrito, anónimo o firmado, amenazaba a otro con un atentado contra las personas o las propiedades, que merecía pena de reclusión mayor, era reprimido con prisión de uno a cinco años y multa de ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, si la amenaza era acompañada de orden o condición; y en caso contrario, con prisión de seis meses a un año y multa de seis a doce dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 379).

			4. Infundir temor público, tumultos, desórdenes: El que para infundir un temor público o suscitar tumultos o desórdenes, hacía señales, daba gritos de alarma, hacía estallar bombas o materias explosivas, o las colocaba con ese fin o, amenazaba con un desastre de peligro común, cuando estos acontecimientos no constituían un delito más severamente reprimido, eran sancionados con la pena de prisión de un mes a dos años (ex Código Penal: Art. 382).

			5. Amenazas no sujetas a sanción: Las amenazas que se hacían en el acto de alguna riña o pelea, agresión, ofensa, provocación o injuria, no se sancionaban más que con la pena en la que incurrían por la misma agresión, ofensa o riña (ex Código Penal: Art. 381).

			El Código Orgánico Integral Penal, tipifica una sola conducta: La persona que amenace o intimide a otra con causar un daño que constituya delito a ella, a su familia, a personas con las que esté íntimamente vinculada, siempre que, por antecedentes aparezca verosímil la consumación del hecho, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 154 del COIP).

			Inviolabilidad de domicilio

			(Ver Allanamiento // Actos urgentes)

			Garantía constitucional: Nadie podrá ingresar en el domicilio de una persona ni realizar inspecciones o registros sin autorización de quien lo habita o sin orden de la autoridad competente, en los casos y en las formas que establece la Ley (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 22).

			Responsabilidad penal por violación de domicilio: De producirse el hecho de la violación de domicilio, el agente responderá penalmente. Según el Código Orgánico Integral Penal, se estipula una sola conducta infraccional vinculada a la violación de propiedad privada, a diferencia del ex Código Penal que describía varios delitos relacionados a las garantías constitucionales.

			En el COIP se tipifica el siguiente delito:

			Figura genérica: La persona que, con engaños o de manera clandestina, ingrese o se mantenga en morada, casa, negocio, dependencia o recinto habitado por otra, en contra de la voluntad expresa o presunta de quien tenga derecho a excluirla, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Figuras agravadas:

			A) Si el hecho se ejecuta con violencia o intimidación, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			B) La persona que, en ejercicio de un servicio público, sin la debida autorización o fuera de los casos contemplados legalmente; o que con una orden falsa de la autoridad; o que con el traje o bajo el nombre de uno de sus agentes, viole un domicilio o lugar de trabajo, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			En la violación de domicilio se presume que no hay consentimiento del dueño o de la dueña o su encargado cuando no están presentes en el acto que constituya la infracción (Art. 181 del COIP).

			Allanamiento: El domicilio o el lugar donde la persona desarrolla su actividad familiar, comercial o laboral, podrán ser allanados en los siguientes casos:

			1. Cuando se trate de detener a una persona contra la que se ha dictado orden de detención con fines de investigación, orden de prisión preventiva o se haya pronunciado sentencia condenatoria a pena privativa de la libertad.

			2. Cuando la Policía Nacional esté en persecución ininterrumpida de una persona que ha cometido delito flagrante.

			3. Cuando se trate de impedir la consumación de una infracción que se está realizando o de socorrer a las víctimas.

			4. Cuando se trate de socorrer a las víctimas de un accidente del que pueda correr peligro la vida de las personas.

			5. Cuando se trate de recaudar la cosa sustraída o reclamada o los objetos que constituyan elementos probatorios o estén vinculados al hecho que se investiga. En estos casos se procederá a la aprehensión de los bienes.

			6. En los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cuando deba recuperarse a la agredida, agredido, o a sus familiares; cuando la agresora o el agresor se encuentre armado o bajo los efectos del alcohol, de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización o esté agrediendo a su pareja o poniendo en riesgo la integridad física, psicológica o sexual de cualquier miembro de la familia de la víctima.

			7. Cuando se trate de situaciones de emergencia, tales como incendio, explosión, inundación u otra clase de estragos que pongan en peligro la vida o la propiedad.

			Solamente en los casos 1 y 5, se requerirá orden motivada del juzgador.

			Para evitar la fuga de personas o la extracción de armas, instrumentos, objetos o documentos probatorios y mientras se ordena el allanamiento, el fiscal podrá disponer la vigilancia del lugar, la retención de las cosas y solicitar al juez la orden de detención con fines investigativos para las personas que se encuentren en él (Art. 480 del COIP).

			Trámite del allanamiento:

			Intervinientes: Al allanamiento irá el Fiscal, acompañado de la Policía Nacional, sin que puedan ingresar más que las personas autorizadas por la Fiscalía (Numeral 1 del Art. 482 del COIP).

			Resistencia del habitante de la vivienda: Si presentada la orden de allanamiento, el propietario o el habitante de la vivienda, lugar de trabajo o local se resistiere a la entrega de la persona o de las cosas, o al ingreso o a la exhibición de lugares u objetos que se encuentren al interior de dichos lugares, el Fiscal ordenará el quebrantamiento de las puertas o cerraduras (Numeral 2 del Art. 482 del COIP).

			Actuación dentro del domicilio allanado: Practicado el allanamiento, el Fiscal reconocerá en presencia de los concurrentes las dependencias del local allanado, las armas, documentos u objetos concernientes a la infracción. El personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, recogerá los elementos de convicción pertinentes, previo inventario, descripción detallada y embalaje para cadena de custodia (Numeral 3 del Art. 482 del COIP).

			Allanamiento de locales de misiones diplomáticas: Para allanar una misión diplomática o consular o la residencia de los miembros de las respectivas misiones, el juzgador se dirigirá con copia del proceso a la entidad encargada de las políticas de relaciones exteriores, solicitando la práctica de la diligencia. En caso de negativa del agente diplomático o consular, el allanamiento no podrá realizarse. En todo caso, se acogerá lo dispuesto en las convenciones internacionales vigentes en la República del Ecuador sobre la materia (Numeral 4 del Art. 482 del COIP).

			Allanamiento de naves y aeronaves: Para detener a un prófugo que se hubiere refugiado en una nave o aeronave extranjera que se halle en territorio ecuatoriano, la reclamación de entrega se hará siguiendo el procedimiento anterior respecto a las misiones consulares o diplomáticas, inclusive en los casos de negativa o silencio del comandante de la nave o aeronave (Numeral 5 del Art. 482 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal respecto a la orden de allanamiento señala:

			a) Deberá constar por escrito y señalar los motivos que determinan el registro, las diligencias por practicar, la dirección o ubicación concreta del lugar o lugares donde se ejecute el allanamiento y su fecha de expedición.

			b) En casos de urgencia, el fiscal podrá solicitar la orden verbalmente o por cualquier medio conveniente, dejando constancia de los motivos que determinen el allanamiento.

			c) De no ser posible la descripción exacta del lugar o lugares por registrar, el fiscal indicará los argumentos para que, a pesar de ello, se deberá proceder al operativo.

			d) En ninguna circunstancia podrán emitirse órdenes de registro y allanamiento arbitrarios.

			e) El juzgador podrá autorizar el allanamiento por cualquier medio, dejando constancia de dicho acto (Art. 481 del COIP).

			Inviolabilidad de la vida

			Garantía constitucional: La vida en el Ecuador se encuentra garantizada mediante la prohibición de imponer como sanción en el ámbito penal, la pena de muerte (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 1).

			Además este bien jurídico protegido se garantiza específicamente mediante los tipos penales de homicidio, asesinato, femicidio, sicariato, contemplados en los artículos 140, 141, 142, 143, 144 del Código Orgánico Integral Penal; sin perder de vista que respecto a los niños, niñas y adolescentes, el Estado les asegurará y garantizará el derecho a la vida, desde su concepción, de ahí que en nuestro ordenamiento jurídico el aborto sea punible (Constitución de la República: Art. 45 // Arts. 147-149 del COIP).

			Inviolabilidad y secreto de correspondencia

			Garantía constitucional: La correspondencia solo podrá ser retenida, abierta y examinada en los casos previstos en la ley. Se guardará el secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su examen. Este principio se observará con respecto a cualquier otro tipo o forma de comunicación (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 21).

			Procedimiento para la apertura y examen de la correspondencia:

			El Código Orgánico Integral Penal, al referirse a la retención, apertura y examen de la correspondencia y otros documentos, establece las siguientes reglas:

			1. La correspondencia física, electrónica o cualquier otro tipo o forma de comunicación, es inviolable, salvo los casos expresamente autorizados en la Constitución y en el COIP.

			2. El juez de garantías penales podrá autorizar al fiscal, previa solicitud motivada, el retener, abrir y examinar la correspondencia, cuando haya suficiente evidencia para presumir que la misma tiene alguna información útil para la investigación.

			3. Para proceder a la apertura y examen de la correspondencia y otros documentos que puedan tener relación con los hechos y circunstancias de la infracción y sus participantes, se notificará previamente al interesado y con su concurrencia o no, se leerá la correspondencia o el documento en forma reservada, informando del particular a la víctima y al procesado o su defensor público o privado. A falta de los sujetos procesales la diligencia se hará ante dos testigos. Todos los intervinientes jurarán guardar reserva.

			4. Si la correspondencia u otros documentos están relacionados con la infracción que se investiga, se los agregará al expediente fiscal después de rubricados; caso contrario, se los devolverá al lugar de donde son tomados o al interesado.

			5. Si se trata de escritura en clave o en otro idioma, inmediatamente se ordenará el desciframiento por peritos en criptografía o su traducción (Art. 475 del COIP).

			En adición el Código Orgánico Integral Penal se refiere a la interceptación de comunicaciones o datos informáticos, que se rige por los siguientes principios:

			1. El juzgador determinará la comunicación interceptada y el tiempo de interceptación, que no podrá ser mayor a un plazo de noventa días. Transcurrido el tiempo autorizado se podrá solicitar motivadamente por una sola vez una prórroga hasta por un plazo de noventa días.

			Cuando sean investigaciones de delincuencia organizada y sus delitos relacionados, la interceptación podrá realizarse hasta por un plazo de seis meses. Transcurrido el tiempo autorizado se podrá solicitar motivadamente por una sola vez una prórroga hasta por un plazo de seis meses.

			2. La información relacionada con la infracción que se obtenga de las comunicaciones que se intercepten durante la investigación serán utilizadas en el proceso para el cual se las autoriza y con la obligación de guardar secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su examen.

			3. Cuando, en el transcurso de una interceptación se conozca del cometimiento de otra infracción, se comunicará inmediatamente al fiscal para el inicio de la investigación correspondiente. En el caso de delitos flagrantes, se procederá conforme con lo establecido en el COIP.

			4. Previa autorización del juzgador, el fiscal, realizará la interceptación y registro de los datos informáticos en transmisión a través de los servicios de telecomunicaciones como: telefonía fija, satelital, móvil e inalámbrica, con sus servicios de llamadas de voz, mensajes SMS, mensajes MMS, transmisión de datos y voz sobre IP, correo electrónico, redes sociales, videoconferencias, multimedia, entre otros, cuando el fiscal lo considere indispensable para comprobar la existencia de una infracción o la responsabilidad de los partícipes.

			5. Está prohibida la interceptación de cualquier comunicación protegida por el derecho a preservar el secreto profesional y religioso. Las actuaciones procesales que violenten esta garantía carecen de eficacia probatoria, sin perjuicio de las respectivas sanciones.

			6. Al proceso solo se introducirá de manera textual la transcripción de aquellas conversaciones o parte de ellas que se estimen útiles o relevantes para los fines de la investigación. No obstante, la persona procesada podrá solicitar la audición de todas sus grabaciones, cuando lo considere apropiado para su defensa.

			7. El personal de las prestadoras de servicios de telecomunicaciones, así como las personas encargadas de interceptar, grabar y transcribir las comunicaciones o datos informáticos tendrán la obligación de guardar reserva sobre su contenido, salvo cuando se las llame a declarar en juicio.

			8. El medio de almacenamiento de la información obtenida durante la interceptación deberá ser conservado por el fiscal en un centro de acopio especializado para el efecto, hasta que sea presentado en juicio.

			9. Quedan prohibidas la interceptación, grabación y transcripción de comunicaciones que vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes, especialmente en aquellos casos que generen la revictimización en infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, sexual, física, sicológica y otros (Art. 476 del COIP).

			Íter criminis

			(Ver Actos preparatorios del delito)

			Definición: El íter criminis o camino del delito se refiere a las fases por las que pasa la conducta delictiva hasta llegar a la adecuación perfecta con la descripción del tipo penal (delito consumado o que ha llegado a la perfección jurídica).

			Estas fases tienen dos esferas, la interna y la externa; partiéndose de la deliberación o ideación del delito, la resolución de cometerlo, hasta los actos externos preparatorios y de ejecución.

			Referencias doctrinarias de las fases del íter criminis con relevancia penal*:

			*	Lo contenido en esta sección se corresponde a parte del Capítulo IV de la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión Doctoral de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (febrero 2019)

			Si una conducta típica, antijurídica y culpable no se consuma, los órganos de administración de justicia deben analizar si existen etapas previas que merezcan reproche, para lo cual será preciso que el legislador cree las figuras que supongan un justificado adelanto de punibilidad.

			Como se dijo, el íter criminis se compone de momentos que se suceden cronológicamente en el curso de la infracción, que pueden ir desde la ideación y resolución, pasando por la proposición, preparación, comienzo de ejecución y concluyen con la consumación y agotamiento del hecho. Lo importante será determinar qué momentos resultan prohibidos para la interferencia estatal, y aquellos en los que lo prohibido, es la conducta del sujeto activo266.

			Zaffaroni sostiene que toda conflictividad típica que no suponga directamente la lesión del bien jurídico básico, representa una anticipación represiva que obliga, al menos, a constatar la proximidad de peligro, atendiendo para aquello a las circunstancias de la conducta y a la finalidad de la persona267.

			Quedan excluidas entonces las expresiones que solo revelan una posibilidad de afectación abstracta o remota, es decir, no implican una proximidad de afectación al objeto jurídico.

			Ejemplos de aquellas pueden ser la fase interna, según el principio de Ulpiano del cogitationis poenam nemo patitur (nadie puede ser penado por sus pensamientos), así como las acciones externas que no sobrepasan el ámbito de la mera manifestación del propósito y que se extienden a los actos preparatorios268, a nuestro entender, por su naturaleza equívoca.

			No cabe duda es la fase externa, en concreto los llamados como actos de ejecución, los que admiten el adelanto de sanción, en otras palabras, legitimen una pena para el comienzo de la realización delictiva, que puede equiparase al dolo del delito, mismo que se interrumpe por factores ajenos a la voluntad de la persona, quien, con conciencia y voluntad, decide llevar adelante el plan delictivo.

			Debe decirse que entre la fase interna y la externa encontramos a las resoluciones manifestadas, que a nuestro criterio se circunscriben en un mero acto comunicacional y se sujetan a un modelo de propuesta delictiva y posterior concierto de voluntades, enrumbadas a lesionar o poner en riesgo el bien de protección penal.

			Dos instituciones que las definen son la proposición o puesta en conocimiento de otro de la idea delincuencial del agente y, la conspiración, o nexo de voluntad de dos o más individuos para la ejecución del delito. Figuras semejantes podrían ser las amenazas, la apología del delito, la asociación ilícita y hasta la instigación a delinquir.

			Y si se quiere diferenciar entre la asociación ilícita y la conspiración, se tendrá presente que la primera sugiere una mayor permanencia y se forma, por lo general, para la comisión de varios delitos que pueden aún no estar determinados; mientras que la segunda, demuestra un carácter más transitorio y se conecta con la perpetración de un ilícito concreto.

			En la misma línea del profesor Zaffaroni, gran parte de la doctrina se inclina a negar su punibilidad, porque no significan en verdad un peligro al objeto al que se pretende brindar protección; sin embargo, hay legislaciones que por decisiones de política criminal, las tipifican como figuras genéricas o como complemento de hechos específicos, como por ejemplo la conspiración para cometer delito de traición a la Patria.

			Ahora bien, hay que saber que uno de los problemas más arduos que la dogmática penal ha enfrentado, es encontrar los fundamentos que permitan diferenciar entre los actos preparatorios y los actos ejecutivos o de ejecución, para de estos últimos –representados en las figuras de la tentativa y el delito frustrado–, avalar su represión y la medida o grado de la pena a imponerse.

			Por ejemplo, se han esgrimido para dar sustento a la punición de la tentativa tres tipos de teorías: la objetiva, la subjetiva y la de la impresión.

			Para la teoría objetiva, la pena de la tentativa procede porque se produce un peligro para el bien jurídico, de ahí que existirá atipicidad no solo en el caso de la tentativa inidónea, sino en cualquier evento en el cual el bien no corre riesgo alguno. Por estas explicaciones, la pena del delito tentado debería ser menor al consumado, puesto que implica un injusto menor269.

			La teoría subjetiva por su parte apoya la punibilidad de la tentativa en la voluntad del autor contraria a Derecho, o sea, se centra exclusivamente en la voluntad criminal. Equipara de esta manera la tentativa con el delito consumado, por tratarse del mismo animus doloso, con la consecuente paridad de penas. Así como esta teoría propone la sanción del ánimo del sujeto activo, no es ajeno lo extienda también a los actos preparatorios270.

			La tesis de la impresión faculta la represión de la tentativa solo cuando la actuación de la voluntad contraria a Derecho es adecuada para conmover la confianza en la vigencia del orden normativo. Está vinculada a la función preventiva de la pena y a la corriente funcionalista, por lo que, desde su óptica de análisis, es peligrosa cualquier acción que produzca en la sociedad la impresión de una agresión al ordenamiento jurídico271.

			Es la corriente objetiva la aplicada por la mayor parte de ordenamientos penales, de ahí que la tentativa sea aprehendida como la negativa de la consumación que acompaña solamente a los delitos de resultado, y se equipara a los tipos penales de peligro concreto.

			De este modo, le son aplicables las limitaciones propias de la tipicidad sistemática y conglobante, como las que vienen señaladas por la justificación y la culpabilidad272.

			De lo dicho se desprende que la tentativa como tipicidad, supone tanto un aspecto subjetivo (fin de cometer el delito) como uno objetivo, que exige un principio de ejecución y una falta de consumación.273

			Como se señaló párrafos arriba, en lo que tiene que ver con el aspecto objetivo, hay que diferenciar plenamente entre los actos preparatorios y los actos de ejecución. Un sector propone un enfoque de carácter formal, cuya premisa rectora exige que el autor haya realizado en forma efectiva una parte propia de la conducta típica, es decir, su acción haya ingresado al núcleo del tipo.

			Vale como comienzo de la ejecución, el inicio de realización del respectivo verbo típico, lo que no ocurría por ejemplo si una persona que quiere matar, se la sanciona solamente por sacar el arma, lo que en todo caso podría eventualmente ser un acto preparatorio274.

			Otra corriente, la material, apela al uso del lenguaje y parte de un principio que incluye la tentativa en las acciones que, por su vinculación necesaria con la acción típica, aparecen como parte integrante de ella según su natural concepción. Para esta línea de pensamiento, sacar el arma ya se constituiría en una tentativa punible275.

			Los clásicos, representados por Francesco Carrara, propusieron la teoría de la univocidad, cuyo análisis se erige en un contraste de actos, si unos se muestran equívocos (admiten varias interpretaciones) son preparatorios y por tanto deberán quedar impunes; pero si la interpretación es una sola (unívoca para la lesión del bien), ingresarían en la esfera de ejecución, por tanto, su sanción sea legítima. Esta teoría encuentra ciertos detractores, ya que en algunas ocasiones no se logra claramente determinar la diferencia entre las dos expresiones materiales.

			Surge en este punto la propuesta de analizar además la idoneidad de los actos en relación a la lesión o proximidad de lesión del bien penalmente tutelado.

			Ecuador verbi gratia recoge tres de las posturas expuestas, ya que define la tentativa como la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no se verifica por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar de que de manera dolosa inicia la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos, conducentes de modo inequívoco, a la realización de un delito. La persona en este caso es merecedora a una pena que va de uno a dos tercios de la que le correspondería si el delito se hubiese consumado276.

			Respecto a la idoneidad de los actos/medios, o aptitud para producir un resultado, se ponderará tanto la conocida como idoneidad absoluta o general (son aptos para lesionar el bien jurídico, por ejemplo, un disparo) y la relativa, expresada en conductas que, sin tener una aptitud general para producir un resultado, en ciertos eventos, puede causarlos por las circunstancias especiales del hecho o del sujeto activo, ejemplo un alfiler en un hemofílico o azúcar en un diabético.

			El delito frustrado, inserto en la propia definición de tentativa según la normativa nacional, implica que el acontecimiento no se verifica a pesar de haber culminado la ejecución, como puede pasar cuando el autor que quiere matar, entrega el sujeto pasivo veneno, y éste último se lo bebe todo, empero logra salvarse por una acción pronta en una casa de salud.

			La tentativa como se ha analizado, aunque llega al mismo resultado (no consumación) implica la interrupción del proceso ejecutivo, o sea, la víctima apenas bebe un poco de veneno, se quema sus labios, y por tal razón, decide no seguir bebiéndolo.

			Esta diferencia conductual podría tener la misma consecuencia punitiva o distinguir una gradualidad, otorgando mayor valor de injusto en todo caso al delito frustrado.

			Para concluir, citamos otras dos figuras relacionadas con los actos de ejecución como son el desistimiento y el arrepentimiento eficaz.

			El desistimiento (o tentativa desistida) se asienta en la idea de un comienzo de ejecución que se interrumpe por decisión del sujeto activo. Lo que se observa es un verdadero cambio de propósito o abandono del plan ejecutivo. El arrepentimiento eficaz en cambio parte de que la ejecución es completa por el agente, pero el resultado no se produce, porque la persona voluntariamente evita se produzca.

			El Código Orgánico Integral Penal equipara las dos figuras con una exención de pena, salvo para los actos ejecutados que se subsuman en un tipo, a diferencia del Código Penal derogado, que estipuló únicamente para el arrepentimiento eficaz una sanción disminuida de un tercio a la mitad de la contemplada para la tentativa277.
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			Juez de garantías penales

			En razón de la Disposición Reformatoria Segunda del Código Orgánico Integral Penal, el Código Orgánico de la Función Judicial respecto a los jueces de garantías penales, establece que en cada provincia habrá el número de jueces que determine el Consejo de la Judicatura, el que señalará la localidad de su residencia y la circunscripción territorial en la que tengan competencia.

			En caso de no establecerse tal determinación, se entenderá que la competencia es provincial. Estos jueces conocerán, sustanciarán y dictarán sentencia, según sea el caso, en los procesos penales que les asigne la ley (Art. 224 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Competencia:

			Los jueces de garantías penales, además de las competencias atribuidas en el Código Orgánico Integral Penal, son competentes para:

			1. Garantizar los derechos de la persona procesada y de la víctima durante las etapas procesales, conforme con las facultades y deberes que le otorga la ley.

			2. Ordenar y practicar los actos probatorios urgentes que requieran autorización.

			3. Dictar las medidas cautelares y de protección.

			4. Sustanciar y resolver los procedimientos de ejercicio privado de la acción penal.

			5. Sustanciar y resolver los procedimientos abreviados y directos.

			6. Sustanciar y resolver las causas en todos aquellos procesos de ejercicio público de la acción penal que determine la ley.

			7. Conocer y resolver los recursos de apelación que se formulen contra las sentencias dictadas por los jueces de contravenciones en el juzgamiento de infracciones contra la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor.

			8. Los demás casos que determine la ley (Art. 225 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Juez de garantías penitenciarias

			En las localidades donde exista un centro de privación de libertad habrá por lo menos un juzgado de garantías penitenciarias. La ejecución de penas y medidas cautelares corresponderá al Organismo Técnico encargado del Sistema de Rehabilitación Social, bajo el control y supervisión de los jueces de garantías penitenciarias (Art. 666 del COIP).

			Atribuciones relativas a la ejecución de la pena: Entre sus atribuciones principales, se encuentran las siguientes:

			1. Cómputo de la Pena: El juez de garantías penitenciarias realizará el cómputo y determinará con exactitud la fecha en que finalizará la condena y, de acuerdo con el caso, la fecha a partir de la cual la autoridad competente del centro o la persona sentenciada podrá solicitar el cambio de régimen de rehabilitación social.

			La resolución se enviará al centro de privación de libertad en el que se encuentra la persona privada de libertad. Se notificará al fiscal, a la persona sentenciada o a su defensor, quienes podrán objetar el cómputo, dentro del plazo de cinco días a partir de la notificación.

			Si la persona sentenciada está en libertad y no procede la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el juez de garantías penitenciarias ordenará inmediatamente su internamiento en un centro de privación de libertad (Art. 667 del COIP).

			2. Vigilancia y control: El juez de garantías penitenciarias realizará por lo menos una inspección mensual a los centros de privación de libertad, a fin de garantizar el adecuado cumplimiento de la condena y de los derechos de las personas que están privadas de la libertad. Podrá ordenar la comparecencia ante sí de las personas privadas de libertad con fines de vigilancia y control. Cuando por razones de enfermedad una persona privada de libertad sea trasladada a una unidad de salud pública, tendrá derecho a una visita donde se encuentre.

			En las visitas que realice el juez de garantías penitenciarias se levantará un acta.

			Cuando el juez de garantías penitenciarias realice las visitas a los centros de privación de libertad ordenará lo que juzgue conveniente para prevenir o corregir las irregularidades que observe (Art. 669 del COIP).

			Normativa del Código Orgánico de la Función Judicial:

			El Código Orgánico de la Función Judicial, respecto a los jueces de garantías penitenciarias señala que en las localidades donde exista un centro de rehabilitación social habrá, al menos, un juez de garantías penitenciarias.

			Competencia: Los jueces de garantías penitenciarias tendrán competencia para la sustanciación de derechos y garantías de personas privadas de libertad con sentencia condenatoria, en las siguientes situaciones jurídicas:

			1. Todas las garantías jurisdiccionales, salvo la acción extraordinaria de protección.

			2. Resolver las impugnaciones de cualquier decisión emanada de la autoridad competente relativas al régimen penitenciario.

			3. Conocer y sustanciar los procesos relativos al otorgamiento de los regímenes semiabierto y abierto.

			4. Las resoluciones que concedan la inmediata excarcelación por cumplimiento de la pena.

			5. La unificación y prescripción de las penas emanadas por la administración de justicia penal, tanto nacional como extranjera.

			6. Controlar el cumplimiento y la ejecución del indulto presidencial o parlamentario.

			7. Cumplir con las disposiciones establecidas en el Protocolo facultativo a la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en lo que corresponde.

			8. Conocer de las violaciones al estatus de liberado de las personas que han cumplido la pena y cualquier discriminación por pasado judicial de estas personas. En las localidades donde no existan jueces de garantías penitenciarias, la competencia será de cualquier juez.

			9. Conocer y resolver la situación jurídica de las personas privadas de la libertad cuando se haya promulgado una ley posterior más benigna.

			10. Las demás atribuciones establecidas en la ley (Art. 230 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Resolución del Consejo de la Judicatura con relación a los jueces de garantías penitenciarias:

			La Resolución 018-2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura, aprobada el 29 de enero del 2014, amplió la competencia en razón de la materia de los jueces de garantías penales de primer nivel con asiento en la ciudad sede de la Corte Provincial de Justicia en donde existan establecimientos penitenciarios, para que conozcan y resuelvan los asuntos relacionados con la materia de garantías penitenciarias conforme las disposiciones contenidas en el artículo 230 del Código Orgánico de la Función Judicial.

			Tan solo el 4 de septiembre del 2019, el Consejo de la Judicatura anunció que empezaron a funcionar 4 Unidades de Garantías Penitenciarias en Cotopaxi, Guayas, Azuay y Manabí.

			Jurisdicción penal

			(Ver Jurisdicción universal)

			Órganos que ejercen la jurisdicción penal: Únicamente los jueces y tribunales penales establecidos de acuerdo con la Constitución y las demás leyes de la República, son los que ejercen jurisdicción en materia penal.

			La jurisdicción es definida por el Código Orgánico Integral Penal como la potestad pública de juzgar y ejecutar lo juzgado, motivo por el cual solo los juzgadores determinados en la Constitución, el Código Orgánico de la Función Judicial y en el COIP, ejercen jurisdicción en materia penal para el juzgamiento de las infracciones penales cometidas en el territorio nacional y en territorio extranjero, en los casos que establecen los instrumentos internacionales suscritos y ratificados por el Estado (Art. 398 del COIP).

			Sometimiento a la jurisdicción penal ecuatoriana: Están sujetos a la jurisdicción penal del Ecuador según el COIP:

			1. Principio de territorialidad: Los ecuatorianos y extranjeros que cometan una infracción en el territorio de la República.

			2. Caso especial de jefes de estado y diplomáticos: El Jefe de Estado y los representantes diplomáticos del Ecuador, su familia y la comitiva, que cometen una infracción en territorio extranjero y los cónsules ecuatorianos que, en igual caso, lo hacen en el ejercicio de sus funciones consulares.

			3. Naves con bandera ecuatoriana: Los ecuatorianos o los extranjeros que cometen una infracción a bordo de naves aéreas o marítimas de bandera ecuatoriana registradas en el Ecuador, ya sea en el espacio aéreo nacional o mar territorial ecuatoriano o en el espacio aéreo o mar territorial de otro Estado.

			4. Delitos contra el Derecho Internacional: Los ecuatorianos o los extranjeros que cometen infracciones contra el derecho internacional o los derechos previstos en convenios o tratados internacionales vigentes, siempre que no hayan sido juzgados en otro Estado.

			No sometimiento a la jurisdicción penal ecuatoriana en razón de instrumentos internacionales:

			No se someterán a la jurisdicción penal nacional, los jefes de otros Estados que se encuentren en el país, los representantes diplomáticos acreditados y residentes en el territorio ecuatoriano y los representantes diplomáticos de otros Estados, transeúntes que pasen ocasionalmente por el territorio.

			Esta excepción se extiende al cónyuge, hijos, empleados extranjeros y demás comitiva de el jefe de Estado o de cada representante diplomático, siempre que oficialmente pongan en conocimiento del Ministerio encargado de las relaciones exteriores, la nómina de tal comitiva o del personal de la misión (Art. 400 del COIP).

			Jurisdicción universal

			(Ver Delitos contra la humanidad)

			Esta figura nace a la vida jurídica con el Código Orgánico Integral Penal y se la reconoce tanto para la investigación y juzgamiento de los delitos contra la humanidad, siempre que no hayan sido juzgados en otro Estado o por cortes penales internacionales, de conformidad con lo establecido en el COIP y en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Ecuador (Art. 401 del COIP).

			En estos casos, el juzgador ecuatoriano –de manera amplia– podrá determinar la jurisdicción que garantice mejores condiciones para juzgar la infracción penal, la protección y reparación integral de la víctima (Art. 405 del COIP)

			Jurisdicción universal y el Derecho de los Tratados:

			El Comité Internacional de la Cruz Roja señala que la jurisdicción universal se refiere a la jurisdicción sobre los delitos, con independencia del lugar en que se cometieron o la nacionalidad del sujeto activo. Se la aplica a una serie de ilícitos que los Estados, por motivos de interés internacional, pueden o deben reprimir, motivo por el cual la jurisdicción universal puede aplicarse a través de la promulgación del Derecho nacional (jurisdicción universal legislativa) o la investigación y el juicio de los acusados (jurisdicción universal contenciosa)278.

			En lo referente a los tratados o convenios internacionales, se debe señalar que los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, introdujeron la aplicación de la jurisdicción universal para las violaciones de los Convenios que se calificaren de infracciones graves, por tanto, los Estados tienen la obligación de buscar a las personas acusadas, sin importar su nacionalidad, para hacerlas comparecer ante sus propios tribunales o entregarlas para que sean juzgadas por otro Estado Parte.

			Los Convenios de Ginebra no limitan expresamente el ejercicio de la jurisdicción a los acusados encontrados en el territorio de un Estado, es decir, no se limitar a estipular una jurisdicción universal territorial. Esto supone que los Estado pueden, y de hecho deberían, ordenar investigaciones o iniciar causas en contra de los acusados fuera de su territorio, por lo menos cuando su sistema jurídico permita tales procedimientos279.

			Para Kai Ambos, el principio de jurisdicción universal se compagina con hechos que lesionan o amenazan los intereses de seguridad, no solo del Estado enjuiciador, sino también de otros Estados; no en vano, el principio defiende comunes intereses de seguridad y humanidad de todos los Estados, especialmente en ámbitos que no se hallan quizá bajo ningún poder soberano exclusivo280.

			En este hilo, el desarrollo de la jurisdicción universal la encontramos también en el Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, organismo que según el artículo 1 del Estatuto, debe “(...) ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional (...)”

			De acuerdo con lo anterior, la competencia que se asigna a la Corte Penal Internacional y cuyo objeto, además de generar los ingredientes de jurisdicción universal, incluye entre los delitos internacionales el genocidio (Art. 6) y los crímenes de lesa humanidad (Art. 7). Entre estos últimos se incorporan la esclavitud y el tráfico de seres humanos.

			También se desarrollan los crímenes de guerra (Art. 8) internacionales o no y los factores comunes que implican en todos ellos, la necesidad de ser perpetrados de modo colectivo y organizado.

			En el Estatuto de Roma se registran varios principios, como son la legalidad de los delitos y de las penas (Arts. 22 a 24), las reglas relativas a la responsabilidad penal (Arts. 25, 27, 28, 29 y 30) y normas referentes a la exclusión de la responsabilidad penal (Arts. 26, 31, 32 y 33). Todo este sistema permite dar lugar a un complejo normativo, que es el que los Estados que han suscrito y ratificado el Estatuto, deben integrar a su ordenamiento jurídico nacional.

			A pesar de lo antes dicho, es preciso advertir que no es suficiente la identidad de la conducta en el Derecho interno, sino que también será menester sean cumplidas primero las condiciones de admisibilidad (Art. 17 Estatuto) y de jurisdicción complementaria o suplementaria de la Corte Penal Internacional, última que actúa únicamente cuando los Estados no han procedido al juzgamiento de los responsables.

			Justicia especial - Procedimientos especiales y expeditos

			En la Constitución de la República se determina que la ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia intrafamiliar, violencia sexual, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus particularidades, requieren de mayor protección. Se nombrarán fiscales y defensores especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo con la ley (Constitución de la República: Art. 81).

			Cabe indicarse que el Código Orgánico Integral Penal, hasta antes de la reforma del 2019, contempló cuatro procedimiento especiales:

			
					Procedimiento abreviado

					Procedimiento directo

					Procedimiento expedito para las contravenciones, una de ellas se relaciona a violencia intrafamiliar.

					Procedimiento para el ejercicio privado de la acción penal (Art. 634 del COIP).

					Con la reforma del 2019 se agrega el procedimiento unificado, especial y expedito para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Arts. 651. 1 – 651.6)

			

			Justicia – jurisdicción indígena

			Nuestra Constitución determina que las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dentro del ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres.

			Las autoridades aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, y que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales.

			El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean respetadas por las instituciones y autoridades. Dichas decisiones estarán sujetas al control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la justicia indígena y la jurisdicción ordinaria (Constitución de la República: Art. 171).

			De esta manera el artículo 76, numeral 7 literal i) de la Constitución, prescribe que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena, deberán ser considerados para este efecto, lo que concuerda con el contenido del numeral 9 del Art. 5 del Código Orgánico Integral Penal.

			Asimismo el COIP, en su Disposición General Segunda, señala que en las infracciones cometidas en las comunidades indígenas, se deberá proceder conforme a lo dispuesto en la Constitución de la República, en los tratados e instrumentos internacionales ratificados por el Estado, en el Código Orgánico de la Función Judicial y en la leyes respectivas.

			Aplicación de la jurisdicción indígena en Ecuador - Derecho Penal consuetudinario y los tratados internacionales*:

			*	El contenido de este apartado se corresponde al artículo: ARAUJO GRANDA, María Paulina, “Análisis de los alcances prácticos de la justicia penal indígena y la jerarquía de los tratados internacionales en el ordenamiento jurídico ecuatoriano”, cátedra de Teoría General del Derecho Internacional, Universidad de Buenos Aires, julio 2015. 

			Resumen: Ecuador es uno de los países que reconoce, dentro de su texto constitucional, a la justicia indígena, como uno de los sistemas de administración de justicia válido dentro de su estructura estatal intercultural y plurinacional.

			En este sentido, en el año 2002, existió una decisión judicial que marcó un hito en el reconocimiento práctico de los derechos a los pueblos y nacionalidades indígenas en lo que a ejercicio de la jurisdicción penal se refiere (Caso “La Cocha I”). Se trata del auto de nulidad dictado por el juez penal de la provincia de Cotopaxi, quien, legitimando su decisión en la Constitución Política y ante todo en el Convenio 169 de la OIT, hizo prevalecer un juzgamiento llevado a cabo por un grupo indígena de un delito de asesinato, y por tanto, nulitó todas las actuaciones realizadas por la justicia ordinaria, en respeto del principio ne bis in ídem.

			Si bien el caso referido concluyó en el año 2012 en manos de las autoridades de administración de justicia común, la misma comunidad indígena, en el año 2010 (Caso “La Cocha II”) bajo una situación similar, propició la adopción de una resolución por parte de la Corte Constitucional en relación al alcance del juzgamiento de los delitos contra la vida por parte de los pueblos y comunidades indígenas, a la par del surgimiento de una interpretación sui generis del contenido del Convenio 169 de la OIT.

			I. Introducción

			Para contextualizar el presente análisis, es necesario suministrar al lector las varias directrices normativas que han estado y están vigentes en Ecuador, en vista de que el Caso “La Cocha I”, transita por períodos en los cuales no se pudo contar con una clara delimitación del sentido, contenido y alcances de la justicia indígena, en especial cuando se trata de conductas contempladas en el Código Penal y que implican la intervención (incluso de oficio) de las autoridades que detentan el ius puniendi.

			En este hilo de ideas, se debe señalar que fue la Constitución Política del Ecuador del año 1998 (Publicada en el Registro Oficial No. 1, de 11 de agosto de 1998), la que en el Título VIII dedicado a las regulaciones de la Función Judicial, en el inciso final del artículo 191 de su primer capítulo, prescribió que las autoridades de los pueblos indígenas ejercerían funciones de justicia, aplicando normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos de conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre y cuando no sean contrarios a la Constitución y las leyes.

			A renglón seguido, el texto constitucional precisó que se debía dictar una Ley, para hacer compatibles aquellas funciones con las del sistema judicial nacional; ley que hasta la presente fecha no ha sido aprobada.

			La Constitución de la República actualmente vigente (Publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre del 2008), en su artículo 171, ya no solo reconoce a la justicia indígena su lugar dentro de la administración de justicia nacional, sino que otorga a las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su derecho propio, dejando constancia que esto ocurrirá exclusivamente dentro de su ámbito territorial, con garantía de participación y decisión de las mujeres.

			Para esto, aplicarán normas y procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales. En adición, el Estado se compromete a garantizar que las decisiones de la jurisdicción indígena serán respetadas por las instituciones y autoridades.

			Por otro lado, ineluctable resulta indicar que el Ecuador suscribió en la ciudad de Ginebra en el mes de junio del año 1989, durante la 76 Conferencia Internacional del Trabajo, el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales de países independientes, cuya aprobación se realizó por medio de la Resolución Legislativa s/n, publicada en el Registro Oficial No. 304, de 24 de abril de 1998; su ratificación, mediante Decreto Ejecutivo No. 1387, publicado en el Registro Oficial No. 311, de 6 de mayo de 1998; y, su publicación, se llevó a efecto el 07 de junio de 1999, en el Registro Oficial No. 206.

			Lo contenido en el párrafo precedente, debe ser concordado con la jerarquía de los instrumentos internacionales según los textos constitucionales que han estado vigentes, que en esencia determinan que las normas contenidas en los tratados y convenios internacionales, una vez promulgados en el Registro Oficial, forman parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalecen sobre leyes y otras normas de menor jerarquía, es decir, se ubican al mismo nivel que la Constitución; es más, según la Constitución del año 2008, aquellos que se refieren a derechos humanos y que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Carta Suprema, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público.281

			Con estos antecedentes, es menester indicar que los principios y disposiciones del Convenio 169 de la OIT incorporados al derecho público interno y que sirvieron de antecedente para la consagración constitucional de la justicia y jurisdicción indígena en el Ecuador, parten de premisas como por ejemplo, el significado de la expresión “pueblos indígenas”, mismo que a criterio del jurista Alberto Wray, exhorta al análisis de varios elementos contenidos en el artículo 1 del referido Convenio de la OIT282, entre los que se pueden citar los siguientes:

			
					Elemento histórico: Este elemento se constriñe a los grupos humanos que descienden de poblaciones que estaban presentes en el territorio de un país, antes de la época de la conquista o colonización.

					Elemento cultural: El grupo debe poseer entre sus características distintivas, la conservación total o parcial de sus propias estructuras sociales, culturales y de organización y ejercicio del poder; y,

					Elemento de diferenciación psico-social: Se refiere a la conciencia de su identidad indígena, como pilar que cohesiona al grupo y le sirve tanto para diferenciarse de otros, como para relacionarse con los demás.283

			

			Ahora bien, en lo concerniente a la posibilidad de que los pueblos indígenas y tribales puedan aplicar sus costumbres ancestrales para la solución de sus conflictos, en especial, cuando se trata de delitos, el Convenio 169 en su artículo 9, señala en su parte pertinente que:

			“En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros” (Art. 9 Núm. 1); de ahí que “Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.” (Art. 9 Núm. 2).

			Los dos numerales del artículo 10 del Convenio, van más allá, en vista de que determinan que en los casos en los cuales se aplique la justicia penal ordinaria a miembros de los pueblos, “deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales” y además, “deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento”.

			Debe decirse que, en el ámbito latinoamericano, es la Corte Constitucional de Colombia284 el organismo que mayor producción jurisprudencial ha desarrollado en torno a los alcances de la jurisdicción penal indígena, al punto en que resoluciones de poderes judiciales de otros países de la región, han tomado gran parte de los criterios colombianos vinculados a la aplicación práctica del Convenio 169 de la OIT.

			Para finalizar con esta introducción, no se puede pasar por alto que en el año 2007, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (A/RES/61/295), instrumento que si bien reconoce una cantidad considerable de derechos a los pueblos indígenas y aporta a la comunidad internacional un marco común para la realización de los mismos, no existe un reconocimiento expreso a la justicia penal sino, de modo general, a través de sus artículos 34 y 35, se señala que:

			“Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos”; y “Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las responsabilidades de los individuos para con sus comunidades”.

			Abundando en esto, la propia Organización Internacional del Trabajo, dentro de la Guía sobre el Convenio No. 169285, en el acápite VI dedicado al derecho consuetudinario, los sistemas penales y el acceso a la justicia, cuando se centra en el tema de los delitos, indica que en aplicación del artículo 9 (1) del Convenio, si bien los Estados deben respetar los métodos tradicionales de los pueblos para la represión de los delitos penales y otras ofensas, esto tendrá como límite la compatibilidad con el sistema jurídico nacional y los derechos humanos internacionalmente reconocidos, por lo que métodos que vulneren derechos fundamentales individuales no queden legitimados.

			II. Desarrollo

			2.1.1 El caso la Cocha en el año 2002 - Antecedentes fácticos

			En la comuna La Cocha, cuyo territorio se encuentra ubicado en un sector de la provincia de Cotopaxi, el 23 de abril del año 2002, se produjo la muerte del señor Maly Latacunga Cuchiparte, sabiéndose que quienes tomaron parte de la riña que se produjo antes del deceso, fueron los señores Juan Manuel, Nicolás y Jaime Cuchiparte. El día de los hechos, la autoridad política de la comuna, quien realizó la identificación, levantamiento y necropsia del cadáver, observó que el cuerpo había sido sometido a cuidados postmorten y que, la posible causa de muerte, se relacionaba con un traumatismo craneoencefálico grave postraumático, que provocó una hemorragia cerebro vascular.

			Entre los hechos más relevantes, debe indicarse que la riña que produjo la muerte del señor Latacunga, tuvo lugar dentro de una celebración familiar, en la cual los tres partícipes, previo a las varias provocaciones de afrenta provenientes del occiso, se armaron y procedieron a golpearlo hasta dejarlo inconsciente en el suelo y luego abandonar el recinto.

			Ante esto, los brigadistas de la comunidad La Cocha se encaminaron a la localización y detención de los tres causantes de la muerte y tan solo ocho días después, dos de ellos se presentaron voluntariamente, quedando a órdenes de la comunidad y gestando la convocatoria a las trece comunidades de la parroquia Zumbahua para que resolvieran el conflicto, centradas en los siguientes puntos:

			a) Que los detenidos no sean puestos a órdenes de las autoridades competentes;

			b) Que sean juzgados de acuerdo con las leyes y costumbres de las comunidades; e,

			c) Indemnizar a la viuda.

			Siendo así, el día 5 de mayo del 2002, las trece comunidades indígenas suscribieron un acta en el cabildo La Cocha, donde acordaron fijar como indemnización la cantidad de USD. 6.000. Los acusados entregaron USD. 3.000 al momento de la referida suscripción y se comprometieron a pagar el otro cincuenta por ciento, en cuotas de USD. 60 mensuales.

			Otra de las decisiones de las autoridades indígenas, fue ordenar el destierro de los responsables por el lapso de dos años; además, se ordenó que fueran castigados en la plaza pública, de conformidad a las costumbres y tradiciones de sus antepasados, para lo cual les hicieron caminar en piedras y se les ortigó286. Luego, los autores de la infracción, acatando la decisión de sus líderes, abandonaron la comunidad.

			Debe indicarse que los miembros de la Policía Nacional no pudieron intervenir en un primer momento, dado que los comuneros apoyaron el juzgamiento por parte de las autoridades indígenas; particular que luego no fue tomado en cuenta por la Fiscalía General del Estado, organismo que se encargó de iniciar el correspondiente procedimiento penal en contra de los señores Cuchiparte, por delito de asesinato.

			2.1.2 Nulidad de actuaciones de la justicia ordinaria y criterio de prevalencia de la justicia indígena en razón de un tratado internacional

			Una vez que el señor Fiscal decidió iniciar el proceso penal y acusar a los responsables, solicitó el apoyo de los jueces penales para la emisión de las respectivas órdenes de prisión y, además, pidió se dictará el correspondiente auto de llamamiento a juicio en su contra; peticiones que recayeron en el juzgado de garantías penales de Cototpaxi, órgano que nulitó todo lo actuado por parte de la justicia ordinaria, argumentando se había vulnerado el principio del non bis ídem, puesto que la comunidad donde acontecieron los actos considerados delictivos, ya estableció una sanción de conformidad a sus costumbres ancestrales.

			La decisión tuvo como fundamentos normativos los siguientes:

			A) Inciso cuarto del artículo 191 de la Constitución Política de Ecuador, que reconoce el ejercicio de funciones de justicia a las autoridades de los pueblos indígenas, a través de la aplicación de normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos, de conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que no sean contrarios a la Constitución y las leyes.

			B) El Convenio 169 de la OIT, instrumento que es parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalece sobre leyes y otras normas de menor jerarquía. El instrumento reconoce el Derecho ancestral de los pueblos indígenas dentro del Estado ecuatoriano, en vista de que, entre otros, el contenido de los artículos 8, 9, 10, 11 y 12 del tratado internacional impone a todas las autoridades respetar las costumbres e instituciones de las comunidades indígenas, aspecto que no puede ni debe estar sujeto a la creación de una ley.

			C) El auto de nulidad precisó que si bien la parte final de la disposición contemplada en el artículo 191 inciso cuarto de la Constitución Política, así como la disposición general del Código de Procedimiento Penal publicado en el R.O. 360 de 13 de Enero del 2.000, indicaban que se debía esperar para la aplicación de la jurisdicción a los pueblos indígenas a la creación de una Ley especial; esta situación jurídica de espera legis, no forma parte del tratado internacional, sensu contrario, debía ser interpretada en conjunto con otras disposiciones de la propia Carta Política, como por ejemplo sus artículos 17 y 18, relativos a la libertad de ejercicio de los derechos humanos y la aplicación directa e inmediata de los derechos y garantías, por tanto, la imposibilidad de alegarse falta de ley para negar su reconocimiento.

			D) Para el juez, el Convenio 169 de la OIT, debía ser inmediatamente aplicado, so pena de que el Estado ecuatoriano incurriera en responsabilidades internacionales por la inobservancia de derechos fundamentales; particular que ya ha sido expuesto por la Corte Constitucional de Colombia, cuyo criterio se resume en que:

			“(...) No es cierto que la vigencia de la jurisdicción indígena esté en suspenso hasta que se expida la ley de coordinación con el sistema judicial nacional. La Constitución tiene efectos normativos directos, de tal manera que si bien es de competencia del legislador coordinar el funcionamiento de la jurisdicción indígena y la jurisdicción nacional, el funcionamiento de ésta no depende de dicho acto legislativo.”287

			E) El auto de nulidad, para sustentar que las sanciones aplicadas a los autores del delito por parte de la comunidad indígena no fueron contrarias al debido proceso, señaló que toda interpretación debía partir no de un criterio occidentalizado de la justicia, sino de la cosmovisión de la cultura indígena, dado que quizá lo que es correcto para nosotros, sea incorrecto para ellos, o viceversa.

			F) Desenlace del Caso La Cocha I

			Una vez que se notificó a las partes procesales la decisión del Juez encargado, la Fiscalía General del Estado propició que el Juez titular del juzgado dejara sin efecto el auto de nulidad al que nos hemos referido en los párrafos precedentes y en su lugar, dictara auto de llamamiento a juicio y se emitieran las boletas de encarcelamiento en contra de los tres hermanos Cuchiparte; sin embargo, la etapa del juicio se suspendió, puesto que los acusados no pudieron ser ubicados por los agentes policiales y; al haber transcurrido en el año 2012 los diez años que la norma procesal contempla para la prescripción de la acción, el proceso ventilado en la justicia ordinaria, quedó sin efecto.

			2.2.1. El Caso La Cocha II (2010) y el criterio de la Corte Constitucional (2014)

			Desde el caso la Cocha del año 2002, existieron algunos eventos en varias comunidades indígenas que, o bien directamente se les negó la posibilidad de aplicar sus costumbres ancestrales o el Estado ni siquiera tuviera conocimiento de cómo se resolvieron los conflictos acaecidos, poco se avanzó con pautas normativas para dar cumplimiento a varias de las directrices del Convenio 169 de la OIT.

			En este escenario, y una vez que se aprobó la Constitución de la República en octubre del 2008, el 9 de mayo del año 2010, la comuna de La Cocha vuelve a ser protagonista de un juzgamiento de un delito de asesinato, del cual resultó la muerte del señor Marco Antonio Olivo, en la que participaron cinco jóvenes indígenas, los que fueron sometidos, con base en los artículos 171 de la Constitución y 343 del Código Orgánico de la Función Judicial288, a la decisión de las autoridades indígenas de las comunidades de La Cocha y Guantopolo, que en los días 16 y 23 de mayo del 2010, establecieron su culpabilidad e impusieron las sanciones conforme la justicia indígena.

			La Fiscalía General del Estado, el Ministerio de Gobierno y Policía y el Ministerio de Justicia a la época, solicitaron el inicio de las acciones legales en el ámbito de la justicia ordinaria, última que asumió la competencia para la investigación, acusación y represión del ilícito.

			Ante la posibilidad de un doble juzgamiento y consecuente vulneración de derechos fundamentales de las autoridades indígenas y los responsables del delito, el hermano del fallecido (quien aceptó voluntariamente someter la resolución de la muerte de su familiar a la jurisdicción indígena), presentó una acción ante la Corte Constitucional, en la cual solicitó, a más de la suspensión de los procesos judiciales en contra de las autoridades indígenas y la inmediata libertad de los procesados, que el máximo órgano de interpretación constitucional, se pronunciara en aspectos como:

			- Si las autoridades indígenas de La Cocha, al momento de ejercer funciones jurisdiccionales, podían o no solucionar el asesinato y muerte de Marco Antonio Olivo, ocurrido en el territorio indígena de la parroquia de Zumbahua.

			- Si las sanciones impuestas a los cinco involucrados constituyeron o no violación de los derechos humanos fundamentales y si éstos son actos de salvajismo, barbarie y primitivismo, como varias autoridades del Estado lo sostuvieron.

			- Si las autoridades indígenas que actuaron ejerciendo jurisdicción y competencia indígena, y en apegadas al debido proceso, cometieron los delitos de secuestro o plagio.

			- Si los miembros de las comunidades indígenas debían o no someterse a la jurisdicción indígena o es una fórmula que dependía de la voluntad de las partes.

			- Si una vez que el caso estaba en conocimiento de la jurisdicción y competencia de las autoridades indígenas, debía o no ser interferido por las autoridades de la justicia ordinaria.

			El Pleno de la Corte Constitucional, con seis votos a favor, expidió la Sentencia No. 113-14-SEP-CC, de 30 de julio del 2014289, en la cual concluyó que no se vulneraron derechos constitucionales, tanto en el ejercicio de la administración de justicia indígena por parte de la Asamblea General Comunitaria de La Cocha, como por parte de la Fiscalía General del Estado y la jurisdicción penal ordinaria.

			Estimó que si bien la Asamblea General Comunitaria del pueblo kichwa Panzaleo es la autoridad de justicia indígena habilitada y competente para resolver los conflictos en sus territorios, esos conflictos se circunscriben a situciones exclusivamente internas y, además, dicha Asamblea, cuando conoció el caso, no resolvió respecto de la protección del bien jurídico vida como fin en sí mismo, sino en función de los efectos sociales y culturales que esa muerte provocó en la comunidad; mientras que la fiscalía y la justicia penal ordinaria actuaron bajo la obligación constitucional y legal de investigar y juzgar, de ahí que no existió violación del non bis in ídem.

			En este mismo fallo, la Corte Constitucional estableció varias reglas de aplicación obligatoria que las autoridades indígenas y las de la justicia común deben observar de manera obligatoria, entre las que resaltan las siguientes:

			1. La jurisdicción y competencia para conocer, resolver y sancionar los casos que atenten contra la vida de toda persona, es facultad exclusiva y excluyente del sistema de Derecho Penal ordinario, aún en los casos en que los presuntos involucrados y los presuntos responsables sean ciudadanos pertenecientes a comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, así como si los hechos ocurren dentro de una comunidad, pueblo o nacionalidad indígena.

			2. La administración de justicia indígena conserva su jurisdicción para conocer y dar solución a los conflictos internos que se producen entre sus miembros dentro de su ámbito territorial y que afecten sus valores comunitarios.

			3. Las autoridades de la justicia penal ordinaria, en el procesamiento y resolución de casos penales que involucren a ciudadanos indígenas, aplicarán lo establecido en el Convenio 169 de la OIT.

			Desde nuestro punto de vista, la Corte ecuatoriana, al momento de considerar el contenido de los artículos 9 (que se refiere a los métodos de los pueblos indígenas para la represión de delitos) y 10 (sanciones penales a miembros de pueblos indígenas) del Convenio 169 y su desarrollo por parte del ordenamiento jurídico nacional, hace una interesante bifurcación y hasta clasificación de infracciones, dado que, al asumir que únicamente los delitos contra la vida quedan excluidos de la potestad jurisdiccional de las autoridades indígenas, todos los demás delitos que atentan contra otros bienes jurídicos podrán ser juzgados por el derecho consuetudinario de cada comunidad.

			Por otro lado, el criterio de la Corte nos permitiría pensar que, sea cual fuera la infracción o el lugar en donde se haya perpetrado un ilícito, si el procesado se identifica como indígena, las autoridades de la justicia ordinaria deberán preferir sanciones diferentes a la privación de libertad, aún cuando la ley, por obvias razones, no las prevea.

			La resolución de la Corte entonces, no está negando la existencia de una justicia penal cuya fuente es la costumbre de cada pueblo y que de suyo implicaría la transgresión del principio de legalidad o de reserva de ley contenido en el numeral 3 del Art. 76 del texto constitucional290; además, estaría avalando un tratamiento especial para personas que se identifiquen con una población indígena específica, esperando con esto quizá, que los jueces de la justicia común puedan crear sanciones, para convertirse en intérpretes de una cosmovisión no uniforme.

			Dicho de otro modo, deja abierta la posibilidad de que ante un mismo delito, un indígena no reciba una pena privativa de libertad, mientras que una persona no indígena, sí deba ir a la cárcel y por tanto, someterse a las normas generalmente obligatorias en todo el territorio nacional.

			Estas precisiones, que han sido una de las tantas críticas efectuadas a la sentencia de la Corte Constitucional ecuatoriana, han colocado en la mesa del debate el problema ya planteado desde la vigencia de la Constitución del año 1998 en relación a la falta de ley de compatibilidad, mismo que como lo señala Rafael Oyarte, ni aún con la aprobación del Código Orgánico de la Función Judicial en el año 2009, ha logrado definir con total precisión los alcances de la jurisdicción indígena, lo que se agrava con las varias decisiones de la Corte Constitucional, que no han llegado a definir plenamente la verdadera competencia material de la justicia indígena, requisito elemental en un Estado de Derecho, para el cumplimiento del principio de seguridad jurídica291.

			En el siguiente acápite abundaremos en mayores concreciones respecto a la justicia penal indígena y la funcionalidad de las normas internacionales dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano.

			2.2.2. La jerarquía y observancia de los tratados internacionales y el ejercicio de la jurisidicción indígena en Ecuador

			Ya hemos hecho referencia acerca de la jerarquía de los convenios internacionales en nuestro ordenamiento jurídico, sabiéndose que si bien se equiparan a la supremacía constitucional, aquellos que se refieren a derechos humanos, para ciertos estudiosos, implican un valor normativo igual o mayor, lo que quiere decir que el poder constituyente debe respetar las normas contenidas en esos instrumentos internacionales, pero no por el hecho de estar consagrados en una norma internacional, sino por la materia de la que se ocupan. No se olvide que los derechos humanos no son creaciones de las constituciones, ni mucho menos se consideran como una dádiva del Estado, de ahí que su reconocimiento y vigencia no estén condicionados a su existencia en el texto normativo.292

			La Constitución ecuatoriana inclusive, ha prescindido de la influencia de los conceptos de la soberanía absoluta y, en aplicación de las corrientes del Derecho Internacional contemporáneo, adopta las normas internacionales como regulaciones de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas293, como consta en su texto en el numeral 9 de su artículo 416294.

			En este hilo de ideas y en lo que tiene que ver con la observancia de los tratados, Silvina G. González Napolitano se refiere a las convenciones de Viena (Art. 26) que contienen dos principios fundamentales, como son el pacta sunt servanda y el de bona fide (los tratados o convenios deben observarse y cumplirse ya que obligan a las partes, y su cumplimiento y aplicación debe ser de buena fe), lo que nos coloca ante tres aspectos fundamentales:

			1. Un tratado es obligatorio para quienes hayan manifestado el consentimiento en obligarse.

			2. El cumplimiento comienza a partir de su entrada en vigor.

			3. El cumplimiento debe ser de buena fe, es decir, las partes deben actuar de manera razonable, sin pretender, por ejemplo, obtener ventajas injustas por una interpretación literal del tratado.295

			Con estas precisiones, volvemos a centrar nuestra atención en el Convenio 169 de la OIT, norma internacional que al referirse a la justicia indígena, aunque la considera como uno de los derechos de los pueblos indígenas y tribales, cuando se refiere a la competencia en razón a la materia -concretamente la penal-, su texto obliga al Estado ecuatoriano a respetar “los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de delitos cometidos por sus miembros.”

			Esto a nuestro criterio, nos coloca ante un contenido normativo que tiene la misma jerarquía que el texto constitucional, en tanto y en cuanto no estipula derechos humanos per se, sino el reconocimiento de “métodos”, mismos que deben necesariamente circunscribirse al limite que el Estado ecuatoriano impuso en su Carta Política, en razón de la resolución exclusiva de “conflictos internos” y que no deben ser “contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales.”

			Mírese que este límite, no implica una trasgresión de las obligaciones asumidas con la suscripción del referido Convenio, en vista de que si se aplica una hermenéutica integral de la norma internacional, se impone al Estado suscriptor, a través del numero 2 de su artículo 8, respetar las costumbres e instituciones propias de los pueblos indígenas, “siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos”; es más, al reconocimiento de métodos para la represión de ilícitos, en el numeral 1 del artículo 9 del Convenio 169, precede la frase: “En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos”.

			Por lo dicho, mal haríamos en asumir que el reconocimiento de métodos específicos para la represión de delitos, se circunscribe, literalmente, a las conductas contenidas en la norma sustantiva penal; sino que más bien debería ser tomado genéricamente para las conductas generadoras de un conflicto propio de las comunidades (infracciones a la propia cosmovisión indígena) y que no requiera, en consecuencia, de la participación del poder punitivo estatal, último que es de aplicación general para ecuatorianos y para extranjeros, que delincan dentro de los límites del territorio nacional.

			En este punto, es mi obligación indicar que quienes defienden la aplicación de la justicia indígena en todas las áreas que podrían implicar la vulneración de derechos de terceros o bienes jurídicos (incluida la penal), aún no logran dar respuesta al problema jurídico que deriva del texto del propio Convenio y de la referencia constitucional a su aplicabilidad a los “conflictos internos” de las comunidades indígenas y pueblos tribales.

			Lo señalado no quiere decir que no logren una exitosa fundamentación sociológica y de critica por demás fundada acerca de la eficacia, eficiencia y practicidad de la justicia ordinaria, que en no pocos casos se ha mostrado por demás ineficiente, no solo en delitos acontecidos en las comunidades indígenas, sino en todo tipo de infracciones, en especial cuando nos referimos a la celeridad, a la verdadera imparcialidad de los juzgadores y hasta la justa reparación a las víctimas.

			Ahora bien, tomando el segundo punto resuelto por la Corte Constitucional del Ecuador y que se vincula con el tratamiento punitivo privilegiado de un infractor indígena dentro de un procesal penal ordinario, consideramos que la Corte pudo expresar de mejor forma esta regla e incluso, partiendo de ella, sentar el precedente claro y puntual de la justicia indígena, en especial si, en vez de referirse a la consecuencia del delito, se centraba en un solo elemento de la teoría del injusto conocida como la culpabilidad o juicio de reproche, en especial cuando se vincula con la comprensión de la antijuridicidad de la conducta.

			Una de las sentencias de la Corte Constitucional de Colombia, ya lo precisó e hizo notar que no le es dable al Estado interferir en los parámetros culturales de los individuos, mucho menos si son indígenas, en vista de que esto implicaría restar eficacia al reconocimiento constitucional del pluralismo como pilar axiológico del Estado Social de Derecho.

			Así, lo procedente y justo sería que:

			“El juez, en cada caso, debe hacer un estudio sobre la situación particular del indígena, observando su nivel de conciencia étnica y el grado de influencia de los valores occidentales hegemónicos, para tratar de establecer si conforme a sus parámetros culturales, sabía que estaba cometiendo un acto ilícito. De determinarse la falta de comprensión del contenido y alcance social de su conducta, el juez deberá concluir que ésta es producto de una diferencia valorativa y no de una inferioridad en las capacidades intelecto-volitivas; en consecuencia, ordenará devolver al indígena a su comunidad para que sea juzgado por sus propias autoridades.”296

			III. Conclusiones

			No cabe duda que cuando se reconoce la coexistencia de dos mecanismos para la resolución de conflictos humanos y éstos deben coexistir dentro de un sistema jurídico, en especial cuando éste ultimo es de corte romanista y por tanto el ius puniendi requiere de la plena vigencia del principio de reserva de ley para su propia delimitación; las costumbres no escritas (y que difieren entre los diversos grupos y nacionalidades indígenas) no encuentren plena validez como fuente formal, en especial cuando de Derecho Penal en un Estado de Derecho se trata.

			En este sentido, reconocer la posibilidad de juzgamiento de delitos contenidos en el Código Penal por autoridades que no observan las directrices que forman parte del Derecho nacional (incluidas las del debido proceso y que son eje fundamental y razón de ser de varios instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes en el Estado), no pueda ni deba sustentarse en generalizaciones, mucho menos si éstas buscan legitimarse por un factor meramente territorial o espacial.

			Esta problemática se acentúa más, cuando no solo la norma constitucional sino además el propio Convenio de la OIT, aunque permiten el desarrollo, creación y aplicación del derecho indígena, los mismos textos precisan límites, respaldados en derechos fundamentales de todas las personas (indígenas y no indígenas).

			Así, aunque el Convenio 169 ha sido citado en distintos ámbitos como la única base jurídica que avala ciertos actos y procedimientos basados en usos y costumbres ancestrales, no puede pasarse por alto que el ordenamiento jurídico nacional (incluidas otras normas internacionales) reconoce entre otros, el derecho a la integridad psíquica y moral, prohibiendo la tortura, tratos y penas crueles, inhumanas y degradantes; aspecto que para un sector implica, una crítica de las conductas públicas de sanción, que por medio de vejámenes físicos, estaría exponiendo a un ciudadano a una modalidad de venganza privada, sostenida en la crueldad y hasta la estigmatización social, particular último, que vale decirse, igual se producirá si se lo encarcela en observancia de las normas de la justicia ordinaria.

			En este punto, cabe preguntarse entonces, cuáles son las fronteras explícitas entre lo que es el derecho vigente y el derecho deseado, toda vez que una cosa es que se aspire que las autoridades indígenas juzguen todo y, otra, como postura opuesta, que no juzguen nada y acaten a raja tabla las normas vigentes, sometiendo todos sus actos al esquema constitucional que, en la práctica, no avalaría ningún tipo de ajusticiamiento fuera de los límites de la ley.

			Dicho esto, y siendo la temática de la justicia indígena el motivo de una investigación mucho más profunda y meditada, finalizo indicando que aunque la Corte Constitucional ha fijado ciertos límites en el ámbito del Derecho Penal, hasta que Ecuador apruebe una ley que permita compatibilizar de forma técnica y justa las aspiraciones de las comunidades y pueblos indígenas del país con las de todos los habitantes de la República, algunas directrices que se podrían observar, son:

			- En el caso de los delitos que no se encuentran dentro de aquellos que tutelan el bien jurídico vida, las autoridades podrían evaluar las situaciones de tensión entre el respeto a la diversidad y la necesidad de preservar la unidad del Estado y el orden público, no sujetándose a principios o reglas generales e inmutables, sino mediante un balance de los derechos en conflicto, en cada caso.

			- Los jueces podrían además reconocer que existen espacios culturales en los cuales imperan otros valores y esto deberá considerarse como un dato para la valoración de la conducta.

			L

			Legítima defensa

			(Ver Agresión ilegítima // Antijuridicidad // Causas de justificación // Causas de exclusión de la antijuridicidad // Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad)

			Definición: La legítima defensa es una de las causas de justificación que puede ser alegada con la finalidad de que la conducta, aparentemente delictiva, deje de ser contraria a Derecho o antijurídica.

			Requisitos: Se configura la legítima defensa cuando un sujeto obra en defensa de cualquier derecho, propio o ajeno, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos:

			
					Actual agresión ilegítima;

					Necesidad racional del medio empleado para repeler dicha agresión; y,

					Falta de provocación suficiente de parte del que se defiende (Art. 33 del COIP).

			

			Referencias doctrinarias acerca de la legítima defensa:

			Para Roxin, el derecho a la legítima defensa se basa en dos principios: la protección individual y el prevalecimiento del Derecho, en otras palabras, la justificación por legítima defensa presupone siempre que la acción típica sea necesaria para impedir o repeler una agresión antijurídica a un bien jurídico individual o de terceros. Respecto a la legítima defensa de terceros, hace notar que la misma procede en la medida en que el agredido quiera ser defendido, porque si no quiere, no precisaría de la protección individual297.

			Por otro lado, la legítima defensa, al permitir toda defensa necesaria para la protección personal, persigue un fin de prevención general, puesto que considera deseable que el orden legal se afirme frente a agresiones a bienes jurídicos, aunque no estén presentes los órganos estatales que estarían en condición de realizar la defensa298.

			En lo concerniente a la actualidad de la agresión, quiere decir que la misma es inmediatamente inminente, es decir, está teniendo lugar o todavía prosigue299; y, respecto a la necesidad (o racionalidad) del medio empleado para repelerla, se tendrá en cuenta que necesaria es toda defensa idónea, que sea la más benigna de varias clases de defensa elegibles, pero que no tiene porqué aceptar la posibilidad de daños en la propiedad o integridad de quien se defiende, ya que está legitimado para emplear como medios defensivos los objetivamente eficaces que permitan esperar, con seguridad, la eliminación del peligro300.

			Cerezo Mir dice que la necesidad debe apreciarse por el juez, ex ante, colocándose en la posición del agredido en el momento en que se inicie la agresión, debe tener en cuenta entonces la rapidez e intensidad del ataque, el carácter inesperado o no del mismo, las características del agresor, los medios que tenía a su alcance el agredido, así como su estado ánimo301.

			Jescheck sostiene que la idea básica de la legítima defensa, parte de la premisa de que el Derecho no tiene porqué retroceder frente al injusto, de ahí que la facultad de autoprotección y la idea de afirmación del Derecho, sirvan de base para su configuración302.

			La autorización para la defensa frente al injusto como facultad de las personas se puede fundamentar de dos formas: a) La legítima defensa puede entenderse jurídico-individualmente como el derecho de la autoafirmación que por naturaleza se le atribuye a cualquier individuo, a través de la defensa de la propia persona frente al ataque antijurídico de otro. b) Puede también comprenderse desde una perspectiva jurídico-social, puesto que el ordenamiento jurídico no tiene que ceder ante el injusto, ergo, la autodefensa del agredido se muestra simultáneamente como la salvaguardia del orden pacífico general cuando no está presente la ayuda oficial303.

			Como se ha dicho, la legítima defensa también puede ser prestada en beneficio de otro que es agredido, sin que deba tratarse necesariamente de un pariente o de otra persona allegada. Esta modalidad de legítima defensa se la conoce también como “auxilio necesario”, cuyos requisitos y alcances no difieren de los de la autodefensa304.

			Referencias jurisprudenciales:

			- Gaceta Judicial Año V, Serie II, No. 9, p. 72. No hay crimen ni delito cuando las heridas son exigidas para la necesidad actual de la legítima defensa de si mismo.

			- Gaceta Judicial Año LXXXI. Serie XIII. No. 10. p. 2152. Los presupuestos indispensables de la legítima defensa son: 1. Actual agresión ilegítima de la víctima; 2. Proporción del medio empleado en la defensa esto es en el supuesto no consentido de haber existido defensa; y, 3. Falta de provocación suficiente del pretenso ofendido.

			- Gaceta Judicial Año LXXXI, Serie XIII, No. 12, p. 2771. No puede aceptarse que el sindicado obró en legítima defensa porque ésta, la concepción dogmática, denomínase causa de exclusión de la antijuricidad o causa de licitud del hecho, de carácter objetivo, existe independientemente de la posición psicológica del sujeto en el momento de ejecutar el hecho aparentemente delictuoso; y, del proceso no consta legalmente justificadas las lesiones que dice haberle inferido primero el victimado.

			- Gaceta Judicial Año LXXXVIII, Serie XV, No. 3, p. 636. La doctrina señala la exigencia de requisitos esenciales para conferir legitimidad a la defensa necesaria de la persona y señala que deben concurrir: actual agresión ilegítima, necesidad racional del medio empleado para repeler dicha agresión y falta de provocación suficiente de parte del que se defiende.

			Tratándose de la agresión, Carrara sostiene que debe ser injusta, grave e inevitable. Respecto de lo inevitable, se deduce de tres criterios distintos: que sea imprevisto, que sea presente y que sea absoluto. El peligro, por último, debe poderse evitar por “medios inocentes” y esos medios se reducen a la súplica, a pedir socorro y a la fuga. Carrara dice que al faltar una de esas exigencias excluye la legitimidad de la defensa.

			-Gaceta Judicial Año XCIX, Serie XVII, No. 1, p. 157. El Código Penal determina que no comete infracción de ninguna clase el que obra en defensa necesaria de su persona, con tal que concurran las siguientes circunstancias: actual agresión ilegítima, necesidad racional del medio empleado para repeler dicha agresión y falta de provocación suficiente de parte del que se defiende. En la especie, a juicio de la Sala se dan los tres presupuestos que configuran un caso evidente de legítima defensa.

			En efecto, no pudo ser más alevoso y súbito el ataque del fallecido en agravio del sindicado, quien se hallaba en el lecho, con su mujer y sus hijos aprestándose a descansar, es decir que se produjo, sin la menor duda, una agresión ilegítima, más aún, cerradas como estaban las puertas de acceso a su casa y a su taller, no pudo impedir de otra manera el ataque de una persona violenta, ebria y desafiante que atacándolo como lo atacó, tomando lo que estuvo a su mano, esto es el palo con el que se defendió, medio que la Sala encuentra era un medio racional para repeler la agresión. La falta de provocación de su parte resalta de su testimonio y de toda la prueba que le favorece pues, reposaba en su morada, acompañado de los suyos.

			Lesiones

			(Ver Delitos de lesiones o contra la integridad personal)

			Libertad condicional – Régimen semiabierto del COIP

			(Ver Beneficios penitenciarios)

			Beneficiarios: A este beneficio de libertad condicional, según nuestra normativa derogada, podía acceder todo sentenciado que había cumplido las tres cuartas partes de su condena, en el caso de los delitos sancionados con reclusión y las dos terceras partes, en los delitos sancionados con prisión correccional (ex Código Penal: Arts. 87, 92).

			El Código Orgánico Integral Penal, en aplicación del sistema de progresividad, establece tres regímenes de rehabilitación social, entre los cuales cabe referirnos al semiabierto, en razón de su similitud con la que fue la libertad condicional.

			Régimen semiabierto de rehabilitación social:

			Es el proceso de rehabilitación social del sentenciado que cumple con los requisitos y normas del sistema progresivo para desarrollar su actividad fuera del centro de ejecución de penas de manera controlada por el Organismo Técnico. Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de por lo menos el sesenta por ciento de la pena impuesta.

			En el caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario, sin causa de justificación suficiente y probada, el juez de garantías penitenciarias revocará el beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

			Para la aplicación de este régimen, se tendrá en cuenta que el juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica y se realizarán actividades de inserción familiar, laboral, social y comunitaria.

			Con la reforma del 2019, se establece que en los casos de personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario, el juez de garantías penitenciarias podrá, además, disponer la presentación periódica ante el juez (Art. 608 del COIP).

			Libertad controlada – Régimen abierto del COIP

			(Ver Beneficios penitenciarios)

			Definición y concesión: Según el ex Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, la libertad controlada era la fase de tratamiento mediante la cual el interno convivía con su medio natural, bajo la supervisión del régimen y era concedida por el Director del respectivo Centro de Rehabilitación Social (ex Código de Ejecución de Penas y de Rehabilitación Social: Arts. 24, 25, 28).

			Según el Código Orgánico Integral Penal, dentro de los varios regímenes de rehabilitación social que permiten cumplir con el sistema de progresividad, encontramos al régimen abierto, que se corresponde a la que fue la libertad controlada.

			Régimen abierto de rehabilitación social: Se entiende por régimen abierto al período de rehabilitación tendiente a la inclusión y reinserción social de la persona privada de libertad, en la que convive en su entorno social y es supervisada por el Organismo Técnico.

			Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de por lo menos el ochenta por ciento de la pena.

			a) No podrán acceder a este régimen las personas privadas de libertad que se hayan fugado o intentado fugarse o aquellas sancionadas con la revocatoria del régimen semiabierto.

			b) El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica.

			c) En esta etapa el beneficiario se presentará periódicamente ante el juez.

			d) En caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario, el juez de garantías penitenciarias revocará el beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

			e) Una vez cumplida la sentencia el juez dispondrá el inmediato retiro del dispositivo electrónico (Art. 699 del COIP).

			Se hace necesario indicar que el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019) propuso que no pudiesen acceder a este régimen las personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos.

			Esta propuesta no fue considerada por el veto presidencial en su texto alternativo al artículo 699 del COIP (octubre del 2019).

			Libertad inmediata

			(Ver Hábeas corpus // Prisión preventiva)

			Régimen constitucional: La Constitución de la República en su artículo 77, numeral 10, determina que, sin excepción alguna, dictado el auto de sobreseimiento o una sentencia absolutoria (que ratifica la inocencia), la persona detenida recobrará inmediatamente su libertad, aún cuando estuviera pendiente cualquier consulta o recurso (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 10).

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los principios del proceso penal, establece que la persona privada de libertad, cuando cumpla la condena, reciba amnistía o indulto o se revoque la medida cautelar dictada en su contra, será liberada inmediatamente, siendo necesario para ello únicamente la presentación de la orden de excarcelación emitida por la autoridad competente.

			Los servidores públicos que demoren el cumplimiento de esta disposición serán removidos de sus cargos, previo sumario administrativo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que corresponda (Numeral 15 del Art. 5 del COIP).

			Caducidad de la prisión preventiva:

			Nuestra Constitución señala que bajo la responsabilidad del juez que conoce el proceso, la prisión preventiva no podrá exceder de seis meses en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año en los casos de delitos sancionados con reclusión. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto.

			A pesar de lo contenido en el párrafo precedente, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá ipso jure el decurso del plazo de la prisión preventiva si por cualquier medio, la persona procesada ha evadido, retardado, evitado o impedido su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad.

			Si la dilación ocurriera durante el proceso o produjera la caducidad, por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores públicos, peritos o servidores de órganos auxiliares, se considerará que éstos incurren en falta gravísima y deberán ser sancionados de conformidad con la ley (Numeral 9 del Art. 77 de la Constitución).

			En el Código Orgánico Integral Penal, como se elimina la diferenciación entre penas de prisión y de reclusión, se entenderán como delitos de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad por más de cinco años y como delitos de prisión, los restantes.

			La prisión preventiva entonces, no podrá exceder de seis meses, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad de hasta cinco años, ni exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad mayor a cinco años (Numerales 1, 2 y 4 del Art. 541 del COIP).

			Reglas generales de operatividad de la caducidad de la prisión preventiva:

			1. Plazo: El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo efectiva la orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirán estos plazos (Numeral 3 del Art. 541 del COIP).

			Se tendrá presente que, para la determinación del plazo de caducidad, no se computará el tiempo que transcurra entre la fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición de las sentencias sobre las recusaciones demandadas, exclusivamente cuando éstas sean negadas (Numeral 8 del Art. 541 del COIP).

			2. Libertad inmediata: La orden de prisión preventiva caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos señalados, por lo que el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona procesada y comunicará de este particular al Consejo de la Judicatura (Numeral 5 del Art. 541 del COIP).

			3. Interrupción del plazo de caducidad: Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no imputables a la administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva (Numeral 6 del Art. 541 del COIP).

			Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina y ciencias forenses, se considerará que incurren en falta gravísima y deberán ser sancionados conforme las normas legales correspondientes (Numeral 7 del Art. 541 del COIP).

			4. Caducidad y otras medidas cautelares personales: El juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, de considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con el proceso, podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante el juzgador o la prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá disponer el uso del dispositivo de vigilancia electrónica (Numeral 9 del Art. 541 del COIP).

			5. Continuación del proceso: La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su sustanciación (Numeral 10 del Art. 541 del COIP).

			6. Violación del non bis in ídem para evitar la caducidad: El fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial (Inciso final del Art. 541 del COIP).

			Delito relativo a la privación ilegal de la libertad ambulatoria: El tipo penal que busca proteger la libertad personal se encuentra en el Art. 160 del COIP, por medio del cual se impone la pena privativa de libertad de uno a tres años, al servidor público que prive ilegalmente de libertad a una persona; y, si el servidor público dispone la privación de libertad en lugares diferentes a los destinados para el efecto, recibirá la pena de tres a cinco años de privación de libertad.

			Lugar del delito (incluido el de los delitos de tránsito)

			Justificación: Hablar del lugar en donde se ha perpetrado una infracción penal, nos remite a las actuaciones que los órganos de investigación y acusación deben realizar respecto al mismo, puesto que de los vestigios que se encuentren, se podrá descubrir la verdad procesal que conlleve a una correcta administración de justicia.

			Reconocimiento del lugar de los hechos: El Código Orgánico Integral Penal, respecto al reconocimiento del lugar de los hechos (incluidos los accidentes de tránsito), señala que el fiscal con el apoyo del personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, o el personal competente en materia de tránsito, cuando sea relevante para la investigación, reconocerá el lugar de los hechos de conformidad con las siguientes disposiciones:

			1. Medida de restricción por máximo 8 horas: El fiscal o el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, podrá impedir a cualquier persona, incluso haciendo uso de la fuerza pública, que ingrese o se retire del lugar donde se cometió la infracción, por un máximo de ocho horas, hasta que se practiquen las actuaciones de investigación necesarias (Numeral 1 del Art. 460 del COIP).

			2. Cadena de custodia: La fijación y recolección de las evidencias, huellas, vestigios encontrados en el lugar ingresarán en cadena de custodia para la investigación a cargo del fiscal, quien dispondrá las diligencias pertinentes (Numeral 5 del Art. 460 del COIP).

			3. Territorio digital: Se realizarán diligencias de reconocimiento del lugar de los hechos en territorio digital, servicios digitales, medios o equipos tecnológicos (Numeral 8 del Art. 460 del COIP).

			4. Reconocimiento y diligencias en delitos de tránsito: En las infracciones de tránsito, las diligencias de reconocimiento del lugar de los hechos, investigaciones, inspección técnica ocular y peritajes serán realizados por el personal especializado del organismo competente en materia de tránsito en su respectiva jurisdicción (Numeral 2 del Art. 460).

			Los agentes de tránsito tomarán procedimiento y elaborarán el parte correspondiente. Se harán cargo de los presuntos infractores quienes serán puestos inmediatamente a órdenes de la autoridad competente y se requerirá la participación del personal especializado del organismo competente en materia de tránsito en su respectiva jurisdicción (Numeral 3 del Art. 460 del COIP)

			Se remitirá al fiscal correspondiente los partes policiales y demás documentos relativos a la infracción, en el plazo de veinticuatro horas (Numeral 4 del Art. 460 del COIP).

			Los vehículos aprehendidos por accidentes de tránsito, en los que resulten personas heridas o fallecidas, se trasladarán a los patios de retención vehicular respectivo hasta su reconocimiento pericial (Numeral 6 del Art. 460 del COIP).

			La diligencia de reconocimiento pericial de los vehículos ordenada por el fiscal será practicada dentro del plazo de setenta y dos horas, contadas desde que el fiscal recibe el parte policial correspondiente. Posterior al reconocimiento pericial, se entregará el automotor a su propietario, poseedor o a quien legalmente corresponda (Numeral 7 del Art. 460 del COIP).

			M

			Material pornográfico

			(Ver Corrupción de menores de edad)

			Aunque nuestra legislación penal no realiza una concreción acerca de lo que se entenderá por material pornográfico, se puede señalar que este término abarca a todo medio, documento o soporte dotado de un contenido sexual explícito. Para vincular el material pornográfico a figuras penales, es menester hacer la aclaración que su distribución y uso están enfocados a la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, para evitar su corrupción.

			Así, el Código Orgánico Integral Penal tipifica tres conductas:

			1. Corrupción de niñas, niños y adolescentes: La persona que incite, conduzca o permita la entrada de niñas, niños o adolescentes a prostíbulos o lugares en los que se exhibe pornografía, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 169 del COIP).

			2. Pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes:

			Figura genérica: La persona que fotografíe, filme, grabe, produzca, transmita o edite materiales visuales, audiovisuales, informáticos, electrónicos o de cualquier otro soporte físico o formato que contenga la representación visual de desnudos o semidesnudos reales o simulados de niñas, niños o adolescentes en actitud sexual, será sancionada con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años.

			Figuras agravadas:

			a) Si la víctima, además, sufre algún tipo de discapacidad o enfermedad grave o incurable, se sancionará con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años.

			b) Cuando la persona infractora sea el padre, la madre, pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tutor, representante legal, curador o pertenezca al entorno íntimo de la familia; ministro de culto, profesor, maestro, o persona que por su profesión o actividad haya abusado de la víctima, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 103 del COIP).

			3. Comercialización de pornografía con utilización de niñas, niños o adolescentes: La persona que publicite, compre, posea, porte, transmita, descargue, almacene, importe, exporte o venda, por cualquier medio, para uso personal o para intercambio pornografía de niños, niñas y adolescentes, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 104 del COIP).

			Mayor de 65 años

			Arresto domiciliario: En el ámbito procesal, el Código Orgánico Integral Penal, dentro de los casos especiales de sustitución de la prisión preventiva por arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica, se refiere a la persona procesada mayor de sesenta y cinco años (Numeral 2 del Art. 537 del COIP).

			Cumplimiento de condena: Según el Código Orgánico Integral Penal, en el caso de las personas adultas mayores (mayores de sesenta y cinco años), la pena privativa de la libertad se cumplirá una vez que esté ejecutoriada la sentencia, en establecimientos especialmente adaptados para su condición (Inciso segundo del Art. 624 del COIP).

			Respecto al régimen de rehabilitación social, se establecerán programas específicos de tratamiento para los grupos de atención prioritaria, entre ellos para las personas adultas mayores, para que así se atiendan sus necesidades, en privación de libertad (Art. 710 del COIP).

			Mecanismo alternativo de solución de conflictos

			(Ver Conciliación)

			Nuestra Constitución en su artículo 190 reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la solución de conflictos, los que se aplicarán con sujeción a la ley y en materias en las que por su naturaleza se pueda transigir.

			El Código Orgánico Integral Penal reconoce a la conciliación como el método alternativo de solución de conflictos, siempre y cuando se trate de delitos sancionados con pena máxima de hasta cinco años; delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte o lesiones graves (incapacidad permanente o pérdida de algún órgano); y, delitos contra la propiedad, cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos unificados del trabajador en general.

			En adición la norma determina que no serán susceptibles de conciliarse:

			- Las infracciones contra la eficiente administración pública o que afecten los intereses del Estado.

			- Los delitos contra la inviolabilidad de la vida.

			- Los delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte.

			- Los delitos contra la integridad sexual y reproductiva; y,

			- Los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Art. 663 del COIP)

			La conciliación se regirá por las siguientes reglas:

			1. Consentimiento libre y voluntario: Tanto la víctima como el procesado podrán retirar este consentimiento en cualquier momento de la actuación.

			2. Razonabilidad y proporción: Los acuerdos que se alcancen deberán contener obligaciones razonables y proporcionadas con el daño ocasionado y la infracción.

			3. No admisión de culpabilidad: La participación del procesado no se podrá utilizar como prueba de admisión de culpabilidad en procedimientos jurídicos ulteriores.

			4. Incumplimiento no supone fundamentar sanción penal: El incumplimiento de un acuerdo no podrá ser utilizado como fundamento para una condena o para la agravación de la pena.

			5. Rol del facilitador: Los facilitadores deberán desempeñar sus funciones de manera imparcial y velar porque la víctima y el procesado actúen con mutuo respeto.

			6. Derecho a la defensa: La víctima y el procesado tendrán derecho a consultar a un defensor público o privado (Art. 662 del COIP).

			La justicia restaurativa y los medios alternativos de solución de conflictos en materia Penal:

			En el debate actual, parece conveniente incorporar en el ámbito de la justicia penal, con ciertos limites, instituciones que permitan operar algunas de las manifestaciones de la denominada como justicia restaurativa, que consiste en la aplicación de directrices de criminología y de psicología, con miras a un mayor diálogo y participación de la víctima y el ofensor en la administración de justicia305.

			Ecuador, en el año 2012, en el marco del Programa de Fortalecimiento de la Justicia y su propuesta de soluciones rápidas y efectivas al conflicto penal, desarrolló varias propuestas en torno a los que se reconocían en la ley adjetiva derogada como acuerdos reparatorios, equivalentes a lo que hoy es la conciliación, cuyos fundamentos, objetivos y ventajas, se corresponden a la privatización de la justicia penal para ciertas tipologías, siempre y cuando no se afecte el interés social y cuenten con el debido control judicial, que garantice al fin de cuentas satisfacer de alguna forma las consecuencias del delito y la reparación (en sentido amplio) de la víctima306.

			Este mecanismo alternativo de conciliación/acuerdos junto con la mediación, forman parte de los sistemas procesales modernos y descansan en la posibilidad de reinsertar socialmente a las personas que han cometido un ilícito, a través del empleo de herramientas diferentes a la privación de libertad y, ante todo, garantizar la participación de la víctima en la reparación del daño derivado de la conducta punible. Además, permiten desjudicializar la sanción en los casos menos graves y la consecuente racionalización de la persecución penal307.

			Lo dicho implica que el Estado, como titular del ius puniendi, renuncia a su poder de sanción a favor del procesado o entrega dicha sanción, al acuerdo entre víctima-victimario. Esta moderna solución de conflictos la doctrina rubrica como la “tercera vía”, que incluye fórmulas de negociación, reparación y composición y se acopla a una política criminal reduccionista (mínima intervención), que parte de la premisa de que el Derecho Penal y, en particular, la pena de prisión, no son los instrumentos principales para responder a la criminalidad308.

			Estas figuras entonces procuran dar vías de soluciones opcionales y distintas al juicio, cuando se reúnen determinados requisitos. Así, presentan ventajas para la víctima, el procesado y el Estado. La víctima, porque obtiene la reparación oportuna del daño causado; el procesado, porque no se ve sometido a un juicio, favoreciendo su reinserción; y el Estado, porque ahorra recursos materiales y humanos y brinda satisfacción al ciudadano, al solucionar de manera pronta y efectiva sus conflictos309.

			Especial referencia a la mediación penal (El caso de la mala praxis médica):

			Si bien la mediación no está reconocida en nuestro Código Orgánico Integral Penal y, la conciliación, no pueda ser aplicada en el caso de delitos contra la inviolabilidad de la vida ni a las lesiones con resultado de muerte, no está por demás indicar, como lo sostiene la profesora argentina Susana Ciruzzi, que la mediación no pretender ser sustitutiva del sistema penal, sino complementaria310.

			En esta línea, cabe decirse que los conceptos de reconciliación-mediación entre víctima y victimario, son producto de tres líneas de pensamiento penal: 1) Una creciente preocupación por el rol de las víctimas en el proceso penal; 2) La falta de satisfacción de las formas estipuladas para la sanción de los delincuentes; y, 3) La conciencia de que hay nuevas alternativas para la resolución de conflictos311.

			De esta manera, las vías alternativas al proceso penal deben superar la finalidad exclusiva de la prisión cuando se compruebe la vulneración o puesta en peligro de bienes jurídicos, para dar cabida a la reparación del mal causado a la persona ofendida, aspecto último que puede ser logrado gracias a los aportes de la Victimología, sensible a las posibilidades que bien pueden ser halladas en un ejercicio racional del ius puniendi.

			La alternativa al sistema penal tradicional, como se ha analizado, es la aplicación de la conocida como justicia restaurativa (restorative justice), encaminada a la reparación del daño de la persona ofendida y no solo desde lo material, sino además considerando lo mental y lo social.

			Para la justicia restaurativa, el delito es una violación de las personas y de relaciones, por tanto, crea una obligación de hacer las cosas de manera correcta, lo que supone involucrar a la víctima, al agresor y a la comunidad en la búsqueda de soluciones que promuevan la reparación, reconciliación y tranquilidad (principio de corresponsabilidad de la sociedad)312.

			En el ámbito médico (conectado a eventuales delitos culposos), la mayoría de ocasiones el personal sanitario enfrenta requerimientos con escaso tiempo disponible, deben explicar información compleja y dar malas noticias a pacientes física y emocionalmente vulnerables, lo que propicia un terreno en el cual no sean sencillos los procesos de comunicación y emerjan los conflictos. Es en este contexto que se sugiere acudir a la mediación313.

			Beneficios que se obtendrían se conectan sobre todo con la relación médico-paciente, ya que abriría un espacio para que los pacientes y sus familiares sean escuchados y se aprehendan sus preocupaciones. Podrán expresarse en un ambiente sin presiones, donde sientan que sus opiniones son respetadas314. Esto claro está, implica que la mediación debería ser implementada como una cuestión prejudicial de procedibilidad y solo si ésta falla, y únicamente en aquellos casos de fallas groseras que demuestren la falta de conocimiento exigible al profesional de la salud, podría iniciarse un proceso penal315.

			Y, si el proceso penal se inicia, lo óptimo sería que el paciente y su familia cuenten también con la posibilidad de someter el expediente a una mediación (conciliación), en la cual podrían participar, por ejemplo, miembros o integrantes de los varios colegios médicos del país316.

			Sabemos que en Ecuador esta posibilidad cabría en las lesiones producidas por la vulneración del deber objetivo de cuidado, según lo describe el artículo 152 del COIP; empero, se espera que el legislador tome en cuenta la posibilidad de ampliarla a otros tipos penales, puesto que, en el caso de la praxis médica, no estamos ante un grupo de relevancia criminológica. Por el contrario, en los últimos años han sido los médicos los injustamente sometidos a investigaciones penales que han culminado en archivos, es decir, han supuesto un desgaste innecesario de los órganos de administración de justicia penal.

			Medidas cautelares

			(Ver Arresto domiciliario // Detención // Prisión preventiva // Aprehensión (penal y de tránsito) // Libertad inmediata // Medidas de protección)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, para garantizar la inmediación del procesado al proceso, la comparecencia de las partes al juicio, así como la reparación integral a la víctima, el juez, a pedido del fiscal, podrá ordenar una o varias medidas cautelares de carácter personal o real. Hay que tener en cuenta que la norma vigente, a diferencia del ex Código de Procedimiento Penal, establece ya no solo medidas cautelares sino también medidas de protección.

			Finalidad de las medidas cautelares y de protección:

			El juzgador podrá ordenar una o varias medidas cautelares y de protección con el fin de:

			A. Proteger los derechos de las víctimas y demás participantes en el proceso penal.

			B. Garantizar la presencia de la persona procesada en el proceso penal, el cumplimiento de la pena y la reparación integral.

			C. Evitar que se destruya u obstaculice la práctica de pruebas conectadas a los elementos de convicción.

			D. Garantizar la reparación integral a las víctimas (Art. 519 del COIP). 

			Directrices generales de aplicación de las medidas cautelares y de protección

			1. Las medidas cautelares y de protección podrán ordenarse únicamente en el caso de delitos. En las contravenciones se aplicarán solo medidas de protección.

			2. En delitos, el juzgador dispondrá únicamente a solicitud fundamentada del fiscal, una o varias medidas cautelares. En contravenciones, las medidas de protección podrá disponerlas de oficio o a petición de parte.

			3. El juzgador resolverá de manera motivada, en audiencia oral, pública y contradictoria. De ser el caso, se considerará las solicitudes de sustitución, suspensión y revocatoria de la medida u ofrecimiento de caución que se formule al respecto.

			4. Al motivar su decisión, el juzgador considerará los criterios de necesidad y proporcionalidad de la medida solicitada.

			5. Deberán cumplirse en forma inmediata después de haber sido ordenadas y notificadas a los sujetos procesales de conformidad con lo previsto en el COIP.

			6. La interposición de recursos no suspenderá la ejecución de las medidas cautelares o medidas de protección.

			7. En caso de incumplimiento de la medida cautelar por parte de la persona procesada, el fiscal solicitará su sustitución por otra medida más eficaz.

			8. El juzgador vigilará el cumplimiento de las medidas cautelares y de protección con intervención de la Policía Nacional (Art. 520 del COIP).

			Acerca de la sustitución, revisión, revocatoria o suspensión de la medida cautelar y de protección:

			A. Cuando concurran hechos nuevos que así lo justifiquen o se obtengan evidencias nuevas que acrediten hechos antes no justificados, el fiscal o el defensor público o privado, de considerarlo pertinente, solicitará al juzgador la sustitución de las medidas cautelares por otras.

			B. De igual forma el juzgador dictará una medida negada anteriormente.

			C. No se requerirá solicitud del fiscal cuando se trate de medidas de protección.

			D. Si desaparecen las causas que dan origen a las medidas cautelares o de protección o si se cumple el plazo previsto en la Constitución, el juzgador las revocará o suspenderá de oficio o a petición de parte (Art. 521 del COIP).

			Las medidas cautelares:

			1. Medidas cautelares personales: El juzgador podrá imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada, debiendo tener en cuenta que de forma prioritaria ordenará aquellas alternativas a la privación de libertad:

			A. Prohibición de ausentarse del país (Art. 523 del COIP).

			B. Obligación de presentarse periódicamente ante el juzgador que conoce el proceso o ante la autoridad o institución que designe (Art. 524 del COIP).

			C. Arresto domiciliario (Art. 525 del COIP).

			D. Dispositivo de vigilancia electrónica.

			E. Detención (Arts. 530-533 del COIP).

			F. Prisión preventiva (Arts. 534-541).

			El juzgador, en los casos de los literales A, B y C podrá ordenar además, el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica (Art. 522 del COIP).

			Si la persona procesada incumple la medida cautelar no privativa de libertad, el fiscal solicitará al juzgador una medida cautelar privativa de libertad.

			En el caso de mujeres embarazadas, cumplirán la medida cautelar privativa de libertad, en secciones separadas, en los centros de privación de libertad (Art. 542 del COIP).

			2. Medidas cautelares reales: El juzgador podrá ordenar las siguientes medidas cautelares sobre los bienes de la persona natural o jurídica procesada:

			A. El secuestro.

			B. Incautación.

			C. La retención.

			D. La prohibición de enajenar.

			Una vez ordenadas las medidas se inscribirán obligatoriamente y en forma gratuita en los registros respectivos (Art. 549 del COIP).

			Reglas generales de las medidas cautelares reales:

			1. Monto: Todas las medidas cautelares de carácter real comprenden bienes por valores suficientes para garantizar las obligaciones de la persona procesada, los mismos que serán fijados con equidad por el juzgador al momento que se ordene la respectiva medida (Art. 554 del COIP).

			2. Medidas cautelares sobre bienes en juicio: En todo caso en que la persona procesada va a juicio, el juzgador dispondrá la prohibición de enajenar y la retención de las cuentas si antes no lo ha hecho, por una cantidad equivalente al valor de la multa y a la reparación integral de la víctima (Art. 555 del COIP).

			3. Prohibición temporal: El juzgador podrá ordenar la prohibición temporal de transferir, convertir, enajenar o mover fondos, activos, inversiones, acciones, participaciones, bienes o la custodia o el control temporal de los mismos, que serán entregados a la autoridad competente, para su custodia, resguardo y conservación temporal hasta una decisión judicial definitiva (Art. 556 del COIP).

			4. Incautación en delitos de lavado de activos, drogas, terrorismo y su financiación: El juzgador a petición del fiscal, podrá disponer la incautación de conformidad con las siguientes directrices:

			A. El juzgador deberá ordenar que la entidad pública creada para el efecto sea la competente para el depósito, custodia, resguardo y administración de los bienes y demás valores. Los bienes y valores incautados dentro de procesos penales por delitos de producción o tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, lavado de activos, terrorismo y su financiación, serán entregados en depósito, custodia, resguardo y administración a la institución encargada de la administración y gestión inmobiliaria del Estado.

			B. La administración cubrirá los costos de conservación y producción con el usufructo de los bienes y si es el caso, el saldo restante será devuelto a la persona propietaria.

			C. La administración, previo al avalúo pericial, podrá vender en subasta pública, los bienes muebles de la persona procesada antes de que se dicte sentencia definitiva. Inmediatamente después de la venta, se consignará el dinero en una cuenta habilitada por el Estado para el efecto.

			En caso de quiebra financiera fraudulenta de persona jurídica financiera con patrimonio negativo, el dinero obtenido del remate servirá para el pago de los derechos de las acreencias de la entidad. El producto íntegro de esta venta más sus intereses se devolverá a la persona procesada en el caso de que sea ratificada su inocencia.

			D. La incautación se mantendrá hasta que el juzgador emita la resolución definitiva.

			E. En caso de que a la persona se le ratifique su inocencia, se le devolverá los bienes que están bajo administración temporal.

			F. Una vez dictada la sentencia condenatoria, en caso de infracciones de lavado de activos, terrorismo y su financiación, trata de personas, tráfico de migrantes y delitos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, todos los bienes, fondos, activos y productos que proceden de estos, que han sido incautados, serán transferidos directamente a propiedad del Estado y podrán ser vendidos de ser necesario.

			G. Una vez dictada la sentencia condenatoria, todos los bienes inmuebles rurales con aptitud agraria que han sido incautados, serán transferidos directamente a la Autoridad Agraria Nacional para que sean redistribuidos de conformidad con la Ley (Art. 557 del COIP).

			Casos especiales de medidas cautelares sobre bienes:

			1. De la inmovilización de bienes, fondos y demás activos: El Fiscal solicitará al juzgador la adopción de medidas cautelares destinadas a inmovilizar los bienes, fondos y demás activos de propiedad o vinculados o que estén bajo el control directo o indirecto de personas naturales o jurídicas y se resolverán en audiencia oral, pública y contradictoria en el plazo perentorio de veinticuatro horas (Inciso primero del Art. 551 del COIP).

			2. Delitos ambientales: En los delitos contra el ambiente y la naturaleza o Pacha Mama y los casos determinados en el COIP, el juzgador, de ser procedente, ordenará la incautación, la inhabilitación o la destrucción de maquinaria pesada, que por su naturaleza cause daño ambiental o sea de difícil movilidad (Inciso segundo del Art. 551 del COIP).

			3. Delitos de terrorismo y su financiación: En los delitos de terrorismo y su financiación, el fiscal solicitará al juzgador, se disponga el establecimiento de medidas cautelares en el caso de las personas naturales o jurídicas identificadas como terroristas individuales, grupos u organizaciones terroristas o de personas que actúan en nombre de ellos o bajo su dirección, que figuran en la lista general del Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones Unidas.

			El juzgador, siguiendo el debido proceso, ordenará las medidas cautelares verificando si la persona o entidad se encuentra en la lista aquí señalada y ordenará la inmovilización o congelamiento fondos y demás activos.

			Para el cumplimiento de la medida notificará a las instituciones correspondientes y organismos de control y supervisión financieros, así como al Ministerio rector de la política exterior para que ponga en conocimiento del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

			Para el cumplimiento de esta disposición, sin perjuicio de que se remita a otras autoridades, el ministerio rector de la política exterior enviará la lista de personas designadas por el Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones Unidas, al fiscal y a los organismos vinculados a la lucha contra el lavado de activos, terrorismo y su financiación (Art. 552 del COIP).

			El artículo 553 del COIP determina además que el juzgador podrá levantar las medidas cautelares en los delitos de terrorismo y su financiación, a petición de parte, exclusivamente en los casos en que han sido dictadas sobre los bienes, fondos y demás activos de un homónimo o cuando los bienes, fondos y demás activos sobre los cuales se las ha dictado, no son de propiedad o no están vinculados a la persona o entidad constante en la lista señalada en los párrafos anteriores.

			De resolver el juzgador el levantamiento de las medidas cautelares en los casos señalados, deberá notificar al Ministerio rector de la política exterior para que ponga en conocimiento del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (Art. 553 del COIP).

			Medidas cautelares para las personas jurídicas

			(Ver Responsabilidad penal de las personas jurídicas// Delitos en los que responde la persona jurídica)

			El Código Orgánico Integral Penal establece que el juez de garantías penales podrá ordenar una o varias de las siguientes medidas cautelares para las personas jurídicas:

			1. Clausura provisional de locales o establecimientos.

			2. Suspensión temporal de actividades de la persona jurídica.

			3. Intervención por parte del ente público de control competente. Téngase en cuenta que la intervención se podrá suspender previo informe del interventor. Esta medida cautelar tendrá prelación frente a cualquier otro procedimiento administrativo, aún si este último, se inició con anterioridad a la providencia judicial (Art. 550 del COIP).

			Medidas de protección

			Así como se pueden dictar medidas cautelares, el Código Orgánico Integral Penal prevé la posibilidad de que se ordenen medidas de protección.

			Clasificación de las medidas de protección:

			1. Prohibición a la persona procesada de concurrir a determinados lugares o reuniones.

			2. Prohibición a la persona procesada de acercarse a la víctima, testigos y a determinadas personas, en cualquier lugar donde se encuentren.

			3. Prohibición a la persona procesada de realizar actos de persecución o de intimidación a la víctima o a miembros del núcleo familiar por sí mismo o a través de terceros.

			4. Extensión de una boleta de auxilio a favor de la víctima o de miembros del núcleo familiar en el caso de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			5. Orden de salida de la persona procesada de la vivienda o morada, si la convivencia implica un riesgo para la seguridad física, psíquica o sexual de la víctima o testigo.

			6. Reintegro al domicilio a la víctima o testigo y salida simultánea de la persona procesada, cuando se trate de una vivienda común y sea necesario proteger la integridad personal de estos.

			7. Privación a la persona procesada de la custodia de la víctima niña, niño o adolescente o persona con discapacidad y en caso de ser necesario nombramiento a una persona idónea como su tutor o curador, de acuerdo con las normas especializadas en niñez y adolescencia o el Derecho Civil, según corresponda.

			8. Suspensión del permiso de tenencia o porte de armas de la persona procesada si lo tiene o retención de las mismas.

			9. Ordenar el tratamiento respectivo al que deben someterse la persona procesada o la víctima y sus hijos menores de dieciocho años, si es el caso.

			10. Suspensión inmediata de la actividad contaminante o que se encuentra afectando al ambiente cuando existe riesgo de daño para las personas, ecosistemas, o a la naturaleza, sin perjuicio de lo que puede ordenar la autoridad competente en materia ambiental.

			11. Orden de desalojo, para impedir invasiones o asentamientos ilegales, para lo cual se deberá contar con el auxilio de la fuerza pública.

			La medida de desalojo también podrá ser ordenada y practicada por el Intendente de Policía, cuando llegue a su conocimiento que se está perpetrando una invasión o asentamiento ilegal, e informará de inmediato al fiscal para que inicie la investigación correspondiente (Primeros once numerales del Art. 558 del COIP).

			Acerca del dispositivo electrónico: Para garantizar el cumplimiento efectivo de las medidas señaladas, el juzgador contará con la ayuda de la Policía Nacional y en los casos de las medidas identificadas con los numerales 2 y 3, podrá ordenar a la persona procesada el uso de dispositivos electrónicos.

			De considerarlo necesario y a petición de parte, podrá disponer el uso de estos dispositivos electrónicos a favor de la víctima, testigo u otro participante en el proceso.

			A su vez, se podrá solicitar el ingreso de las mismas al Sistema nacional de protección y asistencia a víctimas, testigos y otros participantes en el proceso, aun cuando el fiscal no lo disponga previamente (Art. 559 del COIP).

			Medidas de protección especiales para las infracciones de violencia contra la mujer y miembros del núcleo familiar:

			- Pensión: Cuando se trate infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, además de las medidas cautelares y de protección prevista en el COIP, el juzgador fijará simultáneamente una pensión que permita la subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión de conformidad con la normativa sobre la materia, salvo que ya tenga una pensión (Numeral 12 del Art. 558 del COIP).

			- Adopción inmediata de medidas en delitos de violencia intrafamiliar y conexos: En caso de delitos relativos a violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, delitos de integridad sexual y reproductiva e integridad y libertad personal, trata de personas, el fiscal, de existir méritos, solicitará urgentemente al juzgador, la adopción de una o varias medidas de protección a favor de las víctimas, quien de manera inmediata deberá disponerlas (Antepenúltimo inciso del Art. 558 del COIP).

			- Adopción inmediata de medidas en contravenciones: Cuando se trate de contravenciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, el juzgador, de existir méritos, dispondrá de forma inmediata una o varias de las medidas señaladas en los numerales anteriores (Penúltimo inciso del Art. 558 del COIP).

			- Auxilio de la fuerza pública: Los miembros de la Policía Nacional deberán dispensar auxilio, proteger y transportar a las víctimas de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar y elaborar el parte del caso, que será remitido dentro de las veinticuatro horas siguientes a la autoridad competente (Último inciso del Art. 558 del COIP).

			Medidas de protección adicionales en el caso de violencia contra las mujeres:

			Además de las medidas establecidas en los párrafos anteriores, en el caso de violencia contra las mujeres, los jueces otorgarán las siguientes:

			1. Acompañamiento y eventual salida de la víctima: Acompañamiento de los miembros de la Policía Nacional a fin de que la víctima tome sus pertenencias. La salida de la víctima será excepcional, cuando por presencia de terceros cercanos a la persona agresora, se compruebe que la permanencia en la vivienda común atenta contra su propio bienestar y el de las personas dependientes de ella.

			2. Devolución de objetos: Ordenar a la persona agresora la devolución inmediata de los objetos de uso personal, documentos de identidad y cualquier otro documento u objeto de propiedad o custodia de la víctima y de las personas dependientes de ella.

			3. Solicitud de ingreso al programa de víctimas y testigos: Las víctimas de violencia de género podrán solicitar antes, durante y después del proceso penal, su ingreso al sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso, siempre que las condiciones así lo requieran. (Art. 558.1 del COIP. Este artículo fue agregado por la Disposición Reformatoria Cuarta de la Ley para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las mujeres, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 175, de 5 de febrero del 2018).

			Directrices generales para la aplicación de las medidas de protección:

			1. Las medidas cautelares y de protección podrán ordenarse en delitos. En caso de contravenciones se aplicarán únicamente medidas de protección.

			2. En delitos, el juzgador dispondrá únicamente a solicitud fundamentada del fiscal, una o varias medidas cautelares. En contravenciones, las medidas de protección podrá disponerlas de oficio o a petición de parte.

			3. El juzgador resolverá de manera motivada, en audiencia oral, pública y contradictoria. De ser el caso, se considerará las solicitudes de sustitución, suspensión y revocatoria de la medida, u ofrecimiento de caución que se formule al respecto.

			4. Al motivar su decisión el juzgador considerará los criterios de necesidad y proporcionalidad de la medida solicitada.

			5. Deberán cumplirse en forma inmediata después de haber sido ordenadas y se notificará a los sujetos procesales de conformidad con lo previsto en el COIP.

			6. La interposición de recursos no suspenderá la ejecución de las medidas cautelares o medidas de protección.

			7. El juzgador vigilará el cumplimiento de las medidas cautelares y de protección con intervención de la Policía Nacional (Art. 520 del COIP).

			Medida de seguridad

			(Ver Anomalías o alteraciones Psíquicas // Perturbación mental absoluta)

			La medida de seguridad que contempla el Código Orgánico Integral Penal es el internamiento en un hospital psiquiátrico, que se aplica a la persona inimputable por trastorno mental. Su finalidad es lograr la superación de su perturbación y la inclusión social. Será impuesta por los juzgadores, previo informe psiquiátrico, psicológico y social, que acredite su necesidad y duración (Art. 76 del COIP).

			Breves referencias acerca de las psicopatías y la necesidad de tratamiento médico y no penal:

			El concepto de psicopatía no ha estado libre de debates en torno a su definición, lo que ha conducido a variaciones terminológicas por parte de los órganos de justicia, los que la identifican con los trastornos de la personalidad (TP), principalmente con el trastorno antisocial de la personalidad (TAP) y con el trastorno narcisista de la personalidad (TNP)317.

			En lo que respecta a la psicopatía como trastorno de la personalidad, se ha concluido que se corresponde la mayoría de las veces con seres fríos que no procesan las emociones. Son personas enfermas, que no siempre muestran conductas violentas, por lo que suelen pasar desapercibidas en las distintas relaciones sociales.

			El profesor Xavier Andrade Castillo, en un interesante aporte acerca de la imputabilidad de los psicópatas en el ámbito Penal, sostiene que serán sometidos a un juicio de reproche, solamente sin son capaces de comprender la ilicitud de su conducta; o serán inimputables, si su voluntad se ve afectada por enfermedad mental, siempre que fueren analizados de manera particular y contemplando las circunstancias de cada caso. Lo fundamental es que en ambos eventos, los fines de la pena les serán inaplicables318.

			Es evidente entonces que al tratarse de psicopatías, los jueces deberán auxiliarse obligatoriamente de la Psiquiatría, para determinar si la persona, al momento de perpetrar la conducta, mantenía sus facultades cognoscitiva (conocimiento y razón) y volitiva (voluntad y capacidad de selección y decisión).

			En general los psicópatas tienen conciencia de los hechos ocurridos, saben que son actos prohibidos, pero no buscan réditos o beneficio alguno, sino que se muestran indiferentes con el resultado lesivo, es decir, no logran diferenciar lo correcto de lo incorrecto.

			En esta línea, Reyes Echandía señala que la inimputabilidad los psicópatas no depende de su incapacidad para comprender la antijuridicidad de sus actos, dado que la psicopatía no elimina la capacidad de comprensión, sino de la imposibilidad de autodeterminarse de manera libre. Por ejemplo, una persona normal está en condiciones de distinguir lo lícito de lo delictivo y, además, ante la disyuntiva de comportarse ilícitamente o de actuar conforme a Derecho, está en condiciones de optar por una cualquiera de las dos soluciones; mientras que los psicópatas, solo pueden actuar en la dirección que le traza sus impulsos319.

			Un diagnóstico de la psicopatía desde un punto de vista médico-psiquátrico, podría partir de diez rasgos que deben observarse como expresión de la personalidad psicopática:

			1. Incapacidad de aprender de experiencias pasadas.

			2. Falta de sentido de la propia responsabilidad.

			3. Incapacidad para establecer relaciones interpersonales no conflictivas.

			4. Falta de control de los impulsos.

			5. Fallos en el sentido y reflexión moral.

			6. Actitud reiteradamente antisocial.

			7. Ineficacia de los castigos para un cambio de la inconducta.

			8. Falta de madurez emocional.

			9. Incapacidad para experimentar sentimientos de culpabilidad; y,

			10. Egocentrismo320.

			Y es que generalmente las personalidades psicopáticas se someten a estados impulso-obsesivos, en los cuales prevalece en la conciencia del individuo una idea que lo obliga a actuar de determinada manera:

			“(...) los esfuerzos que hacen para detener el impulso, lejos de contrarrestarlo, aumentan su contenido energético y ocasionan disturbios psicomotores de tal magnitud que solo la ejecución de la conducta hacia la cual se orienta la impulsión les proporciona el necesario equilibrio emocional y les devuelve la tranquilidad; el sujeto experimenta, en efecto, después de consumado el hecho, una sensación de alivio y de liberación.”321

			Como se dijo al inicio, la referencia a las psicopatías en los tribunales de justicia ha sido muy variada y fluctúa entre dos posturas antagónicas. Una defiende que los trastornos mentales de personalidad o psicopatías no deben considerarse una causa de inimputabilidad; y otra, que mantiene que los psicópatas deben ser considerados siempre como inimputables322.

			Terminamos haciendo nuestro el criterio de Andrade, es decir, las psicopatías –entendidas como enfermedad mental o como una alteración de la personalidad–, deben ser tratadas en forma particular y de acuerdo a las circunstancias de cada persona; de ahí que para profundizar en cuanto al grado de perturbación del individuo para la determinación de la pena o la exclusión de su culpabilidad o reproche, el operador de justicia se regirá por la premisa que el Derecho Penal y el consecuente ejercicio del ius puniendi, no se dirige a una curación, ya que ese es un campo exclusivo de la medicina323.

			Menores de edad: Niños, niñas y adolescentes - Procedimiento de juzgamiento

			Garantía constitucional: La Constitución determina que será obligación del Estado, la sociedad y la familia, promover con máxima prioridad el desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos, aplicándose en todos los casos el principio del interés superior de los niños, es decir, sus derechos prevalecerán sobre los de los demás (Constitución de la República: Art. 44).

			Protección en el ámbito del Derecho Penal: Entre las medidas que se adoptarán en el ámbito del Derecho Penal se destacan las siguientes:

			1. Protección contra el tráfico de menores, pornografía, prostitución, explotación sexual, uso de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y consumo de bebidas alcohólicas.

			2. Prevención contra el maltrato, negligencia, discriminación y violencia.

			3. Protección frente a la influencia de programas o mensajes nocivos que se difundan a través de cualquier medio, y que promuevan la violencia, la discriminación racial o de género, o la adopción de falsos valores (Constitución de la República: Art. 46 Numerales. 4, 5, 7, 8 // Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia: Arts. 67-80).

			Régimen para adolescentes infractores: Los menores de dieciocho años estarán sujetos al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y a una administración de justicia especializada de la Función Judicial.

			Tendrán derecho a que se respeten sus garantías constitucionales, de ahí que no se los pueda imputar en causas penales comunes ni someterlos a la jurisdicción penal ordinaria (Art. 38 del COIP).

			La Constitución en adición determina que los adolescentes infractores se someterán al sistema de medidas socioeducativas proporcionales a la infracción atribuida. El Estado determinará mediante Ley las sanciones privativas de la libertad. La privación de la libertad se la establecerá como último recurso, por el período mínimo necesario y se cumplirá en establecimientos diferentes a los de las personas adultas (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 13).

			Delincuencia juvenil y la Convención sobre los Derechos del Niño:

			En términos generales, es el artículo 37 de la Convención el que establece los compromisos de los Estados para garantizar que:

			A. Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, por tal motivo, no se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años.

			B. Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan solo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda.

			C. Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales.

			D. Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.

			Justicia penal para menores de 18 años según la Convención:

			El artículo 40 del instrumento internacional señala que:

			A. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad.

			B. Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular:

			B.1 Principio de legalidad: Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por pactos u omisiones que no estaban prohibidos por las Leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron.

			B.2 Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente:

			B.2.1 Presunción de inocencia: Se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

			B.2.2 Principio de información y derecho a la defensa: Será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra el y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa.

			B.2.3 Tutela judicial efectiva basada en el interés superior: La causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considere que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales.

			B.2.4 Prohibición de autoinculpación forzada y derecho a contradecir testimonios: No será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad.

			B.2.5 Juez natural, imparcialidad y posibilidad de impugnación: Si se considera que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la Ley.

			B.2.6 Intérprete: El niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado.

			B.2.7 Derecho a la intimidad: Se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento.

			C. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular:

			C.1 El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales.

			C.2 Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.

			D. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.

			Adolescentes infractores y el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia:

			Disposiciones generales:

			1. Inimputabilidad y exención de responsabilidad de niños y niñas: Los niños y niñas son absolutamente inimputables y tampoco son responsables, por tanto, no están sujetos ni al juzgamiento ni a las medidas socioeducativas contempladas en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (Inciso primero del Art. 307 del CONA).

			Tenga en cuenta que si un niño o niña es sorprendido en casos que puedan ser considerados de flagrancia, será entregado a sus representantes legales y, de no tenerlos, a una entidad de atención. Se prohíbe su detención e internación preventiva (Inciso segundo del Art. 307 del CONA).

			2. Inimputabilidad de los adolescentes: Los adolescentes son penalmente inimputables y, por tanto, no serán juzgados por jueces penales ordinarios ni se les aplicarán las sanciones previstas en las leyes penales (Art. 305 del CONA).

			Los adolescentes que cometan infracciones tipificadas en el Código Orgánico Integral Penal estarán sujetos a medidas socioeducativas por su responsabilidad de acuerdo con las directrices del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (Art. 306 del CONA).

			3. Responsabilidad de los adolescentes de comunidades indígenas: El juzgamiento y aplicación de medidas socioeducativas a los adolescentes infractores pertenecientes a comunidades indígenas, por hechos cometidos en sus comunidades, se ajustará a lo dispuesto en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia (Art. 310 del CONA).

			4. Comprobación de la edad e identidad: La comprobación de la edad e identidad de los adolescentes se realizará antes de la primera audiencia, para lo cual se recurrirá a cualquier documento público de identificación o a la prueba científica pertinente realizada por un perito. En caso de negativa del adolescente a la realización de la prueba científica, el fiscal solicitará orden judicial para la práctica de la pericia garantizando el debido proceso.

			En ningún caso se decretará la privación de libertad para efectos de comprobar la edad o identidad (Art. 305-A del CONA).

			4. Legalidad de los delitos y las medidas socioeducativas: Los adolescentes únicamente podrán ser juzgados por actos considerados como delitos por el Código Orgánico Integral Penal con anterioridad al hecho que se le atribuye y de acuerdo con el procedimiento establecido en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia.

			No se tomará medidas si existen causas de inculpabilidad o causas de exención de responsabilidad.

			La aplicación, ejecución y control de las medidas socioeducativas se ajustarán a las disposiciones de este Código (Art. 308 del CONA).

			Derechos y garantías a observarse en el proceso y juzgamiento:

			1. Garantía de reserva: Se respetará la vida privada e intimidad del adolescente en todas las instancias del proceso. Las causas en que se encuentre involucrado un adolescente se tramitarán reservadamente.

			- A sus audiencias solo podrán concurrir, además de los funcionarios judiciales que disponga el juez, el fiscal de adolescentes infractores, los defensores, el adolescente, sus representantes legales y un familiar o una persona de confianza, si así lo solicitare el adolescente.

			- Las demás personas que deban intervenir como testigos o peritos permanecerán en las audiencias el tiempo estrictamente necesario para rendir sus testimonios e informes y responder a los interrogatorios de las partes.

			- Se prohíbe cualquier forma de difusión de informaciones que posibiliten la identificación del adolescente o sus familiares.

			-Los funcionarios judiciales, administrativos y de policía, guardarán el sigilo y la confidencialidad sobre los antecedentes penales y policiales de los adolescentes infractores, quienes al quedar en libertad tienen derecho a que su expediente sea cerrado y destruido.

			- La sentencia original o copia certificada de la misma se conservará para mantener un registro con fines estadísticos, para una posible interposición del recurso de revisión.

			- Con excepción de los adolescentes sentenciados por delitos con pena privativa de libertad superior a diez años, el certificado de antecedentes penales no contendrá registros de infracciones cometidas mientras la persona era adolescente. Quién lo realice estará sujeto a las sanciones de Ley (Art. 317 del CONA).

			2. Excepcionalidad de la privación de libertad y separación de adultos: La privación de la libertad del adolescente solo se dispondrá como último recurso, por orden escrita del juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades prescritas por la ley. El internamiento preventivo podrá ser revocado en cualquier etapa del proceso, de oficio o a petición de parte (Art. 321 del CONA).

			El adolescente que se encuentre detenido, internado preventivamente o cumpliendo una medida de privación de libertad, lo hará en centros especializados que aseguren su separación de los adultos también detenidos (Art. 322 del CONA).

			3. Presunción de inocencia: Se presume la inocencia del adolescente y será tratado como tal mientras no se haya establecido conforme a Derecho, en resolución ejecutoriada, la existencia del hecho punible y su responsabilidad (Art. 311 del CONA).

			4. Derecho a la defensa y derecho a la información: El adolescente tiene derecho a una defensa profesional adecuada durante todas las instancias del proceso.

			- Cuando no disponga de un defensor particular, se le asignará, en un plazo de veinticuatro horas, un defensor público especializado, quien asumirá el caso dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación de su asignación.

			- La falta de defensor causará la nulidad de todo lo actuado en indefensión (Art. 313 del CONA).

			- Todo adolescente investigado, detenido o interrogado tiene derecho a ser informado de inmediato, personalmente y en su lengua materna, o mediante lenguaje de señas si hubiere deficiencia en la comunicación:

			a. Sobre los motivos de la investigación, interrogatorio, detención, la autoridad que los ordenó, la identidad de quienes lo investigan, interrogan o detienen y las acciones iniciadas en su contra; y,

			b. Sobre su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la presencia de un abogado y a comunicarse con un familiar o con cualquier persona que indique.

			- El adolescente contará con la asistencia gratuita de un intérprete, si no comprende o no habla el idioma utilizado.

			- En todos los casos, los representantes legales del investigado, interrogado o detenido, serán informados de inmediato (Art. 312 del CONA).

			-El adolescente tiene derecho a ser instruido con claridad y precisión por su defensor, el fiscal, el equipo, de la Oficina Técnica y especialmente por el juez, acerca del significado, objetivos y consecuencias de cada una de las actuaciones y diligencias del proceso (Art. 316 del CONA).

			- En todas las etapas del proceso el adolescente sometido a juzgamiento tiene derecho:

			a) Al libre y completo acceso a documentos y piezas del proceso; b) A ser escuchado en cualquier instancia del proceso; y, c) A interrogar directamente o por medio de su defensor y de manera oral, a los testigos y peritos, que estarán obligados a comparecer ante el Juez para este efecto.

			- El adolescente podrá ser oído e interrogar por lenguaje de señas en caso de tener discapacidad auditiva (Art. 314 del CONA).

			5. Celeridad, impugnación y non bis in ídem: Los jueces, fiscales de adolescentes infractores, defensores públicos o privados y la Oficina Técnica de la Administración de Justicia deben impulsar con celeridad las actuaciones judiciales. Quienes retarden indebidamente el proceso seguido contra un adolescente, serán sancionados en la forma prevista en el Código de la materia, sin perjuicio de las penas contempladas en otras leyes (Art. 315 del CONA).

			- Se reconocen en favor del adolescente sometido a juzgamiento todas las garantías del debido proceso. Las resoluciones judiciales son impugnables ante el superior y las medidas socioeducativas aplicadas son susceptibles de revisión, de conformidad con la ley (Art. 318 del CONA).

			- Cualquier forma de terminación del proceso impide una nueva investigación o juzgamiento por el mismo hecho, aunque se modifique su calificación legal o se conozcan nuevas circunstancias. En consecuencia, ningún adolescente podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa (Art. 320 del CONA)

			Etapas del proceso en el caso de adolescentes infractores:

			El proceso para el juzgamiento del adolescente tiene 3 etapas: a) Instrucción; b) Evaluación y Preparatoria de Juicio; y, c) Juicio (Art. 340 del CONA).

			Fase preprocesal de Investigación Previa:

			Antes de iniciar la instrucción, el fiscal podrá investigar los hechos que por cualquier medio lleguen a su conocimiento en el que se presuma la participación de un adolescente. Esta investigación previa no excederá de cuatro meses en los delitos sancionados con pena privativa de libertad de hasta cinco años, ni de ocho meses en aquellos sancionados con pena superior a cinco años.

			Transcurridos los plazos señalados el fiscal, en el plazo de diez días, ejercerá la acción penal o archivará la causa, y en caso de no hacerlo, dicha omisión se considerará como infracción leve de acuerdo con el Código Orgánico de la Función Judicial.

			Dentro de los plazos previstos para la investigación, el fiscal solicitará al juzgador competente señale día y hora para la audiencia de formulación de cargos, siempre que existan los elementos suficientes. La audiencia de formulación de cargos se desarrollará de acuerdo con las reglas del Código Orgánico Integral Penal (Art. 342 del CONA).

			La Etapa de Instrucción:

			-La etapa de instrucción durará cuarenta y cinco días improrrogables, contados a partir de la fecha de la audiencia de formulación de cargos, sin perjuicio de que el fiscal señale un plazo menor para su conclusión. En caso de delito flagrante, la instrucción no excederá de treinta días.

			- Si aparecen en el proceso datos de los que se presuma la participación de otro adolescente en el hecho investigado, el fiscal solicitará audiencia para la vinculación. La instrucción se mantendrá abierta por un plazo adicional de veinte días, por una sola vez, contados a partir de la audiencia de vinculación que se efectuará dentro del plazo previsto para la instrucción.

			-La audiencia se llevará a cabo con la participación directa del adolescente y su defensor público o privado.

			- El fiscal que incumpla los plazos aquí señalados, será sancionado en la forma prevista en la Ley (Art. 343 del CONA).

			- Concluida la instrucción, si no se determina la existencia de la infracción investigada o la responsabilidad del adolescente, el fiscal emitirá su dictamen abstentivo por escrito y de manera motivada en un plazo máximo de cinco días solicitando al juzgador competente dicte el sobreseimiento. En este caso, cesará de inmediato cualquier medida cautelar que se dispuso en contra del adolescente.

			-En el caso que se determine la existencia del delito y se considere que el adolescente participó en el hecho, solicitará al juzgador competente señale día y hora para la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio en la que el fiscal emitirá su dictamen acusatorio (Art. 344 del CONA).

			Etapa evaluatoria y preparatoria del juicio:

			- El fiscal solicitará al juzgador, señale día y hora para la realización de la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio en la que decidirá si existen méritos suficientes para proceder al juzgamiento del adolescente. Esta audiencia se realizará dentro de un plazo mínimo de seis y máximo de diez días contados desde la fecha de la solicitud.

			La acusación fiscal deberá cumplir los requisitos previstos en el Código Orgánico Integral Penal (Art. 354 del CONA).

			- La Audiencia de Evaluación y preparatoria de juicio se desarrollará de conformidad con las siguientes reglas:

			1. Instalada la audiencia, el juzgador solicitará a los sujetos procesales se pronuncien sobre los vicios formales respecto de lo actuado. De ser pertinentes, se subsanarán en la misma audiencia.

			2. El juzgador resolverá sobre cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, competencia y cuestiones de procedimiento que pueden afectar la validez del proceso. La nulidad se declarará siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque indefensión. Toda omisión hará responsable a los juzgadores que en ella incurren, quienes serán condenados en las costas respectivas.

			3. El juzgador concederá la palabra a la fiscalía para que exponga los fundamentos de su acusación. Luego intervendrá la víctima, de estar presente y el defensor del adolescente.

			4. En esta audiencia se podrá presentar propuestas de conciliación, suspensión del proceso a prueba o remisión.

			5. Concluida la intervención de los sujetos procesales, si no hay vicios de procedimiento que afecten la validez procesal continuará la audiencia, para lo cual las partes deberán:

			
					Anunciar las pruebas que serán presentadas en la audiencia de juicio, formular solicitudes y planteamientos que estimen relevantes referidos a la oferta de prueba realizada por los demás intervinientes.

					Solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba, de conformidad con lo previsto en la Ley, que estén encaminados a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieran prueba.

					El juzgador se pronunciará en forma motivada rechazando la objeción o aceptándola y en este último caso, declarará qué evidencias son ineficaces hasta ese momento procesal excluyendo la práctica de medios de prueba ilegales.

					Los acuerdos probatorios se realizarán por mutuo consenso entre las partes o a petición de una de ellas cuando el hecho sea innecesario probar, inclusive sobre la comparecencia de los peritos para rendir testimonio sobre los informes presentados.

			

			6. En ningún caso el juzgador ordenará la práctica de pruebas de oficio.

			7. Concluidas las intervenciones de los sujetos procesales, el juzgador anunciará de manera verbal su resolución de sobreseer o convocar a audiencia de juicio; y, dentro de las cuarenta y ocho horas la resolución anunciada será remitida por escrito y motivada.

			8. Al final, se sentará la razón de la realización de la audiencia que recoge la identidad de los comparecientes y la resolución del juzgador.

			En caso de aceptarse una forma anticipada de terminación o suspensión del proceso, el juzgador procederá de acuerdo con lo previsto en las normas para la remisión, la suspensión a prueba y la conciliación (Art. 356 del CONA).

			- En el mismo anuncio de su decisión de convocar a audiencia de juzgamiento, el juez fijará día y hora para su realización y ordenará el examen bio-psico-social del adolescente que deberá practicarse por la Oficina Técnica antes de la audiencia. Esta audiencia deberá llevarse a cabo dentro de un plazo no menor de diez ni mayor de quince días contados desde la fecha del anuncio (Art. 357 del CONA).

			Etapa del juicio:

			- La audiencia de juicio se sustentará sobre la base de la acusación fiscal.

			- El juzgador especializado en adolescentes infractores declarará instalada la audiencia de juicio, en el día y hora señalados, con la presencia del fiscal de adolescentes infractores, el adolescente, juntamente con su defensor privado o público.

			- Si al momento de instalar la audiencia, el adolescente se encuentra ausente, se sentará razón de este hecho y se suspenderá la audiencia hasta contar con su presencia. El juzgador dispondrá las medidas necesarias para asegurar su comparecencia.

			- En caso de no comparecer todos los testigos o peritos convocados a rendir testimonio, el juzgador preguntará a las partes procesales la pertinencia de continuar la audiencia con los que estén presentes escuchando sus argumentos. Finalmente, el juzgador decidirá la continuación o no de la audiencia.

			- El día y hora señalados, el juzgador instalará el juicio oral, concediendo la palabra tanto a la fiscalía, a la víctima de estar presente, y a la defensa del adolescente para que presenten sus alegatos de apertura, antes de proceder a la presentación y práctica de las pruebas.

			- La práctica de pruebas se desarrollará según las reglas previstas en el Código Orgánico Integral Penal (Art. 359 del CONA).

			- Concluida la prueba, el juzgador concederá la palabra para alegar sobre la existencia del delito, la responsabilidad del adolescente y la medida socioeducativa aplicable, de acuerdo con el siguiente orden y disposiciones:

			
					El fiscal y la defensa expondrán, en ese orden, sus argumentos o alegatos. Si la víctima lo requiriere intervendrá luego del fiscal. Habrá derecho a la réplica.

					El juzgador delimitará en cada caso, la extensión máxima del tiempo de intervención para los argumentos de conclusión, en atención al volumen de la prueba vista en la audiencia y la complejidad de los cargos resultantes de los hechos contenidos en la acusación.

					Una vez presentados los alegatos, el juzgador declarará la terminación del debate y deliberará para anunciar la sentencia oral sobre la responsabilidad y la medida socioeducativa.

					En caso de que se ratifique la inocencia del adolescente, el juzgador dispondrá su inmediata libertad si está privado de ella, levantará todas las medidas cautelares impuestas y emitirá sin dilación las órdenes correspondientes. La orden de libertad procederá inmediatamente incluso si no se ha ejecutoriado la sentencia o se interponen recursos (Art. 360 del CONA).

			

			- La decisión oral del juzgador especializado en adolescentes infractores será reducida a escrito en sentencia. La sentencia contendrá tanto la motivación de la existencia de la infracción, la responsabilidad o no del adolescente, así como la determinación de la medida socioeducativa y la reparación integral a la víctima, cuando corresponda.

			- El juzgador ordenará la notificación con el contenido de la sentencia, dentro del plazo de tres días posteriores a la finalización de la audiencia de juicio. A partir de esta, correrá el término para presentar las impugnaciones correspondientes de acuerdo con lo previsto en la Ley (Art. 361 del CONA).

			Tipos de medidas socioeducativas y tiempo de duración:

			Medidas socioeducativas no privativas de libertad: Las medidas socioeducativas no privativas de libertad que se pueden imponer son:

			1. Amonestación: Es un llamado de atención verbal hecho directamente por el juzgador al adolescente y a sus padres o representantes legales o responsables de su cuidado, para que se comprenda la ilicitud de las acciones.

			2. Imposición de reglas de conducta: Es el cumplimiento de determinadas obligaciones y restricciones para que se comprenda la ilicitud de las acciones y se modifique el comportamiento de cada adolescente, a fin de conseguir la integración a su entorno familiar y social.

			3. Orientación y apoyo psico-socio familiar: Es la obligación del adolescente y sus padres, representantes legales o responsables de su cuidado, de participar en programas de orientación y apoyo familiar para conseguir la adaptación del adolescente a su entorno familiar y social.

			4. Servicio a la comunidad: Son actividades concretas de beneficio comunitario que impone el juzgador, para que el adolescente las realice sin menoscabo de su integridad y dignidad, ni afectación de sus obligaciones académicas o laborales, tomando en consideración su edad, sus aptitudes, habilidades y destrezas, y el beneficio socioeducativo que reportan.

			5. Libertad asistida: Es el estado de libertad condicionada al cumplimiento de directrices y restricciones de conducta fijadas por el juzgador, sujeta a orientación, asistencia, supervisión y evaluación, obligándose el adolescente a cumplir programas educativos, a recibir la orientación y el seguimiento, con la asistencia de especialistas y personas con conocimientos o aptitudes en el tratamiento de adolescentes (Art. 378 del CONA).

			Medidas socioeducativas privativas de libertad: Las medidas socioeducativas privativas de libertad son:

			1. Internamiento domiciliario: Es la restricción parcial de la libertad por la cual el adolescente no puede abandonar su hogar, excepto para asistir al establecimiento de estudios, de salud y de trabajo.

			2. Internamiento de fin de semana: Es la restricción parcial de la libertad en virtud de la cual el adolescente estará obligado a concurrir los fines de semana al Centro de adolescentes infractores, lo que le permite mantener sus relaciones familiares y acudir normalmente al establecimiento de estudios o de trabajo.

			3. Internamiento con régimen semiabierto: Es la restricción parcial de la libertad por la que el adolescente ingresa en un Centro de adolescentes infractores, sin impedir su derecho a concurrir normalmente al establecimiento de estudio o de trabajo.

			4. Internamiento Institucional: Es la privación total de la libertad del adolescente, que ingresa en un Centro de adolescentes infractores, sin menoscabo de la aplicación de los programas establecidos para su tratamiento (Art. 379 del CONA).

			El juzgador especializado en adolescentes infractores determinará con precisión el tiempo y el modo de la medida socioeducativa que el adolescente deberá cumplir.

			Para efectos de computar la sanción cuentan todos los días del año. Se entiende que el día tiene veinticuatro horas y el mes treinta días. El tiempo que dure el internamiento preventivo se computará a la medida socioeducativa.

			Cuando en el internamiento preventivo se agote el tiempo dispuesto en la medida socioeducativa, el juzgador la declarará extinguida y ordenará la libertad inmediata del adolescente, sin que sea necesario otro documento o requerimiento para que esta se haga efectiva (Art. 363-B del CONA).

			Oportunidad para ejecutar las medidas socioeducativas: La medida socioeducativa se cumplirá una vez que esté ejecutoriada la sentencia. Ninguna adolescente embarazada, cualquiera que sea su período de gestación, podrá ser privada de su libertad ni ser notificada con sentencia, sino noventa días después del parto. En ningún caso se aplicarán medidas socioeducativas privativas de libertad a adolescentes que tengan discapacidad total permanente que limite su desempeño (Art. 363-C del CONA).

			Reparación en la sentencia y mecanismos de reparación integral:

			Toda sentencia condenatoria contemplará la imposición de una o varias condiciones a la reparación integral de la víctima, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. La víctima deberá ser identificada y no requiere haber participado activamente durante el proceso.

			2. La reparación se discutirá en la audiencia de juicio.

			3. Si hay más de un responsable, el juzgador determinará la modalidad de la reparación en función de las circunstancias de la infracción y del grado de participación como autor o cómplice, y si el delito fue cometido de manera dolosa o culposa.

			4. En los casos en los que las víctimas son reparadas por acciones de carácter constitucional, el juzgador se abstendrá de aplicar como sanción las formas de reparación determinadas judicialmente.

			5. Si la reparación es cuantificable en dinero, para fijar el monto se requiere la justificación necesaria.

			6. La obligación de reparar monetariamente a la víctima tiene privilegio de primera clase frente a otras obligaciones del adolescente. El juzgador utilizará los mecanismos previstos en la ley para el cobro de deudas.

			7. El juzgador podrá determinar las modalidades de pago, si voluntariamente aceptan el adolescente condenado y la víctima.

			8. En ningún caso la modalidad del pago de la reparación monetaria puede llevar al adolescente o a su representante legal a una situación económica que le impida su digna subsistencia (Art. 363-D del CONA).

			Los mecanismos de reparación integral individual o colectiva son:

			1. La restitución de la situación que existía de no haberse cometido el hecho ilícito.

			2. Las indemnizaciones de daños materiales e inmateriales, se refiere a la compensación por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una infracción y que es evaluable económicamente.

			3. Medidas de satisfacción de carácter no pecuniario encaminadas a reparar el daño inmaterial causado a la víctima.

			4. Las garantías de no repetición se orientan a la prevención de violaciones de derechos y la creación de condiciones suficientes para evitar la reiteración de las mismas. Se identifican con la adopción de las medidas necesarias para evitar que las víctimas sean afectadas con la comisión de nuevas infracciones del mismo género (Art. 363-E del CONA).

			La impugnación y los recursos:

			Proceden los recursos de apelación, nulidad, hecho, casación y revisión de conformidad con el Código Orgánico Integral Penal (Arts. 364-366 del CONA).

			Formas de terminación anticipada del proceso:

			1. Conciliación

			El fiscal podrá promover la conciliación siempre que el delito sea sancionado con penas privativas de libertad de hasta diez años. Para promover la conciliación se realizará una reunión con la presencia del adolescente, sus padres o representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado y la víctima, el fiscal expondrá la eventual acusación y oirá proposiciones. En caso de llegarse a un acuerdo preliminar el fiscal lo presentará al juez, juntamente con la eventual acusación (Art. 345 del CONA).

			Audiencia: Recibida la petición para la audiencia de conciliación, el juez convocará a una audiencia, la que deberá realizarse máximo a los diez días de recibida la solicitud, en la misma escuchará a las partes y si se logra un acuerdo se levantará el acta respectiva que deberá contener las obligaciones establecidas y los plazos para efectivizarlas (Art. 346 del CONA).

			Conciliación promovida por el juez: El juzgador competente podrá promover un acuerdo conciliatorio, siempre que el delito sea sancionado con penas privativas de libertad de hasta diez años. Este se propondrá en la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio. Si se logra el acuerdo conciliatorio, constará en el acta correspondiente (Art. 347 del CONA).

			De las obligaciones asumidas: Las obligaciones establecidas en el acuerdo de conciliación pueden referirse a la reparación del daño causado o a la realización de ciertas actividades concretas destinadas a que el adolescente asuma su responsabilidad por los actos de los que se le acusa.

			- El acuerdo conciliatorio alcanzado en audiencia de evaluación y preparatoria de juicio o la aprobación por parte del juzgador del acuerdo promovido por el fiscal son obligatorios y una vez cumplidos a cabalidad, ponen término al proceso.

			- En caso de incumplir las obligaciones contenidas en el acuerdo, el juzgador competente continuará sustanciando el procedimiento inicial.

			-El período de cumplimiento de las obligaciones contraídas en la conciliación, no se imputará para el cómputo de la prescripción de la acción.

			- Si una o más de las víctimas no aceptan la conciliación, continuará el enjuiciamiento y subsistirá su derecho a resarcimiento (Art. 348 del CONA).

			2. Mediación

			La mediación procederá en los mismos casos de la conciliación. Permite el intercambio de opiniones entre la víctima y el adolescente, durante el proceso, para que confronten sus puntos de vista y logren solucionar el conflicto que mantienen. Podrá referirse a la reparación, restitución o resarcimiento de los perjuicios causados; realización o abstención de determinada conducta; y, prestación de servicios a la comunidad (Art. 348-A del CONA).

			En cualquier momento hasta antes de la conclusión de la etapa de instrucción, cualquier sujeto procesal podrá solicitar al juzgador, someter el caso a mediación. Una vez aceptado, el juzgador remitirá a un centro de mediación especializado. Los padres, representantes legales o responsables del cuidado del adolescente participarán en la mediación en conjunto con los sujetos procesales (Art. 348-B del CONA).

			Reglas generales para la mediación: La mediación se regirá por las siguientes reglas:

			1. Existencia del consentimiento libre, informado y exento de vicios por parte de la víctima y la aceptación expresa, libre y voluntaria del adolescente.

			2. Si existe pluralidad de adolescentes o de víctimas, el proceso continuará respecto de quienes no concurren al acuerdo.

			3. En caso de no llegar a un acuerdo, las declaraciones rendidas en la audiencia de mediación no tendrán valor probatorio alguno.

			4. El Consejo de la Judicatura llevará un registro cuantitativo y sin datos personales del adolescente y sus familiares, en el cual dejará constancia de los casos que se someten a mediación y los resultados de la misma.

			5. La mediación estará a cargo de mediadores especializados acreditados por el Consejo de la Judicatura.

			6. El Consejo de la Judicatura organizará centros de mediación para asuntos de adolescentes.

			7. Las notificaciones se efectuarán en la casilla judicial, domicilio judicial electrónico o en un correo electrónico señalado por los sujetos procesales.

			8. El acta de mediación se remitirá al juzgador que derivó la causa al centro de mediación respectivo (Art. 348-C del CONA).

			Efectos de la mediación: Una vez cumplido el acuerdo, el juzgador declarará extinguida la acción penal. En caso de incumplimiento, se continuará con el proceso inicial. Los plazos del acuerdo no se imputarán para el cómputo de la prescripción del ejercicio de la acción (Art. 348-D del CONA).

			3. Suspensión del proceso a prueba

			El fiscal, hasta en la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, podrá proponer la suspensión del proceso a prueba, si existe el consentimiento del adolescente y se trata de delitos sancionados con pena privativa de libertad de hasta diez años.

			Presentada la petición, el juzgador convocará a audiencia y si la víctima asiste, será escuchada. La presencia del defensor del adolescente es un requisito de validez. El período de suspensión del proceso a prueba, no se imputa para el cómputo de la prescripción de la acción (Art. 349 del CONA).

			Contenido del auto de suspensión: El auto de suspensión del proceso a prueba contendrá:

			1. La relación circunstanciada de los hechos y la determinación del tipo penal.

			2. La medida socioeducativa de orientación y apoyo psico-socio familiar.

			3. La reparación del daño causado, de ser el caso.

			4. Las condiciones o plazos de las obligaciones pactadas, que no pueden ser inferiores a la cuarta parte del tiempo de la posible medida a aplicarse en caso de encontrarse responsable del delito y nunca será mayor a la tercera parte de la misma.

			5. El nombre de la institución responsable de brindar la orientación o apoyo psico-socio familiar y las razones que lo justifican.

			6. La obligación del adolescente de informar al fiscal de cambios en el domicilio, lugar de trabajo o centro educativo (Art. 349-A del CONA).

			Si el adolescente cumpliere con las obligaciones acordadas, el fiscal solicitará al juez el archivo de la causa, caso contrario pedirá que se continúe con el proceso de juzgamiento (Art. 350 del CONA).

			4. Remisión

			Cabe remisión en las infracciones sancionadas con penas privativas de libertad de hasta cinco años, cuando se cumplan los siguientes requisitos:

			1. Que se cuente con el consentimiento del adolescente.

			2. Que al adolescente no se le haya impuesto una medida socio educativa o remisión anterior por un delito de igual o mayor gravedad.

			- Por la remisión el adolescente será conducido a cualquier programa de orientación y apoyo psico-socio familiar, servicios a la comunidad o libertad asistida.

			- La remisión no implica el reconocimiento de la infracción por parte del adolescente y extingue el proceso siempre y cuando se cumpla integralmente el programa.

			-El juzgador podrá conceder la remisión del caso a petición del fiscal o del adolescente. La petición se propondrá en la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio. En caso de que la víctima asista a la audiencia, será escuchada por el juzgador.

			- El auto que concede la remisión contendrá la relación circunstanciada de los hechos y los fundamentos legales; la determinación del programa de orientación al que es remitido y su duración (Art. 351 del CONA).

			- Si la infracción investigada es de aquellas sancionadas con pena privativa de libertad de hasta dos años y si se ha remediado a la víctima los perjuicios resultantes de la infracción, el fiscal podrá declarar la remisión del caso y archivar el expediente (Art. 352 del CONA).

			Acerca de las Medidas Cautelares que se pueden adoptar:

			Las medidas cautelares tienen por objeto asegurar la inmediación del adolescente con el proceso y su eventual responsabilidad civil o la de su representante. Estas medidas son de aplicación restrictiva. Se prohíbe imponer medidas cautelares no previstas en el Código de la materia (Art. 323 del CONA).

			Medidas cautelares personales: El Juez podrá decretar las siguientes medidas cautelares de orden personal:

			1. La permanencia del adolescente en su propio domicilio, con la vigilancia que el Juez disponga.

			2. La obligación de someterse al cuidado de una persona o entidad de atención, que informarán regularmente al Juez sobre la conducta del adolescente.

			3. La obligación de presentarse ante el Juez con la periodicidad que éste ordene.

			4. La prohibición de ausentarse del país o de la localidad que señale el Juez.

			5. La prohibición de concurrir a los lugares o reuniones que determine el Juez.

			6. La prohibición de comunicarse con determinadas personas que el Juez señale, siempre que ello no afecte su derecho al medio familiar y a una adecuada defensa; y,

			7. La privación de libertad, en los casos excepcionales y con las formalidades previstas en la Ley (Art. 324 del CONA).

			De la detención y el internamiento preventivo:

			A. Detención con fines investigativos: El juez competente podrá ordenar la detención, hasta por veinticuatro horas, de un adolescente contra el cual haya presunciones fundadas de responsabilidad por actos ilícitos, cuando lo solicite el fiscal, con el objeto de investigar una infracción de acción pública y se justifique que es imprescindible para ello la presencia del adolescente (Art. 328 del CONA).

			B. Detención para asegurar comparecencia al juicio: El fiscal podrá pedir al juez que ordene la detención de un adolescente, hasta por veinticuatro horas, para asegurar su comparecencia a la audiencia de juzgamiento (Art. 329 del CONA).

			Reglas generales de la detención:

			1. La detención solo procede en los casos de los artículos 328 (para investigación) y 329 (para comparecencia a juicio), por orden escrita y motivada de juez competente.

			2. Los adolescentes privados de la libertad serán conducidos a centros de internamiento de adolescentes infractores que garanticen su seguridad, bienestar y rehabilitación.

			3. Se prohíbe cualquier forma de incomunicación de un adolescente privado de la libertad; y,

			4. En todo caso de privación de la libertad se deberá verificar la edad del afectado y, en casos de duda, se aplicará la presunción del artículo 5 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y se lo someterá a las disposiciones normativas hasta que dicha presunción se destruya conforme a Derecho.

			El funcionario que contravenga lo aquí contenido será destituido de su cargo por la autoridad correspondiente (Art. 325 del CONA).

			Aprehensión en el caso de delitos flagrantes:

			Los agentes de policía y cualquier persona pueden aprehender a un adolescente:

			a) Cuando es sorprendido en infracción flagrante de acción pública. Existe flagrancia cuando se aprehende al autor en el mismo momento de la comisión de la infracción o inmediatamente después de su comisión, si es aprehendido con armas, instrumentos, huellas o documentos relativos a la infracción recién cometida.

			b) Cuando se ha fugado de un centro especializado de internamiento en el que estaba cumpliendo una medida socioeducativa; y,

			c) Cuando el Juez competente ha ordenado la privación de la libertad.

			Ningún adolescente podrá ser detenido sin fórmula de juicio por más de veinticuatro horas; transcurrido dicho plazo sin que se resuelva sobre su detención, el Coordinador o encargado del Centro de Internamiento, lo pondrá inmediatamente en libertad.

			Ningún niño puede ser detenido, ni siquiera en caso de infracción flagrante. En este evento, debe ser entregado de inmediato a sus representantes legales y, de no tenerlos, a una entidad de atención. Se prohíbe recibir a un niño en un Centro de Internamiento; y si de hecho sucediera, el Coordinador del Centro será destituido de su cargo (Art. 326 del CONA).

			En los casos anteriores, si la aprehensión del adolescente es realizada por agentes policiales, éstos deben remitirlo inmediatamente al fiscal de adolescentes infractores con informe pormenorizado de las circunstancias de la detención, las evidencias materiales y la identificación de los posibles testigos y de los aprehensores.

			Cuando ha sido practicada por cualquier otra persona, ésta debe entregarlo de inmediato a la unidad o agente policial más próximo, los que procederán en la forma señalada en el párrafo anterior.

			Si el detenido muestra señales de maltrato físico, el fiscal dispondrá su traslado a un establecimiento de salud y abrirá la investigación para determinar la causa y tipo de las lesiones y sus responsables.

			Cuando el hecho que motivó la privación de libertad del adolescente no esté tipificado como infracción por el Código Orgánico Integral Penal, el fiscal lo pondrá inmediatamente en libertad (Art. 327 del CONA).

			El internamiento preventivo:

			El Juez sólo podrá ordenar el internamiento preventivo de un adolescente en los siguientes casos, siempre que existan suficientes indicios sobre la existencia de una infracción de acción pública y su autoría y complicidad en la infracción investigada:

			a) De los adolescentes que no cumplen catorce años, en el juzgamiento de delitos de robo con resultado de muerte, homicidio, asesinato, femicidio, sicariato, violación, secuestro extorsivo, genocidio, lesa humanidad y delincuencia organizada.

			b) De los adolescentes que cumplen catorce años, en el juzgamiento de delitos sancionados en el Código Orgánico Integral Penal con pena privativa de libertad de más de cinco años.

			El internamiento preventivo puede ser revocado en cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte (Art. 330 del CONA).

			El internamiento preventivo no podrá exceder de noventa días, transcurridos los cuales el funcionario responsable del establecimiento en que ha sido internado, pondrá en libertad al adolescente de inmediato y sin necesidad de orden judicial previa. El incumplimiento de esta disposición por parte de dicho funcionario será sancionado con la destitución del cargo, sin perjuicio de su responsabilidad penal y civil (Art. 331 del CONA).

			Medidas cautelares patrimoniales: Para asegurar la responsabilidad civil, el juez puede ordenar el secuestro, la retención o la prohibición de enajenar bienes del peculio profesional del adolescente, de conformidad con la ley; o de sus representantes legales o personas a cargo de su cuidado, en los términos del Código Civil referentes a la fianza (Art. 332 del CONA).

			Acerca de los delitos flagrantes:

			En los casos de infracción flagrante, dentro de las veinticuatro horas desde que tuvo lugar la aprehensión, se realizará la audiencia oral ante el juzgador competente, en la que se calificará la flagrancia y la legalidad de la aprehensión. El fiscal formulará cargos y de ser pertinente solicitará las medidas cautelares y de protección que el caso amerite (Art. 342-A del CONA).

			Mujer embarazada

			Entre los grupos que en el ámbito público y privado recibirán atención prioritaria, preferente y especializada, entre otros, están las mujeres embarazadas, las que recibirán un tratamiento diferente en el proceso penal.

			El Código Orgánico Integral Penal establece que la prisión preventiva podrá ser sustituida por el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica, cuando la procesada es una mujer embarazada y se encuentre hasta en los noventa días posteriores al parto. En los casos de que la hija o hijo nazca con enfermedades que requieren cuidados especiales de la madre, podrá extenderse hasta un máximo de noventa días más (Numeral 1 del Art. 537 del COIP).

			Del mismo modo, ninguna mujer embarazada podrá ser privada de su libertad, ni será notificada con sentencia, sino noventa días después del parto. Durante este período, el juzgador ordenará que se le imponga o que continúe el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónico para garantizar el cumplimiento de la pena (Inciso final del Art. 624 del COIP).

			Multa

			Definición: La multa es una de las sanciones que la legislación estipula como accesoria a todas las infracciones. Según el Código Orgánico Integral Penal, las multas se aplicarán al tenor de las siguientes reglas:

			1. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a treinta días, se aplicará la multa de veinticinco por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general.

			2. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a dos meses, se aplicará la multa de uno a dos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			3. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de dos a seis meses, se aplicará la multa de dos a tres salarios básicos unificados del trabajador en general.

			4. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a un año, se aplicará la multa de tres a cuatro salarios básicos unificados del trabajador en general.

			5. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a dos años, se aplicará la multa de tres a ocho salarios básicos unificados del trabajador en general.

			6. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a tres años, se aplicará la multa de cuatro a diez salarios básicos unificados del trabajador en general.

			7. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de tres a cinco años, se aplicará la multa de diez a doce salarios básicos unificados del trabajador en general.

			8. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de cinco a siete años, se aplicará la multa de doce a veinte salarios básicos unificados del trabajador en general.

			9. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de siete a diez años, se aplicará la multa de veinte a cuarenta salarios básicos unificados del trabajador en general.

			10. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diez a trece años, se aplicará la multa de cuarenta a sesenta salarios básicos unificados del trabajador en general.

			11. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años, se aplicará la multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			12. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años, se aplicará la multa de trescientos a seiscientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			13. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años, se aplicará la multa de seiscientos a ochocientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			14. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, se aplicará la multa de ochocientos a mil salarios básicos unificados del trabajador en general.

			15. En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años, se aplicará la multa de mil a mil quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general.

			En las infracciones en las que no existan penas privativas de libertad, se aplicará la multa prevista en cada tipo (Art. 70 del COIP).

			N

			Nexo causal probatorio

			(Ver Prueba - Reglas)

			La prueba y los elementos de prueba deberán tener un nexo causal entre la infracción y la persona procesada. El fundamento tendrá que basarse en hechos reales introducidos o que puedan ser introducidos a través de un medio de prueba y nunca en meras presunciones (Art. 455 del COIP).

			Non bis in ídem

			(Ver Principio de la prohibición de doble incriminación)

			Nuestra Constitución, dentro del derecho de las personas a la defensa, incluye la garantía de que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. (Literal i), numeral 7 del Art. 76 de la Constitución de la República)

			En este mismo sentido, el Código Orgánico Integral Penal determina que ninguna persona podrá ser juzgada ni penada más de una vez por los mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena serán considerados para evitar un doble ejercicio del ius puniendi.

			Además, se debe tener en cuenta que nuestro legislador, quizá sin una debida tabulación de las consecuencias, determinó que la aplicación de sanciones administrativas o civiles derivadas de los mismos hechos que sean objeto de juzgamiento y sanción penal, no constituye vulneración a este principio (Numeral 9 del Art. 5 del COIP).

			Breves referencias doctrinarias y jurisprudenciales acerca de la garantía de la cosa juzgada y la cosa juzgada fraudulenta:

			La prohibición de doble juzgamiento está reconocida en varios instrumentos internacionales y en textos constitucionales como una garantía individual, que se sujeta a la protección de inamovilidad de una resolución judicial, cuando se han agotado todas las instancias y recursos. En lo penal, se la aprehende como la proscripción de una doble persecución, garantizando así la certeza y seguridad de las relaciones jurídicas.

			Es un punto de clausura, que evita que el poder punitivo sea usado como un instrumento opresivo.

			Rafael Oyarte, el desarrollar el contenido de la garantía de la cosa juzgada o non bis in ídem, resalta que se la reconoce en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el sentido de que nadie puede ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido condenado o absuelto por una sentencia firme (Art. 14.7).

			Esta fórmula, a criterio del autor, es imprecisa, en razón de la procedencia del recurso de revisión, de ahí que la Convención Americana sobre Derechos Humanos la delimitara de mejor modo, ya que señala que la persona inculpada que haya sido absuelta por una sentencia firme, no podrá ser sometida un nuevo juicio por los mismos hechos (Art. 8.4), lo que es confirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dentro del caso Loayza Tamayo versus Perú324.

			Orozco y Quintana sostienen que, en esta sentencia de la Corte Interamericana, se establecen entre los aspectos que impedirían un nuevo juicio, los procedimientos en los cuales un juez o tribunal ha tomado conocimiento de los hechos, circunstancias y pruebas relacionadas con los actos alegados, los ha evaluado y ha decidido ratificar la inocencia del acusado.325

			De este modo, en el caso de la señora Loayza Tamayo, la Corte consideró que al haber sido absuelta por el delito de traición a la patria dentro del fuero militar, instancia en la que se conocieron los hechos y se actuaron y valoraron los elementos probatorios, las acciones posteriormente puestas en marcha ante la jurisdicción ordinaria, por los mismos hechos, implicaron la violación del non bis in ídem por el Estado peruano326.

			En otras palabras, es la identidad objetiva (del mismo hecho), la que entrega la más amplia protección a la persona (identidad subjetiva), porque como lo han observado tanto la Comisión como la Corte Interamericana, la violación al ne bis in ídem surge como resultado del proceso que se sigue con fundamento en un tipo penal que contiene una descripción de la conducta, que se muestra coincidente con la contenida en algún otro tipo, con base en el cual ya se llevó adelante un proceso contra el imputado, con un resultado absolutorio327.

			Ahora bien, es menester indicar que el principio de la cosa juzgada no es un derecho absoluto, dado que podemos estar ante eventos en los cuales la tutela judicial efectiva no se ejerció de forma transparente, es decir, la decisión judicial resultó de un juicio en el que no se respetaron las reglas del debido proceso o, porque los jueces no actuaron con independencia e imparcialidad. A este contexto se conoce como cosa juzgada fraudulenta.

			Nos hemos permitido elaborar un resumen de la obra de Morgenstern y Orce328, quienes abordan esta temática de flexibilización del principio del ne bis in ídem, en especial cuando la cosa juzgada deriva de tres acontecimientos: a) Existencia de un riesgo procesal o ausencia de un juicio diáfano; b) La comisión del delito de prevaricato por parte de las autoridades de justicia; y, c) La constatación de maniobras dolosas y engañosas de los sujetos procesales.

			Vista así, la cosa fraudulenta convergería en una exploración judicial que no se encaminó a la verdad, seguida de una trama de falsedades y ocultamientos, que nos llevarían a asumir que no hubo un juzgamiento per se, porque la cancha estuvo inclinada hacia una de las partes.

			No en vano hablar de esta modalidad de decisión judicial, se corresponde a la definición de “írrito”, como lo inválido o nulo. Por lo general, se la encuentra cuando no hay un control de la ilegalidad del poder de los funcionarios públicos que quieren evitar un juicio justo o cuando hay una flagrante violación de derechos y elementales normas de justicia, en suma, se expiden decisiones notoriamente injustas que causan perjuicio a la conciencia colectiva329.

			El equivalente de la cosa juzgada de nuestro sistema es el conocido como double jeopardy del common law, que para la Corte Suprema de los Estados Unidos, ingresó a su jurisprudencia a través de los criterios de W. Blackstone, recogidos en el caso Benton vs Maryland (1969).

			El Juez sentó como postulados de la inadmisibilidad de doble persecución las siguientes premisas:

			a) Evitar que el Estado intente varias veces condenar a una persona, ya que esto le restringe indefinidamente su autonomía y libertad.

			b) Proteger a la persona de vergüenza, gastos y ordalías.

			c) Proteger al individuo de que se someta a un constante y prolongado estado de ansiedad e inseguridad; y,

			d) Aumentar la posibilidad que la persona sea encontrada culpable, aunque sea inocente330.

			Los autores que nos permitimos comentar cuestionan estas posturas, puesto que las consideran basadas en argumentos débiles de “anti-acoso”, que no se centran en una real problemática jurídica, sino en meros sentimientos y supuestos padecimientos del acusado331.

			Entonces, para dar paso a la flexibilización del ne bis in ídem, Morgenstern y Orce plantean las siguientes preguntas: ¿Qué pasa cuando la justicia es aparente? y ¿Qué ocurre cuando la inocencia de una persona no fue declarada de forma justa o limpia?

			Para contestarlas, hacen notar que la Comisión de abusos en regímenes absolutistas y la conquista ya determinó la imposibilidad de contar con una regla absoluta de que las decisiones judiciales impliquen un cierre definitivo, puesto que se hace preciso existan excepciones sensatas, en especial cuando hay sentencias ilusorias, que obligan a una retractación de los derechos mal adquiridos. De esta forma, la cosa juzgada debe ser derrumbada para rescatar la verdad material objetiva, dado que una sentencia sirve para administrar justicia o no para que alguien pretenda ampararse en lo que Couture llama como “cosa juzgada delincuente”.332

			Otro ejemplo que evidencia la flexibilización del principio es el caso americano conocido como “alemán”, en el cual la Corte Federal de Apelaciones del 7mo. circuito, declaró la nulidad del proceso, porque se demostró que el abogado del procesado pagó al juez para obtener su absolución.

			El órgano jurisdiccional estimó que no se violó el ne bis in ídem, ya que hubo una abrumadora evidencia de que el primer juicio fue un “sham trial”, del que se infiere no hubo un jeopardy, es decir, el juicio en sí mismo no se efectuó de la forma en la cual los elementales cánones de justicia demandan. No se olvide que el debido proceso supone el respeto de garantías, para arribar a decisiones justas, basadas en la demostración de la verdad histórica de los hechos.

			En adición la Corte reflexionó que se tornaría inaudito que la persona que sacó provecho de actos corruptos, obtenga beneficios que pervierten a la administración de justicia; es más, en el caso de “alemán”, fue un individuo que nunca tuvo ansiedad ni riesgo efectivo, puesto que su juicio fue previa y dolosamente arreglado333.

			Para concluir, la lectura resume como ejemplos de inconductas procesales que nos colocarían ante una cosa juzgada fraudulenta que debe impulsar un nuevo juzgamiento a los siguientes:

			a) Dolo conjunto del abogado y juez.

			b) Maquinación fraudulenta entre fiscal y abogados; y,

			c) Funcionarios judiciales que absuelven por congraciarse con el poder334.

			Lo que se corrobora con la doctrina de la clean hands defense (Herstein)335, que intenta mantener la integridad de los tribunales y del proceso judicial. La idea clave es que la conducta previa del acusado responsable o beneficiado por una conducta fraudulenta, le crea una inhabilidad para quejarse por un nuevo enjuiciamiento. Así se intenta que los imputados no cometan engaños, y que los jueces, no sean cómplices o encubridores del fraude de las partes.

			Sentencias de la Corte Constitucional acerca del non bis in ídem:

			Entre los fallos de la Corte Constitcional que pueden ser revisados encontramos los siguientes:

			- Acerca del efecto de la cosa juzgada material, la Sentencia 038-10-SEP-CC, de 24 de agosto del 2010, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 286, de 24 de septiembre del 2010, en resumen, señala que la cosa juzgada deriva únicamente de las sentencias y providencias definitivas que ponen fin a un proceso. Posee una doble función:

			a) Exigir el cumplimiento del derecho y b) No volver a sancionar por el mismo hecho.

			- Sentencia 024-09-SEP-CC, de 29 de septiembre del 2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 47, de 15 de octubre del 2009. La resolución explica que el principio constitucional del non bis in ídem, evita que exista un doble juzgamiento e incluso se inicie una causa por el mismo hecho, cuando existen las siguientes circunstancias: 1. Identidad de sujetos; 2. Identidad de objetos; 3. Identidad de fundamentos normativos; 4. Indentidad de finalidad; e, 5. Identidad de alcances. Este principio es empleado para evitar que una pretensión, resuelta mediante una decisión judicial contra la cual no procede ningún recurso, sea nuevamente presentada ante otro juez, es decir, no deba resolver dos veces el mismo asunto.

			Non reformatio in pejus

			Definición: En la etapa de impugnación, cuando se interponen los diversos recursos verticales, los sujetos procesales ejercen su derecho a que las decisiones de los jueces inferiores sean revisadas por los órganos superiores, evento en el que se entiende que no se podría empeorar su situación, dado que no sería viable se perjudiquen del ejercicio de su legítimo derecho (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 14).

			El Código Orgánico Integral Penal señala que, al resolverse la impugnación de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona procesada, siempre y cuando ésta sea la única recurrente (Numeral 7 del Art. 5 del COIP).

			Breves referencias doctrinarias y jurisprudenciales acerca del derecho al recurso y la prohibición de reformatio in pejus:

			Tanto la doctrina como la jurisprudencia extranjera han afirmado que la tutela judicial efectiva no supone la constitucionalización del derecho al doble juzgamiento o derecho al recurso, salvo en materia penal, por el contenido del artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo alcance se extiende al fallo condenatorio y a la pena que haya sido impuesta, más no a cualquier incidente suscitado en la causa336.

			De esta manera, el derecho a los recursos no se limita a su mera interposición, debido a que la tutela judicial efectiva y la prohibición de indefensión, requieren que las vías de impugnación sean útiles y efectivas y, sobre todo, excluyan toda posibilidad de reforma de la situación jurídica definida en primera instancia que no sea consecuencia de una pretensión ante la cual, aquel en cuyo daño se produce tal reforma, no tenga ocasión de defenderse337.

			Y es que la prohibición de reformatio in pejus vendría a ser una modalidad de incongruencia procesal producida en la impugnación, que surge cuando la situación del recurrente se empeora a consecuencia exclusiva de su propio recurso y no como consecuencia de los recursos de la parte contraria. Por ende, la prohibición de reformatio in pejus se deduce como constitucionalmente exigible, en la medida que su desconocimiento comporta indefensión, por contravenir la necesaria congruencia que debe existir entre la pretensión impugnatoria y la resolución de la sentencia338.

			En esta misma línea, nuestra Corte Constitucional, a través de su Sentencia 010-09-SEP-CC, de 07 de julio del 2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 637, de 20 de julio del 2009, toma como referencia las reflexiones de Arturo Hoyos339 y sostiene que la interdicción de la reforma en perjuicio del condenado constituye una garantía procesal fundamental del régimen de los recursos, a su vez contenida en el derecho de defensa y en el núcleo esencial del derecho al debido proceso.

			En consecuencia, al superior no le es dable empeorar la pena impuesta al apelante o recurrente único, porque el fallar ex oficio sorprende al compareciente, quien formalmente por lo menos no ha tenido la posibilidad de conocer y controvertir los motivos de la sanción a él impuesta, operándose por esta vía una situación de indefensión.

			El mismo órgano de justicia constitucional, en su Sentencia No. 026-09-SEP-CC, de 01 de octubre del 2009, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 54, de 26 de octubre del 2009, precisa que junto al principio del in dubio pro reo, se debe considerar el principio de la non refomatio in pejus, esto es, de la no reforma peyorativa o reforma en lo peor, el cual es una directriz constitucional aplicable al juzgador de segunda instancia, cuya aplicación debe observar los siguientes requisitos:

			a) Que se trate de una sentencia condenatoria.

			b) Que quien apele o recurra sea una de las partes afectada por la sentencia; y,

			c) Que la parte que apele o recurra sea el único apelante o recurrente.

			En suma, este principio implica que el juez que conoce de un recurso de una sentencia condenatoria, frente al recurrente único, no puede resolver el recurso haciendo más grave su situación jurídica; limita entonces al juzgador para resolver, dado que únicamente podrá analizar y revisar los aspectos que fueron expuestos por quien impugna.

			Otras decisiones que se corresponden a la ex Corte Suprema de Justicia que pueden ser revisadas por el lector para el contexto normativo ecuatoriano son:

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal, de 5 de marzo del 2014, publicada en la Gaceta Judicial, Año CIV, Serie XVII, No. 13, página 4228, en la cual la Sala advierte la violación del principio de la non reformatio in pejus, pues la no admisión del recurso de apelación del querellante convirtió al querellado en único recurrente, de ahí que al haberse dictado sentencia condenatoria en su contra por el juzgador de segundo nivel, revocando la sentencia absolutoria del primer nivel, se violó la prohibición constitucional.

			- Sentencia de la Primera Sala de lo Penal, de 23 de mayo del 2000, publicada en la Gaceta Judicial, Año CI, Serie XVII. No. 3, página 712, que al resolver un recurso de casación por delito de peculado, determina que por el principio universal de Derecho conocido con el aforismo non reformatio in pejus, según el cual al resolverse un recurso no puede reformarse la decisión del inferior en perjuicio del recurrente, impide a la Sala examinar si hay o no el delito de peculado denunciado, porque hacerlo empeoraría la situación jurídica de los procesados.

			O

			Obediencia debida

			(Ver causas de justificación - causas de exclusión de la antijuridicidad // Causas de exclusión de la conducta punible //Fuerza irresistible)

			No eximente de responsabilidad: En términos generales, en nuestro ordenamiento jurídico la alegación de obediencia debida o cumplimiento de órdenes superiores ilegales no es una eximente de responsabilidad, por tanto, al ejecutor del acto ilícito se le hará el juicio de reproche, así como a quien ordenó su ejecución.

			Recuérdese que nuestra Constitución señala que, en el caso de los delitos de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas o crímenes de agresión a un Estado, la obediencia a órdenes superiores no eximirá de responsabilidad, ergo, responderá el superior que dio la orden delictiva y el subordinado que la realizó (Constitución de la República: Art. 80).

			En este sentido el ex Código Penal, a través de su artículo 114.7 (agregado en la reforma del 2010), determinó que los mandos de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional eran plenamente responsables por las órdenes que impartían, por tanto, la obediencia a las órdenes superiores no eximía de culpa a quienes las ejecutaban y, los superiores eran imputables tanto por las órdenes expedidas, como por las consecuencias de la omisión en el cumplimiento de sus deberes.

			Pese a esto, la misma norma penal derogada, en relación con la obediencia disciplinaria, señaló que ésta podía eximir de responsabilidad al que había ejecutado una orden contraria a los derechos garantizados por la Constitución, siempre que dicha orden hubiese emanado del superior jerárquico, en asuntos de su competencia y no había podido ser desobedecida por el inferior, sin quebrantamiento de la disciplina (ex Código Penal: Art. 214).

			Es necesario que el lector tenga conocimiento que el Código Orgánico Integral Penal no hace mención alguna a la obediencia debida. Se entiende entonces, se observa la directriz constitucional, que por obvios motivos es de directa e inmediata aplicación.

			Referencias doctrinarias:

			La obediencia debida, conocida también como obediencia jerárquica, ha generado sendos debates doctrinarios y normativos, puesto que se la insertó de manera criticable, por ejemplo, en leyes penales discriminatorias (más benignas), en especial en periodos dictatoriales a través de leyes de amnistía, hoy por hoy declaradas inconstitucionales340.

			Y es que un sector doctrinario sostenía un concepto de injusto que consideraba antijurídica la causación del resultado, por tanto, no podía admitirse que quien actuaba en cumplimiento de un deber jurídico lo hiciese conforme a Derecho, cuando la orden que obedecía era ilícita y el subordinado se hallaba en error o ignorancia invencible341.

			Se llegaba a la conclusión de que el afectado podía defenderse legítimamente contra quien ejecutaba la orden, lo que era una conclusión absurda, porque si por ejemplo un juez expedía una orden para secuestrar una obra de arte, con todas las formas legales, pero sin causa alguna, el dueño de la obra podía defenderse con arma de fuego contra el oficial de justicia y la fuerza pública. Para evitar aquello, se acudió al artificio de que el único que realizaba la acción era el que impartía la orden342.

			Aunque la mayor parte de la doctrina no siguió esta línea de pensamiento, es claro que se trataba de un supuesto en que, para legitimar el sistema, se alteraba gravemente el concepto de acción, cuando lo correcto hubiese sido modificar el contenido del injusto343.

			Con estos antecedentes, la obediencia debida sea como eximente de responsabilidad penal, como causa de justificación o como un caso de ausencia de conducta, debió ser limitada jurisprudencialmente, de modo que cuando la orden es lícita, admitiría que se elimine el injusto, lo que no ocurre cuando la orden es claramente antijurídica, es decir, implica llevar a cabo una conducta delictiva, aspecto último que nos remite a analizar si el ejecutor tenía o no capacidad de revisar el contenido de la orden impartida344.

			Zaffaroni expone distintas variantes de la obediencia debida como eximente, a saber:

			a) En el caso en que la orden se imparte legítimamente y su contenido es lícito, es deber del inferior cumplirla. No hacerlo, generará la omisión de cumplimiento del deber jurídico.

			b) Si la orden es formalmente lícita, pero su contenido es antijurídico, se deberá ponderar si el inferior tiene el deber de controlar el contenido de la orden. Por ejemplo, sí existe control de legalidad recíproco en el ámbito administrativo, pero en el ámbito del Derecho Militar, no funciona de forma plena. De todos modos, en cualquiera de los dos supuestos, el deber jurídico cesa, si la orden es manifiestamente ilegal en cuanto a su contenido.

			c) Otro evento que puede presentarse se da cuando la orden es formalmente lícita y de contenido antijurídico manifiesto o que el inferior tiene el deber de revisarla y que, no obstante, la cumple porque de esa manera evita un mal mayor. Aquí estamos ante supuestos de estado de necesidad justificantes.

			d) Puede ocurrir que el subordinado no revisó la legalidad de la orden o bien que lo haya hecho, sin percatarse de su ilegalidad, o que la orden fuese manifiestamente antijurídica y, pese a aquello, el inferior no haya comprendido su antijuridicidad. En cualquiera de estos casos se tratará de un error de prohibición del que se determinará si es vencible o invencible.

			e) Por último, puede ocurrir que la orden es ilícita y el subordinado lo sabe, sin que sea posible reprocharle su cumplimento, ya que caso contrario recaerían sobre él graves consecuencias, lo que podrá dar lugar a un estado de necesidad justificante o exculpante o comprobar la presencia de una fuerza irresistible, que elimina la relevancia penal de la conducta345.

			Ocultación de bienes sustraídos

			(Ver Receptación o aprovechamiento de cosas robadas)

			El Código Orgánico Integral Penal, en concordancia con la Sentencia de la Corte Constitucional No. 14-15-CN/19 de 14 de mayo del 2019346, tipifica a la receptación, en los siguientes términos:

			La persona que oculte, custodie, guarde, transporte, venda o transfiera la tenencia, en todo o en parte, de bienes muebles, cosas o semovientes conociendo que son producto de hurto, robo o abigeato, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Ofendido - Víctima

			(Ver Acusación particular // Víctima)

			Según el numeral 6, de la Disposición Reformatoria Primera del Código Orgánico Integral Penal, se debe sustituir en todas las disposiciones del ordenamiento jurídico en lo que diga: “ofendido” por “víctima” y, en lo que diga “ofendidos”, por “víctimas”.

			Definición y condición: Este sujeto procesal en la normativa penal es quien sufre la vulneración del bien jurídico protegido, es decir, es el sujeto pasivo del delito. Según el Código Orgánico Integral Penal, se consideran víctimas a:

			1. Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o indirecta como consecuencia de la infracción.

			2. Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal.

			3. La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo, ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad de las personas señaladas en el numeral anterior.

			4. Quienes compartan el hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			5. El socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido afectada por infracciones cometidas por sus administradores.

			6. El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten afectadas por una infracción.

			7. Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que afecten intereses colectivos o difusos.

			8. Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas infracciones que afecten colectivamente a los miembros del grupo.

			La condición de víctima es independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, sancione o condone al responsable de la infracción o a que exista un vínculo familiar con este (Art. 441 del COIP).

			Derechos de la víctima:

			Acerca de los derechos de la víctima, el Código Orgánico Integral Penal establece los siguientes:

			1. Vincularse o no al proceso: La víctima puede proponer acusación particular, a no participar en el proceso o a dejar de hacerlo en cualquier momento, de conformidad con las normas del COIP. En ningún caso se la obligará a comparecer.

			2. Reparación integral: La víctima tiene derecho a la adopción de mecanismos para la reparación integral de los daños sufridos que incluye, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos, el restablecimiento del derecho lesionado, la indemnización, la garantía de no repetición de la infracción, la satisfacción del derecho violado y cualquier otra forma de reparación adicional que se justifique en cada caso.

			3. Reparación estatal: Tiene derecho a la reparación por las infracciones que se cometan por agentes del Estado o por quienes, sin serlo, cuenten con su autorización.

			4. Protección integral personal y ampliada: Tiene derecho a la protección especial, resguardando su intimidad y seguridad, así como la de sus familiares y sus testigos.

			5. Prohibición de revictimización: La víctima tiene derecho a no ser revictimizada, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas, incluida su versión. Se la protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación y, para el efecto, se podrán utilizar medios tecnológicos.

			6. Defensa técnica: Tiene derecho a ser asistida por un defensor público o privado antes y durante la investigación, en las diferentes etapas del proceso y en lo relacionado con la reparación integral.

			7. Derecho a la asistencia de traductores o intérpretes gratuitos: Tiene derecho a ser asistida gratuitamente por un traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento, así como a recibir asistencia especializada.

			8. Sistema de protección: Tiene derecho a ingresar al Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal, de acuerdo con las disposiciones del COIP.

			9. Asistencia según sus necesidades: Toda víctima tiene derecho a recibir asistencia integral de profesionales adecuados de acuerdo con sus necesidades durante el proceso penal.

			10. Derecho a la información de las actuaciones fiscales: Tiene derecho a ser informada por el fiscal de la investigación preprocesal y de la instrucción.

			11. Derecho a la información de la decisión final: Tiene derecho a ser informada, aun cuando no haya intervenido en el proceso, del resultado final del proceso, en su domicilio si se lo conoce.

			12. Principio de igualdad - acciones afirmativas: La víctima tiene derecho a ser tratada en condiciones de igualdad y cuando amerite, aplicar medidas de acción afirmativa que garanticen una investigación, proceso y reparación, en relación con su dignidad humana.

			13. Caso de víctima extranjera: Si la víctima es de nacionalidad distinta a la ecuatoriana, se permitirá su estadía temporal o permanente dentro del territorio nacional, por razones humanitarias y personales, de acuerdo con las condiciones del Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal (Art. 11 del COIP).

			Omisión

			(Ver Comisión por omisión)

			Como sabemos, las conductas ilícitas pueden materializarse por medio de una acción o una omisión.

			Por delito de omisión se entiende aquel en el cual el sujeto activo no impide un acontecimiento cuando tiene la obligación jurídica de hacerlo. En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 23, determina justamente que las infracciones penales pueden tener como modalidades la acción y la omisión, por tanto, no impedir un acontecimiento cuando se tiene el deber jurídico de impedirlo, equivale a ocasionarlo.

			Debemos hacer notar que el mismo Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 28, cuando se refiere a la omisión dolosa, señala que la misma se configura con el comportamiento de una persona que, deliberadamente, prefiere no evitar un resultado material típico, cuando se encuentra en posición de garante.

			Se encuentra en posición de garante la persona que tiene una obligación legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, salud, libertad e integridad personal del titular del bien jurídico y ha provocado o incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la afectación de un bien jurídico (Segundo inciso del Art. 28 del COIP).

			No está por demás indicar al lector que, a nuestro criterio, hay dos formas por medio de las cuales se operativiza la punición de la omisión en nuestro ordenamiento jurídico.

			La primera, es la redacción en tipo, es decir, la descripción del delito está registrada en negativo, como acontece en las figuras penales de los artículos 134 (omisión de socorro de personas protegidas), 243 (falta de afiliación al IESS), numeral 2 del artículo 308 (modalidad de agiotaje relacionada al no pago del precio de los productos), 319 (omisión de control de lavado de activos), entre otras.

			La segunda es la aplicación de la omisión genérica del artículo 23 del COIP a delitos de acción. Para comprender mejor esta modalidad, acudimos por ejemplo al caso de un homicidio (delito de acción descrito en el artículo 144) que bien puede ser cometido por una omisión, es decir, el agente quiere causar la muerte y para lograr su objetivo, se abstiene de cumplir con su deber jurídico.

			Lo propio puede acontecer con un delito de peculado (Art. 278 del COIP), en el cual no solo se delinque por la acción de abuso de dineros públicos, sino también por no cumplir con el deber jurídico de velar por su buen y pulcro uso.

			En estos dos ejemplos, la autoridad juzgadora condenará al responsable con base en el artículo 144 en concordancia con el artículo 23 (homicidio por omisión), o del artículo 278 en concordancia con el 23 (peculado por omisión).

			Breves referencias doctrinarias acerca de la omisión en el Derecho Penal:

			Desde nuestro punto de análisis, si nos centramos en el delito como conducta humana, éste presenta tres facetas: la acción o desarrollo de una actividad positiva; la omisión simple, o sea, el dejar de hacer lo que un deber jurídico impone; y, la comisión por omisión, en la cual el dejar de hacer se vincula con un sujeto que tiene una posición de garante del bien jurídico.

			La diferenciación del párrafo precedente es necesaria, ya que cuando un sujeto hace lo que no debe, estaríamos ante la infracción de una norma de prohibición; en cambio, cuando omite cumplir con su obligación normativa, lo que ocurriría es la inobservancia de una norma directiva.

			La omisión entonces se clasifica en omisión simple (omisión propia) o comisión por omisión (comisión impropia).

			Mir Puig sostiene que, para comprender la expresión de los delitos de omisión, hay que partir de la idea de acción, o sea, las conductas que la ley prohíbe su realización, porque son lesivas a bienes jurídicos. De esta forma, los delitos de omisión son aquellos en los que se ordena actuar en un determinado sentido que se reputa beneficioso, por ende, se castigue el no hacerlo347.

			Así, la diferencia entre delito de acción y de omisión, no radica en el plano del comportamiento per se, sino en el normativo de la clase y contenido de la norma jurídica infringida: Si ésta es prohibitiva de una conducta nociva, origina un delito de acción y, si es preceptiva de una conducta beneficiosa, uno de omisión348.

			En este hilo, para Mir Puig los delitos de omisión de mera actividad reciben el nombre de omisión pura o propia, ya que describen únicamente un no hacer, con independencia de si se produce o no un resultado, verbi gratia, la omisión de socorro o la omisión de denuncia. En cambio, en los delitos de omisión en que se ordena evitar un determinado resultado, son de omisión impropia o de comisión por omisión, dado que no basta el no hacer, sino que ha hecho posible la producción del resultado típico. Son en consecuencia delitos de resultado, como el caso de la madre que no alimenta a su hijo recién nacido349.

			Gimbernat Ordeig350 en un análisis más puntual, explica que el problema central de la dogmática de los delitos de omisión es el de determinar cuándo el que se abstiene de actuar, puede ser responsable del resultado igual que si lo hubiera causado mediante una conducta activa, o de una participación delictiva igual que si hubiera contribuido positivamente al hecho principal (delito impropio o comisión por omisión) y cuando no es ese el caso (delito de omisión propia)351.

			Agrega que, de acuerdo con la doctrina dominante, es la posición de garante del sujeto activo el criterio diferenciador entre la omisión impropia y la propia. De ahí que la posición de garante (omisión impropia), se remita a un deber jurídico extrapenal (civil o administrativo), que seleccionaría de entre todos los individuos a uno o a unos pocos, como encargados de vigilar por la integralidad del bien jurídico tutelado352.

			Tomando lo contenido en los párrafos precedentes, el autor hace hincapié en que el problema de la equivalencia de la omisión del garante con la causación efectiva del resultado típico, es el más difícil de la dogmática, pues por mucha posición de garantía que tenga el omitente, no habrá una comisión por omisión si la inactividad de ese garante no es equiparable a la producción del resultado a través de un comportamiento positivo. Dicho de otro modo, para responder por una comisión por omisión hay que ser garante, pero no todo garante responde por una omisión impropia353.

			Lo que habrá de ponderarse es la equivalencia desvalorativa total del delito de omisión (impropia) con el delito de acción, equivalencia que se dará cuando la inactividad del garante del bien jurídico (encargado de una fuente de peligro causante del resultado), tenga como consecuencia:

			a) La transformación de esa fuente de permitida en ilícita; o

			b) La no reconducción a los niveles jurídicamente tolerables, cuando dicho foco (por la acción de un tercero, por ejemplo) los hubiera desbordado354.

			Para terminar, Zaffaroni al referirse a la clasificación de los tipos omisivos, concluye que los delitos impropios de omisión (comisión por omisión), tienen una estructura que se corresponde con otra activa con la que se equipara, es decir, precisa de una afectación del bien jurídico de la misma forma que en el caso de la estructura activa, razón por la cual sus autores son siempre calificados, es decir, la norma limita el circulo de autores a quienes se hallan en una particular relación jurídica, que es la fuente de la obligación en la situación típica355.

			La omisión simple (propia) por su parte, se corresponde a un no hacer llano, que no es causa de ningún resultado típico y puede ser subsumida en la conducta de cualquier persona356.
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			Pánico económico

			(Ver Delitos económicos)

			Se configura el delito de pánico económico en Ecuador, cuando una persona publica, difunde o divulga noticias falsas que causan daño a la economía nacional, con el propósito de alterar los precios de bienes o servicios y así beneficiar a un sector, mercado o producto específico. La pena que recibirá será la privación de libertad de cinco a siete años (Art. 307 del COIP).

			Pánico financiero

			(Ver Delitos contra el sistema financiero)

			Según el Código Orgánico Integral, estamos frente al delito de pánico financiero, cuando una persona divulga noticias falsas que causen alarma en la población y provocan el retiro masivo de los depósitos de cualquier institución del sistema financiero y las de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera, que pongan en peligro la estabilidad o provoquen el cierre definitivo de la institución. La pena para imponerse al sujeto activo será de privación de la libertad de cinco a siete años (Art. 322 del COIP).

			Peculado

			(Ver Delitos contra la eficiencia de la Administración Pública)

			Verbo rector - Núcleo del tipo: Los verbos rectores de esta conducta según el Código Orgánico Integral Penal son el abusar, apropiarse, distraer o disponer arbitrariamente de bienes muebles o inmuebles, dineros públicos o privados, efectos que los representen, piezas, títulos o documentos (Inciso primero del Art. 278 del COIP).

			Circunstancias del delito: Las circunstancias que complementan su elemento objetivo son dos, a saber:

			- En beneficio propio o de terceros; y,

			- Que los bienes estén en poder del sujeto activo en virtud o razón de su cargo.

			Sujeto activo:

			Serán sujetos activos del delito de peculado en su modalidad genérica y en aquella llamada como “bancaria”:

			1. Los funcionarios o servidores públicos.

			2. Los funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del Sistema Financiero Nacional que realicen actividades de intermediación financiera.

			3. Los miembros o vocales de los directorios y de los consejos de administración de las instituciones financieras, que con abuso de las funciones propias de su cargo:

			3.1 Dispongan fraudulentamente, se apropien o distraigan los fondos, bienes, dineros o efectos privados que los representen;

			3.2 Hubiesen ejecutado dolosamente operaciones que disminuyan el activo o incrementen el pasivo de la entidad; o,

			3.3 Dispongan de cualquier manera el congelamiento o la retención arbitraria o generalizada de los fondos o depósitos en las instituciones del Sistema Financiero Nacional, causando directamente un perjuicio económico a sus socios, depositarios, cuenta partícipes o titulares de los bienes, fondos o dineros (Inciso cuarto del Art. 278 del COIP).

			4. Además los sujetos descritos en los numerales 2 y 3, cuando causen la quiebra fraudulenta de la entidad del Sistema Financiero Nacional.

			Sujeto pasivo: El sujeto pasivo es el Estado. Se genera inexorablemente la pérdida de confianza en el sistema estatal y su accionar a través de sus funcionarios y servidores. Por su ubicación en el Código, se entiende afecta a la eficiencia de la Administración Pública.

			Sanción: Pena privativa de libertad de diez a trece años y la incapacidad de por vida para el desempeño de todo cargo público, o de todo cargo en entidades financieras o en entidades de la economía popular y solidaria que realicen intermediación financiera (Parte final del Primer inciso del Art. 278 del COIP, así como la parte final de su inciso cuarto y el inciso final de la norma).

			Otras conductas punibles (pena atenuada):

			1. Utilización ilegal de trabajadores o bienes del sector público: El Código Orgánico Integral Penal señala que, si funcionarios públicos utilizan, en beneficio propio o de terceras personas, trabajadores remunerados por el Estado o por las entidades del sector público o bienes del sector público, cuando esto signifique lucro o incremento patrimonial, serán sancionados con una pena privativa de libertad de cinco a siete años (Segundo inciso del Art. 278 del COIP).

			2. Aprovechamiento de estudios, proyectos, informes, resoluciones u otros documentos: Este tipo penal reprime con una pena privativa de libertad de cinco a siete años, a los funcionarios públicos que se aprovechen económicamente, en beneficio propio o de terceras personas, de estudios, proyectos, informes, resoluciones y más documentos, calificados de secretos, reservados o de circulación restringida, que estén o hayan estado en su conocimiento o bajo su dependencia en razón o con ocasión del cargo que ejercen o han ejercido (Tercer inciso del Art. 278 del COIP).

			3. Obtener o conceder créditos vinculados, relacionados o inter-compañías: La persona que obtenga o conceda créditos vinculados, relacionados o inter-compañías, violando expresas disposiciones legales respecto de esta clase de operaciones, en perjuicio de la Institución Financiera, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			La misma pena se aplicará a los beneficiarios que intervengan en el cometimiento de este ilícito y a la persona que preste su nombre para beneficio propio o de un tercero, aunque no posea las calidades previstas en el párrafo anterior (Incisos quinto y sexto del Art. 278 del COIP).

			Imprescriptibilidad, juzgamiento en ausencia y extensión del tipo penal en relación al sujeto activo:

			La Constitución de la República determina que las personas que han adecuado su conducta a los delitos de peculado, concusión, enriquecimiento ilícito y cohecho podrán ser juzgados en ausencia y las acciones para perseguirlos y las penas que se les imponga no prescribirán. Además, registra que todas las normas referentes a estos ilícitos se aplicarán a quienes participen en ellos, aunque no tengan las calidades de funcionarios públicos, quienes serán sancionados de acuerdo con su grado de responsabilidad (Constitución de la República: Art. 233).

			Ya no es necesario cumplir el requisito de procedibilidad antes de ejercer la acción penal: Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19, de 2 de julio del 2019

			Cuando se aprobó el Código Orgánico Integral en el año 2014 (que recogió la directriz derivada de la Resolución de la Corte Nacional de Justicia de 24 de febrero del 2010), se estableció que para el ejercicio de la acción penal por los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, constituía como presupuesto de procedibilidad, la existencia de un informe previo sobre indicios de la responsabilidad penal emitido por la Contraloría General del Estado (Inciso final del Art. 581 del COIP).

			Este inciso final del artículo 581 del COIP, así como la Resolución de la Corte Nacional, fueron declarados inconstitucionales por medio de la Sentencia de la Corte Constitucional No. 5-13-IN/19 y acumulados, de fecha 2 de julio del 2019, que además emitió las siguientes reglas para tener en cuenta por parte de la Fiscalía:

			a) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia; para el efecto, se entenderá que una persona ha sido juzgada penalmente desde el momento en que contra ella se ha formulado cargos o si se ha dictado una sentencia condenatoria ejecutoriada. Contra esa persona no podrá iniciarse un nuevo juicio penal.

			b) Las investigaciones, auditorías, informes y cualquier otro pronunciamiento emitido por la Contraloría que contenga indicios de responsabilidad penal, si es que no se ha ejercido la acción penal y no se han formulado cargos, no constituyen juzgamiento penal.

			c) Si las indagaciones o investigaciones previas fueron desestimadas o archivadas por no contar con el informe que contenga indicios de responsabilidad penal emitido por la Contraloría, la Fiscalía podrá solicitar la reapertura de las investigaciones cuando aparezcan nuevos elementos, mediante audiencia ante el juez de garantías penales, quien resolverá sobre la reapertura de la investigación.

			d) El informe de la Contraloría es una de las formas de hacer conocer a la Fiscalía sobre la posible existencia de una infracción penal (notitia criminis) y también de aportar con indicios sobre los hechos y la responsabilidad.

			f) Las personas serán juzgadas de conformidad con el tipo penal vigente al momento de su cometimiento, siempre que las normas posteriores no fueren más favorables, y de conformidad con las reglas de procedimiento del COIP.

			Otras resoluciones judiciales para tener en cuenta respecto al delito de peculado:

			- Gaceta Judicial Año CII, Serie XVII, No. 7, p. 2031.

			- Gaceta Judicial Año CI, Serie XVII, No. 3, p. 712.

			- Gaceta Judicial Año CV, Serie XVII, No. 14, p. 4600.

			Penas

			(Ver Penas no privativas de libertad // Pena privativa de libertad // Penas para las personas jurídicas // Penas restrictivas de los derechos de propiedad // Teoría de la pena)

			Definición: La pena es la consecuencia ineludible del delito y se la impondrá una vez que el procesado ha sido sometido al procedimiento contemplado en el ordenamiento jurídico.

			Clasificación de las penas según el Código Orgánico Integral Penal: Las penas que se imponen en virtud de sentencia firme, con carácter principal o accesorio, son privativas, no privativas de libertad y restrictivas de los derechos de propiedad (Art. 58 del COIP).

			Teorías de la finalidad de la pena: Cuando nos referimos a las teorías de la pena, nos remitimos exclusivamente a su finalidad y propósito, el cual en nuestro ordenamiento jurídico se encuentra contemplado en la Constitución de la República, cuando se refiere al régimen penitenciario y al sistema penal, que tendrán como fin la educación del sentenciado y su capacitación para el trabajo, a fin de obtener su rehabilitación que le permita una adecuada reincorporación social.

			De ahí que los centros de privación de libertad deban contar con los recursos materiales y las instalaciones adecuadas para atender la salud física y psíquica de los internos. Téngase presente que los procesados en juicio penal que se hallan privados de sus libertad, permanecerán en los centros de detención provisional; en cambio, las personas que hayan sido declaradas culpables y sancionadas con penas privativas de la libertad mediante sentencia ejecutoriada, la cumplirán en los centros de rehabilitación social (Constitución de la República: Art. 201).

			Es esta directriz constitucional la que permite concluir que la finalidad de la pena es la rehabilitación y reinserción social, por lo que estamos frente a la Teoría de la Prevención Especial; sin embargo, hay que hacer notar que el Código Orgánico Integral Penal, al normar lo relativo a la finalidad de la pena, señala de forma textual que:

			“Los fines de la pena son la prevención general para la comisión de delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona con condena así como la reparación del derecho de la víctima. En ningún caso la pena tiene como fin el aislamiento y la neutralización de las personas como seres sociales” (Art. 52 del COIP).

			Penas crueles, tratos inhumanos y degradantes (prohibición)

			(Ver Integridad personal // Tortura)

			Garantía de integridad personal: El Estado ecuatoriano garantiza la integridad personal, por tanto, prohíbe las penas crueles, las torturas, todo procedimiento inhumano, degradante o que implique violencia física, psicológica, sexual, o coacción moral, y la aplicación y utilización indebida de material genético humano (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 3 Lits. a-d).

			Tipos penales: Esta disposición constitucional se vio desarrollada por dos tipos penales contenidos en el ex Código Penal, los que, aunque no constan en el Código Orgánico Integral Penal, se entiende se corresponden a la prohibición conductual del tipo penal de tortura de su artículo 151.

			Los delitos de la normativa penal derogada fueron:

			1. El Juez o autoridad que arrancaba declaraciones o confesiones contra uno mismo, contra el cónyuge, ascendientes, descendientes o parientes dentro del cuarto grado civil de consanguinidad o segundo de afinidad, por medio de látigo, prisión, amenaza o tormento, era reprimido con prisión de dos a cinco años y privación de los derechos de ciudadanía por igual tiempo al de la condena. Se reprimía con la misma pena a los agentes de policía o de la fuerza pública que incurrían en esta infracción (ex Código Penal: Art. 204).

			2. Los que expedían o ejecutaban la orden de atormentar a los presos o detenidos con incomunicación por mayor tiempo que el señalado por la ley, con cepo, barra, esposas, cuerdas, calabozos malsanos u otra tortura, eran reprimidos con prisión de uno a cinco años e interdicción de los derechos políticos por igual tiempo (ex Código Penal: Art. 205).

			Penas no privativas de libertad

			(Ver consecuencias jurídicas del delito // Teoría de la Pena)

			Los artículos 59 y 60 del Código Orgánico Integral Penal contemplan las penas privativas y no privativas de la libertad, respecto de las cuales se deben tener en cuenta las siguientes directrices:

			a) Las penas privativas de la libertad tendrán una duración de hasta cuarenta años.

			b) Las penas no privativas de libertad son las siguientes:

			1. Tratamiento médico, psicológico o capacitación: Consiste en la obligación de la persona sentenciada de sujetarse al tratamiento, capacitación, programa o curso que el juzgador ordene. El tiempo de duración se determinará sobre la base de exámenes periciales (Art. 62 del COIP).

			La reforma del 2019 establece esta pena como obligatoria cuando se trate de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, cuando la víctima es mujer o niños, niñas y adolescentes.

			2. Obligación de prestar servicio comunitario: Consiste en el trabajo personal no remunerado que se realiza en cumplimiento de una sentencia y que en ningún caso superará las doscientas cuarenta horas.

			En caso de infracciones sancionadas con penas de hasta seis meses de restricción de libertad, el servicio comunitario no se realizará por más de ciento ochenta horas; en caso de contravenciones, por no más de ciento veinte horas, respetando las siguientes reglas:

			A. Que se ejecuten en beneficio de la comunidad o como mecanismo de reparación a la víctima y en ningún caso para realizar actividades de seguridad, vigilancia para generar plusvalía o utilidad económica.

			B. Que el tiempo para su ejecución no impida la subsistencia de la persona con condena, pudiendo ejecutarlo en tal caso después de su horario de trabajo, los fines de semana y feriados.

			C. Que su duración diaria no exceda de tres horas ni sea menor a quince horas semanales.

			D. Que sea acorde con las aptitudes de las personas con discapacidades que hayan sido condenadas (Art. 63 del COIP).

			3. Comparecencia periódica ante la autoridad: Se centra en la obligación de la persona sentenciada de acudir de forma personal ante la autoridad, en la frecuencia y en los plazos fijados en el fallo (Numeral 3 del Art. 60 del COIP).

			4. Suspensión de la licencia para conducir: La suspensión de autorización o licencia para conducir cualquier tipo de vehículo, durará el tiempo determinado en cada infracción de tránsito (Art. 67 del COIP).

			5. Prohibición de ejercer la patria potestad u guardas: La persona sentenciada con esta prohibición no podrá ejercer la patria potestad o guardas, por el tiempo determinado en la sentencia. Acompaña por lo general a los delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas son niños, niñas y adolescentes (Art. 64 del COIP).

			6. Inhabilitación para el ejercicio de profesión, empleo u oficio: Cuando el delito tenga relación directa con el ejercicio de la profesión, empleo u oficio de la persona sentenciada, el juzgador, en sentencia, dispondrá que una vez cumplida la pena privativa de libertad, se la inhabilite en el ejercicio de su profesión, empleo u oficio, por el tiempo determinado en cada tipo penal (Art. 65 del COIP).

			La reforma del 2019 agregó a este numeral la inhabilitación para ejercicio de cargo público y además la obligación de dictarla cuando se han cometido delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas son niños, niñas y adolescentes, por el mismo tiempo de la pena privativa de libertad una vez cumplida, siempre que el ejercicio de dicha profesión, oficio, empleo o cargo público ponga a la persona en contacto directo con este grupo de atención prioritaria.

			7. Prohibición de salir del domicilio o lugar determinado: Esta prohibición obliga a la persona sentenciada a permanecer en su domicilio o en un lugar determinado, bajo las condiciones impuestas en sentencia por el órgano juzgador (Art. 66 del COIP).

			8. Pérdida de puntos: Esta pena se refiere a la pérdida de los puntos en la licencia de conducir en las infracciones de tránsito, según cada descripción típica (Numeral 8 del Art. 60 del COIP).

			9. Porte de armas: Se impondrá como pena la restricción del derecho al porte o tenencia de armas (Numeral 9 del Art. 60 del COIP).

			10. Prohibición de contacto con la víctima: Prohibición de aproximación o comunicación directa con la víctima, sus familiares u otras personas dispuestas en la sentencia, en cualquier lugar donde se encuentren o por cualquier medio verbal, audiovisual, escrito, informático, telemático o soportes físico o virtual (Numeral 10 del Art. 60 del COIP).

			11. Prohibición de residencia y tránsito: Se establece como una de las penas no privativas de libertad a la prohibición de residir, concurrir o transitar en determinados lugares (Numeral 11 del Art. 60 del COIP).

			12. Expulsión y prohibición de retorno al Ecuador para extranjeros: Esta pena procede en delitos sancionados con pena privativa de libertad mayor a cinco años, de tal manera que, una vez cumplida la pena, la persona extranjera queda prohibida de retornar a territorio ecuatoriano por un lapso de diez años.

			Si la persona extranjera expulsada regresa al territorio nacional antes de transcurrir el período de tiempo establecido en la sentencia condenatoria, cometerá el delito de incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente. No obstante, si es sorprendida en la frontera, puerto o aeropuerto o en general cualquier otra entrada o ingreso al país, será expulsada directamente por la autoridad policial, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada.

			No se dispondrá la expulsión en los casos en que la persona extranjera, con anterioridad a la fecha del cometimiento de la infracción, haya contraído matrimonio, se le haya reconocido una unión de hecho con una persona ecuatoriana o tenga hijos ecuatorianos (Art. 61 del COIP).

			13. Pérdida de los derechos de participación: La persona sentenciada con la pérdida de los derechos de participación, no podrá ejercerlos por el tiempo determinado en cada tipo penal, una vez cumplida la pena privativa de libertad.

			En el caso de los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de influencias, oferta de realizar tráfico de influencias y testaferrismo, así como en el lavado de activos, asociación ilícita y delincuencia organizada relacionados con actos de corrupción, los jueces de forma obligatoria aplicarán esta sanción por un lapso de entre diez y veinticinco años (Art. 68 del COIP).

			Penas para las personas jurídicas

			(Ver consecuencias jurídicas del delito// responsabilidad penal de las personas jurídicas)

			Al reconocerse en el Código Orgánico Integral Penal la responsabilidad penal empresarial, es importante tener en cuenta que las penas para las personas jurídicas, de modo general, las encontramos en su artículo 71; aunque, como se verá, muchas de ellas no han sido incorporadas en cada uno de los tipos penales que reconocen a la persona jurídica como sujeto activo de la infracción.

			Las penas aplicables a las personas jurídicas son las siguientes:

			1. Multa

			2. Comiso penal: Los actos y contratos existentes relativos a los bienes objeto de comiso penal cesan de pleno derecho, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe, que se reconocen, liquidan y pagan a la brevedad posible, quienes deberán hacer valer sus derechos ante el mismo juzgador de la causa penal.

			Los bienes declarados de origen ilícito no son susceptibles de protección de ningún régimen patrimonial.

			3. Clausura temporal o definitiva de locales o establecimientos en el lugar en el que se ha cometido la infracción penal, según la gravedad del ilícito o del daño ocasionado.

			4. Realizar actividades en beneficio de la comunidad sujetas a seguimiento y evaluación judicial.

			5. Remediación integral de los daños ambientales causados.

			6. Disolución de la persona jurídica ordenado por el juzgador, en el país en el caso de personas jurídicas extranjeras y liquidación de su patrimonio mediante el procedimiento legalmente previsto, a cargo del respectivo ente público de control. En este caso, no habrá lugar a ninguna modalidad de recontratación o de reactivación de la persona jurídica.

			7. Prohibición de contratar con el Estado temporal o definitivamente, según la gravedad de la infracción (Art. 71 del COIP).

			Pena privativa de la libertad

			(Ver consecuencias jurídicas del delito// Teoría de la Pena)

			En aplicación del artículo 59 del Código Orgánico Integral Penal, las penas privativas de la libertad tienen una duración de hasta cuarenta años. La duración de la pena empezará a computarse desde que se materializa la aprehensión o detención.

			En caso de condena, el tiempo efectivamente cumplido bajo medida cautelar personal de prisión preventiva o arresto domiciliario, se computará en su totalidad a favor de la persona sentenciada.

			Penas restrictivas de los derechos de propiedad

			(Ver consecuencias jurídicas del delito //  Teoría de la Pena)

			El artículo 69 del Código Orgánico Integral Penal establece como penas restrictivas de los derechos de propiedad a las siguientes:

			1. Multa, cuyo valor se determina en salarios básicos unificados del trabajador en general.

			La multa debe pagarse de manera íntegra e inmediata una vez que la respectiva sentencia se ejecutoríe. No obstante, cuando la persona sentenciada demuestre su incapacidad material para cancelarla en las condiciones antes previstas, el juzgador podrá autorizar que su cumplimiento se realice de la siguiente manera:

			a) Pago a plazos o por cuotas durante el mismo tiempo de la condena.

			b) Condonación de una parte de la multa si, además, se demuestra extrema pobreza.

			c) Servicio comunitario equivalente, únicamente en las infracciones sancionadas con penas privativas de libertad de un día a seis meses.

			2. Comiso penal, procede en todos los casos de delitos dolosos y recae sobre los bienes, cuando estos son instrumentos, productos o réditos en la comisión del delito. No habrá comiso en los tipos penales culposos.

			En la sentencia condenatoria, el juzgador dispondrá el comiso de:

			a) Los bienes, fondos o activos o instrumentos equipos y dispositivos informáticos utilizados para financiar o cometer la infracción penal o la actividad preparatoria punible.

			b) Los bienes, fondos o activos, contenido digital y productos que procedan de la infracción penal.

			c) Los bienes, fondos o activos y productos en los que se transforman o convierten los bienes provenientes de la infracción penal.

			d) El producto del delito que se mezcle con bienes adquiridos de fuentes lícitas. Puede ser objeto de comiso hasta el valor estimado del producto entremezclado.

			e) Los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos provenientes de la infracción penal.

			Con la reforma del 2019, se agrega lo siguiente:

			f) Los bienes, fondos o activos y productos en propiedad de terceros, cuando estos hayan sido adquiridos con conocimiento de que proceden del cometimiento de un delito o para imposibilitar el comiso de los bienes de la persona sentenciada.

			Cuando los bienes, fondos o activos, productos e instrumentos no puedan ser comisados, el juzgador dispondrá el pago de una multa de idéntico valor, adicional a la prevista para cada infracción penal.

			En caso de sentencia condenatoria ejecutoriada, dentro de procesos penales por lavado de activos, terrorismo y su financiamiento y delitos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, si tales bienes, fondos o activos, productos e instrumentos no pueden ser comisados, el juzgador dispondrá el comiso de cualquier otro bien de propiedad del condenado, por un valor equivalente, aún cuando el bien no se encuentre vinculado al delito.

			Con la reforma del 2019, el párrafo precedente se construye de la siguiente manera:

			“En caso de sentencia condenatoria ejecutoriada, dentro de procesos penales por lavado de activos, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, delincuencia organizada, testaferrismo, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, terrorismo y su financiamiento y delitos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, si tales bienes, fondos o activos, productos e instrumentos no pueden ser comisados, la o el juzgador dispondrá el comiso de cualquier otro bien de propiedad del condenado, por un valor equivalente, aun cuando este bien no se encuentre vinculado al delito.”

			En los casos del párrafo anterior, los bienes muebles e inmuebles comisados serán transferidos definitivamente a la institución encargada de la Administración y Gestión Inmobiliaria del Estado, entidad que podrá disponer de estos bienes para su regularización.

			Los valores comisados se transferirán a la Cuenta Única del Tesoro Nacional.

			Los objetos históricos y las obras de arte comisados de imposible reposición pasarán a formar parte del patrimonio tangible del Estado y se transferirán definitivamente al Instituto Nacional de Patrimonio Cultural.

			En las infracciones contra el ambiente, naturaleza o Pacha Mama, contra los recursos mineros y los casos previstos en el COIP, el juzgador, sin perjuicio de la aplicación del comiso penal, podrá ordenar la inmediata destrucción o inmovilización de maquinaria pesada utilizada para el cometimiento de las infracciones.

			3. Destrucción de los instrumentos o efectos de la infracción: Toda pena lleva consigo, según sea el caso, la destrucción de los efectos que de la infracción provengan y de los instrumentos con que se ejecutó, a menos que pertenezcan a una tercera persona no responsable de la infracción. El juzgador podrá declarar de beneficio social o interés público los instrumentos o efectos de la infracción y autorizar su uso.

			Se hace notar al lector que en el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido el Ejecutivo (septiembre del 2019), a las penas restrictivas de los derechos de propiedad se agregó una llamada como “comiso sin condena”, figura que fue objetada por inconstitucional por el Presidente de República (octubre del 2019) y, en su lugar, el Ejecutivo propuso se amplíe la cobertura de la medida cautelar de incautación.

			La propuesta del comiso sin condena se estructuró de la manera siguiente:

			“Art. 69.1.- Comiso sin condena.- La o el juzgador, dentro de los procesos por lavado de activos, delincuencia organizada, trata de personas y tráfico de migrantes, enriquecimiento privado no justificado, testaferrismo, terrorismo y su financiamiento o delitos por tráfico de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, podrá ordenar el comiso de bienes de la persona procesada previsto en el artículo anterior aunque no exista sentencia condenatoria.

			Para el efecto se determinará la ilicitud de los bienes y su monto en un proceso de conocimiento y contradictorio, cuando concurran las siguientes condiciones:

			1. Que se haya emitido auto de llamamiento a juicio y el mismo haya sido notificado a la persona procesada.

			2. Que la persona en contra de quien se haya emitido auto de llamamiento a juicio no haya comparecido, de manera injustificada, en al menos dos ocasiones a la audiencia de juicio; y,

			3. Que la persona procesada se encuentre en condición de prófuga.

			Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, cuando se demuestre que el bien objeto del comiso sin condena no tiene conexión con el cometimiento del delito las o los juzgadores ordenarán la restitución del mismo.”

			Pericia

			(Ver Perito // Prueba material)

			El Código Orgánico Integral Penal, entre los tres medios de prueba enumerados en su artículo 498, contempla a la “pericia”, en términos similares a lo que el ex Código de Procedimiento Penal describió como la prueba material.

			La normativa penal vigente, precisa que los peritos deberán:

			1. Ser profesionales expertos en el área, especialistas titulados o con conocimientos, experiencia o experticia en la materia y especialidad, acreditados por el Consejo de la Judicatura.

			2. Desempeñar su función de manera obligatoria, para lo cual el perito será designado y notificado con el cargo.

			3. La persona designada deberá excusarse si se halla en alguna de las causales establecidas en el Código para los juzgadores.

			4. Los peritos no podrán ser recusados, sin embargo, el informe no tendrá valor alguno si el perito que lo presenta tiene motivo de inhabilidad o excusa, debidamente comprobada.

			5. Presentar dentro del plazo señalado sus informes, aclarar o ampliar los mismos a pedido de los sujetos procesales.

			6. El informe pericial deberá contener como mínimo el lugar y fecha de realización del peritaje, identificación del perito, descripción y estado de la persona u objeto peritado, la técnica utilizada, la fundamentación científica, ilustraciones gráficas cuando corresponda, las conclusiones y la firma.

			7. Comparecer a la audiencia de juicio y sustentar de manera oral sus informes y contestar los interrogatorios de las partes, para lo cual podrán emplear cualquier medio.

			8. El Consejo de la Judicatura organizará el sistema pericial a nivel nacional, el monto que se cobre por estas diligencias judiciales o procesales, podrán ser canceladas por el Consejo de la Judicatura.

			De no existir persona acreditada como perito en determinadas áreas, se deberá contar con quien tenga conocimiento, especialidad, experticia o título que acredite su capacidad para desarrollar el peritaje. (Art. 511 del COIP).

			Pericias especiales:

			1. Peritos en el caso de mala práctica profesional

			Para los casos de mala práctica profesional, el fiscal solicitará una terna de profesionales con la especialidad correspondiente al organismo rector de la materia (Penúltimo inciso del Art. 511 del COIP).

			2. Peritos internacionales:

			Cuando en la investigación intervengan peritos internacionales, sus informes podrán ser incorporados como prueba, a través de testimonios anticipados o podrán ser receptados mediante video conferencias de acuerdo con las reglas del COIP (Último inciso del Art. 511 del COIP)

			Oportunidad de la pericia:

			El anuncio y práctica de la prueba se regirá, entre otros, por el principio de oportunidad, que quiere decir que la prueba será anunciada en la etapa de evaluación y preparatoria de juicio y se practicará únicamente en la audiencia de juicio.

			Las investigaciones y pericias practicadas durante la investigación alcanzarán el valor de prueba, una vez que sean presentadas, incorporadas y valoradas en la audiencia oral de juicio; sin embargo, en los casos excepcionales previstos en el COIP, podrá ser prueba el testimonio producido de forma anticipada (Numeral 1 del Art. 454 del COIP).

			Por lo dicho, los peritos sustentarán oralmente los resultados de sus peritajes y responderán al interrogatorio y al contrainterrogatorio de los sujetos procesales (Art. 505 del COIP).

			No se olvide que la facultad de ordenar pericias y diligencias durante la investigación previa y la instrucción corresponde a cualquiera de los sujetos procesales, quienes podrán solicitar al fiscal que disponga la práctica de las pericias que sean necesarias para obtener los elementos de convicción (Art. 598 del COIP).

			Perito

			(Ver Prueba Material // Pericia)

			Son peritos los profesionales especializados o las personas quienes, por su experiencia, aportan conocimientos específicos sobre su ciencia, arte u oficio.

			El Código Orgánico de la Función Judicial, cuando regula las atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura, a través de su artículo 264, numeral 14, determina que éste es el órgano competente para fijar el monto de las tasas y establecer las tablas respectivas por los informes periciales, experticias y demás instrumentos similares necesarios en la tramitación de causas, así como de sistematizar el registro de los peritos autorizados y reconocidos como idóneos, cuidando que éstos sean debidamente calificados y acrediten su experiencia y profesionalización suficiente (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 264 Núm. 14).

			Normativa que rige las actuaciones de los peritos dentro de la Función Judicial:

			La primera norma que reguló las actuaciones periciales fue la Resolución del Consejo de la Judicatura 42-09, publicada en el Registro Oficial 21, del 8 de septiembre de 2009. Con posterioridad, a través de la Resolución del Consejo de la Judicatura No. 40-2014, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 125, de 28 de abril del 2014, se publicó el Reglamento del sistema pericial integral de la Función Judicial, cuya última modificación se produjo el 23 de octubre del 2018.

			Regulaciones generales para los peritos:

			a) El proceso de calificación de los peritos por parte del Consejo de la Judicatura se regirá por los principios de igualdad, probidad, no discriminación, publicidad, cumplimiento de méritos y requisitos, así como transparencia y acceso a la información pública.

			b) Todo perito que sea designado en cualquier tipo de proceso judicial o preprocesal, debe estar previamente calificado por el Consejo de la Judicatura, y debe cumplir con las regulaciones y la normativa del Reglamento

			c) No será obligatoria la calificación en caso de que se trate de un perito que no tenga su domicilio en el Ecuador, y que sea designado en un juicio cuando no existan profesionales de la especialidad correspondiente en el país.

			d) En casos extraordinarios, cuando en un proceso judicial o preprocesal se requiera un perito en determinada especialidad para la cual no existan peritos calificados, excepcionalmente se requerirá la participación de un experto en la especialidad requerida, en cuyo caso tampoco se exigirá la calificación (Arts. 2 y 3 del Reglamento del Sistema Pericial Integral de la Función Judicial)

			Calificación de peritos (personas naturales):

			Las personas que deseen calificarse como peritos de Función Judicial, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

			1. Ser mayores de edad, ser capaces y estar en ejercicio de sus derechos de participación;

			2. Ser conocedoras o expertas en la profesión, arte, oficio o actividad para la cual soliciten calificarse;

			3. En el caso de profesionales, tener al menos dos años de graduados a la fecha de la solicitud de calificación y cumplir con los requisitos de experiencia establecidos en el Reglamento. Para los demás expertos, tener al menos dos años de práctica y experiencia a la fecha de la solicitud de calificación, en el oficio, arte o actividad en la cual tengan interés de calificarse. Tratándose de profesionales en medicina humana que soliciten su calificación para una especialidad médica, además de los títulos profesionales debidamente inscritos en la Secretaria de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, deberán acreditar al menos cinco años de experiencia en la práctica de la respectiva especialidad (Art. 4 del Reglamento).

			Calificación de peritos (personas jurídicas):

			Las personas jurídicas podrán obtener su calificación, presentando los siguientes documentos:

			1. Instrumento público de constitución o creación de la persona jurídica, cuyo objeto social tenga relación con la o las especialidades en las que se va a calificar;

			2. Registro Único de Contribuyentes actualizado en el que conste la actividad relacionada con la especialidad en la que se requiere calificar como perito;

			3. Listado de profesionales que prestarán sus servicios como peritos, los cuales deben cumplir los requisitos establecidos en el Reglamento y estar calificados como peritos de la Función Judicial. La persona jurídica contará con al menos dos peritos para que proceda su calificación;

			4. Demostrar capacidad técnica y operativa para la realización de las pericias en la especialidad en que se solicite la calificación;

			5. Certificados de cumplimiento de obligaciones con la Superintendencia de Compañías, o cualquier otra institución pública de control, según cada caso y cuando corresponda; y,

			6. Certificado de inscripción en el Registro Mercantil, cuando sea procedente.

			Las personas jurídicas podrán solicitar su calificación en varias especialidades relacionadas entre sí, para lo cual deberán cumplir con los requisitos aquí establecidos por cada especialidad en que soliciten su calificación (Artículo innumerado después del Art. 4 del Reglamento).

			Requisitos para la acreditación:

			Para obtener la acreditación, los interesados deberán presentar en la Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura, los siguientes formularios, documentos y anexos:

			1. Solicitud de calificación dirigida a Director Provincial del Consejo de la Judicatura correspondiente, en el Formulario 1 situado en la página web: www.funcionjudicial.gob.ec

			2. Hoja de vida del solicitante, en el Formulario 2, situado en la página web: www.funcionjudicial.gob.ec

			3. Copias de los siguientes documentos: certificado o certificados de experiencia otorgados por instituciones públicas o privadas, debidamente calificadas por la Escuela de la Función Judicial; hasta diez informes periciales presentados en procesos realizados en los dos últimos años; y, cualquier otro documento adicional que considere la persona solicitante para acreditar sus conocimientos y experticia.

			4. Para el caso de extranjeros, copia certificada por notario de las páginas de identificación del pasaporte, cédula de identidad o de la visa con por lo menos treinta días de vigencia a la fecha de la solicitud, a más de los requisitos de experiencia y capacitación, legalizados de conformidad con la ley.

			5. Comprobante de pago no reembolsable, del precio público por servicios administrativos; y, 

			6. Declaración juramentada ante notario, según formato incluido en el Formulario 3 situado en la página web www.funcionjudicial.gob.ec, que deberá ser suscrita por la persona postulante, en la que certifique que los datos que consigna son verdaderos, que no ha ocultado o manipulado ninguna información, dato o documento y que autoriza al Consejo de la Judicatura a comprobar por todos los medios legales la veracidad de la información y de sus declaraciones.

			Asimismo, declarará que conoce las obligaciones y deberes de los peritos constantes en el Reglamento.

			En este documento la persona postulante declarará bajo juramento que:

			a. No ha recibido sanción, mediante sentencia ejecutoriada por un delito en contra de la administración pública, perjurio, lesa humanidad, odio, sexual o por violencia contra la mujer y miembros del núcleo familiar;

			b. No ha recibido sanción, mediante sentencia ejecutoriada por un delito sancionado con pena de privación de la libertad durante el último año previo a la fecha de la presentación de la solicitud de calificación, o que su condena ha terminado;

			c. Que no se encuentra inhabilitada para ejercer una función pública;

			d. Se encuentra al día en sus obligaciones tributarias con el Servicio de Rentas Internas;

			e. No ha incurrido en falsedad, adulteración o inexactitud de los datos incluidos en los formularios de postulación, o de los documentos que anexe o presente como parte de su proceso de calificación;

			f. Se somete a las disposiciones establecidas en este reglamento, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles o penales a que hubiere lugar;

			g. Que conoce el Reglamento del Sistema Pericial Integral de la Función Judicial, en donde se incluyen los deberes y obligaciones de los peritos; y,

			h. La persona postulante autorizará expresamente para que el Consejo de la Judicatura solicite a personas o instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales, información relacionada a los datos consignados en los formularios de postulación, documentos, y los respectivos anexos, para verificarla, ampliarla u obtener la información que considere relevante para la calificación como perito.

			Los documentos y formularios serán presentados físicamente en la Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura correspondiente, así como previamente escaneados, deberá el interesado subirlos al Sistema Informático Pericial a través de la página web www.funcionjudicial.gob.ec

			En el proceso de renovación de la calificación pericial no será necesario presentar nuevamente aquellos documentos que ya fueron incluidos en la solicitud de calificación inicial.

			La información correspondiente a identificación personal, derechos de participación, registro único de contribuyentes y títulos profesionales, así como cualquier otra que se determine en el futuro, será verificada y convalidada en línea por parte de la Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura correspondiente (Art. 6 del Reglamento)

			Obligaciones de los peritos:

			Son obligaciones específicas de los peritos:

			1. Cumplir la orden de la autoridad judicial una vez que han sido designados. En caso de que la calificación pericial venza luego de la designación del perito, éste tendrá igualmente la obligación de presentar su informe y cumplir con todos los deberes inherentes a la orden judicial. El informe y las actuaciones periciales cumplidas en este supuesto, tendrán toda la validez legal y procesal que el caso lo amerite.

			2. Presentar el informe correspondiente oportunamente, en la forma, plazos y términos previstos por la normativa o por la autoridad judicial correspondiente. En caso de dificultad o complejidad en su trabajo, tendrá la posibilidad de solicitar motivadamente a la autoridad competente, un solo plazo adicional para presentar su informe, la ampliación o aclaración al mismo, salvo que la normativa legal disponga lo contrario.

			Se podrán solicitar plazos adicionales al antes establecido de forma excepcional y tomando en consideración las dificultades para la presentación del informe. El juez o el fiscal motivarán la aceptación o no de esta nueva solicitud de ampliación de plazo que presente el perito.

			3. Presentar el informe correspondiente, de forma verbal o escrita, según lo que la normativa procesal establezca, con los requisitos mínimos establecidos en el reglamento y la ley; y, subirlo al Sistema Informático Pericial, en archivo tipo PDF. En el caso de informes de avalúos de bienes, obligatoriamente se subirán también las fotografías de los mismos.

			4. Presentar obligatoriamente y dentro del plazo otorgado, las aclaraciones, ampliaciones o complementos al informe presentado que ordene la autoridad judicial competente. Estas aclaraciones se presentarán de forma verbal y escrita según la normativa aplicable al caso.

			5. Explicar y defender el informe presentado y sus conclusiones en las audiencias orales, de prueba o de juicio para las cuales fuere notificado legalmente, si la ley así lo prevé.

			6. Presentar juntamente con su informe en todos los procesos judiciales o pre procesales, la copia certificada de la factura de honorarios emitida por su persona, por el trabajo pericial realizado.

			7. Abstenerse de cobrar valores adicionales a los incluidos en la factura presentada en el proceso judicial o preprocesal, por el informe presentado, por las aclaraciones o ampliaciones hechas, por la defensa del informe en audiencia oral, de prueba o de juicio, o por cualquier otra actividad inherente a su actividad pericial.

			8. Aprobar los cursos de capacitación determinados en el Reglamento; y,

			9. Cualquier otra obligación establecida en la normativa legal, en el Reglamento o por el administrador del sistema pericial (Art. 19 del Reglamento).

			Designación de peritos - Funcionarios del sector público:

			Los peritos que pertenezcan a instituciones del sector público cuando sean designados por el juez o el fiscal de la causa, actuarán en los mismos, de conformidad al perfil profesional y la necesidad requerida de la materia en litigio.

			En los procesos de familia, mujer, niñez, adolescencia, violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar; en procesos judiciales que se sustancien en las Unidades de Flagrancia de la Función Judicial; o, cualquier otro considerado por el Pleno del Consejo de la Judicatura o su Presidenta, la autoridad judicial podrá designar directamente como perito exclusivamente a los funcionarios públicos pertenecientes a la Función Judicial, a las instituciones del sistema de salud pública y a la Policía Nacional del Ecuador, que se encuentren previamente calificados como tales para desarrollar su labor en este tipo de procesos.

			Solo en caso de que no existan estos peritos para este tipo de procesos, la autoridad judicial procederá a designarles siguiendo el proceso general del Reglamento.

			En el caso que el fiscal requiera peritos de la Policía Nacional, del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses o de otras Instituciones u Organismos del Sector Público, solicitará directamente a esas instituciones, con el fin de designarlos en las actuaciones administrativas o en las investigaciones preprocesal y procesal penal (Art. 14 del Reglamento).

			Posibilidad de excusa de los peritos:

			Los peritos podrán presentar su excusa debidamente documentada dentro del proceso, en los siguientes casos: a) Causas de fuerza mayor o caso fortuito; b) Ausencia del país previa a la designación; c) Tener a su cargo más de tres informes periciales pendientes de presentación, tener otra diligencia en otra judicatura o fiscalía; y, d) Las demás que determine la ley (Parte final del numeral 1 del Art. 19 del Reglamento).

			Honorarios de los peritos:

			a) Los peritos tienen derecho de percibir honorarios por la actividad pericial que desarrollen dentro de los procesos judiciales o preprocesales, los cuales serán pagados por el Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General del Estado (en lo penal), o por las partes interesadas, según sea el caso y de conformidad con las disposiciones de la ley y el reglamento.

			b) En todos los casos y sin excepción alguna, los peritos deberán emitir la correspondiente factura vigente autorizada por el Servicio de Rentas Internas, a nombre del servidor pagador de la institución que corresponda o de la parte procesal pagadora del servicio y que contenga el valor de los honorarios establecidos de conformidad con las normas del reglamento.

			c) Una copia certificada de la factura emitida por el perito, se adjuntará necesariamente al informe que se presentará de forma verbal y escrita, en el proceso judicial o preprocesal en donde actúen.

			d) Por cada cuota de los honorarios a pagarse al perito, se debe emitir la factura de honorarios pertinente, la que debe adjuntarse al proceso (Art. 24 del Reglamento).

			Caso especial de peritos pertenecientes a organismos públicos:

			Las personas que sean designadas como peritos en un proceso judicial o preprocesal y pertenezcan a instituciones u organismos públicos, no percibirán honorarios, sino únicamente su remuneración mensual, por los informes que emitan o por las actuaciones que en esa calidad cumplan (Art. 25 del Reglamento).

			Determinación de los honorarios:

			a) Los honorarios de los peritos calificados, los establecerá la autoridad judicial previamente a la realización del peritaje, de conformidad con la tabla establecida en el Reglamento para el efecto, y tomando en consideración los criterios para su determinación.

			b) Una vez fijado el valor de los honorarios, se notificará este particular a las partes procesales o a los organismos obligados al pago, para su conocimiento.

			c) Cumplido el encargo judicial, el juez o el fiscal, ordenará el pago de los mismos ya sea al Consejo de la Judicatura, a la Fiscalía General del Estado, a las partes procesales, al imputado o al acusador particular, según corresponda, y de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento.

			d) En caso de que sea el Consejo de la Judicatura o la Fiscalía General del Estado los obligados al pago de los honorarios, previamente al establecimiento de los mismos, la autoridad judicial deberá contar con la correspondiente certificación presupuestaria de la entidad para que se pueda realizar este pago, antes de ordenar el mismo.

			e) En los procesos no penales y siempre que la normativa legal lo permita, la fijación del monto de los honorarios se efectuará de común acuerdo entre la parte procesal interesada y la persona calificada como perito, siempre que el perito haya sido designado o actúe a petición de parte, tomando como referencia la tabla de pago de honorarios y criterios constantes en este reglamento (Art. 27 del Reglamento).

			Perturbación mental relativa

			Pena atenuada: La persona que, al momento de cometer la infracción, se encuentra disminuida en su capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta comprensión, tendrá responsabilidad penal atenuada en un tercio de la pena mínima prevista para el tipo penal (Inciso segundo el Art. 36 del COIP).

			Plagio - Secuestro extorsivo del COIP

			Circunstancias del delito: El delito del plagio en la legislación penal derogada, se cometía cuando el sujeto activo se apoderaba de una persona por medio de violencias, amenazas, seducción o engaño, sea para venderla o ponerla contra su voluntad al servicio de otra, o para obtener cualquier utilidad, o para obligarla a pagar rescate o entregar una cosa mueble, o extender, entregar o firmar un documento que surtiera o pudiese surtir efectos jurídicos, o para obligarla a que haga u omita hacer algo, o para obligar a un tercero a que ejecutare uno de los actos indicados tendiente a la liberación del plagiado (ex Código Penal: Art. 188).

			El Código Orgánico Integral Penal si bien no contiene la figura del plagio, en su reemplazo tipifica al secuestro extorsivo, de la siguiente manera:

			Figura genérica:

			Si la persona priva de la libertad ambulatoria, retiene, oculta, arrebata o traslada a un lugar distinto a una o más personas, con el propósito de cometer otra infracción u obtener de la o las víctimas o de terceras personas dinero, bienes, títulos, documentos, beneficios, acciones u omisiones que produzcan efectos jurídicos o que alteren de cualquier manera sus derechos a cambio de su libertad, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Figuras agravadas:

			Se aplicará la pena máxima (trece años) cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga por más de ocho días.

			2. Si se ha cumplido alguna de las condiciones impuestas para recuperar la libertad.

			3. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			4. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			5. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			6. Si la víctima es entregada a terceros a fin de obtener cualquier beneficio o asegurar el cumplimiento de la exigencia a cambio de su liberación.

			7. Si se ejecuta la conducta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercial u otra similar; persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

			8. Si el secuestro se realiza con fines políticos, ideológicos, religiosos o publicitarios.

			9. Si se somete a la víctima a tortura física o psicológica, teniendo como resultado lesiones no permanentes, durante el tiempo que permanezca secuestrada, siempre que no constituya otro delito que pueda ser juzgado independientemente.

			10. Si la víctima ha sido sometida a violencia física, sexual o psicológica ocasionándole lesiones permanentes (Art. 162 del COIP).

			Paratipo penal: Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevenga a la víctima la muerte, se sancionará al sujeto activo con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Inciso final del Art. 162 del COIP).

			Plazos y horarios en lo penal

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, para el trámite de los procesos penales y la práctica de los actos procesales, se considerarán hábiles todos los días y horas, excepto en lo que se refiere a la interposición y fundamentación de recursos.

			Los plazos se contabilizarán a partir de la notificación realizada en audiencia, salvo los casos previstos en el COIP (Art. 573 del COIP).

			Reglas generales:

			Las actuaciones procesales se desarrollarán de acuerdo con las siguientes reglas:

			1. Investigaciones fiscales: Las actuaciones correspondientes a la investigación preprocesal y procesal podrán realizarse en cualquier momento. En consecuencia, son hábiles todos los días y horas para ese efecto.

			2. Audiencias: Las audiencias se llevarán a cabo dentro del horario judicial establecido por el Consejo de la Judicatura. El juzgador podrá autorizar, mediante resolución debidamente motivada, la realización o continuación de una audiencia fuera del horario judicial, cuando las circunstancias particulares del caso así lo justifiquen.

			3. Delitos flagrantes: Las audiencias de formulación de cargos originadas en casos de infracción flagrante, deberán realizarse respetando estrictamente los plazos determinados expresamente en el Código, es decir, podrán realizarse fuera del horario judicial.

			El Consejo de la Judicatura garantizará que, para el caso de infracciones flagrantes, la justicia penal funcionará las veinticuatro horas del día, los siete días de la semana. Para el efecto, establecerá un sistema de turnos o mecanismos eficientes que aseguren la presencia inmediata de los sujetos procesales (Art. 574 del COIP).

			Policía Judicial

			(Ver Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses)

			El Código Orgánico Integral Penal ya no se refiere a la Policía Judicial como un cuerpo auxiliar de la Fiscalía, sino que se remite a la Policía Nacional como uno de los órganos ante los cuales también se podrá presentar una denuncia.

			Se entiende entonces que el órgano encargado de las funciones que correspondieron a la Policía Judicial es el Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, mismo que será organizado y dirigido por la Fiscalía y contará con el apoyo del organismo especializado de la Policía Nacional y personal civil de investigación (Inciso segundo del Art. 448 del COIP).

			Las atribuciones del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, son:

			1. Dar aviso al fiscal en forma inmediata, de cualquier noticia que tenga sobre el cometimiento de un delito de ejercicio público de la acción penal.

			2. Recibir denuncias en delitos de ejercicio público de la acción penal y remitirlas de forma inmediata a la Fiscalía para su tramitación.

			3. Realizar las primeras diligencias investigativas, tales como entrevistas, vigilancias, manejo de fuentes y otras, las que serán registradas mediante grabación magnetofónica o de video.

			4. Aprehender a las personas sorprendidas en delito flagrante, a quienes les comunicará sus derechos, elaborará el parte correspondiente. La persona aprehendida, quedará inmediatamente, a órdenes del órgano judicial competente.

			5. Tomar las medidas adecuadas y oportunas para impedir el cometimiento o consumación de una infracción que llegue a su conocimiento.

			6. Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lugar donde presuntamente se comete la infracción y recoger los resultados, huellas, señales, armas, objetos, instrumentos y demás vestigios.

			7. Proceder al levantamiento e identificación del cadáver.

			8. Cumplir de acuerdo con los plazos señalados, las disposiciones para la práctica de diligencias investigativas del fiscal.

			9. Cumplir las órdenes que les imparta el fiscal o el juzgador.

			10. Identificar a los sospechosos.

			11. Mantener actualizadas las bases de datos de información y llevar un sistema estadístico de investigación del delito.

			12. Solicitar al fiscal la autorización judicial para la práctica de diligencias investigativas. Sobre las diligencias investigativas y sus resultados, se presentará un informe al fiscal, dentro de los plazos señalados.

			En aquellos lugares donde no exista personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, en el ámbito de la justicia penal, los servidores de la Policía Nacional tendrán las atribuciones aquí señaladas (Art. 449 del COIP).

			Prejudicialidad

			La prejudicialidad parte de la necesidad de una decisión previa al asunto o sentencia principal. En el ámbito penal, se refiere a la imposibilidad de iniciarse el proceso, sin una resolución previa de los órganos jurisdiccionales especializados en lo civil.

			De esta forma, el Código Orgánico Integral Penal prescribe que en los casos expresamente señalados por la ley, si el ejercicio de la acción penal dependiera de cuestiones prejudiciales cuya decisión competa exclusivamente al fuero civil, no podrá iniciarse el proceso penal antes de que exista auto o sentencia firme en la cuestión prejudicial (Art. 414 del COIP).

			Desde la entrada en vigor de la norma orgánica penal y la despenalización de los delitos de remoción, desaparición, deterioro, abandono de objetos dados en prenda industrial o agrícola, prenda especial de comercio o comprados con reserva de dominio y, el rapto seguido de matrimonio, los dos únicos casos de prejudicialidad son:

			1. Falsedad de instrumento público alegada o demanda ante Juez Civil: El Código Orgánico General de Procesos (COGEP) determina que documento falso es aquel que contiene alguna suposición fraudulenta en perjuicio de tercero, por haberse contrahecho la escritura o la suscripción de alguno de los que se supone que la otorgaron o de los testigos o del notario por haberse suprimido, alterado o añadido algunas cláusulas o palabras en el cuerpo del instrumento, después de otorgado y en caso de que haya anticipado o postergado la fecha del otorgamiento.

			La falta de declaración de la falsedad de un instrumento público no impedirá el ejercicio de la acción penal; sin embargo, iniciado el enjuiciamiento civil para tal efecto, no se podrá promover proceso penal hasta la obtención de dicha declaración (Art. 214 del COGEP).

			2. La quiebra o insolvencia: Hay que tener en cuenta que tiene lugar el concurso de acreedores, en los casos de cesión de bienes o de insolvencia. Si se trata de comerciantes matriculados, el proceso se denominará indistintamente concurso de acreedores o quiebra (Art. 414 del COGEP).

			La norma adjetiva en materias no penales señala que la insolvencia puede ser fortuita, culpable o fraudulenta. Es fortuita, cuando proviene de casos fortuitos o de fuerza mayor; es culpable, la ocasionada por conducta imprudente o disipada del deudor; y es fraudulenta, aquella en la que ocurren actos maliciosos del fallido, para perjudicar a los acreedores (Art. 417 del COGEP).

			Sépase que, en el auto de apertura del concurso voluntario, el juzgador dispondrá, entre otras cosas, notificar a la Fiscalía General del Estado, para que realice las respectivas investigaciones (Numeral 9 del Art. 423 del COGEP).

			Caso especial de prejudicialidad de lo penal a lo penal:

			El artículo 271 del COIP contiene el tipo penal de acusación o denuncia maliciosa, por medio del cual se sanciona con una pena privativa de libertad de seis meses a un año, a la persona que haya propuesto una denuncia o acusación particular cuyos hechos no hayan probados, siempre que dicha acusación o denuncia haya sido así declarada por la autoridad judicial competente.

			Prelibertad - derogada por el COIP

			(Ver Beneficios penitenciarios// Regímenes de Rehabilitación Social)

			Con la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, la prelibertad podría ser asimilada a la aplicación del denominado como Régimen Abierto de rehabilitación social, es decir, el período de rehabilitación tendiente a la inclusión y reinserción social de la persona privada de libertad, en la que convive en su entorno social supervisada por el Organismo Técnico.

			No se olvide que, para acceder a este régimen, se requiere el cumplimiento de por lo menos el ochenta por ciento de la pena, además:

			a) No podrán acceder a este régimen las personas privadas de libertad que se hayan fugado o intentado fugarse o aquellas sancionadas con la revocatoria del régimen semiabierto.

			b) El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica.

			c) En esta etapa el beneficiario se presentará periódicamente ante el juez.

			d) En caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario de este régimen, el juez de garantías penitenciarias revocará este beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

			e) Una vez cumplida la sentencia el juez dispondrá el inmediato retiro del dispositivo electrónico (Art. 699 del COIP).

			Se hace necesario indicar que en el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), se propuso que no pudiesen acceder a este régimen las personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos.

			Esta propuesta no fue considerada por el veto presidencial en su texto alternativo al artículo 699 del COIP (octubre del 2019).

			Prescripción de la acción

			(Ver Acción penal // Prescripción de la pena)

			Reglas generales de la prescripción:

			1. Toda acción penal prescribe en el tiempo y con las condiciones que la Ley señala, salvo aquellas que la Constitución y la ley considera como imprescriptibles.

			2. Tanto en los delitos de acción pública como en los delitos de acción privada se distinguirá si cometido el delito, se ha iniciado o no el proceso penal (Numeral 2 del Art. 417 del COIP).

			3. La prescripción de la acción se interrumpe cuando, previo al vencimiento del plazo, a la persona se le inicia un proceso penal por otra infracción. En el caso de que en la segunda infracción se obtenga sobreseimiento o sentencia ejecutoriada que ratifique la inocencia, no se tomará en cuenta el plazo de la suspensión (Art. 419 del COIP).

			4. La prescripción y su interrupción se aplicarán separadamente para cada uno de los participes de la infracción (Art. 420 del COIP).

			5. La prescripción puede declararse por el juzgador de oficio o a petición de parte, al reunirse las condiciones exigidas por la Ley (Primera parte del Art. 417 del COIP).

			Prescripción en los delitos de acción pública:

			La prescripción de la acción pública operará según las siguientes directrices:

			Si aún no se ha iniciado el proceso penal:

			1. El ejercicio público de la acción prescribe en el mismo tiempo del máximo de la pena de privación de libertad prevista en el tipo penal, contado desde que el delito es cometido. En ningún caso el ejercicio público de la acción prescribirá en menos de cinco años.

			2. En el caso de un delito continuado, el plazo de la prescripción se contará desde la fecha en que la conducta cese.

			3. En los casos de desaparición de persona, los plazos de prescripción empezarán a contarse desde el día en que la persona aparezca o se cuente con los elementos necesarios para formular una imputación por el delito correspondiente. (Literales a), c) y d) del Numeral 3 del Art. 417 del COIP)

			Una vez iniciado el proceso penal:

			De haberse iniciado el proceso penal, el ejercicio público de la acción prescribirá en el mismo tiempo del máximo de la pena de privación de libertad, prevista en el tipo penal, contado desde la fecha de inicio de la respectiva instrucción (audiencia de formulación de cargos). En ningún caso, el ejercicio público de la acción prescribirá en menos de cinco años (Numeral 4 del Art. 417 del COIP).

			Prescripción en los delitos de acción privada:

			Si aún no se ha iniciado el proceso penal:

			La acción para perseguirlos prescribirá en el plazo de ciento ochenta días (6 meses), contados desde que la infracción fue cometida (Literal b) del Numeral 3 del Art. 417 del COIP).

			Una vez iniciado el proceso penal:

			Es indispensable contar con la citación de la querella al querellado, puesto que desde la fecha de esa diligencia, la prescripción de la acción se producirá transcurridos dos años (Numeral 5 del Art. 417 del COIP).

			Prescripción en los delitos sancionados con multa:

			En estos delitos la acción se extinguirá en cualquier estado del proceso, con el pago voluntario del máximo de la multa contemplada para la infracción (Art. 418 del COIP).

			Casos de imprescriptibilidad:

			Los casos de imprescriptibilidad de las acciones y de las penas se refieren a los siguientes delitos, en aplicación de los artículos 233, 80, parte final del artículo 396 y numeral 4 del artículo 46 de la Constitución de la República, a saber:

			
					Peculado

					Cohecho

					Concusión

					Enriquecimiento Ilícito

					Genocidio

					Lesa humanidad

					Crímenes de guerra

					Desaparición forzada de personas

					Crímenes de agresión a un Estado

					Daños ambientales

					Delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes.

			

			De esta manera, el Código Orgánico Integral Penal, en el numeral 4 de su artículo 16, señala que las infracciones de agresión a un Estado, genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas, peculado, cohecho, concusión, enriquecimiento ilícito, las acciones legales por daños ambientales; y, los delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes, son imprescriptibles tanto en la acción como en la pena.

			Este numeral 4 fue sustituido por la reforma aprobada en el referéndum y consulta popular de 4 de febrero del 2018, dada por Resolución del Consejo Nacional Electoral No. 1, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 180, de 14 de febrero del 2018.

			Prescripción de la pena

			(Ver Prescripción de la acción)

			Una vez que una persona es sentenciada y se la condena a cumplir una pena, según el Código Orgánico Integral Penal, se debe observar lo siguiente:

			1. Las penas restrictivas de libertad prescribirán en el tiempo máximo de la pena privativa de libertad prevista en el tipo penal más el cincuenta por ciento.

			2. Las penas no privativas de libertad prescribirán en el tiempo máximo de la condena más el cincuenta por ciento.

			3. La prescripción de la pena comenzará a correr desde el día en que la sentencia quede ejecutoriada.

			4. Las penas restrictivas de los derechos de propiedad prescribirán en el mismo plazo que las penas restrictivas de libertad o las penas no privativas de libertad, cuando se impongan en conjunto con estas; en los demás casos, las penas restrictivas de los derechos de propiedad prescribirán en cinco años.

			5. La prescripción requiere ser declarada.

			6. No prescriben las penas determinadas en las infracciones de agresión, genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas, crímenes de agresión a un Estado, peculado, cohecho, concusión, enriquecimiento ilícito, daños ambientales y, contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes (Art. 75 del COIP).

			Preterintencionalidad

			(Ver Elementos subjetivos del tipo)

			Se pone de manifiesto la preterintencionalidad cuando de la acción u omisión se deriva un acontecimiento dañoso o peligroso más grave que el querido y buscado por el agente (Inciso segundo del Art. 26 del COIP).

			Los efectos jurídicos del delito preterintencional en el ex Código Penal, se determinaron en cada una de las descripciones típicas según la afectación del bien protegido, por ejemplo, el homicidio preterintencional (Arts. 455 y 456 del ex Código Penal) o el aborto preterintencional (Art. 442 del ex Código Penal).

			El Código Orgánico Integral Penal crea únicamente la figura genérica, determinando que el sujeto activo será sancionado con dos tercios de la pena.

			Breves referencias doctrinarias acerca de la preterintencionalidad:

			Si de cada tipo penal se analiza su finalidad, su elemento de causación, la forma de evitarlo y el modo de realizar el fin (violatorio de un deber de cuidado), se puede determinar que sus componentes nos colocan ante figuras dolosas o culposas, activas u omisivas. Las figuras preterintencionales no constituyen una estructura típica diferente, sino una superposición de ambas357.

			De esta manera, se llama preterintencionalidad a los casos en los que la conducta puesta en marcha por el sujeto genera un resultado no esperado por éste, pues ese resultado traspasa su intención, entendiéndose entonces que el resultado excedió el elemento de culpabilidad del delito. Se puede decir que existe ultraintencionalidad, ya que a un antecedente querido (delito base) se sigue un consecuente no deseado358.

			Los delitos preterintencionales en consecuencia vienen en consideración en los casos en que el dolo del sujeto se extiende de ciertos límites, casos en que el sujeto ejecuta una acción produciendo un resultado típico y antijurídico cubierto por su dolo, pero a la vez produce otro resultado típico y antijurídico que es más grave que el querido y termina sobrepasando su intención positiva de hacer daño.

			No es pacífica la conceptuación de los delitos preterintencionales en la doctrina, pues existen sendos debates respecto de la naturaleza de su elemento subjetivo. Para algunos estudiosos, este elemento está constituido por el dolo del individuo, para otros, es la culpa la que domina el curso de la acción, y también hay quienes consideran que existe una mezcla entre ambos: dolo en la intención, culpa en el resultado359.

			Versari in re illicita y la preterintencionalidad:

			El principio penal versari in re illicita, entendido como “quien quiere el hecho quiere sus consecuencias”, se corresponde con la imputación objetiva de un hecho antijurídico y ajeno al nexo causal puesto en marcha por el autor. Es decir, abarca no solo los resultados directamente imputables a la persona por su conducta delictiva, sino que, además, será responsable por cualquier hecho que acontezca y que no sea parte del nexo de causalidad.

			Sobre el versari in re illicita, se puede observar que la mayoría de los pensadores coinciden en que es violatorio del principio constitucional del nullum crimen sine causa, de ahí que una imputación objetiva de esta índole, en nuestro Derecho Penal, sería inaceptable e incluso inconstitucional.

			Lo contenido en los párrafos precedentes gesta que nos cuestionemos ¿Cómo debería ser castigado un delito preterintencional?

			Pregunta que surge principalmente porque hay teóricos que discuten si en estos eventos los jueces deberían atender a la intención que tenía el sujeto al momento de actuar, lo que se traduciría en castigar solo por el delito base cometido sin considerar el mayor resultado previsible pero no previsto, o si por el contrario, se debería atender solo al resultado mayor producido, independientemente si esa era o no la intención, lo que nos llevaría a la otra figura que forma parte de la preterintencionalidad, esto es a los delitos calificados por el resultado.

			Para Etcheberry en estos casos se debería sancionar como un concurso entre el delito base (el realizado con dolo) y el delito culposo producido (el que sobrepasa la intención del sujeto, pero que debió prever porque era previsible). Esto, salvo en los casos en que la propia ley les asigne alguna sanción especial, que se esperaría no viole el principio de que la pena debe ser proporcionada a la culpabilidad360.

			Carrara también sigue esta idea, señalando que la figura preterintencional es una forma mixta de dolo y culpa, admitiendo en todo momento un concurso ideal de ambos elementos subjetivos. Además, sostiene que cuando no existe relación de previsibilidad entre el hecho antecedente y el hecho consecuente, éste último no sería imputable, pues sería un caso fortuito361.

			Referencias jurisprudenciales acerca de la preterintencionalidad:

			- La sentencia de la ex Corte Suprema de Justicia, publicada en la Gaceta Judicial del año Año LXXIX, Serie XIII, No. 5, pág. 975, señala que hay delito preterintencional cuando la acción u omisión engendran un mal más grave que el querido por el agente, que se corresponde a la etimología de los vocablos “praeter intentionem”, “extra propositum”, “praeter voluntatem”, es decir, ir más allá de la intención, del querer, de la voluntad.

			- La sentencia de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, de 11 de enero del 2011, dentro del expediente No. 582-2007, efectúa un contraste con el proceder que se observa con una voluntad homicida y la respectiva relación de causa-efecto, o sea, con un homicidio simple. Cuando aquel comportamiento es voluntario pero cometido con el propósito de causar un daño en el cuerpo o en la salud y como consecuencia del medio empleado se ha producido la muerte, se constituye un delito preterintencional.

			En cambio, cuando el obrar involuntario, es fruto de una mera acusación de un resultado disvalioso por el desacato al deber objetivo de cuidado, nos coloca ante un homicidio culposo, imprudente o inintencional. Las fronteras entre uno y otro delito han sido tradicionalmente muy discutidas, pero en particular, la doctrina y jurisprudencia universal han generado grandes discusiones cuando se pretende diferenciar entre el delito preterintencional con el delito de homicidio simple cometido con dolo eventual.

			La Corte reflexiona que el término “imprudencia”, que equivalente a la culpa, puede ser a su vez consciente o inconsciente, lo que se torna interesante porque sus efectos son distintos. En la primera forma, se reconoce el peligro de la situación por el agente de la infracción, pero se confía en que no habrá lugar al resultado lesivo; mientras que en la culpa inconsciente, no se prevé aquella posibilidad, es decir, no se advierte el peligro.

			La preterintencionalidad entonces vendría a ser una modalidad atenuada del homicidio simple, porque el medio que el autor utiliza para agredir no debe razonablemente ocasionar la muerte, por ende, si el medio o instrumento empleado debía razonable u ordinariamente ocasionar la muerte, desaparece la posibilidad del homicidio preterintencional para dar lugar al homicidio doloso.

			No en vano esta regla de interpretación funciona en un doble sentido:

			a) Cuando el medio tiene eficacia letal y se lo emplea conforme a esa actitud, queda excluido el homicidio preterintencional.

			b) Cuando el medio carece de eficacia letal, el hecho será solo homicidio preterintencional si otras pruebas no acreditan que el actor obro con dolo respecto de la muerte de la victima362.

			Prevaricato

			(Ver delitos contra la tutela judicial efectiva // Delitos contra la eficiencia de la administración pública)

			Dentro de los delitos contra la tutela judicial efectiva del Código Orgánico Integral Penal encontramos al prevaricato, mismo que se expresa a través de dos tipologías:

			1. Prevaricato de los jueces o árbitros:

			Los miembros de la carrera judicial jurisdiccional o los árbitros en Derecho que fallen contra ley expresa, en perjuicio de una de las partes; procedan contra ley expresa, haciendo lo que prohíbe o dejando de hacer lo que manda, en la sustanciación de las causas o conozcan causas en las que patrocinaron a una de las partes como abogados o procuradores, serán sancionados con la pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Se impondrá además la inhabilitación para el ejercicio de la profesión u oficio por seis meses. (Art. 268 del COIP)

			2. Prevaricato de los abogados:

			El abogado, defensor o procurador que en juicio revele los secretos de su defendido a la parte contraria o que después de haber defendido a una parte y enterándose de sus medios de defensa, la abandone y defienda a la otra, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 269 del COIP)

			Sentencia de la Corte Constitucional en torno al delito de prevaricato - Especial referencia a los sujetos activos del ilícito:

			La sentencia No. 141-18-SEP-CC de 18 de abril del 2018, al resolver una acción extraordinaria de protección, en su parte resolutiva interpreta de forma vinculante y con efectos generales363 el delito de prevaricato, descrito en el artículo 268 del Código Orgánico Integral, de modo que:

			“(...) las actuaciones de las juezas y jueces, cuando intervienen en el conocimiento y resolución de garantías constitucionales, no son susceptibles de subsumirse en la conducta típica descrita en la infracción denominada como prevaricato; por tanto, no pueden ser procesados y mucho menos sancionados penalmente por dicho tipo penal.”364

			Este fallo, que en tal caso debía resolver la declaratoria de inconstitucionalidad de una regla conexa, a nuestro criterio, no conforme con no hacerlo, de manera inapropiada y sin justificación alguna, aduce interpretar el tipo penal de prevaricato, cuando lo que en verdad efectúa es una reforma a la conducta y, a su vez, crea una causa exclusión de culpabilidad a favor de ciertos sujetos activos.

			Sujetos activos de los que es necesario recalcar son los mismos jueces de la Corte Constitucional –lo que confluiría en un eventual blindaje con miras a impunidad– y además se extiende a todos los jueces a nivel nacional, sea cual fuera su competencia en razón de la materia, quienes como manda la ley, pueden conocer garantías de orden constitucional.

			Así, la tipología estructurada para salvaguardar el bien jurídico de la tutela judicial efectiva, que sanciona con una pena privativa de libertad de tres a cinco años a los miembros de la carrera judicial jurisdiccional (jueces) que fallaren contra ley expresa en perjuicio de una de las partes, haciendo lo que la norma prohíbe o, dejando de hacer lo que las reglas del ordenamiento jurídico mandan, se queda justamente sin su agente.

			Por consiguiente, en Ecuador, cuando se trate de la prevaricación, se aplicará el COIP en conjunto con la incongruente sentencia y, la única alternativa de solución no sería siquiera una reforma a cargo de la Asamblea Nacional, sino que la propia Corte, en casos posteriores y de modo justificado, debería apartarse del malhadado precedente, según lo determina la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional365.

			Principio de culpabilidad

			(Ver Culpabilidad o imputación personal // Principio de favorabilidad)

			Presunción de inocencia: Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia ejecutoriada o resolución firme (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 2). Así, el Código Orgánico Integral Penal, dentro de los principios rectores del proceso penal, señala que toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario (Numeral 4 del Art. 5 del COIP).

			Determinación de la culpabilidad: Para considerar que una persona es culpable, deberá mediar una sentencia, en la cual se ha comprobado conforme a Derecho la existencia de la infracción y la responsabilidad del acusado y, siempre y cuando, el Tribunal tenga plena certeza de estos dos hechos; si no la tuviere o si existiere una duda razonable, deberá dictar una sentencia absolutoria (Numeral 3 del Art. 5 del COIP).

			Principio de favorabilidad

			(Ver In dubio pro reo // Principio de irretroactividad)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, el principio de favorabilidad se aplica en el caso de conflicto entre dos normas de la misma materia, que contemplan sanciones diferentes para un mismo hecho, siendo procedente aplicar la menos rigurosa, aún cuando su promulgación sea posterior a la infracción (Numeral 2 del Art. 5 del COIP).

			Esto concuerda con el derecho de protección del numeral 5 del artículo 76 de la Constitución, que en igual sentido determina que ante un conflicto normativo sancionatorio, en caso de duda, se aplicará la regla más favorable a la persona infractora, a pesar de que su promulgación sea posterior a la conducta delictiva.

			Consultas evacuadas por la Corte Nacional de Justicia y referencias a sentencias de la Corte Constitucional:

			I. El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, en sesión ordinaria del 25 de noviembre del 2015, conoció la consulta remitida por el Presidente de la Corte Provincial de Justicia de Loja, relacionada a la inteligencia y la aplicación de la Disposición Transitoria Primera del Código Orgánico Integral Penal, cuyo texto reza:

			“PRIMERA: Los procesos penales, actuaciones y procedimientos de investigación que estén tramitándose cuando entre en vigencia este Código, seguirán sustanciándose de acuerdo con el procedimiento penal anterior hasta su conclusión, sin perjuicio del acatamiento de las normas del debido proceso, previstas en la Constitución de la República, siempre que la conducta punible esté sancionada en el presente Código”.

			Respecto al principio de legalidad y de favorabilidad, el Pleno de la Corte Nacional hace las siguientes puntualizaciones:

			a) En nuestro Estado constitucional de derechos y justicia toda autoridad, judicial o administrativa, tiene la obligación de garantizar el ejercicio pleno de los derechos, puesto que la Constitución de la República, sujeta todos los poderes a la legalidad, sitúa los derechos fundamentales en el centro del sistema y prevé para ellos garantías institucionales inéditas.

			b) Todas las autoridades administrativas y, en concreto, las autoridades judiciales, deben ser garantes y operadores del cumplimiento de las normas y derechos de las partes para la conformación de un verdadero Estado constitucional de derechos y justicia, en el que se respeten los derechos.

			c) El principio de legalidad penal se formaliza en la ley emitida y se materializa en la irretroactividad de los efectos de tal ley; sin embargo, existen casos en los que la irretroactividad no se mantiene.

			d) La ex Corte Constitucional para el Período de Transición, en la Sentencia No. 0001-09-SCN-CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial NO. 602, de 1 de junio del 2009, sostuvo que la ley en materia penal posee efecto ex nunc, es decir, rige para lo venidero, por tanto no tiene efecto retroactivo; empero para esta regla general, se prevén excepciones de rango constitucional (Art. 76.5 Constitución de la República del Ecuador).

			e) Es así que se favorece al infractor en las siguientes circunstancias:

			- Cuando se eliminan efectos de sanción punitiva de una norma, es decir, la ley posterior determina que una conducta no debe ser sancionada con una pena;

			- Cuando la ley posterior favorece al imputado, incluso al culpable de un delito, ya que disminuye la sanción o la elimina; y,

			- En caso de duda, se aplicará la norma que contenga menor sanción, en otras palabras, si un hecho se describe en más de una norma punitiva, se aplicará la menos rigurosa.

			Todo esto con base en las directrices del principio in dubio pro reo, que al identificar que una persona se encuentra en desventaja, su protección y garantías se mantienen y son de aplicación directa.

			f) En el ámbito internacional, los principios de legalidad y de favorabilidad se exponen como expresiones de un mismo derecho. Así se registra en la Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 11); en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 15); en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Art. 49); y, en la Convención Americana de Derechos Humanos (Art. 9).

			g) Desde la vigencia del Código Orgánico Integral Penal, la privación de libertad de los procesados o condenados por delitos derogados y por delitos cuyas penas reducidas y no reformadas las penas ya hayan sido cumplidas, se convierte no solo en ilegítima sino en arbitraria.

			h) No acatar la favorabilidad pro procesado, convierte al servidor público en responsable de lo dispuesto en el artículo 160 del Código Orgánico Integral Penal.

			II. El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, en sesiones de 11 y 15 de febrero del 2015 y de 11 de marzo del 2015, evacuó una consulta del Presidente de la Corte Provincial de Justicia de Imbabura en relación a varios temas, entre ellos, una conectada con el procedimiento abreviado en los delitos de producción o tráfico de sustancias sujetas a fiscalización, mismos que con la entrada en vigencia del COIP, disminuyeron su punibilidad.

			La respuesta aprobada por el Pleno se detalla a través de las siguientes reflexiones:

			a) Por el principio de favorabilidad toda ley nueva, de contenido penal, debe aplicarse con efecto retroactivo cuando le sea beneficiosa a la persona sospechosa, procesada, o a quien ha recibido condena.

			b) El principio de favorabilidad, como expresión del principio de legalidad y del derecho a seguridad jurídica, debe ser aplicado tanto en lo sustantivo penal, como en lo procesal penal; y, en la ejecución de las penas.

			c) La favorabilidad tiene efecto retroactivo, sin excepción alguna, y debe ser aplicada de oficio o a petición de parte.

			d) El procedimiento abreviado responde al modelo adversativo, que permite la aplicación de justicia negociada o convenida, expresión de esto radica en que cuando no hay contradictorios (acusación-oposición), la continuación del trámite pierde fundamento.

			e) En el modelo ecuatoriano de justicia penal, cabe aplicarse el procedimiento penal abreviado en delitos sancionados con pena máxima privativa de libertad de hasta 10 años, con efecto retroactivo a los procedimientos iniciados con anterioridad, cuando esta aplicación resulta beneficiosa a la persona procesada.

			f) Las penas que, a partir de la promulgación del Código Orgánico Integral Penal, por mandato Constitucional, y no desde su vigencia plena, se aplican a los delitos relacionados con sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, son los que se prevén en ese cuerpo legal en sus artículos 219 a 225.

			g) Esas penas son aplicables en función de la tabla de cantidades de sustancias estupefacientes y psicotrópicas para sancionar el tráfico ilícito de mínima, mediana, alta y gran escala, emitida por el Consejo Nacional de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas.

			h) Si un procesamiento se ha iniciado por un delito relacionado con la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas y según las reglas del Código de Procedimiento Penal, y tiene, según el Código Orgánico Integral Penal, pena privativa de libertad de hasta 10 años, sí es susceptible de procedimiento abreviado.

			Principio de igualdad

			(Ver Delitos de odio)

			Garantía constitucional: Todas las personas se consideran iguales y gozan de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin discriminación en razón de nacimiento, edad, sexo, etnia, color, origen social, idioma, religión, filiación política, posición económica, orientación sexual, estado de salud, discapacidad o diferencia de cualquier índole. Así, la Constitución reconoce el derecho a la igualdad formal, igualdad material y la no discriminación (Constitución de la República: Art. 66 Núm. 4).

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los principios y garantías rectores del proceso penal, señala que es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y, proteger, especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de vulnerabilidad (Numeral 5 del Art. 5 del COIP).

			No en vano dentro de los derechos de protección que se deben observar en todo trámite judicial, dentro del derecho a la defensa, se reconoce que toda persona debe ser escuchada en el momento oportuno y en igualdad de condiciones (Constitución de la República: Art. 76, numeral 7, literal c).

			Tutela penal: Para garantizar este derecho fundamental, existen varios tipos penales en el Código Orgánico Integral Penal que reprimen conductas discriminatorias:

			1. Discriminación:

			La persona que salvo los casos previstos como políticas de acción afirmativa propague practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad o estado de salud con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: Si esta infracción es ordenada o ejecutada por servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 176 del COIP).

			2. Actos de odio:

			La persona que cometa actos de violencia física o psicológica de odio, contra una o más personas en razón de su nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación sexual, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, condición socioeconómica, condición migratoria, discapacidad, estado de salud o portar VIH, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada - Paratipo penal: Si los actos de violencia provocan heridas a la persona, se sancionará con las penas privativas de libertad previstas para el delito de lesiones agravadas en un tercio. Si los actos de violencia producen la muerte de una persona, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 177 del COIP).

			Principio de irretroactividad

			Irretroactividad y principio pro reo: En principio y como regla general en el Derecho, la ley no es retroactiva y rige desde su publicación, es decir, únicamente para las situaciones venideras; sin embargo, en el ámbito del Derecho Penal, todas las leyes posteriores sobre los efectos y extinción de las acciones y las penas, se aplicarán en lo que fueren favorables a los infractores.

			Extinción de la pena: Esto se complementa con la idea de que deja de ser punible un acto, si una ley posterior a su ejecución lo suprime del número de infracciones; y, si ha mediado ya sentencia condenatoria, quedará extinguida la pena, haya o no comenzado a cumplirse.

			Aplicación de pena menos rigurosa: Tómese en cuenta además que si la pena establecida al tiempo de la sentencia difiere de la que regía cuando se cometió la infracción, se aplicará la menos rigurosa.

			Aplicación de normas procesales favorables: En general, todas las leyes posteriores que se dictaren sobre los efectos de las normas del procedimiento penal o que establezcan cuestiones previas, como requisitos de prejudicialidad, procedibilidad o admisibilidad, deberán ser aplicadas en lo que sean favorables a los infractores.

			El Código Orgánico Integral Penal señala que se aplicará la ley penal posterior más benigna sin necesidad de petición, de preferencia sobre la ley penal vigente al tiempo de ser cometida la infracción o dictarse sentencia (Numeral 2 del Art. 16 del COIP).

			Normativa constitucional: En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 5).

			Principio de prohibición de doble incriminación o non bis in ídem

			(Ver Non bis in ídem)

			Definición: Este es un principio fundamental del debido proceso que se contrae a determinar que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa, en otras palabras, ninguna persona será procesada ni penada más de una vez por un mismo hecho. Con base en este principio, se determina que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa, es decir, no se podrá iniciar un nuevo expediente si existe la misma identidad objetiva y sustantiva. (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 7 Lit. i)

			Tómese en cuenta que se reconoce la jurisdicción indígena para este efecto en el régimen constitucional actualmente vigente (Gaceta Judicial Año CI, Serie XVII, No. 3, p. 724).

			En este mismo sentido, el Código Orgánico Integral Penal dice que ninguna persona podrá ser juzgada ni penada más de una vez por los mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena son considerados para este efecto. Y, no constituye vulneración a este principio, la aplicación de sanciones administrativas o civiles derivadas de los mismos hechos que sean objeto de juzgamiento y sanción penal. (Numeral 9 del Art. 5 del COIP).

			Principio de legalidad

			Expresado como el nullum crimen nulla poena sine lege previa.

			Definición: Nadie podrá ser juzgado por un acto u omisión que al momento de cometerse no esté legalmente tipificado como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza, ni se le aplicará una sanción no prevista en la Constitución o la Ley. Tampoco se podrá juzgar a una persona, sino conforme a las leyes preexistentes, con observancia del trámite propio de cada procedimiento (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 3)

			El Código Orgánico Integral Penal, a más de contemplar las directrices generales del principio de legalidad, se permite también validar la existencia de tipos penales en blanco, en el sentido de que no hay infracción penal, pena, ni proceso penal sin ley anterior al hecho, aspecto que rige incluso cuando la ley penal se remite a otras normas o disposiciones legales para integrarla (Numeral 1 del Art. 5 del COIP).

			La legalidad formal y la legalidad material: Ciertas reflexiones teóricas acerca del principio de legalidad

			A través del principio de legalidad penal, se valoran los bienes que merecen protección, por tanto, se expone tal valoración al prevenir la imposición de una sanción proporcional a su daño o puesta en peligro. Así, la arbitrariedad y la venganza pública y privada se minimizan, pues siempre queda la posibilidad de error o del abuso del Estado que legisla. Por lo dicho, no toda acción y omisión o estado peligroso de una persona da lugar, en su orden, a una valoración extrajurídica de defensa social (legalidad penal sustancial) y por tanto a una descripción típica (legalidad penal formal)366.

			A nuestro criterio, la legalidad formal se relaciona con la reserva de ley, es decir, que el ejercicio del poder de punitivo debe estar regulado por leyes aprobadas por la Asamblea Nacional. La legalidad material por su parte se conecta con la idea de que la ley penal tiene que ser clara, autónoma, unívoca (norma taxativa).

			Respecto a la legalidad material, consideramos oportuno referirnos al que Luigi Ferrajoli llama como principio de estricta legalidad, a través de los aportes de la autora en su artículo titulado “Análisis del principio de estricta legalidad propuesto por el Prof. Luigi Ferrajoli y la consecuente construcción e interpretación de las leyes penales”367, a la luz de los postulados del Derecho Penal garantista, mismo que, construido bajo las ideas de la tradición ilustrada y liberal, pretende obtener el máximo grado de limitación del poder punitivo del Estado y por ende, la tutela de la persona contra la arbitrariedad.

			Para Ferrajoli, es menester se identifiquen dos elementos sustanciales en el Derecho Penal. El primero, rotulado como la definición legislativa, tiene que ver con las “garantías penales” y el tratamiento del convencionalismo penal y la estricta legalidad; y, el segundo, delimitado por el cognoscitivismo procesal y por la estricta jurisdiccionalidad, se construye gracias a la observancia de las “garantías procesales” frente a una desviación punible368.

			En esta línea, el principio de estricta legalidad se propone como una técnica legislativa dirigida a excluir las regulaciones que giren en torno a personas, a su personalidad o a su status; para dar paso a reglas de comportamiento que establezcan una prohibición de una acción u omisión imputable a la culpa del autor.

			Dicho de otro modo, las leyes penales no pueden recoger cualquier hipótesis indeterminada de desviación (como por ejemplo aspectos tachados como inmorales o antisociales o aquellos conectados a la maldad del delincuente), sino únicamente conductas empíricas determinadas, exactamente identificables y adscribibles a la posibilidad de reproche al agente de la infracción369.

			Normas elaboradas de esta manera, permitirían demostrar la vigencia del conocido como convencionalismo penal, que converge en la necesaria separación entre el Derecho y otros criterios extrajurídicos de calificación o valoración, últimos que al fin de cuentas permitirían discriminaciones arbitrarias y limitarían de modo ilegítimo la esfera de libertad de todas las personas370.

			Piénsese por ejemplo insertos en una ley penal términos como “peligroso”, “delincuente habitual” o “individuo de tendencias delictivas”, propiciarían una subjetivación de las regulaciones conductuales y trastocarían el telos del Derecho Penal, que no es otro que el sancionar hechos y no personalidades.

			La estricta legalidad supone pues, imponerse ante el sustancialismo penal, en vista de que éste persigue a la persona no por lo que ha hecho o dejado de hacer, sino por lo que es, es decir, habilita el ius puniendi partiendo de un estigma estructurado con base en meras percepciones subjetivas y completamente maleables, obteniéndose como resultado al final de un proceso judicial, la declaración no de una verdad fáctica y debidamente probada, sino de una decisión respecto a valores inciertos.

			Como se observa, es de tal importancia la construcción objetiva de las normas penales, que ese lenguaje contenido en la respectiva tipología es precisamente el que dotará al operador de justicia de un marco en el cual se puedan comprobar situaciones convalidables o invalidables, sustraídas lo más posible del error y/o del arbitrio jurisdiccional.

			No en vano, Ferrajoli defiende la premisa de que las leyes penales sean exclusivamente regulativas (de conductas) y no constitutivas, de manera que, junto a la calificación lógica de un comportamiento como permitido, obligatorio o prohibido, se condicione la consecuencia punitiva a la correspondiente producción de los efectos jurídicos previstos en la misma ley371.

			Dentro de este plano legal descrito en los párrafos precedentes, nos colocamos en un nivel de decidibilidad en abstracto, que en el caso de la conducta que se busca tenga relevancia penal, se circunscribiría en dos cuestionamientos: ¿Cómo y cuándo prohibir?; en otras palabras, en la identificación de los intereses que justifican la tutela penal de unos comportamientos y no de otros372.

			Esta selección de acciones u omisiones que configurarán a los varios tipos penales, a criterio del profesor italiano, no puede partir de una simple ponderación –según la tradición positivista– de la legitimación externa (juicio de valor o de deber ser) y la legitimación interna (derecho positivo, el Derecho como es), habida cuenta que arribaríamos al equívoco de considerar únicamente la validez de una norma cuando ésta se identifique con la forma del acto normativo de producción; dejándose de lado las necesarias valoraciones del significado o contenido normativo de las leyes que, en los modernos Estados constitucionales de Derecho, debe concordar con el deber ser establecido en normas superiores373.

			En este hilo de ideas, resulta ineluctable indicar que la legitimidad jurídica formal o externa (vinculada con la vigencia de la ley y por tanto ser una cuestión propia de la teoría del Derecho) debería ir de la mano con la legitimidad jurídica sustancial o interna (que tiene que ver con la validez, conforme los postulados de la Filosofía del Derecho) para estar ante un ordenamiento jurídico que limite de forma adecuada el poder punitivo del Estado.

			De ahí que, si se llega al punto de que una ley no respeta las condiciones formales para ser aprobada, querrá decir que no está vigente y por tanto es inexistente; en cambio, cuando se revele el incumplimiento de las condiciones sustanciales o internas, tendremos una norma que, a pesar de su vigencia, no es válida374.

			Recogiendo lo más importante de los párrafos precedentes, el principio de estricta legalidad, que equivalente a la definición legal de delito, precisará para que el legislador cree normas válidas, que se coloquen todos los elementos de la conducta prohibida de forma taxativa, sin ningún tipo de reenvío a parámetros extralegales, de modo que la norma en sí misma faculte la verificabilidad y refutabilidad empírica de las hipótesis de delito.

			A propósito de esto, Ferrajoli dice:

			“Mientras el principio de mera legalidad [equivalente a la mera reserva de ley] al enunciar las condiciones de existencia o vigencia de cualquier norma jurídica, es un principio general del derecho público, [en cambio] el principio de estricta legalidad [o principio de absoluta reserva de ley], en el sentido que se le ha asociado (...) que condiciona la validez de las leyes vigentes a la taxatividad de sus contenidos y a la decidibilidad de la verdad jurídica de sus aplicaciones, es una garantía que se refiere sólo al derecho penal.”375

			De esta manera, la ley penal es la única que, al estar estrechamente vinculada con la libertad de las personas, sea para elegir qué postura adoptar ante norma o, para evidenciar el efecto de la pena, esté obligada a vincular así misma no solo las formas, sino también los contenidos de los actos que la aplican.

			En definitiva, el principio de mera legalidad (relacionado con la irretroactividad de las leyes penales) traducido en el aforismo nullum poena, nullum crimen sine lege, se limitará a exigir que los presupuestos de las sanciones estén establecidos con anterioridad por un acto del órgano legislador; mientras que el principio de estricta legalidad – como corolario de la prohibición de analogía (nulla lex poenalis sine damno, sine actione) deberá contener referencias empíricas que permitan su aplicación en proposiciones verificables y presuponga por consiguiente, la materialidad de la acción, la lesividad del resultado y la culpabilidad de la persona.

			Ahora bien, retomando la idea del cómo y cuándo prohibir conductas a través de las regulaciones penales, resulta imperioso hacer una remisión directa a los principios de necesidad (nulla poena sine necessitate) y de lesividad de los bienes jurídicos376, los que congloban la exigencia racional y expectativa de la operatividad del Derecho Penal, que es la de imponer prohibiciones y penas tan solo a las conductas más graves y lesivas para terceros, lo que excluirá, por ejemplo, a los comportamientos meramente inmorales o a los estados de ánimo pervertidos, hostiles o, incluso, peligrosos377.

			En conclusión, junto al principio de lesividad de los bienes jurídicos, se requerirá además de la exterioridad de la conducta, o sea, de un acto físico-externo que permita verificar el nexo causal entre acción y resultado, según las directrices que forman parte del principio de materialidad de la acción: nulla poena, nullum crimen, nulla lex poenali y nulla necessitas sine actione.

			Algunas sentencias de la Corte Constitucional conectadas al principio de legalidad penal:

			Sentencia No. 002-10-SEP-CC, 13 de enero de 2010, publicada en el Registro Oficial No. 121, de martes 2 de febrero del 2010. El principio de legalidad en materia penal forma parte de las garantías del debido proceso que implica lo siguiente: a) Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal; b) Se prohíbe aplicar una sanción no prevista en la Constitución o la ley; y, c) Una persona solo podrá ser juzgada ante una autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento.

			- Sentencia No. 031-10-SEP-CC, dentro del caso No. 0649-09-EP, en la cual se puntualiza que la Constitución de la República, al establecer las garantías básicas del debido proceso, determina en el artículo 76, numeral 3 que solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento. Esta disposición convalida la vigencia de la seguridad jurídica que se establece en la Carta Magna en su artículo 82.

			Principios de oportunidad y de mínima intervención penal

			Con las reformas introducidas el 24 de marzo de 2009 a la normativa penal derogada y en concordancia con el artículo 195 de la Constitución de la República, que regula las actuaciones investigativas y de acusación de la Fiscalía General del Estado, nacen estos dos principios de operatividad conjunta, precisamente porque la mínima intervención penal, es el fundamento legitimante de un Derecho Penal de última ratio (Art. 195 de la Constitución de la República vigente).

			El Código Orgánico Integral Penal, respecto al principio de mínima intervención, señala que la intervención penal está legitimada siempre y cuando sea estrictamente necesaria para la protección de las personas y constituya el último recurso, cuando no son suficientes los mecanismos extrapenales (Art. 3 del COIP).

			Por su parte, el principio de oportunidad le permite a la Fiscalía ponderar los casos que deben ser archivados y aquellos en los cuales la investigación no debería continuar, debido a que sería un gasto innecesario para el Estado y una actividad que no amerite el ejercicio del poder punitivo. Esta potestad no queda a libre criterio del fiscal en todos los delitos, sino única y exclusivamente en los siguientes casos:

			1. Cuando se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad de hasta cinco años, con excepción de las infracciones que comprometen gravemente el interés público y no vulneren a los intereses del Estado.

			2. En aquellas infracciones culposas en las que el investigado o procesado sufre un daño físico grave que le imposibilite llevar una vida normal.

			3. El fiscal no podrá abstenerse de iniciar la investigación penal en los casos de:

			- Delitos por graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario.

			- Delitos contra la integridad sexual y reproductiva.

			- Delincuencia organizada.

			- Violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			- Trata de personas.

			- Tráfico de migrantes.

			- Delitos de odio.

			- Delitos de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización; y,

			- Delitos contra la estructura del Estado constitucional de derechos y justicia (Art. 412 del COIP)

			Trámite para aplicar el principio de oportunidad:

			a) A pedido del fiscal, el juzgador convocará a una audiencia en la que las partes deberán demostrar que el caso cumple con los requisitos legales exigidos. La víctima será notificada para que asista a la audiencia; sin embargo, su presencia no será obligatoria.

			b) En caso de que el juzgador no esté de acuerdo con la apreciación del fiscal o constate que no se cumple con los requisitos, enviará dentro de los tres días siguientes al fiscal superior, para que ratifique o revoque dicha decisión en el plazo de diez días contados desde la recepción del expediente.

			c) Si se revoca la decisión, no podrá solicitar nuevamente la aplicación del principio de oportunidad y el caso pasará a conocimiento de otro fiscal, para que inicie la investigación o, en su caso, continúe con su tramitación.

			d) Si se ratifica la decisión, se remitirá lo actuado al juzgador para que se declare la extinción del ejercicio de la acción penal.

			e) La extinción del ejercicio de la acción penal por los motivos aquí previstos, no perjudica, limita ni excluye el derecho de la víctima para perseguir por la vía civil el reconocimiento y la reparación integral de los perjuicios derivados del acto (Art. 413 del COIP).

			El principio de mínima intervención penal en Ecuador*

			*	Parte de esta sección se corresponde al artículo de la autora, publicado en la Trilogía de material de estudio de la Escuela de Fiscales y funcionarios de la Fiscalía General del Estado, Tomo I “Inducción al Rol de Fiscal”, pp. 31-36.

			Antes de entrar a describir los presupuestos fundamentales que permiten comprender lo que abarca la mínima intervención penal, interesante resulta efectuar un contraste con las dos corrientes desarrolladas a la luz del Derecho Penal contemporáneo.

			1. Derecho Penal de riesgo:

			Esta corriente se relaciona directamente con la peligrosa expansión del poder punitivo, que ha sido denominada por muchos estudiosos como Derecho Penal del enemigo o Derecho Penal de riesgo, cuyos fundamentos pueden ser expresados en sanciones penales que se aplican antes de la lesión concreta de un bien jurídico, con la finalidad de evitar un peligro eventual o abstracto; así como en el uso por parte del Estado de medios represivos extremos, sin observancia de los derechos fundamentales, para punibilizar o neutralizar a aquel que considera “enemigo” del sistema.

			Esta reducción de garantías procesales para mejorar la persecución del hecho delictivo, es una de las medidas más aventuradas mediante la cual se expresa la no limitación del poder sancionador –ius puniendi– , lo cual es condenable en un Estado constitucional de derechos y justicia, tanto desde un punto de vista fáctico como desde un punto de vista jurídico, puesto que conlleva la clara vulneración de instrumentos internacionales, directrices constitucionales y derechos connaturales al ser humano.

			Es menester además puntualizar que la introducción de nuevos tipos penales y nuevas sanciones en el Código Penal, es otro de los mecanismos de expansión punitiva, eso sí, debe quedar claro que no nos oponemos a que se introduzcan nuevas conductas que afectan a bienes jurídicos fundamentales que, por ejemplo, con el avance de la ciencia y tecnología evidencian un perfeccionamiento en el modus operandi de los delincuentes y generan como resultado una lesión de mayor impacto en los derechos de los demás. Lo cuestionable es la tipificación y represión más severa de acciones u omisiones, cuando esto se sustenta exclusivamente en necesidades políticas individualistas o simbólicas.

			El concepto de Derecho Penal del enemigo fue introducido por Günther Jakobs a partir de la primera fase de un congreso celebrado en Frankfurt en 1985, con base en la tendencia en Alemania de “criminalizar en el estadio previo a la lesión del bien jurídico”.

			La propuesta de Jakobs se basa, en esencia, en la separación del Derecho Penal de los ciudadanos (personas) y el Derecho Penal del enemigo, destinado a las “no personas”, es decir, a aquellos que han abandonado al Derecho en forma permanente y no ofrecen garantía de comportamiento personal.

			En suma, esta corriente está compuesta por tipos penales en los cuales no es necesaria la lesión al bien jurídico, que se justifica en la sola “peligrosidad” del autor, manifestada en un acto dirigido a la supuesta realización de un hecho futuro, con el añadido de que cabe anticipar potencialmente y, sin límite alguno, el comienzo de la conducta peligrosa, calificada así por la autoridad judicial de turno378.

			2. Derecho penal mínimo y garantista:

			Es propio de los Estados contemporáneos, introducir en sus legislaciones sistemas de enjuiciamiento que garanticen la plena vigencia de los derechos fundamentales, pues se ha superado la idea inquisitiva de mirar al delincuente como un mero objeto de persecución, sino a un individuo rodeado de garantías, a lo largo de un proceso iniciado en su contra.

			Ecuador incorpora en el año 2001, el sistema penal acusatorio y en la Constitución actualmente vigente, a través del numeral 6 de su artículo 168, determina que la administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus atribuciones, aplicará entre otros, el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción e inmediación.

			Lo anotado en líneas anteriores, va de la mano con lo prescrito en el artículo 195 del texto constitucional, que sienta como principios rectores de las actuaciones de los fiscales a la oportunidad y a la mínima intervención penal, que al fin de cuentas resumen el postulado del Derecho Penal de última ratio, que parte de la necesidad de restringir al máximo posible y socialmente tolerable la intervención de la ley penal, reservándola exclusivamente para los casos de violaciones graves a las normas de convivencia social, que no pueden ser contenidas y resueltas por otros medios de control social menos formalizados.

			La legitimación de la postura del Derecho Penal de última ratio o Derecho Penal mínimo, radica en el contenido y aplicación del principio de subsidiariedad penal o subsidiariedad sancionatoria, a través del cual se aplica la lógica jurídica de la necesidad, que establece que la pena más grave será subsidiaria, por tanto, solo podrá aplicarse en los casos en los que la alternativa menos grave no baste, debiendo el legislador claramente establecer la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones (Artículo 76 numeral 6 de la Constitución de la República).

			En este hilo de ideas, el principio de mínima intervención penal, está conformado por el carácter subsidiario y fragmentario del Derecho Penal.

			Según el principio de subsidiariedad, como se ha dicho, el Derecho Penal debe ser la última ratio, por tanto, el último recurso a utilizar a falta de otros medios de control social menos lesivos y represivos; mientras que el carácter fragmentario constituye una exigencia relacionada con la anterior, relativa a la aplicación del poder punitivo del Estado, únicamente para la protección de los bienes jurídicos más importantes frente a los ataques más graves que puedan sufrir. Así se reduce, como lo afirma Silva Sánchez, la propia violencia punitiva del Estado.

			Se debe decir que, aunque el postulado constitucional de mínima intervención penal en el Ecuador, ha sido enfocado única y exclusivamente para el ejercicio de las atribuciones del Fiscal, es necesario que el órgano legislativo lo aplique también al momento de realizar el juicio de valor en relación con las necesidades sociales y las conductas ilícitas, que dan origen a las leyes penales que contienen la descripción de los elementos objetivo y subjetivo de las acciones u omisiones consideradas como antijurídicas y su correlativa pena o sanción.

			Ahora bien, como sabemos, todo sistema procesal funciona sobre la base de la trilogía de la acción, la jurisdicción y la competencia.

			Por acción penal, como lo señala Enrique Véscovi, se entiende al poder jurídico de reclamar la prestación de la función jurisdiccional, o bien, como un derecho subjetivo procesal, de carácter autónomo e instrumental, para solicitar la puesta en movimiento de todo el aparataje judicial, para obtener así un pronunciamiento contenido en una sentencia.

			En nuestra legislación procesal penal, el ejercicio de la acción penal pública le corresponde exclusivamente al Fiscal, quien, en representación de la sociedad, toma la decisión de iniciar un proceso penal en contra de quien ha adecuado su conducta, a través de sus acciones u omisiones, a una tipología previamente diseñada por el legislador. La labor del fiscal, netamente orientada a la acusación, se sustenta en la investigación previa de todos los indicios, vestigios y huellas que produjo el acto infraccional.

			Antes de la iniciación del proceso penal per se, es decir, previo a la resolución de inicio de la instrucción fiscal en la audiencia de formulación de cargos, si el fiscal lo considera necesario, investigará los hechos presumiblemente constitutivos de infracción penal que por cualquier medio hayan llegado a su conocimiento. Aquí el principio de mínima intervención penal en conjunción con el de oportunidad, le permitirían realizar dos operaciones analíticas, tendientes al archivo de la investigación.

			a) En primer lugar, deberá analizar si la conducta no reviste los caracteres de delito o si existen obstáculos legales insubsanables para el desarrollo del proceso, frente a lo cual solicitará al juez de garantías penales, mediante un requerimiento debidamente fundamentado, el archivo de la denuncia, petición que, de no ser aceptada por el juez, será remitida a un fiscal superior, quien a su vez delegará a otro fiscal para que continúe con la investigación.

			b) Del mismo modo, el fiscal puede abstenerse de iniciar la investigación penal o desistir de la ya iniciada, en los casos que ya señalamos en relación con el principio de oportunidad, que tendrá como motivación directa, la aplicación de los postulados de la mínima intervención penal, pues estamos ante conductas lesivas, pero cuyo daño puede ser reparado y solventado a través de otros mecanismos menos rigurosos.

			Si el proceso avanza, es decir el Fiscal cuenta con datos relevantes sobre la existencia del delito y fundamentos que permitan deducir la imputación al procesado en calidad de autor o participe de la infracción, deberá acusar, requiriendo al juez que dicte el correspondiente auto de llamamiento a juicio. Caso contrario, si estima que no hay mérito para promover un juicio al procesado, debido a la inexistencia de datos relevantes que acrediten la existencia del delito o la insuficiencia de la información para formular la acusación, deberá abstenerse de acusar; decisión última, que bien puede acompañarse, de ser procedente, con los argumentos de la mínima intervención.

			Para concluir este breve aporte, nos permitimos indicar que el principio de mínima intervención penal, tendrá aplicabilidad en todos y cada uno de los deberes y atribuciones conferidos por la ley al Fiscal, cuyo límite son el interés social y la protección de las víctimas; ejes rectores desde los cuales debe partir su ponderación acerca de si la conducta que investiga y, que de hallar fundamentos, acusará, es de aquellas cuyo efecto lesivo podría encontrar solución en otras áreas del Derecho, antes de activar todo el aparataje estatal de administración de justicia penal, por esencia coercitivo y sancionador.

			Principio de personalidad de las penas

			(Ver Determinación de la pena)

			Objetivo: Este principio lo podemos asimilar al de individualización de las penas y del tratamiento, en donde el principal factor de ponderación es la personalidad del infractor para su reinserción social.

			Aplicación de medidas de sanción alternativas: La Constitución de la República determina que los jueces aplicarán de forma prioritaria sanciones y medidas cautelares alternativas a la privación de la libertad contempladas en la Ley. Las sanciones alternativas se aplicarán de acuerdo con las circunstancias, la personalidad de la persona infractora y las exigencias de reinserción social de la persona sentenciada (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 11).

			Individualización del tratamiento en el sistema penitenciario: Téngase en cuenta que el Código Orgánico integral Penal, reconoce el sistema progresivo de rehabilitación social, para lo cual estipula lo siguiente:

			1. Asistencia al cumplimiento de la pena: El Sistema de Rehabilitación Social prestará asistencia social y psicológica durante y después del cumplimiento de la pena.

			El Estado, a través de los ministerios correspondientes, regulará los fines específicos y fomentará la inclusión laboral de las personas privadas de libertad con el fin de proporcionar a las personas que han cumplido la pena y recuperado su libertad, mayores oportunidades de trabajo (Art. 700 del COIP).

			2. Plan individualizado de cumplimiento de la pena: Para efectos del tratamiento de las personas privadas de libertad, se elaborará un plan individualizado de cumplimiento de la pena, que consiste en un conjunto de metas y acciones concertadas con la persona, que conllevan a superar los problemas de exclusión y carencias que influyen en el cometimiento del delito. Su objetivo es la reinserción y el desarrollo personal y social de la persona privada de libertad.

			El plan individualizado de cumplimiento de la pena se elaborará sobre la base prevista en el respectivo reglamento (Art. 708 del COIP).

			3. Extinción de la pena por muerte: Por último, por el carácter personal de la consecuencia jurídica del delito, la muerte del procesado extinguirá el cumplimiento de la pena (Número 4 del Art. 416 del COIP)

			Principio de prohibición de autoinculpación forzada

			En el ámbito penal se prohíbe obligar a una persona que declare contra sí misma, es más, la Constitución también extiende la garantía en el sentido de que nadie podrá ser obligado a declarar en juicio penal contra su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, aunque serán admisibles las declaraciones voluntarias de quienes resulten víctimas de un delito o las de los parientes de éstas, con independencia del grado de parentesco. Estas personas podrán, además, plantear y proseguir la acción penal correspondiente (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 8)

			El Código Orgánico Integral Penal, en este mismo sentido, prescribe que ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal (Numeral 8 del Art. 5 del COIP); y, respecto al testimonio del procesado, señala:

			a) La persona procesada no podrá ser obligada a rendir testimonio, ni se ejercerá en su contra coacción o amenaza, ni medio alguno para obligarlo o inducirlo a rendir su testimonio contra su voluntad.

			b) Si decide dar el testimonio, en ningún caso se le requerirá juramento o promesa de decir la verdad, pudiendo los sujetos procesales interrogarlo.

			La inobservancia de las reglas aquí establecidas hará nulo el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria que corresponda (Numerales 2 y 3 del Art. 507 del COIP).

			Adicionalmente hay que tener en cuenta que, a la par de la prohibición de obligar o inducir a la persona investigada o procesada a que rinda versión en su contra, tampoco se le podrá hacer ofertas o promesas para obtener su confesión (Numeral 1 del Art. 508 del COIP).

			No liberación de práctica de prueba en el caso de asunción de responsabilidad:

			Si la persona investigada o procesada, al rendir su versión o testimonio, se declara autora de la infracción, el fiscal no quedará liberado de practicar los actos procesales de prueba tendientes a demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del procesado (Art. 509 del COIP).

			Tutela penal en el ex Código Penal - Derogada en el Código Orgánico Integral Penal:

			Existieron dos tipos penales en relación con la prohibición de autoincriminación:

			1. El juez o autoridad que obligaba a una persona a declarar contra sí misma, contra su cónyuge, sus ascendientes, descendientes, o parientes dentro del cuarto grado civil de consanguinidad y segundo de afinidad, en asuntos que podían acarrear responsabilidad penal, era reprimido con prisión de 6 meses a 3 años (ex Código Penal: Art. 203).

			2. Incurría en la pena de prisión de dos a cinco años y privación de los derechos de ciudadanía por igual tiempo al de la condena, el juez o autoridad que arrancaba las declaraciones a las personas antes indicadas, mediante látigo, prisión, amenaza o tormento. Esta misma sanción se aplicaba a los agentes de policía o de la fuerza pública que adecuaban su conducta a esta infracción penal (ex Código Penal: Art. 204).

			Principio de proporcionalidad

			(Ver Determinación de la pena)

			Las leyes penales establecerán la debida proporcionalidad entre las infracciones y sanciones. La propia ley penal determinará también sanciones alternativas a las penas de privación de la libertad, de conformidad con la naturaleza de cada caso, la personalidad del infractor y la reinserción social del sentenciado (Constitución de la República: Art. 76 Núm. 6).

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los derechos y garantías de las personas privadas de libertad, establece la proporcionalidad en la determinación de las sanciones disciplinarias, indicando que las sanciones disciplinarias que se impongan a la persona privada de libertad deberán ser proporcionales a las faltas cometidas.

			Así, no se podrán imponer medidas sancionadoras indeterminadas ni que contravengan los derechos humanos (Numeral 16 del Art. 12 del COIP).

			Sentencias de la Corte Constitucional en relación con el principio de proporcionalidad de los delitos, las penas y de las medidas cautelares personales:

			- Sentencia 005-11-SCN-CC, de 3 de marzo del 2011, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 422, de jueves 7 de abril del 2011, p. 4. Este fallo cita a varios tratadistas, de la manera que sigue:

			a) El filósofo italiano Cesare Beccaria, en su Tratado de los Delitos y las Penas, afirmaba ya en 1764 que no solamente es interés común que no se cometan delitos, sino que sean más raros en proporción con el mal que causan a la sociedad, por consiguiente, los obstáculos que detengan a las personas de los delitos, deben ser más fuertes a medida que sean contrarios al bien público y a medida de los impulsos que arrastren a ellos, es decir, que debe haber proporción entre los delitos y las penas. Asimismo, si una pena igual se impone a dos delitos que ofenden a la sociedad desigualmente, los hombres no encontrarán obstáculo más fuerte para cometer el delito mayor, si con ello va unida una mayor ventaja.

			b) Kant sostenía, en la teoría del retribucionismo, que la pena retribuye el mal causado por el delito y, por tanto, ha de ser adecuada a la gravedad de la culpabilidad reflejada en el hecho.

			Como se observa dice la Corte, ya en aquellos tiempos se establecía la íntima relación que debe existir entre el hecho delictivo y la pena que el Estado retribuye al actor del ilícito, por lo que se hace evidente que la proporcionalidad se instituye como un elemento de lo que ha de ser la intervención penal, que refleja el interés de la sociedad en imponer una sanción, pena necesaria y suficiente para la represión y la prevención de los comportamientos delictivos, así como para el establecimiento de la garantía a favor del acusado de que no sufrirá un castigo que vaya más allá del mal causado.

			c) Gonzalo Quintero Olivares, respecto al principio de proporcionalidad manifiesta que en general, de la proporcionalidad se predica el adecuado equilibrio entre la reacción penal y sus presupuestos, tanto en el momento de la individualización legal de la pena (proporcionalidad abstracta) como en el de su aplicación judicial (proporcionalidad concreta)”379

			- Dictamen 001-11-DRC-CC, de 15 de febrero del 2011 (constitucionalidad de la convocatoria a referendo), publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 391, de miércoles 23 de febrero del 2011, p. 41, trata el tema de la proporcionalidad de las medidas cautelares y la pena, para lo cual se remite al criterio de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que ha establecido los parámetros a ser examinados cuando la legislación interna tiene como medida la prisión antes de la expedición de una sentencia condenatoria, los siguientes:

			1. La complejidad del asunto;

			2. La actividad procesal del interesado; y,

			3. La conducta de las autoridades judiciales.

			En tal sentido, los plazos vienen a ser parámetros auxiliares que complementan a los parámetros principales, por lo que bien pueden estar en la Constitución o en la ley, sin que vulnere derecho alguno; o bien podrían, eventualmente, aumentarse o disminuirse, aplicando criterios de razonabilidad y proporcionalidad, o inclusive podrían desparecer debido a la eficiencia del sistema penal para determinar las correspondientes responsabilidades penales en cada caso. Son los parámetros principales los que deben ser correspondientes con la Constitución y las normas internacionales, pues, al no serlo, las estarían violando.

			Principio de publicidad

			Juicios públicos: La regla general determina que todos los procesos penales serán públicos, salvo los casos de excepción previstos en la ley (Numeral 16 del Art. 5 del COIP).

			Al estructurarse el proceso penal por audiencias, el Código Orgánico Integral Penal señala además que éstas serán publicas en todas las etapas procesales, salvo cuando se trate de delitos:

			- Contra la integridad sexual y reproductiva;

			- Violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar; y,

			- Contra la estructura del Estado constitucional (Art. 562 del COIP).

			Otra excepción al principio de publicidad: La deliberación de las audiencias será reservada y en ningún caso las audiencias podrán ser grabadas por los medios de comunicación social (Numeral 2 del Art. 563 del COIP).

			Derecho de las personas a la información de procesos iniciados en su contra: La publicidad se vincula directamente con la comunicación e información de todo lo actuado para evitar la indefensión, de ahí que la Constitución de la República prescriba que toda persona tiene derecho a ser oportuna y debidamente informada, en su lengua materna, de las acciones iniciadas en su contra y además, tener acceso a todos los documentos y actuaciones del procedimiento (Constitución de la República: Arts. 76 Núm. 7 Literales a, d y f).

			Principio de territorialidad

			Competencia territorial del Juez o Tribunal: Hay competencia de un juez de garantías penales o de un tribunal de garantías penales cuando se ha cometido la infracción en la sección territorial en la que ese juez o tribunal ejerce sus funciones. Si hay varios juzgadores, la competencia se asignará de conformidad con el procedimiento establecido por la ley (Numeral 1 del Art. 404 del COIP).

			Además, se tendrá en cuenta que:

			A. Cuando la infracción se hubiera cometido en el límite de dos secciones territoriales, será competente el juez que previene en el conocimiento del proceso, de acuerdo con la ley (Numeral 5 del Art. 404 del COIP).

			B. Cuando la infracción se ha preparado e iniciado en un lugar y consumado en otro, el conocimiento de la causa corresponderá al juez de este último (Numeral 2 del Art. 404 del COIP).

			C. Cuando la infracción se comete en territorio extranjero, la persona procesada será juzgada por el juez de la circunscripción territorial en la que es aprehendida o detenida o por el juzgador de la capital de la República del Ecuador (Numeral 6 del Art. 404 del COIP).

			Caso de imposibilidad de determinación del lugar de la comisión del delito:

			A. Cuando no sea posible determinar el lugar de la comisión de la infracción o el delito se ha cometido en circunscripciones territoriales distintas o inciertas, será competente el juez del lugar en donde se aprehendió o detuvo al infractor, a menos que hubiera prevenido en el conocimiento el juez del domicilio del procesado, aunque se encuentre prófugo (Literales a y b del numeral 3 del Art. 404 del COIP).

			B. Del mismo modo, cuando no sea posible determinar el lugar de la comisión de la infracción o el ilícito se ha cometido en circunscripciones territoriales distintas o inciertas, será competente el juez de la capital de la República, si no es posible determinar el domicilio del procesado (Literal c del numeral 3 del Art. 404 del COIP).

			Si posteriormente se descubriera el lugar del delito, todo lo actuado será remitido al juez o tribunal de este último lugar para que prosiga con el enjuiciamiento, sin anular lo actuado. Si el proceso se inicia en una circunscripción territorial y la persona procesada ha sido aprehendida o detenida en otra circunscripción, la competencia se radicará a favor del juzgador que inicie el proceso (Numeral 4 del Art. 404 del COIP).

			Lo contenido en el párrafo precedente concuerda con el artículo 408 del COIP, que determina que en el caso de desplazamiento por motivo de competencia de un proceso penal de un juzgador a otro, todo lo actuado por el juzgador no competente se agregará al proceso del competente. Los actos procesales practicados por el primero tendrán plena validez legal, a menos que se encuentren motivos para anularlos.

			Las actuaciones de los fiscales no serán nulas por haberlas practicado fuera del ámbito territorial en el que ejercen funciones.

			Extraterritorialidad de la ley penal ecuatoriana:

			Están sujetos a la jurisdicción penal del Ecuador, a pesar de haber cometido un delito en el extranjero, las siguientes personas:

			1. La o el Jefe de Estado y los representantes diplomáticos del Ecuador, su familia y la comitiva, y los cónsules ecuatorianos que, en igual caso, lo hacen en el ejercicio de sus funciones consulares (Numeral 2 del Art. 400 del COIP).

			2. Los ecuatorianos o extranjeros que cometen una infracción a bordo de naves aéreas o marítimas de bandera ecuatoriana registradas en el Ecuador, ya sea en el espacio aéreo nacional o mar territorial ecuatoriano o en el espacio aéreo o mar territorial de otro Estado (Numeral 3 del Art. 400 del COIP).

			3. Los ecuatorianos o los extranjeros que cometen infracciones contra el derecho internacional o los derechos previstos en convenios o tratados internacionales vigentes, siempre que no hayan sido juzgados en otro Estado.

			Se exceptúan, con arreglo a las convenciones e instrumentos internacionales ratificados por la República del Ecuador, los jefes de otros Estados que se encuentren en el país, los representantes diplomáticos acreditados y residentes en el territorio ecuatoriano y los representantes diplomáticos de otros estados, transeúntes que pasen ocasionalmente por el territorio.

			Esta excepción se extiende al cónyuge, hijos, empleados extranjeros y demás comitiva de la o el jefe de estado o de cada representante diplomático, siempre que oficialmente pongan en conocimiento del Ministerio encargado de las relaciones exteriores, la nómina de tal comitiva o del personal de la misión (Inciso final del Art. 400 del COIP).

			Actos procesales:

			El fiscal podrá practicar dentro del territorio nacional, reconocimientos, inspecciones u otras diligencias de recopilación de evidencias, en lugares donde no ejerza sus funciones, cuando lo considere necesario dentro de la investigación o cuando uno de los sujetos procesales lo haya solicitado.

			Al tratarse del reconocimiento de lugares, resultados, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos o de impedir que personas con información necesaria se ausenten del lugar de los hechos, el fiscal podrá disponer la práctica de dichas diligencias al personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses o al personal del organismo competente en materia de tránsito.

			En el ejercicio privado de la acción penal, el juzgador podrá disponer a los peritos, diligencias establecidas en este artículo. Para la práctica de cualquier otra diligencia judicial podrá deprecar al juzgador del lugar respectivo (Art. 407 del COIP).

			Principio de tutela judicial efectiva

			Tutela efectiva: Toda persona tiene derecho a acceder a los órganos judiciales y a obtener de ellos la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, sin que en caso alguno quede en la indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley (Constitución de la República: Art. 75).

			Motivación de resoluciones: Las resoluciones de los poderes públicos que afecten a las personas, deberán ser motivadas. No habrá tal motivación, si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se ha fundado y si no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho.

			Motivación de sentencias condenatorias: Toda sentencia que declare la culpabilidad deberá mencionar como se ha comprobado conforme a Derecho la existencia del delito y la responsabilidad del acusado. Determinará con precisión el delito por el cual se lo condena y la pena que se le impone, así como la determinación de la reparación integral a la víctima (Constitución de la República: 76 Núm. 7 Lit. l// Inciso primero del artículo 621 del COIP).

			El Código Orgánico Integral Penal señala en relación a la motivación, que el juzgador fundamentará todas y cada una de sus decisiones, en particular, se pronunciará sobre los argumentos y razones relevantes expuestos por los sujetos procesales durante el proceso (Numeral 18 del Art. 5 del COIP).

			Delito por incumplimiento de decisiones de autoridad competente: La persona que incumpla órdenes, prohibiciones específicas o legalmente debidas, dirigidas a ella por autoridad competente en el marco de sus facultades legales, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada: El servidor militar o policial que se niegue a obedecer o no cumpla las órdenes o resoluciones legítimas de autoridad competente, siempre que al hecho no le corresponda una pena privativa de libertad superior con arreglo a las disposiciones del COIP, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Se aplicará el máximo de la pena prevista en el párrafo precedente, cuando el servidor militar o policial desobedezca o se resista a cumplir requerimientos legítimos de la Policía, en su función de agentes de autoridad y auxiliares de la Fiscalía General del Estado (Art. 282 del COIP).

			Sentencias de la Corte Constitucional en relación a la tutela judicial efectiva:

			- Sentencia No. 102-13-SEP-CC, dentro del Caso No. 0380-10-EP, de 4 de diciembre del 2013, hace notar que el contenido de este derecho implica garantizar tanto el acceso a los órganos de justicia, como el derecho al debido proceso de las personas, que incluye que la decisión se encuentre debidamente motivada, así como la observancia de procedimientos mínimos, y que se convierte en el derecho a la justicia obtenida en un procedimiento, superando las falencias que hacen ineficaz este derecho constitucional y además en el que prevalecen los principios sobre las reglas.

			- Sentencia No. 117-14-SEP-CC, dentro del Caso No. 1010-11-EP, señala que el derecho a la tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos de las personas, tiene relación con el derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales para que, luego de un proceso que observe las garantías mínimas establecidas en la Constitución y la ley, se haga justicia; por tanto, se puede afirmar que su contenido es amplio y en éste se diferencian tres momentos: el primero relacionado con el acceso a la justicia, el segundo con el desarrollo del proceso en un tiempo razonable; y, el tercero, tiene relación con la ejecución de la sentencia, esto es acceso a la jurisdicción, debido proceso y eficacia de la sentencia.

			- Sentencia No. 015-16-SEP-CC, dentro del Caso No. 1112-15-EP, de 13 de enero del 2016, determina que la tutela judicial efectiva garantiza a las personas el acceso a la justicia, sin que su pleno ejercicio se agote únicamente en la posibilidad de acudir a los órganos jurisdiccionales, pues implica también la obligación que tiene el operador de justicia de sustanciar la causa observando el procedimiento establecido por el ordenamiento jurídico para cada caso y concluyendo el mismo a través de una decisión motivada que garantice los derechos de las partes y que deberá ejecutarse adecuadamente dentro del marco jurídico aplicable.

			Principios del proceso penal

			Los principios establecidos por el Código Orgánico Integral Penal, se legitiman en la directriz de que en materia penal se aplican todos los principios que emanan de la Constitución de la República y de los instrumentos internacionales de derechos humanos (Art. 2 del COIP).

			Principios generales:

			Son dos los principios generales que rigen el área penal en Ecuador:

			1. Principio de mínima intervención: La intervención penal está avalada siempre y cuando sea estrictamente necesaria para la protección de las personas. Constituye el último recurso, cuando no son suficientes los mecanismos extrapenales (Art. 3 del COIP).

			2. Dignidad humana y titularidad de derechos: Los intervinientes en el proceso penal son titulares de los derechos humanos reconocidos por la Constitución de la República y los instrumentos internacionales. Las personas privadas de libertad conservan la titularidad de sus derechos humanos con las limitaciones propias de la privación de libertad y serán tratadas con respeto a su dignidad como seres humanos. Se prohíbe el hacinamiento (Art. 4 del COIP).

			Principios procesales:

			El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros establecidos en la Constitución, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado u otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios:

			1. Legalidad: No hay infracción penal, pena, ni proceso penal sin ley anterior al hecho. Este principio rige incluso cuando la ley penal se remita a otras normas o disposiciones legales para integrarla.

			2. Favorabilidad: En caso de conflicto entre dos normas de la misma materia, que contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa aún cuando su promulgación sea posterior a la infracción.

			3. Duda a favor del reo: El juzgador, para dictar sentencia condenatoria, debe tener el convencimiento de la culpabilidad penal de la persona procesada, más allá de toda duda razonable.

			4. Presunción de inocencia: Toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.

			5. Igualdad: Es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de vulnerabilidad.

			6. Impugnación procesal: Toda persona tiene derecho a recurrir del fallo, resolución o auto definitivo en todo proceso que se decida sobre sus derechos, de conformidad con lo establecido en la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y el COIP.

			7. Non reformatio in pejus - prohibición de empeorar la situación del procesado: Al resolver la impugnación de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona procesada cuando sea la única recurrente.

			8. Prohibición de forzar la autoincriminación: Ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal.

			9. Prohibición de doble juzgamiento - Non bis in ídem: Ninguna persona podrá ser juzgada ni penada más de una vez por los mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena son considerados para este efecto. La aplicación de sanciones administrativas o civiles derivadas de los mismos hechos que sean objeto de juzgamiento y sanción penal no constituye vulneración a este principio.

			10. Respeto a la intimidad: Toda persona tiene derecho a su intimidad personal y familiar. No podrán hacerse registros, allanamientos, incautaciones en su domicilio, residencia o lugar de trabajo, sino en virtud de orden del juzgador competente, con arreglo a las formalidades y motivos previamente definidos, salvo los casos de excepción previstos en el COIP.

			11. Oralidad: El proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las decisiones se tomarán en audiencia; se utilizarán los medios técnicos disponibles para dejar constancia y registrar las actuaciones procesales; y, los sujetos procesales recurrirán a medios escritos en los casos previstos en el COIP.

			12. Concentración: El juzgador concentrará y realizará la mayor cantidad de actos procesales en una sola audiencia; cada tema en discusión se resolverá de manera exclusiva con la información producida en la audiencia destinada para el efecto.

			13. Contradicción: Los sujetos procesales deben presentar, en forma verbal las razones o argumentos de los que se crean asistidos, replicar los argumentos de las otras partes procesales, presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra.

			14. Dirección judicial del proceso: El juzgador, de conformidad con la ley, ejercerá la dirección del proceso, controlará las actividades de las partes procesales y evitará dilaciones innecesarias. En función de este principio, el juzgador podrá interrumpir a las partes para solicitar aclaraciones, encauzar el debate y realizar las demás acciones correctivas.

			15. Impulso procesal: Corresponde a las partes procesales el impulso del proceso, conforme con el sistema dispositivo.

			16. Publicidad: Todo proceso penal es público salvo los casos de excepción previstos en el COIP.

			17. Inmediación: El juzgador celebrará las audiencias en conjunto con los sujetos procesales y deberá estar presente con las partes para la evacuación de los medios de prueba y demás actos procesales que estructuran de manera fundamental el proceso penal.

			18. Motivación: El juzgador fundamentará sus decisiones, en particular, se pronunciará sobre los argumentos y razones relevantes expuestos por los sujetos procesales durante el proceso.

			19. Imparcialidad: El juzgador, en todos los procesos a su cargo, se orientará por el imperativo de administrar justicia de conformidad con la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos y el COIP, respetando la igualdad ante la ley.

			20. Privacidad y confidencialidad: Las víctimas de delitos contra la integridad sexual, así como toda niña, niño o adolescente que participe en un proceso penal, tienen derecho a que se respete su intimidad y la de su familia. Se prohíbe divulgar fotografías o cualquier otro dato que posibilite su identificación en actuaciones judiciales, policiales o administrativas y referirse a documentación, nombres, sobrenombres, filiación, parentesco, residencia o antecedentes penales.

			21. Objetividad fiscal: En el ejercicio de su función, el fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los derechos de las personas. Investigará no solo los hechos y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad de la persona procesada, sino también los que la eximan, atenúen o extingan (Art. 5 del COIP).

			Principios de la Función Judicial y de la administración de justicia

			Principios del sistema procesal penal: El sistema procesal será un medio para la realización de la justicia. Hará efectivas las garantías del debido proceso.

			Principios de la Función Judicial según la Constitución: Los principios de la Función Judicial están consagrados a partir del artículo 172 de la Constitución de la República y se refieren a:

			1. Régimen de la administración de justicia: Los jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley.

			2. Principio de la debida diligencia: Los servidores judiciales, incluyéndose los jueces y los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia.

			3. Responsabilidad de los jueces: Los jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley.

			4. Derecho a impugnación judicial: Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la Función Judicial (Constitución de la República: Art. 173).

			5. Ejercicio exclusivo de labores del servidor judicial: Los servidores judiciales no podrán ejercer la abogacía ni desempeñar otro empleo público o privado, excepto la docencia universitaria fuera del horario de trabajo (Constitución de la República: Art. 174).

			6. Sanción de conductas impropias dentro del juicio: La mala fe procesal, el litigio malicioso o temerario, la generación de obstáculos o dilación procesal, serán sancionados de acuerdo a la ley (Constitución de la República: Art. 174).

			7. No participación de los jueces en partidos o movimientos políticos: Los jueces no podrán ejercer funciones de dirección en los partidos y movimientos políticos, ni participar como candidatos en los procesos de elección popular, ni realizar actividades de proselitismo político o religioso (Constitución de la República: Art. 174).

			8. Legislación y administración de justicia especializada para niños, niñas y adolescentes: Las niñas, niños y adolescentes estarán sujetos a una legislación y a una administración de justicia especializada, así como a operadores de justicia debidamente capacitados, se aplicarán los principios de la doctrina de protección integral. La administración de justicia especializada dividirá la competencia en protección de derechos y en responsabilidad de adolescentes infractores (Constitución de la República: Art. 175).

			9. Designación de servidores judiciales: Los requisitos y procedimientos para designar a los servidores judiciales deberán contemplar un concurso de oposición y méritos, impugnación y control social. Se propenderá a la paridad entre mujeres y hombres. Con excepción de los jueces de la Corte Nacional de Justicia, los servidores judiciales deberán aprobar un curso de formación general y especial, y pasar pruebas teóricas, prácticas y psicológicas para su ingreso al servicio judicial (Constitución de la República: Art. 176).

			10. Independencia de los órganos de la Función Judicial: Los órganos de la Función Judicial gozarán de independencia interna y externa. Toda violación a este principio conllevará responsabilidad administrativa, civil y penal, de acuerdo a la ley.

			11. Autonomía de la Función Judicial: La Función Judicial gozará de autonomía administrativa, económica y financiera.

			12. Unidad jurisdiccional: En virtud de la unidad jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas en la Constitución.

			Principios de la administración de justicia:

			1. Las leyes procesales: Las leyes procesales procurarán la simplificación, uniformidad, eficacia y agilidad de los trámites.

			2. Sanción por retardo en la administración de justicia: Si el retardo de la administración de justicia es imputable a los jueces o magistrados, ellos recibirán la sanción contemplada en la Ley (Constitución de la República: Art. 172 Inc. 3 // Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 15).

			3. Oralidad: La sustanciación de los procesos, que incluye la presentación y contradicción de las pruebas, se llevará a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo a los principios:

			
					Dispositivo

					De concentración

					Inmediación (Constitución de la República: Núm 6 del Art. 168).

			

			4. Gratuidad: El acceso a la administración de justicia será gratuito. La Ley establecerá el régimen de costas procesales. El régimen de costas procesales será regulado de conformidad con las previsiones del Código Orgánico de la Función Judicial y de las demás normas procesales aplicables a la materia.

			El Juez deberá calificar si el ejercicio del derecho de acción o de contradicción ha sido abusivo, malicioso o temerario. Quien haya litigado en estas circunstancias, pagará las costas procesales en que se hubiera incurrido, sin que en este caso se admita excepción alguna.

			Las costas procesales incluirán los honorarios de la defensa profesional de la parte afectada por esta conducta; además, quien litigue de forma abusiva, maliciosa o temeraria, será condenado además a pagar al Estado los gastos en que hubiere incurrido por esta causa (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 12).

			5. Publicidad: En todas sus etapas, los juicios y sus decisiones serán públicos, salvo los casos expresamente señalados en la Ley. De acuerdo a las circunstancias de cada causa, los miembros de los tribunales colegiados, podrán decidir que las deliberaciones para la adopción de las resoluciones se lleven a cabo privadamente.

			Téngase en cuenta que no podrán realizarse grabaciones en video de las actuaciones judiciales y se prohíbe a los jueces dar trámite a informaciones sumarias o diligencias previas que atenta a la honra y dignidad de las personas o a su intimidad (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 13).

			Principios rectores de la ejecución de las penas y de las medidas cautelares personales

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, se deberán observar los siguientes principios:

			1. Separación y respeto a la dignidad humana:

			a) Las personas privadas de libertad se alojarán en diferentes lugares de privación de libertad o en distintas secciones dentro de dichos establecimientos, de acuerdo a su sexo u orientación sexual, edad, razón de la privación de libertad, necesidad de protección de la vida e integridad de las personas privadas de libertad o las necesidades especiales de atención, según las disposiciones del Libro III del COIP.

			b) En ningún caso, la separación de las personas privadas de libertad se utilizará para justificar discriminación, imposición de torturas, tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes o condiciones de privación de libertad más rigurosas o menos adecuadas a un determinado grupo de personas (Art. 7 del COIP).

			2. Tratamiento individualizado:

			En la rehabilitación de las personas privadas de libertad se considerarán sus necesidades, capacidades y habilidades con el fin de estimular su voluntad de vivir conforme con la ley, trabajar y respetar a los demás (Art. 8 del COIP).

			3. Participación y voluntariedad:

			La participación de las personas privadas de libertad en las actividades y programas implementados en los centros de privación de libertad es integral, individual y voluntaria (Art. 9 del COIP).

			4. Prohibición de privación de libertad en centros no autorizados:

			Se prohíbe cualquier forma de privación de libertad en instalaciones o lugares no autorizados legalmente, así como toda forma de arresto, coerción o privación de libertad derivada de procedimientos disciplinarios administrativos (Art. 10 del COIP).

			Prisión preventiva

			(Ver Caución)

			Aplicación y requisitos de la prisión preventiva: Dentro de las medidas cautelares personales, es decir, aquellas que sirven para asegurar la inmediación de la persona al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena que puede dictar el juez de garantías penales, se encuentra la prisión preventiva, procedente como medida de última ratio (Primera parte del Art. 534 del COIP)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, la prisión preventiva podrá ser solicitada por el fiscal al juzgador, de manera fundamentada, siempre que concurran los siguientes requisitos:

			1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público de la acción.

			2. Elementos de convicción claros y precisos de que el procesado es autor o cómplice de la infracción.

			La reforma del 2019 añade que esos elementos sean justificados y que, en todo caso, la sola existencia de indicios de responsabilidad no constituye razón suficiente para ordenar la prisión preventiva.

			3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de la libertad son insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su presencia en el juicio o el cumplimiento de la pena.

			En la reforma del 2019 se agrega que el Fiscal demostrará que las medidas cautelares personales distintas a la prisión preventiva no son suficientes y, el juzgador, al dictar la prisión preventiva, motivará su decisión y explicará las razones por las cuales las otras medidas son insuficientes.

			4. Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un año.

			La reforma del 2019 deja en claro que en los requisitos 1 y 2, el parte policial no constituye ningún elemento de convicción, ni será fundamento para solicitar o conceder la prisión preventiva. El parte será meramente referencial.

			De ser el caso, el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva, deberá tener en consideración si el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión preventiva otorgada con anterioridad (Art. 534 del COIP).

			Revocatoria de la orden de prisión preventiva:

			La prisión preventiva, se revocará cuando:

			1. Se han desvanecido los indicios o elementos de convicción que la motivaron.

			2. La persona procesada ha sido sobreseída o se ha ratificado su estado de inocencia.

			3. Se produce la caducidad de prisión preventiva. En este caso no se podrá ordenar nuevamente la prisión preventiva.

			4. Por declaratoria de nulidad que afecte dicha medida (Art. 535 del COIP).

			Suspensión de la prisión preventiva:

			Se suspende la orden de prisión preventiva cuando el procesado rinda caución (Art. 538 del COIP).

			Sustitución de la prisión preventiva:

			El Código Orgánico Integral Penal al referirse a la sustitución de la prisión preventiva, señala que la misma podrá ser reemplazada por las medidas cautelares establecidas en el COIP; sin embargo, no cabrá la sustitución en las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad superior a cinco años.

			Además, establece que si se incumple la medida sustitutiva, el juzgador la dejará sin efecto y en el mismo acto, ordenará la prisión preventiva del procesado (Art. 536 del COIP).

			Se deja constancia que con la reforma del 2019 se determina que tampoco se podrá sustituir la prisión preventiva cuando se trate de un caso de reincidencia.

			Casos especiales de sustitución de la prisión preventiva por arresto domiciliario:

			Sin perjuicio de la pena con la que se sancione la infracción, la prisión preventiva podrá ser sustituida por el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica, en los siguientes casos:

			1. Cuando la procesada es una mujer embarazada y se encuentre hasta en los noventa días posteriores al parto. En los casos de que el hijo nazca con enfermedades que requieren cuidados especiales de la madre, podrá extenderse hasta un máximo de noventa días más.

			2. Cuando la persona procesada es mayor de sesenta y cinco años de edad.

			3. Cuando la persona procesada presente una enfermedad incurable en etapa terminal, una discapacidad severa o una enfermedad catastrófica, de alta complejidad, rara o huérfana que no le permita valerse por sí misma, que se justifique mediante la presentación de un certificado médico otorgado por la entidad pública correspondiente.

			La reforma del 2019 agrega el numeral 4: Cuando el procesado sea miembro activo de la Policía Nacional y de seguridad penitenciaria y el hecho investigado tenga relación con una circunstancia suscitada en el cumplimiento de su deber legal.

			En los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, el arresto domiciliario no podrá cumplirse en el domicilio donde se encuentra la víctima (Art. 537 del COIP).

			Prohibición de orden de prisión preventiva:

			El Código Orgánico Integral Penal estipula que no se podrá dictar prisión preventiva, cuando:

			1. Se trate de delitos de ejercicio privado de la acción.

			2. Se trate de contravenciones.

			3. Se trate de delitos sancionados con penas privativas de libertad que no excedan de un año (Art. 539 del COIP).

			Caducidad de la prisión preventiva:

			Según nuestra Constitución, la prisión preventiva no puede exceder de seis meses, en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año, en delitos sancionados con reclusión. En ambos casos, el plazo para que opere la caducidad, se cuenta a partir de la fecha en que se hizo efectivo el auto de prisión preventiva. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión preventiva queda sin efecto, bajo la responsabilidad del juez que conoce la causa.

			Pese a esto, es importante tener en cuenta que la propia Constitución establece que la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y, se suspenderá ipso jure el decurso del plazo de la prisión preventiva si por cualquier medio, la persona procesada ha evadido, retardado, evitado o impedido su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad.

			Si la dilación ocurriera durante el proceso o produjera la caducidad, sea esta por acciones u omisiones de juezas, jueces, fiscales, defensor público, peritos o servidores de órganos auxiliares, se considerará que estos han incurrido en falta gravísima y deberán ser sancionados de conformidad con la ley (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 9).

			El Código Orgánico Integral Penal, al eliminar la distinción de las penas privativas de libertad en prisión y reclusión, respecto a la caducidad de la prisión preventiva, establece las siguientes reglas:

			1. No podrá exceder de seis meses, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad de hasta cinco años.

			2. No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de libertad mayor a cinco años.

			3. El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo efectiva la orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirán estos plazos.

			4. Para efectos del COIP, de conformidad con la Constitución, se entenderán como delitos de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad por más de cinco años y como delitos de prisión, los restantes.

			5. La orden de prisión preventiva caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos señalados, por lo que el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona procesada y comunicará de este particular al Consejo de la Judicatura.

			6. Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no imputables a la administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva.

			7. Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, defensores públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina y ciencias forenses, se considerará que incurren en falta gravísima y deberán ser sancionados conforme las normas legales correspondientes.

			8. Para la determinación del plazo tampoco se computará el tiempo que transcurra entre la fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición de las sentencias sobre las recusaciones demandadas, exclusivamente cuando estas sean negadas.

			9. El juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, de considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con el proceso, podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante el juzgador o la prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá disponer el uso del dispositivo de vigilancia electrónica.

			10. La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse hecho efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su sustanciación.

			11. El fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, imputando otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, cometerá una infracción grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función Judicial (Art. 541 del COIP).

			Audiencia para la medida cautelar de prisión preventiva:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, la aplicación, revocatoria, sustitución, suspensión o revisión de la prisión preventiva, será adoptada por el juzgador en audiencia, oral, pública y contradictoria de manera motivada (Art. 540 del COIP).

			Apelación de la orden de prisión preventiva:

			El Código Orgánico Integral Penal contempla la apelación de la resolución que concede o niega la prisión preventiva, siempre y cuando la decisión haya sido dictada en la formulación de cargos o durante la instrucción fiscal (Numeral 5 del Art. 653 del COIP).

			Breves referencias acerca de la excepcionalidad de la prisión preventiva y el tratamiento del encarcelamiento preventivo en los tratados de derechos humanos:

			“En la prisión preventiva se juega el Estado de Derecho”380

			Alberto Bovino con total propiedad indica que el principio de inocencia es una valla frente a la arbitrariedad y para la aplicación de la “pena de sospecha” del modelo procesal inquisitivo; no en vano, en la mayoría de Constituciones se plasman los principios del Estado liberal, resaltando aquel que determina que nadie puede ser penado sin un juicio previo381.

			A pesar de este contexto normativo, existe un abuso del encarcelamiento preventivo que transgrede las directrices constantes en sendos instrumentos de Derecho Internacional de derechos humanos, que buscan proteger la libertad y entregar los insumos mínimos a observarse en el trato de los presos sin condena, como por ejemplo: Las Reglas de Beijing, las Directrices de Riad de delincuencia juvenil, las Reglas de Tokio, las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad y las Reglas mínimas y Principios básicos para el tratamiento de lo reclusos de las Naciones Unidas382.

			Lo que el marco internacional busca es que se cumplan por parte de todos los órganos públicos al menos 4 exigencias:

			1. Una observancia irrestricta y racional de los requisitos sustantivos que autoricen la detención.

			2. Ejercicio de control judicial de la detención.

			3. Acatamiento de condiciones materiales de cumplimiento de la privación de libertad; y,

			4. Una limitación temporal estricta del encarcelamiento procesal383.

			En esta línea, por el contenido, sentido y alcance del principio de inocencia, el Estado tiene la obligación de probar la culpabilidad de cualquier persona, respetando las garantías del procedimiento, puesto que a nadie se le supone culpable, o sea, no se le puede prejuzgar, menos aún privar de la libertad anticipadamente.

			En consecuencia, por el contenido del principio, se exige la realización de un juicio penal para obtener una sentencia condenatoria; la sentencia tendrá que basarse en la certeza del tribunal; la carga de la prueba recae en el órgano acusador (onus probandi); y, el imputado tiene que ser tratado como inocente durante la sustanciación del proceso, por lo que lo obvio es que deba permanecer en libertad384.

			Por lo dicho, la prisión preventiva debe tener un fin procesal, que no es otro que la correcta averiguación de la verdad y el desarrollo normal del proceso. Por esto es que no se le puede otorgar fines propios de pena (materiales o sustantivos), menos asignarle propósitos retributivos o preventivos, es decir, se detenga a la persona por ser peligrosa o para evitar que vuelva a delinquir385.

			Los varios instrumentos internacionales la permiten solo cuando se la usa para garantizar la comparecencia del imputado al procedimiento y para la ejecución de la sentencia condenatoria y, además, cuando el individuo obstaculiza la averiguación de la verdad, o sea, existe un riesgo de fuga que impida la aplicación del Derecho Penal material.

			Importante tener en consideración que se deberá demostrar que el peligro procesal (que no se presume) no puede ser neutralizado por otras medidas menos severas, en adición, debe basare en hechos ciertos y objetivos (sospecha razonable de evasión de la justicia) de que la persona fugará u obstaculizará la marcha de la investigación386.

			En suma, la detención preventiva, que es una medida excepcional, procederá cuando:

			1. El comportamiento del imputado afecte negativamente al proceso de averiguación de la verdad o implique una amenaza a los testigos o conlleve la destrucción de pruebas.

			2. La persona pone en peligro la aplicación efectiva de la sanción.

			La excepcionalidad a raíz de lo señalado, busca evitar que la detención se la use como castigo; que se la haga por meras sospechas o sin indicios. Lo que concuerda con el sentido de instrumentos internacionales de derechos humanos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que señala que la detención no debe ser la regla general (Núm. 3 del Art. 9) y, el Comité de Derechos Humanos de la ONU, que determina que la detención debe ser legal, razonable y necesaria.

			Son las conocidas como Reglas de Tokio las que disponen que a fin de asegurar una mayor flexibilidad y evitar la aplicación innecesaria de la pena de prisión, el sistema de justicia penal deba establecer una serie de medidas alterativas a la detención desde la fase anterior al juicio hasta la fase posterior a la sentencia (Regla 2, No. 3 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de libertad)387.

			Para terminar con las ideas precedentes, es menester referirnos a dos principios adicionales a considerarse:

			A. El Principio de proporcionalidad, que es una consecuencia del principio de inocencia, se erige como el límite más racional a la posibilidad de privar de la libertad a un imputado. Así, se tendrá en cuenta que la detención deberá ser proporcional al castigo (no supere la gravedad de la pena); procederá solo en infracciones graves; no superará el tiempo de la pena; y, el juez deberá comparar entre la medida y la pena eventualmente aplicable (no la del tipo penal)388.

			B. El Principio de provisionalidad de toda detención preventiva, que conlleva el supuesto de que la detención persistirá solo si se mantienen los elementos que la motivaron. Si desaparecen los elementos, se debe ordenar la inmediata libertad; y, la detención será siempre revisable, ora de oficio por el juez o a pedido del detenido389.

			“El encarcelamiento preventivo funciona, en la práctica, como pena anticipada (...) el imputado queda en la misma situación que un condenado pero sin juicio, sin respeto por el trato de inocencia, sin acusación, sin prueba y sin defensa, cuando, constitucionalmente, su situación debería ser la contraria (...)”.390

			Privación forzada de la capacidad de reproducción

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Este delito contra la integridad sexual y reproductiva, según el Código Orgánico Integral Penal, se configura a través de los siguientes elementos:

			Figura genérica: La persona que sin justificación de tratamiento médico o clínico, sin consentimiento o viciando el consentimiento, libre e informado, priva definitivamente a otra de su capacidad de reproducción biológica, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Figura agravada: Cuando la víctima sea menor de dieciocho años de edad o no tenga capacidad para comprender el significado del hecho o por cualquier causa no pueda resistirlo, la pena privativa de libertad será de diez a trece años (Art. 165 del COIP).

			Privación ilegal de la libertad

			Derecho a detención legal por orden de juez: En nuestro ordenamiento jurídico está prohibida la detención ilegal de cualquier persona, por tanto, nadie puede ser privado de su libertad sino por orden escrita de juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades prescritas en la ley, salvo en el caso de delito flagrante, en cuyo caso tampoco podrá mantenérsele detenido sin fórmula de juicio, por más de veinticuatro horas.

			Además téngase en cuenta que ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una orden escrita emitida por juez competente, salvo en el caso de delito flagrante. Las personas procesadas o indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de la libertad, permanecerán en centros de privación provisional de libertad legalmente establecidos (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 2, 4, 5 y 7). Nadie podrá ser incomunicado (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 6).

			Aplicación excepcional de la privación de libertad: Nuestra Constitución determina que la privación de la libertad se aplicará excepcionalmente, cuando sea necesaria para garantizar la comparecencia al proceso, o para asegurar el cumplimiento de la pena. El juez siempre podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión preventiva (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 1).

			Derecho de información de las razones de la detención: Una vez que una persona ha sido detenida, se entiende con la respectiva orden de autoridad competente, tendrá derecho a conocer en forma clara las razones de su detención, la identidad de la autoridad que la ordenó, la de los agentes que la llevan a cabo y la de los responsables del respectivo interrogatorio.

			También tendrá derecho a:

			- Ser informada de su derecho de permanecer en silencio;

			- Solicitar la presencia de un abogado; y,

			- Comunicarse con un familiar o con cualquier persona que indique (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 4).

			- Si la persona es extranjera, quien lleve a cabo la detención, informará inmediatamente al representante consular de su país (Constitución de la República: Art. 77 Núm. 5).

			Delitos contra la libertad individual: El Código Orgánico Integral Penal limita la protección a dos figuras:

			a) El servidor público que prive ilegalmente de libertad a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años.

			b) El servidor público que disponga la privación de libertad a una persona en lugares diferentes a los destinados para el efecto por la normativa vigente, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 160 del COIP).

			Procedimiento abreviado

			(Ver Procedimientos especiales // Suspensión condicional de la pena)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, el procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad con las siguiente reglas:

			1. Las infracciones sancionadas con pena máxima privativa de libertad de hasta diez años, son susceptibles de procedimiento abreviado.

			Según el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019) se propuso que queden excluidos de procedimiento abreviado los delitos de secuestro y los delitos contra la integridad sexual y reproductiva de niños, niñas y adolescentes. El Presidente de la República en su veto parcial (octubre del 2019) excluye los delitos de secuestro, contra la integridad sexual y reproductiva y cuando se trate del delito de violencia sexual contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			2. La propuesta del fiscal podrá presentarse desde la audiencia de formulación de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio.

			3. La persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación de este procedimiento como la admisión del hecho que se le imputa.

			4. El defensor público o privado acreditará que la persona procesada ha prestado su consentimiento libremente, sin violación a sus derechos constitucionales.

			5. La existencia de varias personas procesadas no impide la aplicación de las reglas del procedimiento abreviado.

			6. En ningún caso la pena a aplicarse podrá ser superior o más grave a la sugerida por el fiscal (Art. 635 del COIP).

			Trámite del procedimiento abreviado:

			A. El fiscal propondrá a la persona procesada y al defensor público o privado acogerse al procedimiento abreviado y de aceptar, acordará la calificación jurídica del hecho punible y la pena.

			B. La defensa de la persona procesada, pondrá en conocimiento de su representada o representado la posibilidad de someterse a este procedimiento, explicando de forma clara y sencilla en qué consiste y las consecuencias que el mismo conlleva.

			C. La pena sugerida será el resultado del análisis de los hechos imputados y aceptados y de la aplicación de circunstancias atenuantes, conforme lo previsto en el COIP, sin que la rebaja sea menor al tercio de la pena mínima prevista en el tipo penal.

			D. El fiscal solicitará por escrito o de forma oral el sometimiento a procedimiento abreviado al juzgador competente (juez de garantías penales), acreditando todos los requisitos previstos, así como la determinación de la pena reducida acordada (Art. 636 del COIP).

			E. Recibida la solicitud, el juzgador convocará a los sujetos procesales, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a audiencia oral y pública, en la que se definirá si se acepta o rechaza el procedimiento abreviado. Si es aceptado, se instalará la audiencia inmediatamente y dictará la sentencia condenatoria.

			F. El juzgador escuchará al fiscal y consultará de manera obligatoria a la persona procesada su conformidad con el procedimiento planteado en forma libre y voluntaria, explicando de forma clara y sencilla los términos y consecuencias del acuerdo que este podría significarle.

			La víctima podrá concurrir a la audiencia y tendrá derecho a ser escuchada por el juzgador.

			G. En la audiencia, verificada la presencia de los sujetos procesales, el juzgador concederá la palabra al fiscal para que presente en forma clara y precisa los hechos de la investigación con la respectiva fundamentación jurídica. Posteriormente, se concederá la palabra a la persona procesada para que manifieste expresamente su aceptación al procedimiento.

			H. En el caso de que la solicitud de procedimiento abreviado se presente en la audiencia de calificación de flagrancia, formulación de cargos o en la preparatoria de juicio, se podrá adoptar el procedimiento abreviado en la misma audiencia, sin que para tal propósito se realice una nueva (Art. 637 del COIP).

			I. El juzgador en la audiencia, dictará su resolución de acuerdo con las reglas del COIP, que incluirá la aceptación del acuerdo sobre la calificación del hecho punible, la pena solicitada por el fiscal y la reparación integral de la víctima, de ser el caso (Art. 638 del COIP).

			J. Negativa de aceptación del acuerdo: Si el juzgador considera que el acuerdo de procedimiento abreviado no reúne los requisitos exigidos en el COIP, porque vulnera derechos de la persona procesada o de la víctima, o porque de algún modo no se encuentra apegado a la Constitución e instrumentos internacionales, lo rechazará y ordenará que el proceso penal se sustancie en trámite ordinario.

			El acuerdo no podrá ser prueba dentro del procedimiento ordinario (Art. 639 del COIP).

			Importante tener en cuenta que el Código Orgánico Integral Penal no contempla recurso de apelación para la resolución que se obtenga del procedimiento abreviado.

			Resoluciones de la Corte Nacional de Justicia acerca del procedimiento abreviado:

			I. La Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 09-2018, expidió ciertas reglas en relación al procedimiento abreviado, al tenor de lo siguiente:

			1. ¿Quién lo propone?

			Puede ser propuesto por el Fiscal únicamente desde la audiencia de formulación de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio (Art. 1).

			2. ¿Quién lo resuelve?

			La competencia exclusiva para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado corresponde al juez de garantías penales (Art. 1).

			3. Acerca de la pena resultante de la negociación entre fiscal y procesado

			En el procedimiento abreviado, como resultado de la negociación entre el fiscal y el procesado, que incluye el análisis de los hechos imputados y admitidos, así como la aplicación de atenuantes (incluida la trascendental), la pena a imponerse nunca podrá ser menor al tercio de la pena mínima determinada en el tipo penal (Art. 2)

			Para el correcto cálculo de la pena, la Corte considera que no se aplica la regla general de atenuación de las penas, sino una fórmula distinta.

			Por ejemplo, en el caso de un delito sancionado con una pena de privación de libertad de tres a cinco años, la pena a ser impuesta nunca podrá ser menor al tercio de la pena mínima del tipo penal, o sea, no podrá ser menor a un año (p. 11).

			Mírese que si se tratara de la regla de atenuación, es decir, si existen al menos dos circunstancias atenuantes de la pena y no hay agravantes no constitutivas o modificatorias, se impondría el mínimo previsto en el tipo penal, reducido en un tercio. Así, en el mismo delito de pena de prisión de tres a cinco años, si tomamos la pena de tres años y se le reduce el tercio de un año, resultaría como sanción a imponerse la de dos años de privación de libertad (pp. 11 y 12).

			Como se observa, el procedimiento abreviado arroja una pena menor, porque al fin de cuentas el acusado está aceptando el hecho que se le atribuye y esto debe suponerle un beneficio atractivo, dado que si la pena a la que se vería expuesto sería igual a la que podría recibir en un procedimiento regular con la aplicación de atenuantes o, incluso, podría tener la expectativa de una sentencia que confirme su inocencia, no tendría sentido se acoja al procedimiento especial (p. 12).

			4. Consideraciones generales del Alto órgano de justicia

			La Corte Nacional deja en claro que el procedimiento abreviado tiene fundamento en los principios de eficacia, eficiencia, simplificación y economía procesal, por medio de los cuales se busca que los procesos sean resueltos en un tiempo razonable y con todo ello, la administración de justicia, en procura de la tutela judicial efectiva, otorgue una respuesta ágil, oportuna y suficiente en términos de calidad tanto a la víctima, por la reparación integral, como al procesado, a través de una pena beneficiosa y que atienda a sus fines (p. 8).

			Es claro que lo que se quiere evitar es que la actividad jurisdiccional se vea ocupada infructuosamente, ya que se privilegia para los tribunales de garantías penales la competencia exclusiva de conocer y resolver la etapa de juicio en los procedimientos en los que, por la naturaleza de la infracción, es ineluctable su intervención, porque se requiere la necesaria contradicción entre fiscal y procesado (Ibíd.)

			II. Resolución de la Corte Nacional de Justicia acerca de la imposibilidad de aplicar la suspensión condicional de la pena privativa de libertad en los procedimientos abreviados:

			La Corte Nacional de Justicia, por medio de su Resolución No. 02-2016, publicada en el Primer Suplemento del Registro Oficial No. 739, de 22 de abril del 2016, determinó que debido a la confusión por parte de los operadores de justicia, por la coincidencia entre los requisitos que debe cumplir el sentenciado en un procedimiento ordinario o en uno directo para beneficiarse de la suspensión condicional de la pena, como de aquel que ha sido condenado en un procedimiento abreviado, aclara en el artículo único de su decisión, que la sentencia de condena a pena privativa de libertad en el procedimiento abreviado, no es susceptible de suspensión condicional.

			
					Ver Procedimiento abreviado en Flujogramas prácticos de procesos.

			

			Procedimiento de acción penal privada

			(Ver Procedimientos especiales // Acción penal)

			Procedencia: Este procedimiento se aplica a los delitos de acción privada contemplados en el artículo 415 del Código Orgánico Integral Penal, que se iniciará mediante la presentación de la respectiva querella, sin que la Fiscalía General del Estado actúe en esta clase de delitos y acciones.

			Son delitos de acción privada:

			
					Calumnia

					Usurpación

					Estupro

					Lesiones que generen incapacidad o enfermedad de hasta treinta días, con excepción de los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar y delitos de tránsito (Art. 415 del COIP).

			

			La reforma del 2019 agrega como delitos de acción privada a los delitos contra animales que forman parte del ámbito para el manejo de la fauna urbana.

			Este procedimiento, se somete según el Código Orgánico Integral Penal, a las siguientes directrices:

			Reglas generales:

			1. Quien acuse por un delito de ejercicio privado de la acción penal, deberá proponer la querella por sí o mediante apoderado especial ante el juez de garantías penales.

			2. La querella se presentará por escrito y contendrá:

			a) Nombres, apellidos, dirección domiciliaria y número de cédula de ciudadanía o identidad, o pasaporte del querellante.

			b) El nombre y apellido del querellado y si es posible, su dirección domiciliaria.

			c) La determinación de la infracción de que se le acusa.

			d) La relación circunstanciada de la infracción, con determinación del lugar y la fecha en que se cometió.

			e) La protesta de formalizar la querella.

			f) La firma del querellante o de su apoderado con poder especial el cual deberá acompañarse. El poder contendrá la designación precisa del querellado y la relación completa de la infracción que se requiere querellar.

			g) Si el querellante no sabe o no puede firmar, concurrirá personalmente ante el juzgador y en su presencia estampa su huella digital.

			3. El querellante concurrirá personalmente ante el juzgador, para reconocer su querella.

			4. En los procesos que trata esta sección, no se ordenarán medidas cautelares y podrán concluir por abandono, desistimiento, remisión o cualquier otra forma permitida por el COIP (Art. 647 del COIP).

			Trámite:

			1. Citación y contestación:

			1.1 El juzgador deberá examinar los requisitos de la acusación de acuerdo con las normas establecidas en el COIP. Admitida la querella a trámite, se citará con la misma al querellado; si se desconoce el domicilio, la citación se hará por la prensa, conforme la normativa aplicable. La boleta o la publicación deberá contener la prevención de designar a un defensor público o privado y de señalar casilla o domicilio judicial o electrónico para las notificaciones.

			1.2 Citado el querellado, la contestará en un plazo de diez días. Una vez contestada, el juzgador concederá un plazo de seis días para que las partes presenten y soliciten prueba documental, soliciten peritajes y anuncien los testigos que deberán comparecer en la audiencia (Art. 648 del COIP).

			2. Audiencia de conciliación y juzgamiento:

			Una vez que concluya el plazo para la presentación de la prueba documental y anunciación de testigos o peritos, el juzgador señalará día y hora para la audiencia final, en la que el querellante y querellado podrán llegar a una conciliación. El acuerdo se pondrá en conocimiento del juzgador para que ponga fin al proceso.

			La audiencia se llevará a cabo de acuerdo con las siguientes reglas:

			2.1 Si no se logra la conciliación, se continuará con la audiencia y el querellante formalizará su querella, el defensor público o privado presentará los testigos y peritos previamente anunciados, quienes contestarán al interrogatorio y contrainterrogatorio.

			2.2 El juzgador podrá solicitar explicaciones a los declarantes para tener una comprensión clara de lo que dicen.

			2.3 El querellado o el defensor público o privado procederá de igual forma con sus testigos presentados y pruebas.

			2.4 A continuación, se iniciará el debate concediendo la palabra, en primer término al querellante y luego al querellado, garantizando el derecho a réplica para las partes.

			2.5 Si el querellado no acude a la audiencia, se continuará con la misma en su ausencia.

			2.6 Luego del debate, el juzgador dará a conocer su sentencia siguiendo las reglas del COIP.

			2.7 El juzgador que dicte sentencia en esta clase de procedimiento, declarará de ser el caso, si la querella ha sido temeraria o maliciosa.

			2.8 La persona condenada por temeridad pagará las costas procesales, así como la reparación integral que corresponda.

			2.9 En caso de que el juzgador la califique de maliciosa, el querellado podrá iniciar la acción penal correspondiente (Art. 649 del COIP).

			3. Inasistencia injustificada:

			Si el querellante no asiste de manera justificada a la audiencia, el juzgador, de oficio declarará desierta la querella con los mismos efectos del abandono, sin perjuicio de que se declare maliciosa o temeraria (Art. 650 del COIP).

			4. Desistimiento o abandono:

			En los delitos en los que proceda el ejercicio privado de la acción, se entenderá abandonada la querella, si el querellante deja de impulsarla por treinta días, contados desde la última petición o reclamación que se ha presentado al juzgador, a excepción de los casos en los que por el estado del proceso ya no necesite la expresión de voluntad del querellante.

			El juzgador declarará abandonada la querella únicamente a petición del querellado. Declarado el abandono, el juzgador tendrá la obligación de calificar en su oportunidad, si la querella ha sido maliciosa o temeraria (Art. 651 del COIP).

			Procedimientos especiales

			(Ver Procedimiento abreviado // Procedimiento directo // Procedimiento expedito // Procedimiento para el ejercicio privado de la acción penal // Procedimiento unificado, especial y expedito para delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar)

			Según el artículo 634 del Código Orgánico Integral Penal, antes de la reforma del 2019, existieron cuatro procedimientos especiales:

			1. Procedimiento Abreviado: Para las infracciones sancionadas con una pena máxima privativa de libertad de hasta diez años (Arts. 635-639 del COIP).

			2. Procedimiento Directo: Para el caso de delitos flagrantes que tengan una pena máxima privativa de libertad de hasta cinco años y, en el caso de los delitos contra la propiedad, cuyo monto no exceda a treinta salarios básicos unificados del trabajador en general, que del mismo modo sean calificados como flagrantes (Art. 640 del COIP).

			3. Procedimiento Expedito: Para las contravenciones penales, de tránsito y la contravención contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Arts. 641-646 del COIP).

			4. Procedimiento para el ejercicio privado de la acción penal: Se aplicará en el caso de los delitos de acción penal privada (Arts. 647-651 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se crea un nuevo procedimiento especial:

			5. Procedimiento unificado, especial y expedito: Para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Arts. 651.1 – 651.5 /6)

			Procedimiento directo

			(Ver delito flagrante - Audiencia de calificación de flagrancia // Delitos sancionados con pena de hasta cinco años de privación de libertad)

			Este procedimiento constante en el Código Orgánico Integral Penal, se caracteriza por concentrar todas las etapas del proceso en una sola audiencia, la cual se regirá a través de las siguientes reglas:

			Aplicabilidad: Procederá en:

			A) Los delitos calificados como flagrantes sancionados con pena máxima privativa de libertad de hasta cinco años y,

			B) Los delitos contra la propiedad cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos unificados del trabajador en general, del mismo modo calificados como flagrantes.

			Exclusión: Se excluirán de este procedimiento las infracciones:

			- Contra la eficiente administración pública.

			- Los delitos contra la inviolabilidad de la vida e integridad y libertad personal con resultado de muerte.

			Con la reforma del 2019, se excluyen además los delitos contra la integridad sexual y reproductiva y los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			Trámite:

			1. El juez de garantías penales será competente para sustanciar y resolver este procedimiento.

			2. Antes de la reforma del 2019, se determinó que una vez calificada la flagrancia, el juzgador señalaría día y hora para realizar la audiencia de juicio directo en el plazo máximo de diez días, en la cual dictaba sentencia.

			La reforma del 2019 señala que una vez calificada la flagrancia, el juzgador señalará día y hora para realizar la audiencia de juicio directo en el plazo máximo de veinte días, dentro del cual las partes podrán solicitar al fiscal la práctica de diligencias y actuaciones necesarias.

			3. Hasta tres días antes de la audiencia, las partes realizarán el anuncio de pruebas por escrito.

			Con la reforma del 2019 se añade que si el procesado tiene una prueba fundamental que evidencie su estado de inocencia y que no pudo conocerla, reproducirla o no tener acceso anterior, podrá presentarla en la misma en la misma audiencia de juicio directo.

			4. De considerar necesario de forma motivada de oficio o a petición de parte, el juzgador podrá suspender el curso de la audiencia por una sola vez, indicando el día y hora para su continuación, que no podrá exceder de quince días a partir de la fecha de su inicio.

			La reforma del 2019 indica que iniciada la audiencia de juicio, el juez solicitará a las partes que se pronuncien sobre la existencia de vicios formales, cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, validez procesal, exclusión de pruebas y las demás previstas en los artículos 601 y 604 del COIP, momento en el cual el fiscal podrá abstenerse de acusar y el juzgador dictar auto de sobreseimiento, con lo que concluirá la audiencia. De existir acusación fiscal se continuará con la audiencia de juicio, aplicando las reglas para la etapa de juicio previstas en el artículo 699 y siguientes del COIP.

			5. En caso de no asistir la persona procesada a la audiencia, el juzgador podrá disponer su detención con el único fin de que comparezca exclusivamente a ella. Si no se puede ejecutar la detención, se procederá conforme a las reglas del Código Orgánico Integral Penal.

			6. De la sentencia dictada en esta audiencia, se podrá interponer los recursos establecidos en el Código Orgánico Integral Penal (Art. 640 COIP).

			Resolución de la Corte Nacional de Justicia en relación al procedimiento directo en los delitos contra la propiedad:

			La Corte Nacional de Justicia, en su Resolución No. 10-2018, publicada en el Registro Oficial No. 350, de 18 de octubre del 2018, determinó que el procedimiento directo en el caso de los delitos flagrantes contra la propiedad, será aplicable únicamente cuando concurran dos presupuestos:

			1. La pena del ilícito sea de máximo cinco años de privación de libertad; y,

			2. El monto del perjuicio ocasionado no exceda de treinta salarios básicos unificados del trabajador en general.

			Importante anotar que entre las consideraciones de la Corte, se encuentran las siguientes reflexiones:

			A. En el procedimiento directo, la medida de la pena privativa de libertad es uno de los elementos con los cuales el legislador expresa cual conducta es más o menos relevante desde el punto de vista penal, siendo así, y al ser este procedimiento aplicable para delitos flagrantes de menor gravedad, hay que considerar que las reglas determinadas en el artículo 640.2 del COIP, son condicionantes que se aplican estrictamente y en su universalidad, es decir, no pueden separarse unas de otras, debiendo partirse de la directriz que señala que este procedimiento se aplica únicamente a los delitos para los cuales se ha previsto un máximo de cinco años de privación de libertad.

			B. Satisfecho el requisito del tiempo máximo de pena, para el caso de los delitos contra la propiedad, se debe verificar el cumplimiento de la segunda condición, esto es, que la afectación económica producida por el cometimiento de la inconducta, además no exceda los 30 salarios básicos unificados del trabajador en general.

			C. Por otro lado, la norma realiza exclusiones taxativas de los casos que no pueden ser sustanciados ni resueltos por procedimiento directo; obviamente teniendo en cuenta el sentido gramatical de la conjunción copulativa “y”. Entre las excepciones están los delitos contra la integridad personal y como parte de éstos constan las lesiones con intimidación. Es decir, las lesiones conjuntamente con otros tipos penales, constituyen delitos contra la integridad personal; y, en tal sentido, no son susceptibles de ser juzgados por procedimiento directo.

			D. Además dentro de las exclusiones constan los tipos penales contra la libertad personal. Es así que el espíritu de esta disposición, en lo que tiene que ver con los delitos contra la propiedad, es la permisibilidad de este procedimiento cuando, únicamente el bien jurídico protegido y que ha sido vulnerado por el sujeto activo, es la propiedad, más no otros bienes jurídicos que un mismo acto puede o pudo vulnerar, como por ejemplo los delitos contra el derecho a la propiedad flagrantes de extorsión, si el constreñimiento se ejecuta con amenazas de muerte, lesión o secuestro; el robo efectuado con amenaza o violencia en las personas, el que produzca lesiones o muerte; o el abigeato cometido con violencia o cause la muerte de una persona; delitos que además coherentemente el legislador castiga con penas superiores a los cincos años de privación de libertad.

			E. Los delitos contra la propiedad considerados más graves, deben ser juzgados mediante el procedimiento ordinario, en el que no solo el procesado puede desplegar ampliamente su derecho a la defensa, e igualmente se buscará reparar el daño ocasionado a la víctima, sino inclusive Fiscalía puede practicar con el tiempo suficiente las diligencias que estime pertinentes para evitar la impunidad, puesto que en el procedimiento directo solamente cuenta con diez días para hacerlo.

			Procedimiento expedito

			(Ver Procedimiento para el juzgamiento de las contravenciones // Procedimientos especiales)

			Todas las contravenciones penales, de tránsito y la contravención contra la mujer o miembros del núcleo familiar se juzgarán a través de un procedimiento expedito. Con la reforma del 2019, se agregan las infracciones contra los derechos de las personas usuarias y consumidoras.

			Trámite:

			A) El procedimiento se desarrollará en una sola audiencia ante el juzgador competente la cual se regirá por las reglas generales previstas en el COIP.

			B) En la audiencia, la víctima y el denunciado, si corresponde, podrán llegar a una conciliación, salvo el caso de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			C) El acuerdo se pondrá en conocimiento del juzgador para que ponga fin al proceso (Art. 641 del COIP).

			Procedimiento para delitos cometidos por los medios de comunicación social

			Régimen legal: Para el juzgamiento de los delitos cometidos por medio de la prensa, la imprenta, la radiodifusión, la televisión y otros medios de comunicación social, se aplicarán las normas contenidas en el Código Orgánico Integral Penal, según las siguientes reglas:

			1. Responsabilidad:

			Los directores, editores, propietarios o responsables de un medio de comunicación social responderán por la infracción que se juzga y contra ellos se deberá seguir la causa, si a pedido del fiscal no manifiestan el nombre del autor, reproductor o responsable de la publicación. Igualmente serán responsables cuando el autor de la publicación resulte o sea persona supuesta o desconocida (Art. 513 del COIP).

			2. Remisión:

			Los directores, administradores o propietarios de las estaciones de radio y televisión, estarán obligados a remitir, cuando el fiscal lo requiera, los filmes, las videocintas o las grabaciones de sonidos. De no hacerlo, el proceso se seguirá contra ellos.

			El fiscal concederá el plazo de tres días para la remisión, previniéndole de su responsabilidad en caso de incumplimiento (Art. 514 del COIP).

			3. Exhibición previa:

			Antes del ejercicio de la acción penal, el fiscal, de oficio o a petición de la persona que se considere afectada, deberá requerir al director, editor, propietario o responsable del medio de comunicación, para que informe el nombre del autor o responsable del escrito, enviando una copia del mismo. En los demás casos deberá pedir además del nombre, la remisión de los filmes, videocintas y grabaciones mencionadas anteriormente (Art. 515 del COIP).

			4. Transcripción del original:

			La presentación del original cuando el delito se cometa por medio de la radiodifusión o la televisión podrá suplirse con una transcripción judicial obtenida de la grabación (Art. 516 del COIP).

			5. Comienzo de la instrucción o del juicio:

			Exhibido el original de la cinta o la grabación y realizado el peritaje correspondiente, si se trata de un delito de ejercicio público de la acción, el fiscal solicitará día y hora para formular cargos.

			Si se trata de una infracción de ejercicio privado de la acción, la persona que se considere afectada podrá presentar su querella y se tramitará conforme con las reglas pertinentes (Art. 517 del COIP).

			6. Aplicación en delitos de acción privada:

			Al tratarse de delitos de ejercicio privado de la acción, estas reglas serán aplicadas por el juzgador competente (Art. 518 del COIP).

			
					Ver Procedimiento para delitos cometidos por los medios de comunicación social en Flujogramas prácticos de procesos.

			

			Procedimiento para el juzgamiento de las contravenciones

			(Ver Contravenciones por el bien jurídico y generales // Contravenciones de tránsito // Procedimiento Expedito)

			El Código Orgánico Integral Penal estipula procedimientos específicos para el juzgamiento de las contravenciones, la mayoría de ellas se juzgarán solamente a petición de parte y la sentencia que se obtenga, podrá ser apelada ante la Corte Provincial de Justicia.

			1. Procedimiento expedito de contravenciones penales específicas, generales y de las infracciones contra los usuarios y consumidores:

			Las contravenciones penales, de tránsito y aquellas contra los usuarios y consumidores serán susceptibles de procedimiento expedito. El procedimiento se desarrollará en una sola audiencia ante el juzgador competente la cual se regirá por las reglas generales previstas en el COIP.

			En la audiencia, la víctima y el denunciado, si corresponde, podrán llegar a una conciliación, salvo el caso de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. El acuerdo se pondrá en conocimiento del juzgador para que ponga fin al proceso (Art. 641 del COIP).

			El procedimiento expedito para las contravenciones penales deberá sustanciarse de conformidad con las siguientes reglas:

			1. Las contravenciones serán juzgadas a petición de parte.

			2. Cuando el juzgador de contravenciones llegue a tener conocimiento que se ha cometido este tipo de infracción, notificará a través de los servidores respectivos al supuesto infractor para la audiencia de juzgamiento que deberá realizarse en un plazo máximo de diez días, advirtiéndole que deberá ejercitar su derecho a la defensa.

			3. Hasta tres días antes de la audiencia, las partes realizarán el anuncio de pruebas por escrito, salvo en el caso de contravenciones flagrantes.

			4. En caso de no asistir a la audiencia la persona procesada, el juzgador de contravenciones dispondrá su detención que no excederá de veinticuatro horas con el único fin de que comparezca a ella.

			5. Si la víctima en el caso de violencia contra la mujer y miembro del núcleo familiar no comparece a la audiencia, no se suspenderá la misma y se llevará a cabo con la presencia de su defensor público o privado.

			6. Si una persona es sorprendida cometiendo esta clase de contravenciones será aprehendida y llevada inmediatamente al juzgador de contravenciones para su juzgamiento. En este caso las pruebas serán anunciadas en la misma audiencia.

			7. Si al juzgar una contravención el juzgador encuentra que se trata de un delito, deberá inhibirse y enviará el expediente al fiscal para que inicie la respectiva investigación.

			8. El juzgador estará obligado a rechazar de plano todo incidente que tienda a retardar la sustanciación del proceso.

			9. La sentencia dictada en esta audiencia de acuerdo con las reglas del COIP, es de condena o ratificatoria de inocencia y podrá ser apelada ante los jueces de la Corte Provincial de Justicia (Art. 642 del COIP).

			2. Procedimiento para la contravención de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar:

			El procedimiento para juzgar la contravención penal de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, se sustanciará de conformidad con las siguientes directrices:

			1. Competencia: El juzgador de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar del cantón donde se cometió la contravención o del domicilio de la víctima, serán los competentes para conocer y resolver las contravenciones previstas en este acápite, sin perjuicio de las normas generales sobre esta materia.

			En los cantones donde no existan estos juzgadores, conocerán y resolverán en primera instancia el juzgador de la familia, mujer, niñez y adolescencia o el de contravenciones, en ese orden, según el Código Orgánico de la Función Judicial.

			2. Medidas de protección y remision del expediente en caso de delitos: Si el juzgador competente encuentra que el acto de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar sujeto a su conocimiento constituye delito, sin perjuicio de dictar las medidas de protección, se inhibirá de continuar con el conocimiento del proceso y enviará al fiscal el expediente para iniciar la investigación, sin someter a revictimización a la persona agredida.

			Si se han dictado medidas de protección, las mismas continuarán vigentes hasta ser revocadas, modificadas o ratificadas por el juzgador de garantías penales competente.

			3. Defensa Pública: La Defensoría Pública estará obligada a proveer asistencia, asesoramiento y seguimiento procesal a las partes que no cuenten con recursos suficientes para el patrocinio.

			4. Deber de denuncia: Deben denunciar quienes tienen obligación de hacerlo por expreso mandato del COIP, sin perjuicio de la legitimación de la víctima o cualquier persona natural o jurídica que conozca de los hechos.

			Los profesionales de la salud que tengan conocimiento directo del hecho, enviarán al juzgador, previo requerimiento, copia del registro de atención.

			Los agentes de la Policía Nacional que conozcan del hecho, elaborarán el parte policial e informes correspondientes dentro de las veinte y cuatro horas de producido el incidente y comparecerán de manera obligatoria a la audiencia.

			Los agentes de la Policía Nacional están obligados a ejecutar las medidas de protección, dispensar auxilio, proteger y transportar a la mujer y demás víctimas.

			5. Diligencias: El juzgador competente, cuando de cualquier manera llegue a conocer alguna de las contravenciones de violencia contra la mujer y la familia, procederá de inmediato a imponer una o varias medidas de protección; a receptar el testimonio anticipado de la víctima o testigos; y, a ordenar la práctica de los exámenes periciales y más diligencias probatorias que el caso requiera, en el evento de no haberse realizado estos últimos.

			Las medidas de protección subsistirán hasta que el juzgador competente que conozca el proceso, de manera expresa, las modifique o revoque en audiencia.

			6. Fijación de pensión de alimentos: El juzgador competente fijará de manera simultánea, la pensión de alimentos correspondiente que, mientras dure la medida de protección, debe satisfacer el presunto infractor, considerando las necesidades de subsistencia de las víctimas, salvo que ya cuente con la misma.

			7. Vigilancia de cumplimiento de medidas de protección: El juzgador competente vigilará el cumplimiento de las medidas de protección, valiéndose cuando se requiera de la intervención de la Policía Nacional.

			En caso de incumplimiento de las medidas de protección y de la determinación de pago de alimentos dictadas por el juzgador competente, se sujetará a la responsabilidad penal por incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad y obligará a remitir los antecedentes a la fiscalía para su investigación.

			8. Restricción de acceso a cierta información: La información acerca del domicilio, lugar de trabajo, centro de acogida, centro de estudios de la víctima o hijos bajo su cuidado, que conste del proceso, será de carácter restringido con el fin de proteger a la víctima.

			9. Flagrancia: Si una persona es sorprendida en flagrancia será aprehendida por los agentes a quienes la ley impone el deber de hacerlo y demás personas particulares señaladas en el COIP, y será conducida ante el juzgador competente para su juzgamiento en la audiencia.

			Si el aprehensor es una persona particular, debe poner de manera inmediata al aprehendido a órdenes de un agente.

			10. Procedencia de allanamiento: Se puede ordenar el allanamiento o el quebrantamiento de las puertas o cerraduras conforme las reglas previstas en el COIP, cuando deba recuperarse a la víctima o sus familiares, para sacar al agresor de la vivienda o el lugar donde se encuentre retenida, aplicar las medidas de protección, en caso de flagrancia o para que el presunto infractor comparezca a audiencia.

			11. Comparecencia del infractor al juzgamiento: Cuando el juzgador llegue a tener conocimiento de que se ha cometido una de las contravenciones previstas en esta sección, notificará a través de los servidores respectivos al supuesto infractor a fin de que acuda a la audiencia de juzgamiento señalada para el efecto, que tendrá lugar en un plazo máximo de diez días contados a partir de la fecha de notificación, advirtiéndole que debe ejercitar su derecho a la defensa.

			No podrá diferirse la audiencia sino a solicitud expresa y conjunta de ambas partes por una sola vez, indicando día y hora para su continuación, la que no excederá de quince días a partir de la fecha de su inicio.

			12. Presencia indispensable del infractor: No se puede realizar la audiencia sin la presencia del presunto infractor o el defensor. En este caso, el juzgador competente ordenará la detención del presunto infractor. La detención no excederá de veinticuatro horas y tendrá como único fin su comparecencia a la audiencia.

			13. Oralidad: La audiencia se sustanciará conforme a las disposiciones de este Código.

			14. Caso especial de informes de profesionales: Los profesionales que actúan en las oficinas técnicas de los juzgados de violencia contra la mujer y la familia no requieren rendir testimonio en audiencia. Sus informes se remitirán a el juzgador a fin de incorporarlos al proceso, y serán valorados en la audiencia.

			Los informes periciales no podrán ser usados en otros procesos de distinta materia que tengan como fin la revictimización o conculcación de derechos.

			15. No necesidad de evacuación de nuevos peritajes: No se realizarán nuevos peritajes médicos si existen informes de centros de salud u hospitalarios donde se atendió a la víctima y sean aceptados por ella, o los realizados por las oficinas técnicas de los juzgados de violencia contra la mujer y la familia.

			16. Resolución motivada: El juzgador resolverá de manera motivada en la misma audiencia, de forma oral.

			17. Sentencia por escrito: La sentencia se reducirá a escrito con las formalidades y requisitos previstos en el COIP y los sujetos procesales serán notificados con ella.

			18. Apelación: Los plazos para las impugnaciones corren luego de la notificación y la sentencia puede ser apelada ante el juzgador competente de la Corte Provincial respectiva (Art. 643 del COIP).

			3. Procedimiento para las contravenciones de tránsito:

			Son susceptibles de procedimiento expedito todas las contravenciones de tránsito, flagrantes o no.

			1. Impugnación de la boleta de tránsito: La persona citada podrá impugnar la boleta de tránsito, dentro del término de tres días contados a partir de la citación, para lo cual el impugnante presentará la copia de la boleta de citación ante el juzgador de contravenciones de tránsito, quien juzgará sumariamente en una sola audiencia convocada para el efecto en la cual se le dará al infractor el legítimo derecho a la defensa.

			2. No impugnación - aceptación voluntaria de la infracción: Las boletas de citación que no sean impugnadas dentro del término de tres días, se entenderán aceptadas voluntariamente y el valor de las multas será cancelada en las oficinas de recaudaciones de los GAD regionales, municipales y metropolitanos de la circunscripción territorial, de los organismos de tránsito o en cualquiera de las instituciones financieras autorizadas para tales cobros, dentro del plazo de diez días siguientes a la emisión de la boleta.

			3. Título de crédito: La boleta de citación constituirá título de crédito para los cobros respectivos, no necesitando para el efecto sentencia judicial.

			4. Apelación: La sentencia dictada en la audiencia de acuerdo con las reglas del Código Orgánico Integral Penal, será de condena o ratificatoria de inocencia y podrá ser apelada ante la Corte Provincial de Justicia, únicamente si la pena es privativa de libertad.

			5. Pérdida de puntos: La aceptación voluntaria del cometimiento de la infracción no eximirá de la pérdida de los puntos de la licencia de conducir (Art. 644 del COIP)

			6. Detención: Quien sea sorprendido en el cometimiento de una contravención sancionada con pena privativa de libertad, será detenido y puesto a órdenes del juzgador de turno, dentro de las veinticuatro horas siguientes, para su juzgamiento en una sola audiencia donde se presentará la prueba. A esta audiencia acudirá el agente de tránsito que aprehenda al infractor.

			7. Sentencia: Al final de la audiencia el juzgador dictará la sentencia respectiva (Art. 645 del COIP).

			8. Ejecución de sanciones no privativas de libertad: Para la ejecución de las sanciones por contravenciones de tránsito que no impliquen una pena privativa de libertad, serán competentes los GAD regionales, municipales y metropolitanos de la circunscripción territorial donde haya sido cometida la contravención, cuando estos asuman la competencia y la Comisión de Tránsito del Ecuador en su respectiva jurisdicción (Art. 646 del COIP).

			Resolución del Pleno del Consejo de la Judicatura acerca de la impugnación de las boletas de tránsito:

			El Pleno del Consejo de la Judicatura, mediante Resolución No. 309-2014, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 397, de 16 de diciembre del 2014, expidió el Instructivo para el manejo transparente y eficiente de las audiencias de impugnación de las boletas de tránsito, al tenor de las siguientes reglas:

			1. En el día y hora señalados para la realización de la audiencia, el juez constatará la comparecencia del impugnante. En caso de no comparecer la persona impugnante, el juez declarará el abandono de la impugnación, con los mismos efectos del inciso tercero del artículo 644 del COIP.

			2. En el caso de no comparecer la persona impugnante a la audiencia, el juez dispondrá la condena en costas, en virtud de lo estipulado en el artículo 12 del Código Orgánico de la Función Judicial, respecto de los gastos en que hubiere incurrido el Estado en dicha causa.

			
					Ver Procedimiento Expedito de contravenciones penales - Procedimiento Expedito para contravenciones de Tránsito: en Flujogramas prácticos de procesos.

			

			Procedimiento unificado, especial y expedito para delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar

			Con la reforma del 2019 se crea este nuevo procedimiento especial, que se usará sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones comunes a los delitos contra la integridad sexual y reproductiva, cuando se trate del delito de violencia sexual contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			I. Reglas generales (Art. 651.1 del COIP):

			1. Competencia: El juzgador de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar es el competente para la aplicación hasta la etapa de evaluación y preparatoria de juicio. El tribunal de garantías penales conocerá la etapa del juicio.

			2. El Consejo de la Judicatura podrá disponer la creación de oficinas técnicas con profesionales en medicina, psicología y trabajo social, para garantizar la intervención para la atención integral de las víctimas.

			3. La Defensoría Pública estará obligada a prestar un servicio legal, técnico, oportuno, eficiente, eficaz y gratuito en todas las etapas del proceso, en el patrocinio y asesoría jurídica a la victima que no cuente con recursos suficientes para el patrocinio.

			4. Debida diligencia: Se aplicará el principio de debida diligencia para facilitar el acceso a los recursos judiciales idóneos y efectivos por todos los operadores de justicia y servidores judiciales.

			5. Deber de denuncia: Según el proyecto contenido en el veto parcial remitido por el Ejecutivo a la Asamblea Nacional (octubre del 2019, el deber de denunciar conforme lo dispuesto en el COIP deberá observar los criterios de priorización de grupos vulnerables y el principio de no revictimización, sin perjuicio de la legitimación de la víctima o cualquier persona natural o jurídica que conozca de los hechos. Cualquier amedrentamiento en contra de aquellos obligados a denunciar deberá ser puesto en conocimiento del fiscal para que se inicien las investigaciones correspondientes.

			La víctima podrá presentar la denuncia en la fiscalía más cercana a su domicilio. Si los hechos denunciados se han producido en un lugar distinto al de la presentación de la denuncia, el fiscal realizará las gestiones necesarias para las diligencias investigativas correspondientes.

			6. Profesionales de la salud: Los profesionales de la salud enviarán a la Fiscalía, previo requerimiento, copia del registro de atención, firmado por el profesional de la salud que atendió a la víctima, en los demás casos se procederá se procederá de conformidad con las reglas del COIP.

			En los casos de certificados de atención médica, se deberá determinar los días de incapacidad para conocimiento de la autoridad competente.

			En el veto parcial se agregó que la presentación de la documentación mencionada, no exime al profesional de la salud de su deber de denunciar.

			7. Medidas de protección: El juzgador competente procederá de inmediato al otorgamiento de la o las medidas de protección solicitadas por el fiscal. El juzgador vigilará el cumplimiento de las medidas de protección a petición de las partes con la intervención de la Policía Nacional. En caso de incumplimiento de las medidas dictadas por el juzgador competente, la persona procesada se sujetará a la responsabilidad penal por incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad y se sancionará según el tipo penal del COIP.

			8. Reserva y confidencialidad: Dentro del proceso se guardará la reserva y confidencialidad de la identidad tanto de las víctimas como de las personas que han presentado la denuncia. Para su identificación se utilizará nomenclatura a fin de que se evite su individualización y se ponga en riesgo su integridad física y psicológica.

			La información acerca del domicilio, lugar de trabajo o sitio de estudios de la víctima o hijos bajo su cuidado que conste en el proceso, tiene el carácter de reservada con el fin de proteger a la víctima.

			9. No personal especializado: En caso de no disponer de personal especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, pueden a solicitud del fiscal, intervenir profesionales de centros de salud, clínicas u hospitales públicos acreditados por el Consejo de la Judicatura.

			10. Procedimiento abreviado: La propuesta del fiscal respecto a la aplicación del procedimiento abreviado podrá presentarse desde la audiencia de formulación de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria del juicio. La propuesta del fiscal para aplicar el procedimiento abreviado se realizará siempre que se ponga en conocimiento de la víctima sobre la disminución de la pena.

			Siempre ante la solicitud de la aplicación del procedimiento abreviado en caso de delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, el juez convocará tres días después la audiencia oral y pública en la que se definirá si se acepta o rechaza el procedimiento abreviado.

			En esta audiencia la víctima será escuchada, si así lo solicita, para que se valore su acuerdo o desacuerdo en la aplicación de este procedimiento. El juzgador siempre considerará en la determinación de la pena las circunstancias agravantes.

			11. Audiencias: La audiencia de formulación de cargos se realizará conforme las reglas generales del COIP y la audiencia preparatoria del juicio; tendrá lugar en un plazo máximo de cinco días contados a partir de la solicitud del fiscal.

			12. Sentencia: Para pronunciarse sentencia respecto a la reparación integral, el juzgador deberá considerar la opinión de la víctima y podrá solicitar, de considerarlo necesario, opinión al equipo técnico de apoyo sobre la reparación que conste en la sentencia.

			II. Reglas para el otorgamiento inmediato y oportuno de medidas de protección (Art. 651.2 del COIP):

			1. Rapidez e inmediatez: El procedimiento para ordenar medidas de protección será informal, sencillo, rápido y eficaz. El juzgador tendrá la obligación de buscar los medios más eficientes para proteger el derecho amenazado o que está siendo vulnerado. El juzgador cuando conozca sobre la petición de medidas de protección, las otorgará inmediatamente evitando cualquier dilación.

			2. Niños, niñas y adolescentes: En caso de que se identifique niños, niñas o adolescentes en situación de violencia, el juzgador deberá disponer una o varias de las medidas de protección de carácter temporal contenidas en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia de manera directa, mismas que podrán ser revocadas, modificadas o ratificadas en la audiencia de juicio.

			3. Especificaciones para el destinatario de ejecutar la medida: El juzgador especificará e individualizará las obligaciones a cargo del destinatario de ejecutar las medidas de protección y las circunstancias de modo y lugar en que deben cumplirse de acuerdo con la naturaleza de la medida de protección.

			Los agentes de la Policía Nacional están obligador a ejecutar las medidas de protección, dispensar auxilio, proteger y transportar a la víctima protegiendo su integridad y evitando la revictimización.

			Si la Policía Nacional al momento de brindar atención inmediata evidencia que existen niños, niñas o adolescentes, deberá precautelar su seguridad, contención y no revictimización.

			4. Allanamiento: Se puede ordenar el allanamiento o quebrantamiento de puertas o cerraduras conforme las reglas previstas en el COIP, cuando deba recuperarse a la víctima o sus familiares, para sacar a la persona agresora de la vivienda o del lugar donde se encuentre retenida o, para detener al agresor con el fin de que comparezca a la audiencia.

			III. Suspensión de la sustanciación del proceso (Art. 651.3 del COIP):

			Podrá suspenderse la sustanciación del proceso a petición de la víctima y deberá contar con la autorización del fiscal y se podrá solicitar hasta la audiencia preparatoria del juicio, cuando se trate de delitos de violencia física contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cuando la lesión no supere 30 días de incapacidad o enfermedad o delitos de violencia psicológica contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cuya pena máxima sea de un año.

			La persona procesada no debe tener otra sentencia o proceso en curso por delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, ni haya sido beneficiada por una salida alternativa en otra causa y deberá someterse a tratamientos psicológicos, educación sexual y la prevención de recaídas, a través de las redes de salud pública.

			La persona procesada deberá aceptar la decisión del juzgador sobre las medidas de reparación integral a las víctimas.

			El fiscal informará al juez con la solicitud de suspensión de la sustanciación del procedimiento y previo a la convocatoria de la audiencia preparatoria del juicio, el juzgador dispondrá que la oficina técnica de la unidad judicial evalúe el riesgo de la víctima y sus dependientes, así como un examen psico-social de la persona procesada.

			La solicitud se resolverá en audiencia en la que el juez dispondrá una o varias de las siguientes medidas:

			a. Residir o no en un lugar determinado.

			b. Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas.

			c. Someterse a tratamiento médico, psicológico o de rehabilitación para evitar el consumo de drogas, psicotrópicos, estupefacientes o bebidas alcohólicas; y, a educación sexual y prevención de recaídas.

			d. Cumplir con las medidas de reparación integral a la víctima impuesta por el juez.

			e. Fijar domicilio e informar al fiscal de cualquier modificación de este.

			f. Presentarse periódicamente ante el fiscal u otra autoridad designada por el juez y acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas; y,

			g. No tener instrucción fiscal por nuevo delito.

			El juzgador resolverá en audiencia el control del cumplimiento de las condiciones de la suspensión. Una vez transcurrido el tiempo impuesta para la suspensión el juzgador convocará a audiencia para constatar el cumplimiento de las condiciones impuestas. Si se verifica el cumplimiento de las condiciones en el tiempo dispuesto, se extinguirá el ejercicio de la acción penal.

			También se resolverá en audiencia si se revocan, modifican o ratifican las medidas de protección.

			IV. Revocación de la suspensión condicional (Art. 651.4 del COIP)

			Cuando la persona procesada incumpla cualquier a de las condiciones impuestas o transgreda los plazos pactados, el juzgador, a petición del fiscal o la víctima convocará a una audiencia en la cual se declarará la revocatoria de la suspensión condicional del procedimiento y se sustanciará el procedimiento conforme a las reglas del procedimiento unificado, especial y expedito para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar y se tomarán en cuenta las pruebas practicadas y las que se soliciten, acumulando los nuevos hechos.

			Revocada la suspensión condicional, esta no podrá volver a concederse.

			V. Reglas para el otorgamiento de medidas de reparación (Art. 651.5 del COIP):

			Para el otorgamiento de medidas de reparación, se aplicarán las siguientes reglas:

			1. Las formas de reparación integral, individual o colectiva a las víctimas serán siempre de rehabilitación, indemnización evaluable económicamente, reparación simbólica, medidas de satisfacción y no repetición.

			2. Otros mecanismos de reparación según el contenido de los artículos 78 y 78.1 del COIP.

			Es importante indicar al lector que en el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), se propusieron además REGLAS PARA LA APLICACIÓN DE LA JUSTICIA RESTAURATIVA (Art. 651.6 del COIP), al tenor de lo siguiente:

			1. Las partes involucradas dentro del proceso de la fase restaurativa son: víctima o víctimas, familia inmediata o personas que están a cargo de la víctima, persona sentenciada, comunidad local e instituciones judiciales; la comparecencia de la comunidad local no es obligatoria, dependerá de cada caso.

			2. Esta fase se llevará a cabo como parte de la etapa de ejecución de la sentencia.

			3. Se realizará únicamente por petición de la víctima y siempre que la parte acusada esté de acuerdo. No reemplazará a la sanción de privación de libertad ni será un elemento para reducir la pena.

			4. Cuando la víctima sea mayor de 12 años, su consentimiento debe ser libre y voluntario y deberá contar con autorización de su representante legal o tutor.

			5. El objetivo de esta fase es dar a la víctima una oportunidad para expresar el impacto que la infracción ha tenido en su vida; frente a esto la persona infractora debe tener la oportunidad de reconocer su responsabilidad y señalar los compromisos que puede asumir.

			6. Las víctimas en ninguna circunstancia deberán sentirse forzadas u obligadas a participar en esta fase.

			7. El juez, previo a iniciar el dialogo, tomará consentimiento de las partes e informará el objetivo, proceso y tiempo de la fase restaurativa, esto, con el fin de que las partes involucradas conozcan como se desarrollará la fase restaurativa.

			8. El juez indicará a la víctima que el proceso puede ser abandonado en el momento que ella desee, las razones del abandono no necesariamente deben ser expresadas por la víctima.

			9. El juez mantendrá el orden de participaciones y controlará las formas de expresión que mantenga el ofensor al momento que se esté dirigiendo a la víctima.

			10. El juez garantizará el desarrollo de la fase restaurativa y dará por terminado el proceso en caso que las partes inicien con ofensas mutuas.

			11. El procesado en la fase restaurativa se comprometerá de forma verbal a cumplir a cabalidad el acuerdo realizado por la víctima.

			12. Con el acuerdo entre la persona procesada y la víctima se elaborará un acta y se adjuntará la grabación del proceso restaurativo.

			13. Se deberá dar un trato especial antes y en el proceso de aplicación de la justicia restaurativa, realizando un trabajo de preparación emocional y psicológica, la misma que estará a cargo de especialistas en la materia que serán designados por parte del juez a cargo del proceso. La acreditación del especialista estará a cargo del Consejo de la Judicatura.

			14. El procedimiento para el dialogo es el siguiente: se concederá la palabra en primer lugar a la víctima parta garantizar el propósito de este procedimiento; acto seguido el juez considerará qué partes deben intervenir, siempre con prioridad, dará la palabra a la víctima quien no puede ser interrumpida a momento de relatar su historia.

			15. Para el proceso de restauración no es necesario que la víctima y la persona agresora mantengan un dialogo directo, se considerará la intervención de un mediador, que genere un ambiente seguro para el proceso. La víctima y la persona agresora no están en la obligación de llegar a un acuerdo en el proceso de restauración.

			16. Si se llega a un acuerdo con la víctima y el procesado, la ejecución de esa promesa o compromiso tiene que ser cumplido a cabalidad y es de responsabilidad absoluta real y práctica del mismo, el cumplirla, para que sea efectivo el proceso de restauración.

			17. El juez no tomará decisiones o interferirá en las decisiones tomadas en este proceso y certificará las mismas.

			Procesado

			(Ver Imputabilidad)

			Definición: Se denomina procesado a la persona a quien el Fiscal le atribuye la participación en un acto punible como autor o cómplice. En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal señala que se considera persona procesada a la persona natural o jurídica contra la cual el fiscal formule cargos. La persona procesada tendrá la potestad de ejercer todos los derechos que le reconoce la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y el COIP (Art. 440 del COIP).

			Algunos derechos relacionados a la incoercibilidad del procesado:

			1. Pruebas ilegales: El procesado goza de los derechos y garantías previstos en la Constitución y demás leyes del país, desde la fase preprocesal hasta la finalización del proceso penal; para esto se debe tener presente que las pruebas obtenidas o actuadas con violación al ordenamiento jurídico, no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria (Constitución de la República: Art. 76 Num. 4).

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los principios que rigen la prueba, estipula que toda prueba o elemento de convicción obtenido con violación a los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos humanos o en la ley, carecerá de eficacia probatoria, por lo que deberá excluirse de la actuación procesal.

			Además, se inadmitirán aquellos medios de prueba que se refieran a las conversaciones que haya tenido el fiscal con la persona procesada o su defensa en desarrollo de manifestaciones pre-acordadas.

			Los partes informativos, noticias del delito, versiones de los testigos, informes periciales y cualquier otra declaración previa, se podrán utilizar en el juicio con la única finalidad de recordar y destacar contradicciones, siempre bajo la prevención de que no sustituyan al testimonio. En ningún caso serán admitidos como prueba (Numeral 6 del Art. 454 del COIP).

			2. Imposibilidad de obligar al procesado a declararse culpable: En ningún caso se obligará al procesado, mediante coacción física o moral, a que se declare culpable de la infracción, por tanto queda prohibido, antes y durante la tramitación del proceso el empleo de la violencia, de drogas o de técnicas o sistemas de cualquier género, que atenten contra la declaración libre y voluntaria del procesado (Constitución de la República: Art. 77 Num. 7 Lit. c// Numeral 8 del Art. 5 del COIP)

			3. Otros derechos y garantías del procesado: Otros derechos y garantías contemplados en la Constitución y las leyes son:

			- Inviolabilidad de la vida e integridad personal: Constitución de la República: Art. 66 Núms. 1 y 2.

			- Inviolabilidad de domicilio: Constitución de la República: Art. 66 Núm. 22.

			- Inviolabilidad y secreto de la correspondencia: Constitución de la República: Art. 66. Núm. 21.

			- Prohibición de detención ilegal: Constitución de la República: Art. 77 Núm. 1.

			- Inviolabilidad de la defensa: Constitución de la República: Arts. 76 Núm. 7; 77 Núm. 7.

			Prostitución forzada

			(Ver Proxenetismo)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, uno de los delitos que implica una de las tantas formas de explotación se denomina como prostitución forzada, mismo que se configura cuando el sujeto activo obliga, exige, impone, promueve o induce a una persona, en contra de su voluntad, para realizar uno o más actos de naturaleza sexual.

			El responsable será sancionado con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años, en alguna o más de las siguientes circunstancias:

			1. Cuando se aproveche de condiciones de vulnerabilidad de la víctima o use violencia, amenaza o intimidación.

			2. Cuando la víctima mantenga o haya mantenido con el infractor una relación familiar, consensual de pareja, sea cónyuge, ex cónyuge, conviviente, ex conviviente, pareja o ex pareja en unión de hecho, de familia o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

			3. Cuando el sujeto activo tenga algún tipo de relación de confianza o autoridad con la víctima (Art. 101 del COIP).

			Por otro lado, hay que tener presente que la norma penal, dentro de las varias figuras de Trata de Personas y de Explotación, estipula que:

			a) La captación, transportación, traslado, entrega, acogida o recepción para sí o para un tercero, de una o más personas, ya sea dentro del país o desde o hacia otros países con fines de explotación, constituye delito de trata de personas.

			b) Constituye explotación, toda actividad de la que resulte un provecho material o económico, una ventaja inmaterial o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, mediante el sometimiento de una persona o la imposición de condiciones de vida o de trabajo, obtenidos, entre otros, de la explotación sexual de personas incluida la prostitución forzada, el turismo sexual y la pornografía infantil (Numeral 2 del Art. 91 del COIP).

			Provocación

			La provocación en nuestra legislación ha sido tratada como uno de los requisitos de la legítima defensa, de ahí que se determine que no comete infracción alguna, el que obra en defensa necesaria de su persona o de un tercero, con tal que concurran las siguientes circunstancias:

			- Actual agresión ilegítima;

			- Necesidad racional del medio empleado para repeler dicha agresión; y,

			- Falta de provocación suficiente de parte del que se defiende (Art. 33 del COIP).

			Prueba documental

			(Ver Retención de la correspondencia // Interceptación de comunicaciones o datos informáticos // Regulaciones acerca de grabaciones).

			Definición: La prueba documental o, el “documento”, como lo llama el Código Orgánico Integral Penal, es la que está constituida básicamente por documentos públicos o privados.

			La prueba documental según la normativa penal, se rige por las siguientes reglas:

			1. Reconocimiento voluntario: No se obligará a la persona procesada a que reconozca documentos ni la firma constante en ellos, pero se aceptará su reconocimiento voluntario.

			2. Requerimiento de información: El fiscal o el defensor público o privado, podrá requerir informes sobre datos que consten en registros, archivos, incluyendo los informáticos, que se valorarán en juicio.

			3. Uso limitado de la información: No se hará otro uso de la correspondencia y de los otros documentos agregados al proceso que el necesario para esclarecer los hechos y circunstancias materia del juicio y de sus posibles responsables.

			4. Copias certificadas: Si los documentos forman parte de otro proceso o registro o si reposan en algún archivo público, se obtendrá copia certificada de ellos y no se agregará originales sino cuando sea indispensable para constancia del hecho. En este último caso, la copia quedará en dicho archivo, proceso o registro y satisfecha la necesidad se devolverán los originales, dejando la copia certificada en el proceso.

			5. Prohibición de uso indebido de la información: No se podrá hacer uso procesal o extraprocesal de ninguno de los datos que suministren los documentos si versan sobre asuntos que no tienen relación con el proceso.

			6. Contenidos digitales: Podrá admitirse como medio de prueba todo contenido digital conforme con las normas del COIP (Art. 499 del COIP).

			Directrices respecto a los contenidos digitales:

			Por contenido digital se entiende a todo acto informático que representa hechos, información o conceptos de la realidad, almacenados, procesados o transmitidos por cualquier medio tecnológico que se preste a tratamiento tecnológico aislado, interconectado o relacionados entre sí.

			En la investigación se seguirán las siguientes reglas:

			1. Necesidad de pericia: El análisis, valoración, recuperación y presentación del contenido digital almacenado en dispositivos o sistemas informáticos se realizará a través de técnicas digitales forenses.

			2. Análisis del contenido almacenado en sistemas volátiles: Cuando el contenido digital se encuentre almacenado en sistemas y memorias volátiles o equipos tecnológicos que formen parte de la infraestructura crítica del sector público o privado, se realizará su recolección, en el lugar y en tiempo real, con técnicas digitales forenses para preservar su integridad, se aplicará la cadena de custodia y se facilitará su posterior valoración y análisis de contenido.

			3. Análisis del contenido almacenado en sistemas no volátiles: Cuando el contenido digital se encuentre almacenado en medios no volátiles, se realizará su recolección, con técnicas digitales forenses para preservar su integridad, se aplicará la cadena de custodia y se facilitará su posterior valoración y análisis de contenido.

			4. Identificación, fijación y cadena de custodia de medios físicos: Cuando se recolecte cualquier medio físico que almacene, procese o transmita contenido digital durante una investigación, registro o allanamiento, se deberá identificar e inventariar cada objeto individualmente, se fijará su ubicación física con fotografías y un plano del lugar, se protegerá a través de técnicas digitales forenses y se trasladará mediante cadena de custodia a un centro de acopio especializado para este efecto (Art. 500 del COIP).

			Validez de los registros relacionados a un delito:

			En el Código Orgánico Integral Penal, respecto a los registros relacionados a un hecho constitutivo de infracción, se determina que:

			A. No requieren autorización judicial las grabaciones de audio, imágenes de video o fotografía relacionadas a un hecho constitutivo de infracción, registradas de modo espontáneo al momento mismo de su ejecución, por los medios de comunicación social, por cámaras de vigilancia o seguridad, por cualquier medio tecnológico, por particulares en lugares públicos y de libre circulación o en los casos en que se divulguen grabaciones de audio o video obtenidas por uno de los intervinientes, en cuyo caso se requerirá la preservación de la integralidad del registro de datos para que la grabación tenga valor probatorio.

			B. En estos casos, las grabaciones se pondrán inmediatamente a órdenes del fiscal en soporte original y servirán para incorporar a la investigación e introducirlas al proceso y de ser necesario, el fiscal dispondrá la transcripción de la parte pertinente o su reproducción en la audiencia de juicio (Art. 471 del COIP).

			Interceptación y reconocimiento de comunicaciones, grabaciones o datos informáticos:

			El juzgador ordenará la interceptación de las comunicaciones o datos informáticos previa solicitud fundamentada del fiscal, cuando existan indicios que resulten relevantes a los fines de la investigación, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. Temporalidad de la medida: El juzgador determinará la comunicación interceptada y el tiempo de intercepción, que no podrá ser mayor a un plazo de noventa días. Transcurrido el tiempo autorizado, se podrá solicitar motivadamente, por una sola vez, una prórroga hasta por un plazo de noventa días. Cuando sean investigaciones de delincuencia organizada y sus delitos relacionados, la interceptación podrá realizarse hasta por un plazo de seis meses. Transcurrido el tiempo autorizado, se podrá solicitar motivadamente, por una sola vez, una prórroga hasta por un plazo de seis meses.

			2. Principio de reserva: La información relacionada con la infracción que se obtenga de las comunicaciones que se intercepten durante la investigación serán utilizadas en el proceso para el cual se las autoriza y con la obligación de guardar secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su examen.

			3. Conocimiento de la perpetración de delitos: Cuando en el transcurso de una interceptación se conozca del cometimiento de otra infracción, se comunicará inmediatamente al fiscal para el inicio de la investigación correspondiente. En el caso de delitos flagrantes, se procederá conforme con lo establecido en el COIP.

			4. Formas de datos informáticos: Previa autorización del juzgador, el fiscal, realizará la interceptación y registro de los datos informáticos en transmisión a través de los servicios de telecomunicaciones como: telefonía fija, satelital, móvil e inalámbrica, con sus servicios de llamadas de voz, mensajes SMS, mensajes MMS, transmisión de datos y voz sobre IP, correo electrónico, redes sociales, videoconferencias, multimedia, entre otros, cuando el fiscal lo considere indispensable para comprobar la existencia de una infracción o la responsabilidad de los partícipes.

			5. Primacía del secreto profesional o religioso: Está prohibida la interceptación de cualquier comunicación protegida por el derecho a preservar el secreto profesional y religioso. Las actuaciones procesales que violenten esta garantía carecen de eficacia probatoria, sin perjuicio de las respectivas sanciones.

			6. Información que se incorpora al expediente: Al proceso solo se introducirá de manera textual la transcripción de aquellas conversaciones o parte de ellas que se estimen útiles o relevantes para los fines de la investigación. No obstante, la persona procesada podrá solicitar la audición de todas sus grabaciones, cuando lo considere apropiado para su defensa.

			7. Reserva y comparecencia al juicio: El personal de las prestadoras de servicios de telecomunicaciones, así como las personas encargadas de interceptar, grabar y transcribir las comunicaciones o datos informáticos tendrán la obligación de guardar reserva sobre su contenido, salvo cuando se las llame a declarar en juicio.

			8. Almacenamiento de la información: El medio de almacenamiento de la información obtenida durante la interceptación deberá ser conservado por el fiscal en un centro de acopio especializado para el efecto, hasta que sea presentado en juicio.

			9. Prohibiciones acerca de interceptaciones y grabaciones: Quedan prohibidas la interceptación, grabación y transcripción de comunicaciones que vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes, especialmente en aquellos casos que generen la revictimización en infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, sexual, física, sicológica y otros (Art. 476 del COIP).

			10. Reconocimiento de las grabaciones: El juzgador autorizará al fiscal el reconocimiento de las grabaciones mencionadas en los párrafos precedentes, así como de vídeos, datos informáticos, fotografías, discos u otros medios análogos o digitales. Para este efecto, con la intervención de dos peritos que juren guardar reserva, el fiscal, en audiencia privada, procederá a la exhibición de la película o a escuchar el disco o la grabación y a examinar el contenido de los registros informáticos. Las partes podrán asistir con el mismo juramento.

			El fiscal podrá ordenar la identificación de voces grabadas, por parte de personas que afirmen poder reconocerlas, sin perjuicio de ordenar el reconocimiento por medios técnicos (Art. 477 del COIP).

			Retención de correspondencia:

			La retención, apertura y examen de la correspondencia y otros documentos se regirá por las siguientes disposiciones:

			1. Inviolabilidad de la correspondencia: La correspondencia física, electrónica o cualquier otro tipo o forma de comunicación, es inviolable, salvo los casos expresamente autorizados en la Constitución y en el COIP.

			2. Retención previa de evidencia: El juzgador podrá autorizar al fiscal, previa solicitud motivada, el retener, abrir y examinar la correspondencia, cuando haya suficiente evidencia para presumir que la misma tiene alguna información útil para la investigación.

			3. Proceso de apertura y examen: Para proceder a la apertura y examen de la correspondencia y otros documentos que puedan tener relación con los hechos y circunstancias de la infracción y sus participantes, se notificará previamente al interesado y con su concurrencia o no, se leerá la correspondencia o el documento en forma reservada, informando del particular a la víctima y al procesado o su defensor público o privado. A falta de los sujetos procesales la diligencia se hará ante dos testigos. Todos los intervinientes jurarán guardar reserva.

			4. Información que se agrega al proceso: Si la correspondencia u otros documentos están relacionados con la infracción que se investiga, se los agregará al expediente fiscal después de rubricados, caso contrario, se los devolverá al lugar de donde son tomados o al interesado.

			5. Necesidad de pericia: Si se trata de escritura en clave o en otro idioma, inmediatamente se ordenará el desciframiento por peritos en criptografía o su traducción (Art. 475 del COIP).

			Prueba material

			(Ver Pericia // Perito // Cadena de custodia // Identificación de sospechosos)

			El Código Orgánico Integral Penal dentro de los tres medios de prueba, ya no se refiere a la prueba material y, en su lugar, estipula las reglas generales que deberán observar los peritos (Arts. 498 y 511 del COIP).

			Definición: La prueba material consiste en los resultados de la infracción, en sus vestigios o en los instrumentos con los que se la cometió, todo lo cual debe ser recogido y conservado para ser presentado en la etapa del juicio y valorado por los tribunales penales. Por lo dicho, para su adecuada producción, se deberá poner especial atención a las regulaciones propias de la cadena de custodia.

			Cadena de custodia: Se aplicará cadena de custodia a los elementos físicos o contenido digital materia de prueba, para garantizar su autenticidad, acreditando su identidad y estado original, las condiciones, las personas que intervienen en la recolección, envío, manejo, análisis y conservación de estos elementos y se incluirán los cambios hechos en ellos por cada custodio.

			La cadena inicia en el lugar donde se obtiene, encuentra o recauda el elemento de prueba y finaliza por orden de la autoridad competente. Son responsables de su aplicación, el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, el personal competente en materia de tránsito y todos los servidores públicos y particulares que tengan relación con estos elementos, incluyendo el personal de servicios de salud que tengan contacto con elementos físicos que puedan ser de utilidad en la investigación (Art. 456 del COIP).

			Criterios de valoración de las pruebas: La valoración de la prueba se hará teniendo en cuenta su legalidad, autenticidad, sometimiento a cadena de custodia y grado actual de aceptación científica y técnica de los principios en que se fundamenten los informes periciales. La demostración de la autenticidad de los elementos probatorios y evidencia física no sometidos a cadena de custodia, estará a cargo de la parte que los presente (Art. 457 del COIP).

			Reglas generales aplicadas a las actuaciones de investigación: Las actuaciones de investigación se sujetarán a las siguientes reglas:

			1. Necesidad de consentimiento u orden de juez: Para la obtención de muestras, exámenes médicos o corporales, se precisa el consentimiento expreso de la persona o la autorización del juzgador, sin que la persona pueda ser físicamente constreñida. Excepcionalmente por las circunstancias del caso, cuando la persona no pueda dar su consentimiento, lo podrá otorgar un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad.

			2. Registro de diligencias: Las diligencias de reconocimiento constarán en actas e informes periciales. Las diligencias de investigación deberán ser registradas en medios tecnológicos y documentales más adecuados para preservar la realización de la misma y formarán parte del expediente fiscal. El registro que conste en el expediente fiscal deberá ser suficiente para determinar todos los elementos de convicción que puedan fundamentar la formulación de cargos o la acusación.

			3. Inexistencia de institución acreditada: En caso de no existir una institución pública acreditada, las autopsias, exámenes médicos, de laboratorio o pruebas biológicas, podrán ser realizados en una institución de salud privada acreditada y los costos serán asumidos por el Consejo de la Judicatura. Los mismos tendrán valor pericial (Art. 459 del COIP).

			Reconocimiento de la prueba material- vestigios de la infracción: Si la infracción es de aquellas que, por su naturaleza, produce resultados visibles o deja vestigios, el Fiscal, con el apoyo del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, o el personal competente en materia de tránsito, acudirán al lugar en que se la cometió para practicar el reconocimiento del lugar de los hechos.

			El Código Orgánico Integral Penal, respecto al Reconocimiento del lugar de los hechos, establece las siguientes disposiciones:

			1. Limitación de libertad ambulatoria por 8 horas: El fiscal o el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, podrá impedir a cualquier persona, incluso haciendo uso de la fuerza pública, que ingrese o se retire del lugar donde se cometió la infracción, por un máximo de ocho horas, hasta que se practiquen las actuaciones de investigación necesarias.

			2. Cadena de custodia: La fijación y recolección de las evidencias, huellas, vestigios encontrados en el lugar ingresarán en cadena de custodia para la investigación a cargo del fiscal, quien dispondrá las diligencias pertinentes.

			3. Territorios digitales - medios tecnológicos: Se realizarán diligencias de reconocimiento del lugar de los hechos en territorio digital, servicios digitales, medios o equipos tecnológicos (Numerales 1, 5 y 8 del Art. 460 del COIP).

			Diligencias especiales según el tipo de delito:

			I. Delitos de tránsito:

			1. Autoridades especiales en materia de tránsito: En las infracciones de tránsito, las diligencias de reconocimiento del lugar de los hechos, investigaciones, inspección técnica ocular y peritajes serán realizados por el personal especializado del organismo competente en materia de tránsito en su respectiva jurisdicción.

			Los agentes de tránsito tomarán procedimiento y elaborarán el parte correspondiente. Se harán cargo de los presuntos infractores quienes serán puestos inmediatamente a órdenes de la autoridad competente y se requerirá la participación del personal especializado del organismo competente en materia de tránsito en su respectiva jurisdicción.

			Se remitirá al fiscal correspondiente, los partes policiales y demás documentos relativos a la infracción, en el plazo de veinticuatro horas.

			2. Vehículos retenidos por accidente de tránsito: Los vehículos aprehendidos por accidentes de tránsito, en los que resulten personas heridas o fallecidas, se trasladarán a los patios de retención vehicular respectivo hasta su reconocimiento pericial.

			3. Reconocimiento pericial de los vehículos: La diligencia de reconocimiento pericial de los vehículos ordenada por el fiscal será practicada dentro del plazo de setenta y dos horas, contadas desde que el fiscal recibe el parte policial correspondiente. Posteriormente al reconocimiento pericial se entregará el automotor a su propietario, poseedor o a quien legalmente corresponda (Numerales 2, 3, 6 y 7 del Art. 460 del COIP).

			II. Delitos de tránsito relacionados a la ingesta de alcohol y sustancias prohibidas:

			En esta materia, el Código Orgánico Integral Penal establece lo siguiente:

			1. Necesidad de realización de alcohotest o narcotest: Cuando existan elementos que revelen la necesidad de practicar al conductor de un vehículo un análisis de ingesta de alcohol o de intoxicación por haber ingerido sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, el agente de tránsito realizará la prueba alcohotest o narcotest o en su defecto lo conducirá a una institución acreditada para la práctica de los exámenes correspondientes dentro de las veinticuatro horas subsiguientes. Los resultados de los exámenes servirán como elementos de convicción.

			2. Uso de aparatos dosificadores de medición: Para realizar los exámenes de alcohotest, los agentes de tránsito portarán un detector o cualquier otro aparato dosificador de medición.

			3. Traslado a un establecimiento de salud: Si las condiciones físicas de quien conducía imposibilitan realizar las mencionadas pruebas, el agente solicitará el traslado del o de los heridos a un establecimiento de salud acreditado, en el que se le realizará los exámenes correspondientes.

			4. Consecuencia de la negativa a la práctica del test: En caso de que el conductor se niegue a que se le practiquen los exámenes de comprobación, se presumirá que se encuentra en el máximo grado de embriaguez o de intoxicación por efecto de alcohol o de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización. De igual manera serán válidas las pruebas psicosomáticas que los agentes de tránsito realicen en el campo, registradas mediante medios audiovisuales (Art. 464 del COIP).

			III. Delitos contra la vida:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, cuando se tenga noticia de la existencia de un cadáver o restos humanos, el fiscal dispondrá:

			1. La identificación y el levantamiento del cadáver.

			2. El reconocimiento exterior que abarca la orientación, posición, registro de vestimentas y descripción de lesiones.

			3. En el informe de la autopsia constará de forma detallada el estado del cadáver, el tiempo transcurrido desde el deceso, el probable elemento empleado, la manera y las causas probables de la muerte. Los peritos tomarán las muestras correspondientes, las cuales serán conservadas.

			4. En caso de muerte violenta, mientras se realizan las diligencias investigativas, el fiscal de considerarlo necesario, solicitará a la autoridad de salud competente que no otorgue el permiso previo para la cremación (Art. 461 del COIP).

			Debe decirse que el Código Orgánico Integral Penal, dedica un artículo exclusivo para el procedimiento de Exhumación, misma que, de ser necesaria, deberá regirse por las siguientes reglas:

			1. El fiscal, el defensor público o privado o la víctima podrán solicitar la realización de una exhumación dentro de la investigación de una presunta infracción penal al juzgador competente, quien podrá autorizar su práctica, para lo cual el fiscal designará los peritos médicos legistas que intervendrán.

			2. La autorización judicial procederá solamente si por la naturaleza y circunstancias de la infracción, la exhumación es indispensable para la investigación de una presunta infracción penal.

			3. El personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, deberá revisar y establecer las condiciones del sitio exacto donde se encuentre el cadáver o sus restos.

			4. El traslado y exhumación deberá respetar la cadena de custodia (Art. 462 del COIP).

			IV. Delitos de lesiones y contra la integridad sexual y reproductiva:

			El Código Orgánico Integral Penal, respecto a los exámenes médicos y corporales, señala que podrán efectuarse en la persona procesada o en la víctima en caso de necesidad, para constatar circunstancias relevantes para la investigación, de la siguiente manera:

			1. Centros de salud públicos y privados: En los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas e infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cuando una persona ponga en conocimiento que ha sido víctima de una de tales infracciones penales y exista peligro de destrucción de huellas o rastros de cualquier naturaleza en su persona, los centros de salud públicos o privados acreditados a los que se acuda, deberán practicar, previo consentimiento escrito de la víctima o de su representante, los reconocimientos, exámenes médicos y pruebas biológicas correspondientes.

			2. Acta por duplicado: Realizados los exámenes, se levantará un acta en duplicado de los mismos, la que será suscrita por el jefe del establecimiento o de la respectiva sección y por los profesionales que lo practicaron.

			Una copia será entregada a la persona que ha sido sometida al reconocimiento o quien la tenga bajo su cuidado y la otra copia, así como las muestras obtenidas y los resultados de los análisis practicados, serán remitidos dentro de las siguientes veinticuatro horas al personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, el que informará inmediatamente al fiscal o al juzgador.

			3. Atención por personal del mismo sexo: Si se trata de exámenes corporales, la mujer a quien deba practicárselos podrá exigir la atención de personal de su mismo sexo.

			4. Peritaje psicológico adicional: Se podrá solicitar un peritaje psicológico en los casos de violencia sexual, contra la mujer o miembros del núcleo familiar u otros delitos, especialmente cuando la víctima sea niña, niño, adolescente, adulto mayor o mujer embarazada. Estos se realizarán en centros especializados acreditados en esta temática (Art. 465 del COIP).

			V. Obtención de muestras de componentes orgánicos y de fluidos corporales:

			Adicionalmente, para la obtención de muestras de fluidos corporales, componentes orgánicos y genético-moleculares se seguirán las siguientes reglas:

			1. Imposibilidad de realizar el examen ante menoscabo de salud y dignidad: No se podrá realizar pruebas de carácter biológico, extracciones de sangre, de objetos situados en el cuerpo u otras análogas, si se teme menoscabo en la salud y dignidad de la persona objeto de examen.

			2. Especial atención de niños, niñas y adolescentes y víctimas de delitos sexuales: Cuando el examen deba realizarse en víctimas de infracción contra la integridad sexual o en una niña, niño o adolescente, se tomarán las medidas necesarias en función de su edad y género para precautelar su dignidad e integridad física y psicológica.

			Los exámenes se practicarán con estrictas condiciones de confidencialidad y respeto a la intimidad. Salvo que sea imprescindible, se prohibirá someterle a la persona nuevamente a un mismo examen o reconocimiento médico legal.

			Los profesionales de la salud que realicen estos exámenes estarán obligados a conservar los elementos de prueba encontrados en condiciones de seguridad, que serán entregados inmediatamente al personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, y deberán rendir testimonio anticipado o podrán ser receptados mediante video conferencias de acuerdo con las reglas del COIP (Art. 463 del COIP).

			VI. Delitos contra la propiedad:

			El Código Orgánico Integral Penal precisa de manera general que los objetos que sirvan como elementos de convicción deberán ser reconocidos y descritos.

			a) Practicado el reconocimiento, previa suscripción del acta respectiva, se los entregará a sus propietarios, poseedores o a quien legalmente corresponda, a condición de que se los vuelva a presentar cuando el fiscal o el juzgador lo ordenen, bajo apercibimiento de apremio personal, en caso de no hacerlo.

			b) En los casos de objetos sustraídos o reclamados que son recuperados al momento de la detención en delitos flagrantes, se procederá a su reconocimiento y entrega a los propietarios, poseedores o a quien legalmente corresponda en la misma audiencia de formulación de cargos, previa suscripción del acta respectiva.

			c) No será necesario realizar un nuevo reconocimiento si los objetos han sido descritos en el informe pericial solicitado inicialmente por el fiscal, en el lugar de los hechos (Art. 467 del COIP).

			VII. Elementos que se encuentran en maquinarias y vehículos:

			Para recoger elementos materiales y evidencia física que se encuentren en objetos de gran tamaño, como naves, aeronaves, automotores, maquinarias, contenedores, grúas y otros similares, los peritos deben practicar el peritaje en el plazo señalado por el fiscal; luego de lo cual el fiscal ordenará la entrega a los dueños o legítimos poseedores, salvo aquellos susceptibles de comiso o destrucción.

			Los elementos de convicción o evidencia física obtenidos serán embalados y quedarán bajo custodia del organismo respectivo (Art. 469 del COIP).

			VIII. Pericia que requiere alteración o destrucción de bienes o sustancias:

			Si para practicar la pericia es necesario alterar o destruir el bien o sustancia que ha de reconocerse, el fiscal dispondrá que, de ser posible, se reserve una parte para que se conserve bajo su custodia.

			Tratándose de hidrocarburos y sus derivados, el fiscal luego del reconocimiento respectivo, solicitará al juzgador, ordene la entrega de dichas sustancias a la entidad estatal encargada de la explotación de hidrocarburos, guardándose muestras que permanecerán en cadena de custodia.

			Tratándose de explosivos u otras sustancias peligrosas, luego del reconocimiento se procederá a su destrucción o entrega a entidades que puedan reutilizarlos (Art. 473 del COIP).

			IX. Análisis y destrucción de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización:

			Las sustancias catalogadas sujetas a fiscalización aprehendidas se someterán al análisis químico, para cuyo efecto se tomarán muestras, que la Policía Nacional entregará a los peritos designados por el fiscal, quienes presentarán su informe en el plazo determinado. En el informe se deberán determinar el peso bruto y neto de las sustancias. Las muestras testigo se quedarán bajo cadena de custodia hasta que sean presentadas en juicio.

			En las actuaciones periciales y de destrucción, se seguirán las siguientes reglas:

			1. Cuando las sustancias catalogadas sujetas a fiscalización se encuentren impregnadas, diluidas o contenidas en bienes u objetos, los peritos determinarán la cantidad de estas sustancias de ser posible, mediante el análisis cualitativo y cuantitativo.

			2. Realizado el análisis químico y la determinación del peso, se entregarán las sustancias en depósito al organismo competente en materia de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, con su respectivo informe, guardando la cadena de custodia.

			3. Dentro de los quince días siguientes al inicio de la instrucción, el juzgador dispondrá que se proceda a la destrucción de las sustancias catalogadas sujetas a fiscalización aprehendidas y que se encuentran en depósito, salvo que, se trate de insumos, precursores químicos u otros productos químicos específicos, en cuyo caso el organismo competente en materia de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización, podrá disponer, dentro de los sesenta días siguientes a la recepción, su utilización o donación a una entidad del sector público, su enajenación para fines lícitos o su destrucción. La donación o enajenación se realizará en la forma que determine este organismo y a favor de las personas naturales o jurídicas, previamente calificadas.

			4. Para la destrucción se verificará la integridad de la envoltura o el bien que la contenga y la identidad de las sustancias, se comprobará el peso bruto y el peso neto, verificando si corresponde al que consta en el informe de investigación. En esta diligencia intervendrán el juzgador, el funcionario judicial respectivo y el depositario.

			5. Cuando en la investigación se hayan aprehendido sustancias catalogadas sujetas a fiscalización y no se pueda establecer la responsabilidad de persona alguna en la comisión de los delitos por producción o tráfico ilícitos de estas sustancias, realizado el análisis químico, determinado el peso bruto y neto, previa orden judicial, el personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses, deberá remitir dichas sustancias para depósito al organismo competente en materia de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización.

			6. El juzgador deberá ordenar la destrucción de aquellas sustancias, dentro de los quince días de haber iniciado la investigación, cumpliendo las formalidades establecidas en el COIP y, en cuanto a los demás bienes, estos se entregarán en depósito al organismo competente en materia de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en el caso de ser incautados (Art. 474 del COIP).

			X. Análisis y aprovechamiento de los materiales mineralizados

			Con la reforma del 2019 (Art. 474.1) se agrega que los materiales mineralizados aprehendidos en las actividades ilícitas de recursos mineros, se someterán al análisis químico, para cuyo efecto se tomarán muestras que la Policía Nacional entregará a los peritos designados por el fiscal, quienes presentarán su informe en el plazo determinado. En el informe se deberán determinar el peso bruto y neto del material, así como su concentración y pureza aurífera.

			Las muestras testigo se quedarán bajo cadena de custodia hasta que sean presentadas en juicio.

			Realizado el análisis químico y la determinación del peso, el juez que se encuentre sustanciando la causa, dispondrá la entrega y depósito de los materiales mineralizados al organismo competente en materia de control minero, para que decida acerca de su aprovechamiento, ya sea mediante donación, enajenación, disposición o destrucción; decisión que deberá ser debidamente justificada mediante la emisión de informes técnicos correspondientes.

			La autoridad competente en materia de control minero emitirá el reglamento correspondiente para cumplir con esta disposición.

			Prueba - Reglas

			Actuación de las pruebas e ineficacia probatoria: Las pruebas deben ser producidas en el juicio, ante los tribunales penales correspondientes, salvo el caso de las pruebas testimoniales urgentes, que serán practicadas por los jueces penales. Las investigaciones y pericias practicadas durante la instrucción fiscal alcanzarán el valor de prueba, una vez que sean presentadas y valoradas en la etapa del juicio (Numeral 1 del Art. 454 del COIP).

			Toda acción preprocesal o procesal que vulnere garantías constitucionales carecerá de eficacia probatoria. La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que de acuerdo con las circunstancias del caso, no hubiesen podido ser obtenidas sin la violación de tales garantías (Numeral 6 del Art. 454 del COIP// Constitución de la República: Núm. 4 del Art. 76)

			Finalidad de la prueba: La prueba tiene por finalidad llevar al juzgador al convencimiento de los hechos y circunstancias materia de la infracción y de la responsabilidad de la persona procesada (Art. 453 del COIP).

			Criterios de valoración de la prueba:

			Se establece en el Código Orgánico Integral Penal que la valoración de la prueba se hará teniendo en cuenta su legalidad, autenticidad, sometimiento a cadena de custodia y grado actual de aceptación científica y técnica de los principios en que se fundamenten los informes periciales. La demostración de la autenticidad de los elementos probatorios y evidencia física no sometidos a cadena de custodia, estará a cargo de la parte que los presente (Art. 457 del COIP).

			Principios que rigen la prueba:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, el anuncio y práctica de la prueba se regirá por los siguientes principios, contantes en su artículo 454:

			1. Oportunidad probatoria: La prueba es anunciada en la etapa de evaluación y preparatoria de juicio y se practica únicamente en la audiencia de juicio.

			Los elementos de convicción deben ser presentados en la etapa de evaluación y preparatoria de juicio. Las investigaciones y pericias practicadas durante la investigación alcanzarán el valor de prueba, una vez que sean presentadas, incorporadas y valoradas en la audiencia oral de juicio.

			Sin embargo, en los casos excepcionales previstos en el COIP, podrá ser prueba el testimonio producido de forma anticipada.

			2. Inmediación: Los juzgadores y las partes procesales deberán estar presentes en la práctica de la prueba.

			3. Contradicción: Las partes tienen derecho a conocer oportunamente y controvertir las pruebas, tanto las que son producidas en la audiencia de juicio como las testimoniales que se practiquen en forma anticipada.

			4. Libertad probatoria: Todos los hechos y circunstancias pertinentes al caso, se podrán probar por cualquier medio que no sea contrario a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado y demás normas jurídicas.

			5. Pertinencia: Las pruebas deberán referirse, directa o indirectamente a los hechos o circunstancias relativos a la comisión de la infracción y sus consecuencias, así como a la responsabilidad penal de la persona procesada.

			6. Exclusión probatoria: Toda prueba o elemento de convicción obtenidos con violación a los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos humanos o en la ley, carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán excluirse de la actuación procesal.

			Se inadmitirán aquellos medios de prueba que se refieran a las conversaciones que haya tenido el fiscal con la persona procesada o su defensa en desarrollo de manifestaciones preacordadas.

			Los partes informativos, noticias del delito, versiones de los testigos, informes periciales y cualquier otra declaración previa, se podrán utilizar en el juicio con la única finalidad de recordar y destacar contradicciones, siempre bajo la prevención de que no sustituyan al testimonio. En ningún caso serán admitidos como prueba.

			7. Igualdad de oportunidades: Se deberá garantizar la efectiva igualdad material y formal de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal.

			Breves referencias acerca de la teoría de los frutos del árbol envenenado:

			“La prueba es la garantía del inocente”391

			La teoría de los frutos del árbol envenenado hace referencia a las pruebas de un delito obtenidas de manera ilícita, las cuales impedirán en el proceso judicial que puedan ser utilizadas en contra de cualquier persona, de forma que cualquier prueba que directa o indirectamente y por cualquier nexo esté viciada, deba ser declarada nula o totalmente ineficaz.

			Esta teoría surge del caso Silverthorne Lumber Company versus Estados Unidos, en el cual Silverthorne estuvo imputado por evasión de impuestos y tras un registro realizado de forma ilegal por agentes federales, en el cual se obtuvieron varias copias de sus registros contables, se ordenó su detención. El juez de la Corte Suprema Oliver Wendell Holmes, Jr., argumentó que aceptar la derivación probatoria de algo viciado, fomentaría una vulneración de la Cuarta Enmienda392, de ahí que las copias ilegalmente obtenidas, debían ser declaradas inadmisibles.

			Interesante resulta el criterio jurisprudencial español, en concreto de la que se conoce como teoría de la conexión de antijuricidad o de prohibición de valoración393, que en suma defiende la premisa de que en todo procedimiento judicial se deberán respetar las normas de la buena fe, en consecuencia, no surtirán efectos jurídicos las pruebas obtenidas directamente o indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales.

			Así, las sentencias del Tribunal Supremo 139/1999 y 171/99, explican la existencia o no de una conexión de antijuridicidad, de forma que habrá que analizarse las pruebas que de hecho están indisolublemente unidas con la prueba primariamente viciada y, aquellas en que esa conexión fáctica no se verifica.

			Méndez Díaz, hace notar que con la introducción de los principios acusatorios en el sistema penal, son las Constituciones las que fijan los límites para el ejercicio del ius puniendi, por ende, cuando se hace referencia a la “Constitucionalización del Derecho”, se entiende que debe aplicarse directamente la Constitución como marco, debido a que ella responde a criterios de protección general394.

			En este sentido, cuando nos referimos a la prueba ilícita, se debe entender a la obtenida con violación de derechos y garantías fundamentales, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no autoincriminación y aquellas en cuya producción o práctica se somete a las personas a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie de la prueba así obtenida395.

			Por lo dicho, sin importar el motivo, la prueba ilícita deberá ser excluida y no podrá formar parte de los elementos de convicción que utilice el juez para adoptar cualquier decisión en el asunto sometido a su conocimiento.

			El profesor Ricardo Vaca Andrade, cuando desarrolla lo relativo al principio de legalidad que rige la producción de las pruebas, sostiene que las consecuencias negativas de evidencias obtenidas inconstitucionalmente son definitivas y deberían ser concluyentes, para evitar interpretaciones en virtud de las cuales se considere como válida la evidencia obtenida con violación de los derechos fundamentales de la persona, porque habiéndosela obtenido atropellando normas, a pesar de su clara ineficacia y validez, no se puede negar su existencia396.

			El mismo autor, indica que la tacha de ilegalidad de las pruebas no alcanza solamente a las que constituyen violación de garantías constitucionales, como la confesión mediante tortura, sino también a las que sean sus consecuencias inmediatas, como sería la aprehensión de objetos materiales del delito en el lugar indicado en la confesión forzada397.

			Por lo referido, citando a Cafferata Nores, Vaca concluye que: “(...) esta solución puede llevar a la impunidad de algún delito, pero no es menos cierto que el orden jurídico ha optado en muchos casos por la impunidad, cuando ella fuere el precio de la tutela de otros intereses que han considerado más valiosos que el castigo del ilícito, dándoles una protección de rango constitucional.”

			Algunas sentencias nacionales que hacen referencia a la teoría de los frutos del árbol envenenado son:

			- Sentencia de la Corte Constitucional No. 006-17-SCN-CC, dentro del Caso No. 0011-11-CN, de 18 de octubre del 2017, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 22, de 05 de diciembre del 2017.

			- Sentencia de Tribunal Contencioso Electoral No. 62, de 15 de junio del 2011, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 621, de 18 de enero del 2012.

			Prueba testimonial

			(Ver Prueba documental // Prueba material)

			El testimonio, según el Código Orgánico Integral Penal, es el medio a través del cual se conoce la declaración de la persona procesada, de la víctima y de otras personas que han presenciado el hecho o conocen sobre las circunstancias del cometimiento de la infracción penal (Art. 501 del COIP).

			Reglas comunes para todos los testimonios:

			El Código Orgánico Integral Penal señala que la prueba y los elementos de convicción, obtenidos mediante declaración, se regirán por las siguientes reglas:

			1. Principio de unidad: El testimonio se valorará en el contexto de toda la declaración rendida y en relación con las otras pruebas que sean presentadas.

			2. Testimonio anticipado: El juzgador podrá recibir como prueba anticipada los testimonios de las personas gravemente enfermas, de las físicamente imposibilitadas, de quienes van a salir del país, de las víctimas o testigos protegidos, informantes, agentes encubiertos y de todas aquellas que demuestren que no pueden comparecer a la audiencia de juicio. En el caso de audiencia fallida, y en los que se demuestre la imposibilidad de los testigos de comparecer a un nuevo señalamiento, el tribunal, podrá receptar el testimonio anticipado bajo los principios de inmediación y contradicción.

			3. Testigo residente en el extranjero: Si la persona reside en el extranjero, se procederá conforme con las normas internacionales o nacionales para el auxilio y la cooperación judicial. Si es posible se establecerá comunicación telemática.

			4. Declaraciones en contra de parientes, cónyuge o pareja: Nadie podrá ser llamado a declarar en juicio penal contra su cónyuge, pareja o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, excepto en el caso de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, sexual y de género. Serán admisibles las declaraciones voluntarias de las víctimas de una infracción o de sus parientes con independencia del grado de parentesco.

			5. Declaración de niñas, niños y adolescentes: Las niñas, niños y adolescentes declararán sin juramento, pero con la presencia de sus representantes o un curador que será nombrado y posesionado en la misma audiencia de juicio

			6. Traductor: El juzgador nombrará y posesionará en el mismo acto a un traductor, cuando el declarante no sepa el idioma castellano.

			7. Caso de persona sordomuda: Si la persona que declara es sordomuda, el juzgador recibirá el testimonio por escrito; si no sabe escribir, con el auxilio de un intérprete o, a falta de éste, de una persona acostumbrada a entender al declarante, a quien se le posesionará en el mismo acto.

			8. Prohibición de interrupción: Los testimonios no podrán ser interrumpidos, salvo que exista una objeción por parte de los sujetos procesales.

			9. Apoyo del sistema de víctimas y testigos: Las personas que sean llamadas a declarar y que se encuentren en situación de riesgo tendrán derecho al resguardo proporcionado por el fiscal a través del Sistema Nacional de Protección y Asistencia de Víctimas, Testigos y otros participantes en el proceso, o disposición a la Policía Nacional, a fin de que se garantice su integridad personal, su testimonio y comparecencia a la audiencia de juicio, en la que puedan rendir su testimonio a través de medios tecnológicos o de caracterización que aseguren su integridad.

			10. Momento del testimonio: El testimonio se practicará en la audiencia de juicio, ya sea en forma directa o a través de videoconferencia, con excepción de los testimonios anticipados.

			11. Caso especial de servidores con fuero de Corte Nacional: Los servidores públicos que gozan de fuero de Corte Nacional, podrán rendir su testimonio mediante informe juramentado.

			12. Disposiciones generales para testigos y agentes encubiertos: Quienes rindan testimonio deberán informar sobre sus nombres, apellidos, edad, nacionalidad, domicilio o residencia, estado civil, oficio o profesión, salvo el caso del testigo protegido, informante, agente encubierto o persona cuya integridad se encuentre en riesgo. Permanecerán en un lugar aislado, declaran individualmente y de forma separada de modo que no puedan oír mutuamente sus declaraciones.

			13. Juramento: Al momento de rendir testimonio, se prestará juramento en todo cuanto conoce y se es preguntada la persona. Se le advertirá sobre las penas con las cuales será sancionado el perjurio.

			14. Preguntas y objeciones: Los sujetos procesales podrán realizar preguntas u objetarlas, y el juzgador deberán resolver la objeción para que la persona las conteste o se abstenga de hacerlo.

			15. Prohibición de preguntas: No se podrán formular preguntas autoincriminatorias, engañosas, capciosas o impertinentes. Además no se podrán formular preguntas sugestivas en el interrogatorio, excepto cuando se trate de una pregunta introductoria o que recapitule información ya entregada por el mismo declarante.

			16. Posibilidad de formulación de preguntas sugestivas en el contra examen: Podrán hacerse preguntas sugestivas durante el contra examen (Art. 502 del COIP).

			17. Detención por falso testimonio y perjurio: El juzgador ordenará la detención de un testigo por falso testimonio o perjurio y deberá remitir lo pertinente al fiscal para su investigación (Art. 506 del COIP).

			Clasificación de los testimonios:

			El COIP reconoce tres tipos de testimonios:

			1. Testimonio del procesado: Las reglas que se observarán en este tipo de testimonio, al tenor del Código Orgánico Integral Penal, son:

			A. Medio de defensa y prueba: El testimonio de la persona procesada es un medio de defensa.

			B. Prohibición de forzar testimonio: La persona procesada no podrá ser obligada a rendir testimonio, ni se ejercerá en su contra coacción o amenaza, ni medio alguno para obligarlo o inducirlo a rendir su testimonio contra su voluntad.

			C. En ningún caso se requerirá juramento: Si decide el procesado dar su testimonio, en ningún caso se le requerirá juramento o promesa de decir la verdad, pudiendo los sujetos procesales interrogarlo.

			D. Defensa técnica: La persona procesada tendrá derecho a contar con un defensor público o privado y a ser asesorada antes de rendir su testimonio.

			E. Instrucción de derechos: La persona procesada deberá ser instruida por el juzgador sobre sus derechos.

			F. La inobservancia de las reglas establecidas en los literales B y C hará nulo el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria que corresponda (Art. 507 del COIP).

			En adición, se deberá tener en cuenta, en relación a la versión de la persona investigada o procesada que, deberá rendir su versión de los hechos, previa comunicación de su derecho a guardar silencio, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. En ningún caso se le obligará, mediante coacción o amenaza física, moral o de cualquier otra índole, a que declare sobre asuntos que puedan ocasionarle responsabilidad penal o inducirla a rendir versión contra su voluntad ni se le hacen ofertas o promesas para obtener su confesión.

			2. La persona investigada o procesada tendrá derecho a contar con un defensor público o privado y a ser asesorada antes y durante su versión.

			3. El fiscal podrá disponer que la versión se amplíe, siempre que lo considere necesario (Art. 508 del COIP).

			No liberación de práctica de prueba: Si la persona investigada o procesada, al rendir su versión o testimonio, se declara autora de la infracción, el fiscal no quedará liberado de practicar los actos procesales de prueba tendientes a demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del procesado (Art. 509 del COIP).

			2. Testimonio de la víctima: Las reglas para el testimonio de la víctima que se deberán observar según el Código Orgánico Integral Penal, son:

			A. Evitar confrontación visual con el procesado: La víctima, previa justificación, podrá solicitar al juzgador se le permita rendir su testimonio evitando la confrontación visual con la persona procesada, a través de video conferencia, cámara de Gesell u otros medios apropiados para el efecto, sin que ello impida el derecho a la defensa y en especial, a contrainterrogar.

			B. Identidad: El juzgador deberá cerciorarse de la identidad de la persona que rinde el testimonio a través de este medio.

			C. Medidas de protección en casos especiales: El juzgador dispondrá, a pedido del fiscal, del defensor público o privado o de la víctima, medidas especiales orientadas a facilitar el testimonio de la víctima y en particular de niñas, niños, adolescentes, adultos mayores o víctimas de delitos contra la integridad sexual o reproductiva, trata de personas, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			D. Prohibición de revictimización: El juzgador, adoptará las medidas necesarias para evitar cualquier tipo de hostigamiento o intimidación a la víctima, especialmente en casos de delitos contra la integridad sexual o reproductiva, trata de personas, violencia sexual, contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			E. Asistencia especializada: Siempre que la víctima lo solicite o cuando el juzgador lo estime conveniente y la víctima lo acepte, el testimonio será receptado con el acompañamiento de personal capacitado en atención a víctimas en crisis, tales como psicólogos, trabajadores sociales, psiquiatras o terapeutas, entre otros. Esta norma se aplicará especialmente en los casos en que la víctima sea niña, niño, adolescente, adulto mayor o persona con discapacidad (Art. 510 del COIP).

			3. Testimonio de terceros: El testimonio de terceros según el Código Orgánico Integral Penal, se regirá por las siguientes reglas:

			A. Obligatoria comparecencia: Los terceros que no sean sujetos ni partes del proceso, que conozcan de una infracción, serán obligados a comparecer personalmente a rendir su testimonio. Se podrá hacer uso de la fuerza pública para la comparecencia del testigo que no cumpla esta obligación.

			B. Protección del secreto profesional: No se recibirá las declaraciones de las personas depositarias de un secreto en razón de su profesión, oficio o función, si estas versan sobre la materia del secreto. En caso de haber sido convocadas, deberán comparecer para explicar el motivo del cual surge la obligación y abstenerse de declarar pero únicamente en lo que se refiere al secreto o reserva de fuente.

			C. Comparecencias necesarias: Los testigos o peritos volverán a declarar cuantas veces lo ordene el juzgador en la audiencia de juicio.

			D. Número de comparecencias diarias: Cuando existan más de veinte testigos y peritos, el juzgador con los sujetos procesales determinarán cuántos y quiénes comparecerán por día.

			E. Incomunicación de testigos: Cuando existan varios testimonios o peritos en la misma causa, los testimonios se recibirán por separado, evitándose que se comuniquen entre sí, para lo cual permanecerán en un lugar aislado (Art. 503 del COIP).

			Valor probatorio de la prueba testimonial:

			El testimonio se valorará en el contexto de toda la declaración rendida y en relación con las demás pruebas actuadas (Numeral 1 del Art. 502 del COIP).

			Casos especiales de testimonios:

			El Código Orgánico Integral Penal, se refiere a los siguientes testimonios:

			1. Versión o testimonio de niñas, niños o adolescentes, personas con discapacidad y adultos mayores:

			Las niñas, niños o adolescentes, personas con discapacidad y adultos mayores, tendrán derecho a que su comparecencia ante el juzgador o fiscal, sea de forma adecuada a su situación y desarrollo evolutivo. Para el cumplimiento de este derecho se utilizarán elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencia o similares, por una sola vez. Se incorporará como prueba la grabación de la declaración en la audiencia de juicio (Art. 504 del COIP).

			2. Testimonio de peritos:

			Los peritos sustentarán oralmente los resultados de sus peritajes y responderán al interrogatorio y al contrainterrogatorio de los sujetos procesales (Art. 505 del COIP).

			Referencias acerca del uso de la cámara de Gesell*

			*	Artículo de ARAUJO GRANDA, María Paulina, “Funciones de la cámara de Gesell en la investigación penal. Parte teórica y base legal. Material básico de apoyo”, en Artículos Jurídicos, Araujo & Asociados.

			Si en algún momento usted pensó que la cámara de Gesell fue creada única y exclusivamente para ser una herramienta en el ámbito del proceso penal y la protección de personas inmersas en investigaciones forenses, es importante adentrarse a profundidad en sus orígenes y usos.

			I. Qué es la cámara de Gesell:

			El dispositivo de la cámara de Gesell o Gesell Dome en inglés, fue creado por el estadounidense Arnold Gesell (1880-1961), quien era un psicólogo que se dedicó a estudiar las etapas del desarrollo de los niños.

			La cámara consiste en dos habitaciones con una pared divisoria en la que hay un vidrio de gran tamaño que permite ver desde una de las habitaciones lo que ocurre en la otra –donde se realiza la entrevista–, pero no al revés (vidrio de visión unilateral); estas habitaciones cuentan con equipos de audio y de video para la grabación de las diferentes diligencias.

			Gesell la creó para observar las conductas de los niños, sin que éstos se sintieran presionados por la mirada de un observador. Es decir, nace como un instrumento de apoyo para estudiar psicológicamente la conducta de los menores de edad, con fines pediátricos o médicos.

			II. Funcionamiento de la Cámara de Gesell:

			Desde su creación y aplicación en el ámbito de la Psicología y la Medicina (y que se mantiene en el ámbito de la investigación penal), el acto por el cual el experto escucha el relato del damnificado, debe ser llevado a cabo bajo las siguientes directrices:

			1. Análisis previo del entorno integral de la persona que será entrevistada.

			2. La entrevista debe llevarse a cabo en un ámbito especialmente acondicionado para ese efecto y no en un despacho del órgano investigador o del juez, ni mucho menos en la sala de audiencias de un tribunal juzgador.

			3. Solo las partes y los órganos de la administración de justicia penal se encuentran habilitados a seguir la secuencia de la entrevista desde otro sitio, a través de elementos técnicos destinados al efecto, pudiendo intervenir durante su desarrollo en forma indirecta y a través del psicólogo actuante, quien habrá de canalizar sus inquietudes del modo que considere prudente para garantizar la integridad psíquica del entrevistado.

			4. No olvidar que los dichos del entrevistado deben ser grabados o escuchados por los órganos o personas interesados, salvo cuando ocurre la entrevista en la cual interactúan el psicólogo y el declarante, con base en la protección del secreto profesional y confidencial entre el profesional y el paciente.

			Téngase presente que la cámara de Gesell se emplea además para observar la conducta de sospechosos en interrogatorios, para preservar el anonimato de testigos; y, como herramienta para el análisis de conceptos teórico-prácticos en áreas como la Educación, Marketing y Desarrollo Humano.

			III. Rol fundamental de la Psicología para el uso de la cámara de Gesell:

			La Psicología es la ciencia que estudia los procesos psíquicos, incluyendo procesos cognitivos internos de los individuos, así como los procesos sociocognitivos que se producen en el entorno social. La primera influencia que ésta ciencia ejerce en el ámbito del Derecho Penal, se manifiesta a través de dos de las ciencias auxiliares que ningún órgano del aparato punitivo del Estado puede pasar por alto:

			1. La Criminología: Es una ciencia de carácter multidisciplinar, que basa sus fundamentos en conocimientos propios de la Sociología, Psicología y la Antropología social, tomando para ello el marco conceptual que delimita el Derecho Penal. Las áreas de investigación criminológicas incluyen la incidencia y las formas de delito, así como sus causas y consecuencias; también se analizan las reacciones sociales y las políticas públicas que se adoptan respecto a los ilícitos.

			2. La Victimología: Conocida como la ciencia que estudia científicamente a la víctima y su papel en el hecho delictivo. Se sustenta en el estudio de las causas por las que determinadas personas son víctimas o sujetos pasivos de un delito y de cómo el estilo de vida conlleva una mayor o menor probabilidad de que una determinada persona sea víctima de un crimen.

			Nuestro país recoge esta ciencia y la operativiza por medio de la Fiscalía General del Estado, a través del Sistema de protección a víctimas, testigos y demás participantes del proceso penal, al tenor de lo prescrito en el artículo 198 de la Constitución de la República.

			Ahora bien, vinculada, como lo ésta, la Psicología del delincuente y de la víctima al empleo como instrumento de investigación y de obtención de varias hipótesis sujetas a verificación en el proceso penal a través de la cámara de Gesell, es importante centrarse en la aplicación directa y el momento oportuno en que se ponen en práctica estos conocimientos. Este momento se lo conoce como la construcción del relato.

			Construir un relato es un acontecimiento discursivo que contribuye a la elaboración de identidades, lo que involucra el intercambio y la transmisión. Como interpretación de los hechos, el relato involucra una búsqueda de sentido, de origen, de causa; y, como enunciado, comprende un lugar y un tiempo que marca la determinación de lo que se narra.

			IV. La investigación penal y la cámara de Gesell:

			Con base en lo indicado en las líneas precedentes, la cámara de Gesell sin duda facilita las investigaciones previas, instrucciones fiscales y producción de pruebas, a más de servir como suministro de valiosa información para el fiscal, como también hace realidad la garantía de que no se provoque una revictimización de quienes fueron objeto de un delito, en especial en el caso de tipologías contrarias a la libertad e indemnidad sexual, con más razón en el caso de los niños, niñas y adolescentes.

			El Código Orgánico Integral Penal, cuando regula lo referente a la identificación personal, en concreto cuando no es factible identificar por otros medios a una persona investigada y es necesaria la colaboración de la víctima o un tercero, señala que en la diligencia se utilizarán medios técnicos adecuados que eviten la exposición de la víctima con el investigado; y, de ser posible, todos los reconocimientos –sujetos al debido proceso– se los llevará a cabo a través de la cámara de Gesell (Numerales 8 y 9 del Art. 466).

			La misma norma, entre las reglas para la recepción del testimonio de la víctima, precisa que previa justificación, ésta podrá solicitar al juzgador se le permita rendir su testimonio evitando la confrontación visual con la persona procesada, a través de video conferencia, cámara de Gesell u otros medios apropiados para el efecto, sin que ello impida el derecho a la defensa y en especial, a contrainterrogar. En adición, el juzgador dispondrá, a pedido del fiscal, del defensor público o privado o de la víctima, medidas especiales orientadas a facilitar el testimonio de la víctima y en particular de niñas, niños, adolescentes (Numerales 1 y 3 del Art. 510).

			Es de vital importancia recordar que lo actuado en la cámara de Gesell, si bien puede brindar información suficiente para fundamentar una acusación, en muchos de los casos, no es más que una entrevista a través de la cual podrán surgir nuevas hipótesis a ser investigadas a través de otros mecanismos, por lo que no es recomendable que la cámara de Gesell sea el único instrumento investigativo cuando se ha conocido del cometimiento de un delito de acción pública.

			VI. Delitos frente a los cuales su puede hacer uso de la cámara de Gesell:

			Si bien en cualquier conducta tipificada como delito de acción pública en las leyes punitivas del Estado se puede emplear la cámara de Gesell como instrumento de investigación, el cuestionamiento que tanto el fiscal, el juez y el defensor deben plantearse, no se debe centrar únicamente en la acción u omisión delictiva, sino y con mayor énfasis, en el sujeto pasivo al que se le han lesionado sus derechos fundamentales, así como las circunstancias en que se produjo el ilícito y las características integrales del ofendido o del testigo y de su ambiente familiar y social.

			1.1 Delitos sexuales:

			En lo que tiene que ver la utilización de la cámara de Gesell en los procesos de investigación penal sobre los hechos de tipo sexual, debemos primeramente hacer una breve referencia a ellos, para que se pueda comprender mejor el por qué se hace necesario recurrir a este sistema de interrogación y recolección de datos.

			Los actos que ejercen los abusadores son percibidos por sus víctimas en primer término como estímulos internos intrusivos sobre su cuerpo y su mente. En un segundo momento, se produce en ellos una respuesta en forma de reacción pulsional de manera que la misma no logre ser discriminada.

			Se trata entonces de un sometimiento corporal al que se le suma la exigencia de silencio –muchas veces mediando amenazas de males peores e incluso la muerte de la propia víctima o de su entorno familiar–, que implica una especie de complicidad entre el abusador y el abusado.

			Las víctimas soportan un cúmulo de sensaciones que van desde el dolor físico hasta la humillación, lo que expresan a través de una sensación que podría describirse como de aturdimiento.

			A menudo ocurre que no recuerdan las características del episodio, y en ocasiones, intentan convencerse de que nunca ocurrieron los hechos. Tal negación, de ser sostenida a lo largo del tiempo, afectará su psiquis con efectos devastadores, llegando incluso en algunos casos, a que evoquen las escenas de abuso de manera totalmente desafectada, insistiendo en el hecho de su ausencia en el acontecimiento, dado que les resulta imposible ligar el afecto experimentado con cualquier pensamiento sobre lo que vivieron y que muchas veces es negado por el entorno.

			Dentro de los delitos sexuales, resulta ineluctable referirnos a las víctimas cuando son menores de edad, puesto que ante la mera sospecha de que un niño ha sido abusado sexualmente, resulta imprescindible la actuación de la Función Judicial. Ello no solo por su poder coercitivo para tomar medidas que detengan el abuso, sino también para que brinde un marco adecuado a la tarea terapéutica.

			Debemos asimismo tener presente que gracias a un largo proceso de concientización en el proceso penal, a éste también le corresponde hacer primar el interés superior del niño. Ello implica que se hace imperioso establecer procedimientos que eviten provocar nuevos daños a los menores que resultan víctimas de abuso sexual, sin afectar el derecho de defensa de los imputados398.

			1.2 Violencia intrafamiliar y trata de personas:

			Por ejemplo, podemos estar frente a un homicidio simple o un asesinato, que pasará a ser visto como conducta de violencia intrafamiliar, única y exclusivamente cuando se determine el entorno de los sujetos activo y pasivo.

			Estas conductas, en la mayoría de ocasiones, requieren del auxilio investigativo de la cámara de Gesell, precisamente porque el entorno en el cual toman lugar las inconductas, imponen una peligrosa tendencia al silencio o complicidad de los afectados, quienes en no pocas ocasiones logran generar pensamientos de que lo ocurrido es normal, calificando la conducta lesiva, como socialmente aceptable.

			Por otro lado, debemos poner atención al abuso de las denuncias que se pueden presentar en relación al entorno intrafamiliar, que pueden ser empleadas para venganzas personales o para fines distintos a la sanción penal de un delito, hecho que puede ser también contrastado a través de la cámara de Gesell.

			Ahora bien, cuando de trata de personas hablamos, si la orientamos por ejemplo a la explotación sexual, aparecen tipos penales que se reprimirán aún cuando ha mediado el consentimiento de la víctima, quien en no pocas veces se rehúsa a cooperar con la información que se requiere en una investigación penal, porque sabe que si da a conocer lo acontecido, recibirá amenazas de los sujetos activos y puede llegar hasta a ser rechazada por su familia y la sociedad.

			En estos ilícitos entonces, la cámara de Gesell garantizará a la víctima su anonimato y la seguridad de que los órganos de administración de justicia penal podrán identificar con mayor precisión a las personas inmersas en el tráfico humano, para intentar lograr así su erradicación, por medio del descubrimiento de las amplias redes nacionales e internacionales dedicadas a este negocio contrario a la dignidad humana.

			VII. Ideas finales:

			Como se ha precisado a lo largo de la presente recopilación de información acerca del uso de la cámara de Gesell, es importante hacer hincapié en los siguientes aspectos:

			1. El operador del sistema de justicia penal deberá, como primera actividad, analizar integralmente las circunstancias del caso y con especial atención a los participantes del hecho que se presume delictivo, para determinar si recurre o no al uso de la cámara Gesell.

			2. Si el empleo de la cámara de Gesell es requerido, se deber tener claro que a través de la primera entrevista, se podrán obtener datos relevantes que pueden orientar la investigación hacia la recopilación de otros indicios. La cámara es un instrumento de ayuda, pero no es el único recurso que se puede usar.

			3. En la investigación preprocesal y procesal penal se puede emplear la cámara de Gesell, sea para buscar elementos investigativos, para la identificación de personas y para la adopción de las medidas que el Código Orgánico Integral Penal prevé para garantizar la inmediación de las personas al proceso, así como la reparación a las víctimas.

			4. En el anuncio de las pruebas (audiencia preparatoria del juicio), se puede usar la cámara de Gesell para formar el juicio y razonamiento de los órganos del Estado actuantes y de los defensores, los que canalizarán sus inquietudes y preguntas a través del psicólogo operante. No existe prohibición legal alguna acerca del uso de la cámara, incluso para lograrse acuerdos probatorios, exclusión de pruebas, etcétera.

			5. La actuación de las pruebas (audiencia de juicio): Nada excluye que las pruebas puedan ser actuadas y receptadas por el órgano juzgador a través de su participación en la habitación contigua que forma parte de la cámara de Gesell. Esto facilitaría que la persona que testifica, se sienta protegida frente al impacto que suele generar el estar frente a una autoridad y, con más razón, de su agresor.

			Para finalizar, si se ha hecho necesario que en la etapa probatoria se emplee la cámara de Gesell, esos testimonios serán plenamente válidos, en vista de que no vulneran ninguno de los artículos que regulan la prueba testimonial, en sus tres formas, pero con énfasis en el testimonio de la víctima y de terceros.

			Punibilidad

			Definición: La punibilidad se refiere a la sanción que se impondrá a las personas que cometan un delito. Como ya lo hemos mencionado en el presente Consultor Penal, en el Ecuador se impondrá una pena a la persona que adecua su conducta a lo determinado en una norma penal y que además lo ha hecho con conciencia y voluntad, como así lo establece el Código Orgánico Integral Penal, puesto que señala que para que una persona sea considerada responsablemente penalmente deberá, primero, ser imputable y, además, actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta (Art. 34 del COIP).

			No se olvide que la pena es una restricción a la libertad y a los derechos de las personas y será impuesta como consecuencia jurídica de sus acciones u omisiones punibles. Se basa en una disposición legal e impuesta por una sentencia condenatoria ejecutoriada (Art. 51 del COIP).

			En adición, al tenor de la norma penal, sus fines son la prevención general para la comisión de delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona con condena, así como la reparación del derecho de la víctima. En ningún caso la pena tendrá como fin el aislamiento y la neutralización de las personas como seres sociales (Art. 52 del COIP).

			Q

			Quiebra e insolvencia

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad)

			Prejudicialidad: En el caso de la quiebra o la insolvencia, contemplados como casos de prejudicialidad de lo civil a lo penal, en el ámbito punitivo se presentan las siguientes regulaciones según el Código Orgánico Integral Penal:

			De la quiebra:

			1. Quiebra fraudulenta:

			La persona que en calidad de comerciante sea declarada culpable de alzamiento o quiebra fraudulenta, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 206 del COIP).

			2. Quiebra fraudulenta de persona jurídica:

			Cuando se trate de la quiebra de una sociedad o de una persona jurídica, todo director, administrador o gerente de la sociedad, contador o tenedor de libros que coopere en su ejecución, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 207 del COIP)

			Cabe indicarse que el Código Orgánico Integral Penal además se refiere al delito de ocultamiento y otros actos fraudulentos en beneficio del fallido, cuyo sujeto activo será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a dos años, en los siguientes eventos:

			1. La persona que en obsequio del fallido sustraiga, disimule u oculte, en todo o en parte, sus bienes muebles o inmuebles.

			2. La persona que se presente de manera fraudulenta en la quiebra y sostenga, sea a su nombre o por interposición de persona, créditos supuestos o exagerados.

			3. La persona que siendo acreedora, estipule con el fallido o cualquier persona, ventajas particulares, por razón de sus votos en la deliberación relativa a la quiebra o la persona que ha hecho un contrato particular del cual resulte una ventaja a su favor y contra el activo del fallido.

			4. El síndico de la quiebra culpado de malversación en el desempeño de su cargo (Art. 208 del COIP).

			La insolvencia:

			Respecto a la insolvencia, el Código Orgánico Integral Penal establece como delito únicamente a su figura dolosa, de la siguiente manera:

			a) La persona que a nombre propio o en calidad de representante legal, apoderada, directora, administradora o empleada de entidad o empresa, simule, por cualquier forma, un estado de insolvencia o quiebra para eludir sus obligaciones frente a sus acreedores, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			b) Igual pena tendrá la persona que en calidad de representante legal, apoderada, directora, administradora, conociendo el estado de insolvencia en que se encuentra la persona jurídica que administra, acuerde, decida o permita que esta emita valores de oferta pública o haga oferta pública de los mismos.

			c) Si se determina responsabilidad penal de personas jurídicas, se impondrá la pena de clausura definitiva de sus locales o establecimientos y multa de cincuenta a cien salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 205 del COIP).

			R

			Rapto - figura derogada por el COIP

			(Ver Secuestro extorsivo)

			El rapto en nuestro ordenamiento jurídico derogado, se configuró por la vulneración de la libertad ambulatoria, cuando mediaban “fines deshonestos” por parte del sujeto activo, quien usaba para ello, violencias, artificios o amenazas. De ahí que si arrebataba o hacía arrebatar a un menor de más de siete años, la pena era de uno a cinco años y multa de seis a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (ex Código Penal: Art. 529).

			Si la persona arrebatada era una niña menor de dieciséis años, la sanción era de tres a seis años de reclusión menor (ex Código Penal: Art. 530); y, si se arrebataba a una mujer mayor de dieciséis años y menor de dieciocho, que había consentido en su rapto y seguido voluntariamente al raptor, era reprimido con uno a cinco años de prisión (ex Código Penal: Art. 531 // ex Código de Procedimiento Penal: Art. 36 Lit. b).

			El Código Orgánico Integral Penal no sanciona la vulneración del derecho a la libertad ambulatoria de una persona con fines deshonestos, sino que, a través de la figura del secuestro extorsivo, impone al sujeto activo el máximo de la pena (trece años de cárcel), si priva de la libertad, retiene, oculta, arrebata o traslada a una persona en contra de su voluntad, si la víctima:

			A. Ha sido sometida a violencia física, sexual o sicológica, que le ocasione lesiones permanentes; o,

			B. Es una persona menor de dieciochos años, mayor de sesenta y cinco, mujer embarazada o persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida (Numerales 10 y 3 del Art. 162 del COIP).

			Rebaja de penas

			(Ver Beneficios penitenciarios // Regímenes de rehabilitación social // Procedimiento abreviado // Indulto)

			Procedencia: La reducción de las penas operó en nuestro país sobre un sistema de méritos, que permitían evaluar la buena conducta y la colaboración activa de los internos en su rehabilitación, que se demostraba por su participación en procesos culturales, educativos, laborales, de tratamientos de adicciones u otros.

			Con la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, ya no se contempla la posibilidad de rebaja de penas en la fase de ejecución de una condena, únicamente podríamos hablar de una rebaja de la sanción, en dos casos:

			A. Sometimiento del procesado al procedimiento abreviado (Arts. 635-639 del COIP)

			B. Conmutación o rebaja de pena por parte del Presidente de la República (Art. 74 del COIP)

			Es importante anotar que según el Libro Tercero del Código Orgánico Integral Penal, dedicado a la “Ejecución”, lo que se podrá aplicar a las personas que se encuentran cumpliendo su condena, es un tratamiento individualizado, el sometimiento a programas especiales según su condición y, de cumplirse los requisitos legales, someterse a los varios regímenes de rehabilitación social (semiabierto o abierto) para poder, si es del caso, cumplir la condena fuera de los centros de privación de libertad.

			Rebelión

			(Ver Delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			Estructura típica: La persona que se alce o realice acciones violentas que tengan por objeto el desconocimiento de la Constitución de la República o el derrocamiento del gobierno legítimamente constituido, sin que ello afecte el legítimo derecho a la resistencia, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Figuras agravadas: La persona que realice uno o varios de los siguientes actos, será sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años:

			1. Se levante en armas, para derrocar al gobierno o dificultar el ejercicio de sus atribuciones.

			2. Impida la reunión de la Asamblea Nacional o la disuelva.

			3. Impida las elecciones convocadas.

			4. Promueva, ayude o sostenga cualquier movimiento armado para alterar la paz del Estado (Art. 336 del COIP).

			Receptación o aprovechamiento de cosas robadas

			(Ver Ocultación de bienes sustraídos // Delitos contra el derecho a la propiedad // Delitos contra la administración aduanera).

			Hablar del delito de receptación, nos remite a la figura típica que, en esencia, reprime a las personas que negocian en todo o en parte, con bienes producto de delitos contra la propiedad.

			1. El Código Orgánico Integral Penal, reformado por la Sentencia de la Corte Constitucional No. 14-15-CN/19, de 14 de mayo del 2019399, contempla la siguiente figura de receptación genérica:

			La persona que oculte, custodie, guarde, transporte, venda o transfiera la tenencia, en todo o en parte, de bienes muebles, cosas o semovientes conociendo que son producto de hurto, robo o abigeato, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años. (Art. 202 del COIP).

			Importante tener en cuenta que el Pleno de la Corte Constitucional, a través de la sentencia referida, declaró la inconstitucionalidad del inciso primero del artículo 202 del Código Orgánico Integral Penal, en la frase “o sin contar con los documentos o contratos que justifiquen su titularidad o tenencia”, en vista de que a su criterio, violaba el derecho a la presunción de inocencia; y, por conexidad, declaró además la inconstitucionalidad del inciso segundo del mencionado artículo, que textualmente señalaba:

			“Si por omisión del deber de diligencia no se ha asegurado de que las o los otorgantes de dichos documentos o contratos son personas cuyos datos de identificación o ubicación es posible establecer, serán sancionada con pena privativa de libertad de dos a seis meses”.

			2. Receptación aduanera:

			La adquisición a título oneroso o gratuito, recepción en prenda o consignación y tenencia o almacenamiento de mercancías extranjeras, cuya cuantía sea superior a ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador en general, sin que el tenedor de las mismas acredite su legal importación o legítima adquisición en el país, dentro de las setenta y dos horas siguientes al requerimiento de la autoridad aduanera competente, será sancionada con una pena privativa de libertad de uno a tres años y multa del duplo del valor en aduana de la mercancía (Art. 300 del COIP).

			Recurso de apelación

			Procedencia: El Código Orgánico Integral Penal señala que procederá el recurso de apelación en los siguientes casos:

			1. De la resolución que declara la prescripción del ejercicio de la acción o la pena.

			2. Del auto de nulidad.

			3. Del auto de sobreseimiento, si existió acusación fiscal.

			4. De las sentencias; y,

			5. De la resolución que concede o niega la prisión preventiva, siempre que esta decisión haya sido dictada en la formulación de cargos o durante la instrucción fiscal (Art. 653 del COIP).

			Con la reforma del 2019 se agrega: 6. De la negativa de la suspensión condicional de la pena.

			Trámite establecido en el COIP:

			El recurso de apelación se sustanciará, de acuerdo con las siguientes reglas:

			Interposición:

			A. Se interpondrá ante el juzgador o tribunal dentro de los tres días de notificado el auto o sentencia.

			B. El juzgador o tribunal, resolverá sobre la admisión del recurso en el plazo de tres días contados desde su interposición.

			C. De admitir el recurso a trámite, el juzgador o tribunal remitirá el proceso a la Sala de la Corte Provincial en el plazo de tres días contados desde que se encuentra ejecutoriada la providencia que lo conceda (Numerales 1–3 Art. 654 del COIP).

			Fundamentación y resolución:

			A. Recibido el expediente, la Sala respectiva de la Corte, convocará a los sujetos procesales a una audiencia, dentro del plazo de cinco días subsiguientes a la recepción del expediente, para que fundamenten el recurso y expongan sus pretensiones.

			B. El recurrente intervendrá primero y luego la contraparte. Hay lugar a la réplica y contrarréplica.

			C. Finalizado el debate, la Sala procederá a la deliberación y en mérito de los fundamentos y alegaciones expuestas, anunciará su resolución en la misma audiencia.

			D. La resolución motivada deberá expresarse y reducirse a escrito y notificarse en el plazo de tres días después de ser anunciada en audiencia.

			E. En los casos de fuero de Corte Provincial o Nacional, la sala respectiva procederá en la forma señalada en los literales anteriores (Numerales 4 -8 del Art. 654 del COIP).

			F. Caso especial del auto de sobreseimiento: Si la Sala respectiva no resuelve la apelación del auto de sobreseimiento, en el plazo máximo de sesenta días desde la fecha de recepción del proceso, éste quedará confirmado en todas sus partes, sin perjuicio de que el Consejo de la Judicatura inicie la acción disciplinaria correspondiente (Art. 655 del COIP).

			
					Ver Recurso de apelación en modelos y formatos prácticos.

			

			Recurso de casación

			Finalidad y procedencia: Este recurso procede para corregir los errores de Derecho existentes en la sentencia y será resuelto por la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia cuando en la sentencia se hubiera violado la ley, ya por contravención expresa de su texto, ya por haber hecho una indebida aplicación de ella, o por haberla interpretado erróneamente.

			El Código Orgánico Integral Penal deja en claro que no serán admisibles los pedidos tendientes a volver a valorar la prueba, ni los pedidos de revisión de los hechos del caso concreto (Art. 656 del COIP).

			Interposición: Se lo interpondrá dentro del término de cinco días (cinco días hábiles) contados a partir de la notificación de la sentencia. El juzgador remitirá el proceso a la Corte Nacional de Justicia, en el plazo máximo de tres días hábiles, una vez ejecutoriada la providencia que lo conceda (Numeral 1 del Art. 657 del COIP).

			Trámite del recurso:

			El recurso de casación según el Código Orgánico Integral Penal, se somete a las siguientes reglas:

			A. El tribunal designado por sorteo, dentro del plazo de tres días, convocará a audiencia. De rechazar el recurso, ordenará su devolución al juzgador de origen. De estas decisiones, no hay recurso alguno.

			B. El recurso se sustanciará y resolverá en audiencia, que se realizará dentro del plazo de cinco días contados desde la convocatoria. El recurrente deberá fundamentar su pretensión y los otros sujetos procesales se pronunciarán sobre la misma.

			C. El recurso interpuesto por el fiscal, lo fundamentará en audiencia la o el Fiscal General del Estado o su delegado.

			D. Si se estima procedente el recurso, se pronunciará sentencia enmendando la violación a la ley. De estimarlo improcedente, se declarará así en sentencia.

			E. Si se observa que la sentencia ha violado la ley, aunque la fundamentación del recurrente sea equivocada, de oficio se la admitirá.

			F. La sentencia se notificará dentro de los tres días de finalizada la audiencia.

			G. El proceso se devolverá al juzgador o tribunal respectivo para la ejecución de la sentencia (Numerales 2–8 del Art. 657 del COIP).

			Jurisprudencia con efecto generalmente obligatorio (Fallo de triple reiteración) del Pleno de la Corte Nacional de Justicia acerca del recurso de casación - Contravenciones:

			El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, a través de su Resolución 03-2015, publicada en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial No. 462, de 19 de marzo del 2015, resolvió que la facultad de recurrir por vía de casación, no cabe de las sentencias derivadas de procedimientos por contravenciones comunes, de tránsito, de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, ni las cometidas por adolescentes.

			
					Ver Recurso de casación; Recurso de casación improcedente: sentencia; Recurso de casación procedente: sentencia; Recurso de casación: en modelos y formatos prácticos.

			

			Recurso de hecho

			Procedencia e interposición: El recurso de hecho se concederá cuando el juez o el tribunal hubiere negado los recursos oportunamente interpuestos y que se encuentran expresamente contemplados en el Código. Se lo interpondrá ante el juez o tribunal que negó el recurso oportunamente interpuesto, dentro de los tres días posteriores a la notificación del auto que lo niega (Inciso primero del Art. 661 del COIP).

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se observarán las siguientes reglas:

			1. Interpuesto el recurso, el juzgador o tribunal, remitirá sin ningún trámite el proceso al superior. El superior convocará a audiencia para conocer sobre la procedencia del recurso. Si es aceptado, se tratará el recurso ilegalmente negado.

			2. La Corte respectiva, al aceptar el recurso de hecho, comunicará al Consejo de la Judicatura para que sancione al juzgador o tribunal que ilegalmente negó el recurso.

			3. Si el recurso de hecho ha sido infundadamente interpuesto, la Corte respectiva, comunicará al Consejo de la Judicatura para que sancione al abogado patrocinador del recurrente. Se suspenderán los plazos de prescripción de la acción y caducidad de la prisión preventiva (Art. 661 del COIP).

			Recurso de nulidad - Declaratoria de nulidad según el COIP

			El recurso de nulidad no se encuentra desarrollado en el Código Orgánico Integral Penal, de la manera que sí lo hacía en el ex Código de Procedimiento Penal. Esto tiene su explicación, en vista de que los órganos de administración de justicia penal que conocen de las varias impugnaciones, al tenor del numeral 10 del artículo 652 del COIP, si observan que existe alguna causa que vicie el procedimiento, están obligados a declarar, de oficio o a petición de parte, la nulidad del proceso desde el momento en que se produce la nulidad, a costa del servidor o parte que la provocó.

			Habrá lugar a esta declaratoria de nulidad, únicamente si la causa que la provoca tiene influencia en la decisión del proceso.

			Para estos efectos, serán causas que vician el procedimiento:

			a) La falta de competencia del juzgador, cuando no pueda subsanarse con la inhibición.

			b) Cuando la sentencia no reúne los requisitos establecidos en el COIP.

			c) Cuando exista violación de trámite, siempre que conlleve una violación al derecho a la defensa.

			Resolución de la Corte Constitucional acerca de la declaratoria de nulidad:

			El numeral 3.3 de la Resolución de la Corte Constitucional No. 25, publicada en Documento Institucional 2017 de 25 de Enero del 2017, determina la siguiente interpretación de las normas contenidas en el numeral 10 del artículo 652 del Código Orgánico Integral Penal, conforme a la Constitución de la República:

			1. Está vedado a los jueces competentes en materia penal el declarar la nulidad con base únicamente en el presunto incumplimiento de normas constitucionales.

			2. Para declarar la nulidad de un proceso en materia penal, en razón de la causal c) del número 10 del artículo 652 del Código Orgánico Integral Penal, será necesario que la judicatura enuncie de forma explícita la norma o normas procesales penales cuya inobservancia habría ocasionado la violación de trámite; así como, la pertinencia de su aplicación a dicho trámite, como análisis previo a determinar si dicha violación de trámite acarreó o no una violación del derecho a la defensa; y, como análisis posterior, las razones por las cuales la violación de trámite tuvo influencia en la decisión de la causa.

			Recurso de revisión

			Procedencia: Este recurso se lo interpondrá en cualquier momento ante la Corte Nacional de Justicia, para corregir los errores de hecho o errores judiciales, siempre y cuando la sentencia condenatoria se encuentre ejecutoriada (Inciso primero del Art. 658 del COIP).

			Causales:

			El Código Orgánico integral Penal, establece tres causales:

			1. Si se comprueba la existencia de la persona que se creía muerta.

			2. Si existen, simultáneamente, dos sentencias condenatorias sobre una misma infracción contra diversas personas sentenciadas que, por ser contradictorias, revelen que una de ellas está errada.

			3. Si la sentencia se ha dictado en virtud de documentos o testigos falsos o de informes periciales maliciosos o errados.

			Téngase además en cuenta que:

			a) La revisión solo podrá declararse en virtud de nuevas pruebas que demuestren el error de hecho de la sentencia impugnada.

			b) No serán admisibles los testimonios de las personas que declararon en la audiencia de juicio.

			c) La interposición de este recurso no suspende la ejecución de la sentencia (Art. 658 del COIP).

			Trámite del recurso:

			1. Recurrente e interposición:

			a) El recurso de revisión podrá ser interpuesto por la persona condenada, por cualquier persona o por el mismo juzgador, si aparece la persona que se creía muerta o se presentan pruebas que justifiquen su existencia, con posterioridad a la fecha del cometimiento del supuesto delito.

			b) En los demás casos, solo podrá interponer el recurso la persona condenada y si ha fallecido, podrán hacerlo su cónyuge, su pareja en unión de hecho, sus hijos, sus parientes o herederos.

			c) El escrito de interposición del recurso será fundamentado y contendrá la petición o inclusión de nuevas pruebas, caso contrario se declarará inadmisible y se lo desechará sin lugar a uno nuevo por la misma causa.

			d) Cuando se haya declarado el abandono del recurso, no se podrá admitir uno nuevo por las mismas causas (Art. 659 del COIP).

			2. Sustanciación:

			El recurso de revisión deberá tramitarse de acuerdo con las siguientes reglas:

			A. Recibido el expediente, en el plazo máximo de cinco días, se pondrá en conocimiento de las partes la recepción del proceso y en la misma providencia se señalará el día y hora en que se celebrará la audiencia.

			B. Si la revisión es de una sentencia dictada en un proceso de ejercicio público de la acción, se contará con la intervención del Fiscal General del Estado o su delegado.

			C. En la audiencia, los sujetos procesales expondrán sus fundamentos y practicarán las pruebas solicitadas. La resolución se anunciará en la misma audiencia, debiendo ser notificada dentro de los tres días siguientes.

			D. El rechazo de la revisión, no impedirá que pueda proponerse una nueva, fundamentada en una causa diferente (Art. 660 del COIP).

			Resolución 13-2017 de la Corte Nacional de Justicia acerca del recurso de revisión:

			La Corte Nacional de Justicia, en su Resolución 13-2017, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 21, de 23 de junio del 2017, considerando que el artículo 660 del Código Orgánico Integral Penal trae las reglas para el recurso de revisión, en su numeral 1, dispone que recibido el expediente, en el lapso máximo de cinco días, se pondrá en conocimiento de las partes la recepción del proceso y, en la misma providencia, se señalará día y hora para que se celebre la audiencia.

			A pesar de la señalado, la Corte hace notar que de la lectura de los artículos 658 y 660 del COIP, se entendería que la persona que pretende ejercer su derecho a interponer el recurso de revisión, debería trasladarse desde su lugar de origen a la sede de la Corte Nacional de Justicia, en la ciudad de Quito, para presentarlo; duda que ha ocasionado que se vulnere el derecho que tenemos todos al acceso a la justicia, faceta de la tutela judicial efectiva reconocida en el artículo 75 de la Constitución de la República y desarrollado en parte en el artículo 22 del Código Orgánico de la Función Judicial, no pudiendo el Estado, por intermedio de la normativa vigente, limitar u obstruir este derecho, que para el caso que motiva la resolución, se traduce en la real, sencilla y rápida interposición del recurso de revisión.

			Por tal motivo, en el artículo único de su decisión, resuelve que el escrito de interposición del recurso de revisión deberá ser presentado al juez de instancia o de fuero que dictó la primera sentencia, según el caso, para ante la Corte Nacional de Justicia.

			Régimen disciplinario para las personas privadas de libertad

			Objetivos: El régimen disciplinario tiene como propósito garantizar el respeto a los derechos de las personas privadas de libertad, la convivencia armónica, la seguridad de los centros y el cumplimiento eficaz de las penas y medidas cautelares.

			Autoridad sancionadora: La potestad disciplinaria en los centros corresponde a la autoridad competente del centro, con sujeción estricta a la Constitución y la ley (Art. 719 del COIP).

			Medidas urgentes de seguridad preventiva: Las personas encargadas de la seguridad de los centros, podrán tomar medidas urgentes encaminadas a evitar o prevenir faltas disciplinarias, que deberán ser inmediatamente comunicadas a la autoridad competente del centro según corresponda.

			Cuando se produzca un motín o una grave alteración del orden en un centro de privación de libertad, la autoridad competente del centro solicitará, de ser necesario, la intervención de la fuerza pública en la medida y el tiempo necesario para el restablecimiento del orden (Art. 720 del COIP).

			Catálogo de las faltas disciplinarias:

			Las faltas disciplinarias se clasifican en leves, graves y gravísimas (Art. 721 del COIP).

			A. Faltas leves: Al tenor de la reforma del 2019 cometen faltas leves las personas privadas de libertad que incurran en cualquiera de los siguientes actos:

			1. Inobservar el orden y disciplina en actividades sociales, culturales, religiosas, deportivas, mientras se realizan visitas y en períodos de alimentación en los centros.

			2. Incumplir los horarios establecidos.

			3. Interferir u obstaculizar el conteo de las personas privadas de libertad.

			4. Permanecer y transitar sin autorización por lugares considerados como áreas de seguridad y de administración del centro.

			5. Descuidar el aseo de la celda que ocupa, negarse a colaborar con el aseo y mantenimiento de pabellones, servicios sanitarios, baños, cañerías, talleres, aulas de clase, patios y del centro en general.

			6. Arrojar basura fuera de los sitios previstos para su recolección.

			7. Realizar deliberadamente acciones que atenten contra la salubridad del centro.

			8. Poseer animales en el centro (Art. 722 del COIP).

			B. Faltas graves: Cometen faltas graves las personas privadas de libertad que incurran en cualquiera de los siguientes actos:

			1. Desobedecer las normas de seguridad del centro.

			2. Impedir o procurar impedir por cualquier medio que las personas privadas de libertad realicen actividades laborales, educativas, de salud, sociales, culturales o religiosas.

			3. Participar en peleas o riñas.

			4. Obstaculizar o impedir las requisas que se realicen en el centro.

			5. Lanzar objetos peligrosos.

			6. Obstruir cerraduras.

			7. Realizar conexiones eléctricas, sanitarias y de agua potable no autorizadas.

			8. Comprar o vender bienes cuya procedencia no esté justificada legalmente.

			9. Provocar o instigar desórdenes colectivos, amotinamientos u otros eventos que afecten la seguridad del centro.

			10. Incumplir la normativa y disposiciones internas del centro.

			11. Poseer y utilizar instrumentos, herramientas o utensilios laborales para realizar actividades que contravengan los reglamentos.

			La reforma del 2019 agrega: 12. Desobedecer órdenes y disposiciones de la autoridad del centro que estén encuadradas en la Constitución, en la ley o en los reglamentos respectivos (Art. 723 del COIP).

			C. Faltas gravísimas: Cometen faltas gravísimas las personas privadas de libertad que incurran en cualquiera de las conductas siguientes:

			1. Portar o fabricar llaves maestras o ganzúas.

			2. Atentar contra los medios de transporte y servicios básicos del centro.

			3. Realizar excavaciones, abrir fosas, agujeros o túneles.

			4. Arrendar o vender celdas, espacios físicos, maquinarias, herramientas u otros objetos que pertenecen al centro.

			5. Negarse a acudir a las diligencias judiciales de manera injustificada.

			La reforma del 2019 añade el numeral 6 que sanciona el poner deliberadamente en riesgo su propia seguridad, la de las demás personas o la del centro (Art. 724 del COIP).

			Procedimiento:

			El procedimiento para sancionar será breve, sencillo, oral, respetará el debido proceso y el derecho a ser escuchado por sí mismo o a través de un defensor público o privado, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. El procedimiento comenzará a petición de cualquier persona que conoce que se cometió una falta o por parte escrito entregado por el personal de seguridad de los centros de privación de libertad. Si la persona denunciante privada de libertad solicita guardar reserva de su identidad por seguridad personal, no se publicarán sus nombres ni apellidos.

			2. La autoridad competente del centro llamará a las partes involucradas, al tutor de la persona privada de libertad y las escuchará en audiencia. La persona acusada de cometer una falta tendrá derecho a la última intervención.

			3. En la misma audiencia, se resolverá de manera motivada y se dejará constancia por escrito de los hechos, la falta y la sanción.

			4. Las sanciones podrán impugnarse ante el juez de garantías penitenciarias (Art. 726 del COIP).

			De las sanciones:

			Se impondrán las siguientes sanciones dependiendo de la gravedad y reincidencia, las que deben justificarse en virtud de la proporcionalidad y características de la falta cometida:

			1. Restricción del tiempo de la visita familiar.

			2. Restricción de las comunicaciones externas.

			3. Restricción de llamadas telefónicas.

			4. Sometimiento al régimen de máxima seguridad.

			En los casos en los que estas faltas disciplinarias puedan ser consideradas como delitos, la autoridad competente del centro pondrá en conocimiento de la Fiscalía y se procederá conforme lo señalado en el COIP (Art. 725 del COIP).

			Regímenes de rehabilitación social

			Según el artículo 692 del COIP, el régimen de rehabilitación social estará compuesto de las siguientes fases:

			a) Información y diagnóstico de la persona privada de la libertad: Es la fase de atención integral en la que se recopila toda la información que sirve para orientar su permanencia y salida del centro de privación de libertad, mediante la ejecución de un plan individualizado de cumplimiento de la pena, la observación, valoración, clasificación y ubicación de la persona privada de libertad.

			b) Desarrollo integral personalizado: En esta fase del modelo de atención integral se ejecuta el plan individualizado de cumplimiento de la pena de la persona privada de la libertad, a través del seguimiento y evaluación periódica de los programas familiares, psicológicos, educativos, culturales, laborales, productivos, sociales, de salud y otros que se consideren necesarios.

			c) Inclusión social: Es la fase del modelo en la que, previa evaluación del cumplimiento del plan individualizado de los requisitos previstos en el reglamento respectivo y del respeto a las normas disciplinarias, efectuada por el Organismo Técnico, las personas privadas de libertad podrán incluirse en la sociedad de manera progresiva.

			d) Apoyo a liberados: Es la fase del modelo de atención integral que consiste en una serie de acciones tendientes a facilitar la inclusión social y familiar de las personas que, luego de haber permanecido en los centros de privación de libertad, se reintegrarán a la sociedad, de conformidad con lo previsto en el reglamento respectivo.

			Regímenes de rehabilitación social a aplicarse:

			Los regímenes son:

			
					Cerrado.

					Semiabierto; y,

					Abierto.

			

			Reglas generales:

			A. Una persona privada de libertad podrá pasar de un régimen a otro en razón del cumplimiento del plan individualizado, de los requisitos previstos en el reglamento correspondiente y el respeto a las normas disciplinarias.

			B. La autoridad competente encargada del centro, solicitará al juez de garantías penitenciarias la imposición o cambio de régimen o, la persona privada de libertad lo podrá requerir directamente, cuando cumpla con los requisitos previstos en el reglamento respectivo y la autoridad no lo haya solicitado (Art. 696 del COIP).

			Régimen cerrado

			Es el período de cumplimiento de la pena que se iniciará a partir del ingreso de la persona sentenciada a uno de los centros de privación de libertad. En este régimen se realizará la ubicación poblacional, la elaboración del plan individualizado de cumplimiento de la pena y su ejecución (Art. 697 del COIP).

			Régimen semiabierto

			Es el proceso de rehabilitación social del sentenciado que cumple con los requisitos y normas del sistema progresivo para desarrollar su actividad fuera del centro de ejecución de penas de manera controlada por el Organismo Técnico.

			El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica. Se realizarán actividades de inserción familiar, laboral, social y comunitaria.

			Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de por lo menos el sesenta por ciento de la pena impuesta.

			En el caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario de este régimen, sin causa de justificación suficiente y probada, el juez de garantías penitenciarias revocará el beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

			Con la reforma del 2019 se señala que no podrán acceder a este régimen las personas condenadas por asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico de drogas en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte y graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario (Art. 698 del COIP).

			Régimen abierto

			Se entiende por régimen abierto el período de rehabilitación tendiente a la inclusión y reinserción social de la persona privada de libertad, en la que convive en su entorno social supervisada por el Organismo Técnico. Para acceder a este régimen se requiere el cumplimiento de por lo menos el ochenta por ciento de la pena.

			No podrán acceder a este régimen las personas privadas de libertad que se hayan fugado o intentado fugarse o aquellas sancionadas con la revocatoria del régimen semiabierto.

			El juez de garantías penitenciarias dispondrá el uso del dispositivo de vigilancia electrónica.

			En esta etapa el beneficiario se presentará periódicamente ante el juez. En caso de incumplimiento injustificado de los mecanismos de control por parte del beneficiario de este régimen, el juez de garantías penitenciarias revocará este beneficio y declarará a la persona privada de libertad en condición de prófuga.

			Una vez cumplida la sentencia, el juez dispondrá el inmediato retiro del dispositivo electrónico.

			Se hace necesario indicar que el proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional y remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), propuso que no pudiesen acceder a este régimen las personas privadas de libertad que hayan sido condenadas por los delitos de asesinato, femicidio, sicariato, delitos contra la integridad y libertad personal con resultado de muerte, robo con consecuencia de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, cohecho, concusión, peculado, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, enriquecimiento privado no justificado, delitos de tráfico ilícito de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización en alta y gran escala, terrorismo, delincuencia organizada, abigeato con resultado de muerte, graves violaciones a los derechos humanos.

			Esta propuesta no fue considerada por el veto presidencial en su texto alternativo al artículo 699 del COIP (octubre del 2019).

			Reglas de aplicación de las penas

			(Ver Consecuencias jurídicas del delito)

			Respecto a la aplicación de las penas, el Código Orgánico Integral Penal señala las siguientes reglas:

			1. Legalidad de la pena: No se impondrán penas más severas que las determinadas en los tipos penales del Código. El tiempo de duración de la pena debe ser determinado. Quedan proscritas las penas indefinidas (Art. 53 del COIP).

			2. Individualización de la pena: El juzgador debe individualizar la pena para cada persona, incluso si son varios responsables en una misma infracción, observando lo siguiente:

			A. Las circunstancias del hecho punible, atenuantes y agravantes.

			B. Las necesidades y condiciones especiales o particulares de la víctima y la gravedad de la lesión a sus derechos.

			C. El grado de participación y todas las circunstancias que limiten la responsabilidad penal (Art. 54 del COIP).

			3. Acumulación de penas: La acumulación de penas privativas de libertad procede hasta un máximo de cuarenta años. Las multas se acumularán hasta el doble de la máxima impuesta (Art. 55 del COIP).

			4. Interdicción de [derechos]: La sentencia condenatoria lleva consigo la interdicción de la persona privada de libertad, mientras dure la pena. La interdicción (la norma no determina qué tipo de interdicción será) surte efecto desde que la sentencia cause ejecutoria e inhiba a la persona privada de libertad de la capacidad de disponer de sus bienes, a no ser por sucesión por causa de muerte (Art. 56 del COIP).

			5. Reincidencia: Se entiende por reincidencia la comisión de un nuevo delito por parte de la persona que fue declarada culpable mediante sentencia ejecutoriada. La reincidencia solo procederá en delitos con los mismos elementos de tipicidad de dolo y culpa respectivamente.

			Acerca de la reincidencia, el lector debe saber que el Proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional (septiembre del 2019) señaló que la reincidencia solo procederá cuando se trate de la misma infracción penal o se haya atentado contra el mismo bien jurídico protegido, en cuyo caso deberán coincidir los mismos elementos de dolo o culpa. El ejecutivo en su veto parcial (octubre del 2019) dijo que la reincidencia procederá cuando se hayan verificado los elementos de dolo o culpa, respectivamente, en el cometimiento de otra infracción penal.

			Si la persona reincide, se le impondrá la pena máxima prevista en el tipo penal incrementada en un tercio (Art. 57 del COIP).

			Reglas para las notificaciones

			Según las directrices del Código Orgánico Integral Penal, las notificaciones se regirán de acuerdo con las siguientes reglas:

			1. Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o se adelante un trámite especial, deberá notificarse al menos con setenta y dos horas de anticipación a las partes, testigos, peritos y demás personas que intervendrán en la actuación, salvo en los casos de delitos flagrantes.

			2. En caso de no comparecer a dicha audiencia a pesar de haberse hecho la citación o notificación oportunamente, se entenderá efectuada la misma, salvo que la ausencia se justifique por fuerza mayor o caso fortuito. En este caso la notificación se entenderá realizada al momento de aceptar la justificación.

			3. Los autos definitivos se notificarán a los sujetos procesales en la respectiva audiencia. Las personas se considerarán notificadas con el solo pronunciamiento de la decisión del juzgador.

			4. Las notificaciones de providencias, resoluciones y sentencias registradas en medio electrónico, se cumplirán atendiendo a lo siguiente:

			A. Se privilegiará el uso de los medios electrónicos y telemáticos.

			B. Se realizará en el domicilio electrónico que el usuario determina.

			C. Se considerará realizada cuando está disponible en la casilla de destino.

			D. Se indicará en la comunicación electrónica que en la unidad judicial quedará a disposición del interesado las copias de la actuación respectiva.

			E. Cuando deba practicarse acompañada de documentos emitidos en soporte papel o cuando sea imposible la notificación electrónica, procede mediante comunicación escrita que será entregada de manera personal, se enviará a la casilla judicial, por correo certificado o cualquier otro medio idóneo que indiquen las partes o que se establecen legalmente.

			5. La coordinadora o coordinador de la unidad judicial deberá llevar un registro de las notificaciones realizadas tanto en audiencia como fuera de ella, para lo cual podrá utilizar los medios técnicos idóneos (Art. 575 del COIP).

			Se hace notar que con la reforma del 2019, se agrega en el artículo 575 del COIP el siguiente numeral:

			6. En delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, y los que se comentan contra niños, niñas y adolescentes, previo a la notificación del agresor, el juzgador ordenará todas las medidas de protección necesarias.

			Regulaciones acerca de las grabaciones

			(Ver Prueba documental // Prueba material // Pericia)

			Dentro de la actuaciones especiales de investigación, el Código Orgánico Integral Penal se refiere tanto al reconocimiento de las grabaciones, como a los varios registros relacionados a un hecho constitutivo de infracción, a diferencia del ex Código de Procedimiento Penal que regulaba esta situación, en la sección dedicada a la prueba documental.

			1. Registros relacionados a un hecho constitutivo de infracción:

			No requieren autorización judicial las grabaciones de audio, imágenes de video o fotografía relacionadas a un hecho constitutivo de infracción, registradas de modo espontáneo al momento mismo de su ejecución, por los medios de comunicación social, por cámaras de vigilancia o seguridad, por cualquier medio tecnológico, por particulares en lugares públicos y de libre circulación o en los casos en que se divulguen grabaciones de audio o video obtenidas por uno de los intervinientes, en cuyo caso se requerirá la preservación de la integralidad del registro de datos para que la grabación tenga valor probatorio.

			En estos casos, las grabaciones se pondrán inmediatamente a órdenes del fiscal en soporte original y servirán para incorporar a la investigación e introducirlas al proceso y de ser necesario, el fiscal dispondrá la transcripción de la parte pertinente o su reproducción en la audiencia de juicio (Art. 471 del COIP).

			2. Reconocimiento de grabaciones:

			El juzgador autorizará al fiscal el reconocimiento de las grabaciones, así como de vídeos, datos informáticos, fotografías, discos u otros medios análogos o digitales. Para este efecto, con la intervención de dos peritos que juren guardar reserva, el fiscal, en audiencia privada, procederá a la exhibición de la película o a escuchar el disco o la grabación y a examinar el contenido de los registros informáticos. Las partes podrán asistir con el mismo juramento.

			El fiscal podrá ordenar la identificación de voces grabadas, por parte de personas que afirmen poder reconocerlas, sin perjuicio de ordenar el reconocimiento por medios técnicos (Art. 477 del COIP).

			Rehabilitación social en centros de privación de libertad

			(Ver Resocialización)

			La rehabilitación social está relacionada al tratamiento integral de las personas privadas de su libertad dentro de los respectivos centros.

			Los centros de privación de libertad: Según la normativa penal, los centros de privación de la libertad se clasifican en:

			1. Centros de privación provisional, en los que permanecerán las personas privadas preventivamente de libertad en virtud de una medida cautelar o de apremio impuesta por un juez competente, quienes serán tratadas aplicando el principio de inocencia.

			En caso de que a una persona que se la ha impuesto una medida cautelar privativa de libertad y que por el delito cometido revele que se trata de una persona de extrema peligrosidad, con el fin de precautelar la seguridad del centro y de los otros privados de libertad, se podrá disponer su internamiento en otro centro que preste las seguridades necesarias.

			Estos centros tendrán una sección para las personas aprehendidas por flagrancia.

			2. Centros de rehabilitación social, en los que permanecerán las personas a quienes se les ha impuesto una pena mediante sentencia condenatoria ejecutoriada.

			Según la reforma del 2019, los centros de privación de libertad contarán con las condiciones básicas de infraestructura y seguridad para el cumplimiento de las finalidades del Sistema de Rehabilitación Social, adecuados para el desarrollo de las actividades y programas previstos por el órgano competente y considerando la especifidad de los grupos de atención prioritaria (Art. 678 del COIP).

			Para la ubicación poblacional y el tratamiento de las personas privadas de libertad en los centros de privación de libertad, se considerarán los siguientes niveles de seguridad:

			
					Máxima seguridad

					Media seguridad

					Mínima seguridad

			

			Las características de cada nivel de seguridad estarán previstas en el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social (Art. 694 del COIP).

			No está por demás indicar que el Código Orgánico Integral Penal, respecto al régimen general de rehabilitación, se remite a las siguiente fases:

			1. Información y diagnóstico de la persona privada de la libertad: Es la fase de atención integral en la que se recopila toda la información que sirve para orientar su permanencia y salida del centro de privación de libertad, mediante la ejecución de un plan individualizado de cumplimiento de la pena, la observación, valoración, clasificación y ubicación de la persona privada de libertad.

			2. Desarrollo integral personalizado: En esta fase del modelo se ejecuta el plan individualizado de cumplimiento de la pena de la persona privada de la libertad a través del seguimiento y evaluación periódica de los programas familiares, psicológicos, educativos, culturales, laborales, productivos, sociales, de salud y otros que se consideren necesarios.

			3. Inclusión social: Es la fase del modelo de atención integral en la que, previa evaluación del cumplimiento del plan individualizado de los requisitos previstos en el reglamento respectivo y del respeto a las normas disciplinarias, efectuada por el Organismo Técnico, las personas privadas de libertad podrán incluirse en la sociedad de manera progresiva.

			4. Apoyo a liberados: Es la fase del modelo de atención integral que consiste en una serie de acciones tendientes a facilitar la inclusión social y familiar de las personas que luego de haber permanecido en los centros de privación de libertad, se reintegrarán a la sociedad, de conformidad con lo previsto en el reglamento respectivo.

			Para el cumplimiento de las fases del modelo de atención integral a personas privadas de libertad, se contará con los recursos humanos, la infraestructura y los equipos necesarios para su correcto funcionamiento (Art. 692 del COIP).

			Reincidencia

			Definición: Según el Código Orgánico Integral Penal, antes de la reforma del 2019, había reincidencia, cuando estábamos frente a la comisión de un nuevo delito por parte de la persona que fue declarada culpable mediante sentencia ejecutoriada; sin embargo, solo procedía en delitos con los mismos elementos de tipicidad de dolo y culpa respectivamente (Art. 57 del COIP).

			Acerca de la reincidencia, el lector debe saber que el Proyecto de reforma al COIP aprobado por la Asamblea Nacional (septiembre del 2019) señaló que la reincidencia solo procederá cuando se trate de la misma infracción penal o se haya atentado contra el mismo bien jurídico protegido, en cuyo caso deberán coincidir los mismos elementos de dolo o culpa. El ejecutivo en su veto parcial (octubre del 2019) dijo que la reincidencia procederá cuando se hayan verificado los elementos de dolo o culpa, respectivamente, en el cometimiento de otra infracción penal.

			Consecuencia principal de la reincidencia: Aumento de la pena

			En caso de reincidencia, en aplicación del Código Orgánico Integral Penal, se impondrá la pena máxima prevista en el tipo penal, incrementada en un tercio (Parte final del Art. 57 del COIP).

			Reparación integral

			(Ver Responsabilidad civil)

			En el Código Orgánico Integral penal se garantiza la reparación integral de los daños en relación a la conducta antijurídica cometida.

			Definición: La reparación integral radicará en la solución que objetiva y simbólicamente restituya, en la medida de lo posible, al estado anterior de la comisión del hecho y satisfaga a la víctima, cesando los efectos de las infracciones perpetradas. Su naturaleza y monto dependerán de las características del delito, bien jurídico afectado y el daño ocasionado.

			La restitución integral constituye un derecho y una garantía para interponer los recursos y las acciones dirigidas a recibir las restauraciones y compensaciones en proporción con el daño sufrido (Art. 77 del COIP).

			Mecanismos de reparación integral:

			Formas no excluyentes de reparación integral, individual o colectiva, son:

			1. Restitución: Se aplica a casos relacionados con el restablecimiento de la libertad, de la vida familiar, de la ciudadanía o de la nacionalidad, el retorno al país de residencia anterior, la recuperación del empleo o de la propiedad, así como al restablecimiento de los derechos políticos.

			2. Rehabilitación: Se orienta a la recuperación de las personas mediante la atención médica y psicológica, así como a garantizar la prestación de servicios jurídicos y sociales necesarios para esos fines.

			3. Indemnizaciones de daños materiales e inmateriales: Se refieren a la compensación por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una infracción penal y que sea evaluable económicamente.

			4. Medidas de satisfacción o simbólicas: Se refieren a la declaración de la decisión judicial de reparar la dignidad, la reputación, la disculpa y el reconocimiento público de los hechos y de las responsabilidades, las conmemoraciones y los homenajes a las víctimas, la enseñanza y la difusión de la verdad histórica.

			5. Garantías de no repetición: Se orientan a la prevención de infracciones penales y a la creación de condiciones suficientes para evitar la repetición de las mismas. Se identifican con la adopción de las medidas necesarias para evitar que las víctimas sean afectadas con la comisión de nuevos delitos del mismo género (Art. 78 del COIP).

			En la reforma del 2019 se agrega al artículo 670 del COIP, acerca de la reparación integral que el trámite de los incidentes relativos al incumplimiento de todo o parte de la reparación integral a la víctima que consta en la sentencia, se desarrollará según el procedimiento de ejecución penal, que podrá determinar la forma de cumplimiento en caso de indemnización; y en caso de probarse el incumplimiento total de los mecanismos de reparación integral hacia la víctima se informará a la Fiscalía para que inicie acción penal por incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente tipificado en el artículo 282 del COIP.

			En el caso que los mecanismos de reparación integral a la víctima impliquen a instituciones públicas, se ordenará su cumplimiento en un plazo de 30 días y se remitirá el expediente a la Fiscalía para su investigación.

			Algunas consideraciones jurisprudenciales en torno a la reparación integral:

			La Secretaría Técnica Jurisdiccional de la Corte Constitucional, en su obra intitulada “Reparación integral: Análisis a partir de la jurisprudencia de la Corte Constitucional400 al abordar lo relativo a los mecanismos de reparación integral en la normativa penal y en materia de niñez y adolescencia, se remite al contenido de artículo 78 de la Constitución de la República, que señala que las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se garantizará su no revictimización y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación.

			Dispone además, la obligación de buscar los mecanismos para una reparación integral que incluirá el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado401.

			En esta línea, la reparación integral se configura como una de las finalidades del Código Orgánico Integral Penal, dado que desde su artículo 1, la limitación o regulación del poder punitivo están orientadas, entre otros puntos, a la reparación integral de las víctimas, lo que concuerda con el catálogo de los derechos de las mismas, resaltando aquel contenido en el numeral 3 del artículo 11.

			Hay que hacer énfasis en que las medidas reparatorias constantes en el COIP, no son excluyentes (no es una lista taxativa), de ahí que los órganos de justicia deban considerar todas las herramientas que sean necesarias para hacer cesar los efectos de la vulneración o la puesta en peligro del bien jurídico protegido.

			No hay que olvidar que en materia penal, en particular en lo referente a graves violaciones derechos humanos, hay que remitirse también a la Ley para la Reparación de las Víctimas y la Judicialización de Graves Violaciones de Derechos Humanos y Delitos de Lesa Humanidad ocurridos en el Ecuador entre el 04 de octubre de 1983 y el 31 de diciembre de 2008, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 143, de 13 de diciembre del 2013.

			A través de esta norma, el Estado reconoce su responsabilidad objetiva sobre las violaciones de los derechos humanos documentadas por la Comisión de la Verdad y, además, su obligación de garantizar a las víctimas y a la sociedad ecuatoriana, sin dilaciones, el derecho a la verdad, a la justicia, la reparación integral y la no repetición de los hechos402.

			Ya en el plano de justicia nacional, la primera sentencia que se refirió a la reparación integral, fue la pronunciada por la Corte Constitucional de transición No. 0004-09-SIS-CC, de 23 de julio del 2009, dentro del caso No. 0008-09-IS, en la que se dejó en claro que la reparación integral no es una opción, sino un deber y obligación de los jueces constitucionales, por tanto, los procesos judiciales no terminan con la resolución; habida cuenta que lo fundamental junto a su cumplimiento, es la materialización de sus efectos, traducidos en la reparación integral, que abarca medidas tanto positivas como negativas, así como materiales e inmateriales403.

			Otras sentencias de la Corte Constitucional (de transición) que siguieron esta línea argumentativa son: Sentencia No. 0005-09-SIS-CC, caso No. 0011-09-IS; Sentencia No. 017-10-SIS-CC, caso No. 0054-09-IS; Sentencia No. 024-10-SIS-CC, caso No. 0052-09-IS; Sentencia No. 027-10-SIS-CC, caso No. 0026-10-IS; Sentencia No. 028-10-SIS-CC, caso No. 0036-10-IS; y, la Sentencia No. 029-10-SIS-CC, caso No. 0032-10-IS.

			En lo concerniente al compromiso del Estado de gestar mecanismos de una verdadera reparación integral, que no se restrinja al reconocimiento oficial de una violación a los derechos fundamentales o constitucionales ergo, se constate una reparación de los daños de forma que las vulneraciones no vuelvan a ocurrir, el lector puede remitirse a la Sentencia de la Corte Constitucional de transición No. 0012-09-SIS-CC, caso No. 0007-09-IS y a las Sentencias de la Corte Constitucional No. 011-15-SIS-CC, caso No. 0017-14-IS y No. 046-16-SIS-CC, caso No. 0051-09-IS404.

			Una vez que se superó el período de transición, la Corte Constitucional (2012-2015), a través de la Sentencia No. 004-13-SAN-CC, caso No. 0015-10-AN, de 13 de junio del 2013, estableció que la reparación integral constituye un verdadero derecho constitucional, cuyo titular es toda persona que se considere afectada por la violación de sus derechos. No en vano el artículo 86, numeral 3 de la Constitución, en materia de garantías jurisdiccionales, impone el deber judicial de la aplicación de la reparación integral ante toda vulneración de derechos405.

			En adición, se resolvió que el derecho a la reparación integral, tiene un mínimo intocable y es el derecho de la persona afectada a recibir su reparación material sin dilaciones o trabas procesales. En consecuencia y dependiendo de la naturaleza del derecho vulnerado, se espera que la situación se retrotraiga al estado previo a la vulneración del derecho406.

			Es por ello que, dentro de las garantías jurisdiccionales, las reparaciones no se agotan en reparaciones de tipo económico, ya que las vulneraciones a derechos constitucionales provocan afectaciones que van más allá de una cuantificación monetaria y que requieren por parte de los órganos jurisdiccionales, medidas encaminadas a considerar los efectos que tal vulneración provocó en la vida de las víctimas, conforme se registra en el texto de la Sentencia No. 146-14-SEP-CC, caso No. 1773-11-EP.

			Por otro lado, aplicando las directrices de la Sentencia No. 012-15-SIS-CC, dentro del caso No. 0029-11-IS, de 18 de marzo del 2015, tres son las características que deben reunir las medidas de reparación integral:

			a) Deben ser eficaces, para lo cual deberán individualizarse de forma clara y concreta, o sea, las decisiones judiciales deberán establecer las obligaciones positivas o negativas que tiene que cumplir el responsable de la violación para reparar integralmente el derecho.

			b) Deben ser eficientes, de tal manera que las medidas permitan efectivamente el resarcimiento del daño y restituir el derecho en el menor tiempo posible; y,

			c) Deben ser proporcionales, esto significa que debe existir un equilibrio entre el daño causado y las medidas a adoptarse, pues el fin de la reparación integral no es la mejora o el enriquecimiento del beneficiario, sino únicamente la reparación del derecho constitucional vulnerado.

			La Corte Constitucional entre los años 2015-2017, expidió por ejemplo las Sentencias No. 001-16-SIS-CC, caso No. 0058-11-IS, No. 031-16-SIS-CC, caso No. 0060-11-IS y No. 128-16-SEP-CC, caso No. 1635-12-EP, de las cuales se extraen como ideas principales, que la reparación integral tiene dos esferas de análisis, una, relativa al cumplimiento formal de lo que se determina a través de la parte resolutiva de la sentencia; y, otra, correspondiente a la efectiva ejecución de lo ordenado a través de la sentencia.

			En adición, el objetivo principal de la reparación integral, aunque consiste en volver las cosas al estado anterior a la vulneración del derecho, si esto no fuera posible, su objetivo subsidiario es subsanar el daño causado, daño que puede ser material o inmaterial, para lo cual hay varias maneras de hacerlo, entre ellas la reparación económica407.

			En el plano internacional, Rousset Siri explica que para mejor comprender las diferentes aristas que confluyen en la reparación de una violación a los derechos humanos, se puede acudir a la clasificación de los cuatro rubros reparables propuestos por la Relatoría Especial de las Naciones Unidas, que se registran en el Proyecto de Principios y Directrices Básicos relativos a la reparación de violaciones flagrantes de los derechos humanos, por medio de las siguientes formas:

			
					La restitución.

					La indemnización.

					El proyecto de vida; y,

					La satisfacción y las garantías de no repetición408.

			

			De esta manera y como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de 8 de julio del 2004, en el Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri versus Perú y, en su sentencia de 5 de julio del 2004, dentro del Caso Comerciantes versus Colombia:

			“(...) [e]s preciso tomar en consideración que en muchos casos de violaciones a derechos humanos (...) no es posible la restitutio in integrum, por lo que, teniendo en cuenta la naturaleza del bien afectado, la reparación se realiza, inter alia, según la jurisprudencia internacional, mediante una justa indemnización o compensación pecuniaria”.409

			Respecto a la indemnización pecuniaria, por su capacidad de funcionar como elemento fungible ante las cosas que no se podrán recuperar, por tanto, tener un carácter compensatorio y no sancionatorio (Caso Godínez Cruz versus Honduras), en la mayoría de eventos incluirá lo relativo al daño moral, así como el daño emergente y el lucro cesante o pérdida de ingresos, conforme lo ha denominado la Corte IDH en su jurisprudencia.410

			Hay que tener en cuenta en adición que, a criterio de la Corte, el daño al proyecto de vida converge en la realización integral de la persona afectada, considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas, según se registra en el texto de la sentencia de 27 de noviembre de 1998, dentro del Caso Loayza Tamayo versus Perú, párrafo 147.

			Por último, las medidas de satisfacción y no repetición, poseen un enorme poder de reparación que trascienden lo material y se dirigen, en palabras de la Corte al “(...) reconocimiento de la dignidad de las víctimas, el consuelo de los derechos humanos de que se trata, así como evitar que se repitan violaciones (...)”411. Otra sentencia de la Corte Interamericana que el lector puede revisar, en especial para evitar confundir el concepto de reparaciones con el de indemnizaciones, es el Caso Maqueda versus Argentina.

			No quisiéramos dejar de referirnos al que la Corte llama como “daño patrimonial familiar”, institución analizada por primera vez en el Caso de la Panel Blanca-Paniagua Morales y otros versus Guatemala. La sentencia de 25 de mayo de 2001, en su párrafo 119, lo define como “(...) el perjuicio o trastorno económico ocasionado al grupo familiar como consecuencia de lo sucedido a la víctima y por motivos imputables al Estado.”

			Varias han sido las situaciones de indemnizaciones fijadas sobre la base de este rubro, por ejemplo, traslados de vivienda y cambios de trabajo que obligan al núcleo familiar a dejar el lugar de residencia habitual, como consecuencia de hostigamientos o atentados contra la vida e integridad física en el marco de los hechos412.

			Y, en torno a las medidas de satisfacción y no repetición, desarrolladas a partir del Caso Aloeboetoe versus Suriname, en el cual se ordenó reabrir la escuela situada en Gujaba y dotarla de personal docente y administrativo para que funcione permanentemente, se registran dos casos contra Ecuador, como son en el año 1998, el Caso Benavides Ceballos, en el que la Corte dispuso como medida específica de reparación, el deber de investigar los hechos que motivaron el dictado de la sentencia; y, en el mismo sentido, en el año 1999, el caso Suárez Rosero413.

			Repatriación para cumplimiento de la pena

			Objetivo: Las sentencias de la jurisdicción nacional en las que se imponen penas privativas de libertad, pueden ser ejecutadas en el país de origen o nacionalidad del sentenciado. Así mismo, las sentencias de justicia penal extranjera que imponen penas privativas de libertad a ecuatorianos, podrán ser ejecutadas en el Ecuador, de conformidad con los instrumentos internacionales o al amparo del principio de reciprocidad internacional (Art. 727 del COIP).

			Reglas para la repatriación:

			Además de las directrices previstas en instrumentos internacionales, la repatriación activa o pasiva se someterá a las siguientes reglas:

			1. Corresponderá decidir el traslado de la persona sentenciada al Ministerio rector en materia de justicia y derechos humanos, decisión que se pondrá en conocimiento del juez de garantías penitenciarias para su ejecución.

			2. La ejecución de la sanción impuesta en sentencia se regirá por las normas del régimen penitenciario del Estado al que se trasladará a la persona para el cumplimiento de la pena.

			3. En ningún caso se podrá modificar la duración de la pena privativa de libertad pronunciada por la autoridad judicial extranjera (Art. 728 del COIP).

			Condiciones para el traslado y cumplimiento de condenas para extranjeros:

			El traslado de los sentenciados extranjeros será posible si se cumplen las siguientes condiciones:

			1. Tener sentencia firme o definitiva.

			2. Ser nacional del Estado en el que cumplirá la pena.

			3. Que la duración de la pena que el condenado debe cumplir, sea de por lo menos seis meses, al día de la recepción de la petición.

			4. Que los actos u omisiones que han dado lugar a la condena constituyan una infracción penal en ambos Estados.

			5. Que la persona privada de libertad o su representante, en razón de su edad o de su estado físico mental, tenga la voluntad de ser trasladada, siendo informada previamente de las consecuencias legales.

			6. Que los Estados manifiesten expresamente su aprobación para el traslado (Art. 729 del COIP).

			Acerca de la pena de multa o reparación integral en el caso de repatriación:

			En los casos en que en la sentencia prevea el pago de multa o reparación integral, el Organismo Técnico, previo informe, podrá solicitar al juez de garantías penitenciarias la reducción o exoneración de la multa o del pago de la reparación integral, cuando se establezcan razones humanitarias debidamente motivadas o se haya demostrado la imposibilidad de pago (Art. 730 del COIP// Disposición General Tercera del COIP).

			Resocialización

			(Ver Rehabilitación social en centros de privación de libertad)

			Asistencia para liberados: Existe en el ámbito del Derecho Penal Ejecutivo, la figura de la asistencia para liberados, misma que está a cargo del Estado y cuyo objetivo es el de procurar que los liberados puedan reintegrarse a la sociedad y, hacerlo, en condiciones que les permita un desenvolvimiento armónico en la misma.

			En esta línea, el Código Orgánico Integral Penal señala que el sistema de rehabilitación social, entre varias de sus finalidades, se sustenta en el desarrollo de las capacidades de las personas privadas de libertad para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar completamente su libertad; su rehabilitación integral en el cumplimiento de su condena; y, su reinserción no solo social, sino también económica (Numerales 2, 3 y 4 del Art. 673 del COIP).

			Asimismo, entre las varias fases del régimen de rehabilitación social, se tomarán en cuenta:

			A. Inclusión social: Es la fase del modelo de atención integral en la que, previa evaluación del cumplimiento del plan individualizado de los requisitos previstos en el reglamento respectivo y del respeto a las normas disciplinarias, efectuada por el Organismo Técnico, las personas privadas de libertad podrán incluirse en la sociedad de manera progresiva.

			B. Apoyo a liberados: Es la fase del modelo de atención integral que consiste en una serie de acciones tendientes a facilitar la inclusión social y familiar de las personas que luego de haber permanecido en los centros de privación de libertad, se reintegrarán a la sociedad, de conformidad con lo previsto en el reglamento respectivo (Numerales 3 y 4 del Art. 692 del COIP).

			Finalmente, a través del denominado como eje de reinserción, el Estado se compromete a controlar los regímenes semiabierto y abierto de ejecución de la pena, con la finalidad de generar autoconfianza y autonomía de las personas para permitirles una óptima rehabilitación. Para esto, durante el año siguiente a su libertad, se prestará el apoyo necesario a la persona liberada para su reincorporación a la sociedad, su reinserción laboral y la prevención de la reincidencia (Art. 707 del COIP).

			Responsabilidad civil

			(Ver Reparación integral)

			Responsabilidad civil derivada del delito: El delito es fuente de obligaciones, de ahí que a más del cumplimiento de la pena, el sentenciado tiene la obligación de resarcir los daños y perjuicios causados por la infracción; no en vano, toda sentencia condenatoria lleva envuelta la obligación solidaria de pagar los daños y perjuicios y las costas procesales por parte de todos los responsables del delito.

			De esta forma, el Código Orgánico Integral Penal establece que toda sentencia deberá incluir no solo la motivación completa y suficiente tanto en lo relacionado con la responsabilidad penal como con la determinación de la pena, sino además de la reparación integral a la víctima (Inciso primero del Art. 621 del COIP).

			Responsabilidad generada por denuncia o acusación particular maliciosa o temeraria:

			El denunciante o el acusador particular responderán en los casos en que su denuncia o acusación hayan sido declaradas maliciosas o temerarias (Art. 431 del COIP). El condenado por temeridad, pagará las costas judiciales, así como la indemnización por daños y perjuicios (Segundo inciso del Art. 606 del COIP). Por su parte, el condenado por malicia, responderá por el delito contemplado en el artículo 271 del COIP.

			Responsabilidad civil (objetiva) del Estado

			Garantía constitucional: La Constitución de la República determina con total claridad que el Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso.

			Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de los servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá contra ellos (Constitución de la República: Art. 11 Núm. 9 Incs. 4 y 5).

			Indemnización por recurso de revisión aceptado y revocatoria de la sentencia condenatoria según la normativa derogada - no constante en el COIP:

			Constó en el ex Código de Procedimiento Penal, un capítulo referente a la “Indemnización del imputado acusado o condenado”, en el cual se estipuló que cuando la Corte Nacional, órgano competente para resolver el recurso de revisión, lo aceptaba y revocaba o reformaba la sentencia recurrida, el injustamente condenado tenía derecho a una indemnización equivalente al duplo de los ingresos percibidos según su declaración de impuesto a la renta, correspondiente al año inmediatamente anterior de su privación de la libertad, en proporción al tiempo que permaneció preso.

			Si no efectúo declaración de impuesto a la renta, la indemnización debía ser igual al duplo del salario mínimo vital y demás remuneraciones complementarias establecidas al momento de ingresar a prisión, por todo el tiempo que permaneció privado de su libertad.

			Además, era obligación del Estado, proporcionar al injustamente condenado, de un trabajo acorde a sus antecedentes, formación y necesidades (ex Código de Procedimiento Penal: Art. 416).

			Se hace notar que con la reforma del 2019 se sustituye el artículo 67 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en relación a la REPETICIÓN, en los siguientes términos:

			“Artículo 67.- La repetición tiene por objeto declarar y hacer efectiva la responsabilidad patrimonial por dolo o culpa grave de las servidoras o servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, cuando el Estado ha sido condenado a reparar materialmente mediante sentencia o auto definitivo en un proceso de garantías jurisdiccionales o en una sentencia o resolución definitiva de un organismos internacional de protección de derechos.

			El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias o funcionarios, y empleadas o empleados públicos en el desempeño de sus cargos.

			EL Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas.

			El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso.

			Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la que persona que haya cumplido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos.

			La acción de repetición prescribirá en el plazo de cuatro años, contados a partir de la realización del pago total hecho por el Estado.”

			Responsabilidad penal

			(Ver Accesoriedad de la participación // Alteración de la percepción o conocimiento // Alteraciones o anomalías psíquicas // Responsabilidad penal del menor // Responsabilidad penal de las personas jurídicas)

			Definición: La responsabilidad penal es uno de los componentes que debe ser comprobado conforme a Derecho por el juzgador para la imposición de la pena; responsabilidad que no existe sin que además se compruebe la existencia de la infracción.

			Responsable penal: Es responsable penalmente quien ha adecuado su acción u omisión a un tipo penal específico de manera consciente y voluntaria; debiéndose cumplir además el requisito de ser una persona imputable, a la cual se le puede reprochar su conducta, dado que obró con conocimiento de la antijuridicidad de la misma (Art. 34 del COIP).

			Responsabilidad penal de las personas jurídicas

			(Ver Pena para las personas jurídicas // Medidas Cautelares para las personas jurídicas // Delitos en los que responde la persona jurídica)

			La teoría de la responsabilidad penal de las personas jurídicas es uno de los temas más debatidos a nivel mundial, en especial, cuando nos referimos a nuevas formas de criminalidad, en conexión con la protección de bienes jurídicos supraindividuales.

			Al reconocerla, se procede al rompimiento del principio clásico del societas delinquere non potest, que se sustenta en la imposibilidad de reproche a los entes ficticios; sin embargo, teorías modernas viabilizan la responsabilidad penal empresarial, con base en la teoría del “defecto de organización”.

			El Código Orgánico Integral Penal, en su artículo 49, reconoce la responsabilidad penal a las personas jurídicas de la manera que sigue:

			1. Personas jurídicas responsables:

			Serán responsables penalmente, únicamente en los delitos que así se lo prevé el Código, las personas jurídicas nacionales o extranjeras de derecho privado, siempre y cuando se demuestre que los delitos fueron cometidos para beneficio propio o de sus asociados.

			Es por esto que no hay lugar a la determinación de la responsabilidad penal de la persona jurídica, cuando el delito se comete por cualquiera de las personas naturales que se enuncian en el párrafo siguiente, en beneficio de un tercero ajeno a la persona jurídica.

			2. Mecanismo de imputación:

			Las personas jurídicas serán penalmente responsables por la acción u omisión de:

			- Quienes ejercen su propiedad o control.

			- Sus órganos de gobierno o administración.

			- Apoderados o mandatarios, representantes legales o convencionales.

			- Agentes, operadores, factores o delegados.

			- Terceros que contractualmente o no, se inmiscuyen en una actividad de gestión de la empresa.

			- Ejecutivos principales o quienes cumplen actividades de administración, dirección y supervisión; y,

			- En general, por quienes actúan bajo órdenes o instrucciones de las personas citadas.

			3. Responsabilidad dual: La responsabilidad penal de la persona jurídica es independiente de la responsabilidad penal de las personas naturales que intervengan con sus acciones u omisiones en la comisión del delito.

			4. Concurrencia de responsabilidad penal:

			A. La responsabilidad penal de las personas jurídicas no se extingue ni modifica si hay concurrencia de responsabilidades con personas naturales en la realización de los hechos, así como de circunstancias que afecten o agraven la responsabilidad o, porque dichas personas han fallecido o eludido la acción de la justicia; o, porque se extinga la responsabilidad penal de las personas naturales, o se dicte sobreseimiento.

			B. Tampoco se extingue la responsabilidad de las personas jurídicas cuando éstas se han fusionado, escindido, disuelto, liquidado o aplicado cualquier otra modalidad de transformación (Art. 50 del COIP).

			Propuesta de reforma al COIP respecto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas que NO fue tratada por la Asamblea Nacional en su proyecto remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019):

			La Asamblea Nacional en mayo del 2019 aprobó una propuesta de reforma al Código Orgánico Integral Penal que, en lo referente a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, propuso agregar al artículo 49, el defecto de organización como eje para su imputación.

			De esta manera, el proyecto planteó que el contenido del primer párrafo del artículo 49 fuera el siguiente:

			“Art. 49.- Responsabilidad de las personas jurídicas.- En los supuestos previstos en este Código; y, cuando la comisión del delito ha sido a causa del defecto de organización de la persona jurídica ya sea por falta de implementación de programas de cumplimiento o por el incumplimiento de los deberes de prevención, dirección y supervisión; las personas jurídicas nacionales o extranjeras de derecho privado serán penalmente responsables por los delitos cometidos para su beneficio propio o de sus asociados, por la acción u omisión de quienes ejercen su propiedad o control, sus órganos de gobierno o administración, apoderadas o apoderados, mandatarias o mandatarios, representantes legales o convencionales, agentes, operadoras u operadores, factores, delegadas o delegados, terceros que contractualmente o no, se inmiscuyen en una actividad de gestión, ejecutivos principales o quienes cumplan actividades de administración, dirección y supervisión; y, en general, por quienes actúan bajo órdenes u instrucciones de las personas naturales citadas.”

			Algunas consideraciones doctrinarias acerca de la responsabilidad de las personas jurídicas*:

			*	Las páginas siguientes se corresponden a parte de la obra ARAUJO GRANDA, María Paulina, La nueva teoría del delito económico y empresarial en Ecuador: La responsabilidad de las personas jurídicas y el Código Orgánico Integral Penal, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2014, pp. 63-80.

			Capacidad de acción y culpabilidad de las personas jurídicas:

			El tema de la responsabilidad de las personas jurídicas, es uno de lo más debatidos en las épocas actuales precisamente en el ámbito de la delincuencia económica414, en vista de que la empresa, como agrupación de personas, se ha convertido en la figura central por medio de la cual se están perpetrando conductas que lesionan el normal desarrollo de las actividades económicas a nivel nacional e internacional.

			Tómense en cuenta que parte de la doctrina toma a la contaminación del medio ambiente, al terrorismo, al blanqueo de capitales, la criminalidad organizada, al tráfico de drogas, a los fraudes cometidos mediante el uso de medios informáticos, los fraudes bancarios y de empresas multinacionales, como fundamentos objetivos para el establecimiento de la responsabilidad de personas jurídicas y la consecuente superación del principio clásico del societas delinquere non potest415.

			Sin embargo, no se puede olvidar que el Derecho Penal se ha construido con base en la inimputabilidad de los entes ficticios, ello implica que al carecer la persona jurídica de voluntad, no puede imputársele culpa o responsabilidad. Solo el ser humano, es decir, las personas naturales, son capaces de cometer actos bajo los elementos cognitivo y volitivo, por lo que merecen la atribución de una pena por su responsabilidad416.

			Por tanto, este tópico forma parte de las cuestiones más debatidas dentro del Derecho Penal, siendo el mayor desarrollo normativo y jurisprudencial el que proviene de Europa, relacionado, especialmente con el Derecho Penal Económico417.

			José Miguel Zugaldía, citando a Rodríguez Ramos, hace una reflexión crítica acerca de la responsabilidad de las personas jurídicas y todas las garantías clásicas del principio de la culpabilidad; sin embargo, coincide en manifestar que más allá de velar por el contenido de un postulado primario y básico, los entes ficticios deben ser sometidos a los principios que inspiran el derecho sancionador en el Estado de Derecho actual, por lo que es menester superarse la terminología abstracta frente a un fenómeno de delincuencia económica a través de empresas, que es plenamente demostrable y cada vez más amenazante418.

			“(...) es necesario que el Derecho Penal pueda reaccionar también frente a determinados ilícitos de las personas jurídicas. De este modo, la dogmática, desbordada por la realidad, corre el peligro –si no se reacciona con rapidezde quedarse fuera de juego... [Téngase presente que] los conceptos fundamentales de la dogmática penal (los conceptos de acción, culpabilidad y pena) se han configurado sobre la base de la idea según la cual el sujeto del Derecho Penal es el individuo (la persona física)”.419

			Esta preocupación, ya no solo concierne a cada uno de los Estados a nivel interno, sino que ha obligado a la construcción de una política criminal mundial, la que nos permite deducir que los nuevos modelos de relación entre Estados y personas, junto con el surgimiento de la denominada sociedad de la información y los constantes cambios producidos en las estructuras económicas, exigen la adaptación del Derecho a las nuevas circunstancias.

			En este sentido, los organismos internacionales se encuentran afrontando esta problemática y para ello, buscan que el Derecho Penal logre cubrir todas las expectativas de protección a bienes jurídicos fundamentales para lo cual, mas allá de informar a los legisladores acerca reproche punitivo a las personas jurídicas, buscan la creación de una verdadera estructura normativa que permitan atribuirles a las personas jurídicas conductas delictivas.

			Si bien la creación de estos nuevos instrumentos es un arduo trabajo que requiere aunar esfuerzos para saltar las barreras de la teoría del delito y la pena clásica y, por sobre todo ir resolviendo las diferencias insalvables de las legislaciones internas, la Organización de las Naciones Unidas y el Consejo de Europa principalmente, han dado importantes aportes que parten de la reflexión acerca de los efectos de la criminalidad de la globalización, en donde es plausible la cada vez mayor intervención de colectivos estructurados jerárquicamente, que provocan una descomposición entre quienes ejecutan y quienes planifican la idea criminal.

			En adición, esta delincuencia multiplica sus efectos hasta tal punto que puede llegar a desestabilizar los mercados y corromper a funcionarios y gobernantes; no en vano a través del Pacto Mundial de las NN.UU. y la Recomendación 18/88, de 20 de octubre de 1988 del Comité de Ministros del Consejo Europeo, se sientan las directrices básicas de actuación de las personas jurídicas, las que deberán responder si trastocan el sentido del ordenamiento jurídico, por medio de sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias420.

			El postulado actual del societas delinquere potest, ha sido recogido por países como España desde el año 2010, mientras que el Código Penal holandés de 1976421 en su artículo 51, ya previó la punición de las personas jurídicas desde 1870 en el área de su Derecho Penal Financiero y Aduanero; y, Francia la reconoce desde la entrada en vigencia de su Código Penal de 1994, pero se exceptúa de la norma penal al Estado.

			En América Latina, Brasil reconoce la responsabilidad empresarial a través de su norma constitucional de 1988, a través de su artículo 173, que señala expresamente que la ley, sin perjuicio de la responsabilidad individual de los directivos de la persona jurídica, establecerá la responsabilidad de ésta, sujeta a las penas que sean compatibles con su naturaleza en los actos practicados contra el orden económico y financiero y contra la economía popular.

			Por su parte el Protocolo de Defensa de la Competencia del MERCOSUR422, en sus artículos 2 y 4, viabiliza la construcción de posibles formas de responsabilidad penal en relación con las personas jurídicas. Su artículo 2, dispone que las reglas de competencia en el ámbito del Mercosur se apliquen a los actos practicados por personas físicas o jurídicas de derecho público o privado u otras entidades, mientras que el artículo 4 preceptúa que constituye infracción a las normas del Protocolo –independientemente de la culpa– los actos, individuales o concertados, de cualquier forma manifestados, que tengan el objeto de afectar o distorsionar la competencia o, en general, el acceso al mercado o que constituyan abuso de posición dominante en el mercado relevante de bienes o servicios del Mercosur y afecten el comercio entre los Estados partes423.

			Más allá de las normas citadas, cabe indicar que dentro de la doctrina del Derecho Penal Económico, se ha considerado que a efectos de la imputación penal, la persona jurídica deba ser considerada como una coordinación de distintas esferas de organización de varios sujetos individuales, de ahí que tome trascendental importancia el criterio de imputación cuando las decisiones empresariales no recaen en una sola persona, sino en un órgano colegiado.

			Como lo señala Percy García Cavero424, la determinación de los sujetos penalmente responsables por los delitos cometidos desde la empresa abarcará dos ámbitos distintos: la determinación de la responsabilidad penal de la empresa en sí misma y la responsabilidad penal de sus miembros, siendo este segundo evento el que mayor atención doctrinaria ha merecido, en especial cuando existen estructuras organizadas jerárquicamente.

			Ahora bien, aplicando criterios tradicionales de imputación o responsabilidad penal de los miembros de una persona jurídica, nos encontraríamos frente a la problemática de aplicar el análisis y ponderación de la acción individual per se; toda vez que el reproche penal partiría ubicando a la persona individual que ha producido directamente el resultado lesivo penalmente relevante, para luego ir subiendo la imputación penal hasta alcanzar a los otros miembros.

			Este esquema de declaración de la responsabilidad penal que funciona, sin mayores complicaciones en la lesión de un bien jurídico individual, apenas resultaría útil en el caso de delitos cometidos en el seno empresarial y que afectan al orden económico social, más aún cuando la persona jurídica diferencia la propiedad de la gestión, la decisión de la ejecución, los canales de flujo de la información y las labores de coordinación.

			En el caso de la legislación española por ejemplo, se ha estipulado que los directivos y representantes de las personas jurídicas responden exclusivamente por sus propios actos, los realizados por sí o a través de otros bajo el concepto de la autoría mediata, dolosa o imprudentemente y, por acción u omisión (bajo la figura de la comisión por omisión, al tener la calidad de garante). Eso sí, el juicio de reproche procederá cuando se tenga pleno conocimiento de la conducta por parte del autor de la acción.

			En este sentido, el artículo 31 del Código Penal español, determina que por administrador se entenderá a la persona que dirige la actividad social y a la persona que puede representar a la empresa (ya sea una representación legal o voluntaria); de ahí que pueda ser representante quien no sea administrador, si está apoderado en la forma en que los estatutos de la compañía y la ley lo determinen.

			Además, es importante indicar que la responsabilidad se extenderá a los casos de mandato o representación de personas físicas, ya sea éste de carácter voluntario o legal, de ahí que la normativa sea aplicable tanto a los casos de simple mandato (actuar a nombre de otro) como de representación en la negociación, debiéndose incluir además la gestión de negocios ajenos.

			En lo concerniente a la responsabilidad por decisiones colegiadas, según el profesor García Cavero, la doctrina penal contemporánea rechaza la posibilidad de configurar un delito conjunto sustentado únicamente en la pertenencia a un órgano colegial, exigiendo, por el contrario, un proceso de individualización al interior del órgano pluripersonal de la responsabilidad penal de cada uno de sus miembros.

			Por esto es que, dice García Cavero, para determinar esta responsabilidad se deben diferenciar dos planos de imputación: uno horizontal y otro vertical, pero siempre atendiendo a las competencias de cada miembro del órgano colegiado. En el caso de estructuras horizontales, la responsabilidad penal se configura con el solo acuerdo del órgano colegiado de la empresa, mientras que en el caso de una imputación de responsabilidad con base en estructuras verticales, no basta un acuerdo, sino que éste debe necesariamente realizarse para que tenga lugar una conducta penalmente relevante.

			Dentro de esta última premisa, debe partirse de la idea de que la responsabilidad de los miembros del órgano colegiado no surge sino hasta que se comience a ejecutar la decisión previamente acordada, por ende, procederá entonces la determinación del grado de participación de los directivos, es decir, si deben responder como coautores directos, coautores mediatos, instigadores o simples partícipes de los ejecutores de la decisión, más aún cuando en la estructura empresarial son normalmente los órganos de gestión y finalmente los trabajadores los que ejecutan las decisiones de los directivos, pero esta circunstancia no tiene por qué fundamentar su responsabilidad penal, en la medida que sus prestaciones se ajusten a sus obligaciones de subordinación425.

			Por ejemplo, las consecuencias derivadas de la actuación de los subordinados deberán imputarse directamente a la esfera de organización de los directivos como coautores, concretamente, a los directivos que votaron a favor de la realización de un hecho delictivo. A los miembros del órgano colegiado que no votaron a favor de la decisión, sólo podrá alcanzarles responsabilidad penal por otras razones, mientras que a los miembros que votaron en contra, les corresponderá en cualquier caso un deber general de socorro.

			Por el contrario, en caso de existir una situación riesgosa frente a la cual los miembros del órgano colegiado son competentes, no se necesitará participar en un acuerdo de no impedir la realización del riesgo para responder penalmente, sino que el solo incumplimiento de contribuir a un deber de aseguramiento o salvamento configurará su responsabilidad y, en calidad de autores.

			Como ha quedado indicado, para resolver los inconvenientes propios de la imputación clásica centrada en la posibilidad de reproche a una persona física, se han propuesto dos modelos de responsabilidad penal exclusivo de las personas jurídicas, siendo el esgrimido por Tiedemann el que está siendo aplicado en la Unión Europa.

			Según Tiedemann, es menester formularse nuevos conceptos de acción y culpabilidad en razón del defecto de organización de la empresa o culpabilidad organizacional426, en razón de que organizarse correctamente es un deber del ente ficticio.

			Esto quiere decir que frente a una conducta delictiva llevada a cabo por un órgano, será imputado a la persona jurídica por su falta de organización para prevenir ese delito; sin embargo, esto no implica que se dejará de imputar a la persona física por su conducta ilícita.

			Téngase en cuenta que los pilares en los que subyace la teoría de la responsabilidad por defecto de organización, parten de la idea de que la persona jurídica no responde simplemente porque un sujeto relevante haya cometido un delito en su interés o para su beneficio, sino porque dicho delito es consecuencia del incumplimiento de sus deberes de dirección y supervisión.

			Con esto, la ley enfrenta formalmente a la persona jurídica en su posición de garante de vigilancia y organización respecto de su personal y connota que los deberes de dirección y supervisión incluyen la prevención de las conductas típicas427.

			En cuanto a los alcances de la responsabilidad por defecto de organización, según José Miguel Zugaldía, los ordenamientos jurídicos que la recogen, entienden que con anterioridad a la comisión del delito la empresa ha adoptado e implementado un eficaz modelo de prevención; empero, se debe reflexionar que esta forma indubitada de cumplir con los deberes en cuestión no es la única posible en el sistema normativo penal, porque en caso contrario, éste hubiera previsto directamente la inexistencia de un modelo de ese tipo como presupuesto de responsabilidad y no el incumplimiento de deberes que en principio, pueden cumplirse de muy diversos modos.

			En todo caso, señala el autor, para que el modelo de prevención pueda liberar de responsabilidad, no puede limitarse a un expediente meramente formal o a un simple retoque del organigrama, sino que debe constituir –en los hechos– una herramienta idónea de prevención, entendiendo esa idoneidad no como una barrera infranqueable contra el delito, pero sí como un sistema que razonablemente y conforme con lo que es exigible bajo las condiciones jurídicas y fácticas de la empresa, pueda obstaculizar significativamente la comisión de delitos, de ahí que también deberá verificarse que dentro de la persona jurídica se han previsto mecanismos de control para sus controladores.

			Ahora bien, un sector de la doctrina se refiere al Corporate Compliance para ejercer el debido control de los directivos y empleados de la persona jurídica, así como de los Códigos de Ética y conducta empresariales, que contengan recomendaciones de un buen gobierno y manejo societario. Se debe señalar que ciertos ordenamientos jurídicos han gestado la implementación de un tipo de presunción (de hecho) del cumplimiento de sus deberes de dirección y supervisión, si deciden someterse a obtener una certificación que refleje que han implementado un adecuado manejo de gestión428.

			Debe indicarse que en Ecuador, el Código Penal de 1938 y reformado en el año 2005 –respecto a los delitos sexuales429 ya se reguló, sin precisión técnica, solamente un caso de responsabilidad de personas jurídicas, en el que la sanción a la misma se condicionaba al evento en que ella pertenezca a una persona natural:

			“Art. 528.9.- Quien organice, ofrezca o promueva actividades turísticas que impliquen servicios de naturaleza sexual, será sancionado con reclusión menor ordinaria de seis a nueve años y multa de diez mil a quince mil dólares de los Estados Unidos de América y la extinción de la persona jurídica o el cierre de la empresa, si pertenece a una persona natural (...)”

			Actualmente, el Código Orgánico Integral Penal, al normar de modo expreso la temática de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, la reduce solamente al caso de las que se rigen por el Derecho privado, en este sentido, nos permitimos transcribir el texto el artículo 49, en relación a la responsabilidad penal de los entes ficticios:

			“Art. 49.- En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas nacionales o extranjeras de derecho privado son penalmente responsables por los delitos cometidos para beneficio propio o de sus asociados, por la acción u omisión de quienes ejercen su propiedad o control, sus órganos de gobierno o administración, apoderadas o apoderados, mandatarias o mandatarios, representantes legales o convencionales, agentes, operadoras u operadores, factores, delegadas o delegados, terceros que contractualmente o no, se inmiscuyen en una actividad de gestión, ejecutivos principales o quienes cumplan actividades de administración, dirección y supervisión y, en general, por quienes actúen bajo órdenes o instrucciones de las personas naturales citadas.”

			Así, una fundación o corporación (personas jurídicas de Derecho privado sin fines de lucro), o una compañía (persona jurídica de Derecho privado con fines de lucro), pueden ser responsables por cualquier delito que se encuentre tipificado en el Código, siempre que se cumplan las siguientes circunstancias:

			- Que la persona jurídica se regule bajo normas de Derecho Privado, evento que excluye a las personas jurídicas de Derecho Público, conformadas de acuerdo con lo previsto en el artículo 225 de la Constitución430.

			- Que al ser una persona jurídica de Derecho Privado, se haya constituido conforme a la Ley de Compañías (si persigue fines de lucro), o al Reglamento para la Aprobación, Control y Extinción de las Personas Jurídicas de Derecho Privado (si no persigue fines de lucro).

			- Que el delito que se cometa sea uno de los tipificados en el Código Orgánico Integral Penal.

			- Que el delito cometido tenga la finalidad de generar beneficio propio a la persona jurídica o a sus asociados, pues, en caso de que el delito genere beneficio a un tercero, ajeno a la persona jurídica, esta última se exime de responsabilidad, de acuerdo con el inciso tercero, del artículo 49, del Código Orgánico Integral Penal:

			“No hay lugar a la determinación de la responsabilidad penal de la persona jurídica, cuando el delito se comete por cualquiera de las personas naturales indicada en el inciso primero, en beneficio de un tercero ajeno a la persona jurídica.”

			- Que el delito provenga de la acción u omisión de cualquiera de los agentes enunciados en la norma, los cuales, en todo caso, siempre serán personas naturales.

			Lo curioso de nuestra norma es que los sujetos activos no necesariamente son exclusivamente los órganos de administración, gestión y decisión de la persona jurídica, sino que incluso pueden ser terceros con los que se contrata y que no ostentan ningún cargo o función dentro del organigrama empresarial.

			En otras palabras, se deberán tener muy en cuenta las acciones y omisiones de:

			a) Los dueños de la persona jurídica.

			b) Quienes ostentan cualquier cargo de gobierno, administración o supervisión, entiéndase los ejecutivos principales.

			c) Los apoderados, mandatarios o representantes legales o convencionales.

			d) Los agentes

			e) Los operadores de la empresa

			f) Los delegados de la persona jurídica para actos concretos

			g) Los terceros que por contrato o sin contrato, están dentro de cualquier actividad de gestión; y,

			h) Cualquier persona que actúa bajo órdenes o instrucciones de los antes citados.

			No se puede perder de vista, que nuestra norma penal estipula con total claridad el principio de la “responsabilidad dual”, que quiere decir que en todas las circunstancias descritas, la responsabilidad penal que, en inicio, recaería sobre una persona natural perfectamente individualizada, se aplicará también la pena correspondiente a las personas jurídicas de Derecho Privado, siempre y cuando se determine que de la conducta del individuo, se deriva un beneficio a la empresa o a sus socios.

			Así, el inciso segundo del artículo 49 señala:

			“La responsabilidad penal de la persona jurídica es independiente de la responsabilidad penal de las personas naturales que intervengan con sus acciones u omisiones en la comisión del delito.”

			Con el panorama constante en los párrafos precedentes, el lector se preguntará ¿Cómo las personas jurídicas pueden actuar y por tanto, se las puede culpabilizar? , en adición, ¿Cómo lograr que la responsabilidad penal empresarial no genere la vulneración del principio de personalidad de las penas y del juicio de reproche?

			Pues bien, para contestar estas interrogantes, se debe partir de las premisas demostradas acerca de que las nuevas formas delincuenciales, mismas que no solo se presentan y constatan por comportamientos humanos sino, por la gestión de nuevos agentes societarios que interactúan, y de un modo más activo, en el mercado. Del mismo modo, se deberá tener en cuenta que el Derecho Penal que recoja esta realidad, no puede estar sustentado únicamente en penas privativas de libertad, que propendan a la posterior rehabilitación y reinserción del autor.

			Visto así, el profesor Zugaldía Espinar, señala:

			a) Las personas jurídicas sí son susceptibles de someterse al principio de acción, en cuanto son, como la persona natural, destinatarias de normas jurídicas y capaces de producir los efectos contenidos en la misma normativa, por tanto, pueden ser sujetos activos de un ilícito penal, dado que por sí mismas y en su calidad de entidades plenamente reconocidas, pueden celebrar contratos o adoptar acuerdos, que serán perceptibles en el mundo exterior en todo caso, a través de sus órganos y representantes.

			En este sentido, el profesor Zugaldía, citando a Seelman y a von Liszt, sostiene que estas manifestaciones de voluntad de las empresas, son “acciones de la propia persona jurídica” y expresión de su específico obrar corporativo, dicho de otro modo “quien puede concluir contratos, también puede concluir contratos ilícitos o incumplir los contratos concluidos”.431

			Cabe también hablar de la culpabilidad empresarial, bajo el esquema ya referido del profesor Tiedemann y el defecto de organización, aunque otras posturas doctrinarias se inclinen a reconocerla además a través del esquema de la “teoría del dominio de organización funcional sistémica”432, que no es otra cosa que la imputación por el aumento del riesgo de la actividad de la empresa, traducida en la responsabilidad integral de la persona jurídica en el tiempo, por desarrollos sistémicos defectuosos de investigación, planteamiento, desarrollo, producción y organización.

			En esta misma línea de pensamiento, se encuentra Gómez Jara y Bajo Fernández433, para quienes la culpabilidad societaria supone dos niveles: CEP (Culpabilidad empresarial proactiva) y CER (Culpabilidad empresarial reactiva), por medio de la estructuración de que la persona jurídica se responsabiliza primero, por las prácticas y comportamientos corporativos inadecuados para prevenir la comisión del delito y, segundo, por la inapropiada reacción o respuesta corporativa frente al hecho delictivo.

			Estos mismos autores, bajo la rúbrica de la “Teoría de los sistemas sociales autopoiéticos”, efectúan una explicación en vinculación con los sistemas jurídicos, mismos que, dicen, no se componen precisamente de personas naturales y de sus acciones sino de comunicaciones, de ahí que, al ver a una empresa como una entidad competente para la comunicación y ante todo, la autoorganización, debe en consecuencia actuar como un buen ciudadano corporativo y se hará culpable, cuando incurra en una transgresión a la fidelidad del Derecho.

			Siguiendo este esquema, el profesor Carbonell Mateu434, concreta su explicación acerca de la culpabilidad de las empresas por medio de la “Teoría de la acción comunicativa”, la que permitiría afirmar (partiendo del hecho de que existe para todos la obligatoriedad personal de las normas penales), que los entes ficticios responderán cuando, en el momento de la infracción normativa, se pueda comprobar que a la empresa le siguen siendo exigibles sus obligaciones por no haberse producido ninguna alteración imprevista y, subsiguiente, que haya convertido en imposible, o al menos, en inexigible –empresarialmente hablando– la obligación adquirida.

			En conclusión, es totalmente factible afirmar que en la realidad actual estamos expuestos a acciones empresariales que atentan contra bienes jurídicos y que, es posible también comprobar que la persona jurídica por sí misma, es la que aparece como fuente de peligro para el orden económico social dentro del curso de las relaciones económicas nacionales e internacionales , ya sea porque no ha tomado las medidas necesarias para asumir y desarrollar una correcta organización interna o ya, en su actuar cotidiano, inobserva la normativa que rige su objeto social.

			Es más, como lo puntualiza Eduardo Ramon Ribas, el Derecho Penal individual en el área de la delincuencia empresarial, resulta en la mayoría de ocasiones insuficiente, en vista de la evidente fungibilidad o sustituibilidad del sujeto infractor,

			“Una sanción individual, asumible, como decía, como sacrificio o coste de la actividad de las empresas, no es suficiente para prevenir la criminalidad que desde ellas se produce: la pena impuesta a una persona física sólo afectará a dicha persona, por lo demás, fácilmente sustituible y, por ello, efímero, pero no incidirá en lo permanente –la estructura social– ni detendrá la actividad ilícita de la empresa, inmune a la intervención de un Derecho Penal que, marginándola de sus normas, la privilegia.”435

			Obviamente, son personas naturales las que toman las decisiones societarias, pero insistimos en que no es suficiente punibilizar e individualizar a quien ideó y puso en marcha del plan delictivo, sino que, se debe ampliar la concepción del sujeto del Derecho Penal a la persona jurídica, dado que es ella al fin de cuentas, la que se presenta en la sociedad con todo su andamiaje y, a su vez, forma parte activa y directa de las varias relaciones entre los sujetos económicos.

			No en vano, un sector mayoritario de la doctrina se inclina a afirmar que la regla del Derecho Penal, aun cuando se reconozca genéricamente la capacidad y consecuente responsabilidad penal de la persona jurídica, debe partir del levantamiento del velo de la empresa y, en su caso, el desenmascaramiento de las personas naturales, las que abusando de las estructuras de la empresa, han perpetrado un delito.436

			Pese a lo señalado, el rompimiento del principio societas delinquere non potest, debe estar perfectamente delimitado, justificado y ante todo, entendido por el órgano legislador antes de crear las normas; caso contrario, nos encontramos con una flexibilización por demás abusiva, arbitraria e ilógica, como ocurre lamentablemente con la normativa aprobada en Ecuador, en la que incluso por delitos, por ejemplo de genocidio o etnocidio, se estipula que las empresas (y solo de Derecho privado) también responderán ante las autoridades de la justicia penal.

			Responsabilidad penal del menor de edad

			(Ver Responsabilidad penal)

			Cuando nos referimos a las personas inimputables, determinamos que los menores de edad no se someterán a la justicia penal común sino a los lineamientos y directrices del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, norma que en su artículo 305 señala que los adolescentes son penalmente inimputables y, por tanto, no serán juzgados por jueces penales ordinarios ni se les aplicarán las sanciones previstas en las leyes penales, de modo tal que cuando los adolescentes cometan infracciones tipificadas en la ley penal, estarán sujetos a medidas socioeducativas (Código de la Niñez y Adolescencia: Arts. 306 y 307).

			Procedimiento especial: A partir del artículo 311 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, se encuentran los derechos y garantías en el juzgamiento de los adolescentes y las medidas cautelares que se podrán decretar para asegurar su inmediación con el proceso y su eventual responsabilidad civil o la de su representante.

			A partir del artículo 334 se concreta el trámite específico para el juzgamiento de las infracciones, las clases de acción y los sujetos procesales, las etapas del juzgamiento (que no difieren nominativamente de las del proceso penal común); del mismo modo podremos encontrar el trámite contemplado para juzgar las contravenciones.

			Desde el artículo 370 del mentado Código, se encuentran detalladas las medidas socioeducativas que se podrán imponer al adolescente infractor, cuya finalidad es su protección, su desarrollo, garantizar su educación, integración familiar e inclusión constructiva a la sociedad, así como promover el ejercicio de los demás derechos de la persona de conformidad con la Constitución, instrumentos internacionales ratificados por el Ecuador y la normativa especial en razón de la materia (Véase Disposición Reformatoria Décimo Cuarta del Código Orgánico Integral Penal).

			La Constitución de la República en su artículo 77, numeral 13 y artículo 175, determina que para los adolescentes infractores regirá un sistema de medidas socioeducativas proporcionales a la infracción atribuida. El Estado determinará mediante ley, sanciones privativas y no privativas de la libertad; esta privación de la libertad será establecida como último recurso, por el periodo mínimo necesario y se llevará a cabo en establecimientos diferentes a los de personas adultas.

			Las niñas, niños y adolescentes estarán sujetos a una legislación y a una administración de justicia especializada, así como a operadores de justicia debidamente capacitados, que aplicarán los principios de la doctrina de protección integral. La administración de justicia especializada dividirá la competencia en protección de derechos y en responsabilidad de adolescentes infractores.

			Retención de la correspondencia

			(Ver Prueba documental // Prueba material // Pericia)

			Dentro de la actuaciones especiales de investigación, el Código Orgánico Integral Penal se refiere a la retención de la correspondencia, que se regirá por las siguientes reglas:

			1. La correspondencia física, electrónica o cualquier otro tipo o forma de comunicación, es inviolable, salvo los casos expresamente autorizados en la Constitución y en el COIP.

			2. El juzgador podrá autorizar al fiscal, previa solicitud motivada, el retener, abrir y examinar la correspondencia, cuando haya suficiente evidencia para presumir que la misma tiene alguna información útil para la investigación.

			3. Para proceder a la apertura y examen de la correspondencia y otros documentos que puedan tener relación con los hechos y circunstancias de la infracción y sus participantes, se notificará previamente al interesado y, con su concurrencia o no, se leerá la correspondencia o el documento en forma reservada, informando del particular a la víctima y al procesado o su defensor público o privado. A falta de los sujetos procesales la diligencia se hará ante dos testigos. Todos los intervinientes jurarán guardar reserva.

			4. Si la correspondencia u otros documentos están relacionados con la infracción que se investiga, se los agregará al expediente fiscal después de rubricados; caso contrario, se los devolverá al lugar de donde son tomados o al interesado.

			5. Si se trata de escritura en clave o en otro idioma, inmediatamente se ordenará el desciframiento por peritos en criptografía o su traducción (Art. 475 del COIP).

			Riesgo permitido

			(Ver Deber objetivo de cuidado//Homicidio culposo por mala práctica profesional)

			*	Este contenido consta en la obra: ARAUJO GRANDA, María Paulina, Vademécum de responsabilidades del área de la salud en Ecuador, Corporación de Estudios y publicaciones, Quito, 2015, pp. 355 y 356.

			Si tomamos en cuenta la información contenida en el acápite dedicado al deber objetivo de cuidado, se colige que lo que es trascendental para hablar de responsabilidad de los profesionales, se resume y concentra en haber creado un peligro o riesgo desaprobado por las normas del país.

			En este contexto, es necesario señalar que todas las actividades de las personas engendran un riesgo en sí mismas, de ahí que si estaríamos ante la prohibición de toda puesta en peligro de bienes, simple y llanamente impediríamos la realización de cualquier comportamiento social, incluyendo por ejemplo, las actividades del área de la salud. Por lo dicho, es necesario decirse que el denominado “riesgo permitido”, no es que elimine el peligro en sí mismo, sino que hace tolerables determinadas molestias, en ciertas y determinadas condiciones437.

			Es más, el riesgo permitido o tolerado que vincule no solo a una persona sino a varias (piénsese en un equipo quirúrgico) deberá ser analizado a luz del llamado como “principio de confianza”, por el cual se permite que entre todos los integrantes se repartan confiadamente tareas y por ende, por ejemplo en el caso del cirujano, confíe en que los demás no defraudarán las expectativas y por tanto generen un riesgo desaprobado; que de crearlo, les originará a ellos, su responsabilidad personal ante las autoridades.

			En Ecuador, tomando las directrices del numeral 2 del artículo 146 del Código Orgánico Integral Penal, se entendería que el riesgo permitido otorgado a todos los profesionales, se traduce en la observancia de “leyes, reglamentos, ordenanzas, manuales, reglas técnicas o lex artis aplicables a la profesión”.

			En conclusión, hay vulneración del deber objetivo de cuidado, cuando el sujeto ha creado o puesto en peligro (no permitido ni tolerado) el bien jurídico de una persona, de ahí la importancia de tener presentes los riesgos inherentes a toda actividad humana (riesgo permitido) y que están cubiertos y reconocidos dentro de la doctrina y praxis profesional, de un arte u oficio.

			Robo

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad // Hurto)

			Circunstancias del delito: El núcleo del tipo se refiere a la sustracción o apoderamiento de cosa ajena, siempre y cuando medie para tal sustracción, según el Código Orgánico Integral Penal, violencia antes del acto para facilitarlo, en el momento de cometerlo, o después de cometido para procurar su impunidad. La sanción que se impondrá al sujeto activo, es de privación de libertad de cinco a siete años (Inciso primero del Art. 189 del COIP).

			En la misma pena incurrirán:

			A. Quienes lo ejecuten utilizando sustancias que afecten la capacidad volitiva, cognitiva y motriz, con el fin de someter a la víctima, de dejarla en estado de somnolencia, inconciencia o indefensión o para obligarla a ejecutar actos que con conciencia y voluntad no los habría ejecutado (Inciso tercero del Art. 189 del COIP).

			B. El servidor policial o militar que robe material bélico, como armas, municiones, explosivos o equipos de uso policial o militar (Inciso final del Art. 189 del COIP).

			Figura atenuada: Cuando el robo se produce únicamente con fuerza en las cosas, será sancionado el responsable con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Inciso segundo del Art. 189 del COIP).

			Figuras agravadas:

			1. Si a consecuencia del robo se ocasionan lesiones de las previstas en el numeral 5 del artículo 152 del COIP, se sancionará con pena privativa de libertad de siete a diez años (Inciso cuarto del Art. 189 del COIP).

			2. Si el delito se comete sobre bienes públicos, se impondrá la pena máxima, dependiendo de las circunstancias de la infracción, aumentadas en un tercio (Inciso quinto del Art. 189 del COIP).

			3. Paratipo penal: Si a consecuencia del robo se ocasiona la muerte, la pena privativa de libertad será de veintidós a veintiséis años (Inciso sexto del Art. 189 del COIP).

			Definiciones varias con relación al robo:

			La normativa penal derogada, a diferencia del Código Orgánico Integral Penal, contenía varias definiciones para la comprensión integral de sus normas. En vinculación con el robo, se señaló:

			a) Robo nocturno: Robo cometido durante la noche, era el ejecutado en el lapso comprendido entre las siete pasado meridiano y las cinco de la mañana (ex Código Penal: Art. 592).

			b) Casa habitada: Se reputaba casa habitada todo edificio, departamento, vivienda, choza, cabaña, aunque movible, o cualquier otro lugar que servía para habitación. Se consideraban como sus dependencias los patios, corrales, jardines y cualesquiera otros terrenos cerrados, así como los trojes, pesebreras, y cualesquiera otros edificios contenidos en ellos, cualquiera que haya sido uso, aún cuando formaban un cercado particular dentro del cercado general (ex Código Penal: Arts. 593 y 594).

			c) Violencia y amenaza: Por violencia se entendían los actos de apremio físico ejercidos sobre las personas; por amenazas, los medios de apremio moral que infundían el temor de un mal inminente (ex Código Penal: Art. 596).

			d) Fuerza en las cosas: La fuerza en las cosas o fractura consistía en cualquier quebrantamiento, rompimiento, demolición o cualquier otra violencia que se ejecutaba en embarcaciones, vagones, aeróstatos, paredes, entresuelos, techos, puertas, ventanas, rejas, armarios, cómodas, cofres, maletas, papeleras o cualesquiera otros muebles cerrados; la remoción de cadenas, barras u otros instrumentos que servían para cerrar, o impedir el paso y guardar las cosas; y la ruptura de correas, sogas, cordeles u otras ataduras que resguardaban algunos efectos, y el uso de ganzúas (ex Código Penal: Art. 597 // Gaceta Judicial Año XXXVIII, Serie V. No. 165, p. 4072 // Gaceta Judicial Año CV, Serie XVII, No. 14, p. 4699).

			S

			Sabotaje

			(Ver Delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos que atentan contra la estructura del Estado constitucional, tenemos al sabotaje, el que se configura cuando una persona, con el fin de trastornar el entorno económico del país o el orden público, destruya instalaciones industriales o fabriles, centros comerciales, puertos, canales, embalses, minas, polvorines, vehículos o cualquier otro medio de transporte, bienes esenciales para la prestación de servicios públicos o privados, depósitos de mercancías, de explosivos, de lubricantes, combustibles, materias primas destinadas a producción o al consumo nacional, vías u obras destinadas a la comunicación o interrumpa u obstaculice la labor de los equipos de emergencia.

			Sanción: El sujeto activo será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años; sin embargo, la pena será privativa de libertad de siete a diez años si se destruye infraestructura de los sectores estratégicos (Art. 345 del COIP).

			Secuestro

			(Ver Secuestro Express// Secuestro extorsivo)

			Definición: Aplicando las normas del Código Orgánico Integral Penal, existirá secuestro cuando una persona prive de la libertad, retenga, oculte, arrebate o traslade a lugar distinto a una o más personas, en contra de su voluntad. En este evento, el sujeto activo será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 161 del COIP).

			Otra figura relacionada con el secuestro, es la simulación de secuestro, cuya sanción es la pena privativa de libertad de seis meses a dos años (Art. 163 del COIP).

			Dejamos constancia que con el veto Presidencial (octubre del 2019) a las reformas del COIP, el Presidente de la República vetó la iniciativa de la Asamblea respecto a la creación del tipo penal de desaparición involuntaria, puesto que a su criterio, presenta los mismos elementos objetivos del delito de secuestro, razón por la cual, lo óptimo sería mejorar la redacción del secuestro, en los siguientes términos:

			“Art. 161.- Secuestro.- La persona que prive de la libertad, retenga, oculte, arrebate o traslade a lugar distinto a una o más personas, en contra de su voluntad, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Se sancionará con pena de siete a diez años cuando se niegue información del paradero o destino de la víctima.

			Será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga más de ocho días.

			2. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada, persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			3. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			4. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			5. Si se comete por personas que tengan algún tipo de relación familiar o de poder o autoridad sobre la víctima, tal como docentes, ministras o ministros de culto, personal de salud o personas responsables en la atención del cuidado del paciente, o por cualquier otra clase de profesional o técnico que haya abusado de su posición, función o cargo al cometer la infracción.

			6. Si la víctima ha sido sometida a violencia física o psicológica.

			Si se produce la muerte de la víctima, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.

			Para el procesamiento de este delito, cuando no se obtenga información del paradero de la víctima, la acumulación de indicios tendrá la misma fuerza vinculante que la prueba en la etapa del juicio, siempre que los mismos se funden en hechos reales probados, se relacionen con los hechos de este delito, sean unívocos y directos.”

			Secuestro exprés - derogado por el COIP

			(Ver Secuestro // Secuestro extorsivo)

			Definición: El legislador ecuatoriano estableció esta figura en el artículo 552.1 del ex Código Penal, entendiéndose configurada cuando se había despojado al conductor o a los ocupantes de un vehículo automotor, para usarlo con la finalidad de cometer otros delitos, aunque no existiera ánimo de apropiación del vehículo.

			Sanción: La sanción para esta conducta era de reclusión menor ordinaria de tres a seis años (ex Código Penal: Art. 552.1).

			Figura agravada:

			1. Lesiones o daño psicológico del ofendido: Si como consecuencia del cometimiento de este ilícito se producían lesiones físicas graves o daños psicológicos en la o las víctimas, el o los autores eran sancionados con reclusión mayor extraordinaria de ocho a doce años (ex Código Penal: Art. 552.2).

			2. Muerte del ofendido: Si el cometimiento de este delito causaba la muerte o incapacidad permanente a las víctimas, sus autores eran reprimidos con la pena de reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años (ex Código Penal: Art. 552.3).

			Secuestro extorsivo

			(Ver Secuestro)

			El Código Orgánico Integral Penal, dentro de los delitos que atentan contra la libertad personal, se refiere al secuestro extorsivo, así:

			Figura genérica:

			Si la persona que ejecuta la conducta sancionada en el artículo 161 del COIP (privar de la libertad, retener, ocultar, arrebatar o trasladar a un lugar distinto a otra u otras) tiene como propósito:

			- Cometer otra infracción u

			- Obtener de la o las víctimas o de terceras personas dinero, bienes, títulos, documentos, beneficios, acciones u omisiones que produzcan efectos jurídicos o que alteren de cualquier manera sus derechos a cambio de su libertad.

			Será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años.

			Figuras agravadas: Se aplicará la pena máxima cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

			1. Si la privación de libertad de la víctima se prolonga por más de ocho días.

			2. Si se ha cumplido alguna de las condiciones impuestas para recuperar la libertad.

			3. Si la víctima es una persona menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años, mujer embarazada o persona con discapacidad o que padezca enfermedades que comprometan su vida.

			4. Si se comete con apoderamiento de nave o aeronave, vehículos o cualquier otro transporte.

			5. Si se comete total o parcialmente desde el extranjero.

			6. Si la víctima es entregada a terceros a fin de obtener cualquier beneficio o asegurar el cumplimiento de la exigencia a cambio de su liberación.

			7. Si se ejecuta la conducta con la intervención de una persona con quien la víctima mantenga relación laboral, comercial u otra similar; persona de confianza o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

			8. Si el secuestro se realiza con fines políticos, ideológicos, religiosos o publicitarios.

			9. Si se somete a la víctima a tortura física o psicológica, teniendo como resultado lesiones no permanentes, durante el tiempo que permanezca secuestrada, siempre que no constituya otro delito que pueda ser juzgado independientemente.

			10. Si la víctima ha sido sometida a violencia física, sexual o psicológica ocasionándole lesiones permanentes.

			Paratipo penal: Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevenga a la víctima la muerte, se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 162 del COIP).

			Sedición

			(Ver Delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			Figura genérica:

			Los servidores militares o policiales que empleando armas, con el fin de impedir transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigente, serán sancionados con pena de privación de libertad de uno a tres años, cuando realicen cualquiera de los siguientes actos:

			1. Desobedecer, dentro de una operación militar o policial, órdenes legítimas recibidas.

			2. Pretender impedir la posesión de cargo de un superior o destituirlo de su función.

			3. Incitar a miembros de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional a cometer actos de sedición.

			Figuras atenuadas:

			A. Apología de la sedición: El servidor militar o policial que haga apología de este delito o de quienes lo cometan, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			B. Figuras omisivas: El servidor militar o policial que no adopte las medidas necesarias o no emplee los medios racionales a su alcance para evitar la sedición en las unidades o servicios a su mando o que, teniendo conocimiento de que se trate de cometer este delito, no lo denuncie a sus superiores, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			Figuras agravadas:

			A. Si los hechos tienen lugar en situación de peligro para la seguridad de la unidad o del servicio frente a los sediciosos, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			b) Si los hechos tienen lugar, en situación de conflicto armado, estado de excepción, peligro para la seguridad de la unidad, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 342 del COIP).

			Sentencia

			(Ver Reparación integral)

			La sentencia: Luego de haberse pronunciado la decisión oral, el juzgador deberá reducir la sentencia a escrito, que deberá incluir una motivación completa y suficiente tanto en lo relacionado con la responsabilidad penal como con la determinación de la pena y la reparación integral a la víctima o la desestimación de estos aspectos (Inciso primero del Art. 621 del COIP).

			Cuando el Tribunal de Garantías Penales tenga la certeza de que está comprobada la existencia del delito y de que el procesado es responsable del mismo, dictará sentencia condenatoria; si no se hubiere comprobado la existencia del delito o la responsabilidad del procesado, o cuando existiere duda sobre tales hechos, ratificará su estado de inocencia (Numeral 3 del Art. 5 del COIP).

			Contenido:

			Según el Código Orgánico Integral Penal, la sentencia, deberá contener:

			1. La mención del tribunal, el lugar, la fecha y hora en que se dicta; el nombre y el apellido del sentenciado y los demás datos que sirvan para identificarlo.

			2. La relación precisa y circunstanciada del hecho punible y de los actos del sentenciado que el tribunal considera probados en relación a las pruebas practicadas.

			3. Las consideraciones por las cuales se de por probada o no, la materialidad de la infracción y la responsabilidad del o los procesados, así como las pruebas de descargo o de atenuación de la responsabilidad.

			4. La parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas.

			5. La determinación individual de la participación de la o las personas juzgadas en relación con las pruebas practicadas y la pena por imponerse, de ser el caso.

			6. La condena a reparar integralmente los daños ocasionados por la infracción con la determinación del monto económico que pagará la persona sentenciada a la víctima y demás mecanismos necesarios para la reparación integral, con determinación de las pruebas que hayan servido para la cuantificación de los perjuicios cuando corresponda.

			7. Cuando se determine la responsabilidad penal de la persona jurídica, el juzgador deberá verificar los daños a los terceros para poder imponer la pena.

			8. Las costas y el comiso o la restitución de bienes o el producto de su enajenación, valores o rendimientos que hayan generado a las personas que les corresponde.

			9. La orden de destruir las muestras de las sustancias por delitos de producción o tráfico ilícitos de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización.

			10. La suspensión condicional de la pena y señalamiento del plazo dentro del cual se pagará la multa, cuando corresponda.

			11. La firma de los juzgadores que conforman el tribunal (Art. 622 del COIP).

			Reglas sobre la reparación integral en la sentencia:

			Toda sentencia condenatoria deberá contemplar la reparación integral de la víctima, con la determinación de las medidas por aplicarse, los tiempos de ejecución y las personas o entidades públicas o privadas obligadas a ejecutarlas, de conformidad con las siguientes reglas:

			1. Si hay más de un responsable penal, el juzgador determinará la modalidad de la reparación en función de las circunstancias de la infracción y del grado de participación en la infracción como autor o cómplice.

			2. En los casos en los que las víctimas han sido reparadas por acciones de carácter constitucional, el juzgador se abstendrá de aplicar las formas de reparación determinadas judicialmente.

			3. La obligación de reparar monetariamente a la víctima tendrá prelación frente a la multa, comiso y a otras obligaciones de la persona responsable penalmente.

			4. Si la publicación de la sentencia condenatoria es el medio idóneo para reparar a la víctima, correrá a costa de la persona condenada (Art. 628 del COIP).

			De las costas procesales:

			Las costas procesales consistirán en:

			1. Los gastos judiciales originados durante la tramitación del proceso.

			2. Los honorarios de los defensores y de los peritos, traductores o intérpretes en caso de que no formen parte del sistema de justicia (Art. 629 del COIP).

			Sicariato

			(Ver delitos contra la vida // delitos contra la inviolabilidad de la vida)

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se configurará el delito de sicariato, cuando se verifiquen las siguientes circunstancias:

			A. Una persona que mate a otra por precio, pago, recompensa, promesa remuneratoria u otra forma de beneficio, para sí o un tercero. La pena para esta figura genérica será de privación de la libertad de veintidós a veintiséis años.

			B. La misma pena será aplicable a la persona, que en forma directa o por intermediación, encargue u ordene el cometimiento de este ilícito.

			C. Se entenderá que la infracción fue cometida en territorio y jurisdicción ecuatorianos cuando los actos de preparación, organización y planificación, sean realizados en el Ecuador, aún cuando su ejecución se consume en territorio extranjero.

			Publicidad de sicariato: La sola publicidad u oferta de sicariato será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 143 del COIP).

			Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses

			Este sistema creado por el Código Orgánico Integral Penal, se encuentra bajo la dirección y organización de la Fiscalía General del Estado, prestará servicios especializados de apoyo técnico y científico a la administración de justicia y contará con el apoyo del organismo especializado de la Policía Nacional y personal civil de investigación, quienes llevarán a cabo las diligencias necesarias para cumplir los fines previstos en el COIP.

			Como se señaló, el personal que forma parte de este sistema, ejecutará sus tareas bajo la dirección de la Fiscalía y dependerá administrativamente del Ministerio del ramo (Art. 448 del COIP).

			Atribuciones específicas:

			Son atribuciones del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, las siguientes:

			1. Dar aviso al fiscal en forma inmediata, de cualquier noticia que tenga sobre el cometimiento de un delito de ejercicio público de la acción penal.

			2. Recibir denuncias en delitos de ejercicio público de la acción penal y remitirlas de forma inmediata a la Fiscalía para su tramitación.

			3. Realizar las primeras diligencias investigativas, tales como entrevistas, vigilancias, manejo de fuentes y otros, las que serán registradas mediante grabación magnetofónica o de video.

			4. Aprehender a las personas sorprendidas en delito flagrante, a quienes les comunicará sus derechos, elaborará el parte correspondiente y, la persona aprehendida, quedará inmediatamente a órdenes del órgano judicial competente.

			5. Tomar las medidas adecuadas y oportunas para impedir el cometimiento o consumación de una infracción que llegue a su conocimiento.

			6. Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lugar donde presuntamente se comete la infracción y recoger los resultados, huellas, señales, armas, objetos, instrumentos y demás vestigios.

			7. Proceder al levantamiento e identificación del cadáver.

			8. Cumplir de acuerdo con los plazos señalados, las disposiciones para la práctica de diligencias investigativas del fiscal.

			9. Cumplir las órdenes que les imparta el fiscal o el juzgador.

			10. Identificar a los sospechosos.

			11. Mantener actualizadas las bases de datos de información y llevar un sistema estadístico de investigación del delito.

			12. Solicitar al fiscal la autorización judicial para la práctica de diligencias investigativas.

			Sobre las diligencias investigativas y sus resultados, se presentará un informe al fiscal, dentro de los plazos señalados.

			En aquellos lugares donde no exista personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, en el ámbito de la justicia penal, los servidores de la Policía Nacional tendrán las atribuciones aquí señaladas (Art. 449 del COIP).

			Participación de entidades públicas y privadas de salud en la investigación:

			En el caso de localidades donde no se dispone de personal del Sistema especializado integral de la investigación, de medicina legal y ciencias forenses, con el fin de asegurar los vestigios, objetos e instrumentos, podrán intervenir, a solicitud del fiscal, profesionales de centros de salud, clínicas u hospitales públicos acreditados por el Consejo de la Judicatura.

			En caso de no existir unidades de salud pública se podrá recurrir al sector privado acreditado por el Consejo de la Judicatura.

			Estos establecimientos elaborarán los informes correspondientes en los que consten los nombres de los responsables de las entidades y de los profesionales que han realizado los exámenes, los mismos que serán entregados al fiscal que los solicite (Art. 450 del COIP).

			Sistema Nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso

			La Fiscalía General del Estado es el órgano encargado de dirigir el sistema nacional de protección y asistencia a víctimas, testigos y otros participantes en el proceso penal, para lo cual coordinará la obligatoria participación de las entidades públicas afines a los intereses y objetivos del sistema y articulará la participación de organizaciones de la sociedad civil. El sistema se regirá por los principios de accesibilidad, oportunidad, eficacia y eficiencia (Constitución de la República: Art. 198).

			En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal señala que la Fiscalía es el órgano encargado de dirigir el Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso, a través del cual todos los partícipes en la investigación preprocesal o en cualquier etapa del proceso, podrán acogerse a las medidas especializadas de protección y asistencia para precautelar su integridad y no revictimización, cuando se encuentren en peligro. Este Sistema contará con los recursos necesarios provenientes del Presupuesto General del Estado, para su eficiente gestión (Art. 445 del COIP).

			Aplicabilidad de principios:

			Para cumplir los principios de accesibilidad, responsabilidad, complementariedad, oportunidad, eficacia y eficiencia, todas las entidades públicas y privadas afines a los intereses y objetivos del Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso, están obligadas a coordinar en sus respectivos ámbitos de competencia.

			Para la ejecución del Sistema, se contará con personal especializado. En las localidades donde no se disponga de dicho personal, intervendrá el de los centros de salud, clínicas, hospitales públicos o privados, centros o albergues de protección acreditados y demás entidades públicas o privadas que tengan conocimientos idóneos para realizar las actividades que se requieran.

			La Fiscalía, para el cumplimiento de los fines del Sistema, dirigirá a través de las entidades correspondientes un equipo de agentes destinados para la protección de las víctimas, testigos y otros participantes en el proceso penal (Art. 446 del COIP).

			Según el Código Orgánico de la Función Judicial, la actuación en materia de protección se rige por los principios de:

			a) Voluntariedad: La aceptación del ingreso y la decisión del retiro del Programa de protección de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso penal será voluntaria.

			b) Reserva: Todos los aspectos relativos al procedimiento de protección se mantendrán bajo estricta reserva y confidencialidad.

			c) Investigación: Para ingresar al programa será necesario que esté en curso una investigación preprocesal o un proceso penal, en relación al cual existan amenazas o riesgos para la integridad de las personas.

			d) Vinculación: Todo procedimiento de protección se fundamentará en la verificación de los nexos entre amenaza, riesgo, potencial riesgo y la participación preprocesal y procesal, es decir que sea con ocasión o por razón de ésta.

			e) Dirección: Las actividades relacionadas con la protección se realizarán previo diseño de una guía de trabajo aprobada por la autoridad determinada en el Reglamento.

			f) Temporalidad: Las medidas de protección subsistirán mientras existan los factores que las motivaron.

			El ingreso al programa se reglamentará en el marco de los principios y obligaciones descritas, estableciendo mecanismos no re-victimizantes y de respeto a los derechos fundamentales de las personas involucradas (Código Orgánico de la Función Judicial: Art. 295).

			Sobreseimiento

			El Código Orgánico Integral Penal, a diferencia del ex Código de Procedimiento Penal, no se refiere a varias clases de sobreseimiento, sino que estipula de manera general que el juzgador dictará auto de sobreseimiento en los siguientes casos:

			1. Cuando el fiscal se abstenga de acusar y de ser el caso, dicha decisión sea ratificada por el superior.

			2. Cuando concluya que los hechos no constituyen delito o que los elementos en los que el fiscal ha sustentado su acusación no son suficientes para presumir la existencia del delito o participación de la persona procesada.

			3. Cuando encuentre que se han establecido causas de exclusión de la antijuridicidad (Art. 605 del COIP).

			Con el sobreseimiento, el juzgador revocará toda medida cautelar y de protección, y en el caso de prisión preventiva, ordenará la inmediata libertad, sin perjuicio de que vuelva a ordenarla si el auto de sobreseimiento es revocado. No se podrá iniciar una investigación penal por los mismos hechos (Art. 607 del COIP).

			Subversión

			(Ver delitos contra la estructura del Estado constitucional)

			El Código Orgánico Integral Penal, a diferencia del ex Código Penal, se refiere a una sola figura vinculada a los grupos subversiones, estipulando una pena privativa de libertad de cinco a siete años, para la persona que promueva, dirija o participe en organizaciones armadas, comandos, grupos de combate, grupos o células terroristas, destinadas a:

			- Subvertir el orden público o,

			- Sustituir las fuerzas armadas y policía nacional, atacarlas o interferir en su normal desempeño (Art. 349 del COIP).

			Sujetos del delito

			Según la doctrina, son tres los sujetos del delito, todos ellos estarán presentes una vez que una conducta lesiva ha lesionado o puesto en peligro el bien jurídico penalmente tutelado.

			Sujeto activo: El primer sujeto del delito se denomina sujeto activo y se refiere a la persona que ha adecuado su acción u omisión a lo descrito en el tipo penal.

			Sujeto pasivo: La acción u omisión del sujeto activo, se debió ejercer en una víctima o ofendido, persona natural o jurídica a la que se le vulnera un bien jurídico penalmente tutelado, que es conocida como víctima u ofendido.

			El Estado: Una vez que se presenta un caso concreto de adecuación de una conducta a un tipo penal y la correlativa vulneración o puesta en peligro de un bien jurídico, el llamado a actuar en defensa de los intereses de la sociedad y de los afectados es el Estado, a través de los órganos creados para el efecto.

			Sujetos del proceso penal

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, son sujetos del proceso penal:

			1. La persona procesada.

			2. La víctima.

			3. La Fiscalía; y,

			4. La defensa (Art. 439 del COIP).

			1. Procesado:

			El sujeto activo del delito, pasa a ser sujeto pasivo del proceso penal y toma el nombre de procesado, cuando el Fiscal le ha atribuido participación en un acto punible como autor o cómplice.

			Según el Código Orgánico Integral Penal, se considera persona procesada a la persona natural o jurídica contra la cual el fiscal formula cargos. La persona procesada tendrá la potestad de ejercer todos los derechos que le reconoce la Constitución, los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos y el COIP (Art. 440 del COIP) (Ver Procesado)

			Derechos del procesado: Sin perjuicio de todos y cada uno de los derechos garantizados por nuestro ordenamiento jurídico, la legislación adjetiva penal constitucionalizada, da especial importancia al derecho a la defensa, de ahí que determine que:

			a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento (Literal a) del numeral 7 del Art. 76 de la Constitución).

			b) Ninguna persona podrá ser interrogada ni aún con fines investigativos, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto. (Literal e) del numeral 7 del Art. 76 de la Constitución)

			c) Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada (Numeral 2 del Art. 76 de la Constitución// Numeral 4 del Art. 5 del COIP).

			2. La víctima:

			En el Código Orgánico Integral Penal, se consideran víctimas a las siguientes personas:

			A. Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o indirecta como consecuencia de la infracción.

			B. Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal.

			C. La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo; ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad de las personas señaladas en el literal anterior.

			D. Quienes compartan el hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			E. El socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido afectada por infracciones cometidas por sus administradores.

			F. El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten afectadas por una infracción.

			G. Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que afecten intereses colectivos o difusos.

			H. Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas infracciones que afecten colectivamente a los miembros del grupo.

			La condición de víctima es independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, sancione o condone al responsable de la infracción o a que exista un vínculo familiar con éste (Art. 441 del COIP).

			Derechos de la víctima:

			En todo proceso penal, la víctima de las infracciones gozará de los siguientes derechos:

			A. A proponer acusación particular, a no participar en el proceso o a dejar de hacerlo en cualquier momento, de conformidad con las normas del COIP. En ningún caso se obligará a la víctima a comparecer.

			B. A la adopción de mecanismos para la reparación integral de los daños sufridos que incluye, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos, el restablecimiento del derecho lesionado, la indemnización, la garantía de no repetición de la infracción, la satisfacción del derecho violado y cualquier otra forma de reparación adicional que se justifique en cada caso.

			C. A la reparación por las infracciones que se cometan por agentes del Estado o por quienes, sin serlo, cuenten con su autorización.

			D. A la protección especial, resguardando su intimidad y seguridad, así como la de sus familiares y sus testigos.

			E. A no ser revictimizada, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas, incluida su versión. Se la protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación y, para el efecto, se podrán utilizar medios tecnológicos.

			F. A ser asistida por un defensor público o privado antes y durante la investigación, en las diferentes etapas del proceso y en lo relacionado con la reparación integral.

			G. A ser asistida gratuitamente por un traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento así como a recibir asistencia especializada.

			H. A ingresar al Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal, de acuerdo con las disposiciones del COIP y la ley.

			I. A recibir asistencia integral de profesionales adecuados de acuerdo con sus necesidades durante el proceso penal.

			J. A ser informada por el fiscal de la investigación preprocesal y de la instrucción.

			K. A ser informada, aún cuando no haya intervenido en el proceso, del resultado final, en su domicilio si se lo conoce.

			L. A ser tratada en condiciones de igualdad y cuando amerite, aplicar medidas de acción afirmativa que garanticen una investigación, proceso y reparación, en relación con su dignidad humana.

			M. Si la víctima es de nacionalidad distinta a la ecuatoriana, se permitirá su estadía temporal o permanente dentro del territorio nacional, por razones humanitarias y personales, de acuerdo con las condiciones del Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal (Art. 11 del COIP).

			3. La Fiscalía:

			El Código Orgánico Integral Penal señala que la Fiscalía es el órgano encargado de dirigir la investigación preprocesal y procesal penal e intervenir hasta la finalización del proceso. La víctima deberá ser instruida por parte del fiscal sobre sus derechos y en especial, sobre su intervención en la causa (Art. 442 del COIP).

			La Fiscalía es la única titular de la acción penal pública, que la ejercerá sin necesidad de denuncia previa. Ejercerá la acción cuando tenga los elementos de convicción suficientes sobre la existencia de la infracción y de la responsabilidad de la persona procesada. Podrá abstenerse de ejercer la acción penal cuando puede aplicar el principio de oportunidad o cuando se presente una causal de prejudicialidad, procedibilidad o cuestiones previas (Inciso segundo del Art. 410 y Art. 411 del COIP).

			La Fiscalía ejercerá las siguientes atribuciones:

			A. Organizar y dirigir el Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses.

			B. Dirigir el Sistema de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso.

			C. Expedir en coordinación con las entidades que apoyan al Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o con el organismo competente en materia de tránsito, los manuales de procedimiento y normas técnicas para el desempeño de las funciones investigativas.

			D. Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor protección (Art. 443 del COIP).

			Principios de actuación:

			Todos sus deberes y atribuciones los deberá cumplir con absoluta objetividad, extendiendo su investigación no solo a las circunstancias de cargo, sino también a las que sirvan de defensa del procesado (Numeral 21 del Art. 5 del COIP). Además ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas (Constitución de la República: Art. 195 Inc. 1// Arts. 3 y 412 del COIP).

			4. La defensa:

			La defensa de toda persona estará a cargo de un abogado de su elección, sin perjuicio de su derecho a la defensa material o a la asignación de un defensor público. En los casos de ausencia del defensor elegido y desde la primera actuación, se contará con un defensor público previamente notificado.

			La ausencia injustificada del defensor público o privado a la diligencia, se comunicará al Consejo de la Judicatura para la sanción correspondiente (Art. 452 del COIP).

			La defensoría pública: La Defensoría Pública garantizará el pleno e igual acceso a la justicia de las personas, que por su estado de indefensión o condición económica, social o cultural, no pueden contratar los servicios de una defensa legal privada, para la protección de sus derechos.

			El defensor público no podrá excusarse de defender a la persona, salvo en los casos previstos en las normas legales pertinentes. La Defensoría Pública asegurará la asistencia legal de la persona desde la fase de investigación previa hasta la finalización del proceso, siempre que no cuente con un defensor privado.

			La persona será instruida sobre su derecho a elegir otro defensor público o privado. El juzgador, previa petición de la persona, relevará de la defensa al defensor público, cuando sea manifiestamente deficiente (Art. 451 del COIP).

			Suspensión condicional de la pena

			(Ver Delitos sancionados con pena de hasta cinco años de privación de libertad)

			Esta institución se incorpora en nuestra legislación desde la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal y se caracteriza por lo siguiente:

			Procedencia sin contar con sentencia ejecutoriada:

			La ejecución de la pena privativa de libertad impuesta en sentencia de primera instancia, se podrá suspender, a petición de parte, en la misma audiencia de juicio o dentro de las veinticuatro horas posteriores, siempre que concurran los siguientes requisitos:

			1. Que la pena privativa de libertad prevista para la conducta no exceda de cinco años.

			2. Que la persona sentenciada no tenga vigente otra sentencia o proceso en curso ni haya sido beneficiada por una salida alternativa en otra causa.

			3. Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta sean indicativos de que no existe necesidad de la ejecución de la pena.

			4. No procederá en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar (Art. 630 del COIP).

			Dentro de la reforma del 2019, la Asamblea Nacional en su proyecto remitido al Ejecutivo (septiembre del 2019), propuso que se agregue que la falta de presentación de los requisitos establecidos en los numerales 2 y 3 podría ser completada en cualquier momento con una nueva solicitud. El Ejecutivo, en su veto parcial (octubre del 2019) como texto alternativo planteó que si la petición no cumple con los requisitos establecidos en los números 2 y 3, el juzgador dispondrá que el sentenciado lo complete en el plazo de tres días.

			Trámite:

			A. Una vez que ha sido expresamente solicitada la suspensión condicional de la pena en la audiencia del juicio o veinticuatro horas posteriores a la misma, el órgano juzgador señalará día y hora para una audiencia con intervención de la Fiscalía, el sentenciado, el defensor público o privado y la víctima, de ser el caso.

			B. En el curso de esta audiencia, se establecerán las condiciones y forma de cumplimiento durante el período que dure la suspensión condicional de la pena (Inciso final del Art. 630 del COIP).

			Condiciones para imponerse:

			La persona sentenciada durante el período que dure la suspensión condicional de la pena cumplirá con las siguientes condiciones:

			1. Residir en un lugar o domicilio determinado e informar cualquier cambio del mismo a la autoridad competente que establezca el juzgador.

			2. Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas.

			3. No salir del país sin previa autorización del juez de garantías penitenciarias.

			4. Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza.

			5. Tener o ejercer un trabajo, profesión, oficio, empleo o voluntariamente realizar trabajos comunitarios.

			6. Asistir a algún programa educativo o de capacitación.

			7. Reparar los daños o pagar una determinada suma a la víctima a título de reparación integral o garantizar debidamente su pago.

			8. Presentarse periódicamente ante la autoridad designada por el juzgador y en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas.

			9. No ser reincidente.

			10. No tener instrucción fiscal por nuevo delito (Art. 631 del COIP).

			Cumplimiento de condiciones:

			El juez de garantías penitenciarias será el encargado del control del cumplimiento de las condiciones.

			Cuando la persona sentenciada incumpla cualquiera de las condiciones impuestas o transgreda el plazo pactado, el juzgador de garantías penitenciarias ordenará inmediatamente la ejecución de la pena privativa de libertad (Art. 632 del COIP).

			Extinción de la pena:

			Una vez que la persona sentenciada haya cumplido con las condiciones y plazos establecidos en la suspensión condicional de la pena, la condena quedará extinguida, previa resolución del juzgador de garantías penitenciarias (Art. 633 del COIP).

			Suspensión condicional de la pena en procedimientos abreviados - Resolución de la Corte Nacional de Justicia No. 02-2016:

			La Corte Nacional de Justicia, por medio de su Resolución No. 02-2016, publicada en el Primer Suplemento del Registro Oficial No. 739, de 22 de abril del 2016, determinó que debido a la confusión por parte de los operadores de justicia, por la coincidencia entre los requisitos que debe cumplir el sentenciado en un procedimiento ordinario o en uno directo para beneficiarse de la suspensión condicional de la pena, como de aquel que ha sido condenado en un procedimiento abreviado, aclara en el artículo único de su decisión, que la sentencia de condena a pena privativa de libertad en el procedimiento abreviado, no es susceptible de suspensión condicional.

			Sentencia de la Corte Constitucional No. 7-16-CN/19 de 28 de agosto del 2019:

			Este fallo, respecto a la suspensión condicional de la pena, resolvió lo siguiente:

			A. Artículo 653 del COIP: Procederá el recurso de apelación en los siguientes casos:

			1. De la resolución que declara la prescripción del ejercicio de la acción o Ia pena.

			2. Del auto de nulidad.

			3. Del auto de sobreseimiento, si existió acusación fiscal.

			4. De las sentencias.

			5. De la resolución que conceda o niegue la prisión preventiva siempre que esta decisión haya sido dictada en la formulación de cargos o durante la instrucción fiscal.

			6. De la negativa de suspensión condicional de la pena.

			B. Artículo 630 del COIP: La ejecución de la pena privativa de libertad impuesta en sentencia de primera instancia, se podrá suspender a petición de parte en la misma audiencia de juicio o dentro de las veinticuatro horas posteriores, siempre que concurran los siguientes requisitos:

			1. Que la pena privativa de libertad prevista para la conducta no exceda de cinco años.

			2. Que la persona sentenciada no tenga vigente otra sentencia o proceso en curso ni haya sido beneficiada por una salida alternativa en otra causa.

			3. Que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta sean indicativos de que no existe necesidad de la ejecución de la pena.

			4. No procederá en los casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			El juzgador señalará día y hora para una audiencia con intervención del fiscal, el sentenciado, o el defensor público o privado y la víctima de ser el caso, en la cual se establecerán las condiciones y forma de cumplimiento durante el período que dure la suspensión condicional de la pena.

			La falta de presentación de los requisitos establecidos en los numerales 2 y 3 podrá ser completada en cualquier momento con una nueva solicitud.

			T

			Tenencia y porte ilegal de armas

			El Código Orgánico Integral Penal se refiere a dos conductas plenamente diferenciadas:

			1. Tenencia de armas:

			La tenencia consiste en el derecho a la propiedad legal de un arma que puede estar en determinado lugar, dirección particular, domiciliaria o lugar de trabajo, para lo cual se requiere autorización de la autoridad competente del Estado. La persona que tenga armas de fuego sin autorización, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año.

			2. Porte de armas:

			El porte consiste en llevar consigo o a su alcance un arma permanentemente dentro de una jurisdicción definida, para lo cual se requiere autorización de la autoridad competente del Estado. La persona que porte armas de fuego sin autorización, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 360 del COIP).

			Figuras conexas en relación a armas:

			1. Disparo de arma de fuego:

			La persona que dispare arma de fuego contra otra, sin herirla, siempre que el acto no constituya tentativa, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 359 del COIP).

			Se hace presente al lector que en el proyecto de reforma al COIP remitido por la Asamblea Nacional al Ejecutivo (septiembre del 2019), se propuso la despenalización de esta conducta. El Presidente de la República, en su veto parcial (octubre del 2019) sugiere que no se despenalice, sino se la estructure de la siguiente manera:

			“Art. 359.- Abuso de arma de fuego.- La persona que dispare arma de fuego contra otra, sin herirla, siempre que el acto no constituya tentativa de otro delito tipificado en este Código o corresponda a legítima defensa, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.”

			2. Actividades con armas de fuego, municiones y explosivos no autorizados:

			La persona que fabrique, suministre, adquiera, comercialice o transporte, sin la autorización correspondiente, armas de fuego, sus partes o piezas, municiones, explosivos, accesorios o materias destinadas a su fabricación, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años (Art. 361 del COIP).

			3. Tráfico ilícito de armas de fuego, armas químicas, nucleares o biológicas:

			A. La persona que dentro del territorio ecuatoriano desarrolle, produzca, fabrique, emplee, adquiera, posea, distribuya, almacene, conserve, transporte, transite, importe, exporte, reexporte, comercialice armas de fuego, sus piezas y componentes, municiones y explosivos, sin autorización de la autoridad competente, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			B. La persona u organización delictiva que patrocine, financie, administre, organice o dirija actividades destinadas a la producción o distribución ilícita de armas, municiones o explosivos, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			C. En el caso de que las armas sean químicas, biológicas, tóxicas, nucleares o contaminantes para la vida, la salud o el ambiente, la pena privativa de libertad será de diez a trece años.

			D. Si las actividades descritas son destinadas o empleadas para conflicto bélico, se sancionará con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 362 del COIP).

			Tentativa

			(Ver Comienzo de ejecución del delito)

			Definición: Se configura la tentativa cuando el sujeto activo de una conducta infraccional practica actos idóneos, conducentes de modo inequívoco a la realización del delito, pero la acción no se consuma o el acontecimiento no se verifica por factores externos a su voluntad.

			En este sentido, el Código Orgánico Integral Penal señala que la tentativa es la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no llega a verificarse por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar de que de manera dolosa inicie la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos conducentes de modo inequívoco a la realización de un delito (Inciso primero del Art. 39 del COIP).

			La pena de la tentativa: La pena aplicable a la tentativa, según el Código Orgánico Integral Penal, es de uno a dos tercios de la que correspondería si el delito se hubiese consumado (Segundo inciso del Art. 39 del COIP).

			Las contravenciones solamente son punibles cuando se consuman (Inciso final del Art. 39 del COIP).

			Algunas reflexiones doctrinarias acerca de la tentativa:

			Ya hemos hecho referencia en varios acápites del presente Consultor Penal, que uno de los problemas más arduos que la dogmática penal ha enfrentado, es encontrar los fundamentos que permitan diferenciar entre los actos preparatorios y los actos ejecutivos o de ejecución, para de estos últimos, representados en las figuras de la tentativa y el delito frustrado, avalar su represión y la medida o grado de la pena a imponerse.

			Se han esgrimido para dar sustento a la punición de la tentativa tres tipos de teorías: la objetiva, la subjetiva y la de la impresión.

			Para la teoría objetiva, la pena de la tentativa procede porque se produce un peligro para el bien jurídico, de ahí que existirá atipicidad no solo en el caso de la tentativa inidónea, sino en cualquier evento en el cual el bien no corre riesgo alguno. Por estas explicaciones, la pena del delito tentado debería ser menor al consumado, puesto que implica un injusto menor438.

			La teoría subjetiva por su parte, apoya la punibilidad de la tentativa en la voluntad del autor contraria a Derecho, o sea, se centra exclusivamente en la voluntad criminal. Equipara de esta manera la tentativa con el delito consumado, por tratarse del mismo animus doloso, con la consecuente paridad de penas. Así como esta teoría propone la sanción del ánimo del sujeto activo, no es ajeno lo extienda también a los actos preparatorios439.

			La tesis de la impresión avala la represión de la tentativa solo cuando la actuación de la voluntad contraria a Derecho, es adecuada para conmover la confianza en la vigencia del orden normativo. Está vinculada a la función preventiva de la pena y a la corriente funcionalista, por lo que desde su óptica de análisis, es peligrosa cualquier acción que produzca en la sociedad la impresión de una agresión al ordenamiento jurídico440.

			Es la corriente objetiva la aplicada por la mayor parte de ordenamientos penales, de ahí que la tentativa sea aprehendida como la negativa de la consumación que acompaña solamente a los delitos de resultado y se equipara a los tipos penales de peligro concreto. De este modo, le son aplicables las limitaciones propias de la tipicidad sistemática y conglobante, como las que vienen señaladas por la justificación y la culpabilidad441.

			De lo dicho se desprende que la tentativa como tipicidad, supone tanto un aspecto subjetivo (fin de cometer el delito) como uno objetivo, que exige un principio de ejecución y una falta de consumación.442

			Como se señaló párrafos arriba, en lo que tiene que ver con el aspecto objetivo, hay que diferenciar plenamente entre los actos preparatorios y los actos de ejecución. Un sector propone un enfoque de carácter formal, cuya premisa rectora exige que el autor haya realizado en forma efectiva una parte propia de la conducta típica, es decir, su acción haya ingresado al núcleo del tipo.

			Vale como comienzo de la ejecución, el inicio de realización del respectivo verbo típico, lo que no ocurría, por ejemplo, si una persona que quiere matar, se la sanciona solamente por sacar el arma, lo que en todo caso podría eventualmente ser un acto preparatorio443.

			Otra corriente, la material, apela al uso del lenguaje y parte de un principio que incluye la tentativa en las acciones que, por su vinculación necesaria con la acción típica, aparecen como parte integrante de ella según su natural concepción. Para esta línea de pensamiento, sacar el arma ya se constituiría en una tentativa punible444.

			Los clásicos, representados por Francesco Carrara, propusieron la teoría de la univocidad, cuyo análisis se erige en un contraste de actos, si unos se muestran equívocos (admiten varias interpretaciones) son preparatorios y por tanto deberán quedar impunes; pero si la interpretación es una sola (unívoca para la lesión del bien), ingresarían en la esfera de ejecución, por tanto, su sanción sea legítima. Esta teoría encuentra ciertos detractores, ya que en algunas ocasiones no se logra claramente determinar la diferencia entre las dos expresiones materiales.

			Surge en este punto la propuesta de analizar además la idoneidad de los actos en relación a la lesión o proximidad de lesión del bien penalmente tutelado.

			Ecuador verbi gratia recoge tres de las posturas expuestas, ya que define la tentativa como la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no se verifica por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar que de manera dolosa inicia la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos, conducentes de modo inequívoco, a la realización de un delito. La persona en este caso es merecedora a una pena que va de uno a dos tercios de la que le correspondería si el delito se hubiese consumado445.

			Respecto a la idoneidad de los actos/medios, o aptitud para producir un resultado, se ponderará tanto la conocida como idoneidad absoluta o general (son aptos para lesionar el bien jurídico, por ejemplo un disparo) y la relativa, expresada en conductas que sin tener una aptitud general para producir un resultado, en ciertos eventos, puede causarlos por las circunstancias especiales del hecho o del sujeto activo, ejemplo un alfiler en un hemofílico o azúcar en un diabético.

			El delito frustrado, inserto en la propia definición de tentativa según la normativa nacional, implica que el acontecimiento no se verifica a pesar de haber culminado la ejecución, como puede pasar cuando el autor que quiere matar, entrega el sujeto pasivo veneno, y éste último se lo bebe todo, empero logra salvarse por una acción pronta en una casa de salud.

			La tentativa como se ha analizado, aunque llega al mismo resultado (no consumación) implica la interrupción del proceso ejecutivo, o sea, la víctima apenas bebe un poco de veneno, se quema sus labios, y por tal razón, decide no seguir bebiéndolo.

			Esta diferencia conductual podría tener la misma consecuencia punitiva o distinguir una gradualidad, otorgando mayor valor de injusto en todo caso al delito frustrado.

			Para concluir, citamos otras dos figuras relacionadas con los actos de ejecución como son el desistimiento y el arrepentimiento eficaz.

			El desistimiento (o tentativa desistida) se asienta en la idea de un comienzo de ejecución que se interrumpe por decisión del sujeto activo. Lo que se observa es un verdadero cambio de propósito o abandono del plan ejecutivo. El arrepentimiento eficaz en cambio parte de que la ejecución es completa por el agente, pero el resultado no se produce, porque la persona voluntariamente evita se produzca.

			El Código Orgánico Integral Penal equipara las dos figuras con una exención de pena, salvo para los actos ejecutados que se subsuman en un tipo, a diferencia del Código Penal derogado, que estipuló únicamente para el arrepentimiento eficaz una sanción disminuida de un tercio a la mitad de la contemplada para la tentativa446.

			Teoría del delito

			(Ver: Antijuridicidad // Causas de exclusión de la conducta punible // Causas de exculpación - Causa de inculpabilidad - excusas legales absolutorias// Causas de justificación - Causas de exclusión de la antijuridicidad// Culpa // Comisión por omisión // Dolo // Elemento descriptivo y normativo del tipo // Elementos subejtivos del tipo// Estado de Necesidad// Exceso en las causas de exclusión de la antijuridicidad // Fuerza irresistible // Imputabilidad // Legítima defensa // Perturbación mental relativa // Principio de culpabilidad // Sujetos del delito // Tipicidad // Tipo doloso // Tipo imprudente o culposo)

			La Teoría del Delito es entendida como el momento previo (ex ante) a la habilitación de la pena, es decir, el conjunto de elementos comunes a todos los delitos que deben verificarse, cuando se inicia el ejercicio del ius puniendi.

			Elementos básicos de todo delito son la conducta (acción y omisión), la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, los que una vez constatados, permiten se avance al análisis de la punibilidad.

			La Teoría del Delito se centra entonces en lo que se conoce como dogmática jurídico-penal, que es la disciplina que se ocupa de la interpretación, sistematización, elaboración y desarrollo de las disposiciones legales y opiniones de la doctrina en el campo del Derecho Penal. La dogmática de la Teoría del Delito es de este modo, la parte medular de todas las exposiciones de la Parte General447.

			Hay que tener en cuenta que la Parte General no siempre obedece a los principios de la Parte Especial, pues ésta última, está al servicio de la protección de bienes jurídicos y contiene normas de conducta; mientras que la Parte General, se compone, en esencia, de reglas de validez normativa y de imputación o reproche448.

			Teoría del error

			(Ver culpabilidad// Dolo)

			La teoría del error se inserta, a nuestro criterio, esencialmente en las varias explicaciones del cuarto elemento de la teoría del delito conocido como culpabilidad.

			La culpabilidad, según la postura de Eugenio Raúl Zaffaroni, se conecta con el vínculo personal del injusto con el sujeto activo, que se establece tomando en cuenta la forma en la cual opera la peligrosidad del sistema penal, es decir, la mayor o menor probabilidad de criminalización que recae sobre una persona449.

			Maurach y Zipf, la delimitan como la reprochabilidad de un hacer o un omitir jurídicamente desaprobado, o sea, como el reproche fundado respecto del autor. Para comprenderla integralmente, es importante diferenciar entre la culpabilidad jurídica y la culpabilidad moral, ya que la primera es la única que tendrá relevancia penal, ya que parte de una conducta típica y antijurídica, que va más allá de los juicios de desvalores personales450.

			Debe quedar claro que cuando se tiene la capacidad de culpabilidad, en otras palabras, se es imputable, es factible entrar a analizar si el sujeto pudo comprender la antijuridicidad de sus acciones u omisiones o tuvo la capacidad de conocer las normas vigentes en una sociedad determinada.

			Y, una vez que se efectúa el tamizaje expuesto en las líneas precedentes, los operadores de la justicia penal deberían entrar a razonar acerca de las eventuales “ideas equivocadas del autor que pueden repercutir de modo diverso sobre su punibilidad.”451

			Estas ideas pueden excluir el dolo, afectar solo a la culpabilidad o incluso, carecer de relevancia para la imposición de la pena. Esto es precisamente lo que se conoce como la teoría del error, que abarca diversas manifestaciones y, dependiendo su forma, excluirán a nuestro criterio la culpabilidad o atenuarán la responsabilidad penal.

			Siendo así, el lector debe conocer que el error converge por ejemplo en la falsa representación de la realidad, determinada ora por la ignorancia o por no haber conocido todas las circunstancias que influyen en el acto concertado; ora por la equivocación, es decir, por no haber valorado exactamente la influencia de las circunstancias que rodearon a la conducta.

			Sépase que dentro de la teoría del error, encontramos tratadistas que los han diferenciado entre error de tipo (juris) y error de prohibición (facti).

			El error de tipo:

			Los autores más destacados son Jescheck y Zaffaroni, quienes destacan que el error de tipo se configura si la persona no conoce uno de los elementos a los que el dolo debe extenderse, según el tipo que corresponda452.

			A nuestro criterio, si bien este error se centraría en uno de los elementos de la tipicidad, no excluirá del todo su aplicabilidad a la culpabilidad, por tanto, lo analizamos como el desconocimiento de los elementos que forman parte del tipo penal, sean estos fácticos, subjetivos o valorativos.

			El error de prohibición:

			Otra modalidad de error es el de prohibición, que se presenta si el sujeto cree estar actuando conforme a Derecho, es decir, desconoce la prohibición o antijuridicidad de su conducta. Este error se explica mediante el conocimiento o no de la ilicitud de lo que se hace o se deja de hacer453.

			Para nosotros, el error de prohibición se conecta esencialmente con la valoración de la conducta frente al ordenamiento jurídico en su totalidad y, aunque se remite al nivel de la antijuridicidad para contextualizarse, tendrá repercusión, como ha quedado expuesto, a nivel de la culpabilidad.

			Acerca de la valoración de la conciencia de la ilicitud y el error de prohibición, hacemos nuestra la postura de Maurach, quien mediante una metodología comparativa, sostiene no sea necesaria la conciencia de ilicitud de modo actual, sino que bastará la mera posibilidad de conciencia de la antijuridicidad454.

			Errores vencibles e invencibles:

			Junto a la distinción de los errores de tipo y prohibición, un importante sector de la doctrina recoge dos formas de exteriorización adicionales, que tienen que ver con la posibilidad de que sean vencibles o invencibles.

			Serán vencibles, si el sujeto activo pudo prever la conducta o inteligenciarse acerca de las regulaciones; o invencibles, si no existió mecanismo alguno que posibilitara la superación de la falsa concepción de la realidad, sea esta normativa o fáctica.

			Aunque cada ordenamiento jurídico podrá delimitar el alcance de cada error, grosso modo se podría tener presente el siguiente esquema:

			a) El error de tipo vencible no elimina el dolo ni la culpabilidad, dado que parte del principio de que la ley se presume conocida por todos desde su publicación.

			b) El error de tipo invencible, podría eventualmente orillarnos a una atenuación de la pena, en especial si se toman en cuenta aspectos propios del sujeto activo, por ejemplo su rusticidad o, desde un punto de vista externo, la imposibilidad de conocimiento del ordenamiento jurídico, sea por sus constantes cambios o por la tecnicidad de su contenido.

			c) El error de prohibición vencible, supondrá una reducción de la pena, dado que el autor bien pudo hacer ciertas constataciones previas de la realidad fáctica; y,

			d) El error de prohibición invencible, será el único que elimine la culpabilidad, dado que todos los hechos colocan al autor en una posición en la que no le es posible reflexionar si está actuando antijurídicamente.

			En este punto, oportuno resulta poner como ejemplo de Derecho Comparado, al Código Penal peruano, con la finalidad de mostrar los varios tipos de errores y su tratamiento en el proceso penal. Su artículo 14, regula lo relativo a los errores de tipo y de prohibición, de manera textual, así:

			“(...) El error sobre un elemento del tipo penal o respecto a una circunstancia que agrave la pena, si es invencible, excluye la responsabilidad o la agravación. Si fuere vencible, la infracción será castigada como culposa cuando se hallare prevista como tal en la ley. El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal, excluye la responsabilidad. Si el error fuere vencible se atenuará la pena.”

			Se observa que en Perú, tanto el error de tipo como el de prohibición, cuando son invencibles, excluyen la responsabilidad o la agravión punitiva.

			En el artículo 15, se registra el llamado como “error de comprensión culturalmente condicionado”, que tiene las siguientes características:

			A. Eximirá de responsabilidad, cuando quien, por su cultura o costumbres, comete un hecho punible sin poder comprender el carácter delictuoso de su acto o determinarse de acuerdo con esa comprensión.

			B. Cuando por igual razón, esa posibilidad se halla disminuida, se atenuará la pena.

			C. Estas reglas se aplicarán siguiendo los lineamientos para procesos penales interculturales señalados por la judicatura para los casos de la comisión de los delitos previstos en los capítulos IX, X y XI del Título IV del Libro Segundo cometidos en perjuicio de menores de catorce años y, de mayores de catorce años, cuando no hayan prestado su libre consentimiento.

			La teoría del error y la reforma al COIP del 2019:

			Para terminar, debemos indicar que con la reforma del 2019, se agrega a continuación del artículo 28 del COIP, el error de tipo (Art. 28.1), en los siguientes términos:

			“No existe infracción penal cuando, por error o ignorancia invencibles debidamente comprobados, se desconocen uno o varios de los elementos objetivos del tipo penal. Si el error es vencible, la infracción persiste y responde por la modalidad culposa del tipo si aquella existe.

			El error invencible que recae sobre una circunstancia agravante o sobre un hecho que califique la infracción, impide la apreciación de esta por parte de las juezas y jueces”.

			Como causas de inculpabilidad, el texto del artículo 35 del COIP se reforma, de modo que el sistema de reproche penal parte de que no existe responsabilidad penal en los casos de error de prohibición invencible y trastorno mental, debidamente comprobados.

			El error de prohibición, que se incorpora después del artículo 35 (Art. 35.1), existe cuando la persona, por error o ignorancia invencible, no comprende la ilicitud de la conducta. Si el error es invencible no hay responsabilidad penal. Si el error es vencible se aplica la pena mínima prevista para la infracción, reducida en un tercio.

			Teoría de la pena

			(Ver: Accesoriedad en la participación - participación criminal // Actos preparatorios del delito // Acumulación - penas máximas en Ecuador // Agravantes // Aplicación de multas // Atenuantes // Atenuante trascendental // Autoría - Autoría directa y mediata // Coautor // Comienzo de ejecución del delito // Cómplice // Consecuencias jurídicas del delito: las penas e indemnizaciones // Conspiración y proposición // Desistimiento voluntario // Determinación de la pena // Determinación judicial de la pena // Pena // Pena privativa de libertad // Penas para las personas jurídicas // Penas privativas y no privativas de libertad // Principio de personalidad de las penas // Proposición// Punibilidad // Reglas de aplicación de las penas// Reincidencia // Reparación integral // Repatriación para el cumplimiento de la pena // Responsabilidad penal // Responsabilidad penal de las personas jurídicas // Suspensión condicional de la pena // Tentativa)

			La Teoría de la Pena es el ex -post, derivado del análisis de si una conducta es o no un delito y que gran parte de la doctrina la identifica con el estudio de las consecuencias jurídicas del ilícito (determinación y finalidad de la pena), dentro de las cuales habrá que considerarse aspectos como las fases o etapas del íter criminis que tienen relevancia penal, el nivel de participación criminal, y, por obvios motivos, el sistema de penas que se aplicarán.

			Breves referencias doctrinarias de los modelos legitimantes del poder punitivo: Teorías de la finalidad de las penas

			De manera bastante sencilla, el profesor Muñoz Conde indica que la pena es un mal, en el sentido de privación o restricción de derechos, previsto por el órgano legislador por la comisión de un delito para el culpable del mismo. Para comprenderla en su real significación, habrá que distinguirse su justificación, su sentido y su fin455.

			Se han identificado tres grandes grupos de teorías que intentan explicar la finalidad o propósito de las penas: las absolutas, las relativas y las eclécticas o de la unión.

			1. Teorías absolutas (o retributivas): Estas teorías se centran únicamente en el sentido de la pena, prescindiendo en su totalidad de su fin, dado que las penas responden únicamente a la necesidad de retribución. En otras palabras, al ser el delito un mal, se debe responder, por retribución y justicia, con otro mal, que es la pena456.

			Dentro de estas teorías absolutas y dependiendo del avance y desarrollo de las sociedades, encontramos las siguientes:

			1.1 Retribución divina: Cuando el delito era sumido como una ofensa a la divinidad, se debía castigar para recuperar el favor divino (Ejemplo: ordalías o juicios de Dios).

			1.2 Retribución expiatoria: La pena a más de ser la consecuencia directa del delito, debía generar en el responsable un sufrimiento o dolor, para intentar su arrepentimiento.

			1.3 Retribución moral (Kant): Cuando se comete un delito, la sociedad tiene el deber moral de aplicar una pena, por aquello es que la pena se la aplica como un imperativo categórico para supervivencia de la sociedad.

			1.4 Retribución jurídica (Hegel): La pena cumple una función dialéctica (concebir la realidad entre opuestos), de ahí que al ser aprehendida como una consecuencia negativa de la mala conducta (delito), se ratifica la vigencia del Derecho (resultado positivo).

			En suma, el delito es un mal, es la negación de la ley, que se expresa en la exclusión de la persona de la sociedad; y, la pena, es un castigo o mal que debe imponerse al delincuente, es decir, supone recluir al responsable, para solo así el individuo logre incluirse nuevamente en la sociedad de la que se apartó.

			2. Teorías relativas (o Utilitarias): Estas teorías atienden el fin o propósito de las penas, o sea, encuentran en las penas un objetivo concreto. Se dividen en las siguientes:

			2.1 Prevención general o disuasión: La finalidad de la pena es la intimidación de la generalidad de los ciudadanos, para que se aparten de la comisión de delitos. Buscan ejercer una especie de coacción psicológica457.

			2.1.1 Prevención general positiva: La pena es la afirmación de las convicciones jurídicas, razón por la cual la pena es estabilizadora e integradora. Cumple una función informativa, refuerza y mantiene la confianza de que el orden jurídico debe permanecer e imponerse; y, crea y fortalece en los ciudadanos una actitud de respeto a la ley.

			2.1.2. Prevención general negativa: Por el nivel intimidatorio de las penas, éstas se convierten en un factor que inhibe la tendencia a delinquir.

			2.2. Prevención especial o individual: El fin de la pena de alejar a la persona que ha delinquido de la comisión de futuros delitos, ya sea por medio de la intimidación, o bien apartándolo de la vida social en libertad458. Es decir, ya no se dirige a todos, sino solo al delincuente.

			La finalidad de la pena será, en esencia, la rehabilitación y la reinserción social de la persona que cometió el hecho delictivo, por ende, parte de una concepción resocializadora de las prisiones.

			3. Teorías eclécticas (o de la Unión): Estas posturas intermedias, intentan conciliar los extremos de las teorías absolutas y de las relativas. Parten de la idea de retribución como base, pero le añaden el cumplimiento de fines preventivos tanto generales como especiales. No se olvide que la retribución mira al pasado, al delito perpetrado y, la prevención, al futuro, a evitar que se vuelva a delinquir459.

			Terrorismo, actos de terrorismo

			El Código Orgánico Integral Penal, reserva un capítulo exclusivo para el delito de terrorismo y su financiación.

			1. Se entiende que se configura el delito de Terrorismo, cuando una persona individualmente o formando asociaciones armadas, provoque o mantenga en estado de terror a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o pongan en peligro las edificaciones, medios de comunicación, transporte, valiéndose de medios capaces de causar estragos.

			La pena del ilícito es de privación de libertad de diez a trece años, en especial si:

			1. La persona que, respecto de un transporte terrestre, una nave o aeronave, plataformas fijas marinas, se apodere de ella, ejerza control sobre la misma por medios tecnológicos, violentos, amenaza o intimidación; derribe, destruya, cause daños, coloque o haga colocar un artefacto o sustancia capaz de destruirlo o causar daños que le incapaciten para su transportación.

			2. La persona que destruya por cualquier medio, edificación pública o privada, plataforma fija marina, instalaciones de áreas estratégicas, servicios básicos esenciales, así como de las instalaciones o servicios de transportación terrestre, navegación aérea o marítima, si tales actos, por su naturaleza, constituyen un peligro para la seguridad de la transportación terrestre, de las aeronaves o naves, como de la seguridad de las plataformas y demás edificaciones.

			3. La persona que realice actos de violencia que por su naturaleza, causen o puedan causar lesiones o constituyan un peligro para la seguridad de estos o sus ocupantes, en un transporte terrestre, a bordo de una aeronave, nave, en una plataforma fija marina, en puertos, aeropuertos, instalaciones de áreas estratégicas, servicios básicos esenciales o ambiente.

			4. La persona que comunique, difunda o transmita informes falsos poniendo con ello en peligro la seguridad de un transporte terrestre, de una nave o aeronave.

			5. La persona que irrumpa los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte de las personas internacionalmente protegidas.

			6. La persona que realice por sí misma o por medio de terceros, operaciones y transacciones financieras económicas, con el objeto de dar apariencia de licitud para desarrollar actividades terroristas tipificadas en el COIP.

			7. La persona que hurte, robe, malverse, obtenga mediante fraude o extraiga mediante amenazas, uso de la violencia o intimidación materiales nucleares.

			8. La persona que reciba, posea, use, transfiera, altere, evacúe o disperse materiales nucleares sin autorización legal, si tal acto causa lesiones graves a una persona o grupo de personas o daños materiales sustanciales.

			9. La persona que entregue, coloque, arroje o detone un artefacto o sustancia explosiva u otro artefacto mortífero en o contra un lugar de uso público, una instalación pública o de gobierno, una red de transporte público o una instalación de infraestructura, con el propósito de causar la muerte o graves lesiones corporales a las personas o con el fin de causar una destrucción material significativa.

			10. Figura agravada - Paratipo penal: Cuando por la realización de estos actos se produzca la muerte de una o más personas, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 366 del COIP).

			2. Financiación del terrorismo:

			La persona que en forma individual o colectiva, de manera directa o indirecta, proporcione, ofrezca, organice o recolecte fondos o activos, de origen lícito o ilícito, con la intención de que se utilicen o a sabiendas de que serán utilizados para financiar en todo o en parte, la comisión de los delitos de terrorismo; o cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo; o, la existencia de terroristas individuales, grupos u organizaciones terroristas, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			Será reprimida con la misma pena:

			1. La persona que proporcione, ofrezca, organice, recolecte, o ponga los recursos, fondos o activos, bienes muebles o inmuebles a disposición del terrorista individual u organización o asociación terrorista, independientemente de que los mismos se vayan a utilizar en la efectiva comisión de uno de los delitos señalados en el numeral anterior.

			2. La persona que, teniendo la obligación legal de evitarlos, consienta la comisión de estos delitos o la persona que, a sabiendas, proporcione o facilite los medios para tal fin.

			De las penas conexas:

			A. Multa, comiso y extinción de la persona jurídica: Los delitos tipificados relacionados a la financiación del terrorismo, serán también sancionados con multa equivalente al duplo del monto de los fondos y activos proporcionados, ofrecidos o recolectados para financiar actos de terrorismo, terroristas individuales u organizaciones terroristas, con la pena de comiso penal de conformidad con lo previsto en el COIP y con la extinción de la persona jurídica creada o utilizada para el efecto.

			B. Inhabilitación del servidor público: Cuando la condena sea dictada en contra de un funcionario o un servidor público, se sancionará con la inhabilitación para el desempeño de todo empleo o cargo público por un tiempo igual al doble de la condena.

			C. Inhabilitación del funcionario del sistema financiero: Cuando la condena sea dictada en contra de un funcionario del sistema financiero o de seguros, se sancionará con la inhabilitación para el desempeño de funciones de dirección en entidades del sistema financiero y de seguros por un tiempo igual al doble de la condena.

			Hay que tener en cuenta que todos estos delitos serán investigados, enjuiciados, fallados o sentenciados, como delitos autónomos de otros delitos tipificados en el COIP, cometidos dentro o fuera del país (Art. 367 del COIP).

			3. Falsa incriminación:

			La persona que realice acciones tendientes a incriminar falsamente a una o más personas en la comisión de los delitos de terrorismo y su financiación, será sancionada con la pena privativa de libertad de uno a tres años.

			Figura agravada - delito propio: Se aplicará el máximo de la pena si los actos señalados en el párrafo anterior son cometidos por un servidor público (Art. 368 del COIP).

			Tipicidad

			Para entender como se configura un delito, debemos tener claro cuáles son sus elementos, para ello, acudimos a la definición de delito o infracción penal, que en nuestra legislación se centra en la conducta, típica, antijurídica y culpable, cuya sanción se encuentra prevista en la norma (Art. 18 del COIP).

			Por esta razón en Ecuador, infracciones son los actos imputables sancionados por las leyes penales y se dividen en delitos y contravenciones, según la naturaleza de su pena (Art. 19 del COIP).

			Sépase en adición que las infracciones pueden ser dolosas o culposas y constarán en tipos penales, que son los que describen los elementos de las conductas penalmente relevantes (Art. 25 del COIP).

			Algunas referencias doctrinarias acerca de la teoría del tipo*

			*	Varias de las reflexiones aquí contenidas, se corresponden a la tesis doctoral de la autora, presentada ante la Comisión de Doctorado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, febrero 2019.

			Según la doctrina, tres son las principales funciones que cumplen los tipos penales: sistemática, dogmática y político-criminal. La función sistemática se relaciona con el conjunto de elementos que permiten conocer de qué delito se trata; la dogmática, converge en la descripción de los elementos cuyo desconocimiento excluye el dolo, misión que dicho sea de paso, es asumida por la propia norma; por último, la función político-criminal, se conecta con una clara idea de garantía460.

			A nuestro criterio, la estructura de la teoría general del delito se construye con los elementos de conducta (acción u omisión), tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad y los varios presupuestos de punibilidad, sistema que si por ejemplo lo retrotraemos a una óptica clásica, se sustentaría en la premisa de que el injusto y la culpabilidad se corresponden a la parte externa e interna del delito, es decir, los requisitos objetivos del hecho reprochable pertenecen al tipo y a la antijuridicidad, y la culpabilidad, a los elementos subjetivos de ilícito461.

			Con el pasar del tiempo, cuando se reconoce que el injusto no siempre se explica por sus elementos objetivos y que la culpabilidad tampoco se basa únicamente en aspectos subjetivos, surge el sistema neoclásico, en el cual dentro del tipo, se instituyen elementos subjetivos del injusto y, dentro de la culpabilidad, factores objetivos no siempre concordantes con expresiones volitivas. Se plasma así una nueva forma de valoración, que ve en la conducta su dañosidad social y, en la culpabilidad o imputación, la posibilidad de un juicio de reproche462.

			Avanzando, para la teoría final de la acción, el primer elemento del delito (conducta) va más allá del nexo causal y se centra en el propósito u objetivo del agente, de esta forma el elemento del dolo se ubique como parte esencial de la tipicidad; y, por último tenemos al esquema racional-final o teológico (funcional), que propone la desvinculación de las realidades ontológicas previas, por tanto, legitime la incriminación en las finalidades que se entregan al Derecho Penal463, ora de protección de bienes o de vigencia del ordenamiento jurídico.

			Desde nuestro punto de vista, hacemos nuestra la concepción material del delito464 en su perspectiva neoclásica, que contesta de mejor forma la pregunta referente a qué se puede prohibir en una sociedad. De esta forma, nos centramos en tres componentes de la estructura de los tipos penales: 1. La conducta típica, integrada por los elementos objetivo y subjetivo; 2. Los sujetos activo y pasivo; y, 3. Los objetos material y jurídico.

			Componentes que si bien se interrelacionan y funcionan de forma conjunta y armónica, nos orillan a resaltar: a) La formulación concreta de la conducta típica y, b) La delimitación del objeto o bien jurídico que se pretende proteger o salvaguardar; todo bajo un enfoque de inserción de los elementos subjetivos en la norma motivadora de las acciones u omisiones.

			Se torna indispensable decir que el tipo es la fórmula normativa y descriptiva de un conjunto de elementos ensamblados por una consideración común (bien jurídico), mientras que la tipicidad es la conducta ya individualizada y que por su subsunción a la norma, se entiende prohibida por el tipo penal, es decir, es la acción u omisión que se adecua de manera perfecta al precepto conductual creado por el legislador.

			Por lo dicho es que la afirmación de que un hecho constituye un ilícito o violación al ordenamiento jurídico, precise de la comprobación adicional de que hay una infracción consciente a una norma concreta y que la mentada infracción, no está legalmente autorizada465.

			Acerca de la tipicidad conglobante:

			La teoría de la tipicidad conglobante propuesta por Zaffaroni, quien al detallar las características del tipo doloso y la estructura de su aspecto objetivo, sugiere tener en cuenta que el elemento o tipo objetivo tiene dos funciones: la sistemática y la conglobante. La sistemática, entrega todos los componentes objetivos derivados de un análisis aislado del tipo, se trata entonces de una “fijación primaria o elemental del objeto de la prohibición”.

			La función conglobante por su parte, para la verificación de la lesividad y de la posibilidad de imputación o reproche al agente, propugna una consideración no aislada de la norma que se deduce del tipo, más si una “conglobada con todo el conjunto de normas deducidas o expresadas en otras leyes de igual o superior jerarquía”, en aplicación del “principio de coherencia o no contradicción.”466

			Entonces, no porque nos debamos remitir a conceptos descritos por ejemplo en el Código Civil, como son las relaciones de parentesco (para el delito de parricidio o figuras agravadas de homicidio) o los diferentes tipos de bienes (para diferenciar entre los delitos de hurto, robo y usurpación), quiere decir que la ley penal que se refiere a ellos, vulnera el mandato de determinación, certeza o taxatividad. Sino que, al ser el Derecho el tronco común de diversas ramas, todas ellas deben confluir (conglobarse) para dar sentido armónico a las regulaciones conductuales.

			Es más, aún asumiendo que estamos ante un tipo en blanco, que si necesitará de una norma adicional para completar a la prohibición, la certeza de la ley no se consideraría lesionada, como con propiedad lo han expuesto verbi gratia el Tribunal Constitucional Español y la Corte Suprema Argentina; eso si, será necesario el cumplimiento de ciertos requisitos que le permitan al destinatario de la norma, una conexión normativa concreta.

			Siguiendo el esquema expuesto, Lothar Kuhlen hace notar que el mandato de certeza puede ser aprehendido negativa y positivamente.

			Formulado negativamente, abarca una “prohibición de indeterminación” y, positivamente, supone una orden de determinación legal de la punibilidad. Visto así, estaría dirigido exclusivamente al órgano legislador; sin embargo, se destina también al juez, que es a quien le está proscrito finalmente sancionar conductas, que no cuentan con normas lo suficientemente precisas.467

			Ahora bien, se pensaría que del mandato de certeza se deriva la exigencia de precisión y exactitud de los tipos penales y, aunque lo óptimo sería alcanzar una puntualización exhaustiva que arribe a resultados razonables, en muchos casos esto es quimérico, porque, como lo señala Kuhlen:

			“Incluso el jurista experto, pese al análisis detenido de la jurisprudencia y la literatura especializada, no es frecuentemente capaz de deducir, sin margen de duda, si determinadas acciones se encuadran o no en el tipo: Con mayor razón vale esto para un lego, que únicamente recurre a la ley como fuente de información.”468

			Ante esta evidente tensión entre la realidad jurídica y la expectativa de estrictez de tipificación, Kuhlen propone encasillar a la lex certa no en un mandato u orden de certeza o determinación, sino como un mandato de reglamentación. De esta forma dice, se entiende al mandato de precisión como un principio “en el sentido de la teoría de la argumentación, como un mandato de optimización”469.

			Para Claus Roxin, el principio de legalidad de modo general sirve para evitar una punición arbitraria y no calculable sin ley; razón por la que estima se encuentran prohibidas las leyes penales indeterminadas. Para el alemán, estas leyes no pueden proteger adecuadamente a los individuos, porque no podrían reconocer lo que se les quiere prohibir; y, también, supondrían un atentado directo a la división de poderes, porque facultarían al juez a realizar cualquier interpretación, inmiscuyéndose de suyo en las potestades entregadas exclusivamente al legislador470.

			Como se observa, la tarea del órgano legislador no es sencilla al momento de estructurar de modo preciso las leyes penales, porque como lo hace notar Hassemer, debe resolver simultáneamente dos tareas plenamente diferenciadas. Tiene por un lado que crear las normas lo suficientemente amplias como para poder adaptarse a cambios futuros y, a la vez, tiene que redactarlas de un modo lo bastantemente cerrado, como para blindarlas a casos que aún no han sido imaginados471.

			Hart ya lo advirtió en el capítulo dedicado al “Formalismo y escepticismo ante las reglas” que, aunque buena parte de la teoría jurídica ha pretendido explicar y comprender la diferencia entre “la falta de certeza de la comunicación mediante el ejemplo dotado de autoridad (precedente) y la certeza de la comunicación mediante el lenguaje general dotado de autoridad (legislación)”472, ni aún en el supuesto de meras reglas generales verbalmente emitidas, estamos libres de dudas acerca de las formas de la conducta exigida.

			Es por esto que el lenguaje general que use el legislador, desde su punto de vista, solo puede guiar de una “manera incierta”, tal como lo hace un ejemplo; lo que supone, el destierro de la idea de que el lenguaje de la norma nos permite escoger ejemplos reconocibles de manera sencilla; contrario sensu, el lenguaje de la regla se limita en tal caso “a destacar un ejemplo revestido de autoridad, a saber, el constituido por el caso obvio”.473

			Para Hart:

			“(...) la falta de certeza en la zona marginal es el precio que hay que pagar por el uso de términos clasificatorios generales en cualquier forma de comunicación relativa a cuestiones de hecho.”474

			Para terminar, nuestro criterio respecto a la necesaria certeza de la ley penal, recoge gran parte de las reflexiones aquí esbozadas, sobre todo las que descansan en el pensamiento del filósofo Hart para quien, el “congelar el significado de la regla”, de forma que sus contenidos generalmente abstractos tengan el mismo significado en todos los casos, requiere de un afianzamiento a ciertas características inmutables presentes en el “caso obvio”475.

			Lo que, aplicado al campo del Derecho Penal y a la construcción de las respectivas prohibiciones conductuales, requerirá de una descripción madre cierta y determinada y que, pueda ampliarse a su vez a “las restantes características que pueda tener o que puedan faltarle”, y cualquiera “sean las consecuencias sociales que resulten de aplicar la regla”476.

			Tipos de violencia contra la mujer

			La Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 175, de 05 de febrero del 2018, establece en su artículo 10, los siguientes tipos de violencia:

			A) Violencia física: Es todo acto u omisión que produzca o pudiese producir daño o sufrimiento físico, dolor o muerte, así como cualquier otra forma de maltrato o agresión, castigos corporales, que afecte la integridad física, provocando o no lesiones, ya sean internas, externas o ambas, esto como resultado del uso de la fuerza o de cualquier objeto que se utilice con la intencionalidad de causar daño y de sus consecuencias, sin consideración del tiempo que se requiera para su recuperación.

			B) Violencia psicológica: Es cualquier acción, omisión o patrón de conducta dirigido a causar daño emocional, disminuir la autoestima, afectar la honra, provocar descrédito, menospreciar la dignidad personal, perturbar, degradar la identidad cultural, expresiones de identidad juvenil o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las decisiones de una mujer, mediante la humillación, intimidación, encierros, aislamiento, tratamientos forzados o cualquier otro acto que afecte su estabilidad psicológica y emocional.

			La violencia psicológica incluye la manipulación emocional, el control mediante mecanismos de vigilancia, acoso u hostigamiento, toda conducta abusiva y especialmente los comportamientos, palabras, actos, gestos, escritos o mensajes electrónicos dirigidos a perseguir, intimidar, chantajear y vigilar a la mujer, independientemente de su edad o condición y que pueda afectar su estabilidad emocional, dignidad, prestigio, integridad física o psíquica; o, que puedan tener repercusiones negativas respecto de su empleo, en la continuación de estudios escolares o universitarios, en promoción, reconocimiento en el lugar de trabajo o fuera de él.

			Incluye también las amenazas, el anuncio verbal o con actos, que deriven en un daño físico, psicológico, sexual, laboral o patrimonial, con el fin de intimidar al sujeto de protección de esta Ley.

			C) Violencia sexual: Es toda acción que implique la vulneración o restricción del derecho a la integridad sexual y a decidir voluntariamente sobre su vida sexual y reproductiva, a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza e intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares y de parentesco, exista o no convivencia, la transmisión intencional de infecciones de transmisión sexual (ITS), así como la prostitución forzada, la trata con fines de explotación sexual, el abuso o acoso sexual, la esterilización forzada y otras prácticas análogas.

			También es violencia sexual la implicación de niñas y adolescentes en actividades sexuales con un adulto o con cualquier otra persona que se encuentre en situación de ventaja frente a ellas, sea por su edad, por razones de su mayor desarrollo físico o mental, por la relación de parentesco, afectiva o de confianza que lo une a la niña o adolescente, por su ubicación de autoridad o poder; el embarazo temprano en niñas y adolescentes, el matrimonio en edad temprana, la mutilación genital femenina y la utilización de la imagen de las niñas y adolescentes en pornografía.

			D) Violencia económica y patrimonial: Es toda acción u omisión que se dirija a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos y patrimoniales de las mujeres, incluidos aquellos de la sociedad conyugal y de la sociedad de bienes de las uniones de hecho, a través de:

			1. La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes muebles o inmuebles;

			2. La pérdida, sustracción, destrucción, retención o apropiación indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimoniales;

			3. La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o la privación de los medios indispensables para vivir una vida digna; así como la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias;

			4. La limitación o control de sus ingresos; y,

			5. Percibir un salario menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo.

			E) Violencia simbólica: Es toda conducta que, a través de la producción o reproducción de mensajes, valores, símbolos, iconos, signos e imposiciones de género, sociales, económicas, políticas, culturales y de creencias religiosas, transmiten, reproducen y consolidan relaciones de dominación, exclusión, desigualdad y discriminación, naturalizando la subordinación de las mujeres.

			F) Violencia política: Es aquella violencia cometida por una persona o grupo de personas, directa o indirectamente, en contra de las mujeres que sean candidatas, militantes, electas, designadas o que ejerzan cargos públicos, defensoras de derechos humanos, feministas, lideresas políticas o sociales, o en contra de su familia.

			Esta violencia se orienta a acortar, suspender, impedir o restringir su accionar o el ejercicio de su cargo, o para inducirla u obligarla a que efectúe en contra de su voluntad una acción o incurra en una omisión, en el cumplimiento de sus funciones, incluida la falta de acceso a bienes públicos u otros recursos para el adecuado cumplimiento de sus funciones.

			G) Violencia gineco-obstétrica: Se considera a toda acción u omisión que limite el derecho de las mujeres embarazadas o no, a recibir servicios de salud gineco-obstétricos.

			Se expresa a través del maltrato, de la imposición de prácticas culturales y científicas no consentidas o la violación del secreto profesional, el abuso de medicalización, y la no establecida en protocolos, guías o normas; las acciones que consideren los procesos naturales de embarazo, parto y posparto como patologías, la esterilización forzada, la pérdida de autonomía y capacidad para decidir libremente sobre sus cuerpos y su sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida y salud sexual y reproductiva de mujeres en toda su diversidad y a lo largo de su vida, cuando esta se realiza con prácticas invasivas o maltrato físico o psicológico.

			Tipo doloso

			(Ver Dolo)

			Definición: Son conductas dolosas aquellas en las que está presente el designio consciente de causar daño, es decir, el agente tiene consciencia de la antijuridicidad de su accionar y a pesar de aquello, lo lleva adelante.

			Intencionalidad: Es intencional una conducta cuando el acontecimiento dañoso o peligroso, que es el resultado de la acción o de la omisión de que la ley hace depender la existencia de la infracción, fue previsto y querido por la persona.

			En este línea, el Código Orgánico Integral Penal establece que actúa con dolo la persona que tiene el designio de causar daño (Primer inciso del Art. 26 del COIP)

			Se deja constancia que el proyecto de reforma al COIP remitido por la Asamblea Nacional al Ejecutivo (septiembre del 2019), planteó se considerara que actúa con dolo la persona que, conociendo los elementos objetivos del tipo penal, ejecuta voluntariamente la conducta. El Presidente de la República en su veto parcial (octubre 2019) propone como texto alternativo, que actúa con dolo la persona que tiene conciencia y voluntad de realizar los elementos objetivos del tipo.

			La norma penal además señala que la omisión dolosa se corresponde con el comportamiento de un individuo que, deliberadamente, prefiere no evitar un resultado material típico, cuando se encuentra en posición de garante.

			Se encuentra en posición de garante la persona que tiene una obligación legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, salud, libertad e integridad personal del titular del bien jurídico y ha provocado o incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la afectación de un bien jurídico (Art. 28 del COIP).

			Tipo imprudente o culposo

			(Ver Imprudencia)

			Definición: La infracción es culposa cuando el acontecimiento, pudiendo ser previsto pero no querido por el sujeto activo, se verifica por causa de negligencia, imprudencia, impericia o inobservancia de la ley, reglamentos u órdenes.

			Según el Código Orgánico Integral Penal, actúa con culpa la persona que infringe el deber objetivo de cuidado que personalmente le corresponde, produciendo así un resultado dañoso. Esta conducta es punible solo cuando se encuentra tipificada como infracción en el COIP (Art. 27 del COIP).

			Tortura

			Garantía de la integridad personal: La Constitución de la República en su artículo 66 numeral 3, literales a), b), c) y d), determina que, para garantizar la integridad de todas las personas, se prohíben las penas crueles, las torturas, todo procedimiento inhumano, degradante o que implique violencia física, psicológica y sexual o coacción moral y, la prohibición del uso del material genético y la experimentación científica que atente contra los derechos humanos.

			El Código Orgánico Integral Penal tipifica el delito de Tortura y lo hace de la manera que se detalla a continuación:

			Figura genérica: La persona que inflija u ordene infligir a otra, grave dolor o sufrimiento, ya sea de naturaleza física o psíquica o la someta a condiciones o métodos que anulen su personalidad o disminuyan su capacidad física o mental, aún cuando no causen dolor o sufrimiento físico o psíquico; con cualquier finalidad en ambos supuestos. La pena que se impondrá es de privación de la libertad de siete a diez años.

			Figuras agravadas:

			La persona que incurra en alguna de las siguientes circunstancias será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años:

			1. Aproveche su conocimiento técnico para aumentar el dolor de la víctima.

			2. La cometa una persona que es funcionaria o servidora pública u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, por instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.

			3. Se cometa con la intención de modificar la identidad de género u orientación sexual.

			4. Se cometa en persona con discapacidad, menor de dieciocho años, mayor de sesenta y cinco años o mujer embarazada.

			Delito de omisión: El servidor público que tenga competencia para evitar la comisión de la infracción de tortura y omita hacerlo, será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 151 del COIP).

			Traductor

			Desde la fase preprocesal de investigación previa, no se diga en las respectivas etapas procesales, es indispensable que el procesado, en caso no de hablar el idioma español, cuente con la asistencia de un traductor o intérprete. Este derecho de protección se encuentra contemplado dentro del derecho a la defensa, en el literal a) del numeral 7 del artículo 77 de la Constitución de la República.

			El Código Orgánico Integral Penal, señala lo que sigue a continuación:

			1. Respecto a las reglas de las audiencias:

			A. El idioma oficial es el castellano, de no poder entender o expresarlo con facilidad, la persona procesada, la víctima u otros intervinientes, serán asistidos por un traductor designado por el juzgador.

			B. La persona procesada, la víctima u otros intervinientes, en caso de no poder escuchar o entender oralmente, serán asistidos por un intérprete designado por el juzgador, quien podrá usar todos los mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación visual, auditiva, sensorial y otras que permitan su inclusión en el proceso penal. Lo anterior no obsta para estar acompañados por un intérprete de su confianza (Numerales 6 y 7 del Art. 563 del COIP).

			2. En relación a las costas procesales:

			Consistirán, entre otros, en los honorarios de los defensores y de los peritos, traductores o intérpretes en caso de que no forman parte del sistema de justicia (Numeral 2 del Art. 629 del COIP).

			3. Entre las reglas generales de la prueba y de los elementos de convicción, se observará, entre otras, la regla de que el juzgador nombrará y posesionará en el mismo acto a un traductor cuando el declarante no sepa el idioma castellano. Del mismo modo, si la persona que declara es sordomuda, el juzgador recibirá el testimonio por escrito; si no sabe escribir, con el auxilio de un intérprete o, a falta de éste, de una persona acostumbrada a entender al declarante, a quien se le posesionará en el mismo acto (Numerales 6 y 7 del Art. 502 del COIP).

			Tráfico ilegal de órganos

			Definición: Según el Código Orgánico Integral Penal, se entiende hay tráfico de órganos cuando la persona que, fuera de los casos permitidos por la ley, realiza actos que tienen por objeto la intermediación onerosa o, negocia por cualquier medio o traslada órganos, tejidos, fluidos, células, componentes anatómicos o sustancias corporales.

			Sanción: Si el sujeto activo del delito adecua su conducta a esta descripción normativa, se le impondrá una pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Art. 96 del COIP).

			Figuras conexas

			1. Extracción y tratamiento ilegal de órganos y tejidos:

			Figura genérica: La persona que, sin cumplir con los requisitos legales, extraiga, conserve, manipule órganos, sus partes, componentes anatómicos vitales o tejidos irreproducibles, células u otros fluidos o sustancias corporales de personas vivas, será sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años (Inciso primero del Art. 95 del COIP).

			Figuras atenuadas:

			A. Si se trata de componentes anatómicos no vitales o tejidos reproductibles, la persona será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Tercer inciso del Art. 95 del COIP).

			B. Si la infracción se comete sobre un cadáver, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Quinto inciso del Art. 95 del COIP).

			Figuras agravadas:

			A. Si la infracción se ha cometido en personas de grupos de atención prioritaria, se sancionará con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Inciso segundo del Art. 95 del COIP).

			B. Cuando se produzca la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Cuarto inciso del Art. 95 del COIP).

			Pena accesoria para el profesional de la salud: Si la persona que comete la infracción es un profesional de la salud, quedará además inhabilitado para el ejercicio de su profesión por el mismo tiempo de la condena, una vez cumplida ésta (Sexto inciso del Art. 95 del COIP).

			2. Publicidad de tráfico de órganos:

			La persona que promueva, favorezca, facilite o publicite la oferta, la obtención o el tráfico ilegal de órganos y tejidos humanos o el trasplante de los mismos será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 97 del COIP).

			3. Realización de procedimientos de trasplante sin autorización:

			La persona que realice procedimientos de trasplante de órganos, tejidos y células, sin contar con la autorización y acreditación emitida por la autoridad competente, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años.

			Figura agravada: Si los componentes anatómicos extraídos o implantados provienen de niñas, niños o adolescentes, personas con discapacidad o adultos mayores, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años (Art. 98 del COIP).

			4. Turismo para la extracción, tratamiento ilegal o comercio de órganos:

			La persona que organice, promueva, ofrezca, brinde, adquiera o contrate actividades turísticas para realizar o favorecer las actividades de tráfico, extracción o tratamiento ilegal de órganos y tejidos, será sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años (Art. 99 del COIP).

			Trata de personas

			En aplicación del Código Orgánico Integral Penal, dentro de las graves violaciones a los derechos humanos y los delitos contra el Derecho Internacional Humanitario se encuentra la Trata de personas, que se configura cuando se verifica captación, transportación, traslado, entrega, acogida o recepción para sí o para un tercero, de una o más personas, ya sea dentro del país o desde o hacia otros países con fines de explotación.

			Para la comprensión completa de la norma, se tendrá en cuenta que constituye explotación, toda actividad de la que resulte un provecho material o económico, una ventaja inmaterial o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, mediante el sometimiento de una persona o la imposición de condiciones de vida o de trabajo, obtenidos de:

			1. La extracción o comercialización ilegal de órganos, tejidos, fluidos o material genético de personas vivas, incluido el turismo para la donación o trasplante de órganos.

			2. La explotación sexual de personas incluida la prostitución forzada, el turismo sexual y la pornografía infantil.

			3. La explotación laboral, incluido el trabajo forzoso, la servidumbre por deudas y el trabajo infantil.

			4. Promesa de matrimonio o unión de hecho servil, incluida la unión de hecho precoz, arreglada, como indemnización o transacción, temporal o para fines de procreación.

			5. La adopción ilegal de niñas, niños y adolescentes.

			6. La mendicidad.

			7. Reclutamiento forzoso para conflictos armados o para el cometimiento de actos penados por la ley.

			8. Cualquier otra modalidad de explotación (Art. 91 del COIP).

			Sanción para el delito de trata de personas:

			La trata se persigue y sanciona con independencia de otros delitos que se hayan cometido en su ejecución o como su consecuencia (Inciso final del Art. 92 del COIP), de la manera que sigue:

			A. Figura genérica: Con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años (Numeral 1 del Art. 92 del COIP).

			B. Figuras agravadas:

			b.1 Con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años, si la infracción recae en personas de uno de los grupos de atención prioritaria o en situación de doble vulnerabilidad o si entre la víctima y el agresor ha existido relación afectiva, consensual de pareja, conyugal, convivencia, de familia o de dependencia económica o exista vínculo de autoridad civil, militar, educativa, religiosa o laboral (Numeral 2 del Art. 92 del COIP).

			b.2 Con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años, si con ocasión de la trata de personas, la víctima ha sufrido enfermedades o daños sicológicos o físicos graves o de carácter irreversible (Numeral 3 del Art. 92 del COIP).

			b.3 Con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, si por motivo de la trata de personas se produce la muerte de la víctima (Numeral 4 del Art. 92 del COIP).

			Pena para la persona jurídica: Cuando una persona jurídica es responsable de trata, será sancionada con multa de cien a mil salarios básicos unificados del trabajador en general y la extinción de la misma (Art. 94 del COIP).

			Principio de no punibilidad a la víctima de trata:

			La víctima no recibirá pena alguna por la comisión de cualquier delito que sea el resultado directo de haber sido objeto de trata. Tampoco se aplicarán las sanciones o impedimentos previstos en la legislación migratoria cuando las infracciones son consecuencia de la actividad desplegada durante la comisión del ilícito del que fueron sujetas (Art. 93 del COIP).

			Tribunal de Garantías Penales

			Actuación del Tribunal de garantías penales: El Tribunal actuará dentro de la tercera etapa del proceso por delitos de acción pública, es decir, en la etapa del juicio, momento en el cual se practicarán los actos procesales necesarios para comprobar conforme a Derecho la existencia de la infracción y la responsabilidad del procesado para, según corresponda, condenarlo o ratificar su inocencia.

			Regulaciones del Código Orgánico de la Función Judicial:

			En cada provincia habrá el número de juzgadores que determine el Consejo de la Judicatura para que integren los Tribunales de Garantías Penales. Estos juzgadores serán competentes para conocer y resolver los procesos penales que se les asigne.

			El Consejo de la Judicatura deberá determinar la localidad de la residencia y de la circunscripción territorial en la que ejercen competencia los Tribunales. En caso de no establecerlo, se entenderá que es provincial (Art. 220 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Competencia: Los Tribunales de Garantías Penales son competentes para:

			1. Sustanciar la etapa de juicio y dictar sentencia en todos los procesos de ejercicio público de la acción, cualquiera que sea la pena prevista para el delito que se juzga, exceptuándose los casos de fuero y aquellos que deban tramitarse por el procedimiento directo, o los que determine la ley.

			2. Sustanciar y resolver el procedimiento penal abreviado, cuando les sea propuesto (este numeral debería ser reformado por la Asamblea Nacional, dado que el procedimiento abreviado es conocido y resuelto por el juez de garantías penales); y,

			3. Realizar los demás actos procesales previstos en la ley (Art. 221 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Asignación de causas: Para el conocimiento de cada causa, el Consejo de la Judicatura deberá establecer el sistema de sorteo, mediante el cual se determine los tres juzgadores que conformarán el Tribunal; de igual forma, por sorteo se seleccionará al juez ponente quien presidirá el Tribunal y será competente para conocer las acciones por daños y perjuicios y demás atribuciones que establezca la Ley (Art. 222 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Reemplazo de los miembros del Tribunal:

			En caso de ausencia u otro impedimento de los juzgadores que conforman el Tribunal, su reemplazo será mediante sorteo entre los juzgadores designados por el Consejo de la Judicatura, para conformar los Tribunales de Garantías Penales.

			Cuando no se cuente con el número suficiente de juzgadores para integrar el Tribunal de Garantías Penales, se determinará su reemplazo, mediante sorteo entre los miembros que conforman el respectivo banco de elegibles, conforme con el Sistema establecido por el Consejo de la Judicatura (Art. 223 del Código Orgánico de la Función Judicial).

			Turismo sexual

			Hablar de turismo sexual, al tenor de las normas contenidas es nuestra norma penal, nos remite al análisis de varias conductas que giran en torno a la promoción de actividades turísticas que conllevan servicios de carácter o naturaleza sexual.

			Definición: Adecuan su conducta a la norma sancionadora, quienes organizan, ofrecen, promueven, brindan, trasladan, reclutan, adquieren o contratan actividades turísticas que implican servicios de naturaleza sexual.

			Sanción: Al responsable se le impondrá la pena privativa de la libertad de siete a diez años (Inciso primero del Art. 102 del COIP).

			Figuras agravadas:

			Si las víctimas se encuentran en alguno de los siguientes casos, la pena privativa de libertad será de diez a trece años:

			1. Si son niñas, niños o adolescentes o personas en situación de vulnerabilidad, aún cuando hayan prestado su consentimiento.

			2. Cuando se utilice violencia, amenaza o intimidación.

			3. Cuando la persona no tenga capacidad para comprender el significado del hecho (Inciso segundo y numeral del Art. 102 del COIP)

			Pena para la persona jurídica: Cuando se determine la responsabilidad penal de una persona jurídica en la comisión de éste y otros delitos de explotación, será sancionada con su extinción y multa de diez a mil salarios básicos unificados del trabajador en general (Art. 109 del COIP).

			U

			Uso progresivo de la fuerza

			El Código Orgánico Integral Penal señala que los servidores encargados de la seguridad penitenciaria y custodia de las personas privadas de libertad, dentro o fuera del centro, podrán recurrir a las técnicas de uso progresivo de la fuerza para sofocar amotinamientos o contener y evitar fugas; y, en caso de existir extralimitación, se remitirá el expediente respectivo a la Fiscalía (Art. 686 del COIP).

			Delito relacionado a la extralimitación en todo acto de servicio (abuso en el uso progresivo de la fuerza):

			El servidor de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional o seguridad penitenciaria que se extralimite en la ejecución de un acto del servicio, sin observar el uso progresivo o racional de la fuerza, en los casos que deba utilizarla y que como consecuencia de ello, produzca lesiones a una persona, será sancionado con pena privativa de libertad que corresponda, según las reglas de lesiones, con el incremento de un tercio de la pena.

			Paratipo penal: Si como consecuencia de la inobservancia del uso progresivo o racional de la fuerza se produce la muerte de una persona, el responsable será sancionado con pena privativa de libertad de diez a trece años (Art. 293 del COIP).

			Principios internacionales relacionados al uso progresivo de la fuerza:

			Existen varias normas y directrices internacionales que regulan todo lo concerniente al uso de la fuerza por parte de las autoridades dedicadas a velar por el orden interno de un país.

			Por ejemplo, la Organización de las Naciones Unidas, dentro del VIII Congreso sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana en 1990, aprobó los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley, los que deben ser respetados en toda circunstancia, no siendo admisible invocar situaciones excepcionales o de emergencia para justificar su incumplimiento.

			Tres son los principios a tener en cuenta:

			A. Legalidad: Supone que el uso de la fuerza debe estar dirigido a lograr un objetivo legal, por aquello es que los medios y métodos usados, deben ser concordantes con las normas legales nacionales e internacionales.

			B. Necesidad: Parte de la premisa de que luego de intentadas otras alternativas de solución del problema, el uso de la fuerza representó el último recurso de la Policía para el cumplimiento de su deber. Dicho de otro modo, el uso de la fuerza es necesario solamente cuando otros medios resultan ineficaces o no garantizan el logro del objetivo legal buscado.

			C. Proporcionalidad: Requiere que se evalúen de un lado, la gravedad de la amenaza o agresión y el objetivo legal y legítimo buscado por la Policía y, de otro, el nivel de fuerza a emplear para controlar la situación.

			La reforma del 2019:

			1. Cuando la Asamblea Nacional remitió el proyecto de reforma al COIP al Ejecutivo (septiembre del 2019), propuso que se reforme el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público y, en concreto, se agregara a continuación de su disposición general sexta, las siguientes disposiciones generales innumeradas:

			A. Uso progresivo o racional de la fuerza del personal policial y servidores del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria: El uso progresivo o racional de la fuerza por parte de los servidores policiales y servidores del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria, se aplicará de acuerdo a la amenaza o riesgo del servidor y al nivel de ataque y/o resistencia presentado por el o los presuntos infractores, observando lo siguientes principios:

			- Legalidad, entendido como el ejercicio de la potestad pública conferida al amparo de la Constitución y la ley;

			- Necesidad, entendido como la respuesta a una situación que representa una amenaza y que requiera de una acción inmediata para evitar su agravamiento en el cometimiento de una infracción; y,

			- Proporcionalidad, entendido como el equilibrio entre la gravedad de la amenaza y la cantidad de fuerza empleada, cuando exista inminente riesgo de vulneración de derechos o alteración de la seguridad ciudadana y el orden público.

			En todos los casos que el servidor policial o de seguridad y vigilancia penitenciaria actúe en cumplimiento de su misión constitucional, deberá recibir patrocinio y asesoría jurídica especializada y oportuna por parte del Estado, a través de la Policía Nacional y la entidad rectora en materia de Rehabilitación Social, según corresponda.

			B. Niveles del uso progresivo o racional de la fuerza del personal policial y servidores del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria: Los niveles del uso progresivo o racional de la fuerza del personal policial y servidores del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria son:

			1. Presencia policial, es la demostración de autoridad ante el riesgo latente, para disuadir la comisión de una presunta infracción penal.

			2. Verbalización, es el uso de técnicas de comunicación que faciliten a los servidores policiales cumplir con sus funciones, ante una persona cooperadora.

			3. Control físico, son técnicas de control que permiten neutralizar la acción ante la resistencia pasiva no cooperadora o física del presunto infractor.

			4. Técnicas defensivas no letales, es la utilización de armas, medios logísticos y tecnológicos, y munición, no letales, a fin de neutralizar la resistencia violenta o agresión no letal de una o varias personas; y,

			5. Fuerza potencial letal, es la utilización de fuerza letal o armas de fuego con munición letal, a efecto de neutralizar la actuación antijurídica violenta o agresión letal de una o varias personas, en salvaguarda de la vida del servidor policial o de un tercero frente a un peligro actual, real e inminente.

			El nivel del uso progresivo o racional de la fuerza del personal policial y servidores del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria, dependerá de la actuación del presunto infractor, que puede iniciarse en cualquier nivel e incrementarse o reducirse gradual o repentinamente.

			El servidor que, como resultado del uso progresivo o racional de la fuerza, haga uso del arma de fuego con munición letal y cause lesión o muerte en actos de servicio, será asistido de forma inmediata por un profesional para su evaluación y tratamiento médico y psicológico.

			2. EL Presidente de la República en su veto parcial (octubre del 2019), se limitó a proponer como texto alternativo para agregarse a continuación de la disposición general sexta del Código de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, el siguiente:

			“Disposición General Innumerada.- Las entidades de seguridad ciudadana y orden público, la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas, cada una en el marco de sus competencias y atribuciones constitucionales y legales emitirán los reglamentos necesarios para definir y regular todo lo concerniente al uso progresivo de la fuerza en el ejercicio de sus deberes legales.”

			Usura

			(Ver Delitos económicos)

			El Código Orgánico Integral Penal en su artículo 309, determina que comete delito de usura la persona que otorgue un préstamo directa o indirectamente y estipule un interés mayor que el permitido por ley. De verificarse este hecho, el sujeto activo será sancionado con pena privativa de libertad de cinco a siete años.

			Con la misma pena de cinco a siete años, será reprimida la persona que simule la existencia de un negocio jurídico y oculte un préstamo usurario.

			Figura agravada: Cuando el perjuicio se extienda a más de cinco personas, el responsable será sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años.

			En estos casos se ordenará la devolución a la víctima de lo hipotecado o prendado y la restitución de todo lo pagado de manera ilegal.

			Precedente jurisprudencial de la Corte Nacional de Justicia sobre la usura:

			En el Suplemento del Registro Oficial No. 950, de 22 de Febrero de 2017, se publicó la Resolución No. 01-2017 de 11 de enero del 2017, en la cual, como precedente jurisprudencial obligatorio, constan las siguientes directrices en torno el tipo penal de usura:

			A. El delito de usura se comete desde que el sujeto activo, al realizar un préstamo de dinero, cobra al sujeto pasivo un interés mayor que el permitido por la ley.

			B. La acción permanece mientras el sujeto pasivo es sometido al cumplimiento de la obligación y culmina cuando se extinguen los efectos jurídicos del vínculo de subordinación, esto es, al terminar de pagar los intereses usurarios o, en su defecto, si se ha demandado el pago de la obligación hasta cuando se dicta la última actuación judicial para su ejecución.

			Usurpación

			(Ver Delitos contra el derecho a la propiedad)

			Dentro de los delitos contra el derecho a la propiedad del Código Orgánico Integral Penal, se contempla a la usurpación (delito de acción privada), que se configura cuando una persona despoja ilegítimamente a otra de la posesión, tenencia o dominio de un bien inmueble o de un derecho real de uso, usufructo, habitación, servidumbre o anticresis, constituido sobre un inmueble.

			Sanción: Si el sujeto activo adecua su conducta al tipo, será sancionado con la pena privativa de libertad de seis meses a dos años.

			Figura agravada: Si el despojo ilegítimo se produce con intimidación o violencia, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años (Art. 200 del COIP).

			V

			Víctima

			Marco constitucional: Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, de forma que se les garantizará su no revictimización, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación.

			Se adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado (Constitución de la República: Art. 78 Inc. 1).

			Definición: Hablar de víctima en el Código Orgánico Integral Penal, nos remite inexorablemente al tratamiento del sujeto pasivo de la conducta infraccional, es decir, en quien recae la conducta del sujeto activo del delito.

			Se consideran víctimas a las siguientes personas:

			1. Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o indirecta como consecuencia de la infracción.

			2. Quien ha sufrido agresión física, psicológica, sexual o cualquier tipo de daño o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal.

			3. La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del mismo sexo; ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad de las personas señaladas en el numeral anterior.

			4. Quienes compartan el hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.

			5. El socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido afectado por infracciones cometidas por sus administradores.

			6. El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten afectadas por una infracción.

			7. Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que afecten intereses colectivos o difusos.

			8. Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas infracciones que afecten colectivamente a los miembros del grupo.

			La condición de víctima es independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, sancione o condone al responsable de la infracción o a que exista un vínculo familiar con este (Art. 441 del COIP).

			Derechos de las víctimas:

			En todo proceso penal, la víctima de las infracciones gozará de los siguientes derechos:

			1. A proponer acusación particular, a no participar en el proceso o a dejar de hacerlo en cualquier momento, de conformidad con las normas del COIP. En ningún caso se obligará a la víctima a comparecer.

			2. A la adopción de mecanismos para la reparación integral de los daños sufridos que incluye, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos, el restablecimiento del derecho lesionado, la indemnización, la garantía de no repetición de la infracción, la satisfacción del derecho violado y cualquier otra forma de reparación adicional que se justifique en cada caso.

			3. A la reparación por las infracciones que se cometan por agentes del Estado o por quienes, sin serlo, cuenten con su autorización.

			4. A la protección especial, resguardando su intimidad y seguridad, así como la de sus familiares y sus testigos.

			5. A no ser revictimizada, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas, incluida su versión. Se la protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación, para el efecto, se podrán utilizar medios tecnológicos.

			6. A ser asistida por un defensor público o privado antes y durante la investigación, en las diferentes etapas del proceso y en lo relacionado con la reparación integral.

			7. A ser asistida gratuitamente por un traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento, así como a recibir asistencia especializada.

			8. A ingresar al Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal, de acuerdo con las disposiciones del COIP y la ley.

			9. A recibir asistencia integral de profesionales adecuados de acuerdo con sus necesidades durante el proceso penal.

			10. A ser informada por el fiscal de la investigación preprocesal y de la instrucción.

			11. A ser informada, aún cuando no haya intervenido en el proceso, del resultado final, en su domicilio si se lo conoce.

			12. A ser tratada en condiciones de igualdad y cuando amerite, aplicar medidas de acción afirmativa que garanticen una investigación, proceso y reparación, en relación con su dignidad humana.

			13. Si la víctima es de nacionalidad distinta a la ecuatoriana, se permitirá su estadía temporal o permanente dentro del territorio nacional, por razones humanitarias y personales, de acuerdo con las condiciones del Sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes del proceso penal (Art. 11 del COIP).

			Violación

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			El delito contra la libertad sexual por excelencia es la violación, el que ha sufrido algunos cambios en su descripción típica a lo largo del tiempo. Según el Código Orgánico Integral Penal, se estructura por medio del acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o la introducción, por vía vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos distintos al miembro viril, a una persona de cualquier sexo.

			Quien lo comete, será sancionado con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años en cualquiera de los siguientes casos:

			1. Cuando la víctima se halla privada de la razón o del sentido, o cuando por enfermedad o por discapacidad no pudiera resistirse.

			2. Cuando se use violencia, amenaza o intimidación.

			3. Cuando la víctima sea menor de catorce años.

			Figuras agravadas:

			Se sancionará con el máximo de la pena prevista para la figura genérica, es decir, con la privación de libertad de veintidós años, cuando:

			1. La víctima, como consecuencia de la infracción, sufre una lesión física o daño psicológico permanente.

			2. La víctima, como consecuencia de la infracción, contrae una enfermedad grave o mortal.

			3. La víctima es menor de diez años.

			4. La o el agresor es tutora o tutor, representante legal, curadora o curador o cualquier persona del entorno íntimo de la familia o del entorno de la víctima, ministro de culto o profesional de la educación o de la salud o cualquier persona que tenga el deber de custodia sobre la víctima.

			5. La o el agresor es ascendiente o descendiente o colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

			6. La víctima se encuentre bajo el cuidado del agresor por cualquier motivo.

			Paratipo penal - pena máxima: En todos los casos, si se produce la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años (Art. 171 del COIP).

			Violación incestuosa

			(Ver Delitos contra la integridad sexual y reproductiva)

			Con la reforma al COIP del 2019 se incorpora este tipo penal (Art. 171.1), que se construye a través de los siguientes elementos:

			La persona que viole a un pariente que sea ascendiente, descendiente o colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, será sancionada con el máximo de la pena privativa de libertad prevista para el delito de violación (veintidós años).

			Paratipo penal: Si se produce la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.
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			FLUJOGRAMAS PRÁCTICOS DE PROCESOS

		

		
			Procedimiento penal ordinario - COIP 3 etapas

		

		
		
			Procedimientos especiales del COIP

			Procedimiento abreviado - COIP (Arts. 635-639)

			Procedimiento directo COIP (Art. 640)

			Procedimiento expedito de contravenciones penales COIP (Art. 642)

			Procedimiento expedito para la contravención contra la mujer o miembros del núcleo familiar - COIP (Art. 643)

			Procedimiento expedito para contravenciones de tránsito - COIP (Art. 644-646)

			Procedimiento penal para los delitos de acción privada - COIP (Art. 647-651)

			Recurso de apelación - COIP (Arts. 653-655)

			Recurso de casación - COIP (Arts. 656-657)

			Recurso de revisión - COIP (Arts. 658-660)

			Recurso de hecho - COIP (Art. 661)

			Procedimiento de conciliación - COIP (Arts. 663-665)

			Procedimiento en el caso de los delitos cometidos por medios de comunicación social - COIP: Delitos de acción pública y acción privada (Arts. 663-665)

			Trámite de archivo de investigaciones - COIP (Arts. 586-587)
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